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0 Propósito, y cómo se lee esta obra
Primera versión: 5 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 14 · Citas leídas en su fuente: 27
En pocas palabras:
Esta obra revela cómo funciona el sistema, que está a la vista de todos, pero escondido en su complejidad, y lo mide con la ley que todos los pueblos guardaron por encima de toda ley.
Cada afirmación lleva su fuente. El lector elige cuánto quiere ver de ella.
Separa siempre el dato de la interpretación, y da al Estado su mejor defensa, en el juicio.
Mide en dos pasos, la verdad de los hechos y sus frutos, y solo tiene por sólido lo que coincide en tradiciones independientes.
Lleva a cuatro puertas, todas dentro de la ley: la constancia escrita, el Registro de los frutos, el juicio popular de la verdad y la metamorfosis del Estado.
0.1 Lo que la humanidad ha guardado con más celo
La idea: lo que los pueblos guardaron con más celo muestra lo que tenían por ley por encima de toda ley, y en lo esencial coincide.
La humanidad guarda con más celo lo que más valora:
El libro de Isaías se copió con tanto cuidado que el rollo hallado en Qumrán, de hace más de dos mil años, coincide en general con los códices que se copiaban mil años después◦.
Los Vedas se han transmitido de memoria durante miles de años, cuidando que no cambie el sonido de cada palabra◦.
Los Evangelios de Garima, escritos hace unos mil quinientos años, todavía se veneran en su monasterio de Etiopía◦.
Ese celo es un testimonio: muestra lo que los pueblos han tenido por ley por encima de toda ley. Da igual el nombre que cada pueblo dé a Dios: lo que todos guardaron coincide en lo esencial.
Los hechos completos, con sus fuentes, se ven en el nivel completo.
0.2 Adónde lleva esta obra
La idea: esta obra revela cómo funciona el sistema, lo mide con la ley que todos los pueblos guardaron y lleva a cuatro puertas, todas dentro de la ley.
El nombre. «Apocalipsis» viene del griego apokálypsis, «revelación». Y revelar es «descubrir o manifestar lo ignorado o secreto»◦. La obra usa la palabra en ese sentido: descubrir cómo funciona el sistema, que está a la vista de todos, pero escondido en su complejidad. No anuncia el fin del mundo.
Qué hace. Esta obra mide el sistema, es decir, el Estado y las normas con que gobierna, tomando España como caso. Lo mide con la ley que todos los pueblos guardaron por encima de toda ley. Y lo hace con hechos comprobables, cada uno con su fuente. Cada afirmación remite al lugar donde está su prueba.
Por qué. En palabras del autor: «No lo he inventado yo; tan solo lo pretendo presentar a mis hermanos en orden, ya que nadie lo hace. Me veo en la obligación moral de ordenarlo yo mismo, para que todo quede desvelado y recuperar lo que es del orden natural».
El autor. Kiko Orozco Rocamora. El autor firma el orden y la lectura, no las verdades, que son de todos. Se resume así: «El dictamen es del autor; los hechos son de todos». El lector tiene delante las mismas pruebas, con su fuente y el lugar donde comprobarlas, para sacar sus propias conclusiones: «esta obra no pide fe, la somete a examen».
Adónde lleva. El camino de la obra termina en cuatro cosas. Aquí se dicen en breve; cada una se explica entera al final del libro.
La constancia escrita: dejar por escrito lo que se pide y lo que se responde, o el silencio. Quien deja constancia ya no puede ser ignorado sin que quede registrado (se explica en 10.4). 
El Registro de los frutos: el archivo público que la obra propone. Cada ciudadano dejará constancia de sus escritos al Estado y de la respuesta o el silencio, con un código para que cualquiera lo compruebe. Sus datos personales solo se publicarán si lo autoriza. Hoy es una propuesta, no un archivo en marcha (se explica en 10.8). 
El juicio popular de la verdad: un tribunal de opinión, sin carácter oficial y sin fuerza legal, y que lo declara desde el principio. Un jurado elegido por sorteo juzga al Estado acusación por acusación, institución por institución, y nunca a personas con nombre. Su fuerza es la verdad documentada, a la vista de todos (se explica en el capítulo 11). 
La metamorfosis del Estado: no se reclama un Estado nuevo. La obra invita a que el Estado que tenemos se alinee con la ley que está por encima de la suya y sirva al bien común, porque solo así recupera su legitimidad (se explica en 10.2). 
Lectura del autor: el propósito en el fondo. Esta obra poda las ramas secas del árbol del conocimiento, las que nos alejan del árbol de la vida: comprueba cada afirmación en su fuente y la juzga por sus frutos. Lo hace con el Estado, el primer campo, para que cualquiera pueda repetirlo en el suyo. Una rama seca es la que ya no bebe de la raíz, de lo recibido (J.1), y se conoce por sus frutos (0.5); podar no es talar (10.2). Y el árbol de la vida es, en palabras del autor, «aquello que fomenta la vida».
Conclusión, lo que arrojan los datos:
El sistema: medido con la regla que aplica a cualquier empresa, el sistema estaría en causa de disolución, y cada generación necesita más años de vida, más normas y más trámites para obtener lo mismo (9.1).
El planeta: medido con fuentes oficiales, cada cifra con lo que mide y sus años: 
la vida silvestre: en el mundo, el tamaño medio de las poblaciones de vertebrados que se siguen, un 73,2 % menos de 1970 a 2022 (no es el número de animales, y la mitad de esas poblaciones está estable o sube); en Europa y Asia Central, sin el mar, un 23 % menos (el informe de 2024 daba un 35 % hasta 2020)◦; en España, 1.855 especies amenazadas y el 74 % de los tipos de hábitat en estado desfavorable (2013-2018), cifra que sube sobre todo porque hay menos evaluaciones con resultado desconocido◦;
los bosques: el del mundo mengua, cada vez más despacio; el de España crece un 37,6 % de 1990 a 2025 (cálculo de la edición), sobre todo el que se regenera solo◦, pero en 2024 casi una cuarta parte de sus árboles muestreados había perdido más de la cuarta parte de sus hojas, sobre todo por la sequía◦;
el mar: las poblaciones marinas que se siguen, un 59 % menos de 1970 a 2022◦; las pesquerías sobreexplotadas, del 10 % al 37,7 % de las poblaciones evaluadas de 1974 a 2021; el Mediterráneo y el mar Negro, entre lo peor, pero mejoran◦; en los mares de Europa, el 80 % de las zonas evaluadas, con problemas por contaminantes◦;
el aire: en España, casi ninguna zona por encima de los valores legales, salvo el ozono (20 de 132 zonas en 2024)◦; con los valores guía de la OMS, más exigentes, más del 90 % de la población urbana de la UE, por encima; y la contaminación baja desde hace dos décadas◦;
el agua: en España, en buen estado, el 50,2 % de las masas superficiales y el 54,1 % de las subterráneas (2023; cálculo de la edición)◦;
el suelo: en España, el 24,8 % de la superficie erosionable, con erosión media o alta◦; en la UE, más del 60 % de los suelos, probablemente degradado◦;
lo que se recupera: en España, el lince ibérico, de unos 100 ejemplares en 2011 a más de 600 en 2017, y el águila imperial, el quebrantahuesos y el oso pardo◦;
y nacen menos: 1,10 hijos por mujer en España (8.8), 1,34 en la UE y 2,25 en el mundo, en 2024◦;
lo que no dicen: estas cifras miden el estado, no quién lo causa.
La tabla entera, con lo que se pierde, lo que se gana, el estado y el deterioro de cada cosa, se ve en el nivel completo.
Lectura del autor: lo que se pierde en el planeta son los daños colaterales de un sistema basado contra natura (5.2): aquí vemos los daños colaterales de la naturaleza. Por eso la poda empieza por el Estado, que gestiona el bien común. Un sistema así no sostiene la vida: está desalineado de lo que la fomenta, camuflado en sus formas y en su complejidad. Si no avanza al ritmo del pueblo, ¿a quién sirve? (1.1). Y si, como un capitán, ha perdido el rumbo, primero se le pide una contestación motivada, de buena fe, por si él mismo decide alinearse (10.4; 10.2); si no, se le aparta del timón como la historia muestra que se hace, cuando el pueblo deja de sostenerlo (9.2), y siempre por las puertas que la ley ya tiene (capítulo 10). El ente sin cuerpo no tiene aliento de vida (2.1; anexo D): por eso la contestación se pide a las personas que le prestan el suyo. Se señala el hecho, no a nadie. Lo que se señala es aquello que nació del padre de la mentira en el juego de la doble polaridad, lo que torció el rumbo y secó las ramas (4.4; J.3). Qué parte del árbol mira cada capítulo está en el mapa de J.1.
Lo que no hace. La obra no exime de ninguna obligación vigente: mientras el Estado no cambie, las obligaciones vigentes siguen vigentes◦. Tampoco invita a desobedecer. Juzga instituciones y diseños legales, nunca personas ni colectivos. Y no da consejo financiero ni de inversión.
La Biblioteca y esta edición. La obra existe de dos formas:
la Biblioteca: las 40 piezas, con la auditoría completa y todas sus fuentes. Queda como archivo, sin tocar;
esta edición, escrita para leerse de seguido. No añade datos. En el nivel completo, cada párrafo dice de qué pieza sale, con su número. Por ejemplo, 08.00 es la pieza «Reflexión filosófica propia sobre el cuerpo, la conciencia y el respeto». Así cualquiera puede ir al original y comprobarlo.
Cómo se hizo. La obra se ordenó con ayuda de herramientas de inteligencia artificial: Claude Code, Sofía, el asistente de inteligencia artificial de Google y NotebookLM. Las reglas con que se hizo, para que cualquiera pueda repetirla en otro país, están en el anexo G.
0.3 Cómo se lee cada capítulo
La idea: cada capítulo separa siempre el dato de la interpretación, y el lector elige a qué nivel lee.
Tres puertas, seis escalones. El lector elige arriba por qué puerta entra y, dentro de cada puerta, cuánto quiere ver; puede cambiar cuando quiera, y el lector recuerda su elección:
Lo que concluye. Primero, las conclusiones: «La idea» de cada apartado, «En pocas palabras» y «Para recordar», el esqueleto de la obra en cinco minutos. Después, la lectura entera, en español; una marca pequeña (◦) junto a cada cita avisa de que tiene fuente, y al pasar el ratón la dice.
Lo que lo sostiene. Primero, de dónde sale cada cita: el libro, el artículo o el versículo. Después, el texto completo: el original de cada cita en su lengua (latín, griego, hebreo, árabe, chino…), dónde se leyó, las tablas y los textos completos, y el código que lleva a la pieza de la Biblioteca de donde sale cada párrafo.
Lo que lo confirma. Primero, la prueba: junto a cada cita, el pasaje tal como está en su fuente, el archivo donde se leyó y el lugar exacto, sacados del archivo de pasajes por programa, nunca a mano; lo que se ha leído en su fuente lleva su marca, y lo que todavía no, también se dice. Después, lo extenso: lo que no cabe en el texto, como los demás pasajes de una tradición o las fichas enteras.
Lectura del autor: para quien necesita ver y tocar. Tomás no creyó por lo que le contaron: «Si no viere en sus manos la señal de los clavos, y metiere mi dedo en el lugar de los clavos, y metiere mi mano en su costado, no creeré»◦. Y no se le reprendió: «Mete tu dedo aquí, y ve mis manos: y alarga acá tu mano, y métela en mi costado»◦; «bienaventurados los que no vieron y creyeron»◦. La tercera puerta es para Tomás, y es un punto lícito. Quien necesita más pruebas no es menos: las necesita según su endurecimiento, que es el daño colateral de vivir en un sistema contra natura (10.9). Por eso la obra no reúne todo lo que existe, sino lo que ha leído y ha tenido por más relevante; si a alguien le falta algo que cambie una conclusión, que aporte dónde está, y se examinará con la misma vara.
Las traducciones. Cuando una cita tiene traductor publicado, se nombra: la Reina-Valera para la Biblia, Julio Cortés para el Corán, y así cada una. Cuando no se nombra traductor, la traducción al español es de esta edición, y el texto del que se ha hecho va al lado, en el nivel completo, para que cualquiera pueda comprobarla: el original o, cuando así se dice, una traducción reconocida.
En todos los escalones se ven siempre los rótulos que separan el dato de la interpretación. Cada capítulo empieza con «En pocas palabras» y termina con «Para recordar», y cada apartado se abre con su idea en una frase.
Los rótulos. Cada capítulo separa siempre lo que es dato de lo que es interpretación. Lo hace con rótulos fijos:
1. Los hechos, cada uno con su fuente y su fecha: 
lo que se ha leído en su fuente original no lleva marca;
lo que sale de fuentes secundarias fiables lleva la marca «fuente secundaria»;
lo que no se ha podido comprobar no entra como hecho: si hay que mencionarlo, porque circula, se dice como afirmación y lleva la etiqueta «presunción» (0.4).
2. «Conclusión, lo que arrojan los datos»: solo lo que se sigue de esos hechos. 
Cuando varios hechos, puestos en orden de fechas, marcan un camino, se dice qué dirección llevan. Por sus frutos se analiza; no se juzga la intención de nadie, porque un patrón no prueba una intención.
Se dicen también los hechos que no encajan con esa dirección.
3. «Lectura del autor»: la interpretación del autor, siempre marcada como suya. Las intenciones, las analogías y lo que el autor ve detrás de los hechos van aquí, nunca como dato.
4. «Límite honesto de la prueba»: lo que los datos no permiten afirmar, y lo que la obra concede. Va en el mismo capítulo, junto a lo que se afirma, para que nada se diga con más fuerza de la que tiene su prueba.
5. «La mejor defensa del Estado y los contrapuntos de la obra»: 
la defensa: la mejor que podría dar el Estado, escrita en su propia jerga, con sus leyes, su doctrina y sus sentencias;
los contrapuntos: la respuesta de la obra. Concede lo que es cierto, responde primero con la propia ley del Estado y después con las leyes que están por encima de ella, y dice también dónde la defensa aguanta.
«Una tortilla necesita sus dos caras»: el lector juzga mejor cuando oye a las dos partes.
Para que el libro se lea de seguido, y para que cada objeción se responda una sola vez, las defensas no van al final de cada capítulo. Se reúnen en el juicio (capítulo 11), cargo por cargo. Cada cargo termina dándole al Estado la última palabra, como hace su propia ley con todo acusado.
En cada capítulo queda una línea que dice dónde se oye su defensa.
Las dos fórmulas de la lectura del autor.
Cuando un hecho muestra un engaño, la lectura del autor lo dice siempre con la misma frase: «esto apunta hacia el padre de la mentira (Jn 8:44)». 
La expresión es del Evangelio de Juan, que dice del diablo: «es mentiroso, y padre de mentira»◦.
«Apunta hacia» dice la dirección que se ve en los frutos, no un origen que nadie puede probar.
Se explica en 4.4.
Cuando un hecho clama al cielo, la lectura del autor lo dice con otra fórmula. El criterio no es de la obra: es la lista que la tradición llama «pecados que claman al cielo»◦. La obra toma de ella los tres que tocan al Estado: 
«el clamor del pueblo oprimido»;
«el lamento del extranjero, de la viuda y el huérfano»;
«la injusticia para con el asalariado». En esos casos, y solo con el hecho comprobado en su fuente original, la lectura del autor dice «esto clama al cielo». Recuerda también que quizá no fue del todo culpa de quienes lo decidieron, y que es un aviso para rectificar. El texto completo se da la primera vez que se usa.
Ninguna de las dos fórmulas se aplica nunca a una persona ni a un colectivo con nombre.
0.4 Verdad, presunción, falso y mentira
La idea: verdad, presunción, falso y mentira son cuatro cosas distintas, y esta obra no las mezcla.
Esta obra usa cuatro palabras con un sentido fijo, para no llamar mentira a lo que todavía no se ha probado falso:
1. La verdad: lo que se comprueba con su fuente.
2. La presunción: lo que se da por cierto sin haberlo probado. Todavía no se sabe si es verdad o falso. Cuando esta obra menciona algo sin documento que lo avale, lo marca con la etiqueta «presunción» (anexo E).
3. Lo falso: lo que la norma o el dato demuestran que no es así. Se dice como «Conclusión, lo que arrojan los datos».
4. La mentira: lo falso dicho sabiendo que es falso. 
Tomás de Aquino lo explica así: «es contra la naturaleza, e indebido, que alguien diga con su palabra lo que no tiene en la mente»◦.
Como supone saber lo que hay en la mente de quien lo dice, solo se afirma cuando hay constancia de que se sabía. Si no, va como «Lectura del autor».
La presunción, en la ley. La ley usa la palabra con más cuidado. Una presunción legal dispensa de probar un hecho, pero solo si el hecho del que parte está probado o admitido: «Tales presunciones sólo serán admisibles cuando la certeza del hecho indicio del que parte la presunción haya quedado establecida mediante admisión o prueba»◦. Y el tribunal que presume un hecho necesita otro «admitido o probado», un «enlace preciso y directo» entre los dos, y debe razonarlo en la sentencia◦. Esa ley habla de los pleitos civiles; esta obra usa la palabra en su sentido de siempre y toma la regla de la ley como vara, no su aplicación: no dice que toda afirmación del Estado sea una presunción legal. Llama presunción a lo que se da por cierto sin que conste el hecho del que parte, y pregunta por él.
0.5 La vara: la verdad de los hechos y sus frutos
La idea: esta obra mide en dos pasos, la verdad de los hechos y sus frutos, y solo tiene por sólido lo que coincide en tradiciones independientes. La pesa: ¿roca o arena? Y, por sus frutos, ¿sirve más allá de sí, se sirve, o no cuida ni cumple? Vale para quien pesa (lectura del autor).
Por sus frutos los conoceréis. La fórmula de esta obra es una cita literal: «Por sus frutos los conoceréis»◦.
En el griego del Evangelio dice «por sus frutos los reconoceréis». El verbo es epiginóskō, «reconocer».
No es el mismo verbo de «No juzguéis, para que no seáis juzgados»◦, que es krínō, «juzgar». En Lucas, ese «no juzguéis» va con «no condenéis»◦.
Son dos cosas distintas:
condenar a alguien por lo que cree o por lo que es, que esta obra no hace;
y reconocer por los actos, comprobables y con fuente, que sí hace.
El mismo Evangelio pide discernir, pero con justicia: «No juzguéis según lo que parece, mas juzgad justo juicio»◦. Por eso esta obra es un análisis, no un juicio.
Lo dicen todas las tradiciones. Que a una persona o a una institución se la conoce por sus hechos, y no por sus palabras, lo dicen tradiciones sin contacto documentado entre sí. Algunos ejemplos:
Corán: «¡Creyentes! ¿Por qué decís lo que no hacéis?»◦.
Judaísmo: «no es el estudio lo principal, sino la acción»◦.
Primera carta de Juan: «no amemos de palabra ni de lengua, sino de obra y en verdad»◦.
Aristóteles: «la verdad, en materia de conducta, se juzga por los hechos y por la vida real»◦.
Y con la misma coincidencia, el criterio de no hacer daño al otro: «amarás á tu prójimo como á ti mismo»◦; «La caridad no hace mal al prójimo: así que, el cumplimento de la ley es la caridad»◦.
La regla de oro. El criterio de no hacer al otro lo que uno no quiere para sí está escrito, con palabras distintas, en tradiciones de regiones y épocas muy separadas. Algunos ejemplos:
Israel: «amarás á tu prójimo como á ti mismo»◦. Y Hillel, a quien pedían la Torá entera, respondió: «Lo que te es odioso no lo hagas a otro; eso es toda la Torá, y el resto es su explicación»◦.
El Evangelio: «todas las cosas que quisierais que los hombres hiciesen con vosotros, así también haced vosotros con ellos; porque esta es la ley y los profetas»◦.
China: Confucio, preguntado si hay una palabra que sirva de regla para toda la vida: «¿No es la reciprocidad? Lo que no quieras que te hagan, no se lo hagas a otros»◦.
India: «No debe hacerse nunca a otro lo que uno tiene por dañino para sí mismo. Esta es, en breve, la regla de la Rectitud»◦.
Lo que se puede decir y lo que no. Coinciden en lo esencial regiones sin relación comprobada: Israel, China, India, Grecia y Persia. No se prueba que sean independientes entre sí, y Mateo y el hadiz beben de la tradición bíblica. En Egipto no se halló un precepto equivalente, y el que se cita en resúmenes, en el Campesino elocuente, no se leyó en su fuente.
La vara. Con eso se hace la vara con que esta obra mide. Mide en dos pasos:
1. Primero, la verdad de los hechos: si son ciertos, con su fuente.
2. Después, sus frutos, con un criterio común a esas tradiciones: si dañan al prójimo, si hay reciprocidad, si hubo consentimiento y si hay beneficio mutuo.
De dónde nace un acto (el amor, el egoísmo o la ignorancia) queda como lectura del autor, no como hecho. Cualquiera puede aplicar la vara sin ser jurista. Se aplica pieza a pieza, y no todo lo que mide sale torcido: por eso su conclusión de conjunto es creíble. Y se aplica a los dos lados, también a quien audita.
La balanza. La vara, la pesa justa, el centro y el dial son un solo instrumento con cuatro nombres. La vara mide la verdad de los hechos y sus frutos; la pesa justa es lo recibido, la medida que las tradiciones guardaron y que no se trampea (3.2; anexo F); el centro es el bien común, que no lo pone quien mide, sino la ley de Dios y la natural (J.2); y el dial dice cuánto y hacia qué lado se aparta de ese centro lo medido: por defecto, si no cuida ni cumple, o por exceso, si se sirve a sí mismo (J.3). Es una sola balanza para todo el libro, y con ella se pesa al final, cosa por cosa, lo que el libro expone (J.8).
Lectura del autor: la pesa. En palabras del autor, cada cosa «sirve a un propósito más allá de ti, alineado con las leyes divinas, o tiene algún tipo de corrupción y procede de algo que aleja a la humanidad del bien común». Dicho con las palabras de este libro, se pesa en los dos pasos de la vara. Primero, ¿roca o arena?: si lo que se afirma se sostiene en su fuente, como la casa sobre la peña (5.4), y si no, en qué punto de la escala queda: presunción, falso o mentira (0.4). Después, por sus frutos: ¿sirve a un propósito más allá de sí, alineado con lo recibido, la ley de Dios y la natural; se sirve a sí mismo; o no cuida ni cumple? Esas dos maneras de apartarse del centro son lo que el autor llama corrupción, en el sentido de este libro y no en el del Código Penal: la ley que no mira a la utilidad común, sino a la codicia o la gloria de quien la hace (1.1; 1.6), y la forma que conserva el nombre y pierde la sustancia (7.5; 9.2). De dónde procede no se pesa: se pesa adónde lleva, por sus frutos (J.7), y su origen, si se lee, va con la fórmula «apunta hacia» (0.3). Y la misma pesa vale para quien pesa, también para esta obra (2.5).
La convergencia. ¿Cómo se sabe que las tradiciones dicen de verdad lo mismo, y que no es casualidad? Por la convergencia.
La regla: una afirmación se tiene por sólida cuando aparece en tres o más fuentes independientes, es decir, tradiciones, épocas o disciplinas sin una línea de transmisión entre ellas. Y solo después de haber buscado la fuente de peso que sostiene lo contrario.
La imagen es una mesa: 
cada fuente independiente es una pata;
la fuente que contradice es la pata coja;
la prueba consiste en quitar una pata y ver si la mesa sigue en pie.
Si no aparece ninguna pata coja, el hallazgo es sospechoso, no sólido: alguien tuvo que sostener lo contrario.
La condición, para que el principio no se pueda tumbar: una práctica muy extendida no es por eso buena. La esclavitud estuvo muy extendida, y no pasa la vara: daña al prójimo y no hay reciprocidad. Tampoco pasan la vara el robo hacia fuera que unos germanos tenían por honroso y la mutilación genital femenina de hoy (1.5). Lo que converge y además pasa la vara es lo que esta obra tiene por ley por encima de toda ley. Lo que solo se repite puede ser una costumbre torcida.
0.6 El mapa del libro
La idea: el libro va de lo que está por encima de toda ley a lo que cada persona puede hacer, y termina en el juicio.
1 El orden de las leyes: cuáles son las leyes que están por encima de las que escribe el Estado, en qué orden, y quién invirtió ese orden.
2 La persona y los derechos que preceden al Estado: la persona, su derecho de nacimiento y «soberanos somos todos».
3 Lo que todas las tradiciones guardaron: el Arca: la ley de Dios, principio por principio, en las tradiciones del mundo, con su pata coja.
4 Discernir: el mal sin cuerpo: cómo describen las religiones el mal que no tiene cuerpo, y la lucha entre el bien y el mal.
5 Lo que se da por supuesto: las presunciones en que se sostiene el sistema.
6 Cómo se construyó el Estado: el contrato que nadie firmó, cómo se autoproclama un Estado, y la propiedad y el poder.
7 La auditoría: la Constitución frente a los hechos.
8 Los frutos: el dinero, la deuda, la carga sobre cada persona, la vivienda y la confianza, medidos con datos.
9 El dictamen: la conclusión de la obra, con sus límites.
10 Las puertas: lo que se propone y lo que cada persona puede hacer, dentro de la ley.
11 El juicio popular de la verdad: las objeciones del Estado y lo que la obra le responde; los cargos, cada uno con la defensa del Estado y su última palabra; las preguntas y el llamamiento.
Anexos A a J: las piezas de consulta, para quien quiera el detalle: 
la Constitución artículo por artículo;
la carga fiscal y los datos;
los modelos de escrito;
lo que se afirma sin documento;
los textos de cada tradición;
cómo se hizo esta obra;
el glosario y las fuentes;
la balanza equilibrada: el método con que se mide hacia dónde apunta cada cosa, con lo que las tradiciones guardaron como centro.
El mapa del árbol: la segunda puerta de entrada: la obra dibujada como un solo árbol, con la raíz (lo que se recibe y converge), el tronco, las ramas y los frutos, las tres columnas como dial y lo creado como capa; cada círculo lleva su apartado, su fuente y su nivel. Se abre desde el índice general.
Dónde se oye la defensa del Estado
La defensa del Estado frente a este capítulo («la obra no es neutral: la vara la pone el autor»), y lo que la obra le responde, se oyen en el juicio: 11.2, las cuestiones previas.
Para recordar
Esta obra no pide fe: cada afirmación lleva su fuente, y el lector elige cuánto quiere ver de ella.
El dato y la interpretación van siempre separados, y la intención de nadie se afirma como hecho.
Verdad, presunción, falso y mentira no son lo mismo.
Por sus frutos se reconoce; no se condena a nadie por lo que es ni por lo que cree.
La obra no exime de ninguna obligación vigente ni invita a desobedecer: su camino es la constancia escrita, el Registro de los frutos, el juicio popular de la verdad y la metamorfosis del Estado.


1 El orden de las leyes
Primera versión: 5 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 13 · Citas leídas en su fuente: 105
En pocas palabras:
Las leyes tienen un orden: por encima de todo, la ley de Dios; después, la ley natural; después, la costumbre; y al final, la ley que escriben los hombres.
La ley natural, saber distinguir el bien del mal con la razón, la tiene cualquier persona: lo confirman tradiciones sin contacto documentado entre sí.
La ley humana que contradice a las de arriba deja de ser ley: es «corrupción de la ley».
El orden oficial del Estado es el inverso, y lo invirtió casi siempre quien tenía el poder de legislar.
Esta obra trabaja en la jurisdicción de la verdad, y no exime de ninguna obligación del Estado.
Solo la ley de Dios y la ley natural tienen autoridad original; la costumbre y la ley escrita la tienen derivada, y la pierden cuando quien manda se sirve a sí mismo.
1.0 Propósito
Antes de medir nada hay que saber con qué se mide. Este capítulo pone en orden las leyes que la humanidad ha tenido por leyes: la de Dios, la natural, la costumbre y la que escriben los hombres. Explica cada una, dice en qué orden las guardaron los pueblos, y muestra que el orden oficial del Estado es el inverso, quién lo invirtió, y de dónde saca su título quien manda (1.9). A partir de aquí, cada cosa se llama por su lugar en ese orden, y no por el nombre que le da el orden oficial.
1.1 Las cuatro leyes y su orden
La idea: por encima de todo, la ley de Dios; después, la ley natural; después, la costumbre; y al final, la ley que escriben los hombres. El orden oficial es el inverso.
Por encima de todo, la ley de Dios; después, la ley natural; por debajo, la costumbre; y por último, la ley humana, la ley escrita. Es el orden que expone Tomás de Aquino en la Suma teológica◦, y el que guardaron, cada una a su manera, las tradiciones que este capítulo recorre.
La ley natural, para Aquino, es la parte de la ley de Dios que la razón humana alcanza por sí misma: «esa participación de la ley eterna en la criatura racional se llama ley natural»◦.
La ley escrita es lo que Aquino llama «derecho positivo», y el nombre no quiere decir que sea buena.
«Positivo» es lo puesto: Aquino llama a la ley humana la ley «puesta por los hombres»◦.
Es el derecho que se fija por acuerdo, o «cuando lo ordena el príncipe, que tiene a su cargo al pueblo»: «y esto se llama derecho positivo»◦.
Puede hacer justas las cosas que de suyo no se oponen a la justicia natural. Pero «si algo de suyo repugna al derecho natural, no puede hacerse justo por voluntad humana», y «por eso se dice en Isaías 10: ¡ay de los que establecen leyes injustas!»◦.
Isaías sigue: «¡Ay de los que establecen leyes injustas, y determinando prescriben tiranía, Por apartar del juicio á los pobres, y por quitar el derecho á los afligidos de mi pueblo; por despojar las viudas, y robar los huérfanos!»◦.
Y la ley humana que se aparta de la natural deja de ser ley: «si en algo discrepa de la ley natural, ya no será ley, sino corrupción de la ley»◦.
La ley escrita se juzga por a quién sirve. Es la que escribe un legislador humano, y puede estar de dos maneras.
Sirve a lo de arriba. Desarrolla la ley natural y se dirige al bien común. Entonces es ley: «toda ley puesta por los hombres tiene tanto de razón de ley cuanto deriva de la ley natural»◦. Deriva de ella por conclusión o por determinación (1.6).
Sirve a quien la escribe. Contradice la ley natural, o la dicta quien manda para su provecho: leyes «que no se refieren a la utilidad común, sino más bien a su propia codicia o gloria»◦. Entonces no es ley, sino «corrupción de la ley» (1.6).
La costumbre se juzga igual: la que converge entre tradiciones y pasa la vara sirve a lo de arriba; la que solo se repite, como la esclavitud, sirve al hombre (1.5 y 3.1). Y lo que pone por escrito la ley de Dios o la ley natural, como los libros sagrados o las declaraciones de derechos, no es «ley escrita» en este sentido: es el testimonio escrito de lo de arriba. Esto se dice en la jurisdicción de la verdad; ante los tribunales rige el derecho vigente (1.8).
El orden oficial es el inverso. El Código Civil fija así las fuentes del derecho: «Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los principios generales del derecho»◦. La costumbre «sólo regirá en defecto de ley aplicable, siempre que no sea contraria a la moral o al orden público, y que resulte probada»◦. Y los principios generales del derecho, que son la puerta por la que entra la ley natural, «se aplicarán en defecto de ley o costumbre»◦. Lo humano, arriba; lo natural, al final.
Dentro de España hay quien guarda el orden antiguo. El Fuero Nuevo de Navarra pone la costumbre por delante de la ley escrita: «La costumbre establecida y asentada en la realidad social navarra, aunque sea contra ley, prevalece sobre el Derecho escrito siempre que no se oponga a la moral o al orden público»◦.
Lectura del autor: la ley escrita no es mala por ser obra de los hombres. Se tuerce cuando se pone por encima de la ley natural y de la ley de Dios, a las que debía servir.
1.2 La ley de Dios
La idea: la ley de Dios es la que gobierna lo creado, y por eso va la primera.
Esta obra llama la ley de Dios a la que gobierna lo creado y que las tradiciones guardaron en sus libros sagrados, «da igual el nombre que cada pueblo dé a Dios» (0.1). Tomás de Aquino distingue la ley eterna, el gobierno de Dios sobre todo lo creado, de la ley divina, la revelada en la Escritura◦. La obra reúne las dos en el primer escalón.
Por qué va la primera lo dice la propia Escritura: «Es menester obedecer á Dios antes que á los hombres»◦.
1.3 Discernir: no todo lo que se ha llamado «dios» es el Creador
La idea: no todo lo que se ha llamado «dios» es el Creador. El verdadero sirve y rechaza la adoración; el que suplanta la reclama.
Poner la ley de Dios en el primer lugar exige saber reconocerla, porque no todo lo que la historia ha llamado «dios» es el Creador. La propia Escritura lo avisa:
llama a un poder «el dios de este siglo», que «cegó los entendimientos»◦;
dice de ciertos sacrificios que «á los demonios lo sacrifican, y no á Dios»◦;
y a unos «dioses» que juzgaban injustamente les dice: «Yo dije: Vosotros sois dioses. E hijos todos vosotros del Altísimo. Empero como hombres moriréis. Y caeréis como cualquiera de los tiranos»◦.
Por eso pide discernir: «no creáis á todo espíritu, sino probad los espíritus si son de Dios»◦. Y da la vara: «el que no ama, no conoce á Dios; porque Dios es amor»◦. Lo que exige daño, venganza o sacrificio del prójimo no procede de quien es amor.
La señal se repite en tradiciones sin contacto documentado entre sí:
El verdadero rechaza la adoración. En Listra tomaron a Pablo y a Bernabé por dioses, y ellos respondieron: «Nosotros también somos hombres semejantes á vosotros»◦. El ángel del Apocalipsis: «Mira que no lo hagas: porque yo soy siervo contigo […] Adora á Dios»◦.
El falso la acepta. Herodes se dejó aclamar como «Voz de Dios, y no de hombre», y cayó «por cuanto no dió la gloria á Dios»◦.
Un ser llegado antes, tomado por el Creador. En el budismo, el primer ser que renace en un mundo nuevo piensa «soy Brahmā […], el Señor, el Hacedor, el Creador», y los que llegan después lo creen porque llegó primero◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: en Israel, el cristianismo, el islam, la India y el budismo, los textos avisan de que no todo lo que se llama «dios» es el Creador, y dan la señal para distinguirlo: el verdadero sirve y rechaza la adoración; el que suplanta la reclama.
El límite que la obra se pone: ofrece un criterio público, válido para cualquier tradición, y no afirma que el Dios de ninguna religión concreta sea un demonio. Eso sería una tesis teológica que las propias tradiciones rechazan, y señalaría a comunidades de creyentes.
Lectura del autor: el orden oficial pone la ley humana en el primer lugar, el que corresponde a la ley de Dios. Es lo que la segunda carta a los tesalonicenses describe: sentarse «en el templo de Dios como Dios, haciéndose parecer Dios»◦. Es una analogía, no un dato.
1.4 La ley natural: quince tradiciones y un veredicto
La idea: la ley natural, saber distinguir el bien del mal con la razón, la tiene cualquier persona. Lo confirman tradiciones sin contacto documentado entre sí, y también se dice quién sostuvo lo contrario.
La pregunta. ¿Es la ley natural, la capacidad de distinguir el bien del mal con la razón, algo que tiene cualquier persona sin que nadie se lo enseñe? ¿O es una idea occidental disfrazada de universal? La obra lo sometió a la prueba de la convergencia (0.5) en quince tradiciones, con un resultado «deliberadamente mixto»: unas confirman, otras contradicen y otras no dan resultado.
Dos sentidos de «natural». La palabra se usa de dos maneras. La ley natural física describe lo que ocurre: la gravedad, el ciclo del agua. No se puede desobedecer. La ley natural moral dice lo que debería ocurrir: no matar, devolver lo confiado. Esa sí se puede desobedecer, y por eso hace falta saber distinguir el bien del mal. Esta obra usa solo la segunda, y las mantiene separadas: que algo ocurra no lo hace bueno. El puente entre las dos no es la naturaleza, sino la razón y la convergencia (0.5).
Las tres patas independientes:
1. Heráclito (Grecia, siglos VI-V a. C.): «todas las leyes humanas se nutren de una sola, la divina»◦.
2. Aristóteles (Grecia, siglo IV a. C.): de lo justo en la ciudad, una parte es natural y otra legal: «natural es lo que en todas partes tiene la misma fuerza, y no porque a alguien le parezca bien o no»◦.
3. Mencio (China, siglo IV a. C.): «cualquiera que de pronto ve a un niño a punto de caer a un pozo siente sobresalto y compasión», y no por ganarse a los padres del niño ni por la fama◦. De ahí sus cuatro brotes: la compasión, la vergüenza ante el mal, la cortesía y el sentido de lo justo, que todos tienen «como tienen cuatro miembros».
La pata coja, también en las dos civilizaciones:
En Grecia, Trasímaco: «digo que lo justo no es otra cosa que lo que le conviene al más fuerte»◦.
En China, Yang Zhu, contemporáneo de Mencio, que se quedaba con el «para mí»: «no se arrancaría un pelo aunque con ello beneficiara al mundo entero»◦.
El veredicto: la mesa se sostiene. Hay tres patas independientes que cruzan dos civilizaciones sin contacto documentado en el siglo IV a. C. Si se quita una, las otras dos siguen sosteniendo la tesis. Y la pata coja aparece en las dos civilizaciones a la vez: si nadie hubiera dicho nunca lo contrario, la mesa sería sospechosa.
Otras tradiciones que dicen lo mismo:
Sófocles. Antígona responde al rey que sus edictos no tienen fuerza para que un mortal pase por encima de «las leyes no escritas e inquebrantables de los dioses», que «no son de hoy ni de ayer, sino que viven siempre»◦.
El islam. «¡Profesa la religión como hanif, según la naturaleza primigenia que Alá ha puesto en los hombres! No cabe alteración en la creación de Alá»◦. Esa naturaleza primigenia es la fitra.
El budismo. «Todos tiemblan ante el castigo, todos temen la muerte; tomándose a uno mismo como medida, que nadie mate ni haga matar»◦.
Lo dicen también Isidoro de Sevilla y la ley aborigen de Australia; y la línea romana y cristiana, que no cuenta como pata nueva porque viene de los griegos. Sus textos se ven en el nivel completo.
Los contraejemplos, dichos con la misma honestidad. En Egipto, el orden moral (Maat) solo lo conocía el faraón; en Qumrán, la ley era doctrina reservada a una comunidad cerrada. No niegan que exista una ley; la hacen de unos pocos (fuente secundaria).
La ley natural frente a la mayoría. Aquino distingue el bien común del bien de la mayoría: «el bien común de la ciudad y el bien de una persona no se diferencian solo en lo mucho o lo poco, sino en su forma»◦. Lo que conviene a la mayoría no es, sin más, el bien común.
El principio de Núremberg: la ley natural, por encima de la puesta. Tras la Segunda Guerra Mundial, los tribunales de Núremberg juzgaron a quienes habían obedecido las leyes de su propio Estado. Naciones Unidas recogió en 1950 lo que esos juicios dejaron sentado:
que el derecho interno no castigue un acto que es un crimen no exime de responsabilidad a quien lo cometió◦;
haber actuado por orden de su Gobierno o de un superior no exime de responsabilidad, siempre que de hecho le fuera posible elegir moralmente◦.
La propia Constitución española reconoce algo anterior a ella: «La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes» son «fundamento del orden político y de la paz social»◦. Inherentes: no los crea el Estado, los encuentra.
1.5 La costumbre, ley no escrita
La idea: la costumbre es ley no escrita, nacida del uso de una comunidad, y el propio Estado ha tenido que reconocerla.
Qué es. La costumbre es la norma que nace del uso repetido de una comunidad, que la tiene por obligatoria sin que la escriba ningún legislador. Isidoro de Sevilla la definió así: «la costumbre es lo aprobado por la antigüedad, o ley no escrita». Y precisó cuándo manda: «se toma por ley cuando falta la ley»◦.
La tradición le dio un lugar alto:
Juliano: la costumbre arraigada se guarda «con razón» como ley, y las leyes pueden quedar abolidas «por el consentimiento tácito de todos, mediante el desuso»◦.
Confucio: el pueblo guiado por leyes y castigos evita el castigo, «pero no tiene vergüenza»; guiado por la virtud y los ritos, «se hace bueno»◦.
Aquino: la costumbre «tiene fuerza de ley, abole la ley y es intérprete de la ley»◦.
Savigny (1814): todo derecho nace «primero por la costumbre y la creencia del pueblo […], no por el arbitrio de un legislador»◦.
Las Leyes de Manu (India): primero el Veda, después la tradición y después la costumbre de los virtuosos◦.
La condición. La costumbre no manda por encima de la ley escrita solo por ser costumbre. Manda cuando converge entre tradiciones sin contacto documentado y pasa la vara (0.5). Que haya muchas pruebas de que una costumbre existe no la hace buena: la esclavitud estuvo muy extendida y no pasa la vara (3.1). Cicerón ya avisaba de que hay costumbres malas: muchos piensan cosas torcidas sobre los dioses, y eso, «por mala costumbre»◦. El propio Código Civil la pone bajo condición: solo rige «siempre que no sea contraria a la moral o al orden público»◦.
Dos ejemplos de costumbre que no pasa la vara.
El robo fuera de la propia tribu, entre los germanos. César cuenta que, entre ellos, el robo cometido fuera de las fronteras de cada tribu no tenía infamia, y que decían hacerlo para ejercitar a los jóvenes y evitar la pereza◦. Era una costumbre aceptada por quienes la practicaban, y no pasa la vara: daña a otro, que no consiente, y no hay reciprocidad. Es el relato de un autor romano sobre otro pueblo, y en la misma página dice que esos mismos germanos tenían por impío dañar al huésped◦. Es una práctica de hace unos dos mil años, no de ningún pueblo de hoy.
La mutilación genital femenina. La Organización Mundial de la Salud la define como «todos los procedimientos que implican la extirpación parcial o total de los genitales externos femeninos u otra lesión de los órganos genitales femeninos por razones no médicas», y calcula que «más de 230 millones de niñas y mujeres vivas hoy» la han sufrido, sobre todo siendo niñas «entre la infancia y los 15 años»◦. Es una práctica muy extendida y no pasa la vara: daña a quien la sufre, casi siempre una niña, sin su consentimiento. La OMS dice que es «una violación de los derechos humanos de las niñas y las mujeres», y la Asamblea General de la ONU instó en 2012 a los Estados a «adoptar todas las medidas necesarias, incluida la promulgación y aplicación de leyes, para prohibir» esas mutilaciones◦. Se habla de la práctica, nunca de un pueblo ni de una región.
Lectura del autor (palabras del autor, 9-oct-2026; es lectura, no dato): son ejemplos de la ley de la costumbre que la gente entiende de golpe: lo que se repite, y hasta lo que un pueblo tiene por honroso, no es por eso ley. La costumbre vale cuando converge entre tradiciones y pasa la vara; estas dos no la pasan.
La costumbre sigue viva, y el propio Estado ha tenido que reconocerla:
El Tribunal de las Aguas de la Vega de Valencia se reúne «todos los jueves» ante «la puerta de los Apóstoles» de la catedral para juzgar los conflictos de riego. El juicio es oral y en valenciano; la sentencia se pone después por escrito, «muy sucintamente», y «los fallos son inapelables»◦. En 2009, la UNESCO lo inscribió, junto con el Consejo de Hombres Buenos de Murcia, en la Lista Representativa del Patrimonio Cultural Inmaterial de la Humanidad◦. La ley le reconoce «el carácter de Tribunal consuetudinario y tradicional», igual que al Consejo de Hombres Buenos de Murcia◦. En 2021 se añadieron el Juzgado Privativo de Aguas de Orihuela y el Tribunal del Comuner del Rollet de Gràcia de l'Horta d'Aldaia◦. La Constitución abre esa puerta: la participación ciudadana en la justicia «en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales»◦.
Los fueros. Cuando el Estado quiso unificar el derecho civil en un solo código, en 1889, no pudo: los territorios con derecho foral lo conservaron «por ahora en toda su integridad»◦. La ley que lo preparó los nombra: «Aragón, Baleares, Cataluña, Galicia, Navarra y Provincias Vascas»◦. La Constitución «ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales»◦.
El Tratado de las Tres Vacas. La sentencia de Ansó, de 13 de octubre de 1375, puso fin a las guerras de pastores de los valles de Roncal (Navarra) y Baretous (Bearne, Francia): de las muertes, que «quedasen las unas por las otras», y el tributo de las tres vacas, «perpetuamente […] el día trece de julio de cada un año». Desde entonces se cumple cada año. El original se perdió en un incendio: se lee en la copia que publicó Fairén Guillén en 1946 (fuente secundaria).
El derecho del mar y del comercio. El privilegio de 1283 que creó el Consolat de Mar de Valencia mandaba resolver los pleitos de la gente del mar y de los mercaderes «según la costumbre del mar»◦. Su Llibre, de fecha y autor inciertos, obtuvo autoridad «en todos los países marítimos»◦. Y un tratado medieval de derecho mercantil empieza así: «la ley mercantil procede del mercado», y rige en las ciudades, las ferias, los puertos de mar, las villas mercantiles y los burgos◦.
El Estado no creó estos tribunales ni estos pactos: solo pudo reconocer que existían desde antes.
Lectura del autor, un ejemplo de costumbre que no pasa la vara: la moneda. Una costumbre puede ser un error que se asume por el uso. El dinero pasó de valer por el oro que lo respaldaba a valer por la confianza: el 15 de agosto de 1971 se anunció como «temporal» la suspensión de la convertibilidad del dólar en oro, y lo temporal no se revirtió (8.1). Desde entonces el dinero vale por lo que la ley declara, su «curso legal», y por la confianza de la gente (5.1). Se acepta por el uso y no por consentimiento: nadie fue consultado, y la presunción ocupa el lugar del consentimiento (5.4). La obra no juzga si fue premeditado, casual o causal: no hace falta probar una intención para ver el efecto (8.1). Lo que sí hace es medirlo como cualquier costumbre, con la vara (0.5): las tradiciones piden pesas y medidas justas (3.2), y una medida que encoge sin que nadie lo decida no pasa. Para el autor, es la ley hecha por los hombres sostenida por la costumbre, y en el plan divino esto no cabía.
Y hay una ironía: si el dinero vale por la confianza y pierde valor continuamente con la inflación, lo que se pierde continuamente es la confianza. Con precios de agosto de 2026, un dólar compra algo más del 12 % de lo que compraba en 1971 (8.1). Para el autor, un chiste y un juego (4.3). Los hechos de hoy, los que cualquiera puede ver, están en 8.1 (el dinero y la deuda), en 8.4 (la carga) y en 8.10 (la salud y la familia).
1.6 La ley escrita, y cuándo una ley deja de serlo
La idea: una ley es ley si nace de la razón, busca el bien común, la dicta quien tiene autoridad y se da a conocer. La ley injusta no es ley.
Cuándo una ley es ley. Aquino la define así: «una ordenación de la razón al bien común, promulgada por quien tiene a su cargo la comunidad»◦. Son cuatro condiciones, y ninguna sobra:
1. que sea obra de la razón;
2. que se dirija al bien común;
3. que la dicte quien tiene a su cargo la comunidad;
4. que se dé a conocer.
Cómo nace de la ley natural. Por dos vías◦:
como conclusión: de «no hacer mal a nadie» se sigue «no matar»;
como determinación: la ley natural manda que quien hace el mal sea castigado, pero no dice con qué pena; eso lo fija la ley humana.
Casi todo el derecho escrito vive en ese margen de la determinación.
Cuándo deja de serlo. Aquino lo toma de san Agustín: «como dice Agustín en el libro I del Libre albedrío, no parece ser ley la que no fuera justa»◦. De ahí la fórmula lex iniusta non est lex (la ley injusta no es ley).
Las tres maneras de servir al hombre. Aquino cuenta tres maneras de ser injusta una ley puesta por los hombres◦:
por el fin: «cuando quien preside impone a los súbditos leyes onerosas que no se refieren a la utilidad común, sino más bien a su propia codicia o gloria»;
por el autor: «cuando alguien dicta una ley más allá del poder que se le ha confiado»;
por la forma: «cuando las cargas se reparten de manera desigual entre la multitud, aunque se ordenen al bien común».
De ellas dice que «son más violencias que leyes». Las justas, en cambio, «obligan en el foro de la conciencia». El fin y el autor son, vistos del lado contrario, dos de las cuatro condiciones de arriba: el bien común y que la dicte quien tiene a su cargo la comunidad.
El propio Estado lo reconoce en sus palabras. Según el Diccionario panhispánico del español jurídico, el Tribunal Supremo dejó escrito que «la Ley y el Reglamento nacen de lo que se constata como justo, porque reciben del valor superior justicia su savia y su esencia» (sentencia de 4 de marzo de 1999; fuente secundaria). Y los jueces tienen un mandato: «no aplicarán los reglamentos o cualquier otra disposición contrarios a la Constitución, a la ley o al principio de jerarquía normativa»◦.
La fuerza no es fuente del derecho. El Código Civil nombra tres fuentes: la ley, la costumbre y los principios generales◦. La fuerza no está, porque nunca fue fuente: sirve para ejecutar lo que las fuentes ya establecieron.
Por eso la ley manda que la Administración no inicie «ninguna actuación material de ejecución de resoluciones que limite derechos de los particulares sin que previamente haya sido adoptada la resolución que le sirva de fundamento jurídico»◦. Primero el título, después la mano.
Cuando se hace al revés, el derecho lo llama vía de hecho, y da un remedio: el interesado puede requerir a la Administración, «intimando su cesación», y si en diez días no se atiende, ir directamente al juez◦.
Lo que se sostiene solo porque nadie lo ha discutido no es derecho: es un hecho a la espera de que alguien pregunte por su título.
Lectura del autor, un ejemplo: el dinero sin respaldo es ley escrita, por su «curso legal»◦, sostenida por la costumbre; se explica en 1.5, y sus hechos, en 8.1.
1.7 Quién invirtió el orden
La idea: el orden lo invirtió, en 7 de 8 casos, quien tenía el poder de legislar: la parte que ganaba con el cambio.
En lo primero, la tradición es casi unánime: ninguna ley humana vale contra la natural.
Antígona lo dijo frente al rey (1.4).
Isidoro: «las leyes divinas se fundan en la naturaleza; las humanas, en las costumbres»◦.
Aquino: la ley que se aparta de la natural es «corrupción de la ley» (1.1).
Blackstone (Inglaterra, 1765): ninguna ley humana tiene validez si es contraria a la ley de la naturaleza.
Las Leyes de Manu: el Veda va primero.
En lo segundo, la costumbre frente a la ley escrita, hay dos corrientes. Una pone la costumbre por encima (Juliano, Confucio, Aquino, Savigny y hoy Navarra; 1.5). La otra pone la ley escrita por encima: Constantino decretó en el año 319 que la costumbre no vale tanto «como para vencer a la razón o a la ley»◦.
Quién eligió cada corriente. Al preguntar quién escribe cada una, aparece un patrón. En 7 de los 8 casos examinados, quien puso la ley escrita por encima de la costumbre era el que tenía el poder de legislar, o su teórico:
Constantino, en el año 319.
El Estado de Qin, en la China del siglo III a. C.
Alfonso XI, en Alcalá (1348), que guardó los fueros «salvo en aquello que nos falláremos que se deve mejorar e emendar».
Bonaparte (1804): las «costumbres generales o locales […] dejan de tener fuerza de ley»◦.
El emperador de Austria (1811): la costumbre solo cuenta «en los casos en que una ley se remite a ella»◦.
El Código Civil español de 1889 (art. 5): «no prevalecerá contra su observancia el desuso, ni la costumbre o la práctica en contrario».
Hobbes (1651): la costumbre vale por «la voluntad del soberano significada por su silencio»◦.
Las excepciones también existen: Juliano, jurista del emperador, defendió la costumbre; e Isidoro, obispo, la subordinó a la ley.
Nadie es juez en su propia causa. El mismo Código de Justiniano lo dice desde el año 376: nadie debe «ser juez de sí mismo ni dictarse el derecho a sí mismo»◦. Hoy la ley obliga a autoridades y funcionarios a apartarse de un asunto cuando tienen en él «interés personal»◦.
La puerta que se cerró. En el orden antiguo, la ley escrita valía mientras el pueblo no le retirara su consentimiento con la costumbre contraria o con el desuso (Juliano, Aquino). Los códigos del siglo XIX cerraron esa puerta por escrito. El motivo que dan es la seguridad jurídica◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: las tradiciones guardaron el orden ley de Dios, ley natural, costumbre y, al final, ley humana. El orden oficial es el inverso. Y quien lo invirtió fue, en 7 de 8 casos, el que tenía el poder de legislar: la parte que gana con el cambio.
Lectura del autor: cuando el orden se invierte, quien lo decide es el propio legislador: la parte interesada se nombra juez de su propia causa. Ese conflicto de interés delata un interés de conservación que no es legítimo, y «seguridad jurídica» es el nombre que le da quien se beneficia de él. Esto apunta hacia el padre de la mentira (Jn 8:44).
1.8 Las dos jurisdicciones, y nombrar las cosas por su nombre
La idea: hay dos jurisdicciones, la de la verdad y la del Estado. Desde aquí, cada cosa se llama por su lugar en el orden real.
Las dos jurisdicciones.
La de la verdad: la conciencia y la opinión pública. Ahí se puede nombrar el orden real de las leyes y medir con él.
La del Estado: sus tribunales y su fuerza. Ahí rige su derecho.
Entre las dos hay puertas por las que la ley superior entra en el derecho del Estado: los principios generales del derecho◦, los derechos interpretados conforme a la Declaración Universal◦, los tribunales consuetudinarios◦ y la reforma de la propia Constitución◦. Esta obra trabaja en la primera jurisdicción y no exime de ninguna obligación de la segunda◦.
Nombrar las cosas por su nombre. Desde este capítulo, la edición llama a cada cosa por su lugar en el orden real:
«El orden puesto por el hombre», al orden oficial: es la ley «puesta» (posita) por los hombres (1.1).
«El orden invertido», también, porque es el inverso del que guardaron las tradiciones (1.7).
«Presunción», «falso» y «mentira», a lo que ese orden da por cierto sin probarlo, a lo que se demuestra que no es así y a lo falso dicho a sabiendas (0.4).
«Corrupción de la ley», como la llama Aquino, a la ley que contradice a las de arriba (1.1).
1.9 La legitimidad de la autoridad: original y derivada
La idea: la autoridad es el poder de mandar con título. Solo la ley de Dios y la ley natural tienen autoridad original, porque nadie las dictó para su provecho; la costumbre y la ley escrita tienen autoridad derivada, que vale mientras sirve a lo de arriba y se pierde cuando quien manda se sirve a sí mismo.
La pregunta. El capítulo ha dicho qué es una ley (1.6), a quién sirve (1.1) y quién invirtió el orden (1.7). Falta decir de dónde saca su título quien manda: qué legitima a una autoridad. Porque sin título lo que hay es fuerza, y la fuerza no es fuente del derecho (1.6).
Dos autoridades. Desde aquí, la edición distingue:
La autoridad original. La de la ley de Dios y la ley natural. Nadie las dictó para su provecho: no tienen un autor humano que gane con ellas a costa de otro. Se reconocen porque convergen en tradiciones sin contacto documentado entre sí y porque pasan la vara (0.5). No se dan: se reciben.
La autoridad derivada. La de la costumbre y la ley escrita. La ponen las personas a partir de los hechos, y vale en la medida en que sirve al bien común y no se aparta de las de arriba (1.1): «toda ley puesta por los hombres tiene tanto de razón de ley cuanto deriva de la ley natural» (1.1). «Derivada» no quiere decir optativa: obliga mientras no se declare injusta por la vía que el propio derecho da (1.8)◦.
Qué legitima a la original. No su antigüedad ni su procedencia, que no se pueden comprobar, sino tres cosas que sí:
1. que no tiene autor interesado;
2. que converge (0.5; el capítulo 3, principio por principio);
3. que sus frutos pasan la vara: no dañan, son recíprocos, respetan el consentimiento y benefician a todos (0.5).
La vara se aplica a los dos lados (0.5): también a lo que se presenta como ley de Dios, porque no todo lo que se ha llamado «dios» es el Creador (1.3). Lo que las tradiciones añaden es que ese orden es anterior y se hereda, no se inventa. En Egipto: «los límites de la justicia son firmes; son lo que un hombre repite de su padre»◦. En China: «El hombre toma su ley de la Tierra; la Tierra toma su ley del Cielo; el Cielo toma su ley del Tao»◦. Lo derivado recibe de más arriba.
Cómo se pierde la derivada. Lo dicen tradiciones sin contacto documentado entre sí, y lo dicen de quien manda, no de quien obedece:
Israel. A los que juzgan se les llama «dioses», es decir, el título lo da otro; y se les quita por juzgar mal: «¿Hasta cuándo juzgaréis injustamente, y aceptaréis las personas de los impíos?»◦. Después viene la sentencia que ya se leyó: «Vosotros sois dioses […] Empero como hombres moriréis» (1.3)◦.
China. El Duque de Shao explica por qué cayeron dos dinastías: «por falta de la virtud de la reverencia, el decreto a su favor cayó prematuramente a tierra»◦. Mencio dice de qué rey se puede prescindir: «El que ultraja la bondad propia de su naturaleza se llama ladrón; el que ultraja la justicia se llama rufián. Al ladrón y al rufián los llamamos un tipo cualquiera»◦. Y pone el orden: «El pueblo es lo más importante de una nación; los espíritus de la tierra y del grano vienen después; el soberano es lo más ligero»◦.
El islam. Los hadices ponen a la obediencia un límite: «no hay obediencia para las malas obras; la obediencia se debe solo en lo que es bueno»◦.
Aviso sobre los testigos chinos. La doctrina del Mandato del Cielo la escribieron los vencedores, y el Duque de Shao habla al rey que acaba de vencer: es parte en su causa (1.7). Por eso se citan como testigos del criterio (qué tiene que cumplir quien manda: servir, ser aceptado por el pueblo, no ultrajar la bondad ni la justicia), y no del hecho (que el Cielo quitara el mandato a nadie).
Conclusión, lo que arrojan los datos: en Israel, China y el islam, tradiciones sin contacto documentado entre sí, la autoridad de quien manda se recibe de más arriba y se pierde por juzgar con injusticia, por falta de virtud o por mandar lo malo. Es lo que el capítulo ya mostró de la ley (1.6: las injustas «son más violencias que leyes») y de quien la escribe (1.7: nadie es juez en su propia causa). Son tres maneras de perder el título: el conflicto de interés, salirse del bien común y apartarse de lo superior.
Una prueba de una sola pregunta: ¿es suyo lo que ofrece? Quien manda, da o promete: ¿es dueño de lo que da? La autoridad original no la da nadie: se reconoce. La derivada solo puede dar dentro de lo que recibió. Tradiciones sin relación entre sí lo dicen de quien tiene título:
Egipto. El que se pasa de los límites «dice: "obtendré por mí mismo, para mí mismo", y no dice: "obtendré porque se me permite"»◦.
China. «¿Dio Yao el trono a Shun?» «No. El soberano no puede dar el trono a otro»◦. Lo da «el Cielo», y «el Cielo no habla. Simplemente mostró su voluntad por su conducta personal y por su manera de llevar los asuntos»◦. Es decir, por sus frutos.
Grecia. En el Timeo, el artífice dice a los dioses que él hizo: «mis creaciones son indisolubles, si así lo quiero»◦. Lo que uno hizo puede sostenerlo; lo que no hizo no es suyo.
El cristianismo, que depende del Génesis y de los Evangelios y por eso no cuenta como pata aparte (0.5). Ireneo, sobre la oferta del desierto: «no es él quien ha puesto los reinos de este mundo, sino Dios»◦.
Enfrente, el que ofrece lo que no es suyo. Tras mostrar «todos los reinos del mundo, y su gloria»◦: «Todo esto te daré, si postrado me adorares»◦. Antes, en el huerto: «seréis como dioses sabiendo el bien y el mal»◦. Y en Babilonia, Tiamat alza a Kingu: «el dominio sobre todos los dioses te he confiado»◦.
Tres patas sin contacto documentado (Egipto, China, Grecia) y la cristiana que las acompaña: la mesa se sostiene. Una oferta de poder hecha por quien no es su dueño es la señal de la usurpación. La prueba se aplica a normas, instituciones y ofertas, nunca a personas (0.2).
Que se elige. Tres familias sin contacto documentado dicen lo mismo del hombre ante estas dos autoridades: que elige.
Persia: «Oíd con vuestros oídos las mejores cosas; miradlas con pensamiento claro, para decidir entre las dos Creencias, cada hombre por sí mismo»◦.
La India: «Medita; y, como quieras, obra»◦.
El cristianismo: «Dios hizo al hombre libre desde el principio, dueño de su propio poder»◦.
Converge solo esto: que se elige. Cuánta libertad hay, o si es el valor más alto, no lo dicen los tres, y va como lectura del autor.
Lectura del autor: todo constructo humano puede estar corrompido por un interés ilegítimo. «Que trabaje el prójimo y así yo vivo bien» es un desequilibrio: una cosa es la simbiosis y otra la esclavitud. No se dice de todos, porque sería presunción (0.4): se comprueba caso por caso, con quién escribió la norma y quién gana con ella (1.7), y se desvela. Desvelar no es juzgar a nadie: es poner los intereses a la vista. Por eso hay que empezar por seguir a quien tiene autoridad legítima y hablar en verdad comprobada. Las referencias ya existían; lo único que faltaba era ordenarlas (0.2). De dónde viene en último término la autoridad original, el autor lo tiene por de Dios; es su lectura, y el criterio funciona sin ella: «da igual el nombre que cada pueblo dé a Dios» (0.1).
Lo que no se puede decir. No se prueba el origen último de la autoridad original: solo lo comprobable (que no tiene autor interesado, que converge, que pasa la vara). No se evalúa la virtud interior de ninguna persona: se mira la norma, quién la escribió, quién gana y qué fruto dio. Y «derivada» no quita a ninguna ley vigente su obligación◦. Cómo se mide hacia dónde apunta cada cosa, con un centro que solo pueden poner las dos autoridades originales, se explica en el anexo J.
Límite honesto de la prueba
La costumbre no derriba la ley vigente. En el derecho civil común, la costumbre rige en defecto de ley, nunca contra ella, y quien la alega debe probarla. Solo en Navarra prevalece «aunque sea contra ley». 
La ley natural no se litiga directamente. Inspira el derecho y funda su crítica, pero no se alega sin más ante un juzgado. Un juez no puede dejar de aplicar una ley porque la crea injusta: frente a una ley solo puede plantear la cuestión de inconstitucionalidad◦. 
Las máximas latinas no anulan leyes con solo citarlas. Valen cuando el derecho vigente las ha recogido, o para mostrar que un principio no es un capricho reciente. 
Nada de esto exime de las obligaciones vigentes◦. 
La codificación fue un progreso. Los códigos del siglo XIX trajeron la igualdad ante la ley y acabaron con muchos privilegios. Lo que la obra afirma como hecho es el patrón (7 de 8); la intención va solo como lectura, porque un patrón no prueba una intención. 
Las fuentes que no se han podido leer en el original van marcadas como «fuente secundaria»: Egipto y Qumrán (de Qumrán se ha leído la doctrina de los dos espíritus, pero no la reserva de la doctrina), la copia de la sentencia de las Tres Vacas, el privilegio del Consolat de Mar (citado por dos historiadores) y la sentencia del Supremo de 1999.
Dónde se oye la defensa del Estado
La defensa del Estado frente a este capítulo, y lo que la obra le responde, se oyen en el juicio:
en las cuestiones previas (11.2): «la validez de la ley no depende de la moral», «imponer una ley natural es imponer una moral», «el Estado es aconfesional», «el derecho natural y las máximas latinas no son derecho aplicable» y «sin coacción, el derecho sería papel»;
y en los cargos 1 («La ley humana, primera fuente»), 2 («Nada por encima de la Constitución») y 7 («Lo legal es lo justo») (11.3).
Para recordar
Por encima de todo, la ley de Dios; después, la ley natural; después, la costumbre; y al final, la ley que escriben los hombres.
La ley natural la tiene cualquier persona: lo dicen Grecia y China sin haberse leído, y también se dice quién sostuvo lo contrario.
Una ley es ley si nace de la razón, busca el bien común, la dicta quien tiene autoridad y se da a conocer; si contradice a las de arriba, es «corrupción de la ley».
El orden oficial es el inverso, y lo invirtió casi siempre quien tenía el poder de legislar: nadie debería ser juez en su propia causa.
La autoridad es poder de mandar con título: original, la de la ley de Dios y la natural; derivada, la de la costumbre y la ley escrita, que se pierde por el conflicto de interés, por salirse del bien común y por apartarse de lo superior.
La obra trabaja en la jurisdicción de la verdad y no exime de ninguna obligación del Estado.
Lo que aquí se expone que hay que podar (lectura del autor): el orden invertido, que pone la ley que escriben los hombres en el primer lugar, el que corresponde a la ley de Dios; y la autoridad que se ejerce siendo juez en su propia causa.
Lo siguiente: a quién sirven esas leyes: la persona, lo que trae al nacer y los derechos que tiene antes que ningún Estado (capítulo 2).


2 La persona y los derechos que preceden al Estado
Primera versión: 5 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 7 · Citas leídas en su fuente: 187
En pocas palabras:
La persona es el ser humano, con una dignidad que nadie le da: la ley la encuentra al nacer. La persona jurídica, en cambio, la hace la ley.
Los derechos que preceden al Estado son inalienables: la ley los reconoce, no los crea. La propia Constitución los llama «inherentes».
«Soberanos somos todos»: cada persona es dueña de sí misma, y nadie lo es de otra. No exime de la ley.
Todos somos aprendices: nadie se declara maduro a sí mismo; la madurez se ve en los frutos.
Esta obra empezó con la documentación de personas que defienden su soberanía y siguió otro camino: lo que no tiene documento es una presunción, y no se admite.
2.0 Propósito
El capítulo 1 puso en orden las leyes. Este mira a quién sirven: a la persona. Dice quién es, qué trae al nacer y qué derechos tiene antes que ningún Estado, y la distingue de las instituciones a las que el derecho también llama «personas».
El árbol. El autor ordena todo esto con una imagen:
la raíz son los derechos que preceden al Estado: fijos, «son los que son»;
el tronco es lo más alto que hoy sostiene el ordenamiento español: antes terminaba en la Constitución, y hoy sigue creciendo hacia el derecho de la Unión Europea (lo que eso significa se examina en el juicio, en el cargo 2);
la rama gruesa es la Constitución de 1978;
las ramas finas son las divisiones del derecho que crecen de ella: civil, penal, administrativo, laboral.
Todas dependen de la misma raíz, y por todas corre la misma savia: una ley es legítima cuando nace de la razón, se dirige al bien común, la dicta quien tiene autoridad para ello y se da a conocer (1.6).
Este capítulo trata de la raíz:
2.1 quién es la persona, y en qué se diferencia de la institución que actúa como persona;
2.2 qué derechos trae al nacer, y dónde los recoge hoy la ley española;
2.3 qué quiere decir «soberanos somos todos»;
2.4 el cuerpo, la conciencia y el respeto, en la voz del autor;
2.5 por qué todos somos aprendices;
2.6 y el camino que sigue esta obra, y el que deja.
2.1 La persona y el ente sin cuerpo
La idea: la palabra «persona» tiene dos sentidos, el ser humano por su dignidad y la institución a la que la ley trata como persona. No son lo mismo.
La persona, por su dignidad. Tomás de Aquino recoge la definición que dio Boecio en su libro sobre las dos naturalezas: la persona es «la sustancia individual de naturaleza racional»◦. Y explica por qué ese nombre honra: «porque es de gran dignidad subsistir en una naturaleza racional, todo individuo de naturaleza racional se llama persona»◦. Es el sentido de la Declaración Universal, que habla de «todo ser humano».
La persona que hace el derecho. La ley llama también «personas» a ciertas instituciones: «Son personas jurídicas: 1.º Las corporaciones, asociaciones y fundaciones de interés público reconocidas por la ley»◦. Y la Administración «actúa para el cumplimiento de sus fines con personalidad jurídica única»◦.
Cómo empieza cada una:
la persona: «El nacimiento determina la personalidad»◦, y la personalidad «se extingue por la muerte de las personas»◦;
la persona jurídica: «Su personalidad empieza desde el instante mismo en que, con arreglo a derecho, hubiesen quedado válidamente constituidas»◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: a la persona, la ley la encuentra: nace, y desde ese momento es persona. A la persona jurídica, la ley la hace: existe desde que se constituye conforme a derecho. Una tiene cuerpo, conciencia y muerte; la otra, no.
El ente sin cuerpo. Desde aquí, la edición llama así a la institución que actúa como si fuera una persona, sin un cuerpo ni una conciencia que respondan por ella. No es una opinión: es lo que describen los artículos citados. Cómo llega el derecho a tratarla como persona se explica en 5.3.
La persona y el ciudadano. La persona es el ser humano, con los derechos que tiene antes que el Estado. El ciudadano es la persona en su relación con el Estado: paga, pide y recibe una respuesta o el silencio. En esta obra, «persona» se usa solo en el sentido de la dignidad; la otra es siempre «persona jurídica».
2.2 El derecho de nacimiento y los derechos inalienables
La idea: cada persona trae al nacer derechos que ninguna ley le da ni le puede quitar. La ley los reconoce; no los crea.
Dos nombres, cada uno con su papel:
el derecho de nacimiento, en singular, es lo que cada persona trae al nacer: su dignidad y su dominio sobre sí misma (2.3). Es la raíz del árbol;
los derechos inalienables, en plural, o derechos que preceden al Estado, son los derechos concretos que salen de esa raíz y que ninguna ley concede ni puede quitar.
Lo que dicen los textos:
La Declaración Universal de Derechos Humanos, de 1948◦, parte del «reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana»◦. Y su primer artículo dice: «Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros»◦.
La Constitución usa la misma idea: «La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes [...] son fundamento del orden político y de la paz social»◦. Y manda leer los derechos que reconoce «de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos»◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: los propios textos del Estado llaman a estos derechos «inherentes» e «inalienables». No los da: los reconoce.
Dónde viven hoy. Cada uno de los treinta artículos de la Declaración tiene su sitio en la ley española: la vida y la integridad◦, la igualdad◦, la libertad◦, la protección de los jueces◦, la libertad de conciencia◦ o la de expresión◦. Cinco de ellos están, del todo o en parte, entre los «principios rectores», que no se pueden exigir ante un juez como los demás (véase el límite honesto).
La tabla completa, artículo por artículo, se ve en el nivel completo.
Con los derechos, los deberes. La Declaración no habla solo de derechos: «Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad»◦.
2.3 «Soberanos somos todos»
La idea: cada persona es dueña de sí misma, porque lleva en sí la imagen de su Creador, y nadie lo es por naturaleza de otra. No exime de la ley ni da autoridad frente a nadie: cada uno responde de sus actos.
Por eso la soberanía reside en el pueblo, en todos.
La obra ni concede esa soberanía ni la quita: deja constancia.
Fuera de esta frase, la edición usa «soberano» solo en su sentido político corriente, como en «soberanía nacional».
Lo dicen tradiciones sin contacto documentado entre sí:
La Biblia: «crió Dios al hombre á su imagen»◦.
San Agustín: Dios no quiso que el ser racional, hecho a su imagen, dominara sino sobre los seres irracionales: «no al hombre sobre el hombre, sino al hombre sobre el ganado»◦.
El budismo: «uno mismo es el señor de uno mismo: ¿quién otro podría ser su señor?»◦.
Confucio: «a un gran ejército se le puede arrebatar su general; al hombre más sencillo no se le puede arrebatar su voluntad»◦.
Mill: «sobre sí mismo, sobre su propio cuerpo y su propia mente, el individuo es soberano»◦.
La Constitución: «La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado»◦.
Lo dicen también el judaísmo, el islam, la India, Mencio y Laozi; sus textos se ven en el nivel completo.
Conclusión, lo que arrojan los datos: Israel, el islam, la India, el budismo y China coinciden en una cosa. Cada persona lleva en sí algo que ningún poder humano le da ni le puede quitar: la imagen de Dios, su espíritu, una porción eterna, el señorío sobre sí misma, su voluntad o la nobleza del Cielo. Y la propia Constitución pone la soberanía en el pueblo, es decir, en todos. Con la vara de la convergencia (0.5), la mesa se sostiene.
Las patas cojas, dichas:
El mismo capítulo de san Agustín acepta la servidumbre como pena justa del pecado. Lo que niega es que venga de la naturaleza: «ese nombre lo mereció la culpa, no la naturaleza»◦.
La imagen no hace a nadie Dios: «como hombres moriréis»◦.
Las palabras no son las mismas: imagen, espíritu, señorío, voluntad o nobleza no significan exactamente «soberanía». Coincide la idea, no el término.
El límite. Mill lo pone en el mismo libro: «el único fin por el que se puede ejercer con derecho el poder sobre cualquier miembro de una comunidad civilizada, contra su voluntad, es impedir que dañe a otros»◦. Y cada uno responde de lo suyo: «El alma que pecare, esa morirá: el hijo no llevará por el pecado del padre, ni el padre llevará por el pecado del hijo»◦.
Lectura del autor: Dios nos creó a imagen y semejanza. De ahí viene la soberanía de cada uno sobre sí mismo, que ningún ente sin cuerpo puede dar ni quitar.
Varón y hembra, en las tradiciones. Si cada persona lleva la imagen de su Creador, ¿la llevan igual el varón y la hembra? La obra leyó los relatos del origen de 19 tradiciones (78 pasajes, que se ven en el nivel más hondo). Aquí van los más claros.
Un solo origen, o un solo ser que se divide:
La Biblia: «Y crió Dios al hombre á su imagen, á imagen de Dios lo crió; varón y hembra los crió»◦. Y: «Varón y hembra los crió; y los bendijo, y llamó el nombre de ellos Adam»◦: el nombre de la humanidad es el de la pareja entera.
La India (Upanishad): el Ser «era tan grande como un hombre y una mujer juntos. Entonces hizo que ese Sí mismo suyo se partiera en dos, y de ahí surgieron el marido y la mujer»◦.
El islam: «¡Hombres! ¡Temed a vuestro Señor, Que os ha creado de una sola persona, de la que ha creado a su cónyuge!»◦.
Lo que dicen después, en el mismo libro o en el mismo relato:
La Biblia: «Y de la costilla que Jehová Dios tomó del hombre, hizo una mujer»◦; «ésta será llamada Varona, porque del varón fué tomada»◦. Y, tras la caída, a la mujer: «á tu marido será tu deseo, y él se enseñoreará de ti»◦: el dominio aparece como consecuencia, no como orden de la creación.
El islam: en la misma sura 4: «Los hombres tienen autoridad sobre las mujeres en virtud de la preferencia que Alá ha dado a unos más que a otros»◦. El verso sigue: «¡Amonestad a aquéllas de quienes temáis que se rebelen, dejadlas solas en el lecho, pegadles!».
Hay más pasajes: el judaísmo rabínico, Manu, el Banquete de Platón, Pablo, Hesíodo, Persia, el Norte de Europa, Mesopotamia, China, Japón y los iroqueses. Se ven en el nivel completo, y todos, con su clasificación, en el más hondo.
Conclusión, lo que arrojan los datos: los textos leídos dicen las dos cosas. Varias tradiciones cuentan un origen común o un solo ser que se parte en dos: la Biblia, el judaísmo rabínico, la India, Grecia y el islam. Y esas mismas tradiciones contienen también textos que ponen a la mujer por debajo: unas veces en el mismo libro, junto al pasaje de la igualdad (Manu 1.32 y 5.148; el Corán 4:1 y 4:34; Pablo, en 1 Co 11:3 y 11:11), y otras en el propio relato del origen (Gn 2:22-23; Hesíodo). En Gn 3:16 el dominio del marido se presenta como consecuencia de la caída. Hay también tres casos en que la mujer va por delante del varón (la Hipóstasis de los arcontes, los iroqueses y, según Malo, el Kumulipo hawaiano), que no son igualdad ni subordinación. Los pasajes que no están arriba se ven en el nivel completo y en el más hondo.
Lo que no se puede decir. No se puede decir que el origen común sea una convergencia en el sentido de 0.5: las fechas son casi todas aproximadas (nivel C), y no está comprobado que India, Grecia, el judaísmo rabínico y el hermetismo no se conocieran. Tampoco se puede decir que la subordinación llegara después de una versión igualitaria: en Hesíodo, el Nihongi o Gn 2 ya está en el relato del origen, y el orden de composición de Gn 1 y Gn 2 se discute. Y las cuentas no sirven: la lista de pasajes incluyó los contrapuntos a propósito.
Lectura del autor: los antiguos no tenían la ciencia de hoy, y para explicar cómo de uno salen dos contaron la imagen de un solo ser que se divide en dos mitades complementarias. Complementarias: trabajamos para ser más y mejor, y nos unimos para dar vida. De ahí el aviso: cuidado con las uniones por interés. Y los textos que ponen a la mujer por debajo no son, para esta obra, la palabra divina, sino la palabra escrita, que arrastraba la costumbre de su tiempo.
2.4 El cuerpo, la conciencia y el respeto
La idea: si el cuerpo es el territorio de cada persona y la conciencia su gobierno, la única base para convivir entre personas libres es el respeto.
Este apartado es la voz del autor: una reflexión personal sobre cómo convivir, no un informe jurídico ni una llamada a hacer nada. Nació de estudiar a un grupo que defiende tesis que esta obra no comparte (2.6).
El territorio: el cuerpo. Lectura del autor: cada persona habita dentro de los límites de su cuerpo. La piel es su frontera, y nadie decide por otro qué entra en él, cómo lo cuida o cómo lo vive. El derecho conoce esa idea desde antiguo: habeas corpus significa «que tengas el cuerpo», y la Constitución manda un procedimiento «para producir la inmediata puesta a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente»◦. También protege «la vida y [...] la integridad física y moral»◦.
El gobierno: la conciencia. Si el cuerpo es el territorio, la conciencia lo gobierna: decide cómo actuar, fija los propios valores y juzga los propios actos. Kant lo llamó salir de la minoría de edad: «la Ilustración es la salida del ser humano de su minoría de edad, de la que él mismo es culpable. Minoría de edad es la incapacidad de servirse del propio entendimiento sin la guía de otro»◦. Y su lema: Sapere aude!, «¡atrévete a saber! ¡Ten valor para servirte de tu propio entendimiento!».
La brújula viene dada. La conciencia no se inventa; las tradiciones dicen que se recibe:
Siete veces dice el Génesis que Dios vio que lo creado era bueno, y la séptima: «he aquí que era bueno en gran manera»◦.
Pablo: los que no tienen ley muestran «la obra de la ley escrita en sus corazones, dando testimonio juntamente sus conciencias»◦.
El Corán: «¡Por el alma y Quien le ha dado forma armoniosa, instruyéndole sobre su propensión al pecado y su temor de Dios!»◦.
El código: el respeto. La única base para una unión entre personas libres es el respeto: reconocer que el otro es un misterio que nunca se poseerá del todo, y no moldearlo a la propia imagen. Kant lo dijo así: «en el reino de los fines, todo tiene o un precio o una dignidad»◦. Lo que tiene precio se puede cambiar por otra cosa; lo que no admite nada a cambio tiene dignidad. Y de ahí su regla: «obra de tal modo que trates a la humanidad, tanto en tu persona como en la de cualquier otro, siempre a la vez como fin y nunca solo como medio»◦. Es la idea de 2.2: la dignidad no se concede, se reconoce.
El filtro y la permanencia. Lectura del autor:
No toda conciencia puede sostener un pacto de respeto: la que todavía gobiernan el miedo, la ira o la manipulación no puede comprometerse de verdad. Por eso, para entrar en una unión así, el autor propone el aval de dos o tres personas que conozcan a quien se suma; no como examen, sino como corresponsabilidad: quien avala pone en juego su propio criterio. Y la inmadurez «nunca es una condena permanente».
La pertenencia no es un título de por vida, sino una práctica diaria: «Por sus frutos los conoceréis»◦. Si alguien dice una cosa y hace otra, el pacto se rompe solo, sin tribunal ni castigo. Coherencia es pensar, decir, sentir y hacer en la misma dirección.
La objeción, con su respuesta. El Estado diría que exigir avales es un filtro arbitrario: él reconoce los mismos derechos a todos, sin aval de nadie◦. Es una objeción seria, y la obra la recoge: su propuesta pública no usa avales, y el jurado del juicio popular se elige por sorteo (11.1). El aval es solo para una unión voluntaria, no para acceder a ningún derecho.
Lo que esto es y lo que no es. Es una ética personal de convivencia. No es un procedimiento para inscribir nada ante ningún registro, ni una guía para tratar con la Administración, ni una tesis sobre la naturaleza jurídica del Estado. Una unión así cabe dentro de la ley, como asociación: «Se reconoce el derecho de asociación»◦. Quien quiera dar ese paso necesita asesoramiento profesional.
2.5 Todos somos aprendices: el gobierno de uno mismo
La idea: nadie es maduro por declararlo. Todos somos aprendices, y la madurez se reconoce en los frutos.
El punto de partida no es «yo no soy así», que todavía mira al propio ego, sino algo más humilde y más sólido: todos somos aprendices. Lo dicen tradiciones sin contacto documentado entre sí:
Sócrates: «este cree saber algo sin saberlo; yo, como no lo sé, tampoco creo saberlo»◦. Es lo que se resume en «solo sé que no sé nada».
Confucio: «saber lo que se sabe, y saber que no se sabe lo que no se sabe: eso es saber»◦.
Jesús: «si no os volviereis, y fuereis como niños, no entraréis en el reino de los cielos. Así que, cualquiera que se humillare como este niño, éste es el mayor en el reino de los cielos»◦.
Lo dicen también Laozi, el judaísmo, el islam y el libro de Job; sus textos se ven en el nivel completo.
La lucha interior. Dentro de cada persona hay una tensión entre lo que se hace por reacción y lo que se elige con calma, mirando los hechos. Ninguna tradición investigada dice que exista alguien en quien esa lucha esté resuelta del todo:
Pablo: «no hago el bien que quiero; mas el mal que no quiero, éste hago»◦. Ni el apóstol se presenta como perfecto.
Platón: el alma es como un auriga con dos caballos, uno «hermoso y bueno» y el otro «de lo contrario y contrario», y por eso conducirlos es «cosa difícil y penosa»◦.
China, sin contacto documentado con Occidente: Mencio sostenía que la naturaleza humana nace buena (1.4); Xunzi, que «la naturaleza humana es mala; lo bueno en ella es obra del esfuerzo»◦.
Lo que pasa cuando un poder deja de sentirse aprendiz, y deja de corregirse, se verá en 6.2.
Tres palabras, definidas una vez:
aprendiz: todos lo somos. Nadie se declara maduro a sí mismo.
madurez: la que se reconoce por los frutos, es decir, por discernir el bien del mal con la práctica◦. No es un título. «Cuando yo era niño, hablaba como niño, pensaba como niño, juzgaba como niño, mas cuando ya fuí hombre hecho, dejé lo que era de niño»◦.
el límite del respeto: todo es respetable mientras no dañe al hermano o a la hermana. Es el límite de Mill (2.3) y el segundo paso de la vara (0.5).
La dificultad enseña, con su límite. El autor oyó a un marinero este dicho: «De aguas mansas nunca han hecho marineros bravos». Es un dicho que él oyó, no una cita documentada. Platón dijo algo parecido en el mito de Er: de las almas que elegían mal su vida siguiente, la mayoría venían del cielo, porque «nunca habían sido instruidas por la prueba»; en cambio, las que venían de la tierra, «habiendo sufrido ellas mismas y visto sufrir a otros, no se precipitaban al elegir»◦. El límite: que la dificultad enseñe no justifica a quien la causa. El daño al prójimo se sigue midiendo con la vara (0.5).
El aprendizaje a lo largo de las vidas, y el juicio del corazón. Que al final se juzga lo que hay en el corazón y en las obras coincide en Egipto, Israel, el islam, la India, el budismo tibetano y el taoísmo. Que se aprende de una vida a otra lo dicen la India, Grecia y, a su modo, el taoísmo; pero el cristianismo y el islam mayoritarios enseñan una sola vida, seguida del juicio y la resurrección. Por eso la reencarnación queda abierta.
Conclusión, lo que arrojan los datos: sea en una vida o en muchas, lo que converge es el aprendizaje mismo: aprender a «discernir entre el bien y el mal, y así elegir siempre y en todas partes la vida mejor»◦.
Lectura del autor: «La humanidad ha sufrido un aprendizaje a lo largo de toda su historia, y estamos en una fase donde existen seres más maduros y otros que siguen su nivel de despertar a la autoconciencia todavía con una mente más infantil. Esto es normal: todos partimos de niveles distintos según nuestras experiencias y según el nivel de consciencia que cada uno haya cultivado en sí mismo […]. Todo es respetable mientras no haga daño a su hermano o hermana». Y al oír la frase «vaciarse de uno mismo», el autor entendió esto: vaciarse del ego, la voz que reacciona, para que quede el observador consciente, aliado con lo que él llama la supraconciencia. De ahí nace no juzgar, y sí exponer los hechos: el mal no se combate con más mal; se ilumina, se expone y se le da la oportunidad de corregirse; y si persiste, queda registrado, y por sus frutos se sabe a quién sigue.
El grano y la paja, con su condición. Lectura del autor: la vara se aplica a los dos lados, también a quien audita. Grano es quien, por repetición, hace el bien, lo siente, lo reconoce y se rige por principios morales; paja, quien por repetición muestra con sus hechos que sigue al padre de la mentira◦. «Así, todo buen árbol lleva buenos frutos; mas el árbol maleado lleva malos frutos»◦. Con la condición del propio texto: «Dejad crecer juntamente lo uno y lo otro hasta la siega»◦, y «la siega es el fin del mundo, y los segadores son los ángeles»◦. Por eso la obra no arranca a nadie: discierne caso a caso, con pruebas, y la siega final no es nuestra. Que «ha llegado este tiempo» es lectura del autor: es el tiempo del desvelamiento y del discernimiento, no de la siega.
La buena fe y la necesidad. Lectura del autor: la buena fe se presume en toda persona, y la ley la presume en quien posee algo: «La buena fe se presume siempre, y al que afirma la mala fe de un poseedor corresponde la prueba»◦. Donde la miseria ahoga, ya no hay ni moral ni juicio, solo supervivencia. Por eso el Código Penal exime de responsabilidad a quien, «en estado de necesidad, para evitar un mal propio o ajeno lesione un bien jurídico de otra persona o infrinja un deber», si el mal que causa no es mayor que el que evita◦. Pero no responde igual quien sabe que quien no sabe: «á cualquiera que fué dado mucho, mucho será vuelto á demandar de él»◦.
2.6 El camino que sigue esta obra, y el que deja
La idea: esta obra parte de la misma raíz que muchas personas que defienden su soberanía, pero sigue un camino distinto, el de la prueba: lo que no tiene documento es una presunción, y no se admite.
El camino. Esta obra empezó con la documentación que reúnen personas de distintos países que defienden su soberanía. Se intentó comprobar sus fuentes, una por una. Se vio que seguían un camino en el que tienen razón en lo esencial, pero que no era el correcto. Por eso la obra sigue otro, que sale del mismo punto y se aparta donde falta la prueba: la constancia escrita, el juicio popular de la verdad y la metamorfosis del Estado (capítulo 10). Ese camino acaba en el bien común, donde todos somos soberanos. Y es, además, un método de medir que va tomando forma: descorre el velo entre lo que algo es y lo que aparenta ser, y sirve en todos los estratos o niveles de percepción.
El patrón. Ninguna de las afirmaciones sin documento que circulan por ese camino necesita mala fe para hacer daño: basta con que alguien las crea y actúe en consecuencia, y eso lo expone, de buena fe, a riesgos reales: multas, condenas y pérdida de bienes. La estructura se repite: un hecho real sirve de apoyo para una conclusión que ese hecho nunca sostuvo. Entre los casos estudiados están una costumbre de escritura de la Roma antigua, una ley inglesa de 1666 y una fianza que en Estados Unidos deben depositar algunos cargos públicos. Los casos completos, con sus fuentes, están en el anexo E.
El riesgo real en España. Quien cree que «el libre tránsito no requiere carné de conducir» se expone a un delito. El Código Penal castiga a quien conduce un vehículo de motor «sin haber obtenido nunca permiso o licencia de conducción» con «la pena de prisión de tres a seis meses o con la de multa de doce a veinticuatro meses o con la de trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a noventa días»◦. No se ha encontrado ninguna sentencia española que nombre estas teorías por su nombre.
El método es el mismo. Lo que sirve para comprobar una verdad sirve igual para examinar una afirmación sin documento: preguntar por la fuente primaria y comprobar si dice lo que se afirma que dice. Si no hay fuente, es una presunción (0.4), y se pide a quien la sostiene que aporte dónde nace.
Lo que esta obra no es. No exime de ninguna obligación vigente: «Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico»◦. No invita a desobedecer. Su vía es la constancia escrita, la petición documentada y el juicio popular de la verdad, que juzga instituciones, no personas (0.2).
Límite honesto de la prueba
La Declaración Universal no es un tratado. Es una resolución de la Asamblea General. En España sirve de guía obligada para interpretar los derechos que reconoce la Constitución◦, y la mayoría de esos derechos están, además, en la propia Constitución. 
No todos los derechos se pueden exigir igual. Los del capítulo de los principios rectores (la seguridad social, la salud, la vivienda, la tercera edad o la cultura) «Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen»◦. 
Las libertades públicas tienen amparo. Cualquier ciudadano puede pedir su tutela ante los tribunales ordinarios «y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional»◦. 
El cuerpo ya está protegido por la ley◦, y el habeas corpus existe para eso. 
«Soberanos somos todos» no exime de la ley ni da autoridad frente a nadie◦. 
La unión basada en el respeto no sustituye al Estado. Es una ética personal; si alguien quiere darle forma legal, cabe como asociación◦. 
Lo que no tiene documento no se admite, y en eso el Estado tiene razón (2.6). Pero que una afirmación no tenga documento no hace verdadero lo contrario. 
Las fuentes que no se han podido leer en el original van marcadas como «fuente secundaria»: la persona ficta atribuida a Inocencio IV, la crítica de Mboti a Ubuntu y el hadiz de Muslim, leído en una copia de datos de la colección.
Dónde se oye la defensa del Estado
La defensa del Estado frente a este capítulo, y lo que la obra le responde, se oyen en el juicio:
en las cuestiones previas (11.2): «una unión basada solo en el respeto es una utopía», «a un Estado no se le juzga por la coherencia de sus actos», «si esas afirmaciones no tienen documento, la desconfianza es infundada» y «las normas que esas afirmaciones invitan a desobedecer protegen a todos»;
en el cargo 2 («Nada por encima de la Constitución»): «todos están sujetos a la Constitución»;
en el cargo 10 («El Estado social»): «cada derecho tiene su ancla: España cumple la Declaración», «los derechos sociales son principios rectores, no derechos exigibles», «las libertades públicas están garantizadas» y «el cuerpo ya está protegido por la ley»;
en el cargo 13 («El cobro sin juez»): «la propiedad está reconocida y protegida»;
en el cargo 20 («Los actos del Estado son válidos»): «no hay ninguna persona jurídica en mayúsculas ni ningún fideicomiso secreto»;
y en el cargo 26 («La responsabilidad»): «el ciudadano ya tiene vías reales para reclamar».
Para recordar
La persona nace; la persona jurídica se constituye. A la primera la ley la encuentra; a la segunda la hace.
Los derechos que preceden al Estado no los da la ley: los reconoce. La Declaración Universal los llama «inalienables» y la Constitución, «inherentes».
«Soberanos somos todos»: cada persona es dueña de sí misma, nadie lo es de otra, y nadie queda por eso fuera de la ley.
El cuerpo es el territorio de cada persona; la conciencia, su gobierno; el respeto, la única base para convivir.
Todos somos aprendices: la madurez no se declara, se ve en los frutos.
Lo que se afirma sin documento es una presunción y no se admite; la vía de esta obra es la constancia escrita y el juicio popular de la verdad.
Lo que aquí se expone que hay que podar (lectura del autor): la creencia de que los derechos de la persona los da la ley, y de que un ente sin cuerpo puede quitar lo que ella trae al nacer; y también toda presunción sin documento, la diga quien la diga.
Lo siguiente: la ley de Dios, abierta: el Arca, lo que los pueblos guardaron como ley por encima de toda ley (capítulo 3).


3 Lo que todas las tradiciones guardaron: el Arca
Primera versión: 5 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 22 · Citas leídas en su fuente: 175
En pocas palabras:
El Arca es la ley de Dios tal como la guardaron todas las tradiciones, sea cual sea el nombre que cada pueblo dé a Dios.
Nueve principios se repiten en pueblos sin contacto documentado entre sí: el gobernante existe para el pueblo; impuestos moderados; no quitar al pueblo su tiempo; pesas y medidas justas; devolver lo confiado; no a la usura; cada uno responde de lo suyo; el castigo no es un negocio; y más leyes, más pobreza.
Cada principio tiene también su pata coja, el texto que dice lo contrario. Casi siempre lo escribió quien mandaba, o se escribió para él.
Si es tan antigua, ¿por qué casi nadie la conoce? Porque no se escribió, porque se escribió en latín o porque quedó fuera de las listas.
Todos los principios tienen un mismo hilo: hemos venido a servir. El que manda sirve, quien sirve no pierde, y lo que no sirve se separa.
Doce tradiciones cuentan que se recibió una ley, una enseñanza o una sabiduría para vivir; nueve, que se perdió o que muchos se apartan de ella; y diez, que hay un camino de vuelta.
3.0 Propósito
El capítulo 1 dijo que por encima de todo está la ley de Dios. Este capítulo la abre: muestra lo que todos los pueblos guardaron como ley por encima de toda ley.
El Arca. Desde aquí, la edición llama así a la ley de Dios, venga de la tradición que venga. El arca de la alianza guardaba «el testimonio» que Dios iba a dar◦, y Moisés: «puse las tablas en el arca que había hecho; y allí están»◦. Las tablas eran «las palabras de la alianza, las diez palabras»◦, y en el arca no había «más de las dos tablas de piedra que había allí puesto Moisés en Horeb, donde Jehová hizo la alianza con los hijos de Israel»◦: si lo que reúne es la ley de Dios, bien podría llamarse el arca de la alianza con Dios. El Arca, la ley de Dios, la han guardado todas las tradiciones. Algunos de sus textos quedaron fuera de las listas de Occidente, y la Iglesia etíope los conservó (3.5). Por eso aquí se leen todos, con la misma vara: por sus frutos.
Las tradiciones leídas para este capítulo, cada texto en su original o en una traducción reconocida:
Israel y el cristianismo: la Biblia, la Mishná y el Talmud;
el islam: el Corán y los hadices;
Persia: el Avesta;
la India: las Leyes de Manu, el Mahabharata, el Arthashastra, el canon budista en pali, el jainismo y el sijismo;
China: Confucio, Mencio, Xunzi, Laozi, Mozi, Zhuangzi y la escuela legista;
Mesopotamia y Egipto: Urukagina, Ur-Namma, Hammurabi, Ptahhotep y el Libro de los Muertos;
Grecia y Roma: Hesíodo, Platón, Aristóteles, Isócrates, Cicerón, Séneca y Tácito;
África, América y Oceanía: la Kebra Nagast etíope, los yoruba, los ashanti y los basutos; los iroqueses, los mexicas y los incas; y Hawái.
Este capítulo dice:
3.1 por qué lo que converge es ley, y lo que solo se repite, no;
3.2 los nueve principios del Arca, uno por uno, con su pata coja;
3.3 la usura, la línea roja más antigua;
3.4 quién escribe la pata coja;
3.5 por qué casi nadie la conoce;
3.6 el hilo que lo une todo: servir;
3.7 y la arqueología en busca de las reglas del juego de la vida: lo que se dio, lo que se perdió y el camino de vuelta.
3.1 La convergencia y la pata coja
La idea: lo que pueblos sin contacto documentado coinciden en guardar, y además pasa la vara, es ley de Dios. Lo que solo se repite puede ser costumbre torcida.
La regla de la convergencia ya está dicha (0.5): una afirmación es sólida cuando aparece en tres o más tradiciones sin contacto, y solo después de haber buscado la que dice lo contrario, la pata coja. Aquí se explica por qué lo que converge es ley.
La cadena, con sus fuentes:
Cicerón: ningún pueblo es tan fiero que no tenga la idea de lo divino, y eso no lo produjo ninguna asamblea ni ninguna ley: «en todo, el consenso de todos los pueblos ha de tenerse por ley de la naturaleza»◦.
Pablo: los que no tienen la ley escrita «naturalmente haciendo lo que es de la ley, los tales, aunque no tengan ley, ellos son ley á sí mismos: Mostrando la obra de la ley escrita en sus corazones»◦.
Aquino: la ley natural es la participación de la ley eterna en la criatura racional (1.1).
Muchas tradiciones sin contacto documentado coinciden, y eso es ley de la naturaleza; está escrita en los corazones; y es la participación de la ley de Dios.
Lectura del autor: «Después de revisar toda la historia y los textos sagrados, recopilamos la información pertinente, y si existen muchas convergencias quiere decir que es la ley de Dios; no lo he inventado yo».
Un ejemplo: el pan propio. Que el pan se gana con el propio trabajo, y no con el ajeno, lo dicen tradiciones distintas, y al menos tres sin contacto documentado entre sí (la Biblia, Hesíodo y el budismo):
la Biblia: «En el sudor de tu rostro comerás el pan»◦;
Hesíodo: «el trabajo no es ninguna deshonra; la ociosidad sí es deshonra»◦;
el Talmud: «grande es el trabajo, que honra a quien lo hace»◦;
el budismo: el discípulo noble «deja el modo de vida torcido y se gana la vida con el recto»◦;
el islam: «nadie ha comido nunca un alimento mejor que el que gana con el trabajo de sus manos; y el profeta de Dios David comía del trabajo de sus manos» (fuente secundaria)◦.
La condición: lo que se repite no es por eso ley. Una práctica muy extendida no es buena por estarlo. La esclavitud estuvo muy extendida y fue legal durante siglos, y no pasa la vara: daña al prójimo y no hay reciprocidad. Tampoco pasan la vara el robo hacia fuera que unos germanos tenían por honroso y la mutilación genital femenina de hoy (1.5). El propio Cicerón avisa de que «muchos piensan cosas torcidas sobre los dioses», y eso, «por mala costumbre»◦.
Y el propio poder lo reconoció por escrito, al abolirla:
«Ni la esclavitud ni la servidumbre involuntaria, salvo como castigo por un delito del que la parte haya sido debidamente condenada, existirán en los Estados Unidos»◦. La excepción del castigo penal sigue en el texto.
«Queda declarada extinguida, desde la fecha de esta ley, la esclavitud en Brasil»◦.
El Reino Unido la declaró «utterly and for ever abolished» (abolida del todo y para siempre) desde el 1 de agosto de 1834, y dio a los propietarios, no a las víctimas, «Twenty Millions Pounds Sterling» (veinte millones de libras esterlinas)◦.
Francia la abolió en 1794, la mantuvo de nuevo en 1802 («l'esclavage sera maintenu», la esclavitud se mantendrá) y la abolió otra vez en 1848: «L'esclavage sera entièrement aboli dans toutes les colonies» (la esclavitud quedará abolida del todo en todas las colonias)◦.
España: «Queda abolida para siempre la esclavitud en la isla de Puerto-Rico»◦; pero los libertos quedaron obligados a contratos de al menos tres años, y a los propietarios se les pagaron 35 millones de pesetas con un empréstito a cargo de las rentas de la propia isla (arts. 2 a 4). En Cuba, la ley de 13 de febrero de 1880 declaró el cese de la esclavitud, pero dejó a los liberados bajo el «patronato» de sus antiguos dueños, que conservaban «el derecho de utilizar el trabajo de sus patrocinados» (arts. 2 y 3); el patronato cesó por real decreto de 7 de octubre de 1886.
Y hoy es delito de lesa humanidad someter a una persona a esclavitud, si es parte de un ataque «generalizado o sistemático» contra la población; la ley la define como ejercer sobre alguien «los atributos del derecho de propiedad, como comprarla, venderla, prestarla o darla en trueque»◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: lo que fue legal durante siglos no era justo, y lo confesó el mismo poder que lo había hecho legal, al derogarlo. Lo legal, por sí solo, no prueba que algo sea justo (1.6).
La pata coja, siempre dicha. Cada principio de este capítulo tiene la suya: el texto, a veces de la misma tradición, que dice lo contrario. No se calla: se pone al lado, y en 3.4 se pregunta quién la escribió.
3.2 El Arca: la ley de Dios, principio por principio
La idea: nueve principios se repiten en pueblos sin contacto documentado entre sí, cada uno con tres o más patas, y cada uno con su pata coja.
Para cada principio van aquí las pruebas más fuertes, de civilizaciones distintas. Todos los textos, con su fuente, están en el anexo F. Un texto que repite a otro, que es de la misma obra o que se parece a un código vecino se dice, pero no cuenta como pata aparte; y si su fecha se discute, se avisa.
P1. El gobernante existe para el pueblo
China: «el Cielo no engendró al pueblo por causa del gobernante; el Cielo instituyó al gobernante por causa del pueblo»◦. Y Mencio: «El pueblo es lo más valioso; los altares del Estado le siguen; el gobernante es lo de menos», y «si un señor pone en peligro los altares del Estado, se le sustituye»◦.
Israel: «Sabéis que los príncipes de los Gentiles se enseñorean sobre ellos […] Mas entre vosotros no será así; sino el que quisiere entre vosotros hacerse grande, será vuestro servidor»◦.
América: si un señor de la Confederación iroquesa no tiene en mente el bien del pueblo, se le amonesta tres veces y, si persiste, se le despoja de su título◦. Aviso: la fecha de la Gran Ley se discute. La Enciclopedia Canadiense dice que las estimaciones varían mucho, con muchos que la sitúan a mediados del siglo XVI, y que en 1997 Barbara Mann y Jerry Fields propusieron el 31 de agosto de 1142◦; Britannica la sitúa entre 1570 y 1600◦. Se transmitió de palabra, con cinturones de wampum que servían para recordar cada ley, y los iroqueses no intentaron ponerla por escrito hasta hace poco: «Hasta hace poco los iroqueses no han intentado poner su código por escrito»◦. La versión que aquí se cita es la de Parker, de 1916. La fecha del papel no prueba la del contenido.
La pata coja: «pueblo débil, Estado fuerte; pueblo fuerte, Estado débil»◦. Y el rey, aunque sea un niño, «es una gran deidad en forma humana»◦.
P2. Impuestos moderados
China: «El pueblo pasa hambre porque los de arriba consumen demasiados impuestos»◦.
Israel: el profeta advierte de lo que hará el rey: «El diezmará vuestras simientes y vuestras viñas […] Diezmará también vuestro rebaño, y seréis sus siervos»◦. Un diezmo ya se describía como servidumbre. Y cuando Roboam respondió al pueblo: «Mi padre agravó vuestro yugo, pero yo añadiré á vuestro yugo», el reino se dividió◦. Aviso: 1 Samuel y 1 Reyes pertenecen a una misma narración continua, de Samuel a Reyes: cuentan como una sola pata. La crítica bíblica la llama «historia deuteronomista» (Martin Noth, 1943; referencia hallada en Wikipedia, sin leer en su fuente).
La India: el rey que oprime con impuestos se daña a sí mismo, como quien quiere leche y corta las ubres de la vaca; «sé como el florista, rey», que cuida la planta, y no como el carbonero, que la quema◦.
La pata coja: subir la carga poco a poco, «como quien va aumentando poco a poco la carga de un novillo», y sembrar la división entre el pueblo que soporta las cargas◦; y el Arthashastra enseña a llenar el tesoro pidiendo contribuciones con falsos pretextos◦. Un matiz: Mencio rechaza también el impuesto demasiado bajo; el principio es la medida justa, no «cuanto menos, mejor».
P3. No quitar al pueblo su tiempo
China: «ellos roban al pueblo su tiempo, de modo que no puede arar para alimentar a sus padres»◦.
Israel: «Mas el séptimo es reposo á Jehová tu Dios: ninguna obra harás tú, ni tu hijo, ni tu hija, ni tu siervo, ni tu sierva […] porque descanse tu siervo y tu sierva como tú»◦.
Egipto: «es aborrecible para el alma que se le quite su tiempo [de sosiego]»◦. Aviso: las máximas se atribuyen a la V dinastía; la copia más antigua es de hacia 2000 a. C. (F.4), y hay quien las cree compuestas en el Reino Medio (Quirke, 2004; referencia hallada en Wikipedia, sin leer en su fuente).
La medida de la tradición: las Leyes de Manu fijan para el artesano y el trabajador manual un día al mes de trabajo para el rey◦. Lo que hoy se lleva de cada jornada se mide en 8.3.
La pata coja: la «ley común» de los incas obligaba a todos a edificar los templos y las casas de los reyes y señores, y a labrar sus tierras, y la «ley casera» ocupaba hasta a los niños de cinco años◦.
P4. Pesas y medidas justas
Egipto, ante el tribunal de Maat: «no he disminuido la medida de grano […] no he añadido pesos a la balanza»◦.
Israel: «Balanzas justas, pesas justas, epha justo, é hin justo tendréis»◦. «El peso falso abominación es á Jehová: Mas la pesa cabal le agrada»◦.
El islam: «¡Ay de los defraudadores, que, cuando piden a otros la medida, la exigen exacta, pero que, cuando ellos miden o pesan para otros, dan menos de lo debido!»◦.
La pata coja: en los textos leídos no se ha hallado ninguno que defienda las pesas falsas. Lo más cercano es el Arthashastra, que cuenta las pesas y medidas entre las partidas de ingresos del rey◦.
Lectura del autor: la medida de hoy es el dinero. Si pierde valor, es una pesa que se aligera. Se mide con datos en 8.1.
P5. Devolver lo confiado
El islam: «Alá os ordena que restituyáis los depósitos a sus propietarios y que cuando decidáis entre los hombres lo hagáis con justicia»◦.
Israel: si lo dado «á guardar» se roba y el ladrón no aparece, el dueño de la casa «será presentado á los jueces, para ver si ha metido su mano en la hacienda de su prójimo»◦. Aviso: ese pasaje trata del mismo caso que el §124 de Hammurabi, el depósito, y el Código de la Alianza (Ex 21-23) se parece, según la crítica, a los códigos mesopotámicos (referencia hallada en Wikipedia, sin leer en su fuente): no cuenta aparte de Mesopotamia.
La India: «como se entregó el depósito, así debe devolverse»◦.
Qué ha pasado con un depósito de todos, la hucha de las pensiones, se examina en 8.6.
La pata coja: el Arthashastra enseña a un espía a reunir depósitos y préstamos para después «hacerse robar la suma»◦. Y Cicerón admite un caso en que devolver el depósito deja de ser justo: si quien lo pide ha enloquecido◦.
P6. Contra la usura; perdonar las deudas
Es la línea roja más antigua, y tiene su propio apartado: 3.3.
P7. Cada uno responde de lo suyo; examinar antes de castigar
Israel: «Los padres no morirán por los hijos, ni los hijos por los padres; cada uno morirá por su pecado»◦.
El islam: «Nadie cargará con la carga ajena»◦. Y: «Si un malvado os trae una noticia, examinadla bien, no sea que lastiméis a gente por ignorancia»◦.
China: aun cuando todo el pueblo diga que alguien merece la muerte, entonces hay que examinarlo◦. Y: «padres, hijos y hermanos: sus delitos no se alcanzan unos a otros»◦.
La pata coja: si una casa mal hecha mata al hijo del dueño, «se dará muerte al hijo del constructor»◦. El Libro del señor Shang pide «castigo duro y culpa compartida»◦. Y Séneca admite que, sin ira, la razón acabe con las familias dañinas para el Estado, «con sus mujeres e hijos»◦.
P8. El castigo no es un negocio; contra el soborno
Israel: a los recaudadores, Juan el Bautista: «No exijáis más de lo que os está ordenado»◦. Y «No recibirás presente; porque el presente ciega á los que ven, y pervierte las palabras justas»◦.
Los incas: «Nunca tuvieron pena pecuniaria ni confiscación de bienes, porque decían que castigar en la hacienda y dejar vivos los delincuentes no era desear quitar los malos de la república, sino la hacienda a los malhechores»◦.
Roma: una ley se endureció «para aumentar el erario», con premios a los delatores, y arruinó muchas fortunas◦. Es el texto más cercano a «el castigo como fuente de ingresos» de toda la búsqueda.
Lo que no se encontró: en el islam, la tradición rabínica y China no hay un texto expreso contra las multas como ingreso del poder.
La pata coja: el Arthashastra cuenta los peajes y las multas entre los ingresos del rey◦; entre los ashanti, las multas y tasas judiciales eran «otra fuente fructífera de ingresos»◦.
P9. Más leyes, más pobreza
China: «cuantas más prohibiciones, más pobre el pueblo; cuanto más se exhiben las leyes, más ladrones hay»◦. Y: «cuando un Estado va a perecer, multiplica sus reglamentos»◦.
Roma: «cuanto más corrupto el Estado, más numerosas las leyes»◦.
La tradición rabínica: «no se decreta una norma sobre la comunidad si la mayoría no puede cumplirla»◦. Es la regla más directa de todas las tradiciones leídas.
El matiz: sin leyes, «todo dependía de la voluntad o el capricho del rey»◦. El principio es la medida justa de leyes, no su ausencia. Cuántas normas se publican hoy se examina en el cargo 8.
Conclusión, lo que arrojan los datos: los nueve principios aparecen en civilizaciones de todos los continentes (China, la India, Israel, el islam, Persia, Mesopotamia, Egipto, Grecia y Roma, África, América y Oceanía), cada uno con tres o más patas independientes. Y cada uno tiene su pata coja, dicha. Con la vara de la convergencia (3.1), la mesa se sostiene.
Errar el blanco. Las dos lenguas de la Biblia nombran el pecado con una imagen de tiro:
en griego, el verbo de «pecar» significa ante todo «errar el blanco, sobre todo con la lanza»◦;
en hebreo, de los honderos de Benjamín se dice que «tiraban una piedra con la honda á un cabello, y no erraban»◦, y ese «no erraban» es el verbo del pecado.
Lectura del autor: el Arca es el blanco. Quien la incumple yerra el tiro, y por eso la obra ofrece siempre una salida para rectificar antes de suponer mala fe (se verá en 10.5).
3.3 La usura, la línea roja más antigua
La idea: cobrar por el solo paso del tiempo lo condenaron Israel, Grecia y el islam, y la India lo limitó; y perdonar las deudas es la ley más antigua que se conserva escrita.
El perdón de las deudas, desde el principio de la escritura:
Lagash, hacia el 2350 a. C.: sobre «el que vivía endeudado», el rey Urukagina «vació su prisión y estableció su remisión»◦. Es la remisión más antigua documentada: el amargi. Y no fue la única: los historiadores cuentan una treintena de cancelaciones de deudas en Mesopotamia entre 2400 y 1400 a. C., cuatro de ellas de Hammurabi (fuente secundaria: Hudson, 1993).
Babilonia: si una tormenta o una mala cosecha arruinan al deudor, ese año «lava en agua su tablilla de deuda» y no paga◦; y el siervo por deudas será liberado al cuarto año◦.
Israel: «AL cabo de siete años harás remisión. Y esta es la manera de la remisión: perdonará á su deudor todo aquél que hizo empréstito de su mano»◦. Y cada cincuenta años: «pregonaréis libertad en la tierra á todos sus moradores: este os será jubileo; y volveréis cada uno á su posesión»◦.
Atenas: Solón «dio leyes por las que canceló todas las deudas, públicas y privadas», la seisáchtheia, la descarga de fardos◦.
El islam: «Si está en apuro, concededle un respiro hasta que se alivie su situación. Y aún sería mejor para vosotros que le condonarais la deuda»◦.
La condena de la usura:
Israel: «Si dieres á mi pueblo dinero emprestado, al pobre que está contigo, no te portarás con él como logrero, ni le impondrás usura»◦. «No tomarás usura de él, ni aumento»◦.
Grecia: «con toda razón se aborrece la usura, porque su ganancia sale del propio dinero y no de aquello para lo que se inventó»; el interés es «dinero nacido del dinero», y por eso «de todos los modos de ganar, este es el más contrario a la naturaleza»◦.
El islam: «Alá ha autorizado el comercio y prohibido la usura»◦.
La India: Brahmā pesó en la balanza el asesinato de un sabio contra la usura, y «el usurero se hundió»◦.
Etiopía: «bienaventurados seréis si dais vuestros bienes sin usura y no como préstamo»◦.
La Iglesia, en Nicea (325): el único canon del concilio que cita la Escritura es contra la usura de los clérigos, que «han olvidado la divina Escritura, que dice: “No dio su dinero a usura”»◦.
España, siglo XVI: «Regla general es, que quando se aguarda plazo, y por aguardar se interessa, es vsura»◦. Con su matiz: Mercado rechaza la razón de que «es malo vender el tiempo que Dios crio», que atribuye a «algunos simples», porque «todas las cosas que se venden, las hizo Dios»; la verdadera, dice, es que en esa espera se mezcla un «prestamo ganancioso».
Un aviso sobre estas tres últimas: Etiopía, Nicea y España parten de la Biblia. La Kebra Nagast la reformula (F.6), el canon 17 la cita, y Mercado cita a Aristóteles y el Evangelio: «Aristoteles siendo gentil, dize en el septimo de las Polyticas»◦; «como dize el Euangelio»◦. Se dicen, pero no cuentan como tradiciones aparte.
La ley española todavía lo dice: «Será nulo todo contrato de préstamo en que se estipule un interés notablemente superior al normal del dinero y manifiestamente desproporcionado con las circunstancias del caso o en condiciones tales que resulte aquél leonino, habiendo motivos para estimar que ha sido aceptado por el prestatario a causa de su situación angustiosa, de su inexperiencia o de lo limitado de sus facultades mentales»◦.
La pata coja:
La misma ley de Moisés distingue: «No tomarás de tu hermano logro de dinero […] Del extraño tomarás logro, mas de tu hermano no lo tomarás»◦.
Las Leyes de Manu no prohíben el interés: lo limitan◦.
Entre los ashanti, por una deuda «podía empeñarse a uno de los hijos»◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: el perdón de las deudas y la condena de la usura aparecen en Mesopotamia, Israel, Grecia, el islam y la India, y las recogen también Etiopía, Nicea y España, que parten de la Biblia; y la propia ley española todavía anula el préstamo usurario. La pata coja también está: la usura permitida con el extranjero y el interés limitado, no prohibido.
Lectura del autor: la usura cobra por el paso del tiempo, que no es de quien presta. El cobro por el paso del tiempo que hoy pesa sobre todos, la pérdida de valor del dinero, se mide en 8.1.
3.4 Quién escribe la pata coja
La idea: cuando un texto contradice el Arca, casi siempre lo escribió quien mandaba o su ministro, o se escribió para él.
La pregunta. El capítulo 1 encontró que, en 7 de 8 casos, quien puso la ley escrita por encima de la costumbre tenía el poder de legislar (1.7). La misma prueba, aplicada a la pata coja del Arca, a propuesta del autor: para cada texto que contradice los principios, ¿quién lo escribió, y para quién?
Lo que se encontró:
El Libro del señor Shang («pueblo débil, Estado fuerte»): lo escribió Shang Yang, de la casa reinante de Wey, a quien el duque de Qin dio el alto rango con el que «promulgó las leyes de la reforma»◦.
Han Feizi (penas duras; el pueblo, «como la mente de un niño de pecho»): lo escribió uno de los príncipes de Han, y el rey de Qin dijo al leerlo: «si pudiera conocer a este hombre y tratarlo, moriría sin pesar»◦.
El Arthashastra (recaudar con engaño, robar depósitos, multas como ingreso): su colofón dice que lo hizo quien arrebató la tierra al rey Nanda, el que derrocó una dinastía y puso otra◦.
Las Leyes de Manu (el rey, «una gran deidad en forma humana»): el mismo código exime de impuestos a los sabios de los Vedas «aunque muera de necesidad» el rey, y la multa que el rey no puede quedarse puede darse «a un brahmán sabio y virtuoso»◦. Exime y beneficia al estamento que custodiaba esos textos.
Séneca (acabar con familias enteras): era uno de los guías del joven Nerón◦.
Hammurabi (muere el hijo por la culpa del padre): es el código del propio rey.
Las excepciones, dichas: Hesíodo, que escribió que «a menudo toda una ciudad sufre por un solo malvado», no tenía poder: era un labrador que acusaba a los «reyes devoradores de regalos». Y Pablo, que escribió «toda alma se someta a las potestades superiores»◦, acabó preso del mismo Imperio, «con un soldado que le guardase»◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: de los 13 textos de la pata coja examinados, 11 los escribió quien mandaba o su ministro, se escribieron para el que mandaba, o eximían o beneficiaban a quien los transmitía o aplicaba. Las dos excepciones no tenían poder. Es el mismo resultado que el del capítulo 1: 7 de 8.
Los frutos, como hechos:
Shang Yang, al morir su duque, fue descuartizado con carros, y acabaron con toda su familia: la culpa compartida que él mismo había implantado◦.
Han Fei: Li Si le hizo llegar veneno para que se matara◦.
Li Si: le aplicaron las cinco penas, lo cortaron por la cintura en el mercado de Xianyang y exterminaron a sus tres clanes◦.
La dinastía Qin, que había unificado China en el 221 a. C., cayó en el 206 a. C. (las fechas, fuente secundaria); su último rey reinó cuarenta y seis días◦.
Lectura del autor: «Casi todas las versiones que contradicen la ley de Dios salieron del poder, de su entorno o de quien se beneficiaba de ellas: la parte interesada se nombraba juez de su propia causa. Por sus frutos los conoceréis (Mt 7:16): los que escribieron que el pueblo debía ser débil murieron por las mismas leyes que dictaron, y su imperio duró quince años. Esto apunta hacia el padre de la mentira (Jn 8:44)».
3.5 Por qué casi nadie la conoce
La idea: la ley más antigua casi nadie la conoce porque no se escribió, porque se escribió en latín o porque quedó fuera de las listas.
No se escribió. Lo que los pueblos tenían por ley se transmitía de boca en boca. Lo que sí se escribió muy pronto fue otra cosa: de las primeras tablillas, «la mayoría son documentos de contabilidad», no relatos ni argumentos◦.
Los druidas tenían la escritura y la usaban para todo lo demás, pero no para su enseñanza. César da dos razones: no querían que su doctrina se divulgara entre el pueblo, ni que los alumnos, fiándose de lo escrito, descuidaran la memoria◦. Después, el emperador Claudio abolió del todo su religión, a la que Roma acusaba de «atroz crueldad»◦, y su saber se perdió con ellos.
Los Vedas se transmitieron de memoria durante siglos (0.1), y el Mahābhārata condena al infierno a «los que venden los Vedas, los que los corrompen y los que los escriben»◦.
Se escribió en latín. La ley natural europea tuvo tratados enteros. Domingo de Soto publicó en Salamanca, en 1553, De iustitia et iure libri decem (De la justicia y el derecho, en diez libros); y Francisco Suárez, en Coímbra, en 1612, Tractatus de legibus ac Deo legislatore, in decem libros distributus (Tratado de las leyes y de Dios legislador, en diez libros). Pero estaban en latín, la lengua de clérigos, juristas y universitarios, cuando casi nadie sabía leer. No hizo falta prohibir nada: la propia lengua separaba a quien podía interpretar la ley de quien debía obedecerla.
Quedó fuera de las listas.
Lo que se cuenta: que en el Concilio de Nicea, el año 325, se decidió qué libros entraban en la Biblia y se escondieron los demás.
Lo que dicen las fuentes: los cánones de Nicea no hablan de ello. La única noticia antigua, de san Jerónimo, dice de oídas que Nicea incluyó el libro de Judit. La leyenda de los libros que caían del altar la difundió Voltaire, riéndose de ella. El canon se fue cerrando entre los años 367 y 419, y para los católicos en Trento (1546). El Libro de Enoc, que la carta de Judas cita, quedó fuera del canon de Occidente. La razón que se dio fue la duda sobre su antigüedad y su autoría (san Agustín), y con el libro se rechazó su relato de los ángeles que se unieron a las mujeres. Y san Agustín, como antes Julio Africano, leyó a los «hijos de Dios» de Génesis 6 como hombres, no como ángeles. La Iglesia etíope lo conservó en ge'ez. Esto también es parte de la verdad que la gran familia humana merece conocer.
Conclusión, lo que arrojan los datos (por sus frutos: análisis, no juicio): puestos en orden, los hechos marcan un sendero. Hacia el año 200, Tertuliano defendía el libro de Enoc. Hacia el 220, Julio Africano, que trabajaba para el emperador, leyó a los ángeles del Génesis como hombres. En el 380, la fe de la Iglesia pasó a ser la que mandaba el Imperio. En el 419, el Concilio de Cartago fijó la lista sin Enoc, y san Agustín rechazó su relato de los ángeles. Una lista de libros admitidos y rechazados atribuida a los papas, el Decreto Gelasiano, puso entre los apócrifos «el libro de las hijas de Adán, la Leptogénesis»◦; el editor de Jubileos, R. H. Charles, ve en ese libro el de los Jubileos, o una obra corta basada en él, y da la fecha de la lista por dudosa◦. En Occidente, a medida que la Iglesia se unía al poder imperial, esos libros pasaron de leerse a reinterpretarse, después a quedar fuera de la lista y por último a contarse entre los apócrifos. Mientras, la Iglesia etíope los conservó. Es la dirección que marcan los hechos, no un juicio sobre la intención de nadie. Y tiene su pata coja: el canon común conserva el aviso de los ángeles caídos (Judas 6 y 2 Pedro 2:4) y los textos que más deslegitiman a los reyes (1 Sam 8), y el primer descarte de Enoc no lo hizo ningún emperador, sino las Escrituras judías, como recoge Tertuliano.
Lectura del autor: el libro que contaba la caída de los ángeles, y otro que unía el origen de los reinos y de la guerra a espíritus malignos (Jubileos 11), quedaron fuera del canon de Occidente, y se decidió dentro de una Iglesia ligada al poder imperial. Para el autor es una casualidad demasiado conveniente: quien quedaba señalado por esos textos fue quien decidió sobre ellos, y nadie debe ser juez en su propia causa. Aun así, el aviso no se borró del todo: «á los ángeles que no guardaron su dignidad […] los ha reservado […] hasta el juicio del gran día»◦.
3.6 El hilo del Arca: servir
La idea: los nueve principios del Arca dicen lo mismo de nueve maneras: hemos venido a servir. El que manda sirve, quien sirve no pierde, y lo que no sirve se separa.
El relato, con sus textos:
1. Para qué estamos: para servir y guardar. Dios puso al hombre en el huerto «para que lo labrara y lo guardase»◦. En hebreo, el verbo de labrar es el mismo de servir a Dios: «escogeos hoy á quién sirváis […] que yo y mi casa serviremos á Jehová»◦. Y cada uno elige a quién sirve.
2. El mayor es el que sirve. Ya se vio que «el que quisiere entre vosotros hacerse grande, será vuestro servidor» (3.2); y sigue: «Como el Hijo del hombre no vino para ser servido, sino para servir»◦. En China, sin contacto documentado con Israel: «los ríos y los mares pueden ser reyes de los cien valles porque saben ponerse por debajo de ellos […]; quien quiere estar por encima del pueblo debe ponerse por debajo en sus palabras; quien quiere ir delante del pueblo debe ponerse detrás»◦.
3. Quien sirve no pierde. 
China: «el sabio no acumula: cuanto más hace por los demás, más tiene; cuanto más da a los demás, más abunda. El camino del cielo es beneficiar y no dañar»◦;
la India: hay que obrar «mirando también por el bien del mundo»◦; y el Buda envía a sus monjes «por el bien de muchos, por la felicidad de muchos, por compasión del mundo»◦;
el islam: «Ayudaos unos a otros a practicar la piedad y el temor de Alá, no el pecado y la violación de la ley»◦.
4. Lo que el Arca prohíbe es servirse. Los nueve principios (3.2) y la usura (3.3) son el mismo mandato visto del revés: el impuesto que empobrece, la pesa falsa, el depósito que no se devuelve, el castigo que se cobra y el préstamo que esclaviza son formas de servirse del otro en lugar de servirle.
5. Lo que no sirve se separa. «Todo árbol que no lleva buen fruto, córtase y échase en el fuego»◦; «allegará su trigo en el alfolí, y quemará la paja»◦.
6. Servir o servirse se aprende repitiendo: lo que se hace una y otra vez forma a quien lo hace (se verá en 4.4).
7. Hay que abrir los ojos. «Mas bienaventurados vuestros ojos, porque ven; y vuestros oídos, porque oyen»◦.
La pata coja. Lo contrario también está escrito: «pueblo débil, Estado fuerte» (3.2). Y casi siempre lo escribió quien mandaba (3.4).
Conclusión, lo que arrojan los datos: Israel y el cristianismo, China, la India (la Gita y el budismo) y el islam coinciden: el ser humano está para servir y guardar, el que manda sirve y quien sirve no pierde. Entre Israel, China y la India no hay contacto documentado. Y lo que el Arca prohíbe es siempre lo contrario: servirse del otro.
Lectura del autor: hemos venido a servir. Separar el grano de la paja es distinguir lo que sirve de lo que no sirve, y esa vara vale para todo: para las leyes, para las instituciones y para uno mismo. Hay que abrir los ojos y empezar a distinguir. Ante cada ley, cada institución y cada acto, una sola pregunta: ¿sirve, o se sirve?
3.7 Arqueología en busca de las reglas del juego de la vida
La idea: doce tradiciones cuentan que se recibió una ley, una enseñanza o una sabiduría para vivir; nueve, que se perdió o que muchos se apartan de ella; y diez, que hay un camino de vuelta, que es volver a lo recibido.
El autor llama a esto las reglas del juego de la vida, y pidió buscarlas como se busca en arqueología: texto a texto, en su original, sin dar por hecho lo que dicen. Se leyeron doce tradiciones con la misma pregunta en tres partes: qué se dio, qué se perdió y por dónde se vuelve. Todos los pasajes, tradición por tradición y cada uno con su fuente, están en F.9.
El patrón, en tres tiempos.
1. Se dio. Algo para vivir que no inventó el que lo recibe: un mandamiento que no está lejos, sino en la boca y en el corazón (Dt 30:11-14); la instrucción que el padre repite a sus hijos (Ptahhotep); el derecho y la justicia, dados a todos (Hesíodo; Platón).
2. Se perdió. Con el largo tiempo (la Bhagavad Gita), por olvido (el Corán; Platón), cuando dejó de observarse el camino (el Daodejing), o porque se empañó la vista (el Popol Vuh).
3. Se vuelve. Preguntando por las sendas antiguas y andando por ellas (Jer 6:16), siguiendo la dirección recibida (el Corán), buscando lo perdido (Mencio) o volviendo a decir la enseñanza antigua (la Bhagavad Gita).
Las doce, en una tabla.
	Tradición
	Lo que se dio
	Lo que se perdió
	El camino de vuelta

	La Biblia hebrea
	Un mandamiento que no está lejos, sino en la boca y en el corazón (Dt 30:11-14); hacer juicio, amar misericordia y humillarse para andar con Dios (Mi 6:8)
	El camino del árbol de la vida queda guardado (Gn 3:24), y ante las sendas antiguas el pueblo dice que no andará por ellas (Jer 6:16)
	Escoger la vida (Dt 30:19) y andar por las sendas antiguas (Jer 6:16)

	El Nuevo Testamento
	Amar a Dios y al prójimo: de esos dos mandamientos depende toda la ley (Mt 22:37-40)
	La puerta ancha, por la que entran muchos y que lleva a la perdición (Mt 7:13)
	La puerta estrecha (Mt 7:14), volverse como niños (Mt 18:3) y guardar sus mandamientos para llegar al árbol de la vida (Ap 22:14)

	La tradición rabínica
	La Torá, recibida en el Sinaí y transmitida de unos a otros (Avot 1:1); el mundo se sostiene en la Torá, el culto y las obras de bondad (Avot 1:2)
	En lo leído, no se cuenta
	Escoger el camino recto (Avot 2:1), saber de dónde se viene y ante quién se dará cuenta (Avot 3:1), y el arrepentimiento, que queda abierto (Génesis Rabbah 21:6, fuente secundaria)

	El islam
	Dios enseña a Adán los nombres y hace con él una alianza (Corán 2:31 y 20:115)
	Adán olvida, y el Demonio les hace caer (Corán 20:115 y 2:36)
	Adán recibe palabras de su Señor (2:37), y quien siga la dirección de Dios no se extraviará (20:123)

	Persia
	Ahura Mazda enseña la Religión a Yima, el primer mortal (Vendidad 2:2)
	Yima no quiere ser su predicador, y la Religión la lleva un ave al recinto que él hizo (Vendidad 2:3 y 2:42)
	Elegir, cada uno por sí mismo, entre los dos espíritus (Yasna 30:2-3), y poner en práctica la palabra (Yasna 45:3)

	La India
	Obrar lo debido sin mirar al fruto (Bhagavad Gita 2.47 y 3.19), una enseñanza que conocían los reyes sabios (Gita 4.2)
	Con el largo tiempo, se perdió (Gita 4.2)
	Se dice de nuevo (Gita 4.3), y siempre que decae el dharma, se restablece, de era en era (Gita 4.7-8)

	El budismo
	No hacer el mal, hacer el bien y purificar la mente (Dhammapada 183); lo que se piensa y se hace trae su consecuencia (Dhammapada 1-2)
	En lo leído, no se cuenta
	El camino que predicó el Buda, con el esfuerzo de cada uno (Dhammapada 274-276)

	China
	El Gran Tao; y la benevolencia y la justicia, que son la mente y el camino del hombre (Mencio 6A11)
	Cuando se perdió el Tao vinieron, uno tras otro, sus atributos, la benevolencia, la justicia y los ritos, que son el comienzo del desorden (Daodejing 18 y 38)
	Buscar la mente perdida (Mencio 6A11) y oír el camino recto, aunque sea al final de la vida (Analectas 4.8)

	Mesopotamia
	Las instrucciones del padre al hijo, que se han de cumplir (Instrucciones de Shuruppak)
	La planta de la vida, que una serpiente roba a Gilgamesh (Gilgamesh, tablilla XI)
	En lo leído, no se nombra

	Egipto
	La Instrucción: la verdad y la justicia que el padre repite a sus hijos (Ptahhotep, máximas 5 y 41), y la enseñanza sobre cómo vivir (Amenemope)
	Quien pierde el rumbo no halla un camino recto (Ptahhotep, máxima 12)
	Dejarse guiar por la enseñanza: los guiados no se extravían (Ptahhotep, máxima 12; Amenemope, cap. 30)

	Grecia
	El derecho, dado a los hombres y no a las fieras (Hesíodo, Trabajos y días 276-280), y la reverencia y la justicia, a todos (Platón, Protágoras)
	La edad en que la fuerza será el derecho (Trabajos y días 192-200), y el olvido de las instrucciones del Padre (Platón, Político)
	El dios vuelve a tomar el timón, y a los hombres se les dan los dones y la enseñanza indispensable (Platón, Político)

	América: el Popol Vuh
	Los primeros hombres lo veían y lo sabían todo
	Los dioses les empañan los ojos, como un espejo en el que se sopla, y se pierde su sabiduría
	En lo leído, no se nombra



Conclusión, lo que arrojan los datos:
Lo que se dio lo cuentan las doce: una ley, una enseñanza, una instrucción o una sabiduría.
Que se perdió, nueve. Seis cuentan que se perdió, se olvidó o se veló: la Biblia hebrea, el islam, la India, China, Grecia y el Popol Vuh. Tres, que se rechazó o que muchos se apartan: Persia (Yima no quiso predicarla), el Nuevo Testamento (la puerta ancha) y Egipto (quien pierde el rumbo). En Mesopotamia lo que se pierde es la planta de la vida, no unas reglas; y en lo leído de la tradición rabínica y del budismo no se cuenta una pérdida.
El camino de vuelta lo nombran diez, y en nueve lleva a lo que se dio: las sendas antiguas (la Biblia hebrea), los mandamientos (el Nuevo Testamento), la dirección de Dios (el islam), la palabra que hay que poner en práctica (Persia), la enseñanza dicha de nuevo (la India), el camino predicado (el budismo), la mente perdida (China), la instrucción del padre (Egipto) y los dones y la enseñanza dados a los hombres (Grecia). En la tradición rabínica, la vuelta es el arrepentimiento y saber de dónde se viene. No lo nombran, en lo leído, Mesopotamia ni el Popol Vuh.
En siete, la vuelta la da cada uno: escoger (la Biblia hebrea y la tradición rabínica), entrar (el Nuevo Testamento), seguir (el islam), elegir (Persia), esforzarse (el budismo) y buscar (China).
El camino lo anda cada uno, y nadie lo anda por otro: quien enseña lo predica, avisa o da ejemplo, pero el trabajo es de cada uno. Lo dicen siete tradiciones con sus palabras: el budismo (Dhammapada 165 y 276), la tradición rabínica (Avot 2:16), el islam (Corán 17:15 y 53:39), la India (Bhagavad Gita 6.5), China (Analectas 15.28; Mencio 6A11), Grecia (Hesíodo, Trabajos y días 293-297; Platón, el mito de Er) y Persia (Yasna 30:2); Egipto, en parte (Ptahhotep, máxima 38); y el Nuevo Testamento pide andarlo: tomar cada uno su cruz cada día y seguirle (Lc 9:23), andar como él (1 Jn 2:6) y llevar cada uno su carga (Gál 6:5). Converge en las tres patas sin contacto documentado: Israel, la India y China (F.9).
La convergencia: ocho cuentan los tres tiempos enteros: la Biblia hebrea, el Nuevo Testamento, el islam, Persia, la India, China, Egipto y Grecia. Tres de ellas no tienen contacto documentado entre sí: Israel, la India y China. Con la regla de la obra (0.5), el patrón se sostiene en esas tres patas; las demás coinciden, pero no cuentan aparte (Límite honesto de la prueba).
Lo que no encaja. No todas cuentan la pérdida como culpa del hombre: en el Popol Vuh, los dioses empañan los ojos de los primeros hombres porque lo veían todo; en Hesíodo, los dioses esconden a los hombres el sustento de la vida. Y la vuelta no está en todas: Mesopotamia y el Popol Vuh no la nombran, y Hesíodo solo desea haber nacido en otro tiempo (F.9).
La orden de Zeus, tal como la dice el texto. Es un mito, que Protágoras elige contar en lugar de argumentar (F.9). En él, Zeus manda repartir la reverencia y la justicia a todos, y añade una ley: que se dé muerte al que no pueda participar de ellas, como enfermedad de la ciudad. La ley es de Zeus, pero la cumple la ciudad, de hombre a hombre. Y el mismo diálogo dice cómo se aplica: al que le falta, se le enseña y se le castiga hasta que se haga mejor; el castigo mira al futuro y es para disuadir, no para vengarse de lo pasado; y el destierro o la muerte quedan para el que se rebela contra la enseñanza y el castigo, por incurable (Platón, Protágoras 322d, 324a-b y 325a-b).
Conclusión, lo que arrojan los datos: el aviso y quién juzga. Con dos preguntas más, si hay aviso antes de la consecuencia y quién la ejecuta, se leyeron 71 textos de once tradiciones; la cuenta, tradición por tradición, está en F.9.
Antes de la consecuencia va el aviso en las siete tradiciones del tronco bíblico y sus vecinos (Israel, el Nuevo Testamento, el islam, Persia, Egipto, Mesopotamia, y Grecia y Roma), en la India y en América: la primera prohibición ya dice lo que pasará (Gn 2:17; 4.2); el atalaya avisa de parte de Dios (Ez 3:17-19); el Corán dice que nunca castiga sin haber mandado antes un enviado (Corán 17:15); la Bhagavad Gita nombra las tres puertas de la ruina y manda dejarlas (Gita 16.21; 4.3); y la Gran Ley de la Paz avisa tres veces al jefe que obra mal antes de deponerlo (arts. 19 y 25). En lo leído de China y del norte no se halló. Con la regla de la obra (0.5), converge en dos patas de tres: Israel y la India.
El juicio último no es del hombre, y eso converge en las tres patas: los siervos no arrancan la cizaña, porque la siega es de los ángeles al fin del mundo (Mt 13:29-30 y 13:39); cada uno recoge la obra que hace (Bṛhadāraṇyaka Upanishad 4.4.5); y el que mata en lugar del encargado de matar rara vez no se hiere las manos (Daodejing 74). La otra cara, que aquí no se resuelve: «¿O no sabéis que los santos han de juzgar al mundo? Y si el mundo ha de ser juzgado por vosotros, ¿sois indignos de juzgar cosas muy pequeñas?»◦; lo dice la primera carta a los corintios para que sus pleitos no vayan «delante de los injustos»◦.
Pero en diez de las once hay también textos donde ejecutan los hombres (en lo leído, no en Persia: Dt 17:6-7; Corán 5:33; las Leyes de Manu, 7; Mencio 1B7; Platón, Leyes X; la Gran Ley de la Paz), y entonces antes van el aviso, la investigación y el límite: nadie muere por el dicho de un solo testigo (Dt 17:6); a los testigos se les pregunta si le avisaron (Misná, Sanhedrín 5:1), y el tribunal que ejecuta a uno en siete años se llama destructor (Makkot 1:10); se exceptúa al que se arrepiente antes de caer en manos de los hombres (Corán 5:34); el castigo aplicado sin pensarlo lo destruye todo (Leyes de Manu 7.19); el rey investiga antes de condenar, aunque lo pida todo el pueblo (Mencio 1B7); y la ley proclama antes, y al que yerra por falta de entendimiento lo tiene al menos cinco años en la Casa de la Reforma antes de que una segunda condena pueda costarle la vida (Leyes X). Converge en las tres patas, y es lo que el Arca ya guarda: examinar antes de castigar (3.2, P7).
Conclusión, lo que arrojan los datos: el séptimo sello, tal como lo dice el texto. El último libro de la Biblia, el Apocalipsis (la palabra se explica en 0.2), cuenta un libro «escrito de dentro y de fuera, sellado con siete sellos»◦. Leído en la Reina-Valera Antigua y en el griego, dice esto; los pasajes, en F.9.
Quién abre, y con qué verbo. «ninguno podía, ni en el cielo, ni en la tierra, ni debajo de la tierra, abrir el libro»◦; lo abre «el león de la tribu de Judá, la raíz de David, que ha vencido»◦, y lo que se ve entonces es «un Cordero como inmolado»◦. En la Reina-Valera ha vencido «para abrir el libro, y desatar sus siete sellos»; el griego dice «abrir el libro y sus siete sellos», sin «desatar»◦. Al abrir los sellos, el verbo es «abrió»◦.
El séptimo sello es un silencio, no el final. «Y CUANDO él abrió el séptimo sello, fué hecho silencio en el cielo casi por media hora»◦. Detrás vienen «los siete ángeles que estaban delante de Dios; y les fueron dadas siete trompetas»◦, y con la séptima llega «el tiempo de los muertos, para que sean juzgados»◦. Abre la serie siguiente.
El juicio es de Dios y del Cordero, y a cada uno según sus obras. Las almas que piden justicia se la piden a Dios: «¿Hasta cuándo, Señor, santo y verdadero, no juzgas y vengas nuestra sangre de los que moran en la tierra?»◦; los que se esconden piden que se los esconda «de la cara de aquél que está sentado sobre el trono, y de la ira del Cordero»◦; y de los muertos, «fué hecho juicio de cada uno según sus obras»◦. En la serie de los sellos y las trompetas no juzga ningún hombre. La otra cara: el mismo libro dice también «Y vi tronos, y se sentaron sobre ellos, y les fué dado juicio»◦. Converge con lo de arriba: la siega es de los ángeles (Mt 13:39).
El cuándo, en sus dos caras. «el tiempo está cerca»◦; y, en el Evangelio, «del día y hora nadie sabe, ni aun los ángeles de los cielos, sino mi Padre solo»◦. De no saber la hora el texto no saca una fecha, sino velar: «Velad pues, porque no sabéis á qué hora ha de venir vuestro Señor»◦.
Lectura del autor: el cribado, con la pesa. Qué de todo esto es la ley de Dios, y qué no, lo juzga el autor, y por eso va aquí y no como dato. Se pesa con la misma pesa de toda la obra (0.5): primero, ¿roca o arena?, y cada texto está leído en su original o en una traducción reconocida (F.9); después, por sus frutos, ¿sirve más allá de sí, se sirve, o no cuida ni cumple? Así quedan tres montones:
Lo que converge y sirve, candidato a lo recibido: que las reglas no las inventa quien manda, sino que se reciben y se transmiten de padres a hijos (Dt 30:19; Ptahhotep; Shuruppak; Avot 1:1); que lo que mandan es hacer lo justo y lo verdadero (Mi 6:8; Ptahhotep; Mencio; Hesíodo; Platón); y que la vuelta está en manos de cada uno. Es lo mismo que guarda el Arca (3.2), con el mismo hilo: servir (3.6).
Lo propio de cada tradición, que se nombra y no se tacha: quién trae la vuelta y cómo se llama lo recibido. Quién la trae: en el Nuevo Testamento, Jesús, que se llama a sí mismo el camino y pide que cada uno lo siga; el mismo libro dice también que nadie viene al Padre sino por él. En la Gita, el que nace de era en era; en el Corán, la dirección de Dios; en Platón, el dios que vuelve al timón. Cómo se llama lo recibido: la Torá, el yoga, el Tao, la Religión de Ahura. Es la fe de cada una, y la obra no toma partido entre ellas; lo que tienen en común, que el camino lo anda cada uno, es dato y está arriba.
Lo que se nombra con su diferencia: la orden de Zeus. No se aparta ni se fuerza. El texto manda a la ciudad dar muerte al que no pueda participar de la reverencia y la justicia, pero después de la enseñanza y del castigo que disuade (arriba); y lo que converge con él lleva su diferencia: el juicio último no es del hombre y, cuando el hombre ejecuta, antes van el aviso, la investigación y el límite. Lo que el autor lee en ella va aparte, como aviso a navegantes.
Y la pesa vale para quien pesa (2.5): lo que es dato es la cuenta; lo demás, lectura.
Donde la fuente dice otra cosa. En varios textos se esperaba una cosa y la fuente dice otra: Ezequiel no nombra el árbol de la vida, el traductor de Ptahhotep no escribe Maat, el Vendidad no habla de elegir, y el griego del Protágoras dice el que no pueda participar donde la traducción de Jowett dice el que no tenga parte, y la Reina-Valera dice «desatar» los siete sellos donde el griego del Apocalipsis dice solo «abrir» (Ap 5:5; arriba). Se escribe lo que dice la fuente y se anota la diferencia, tradición por tradición, en F.9.
Conclusión, lo que arrojan los datos: todo se ve y, en la mayoría, queda escrito. Con otra pregunta, si todo se ve y si todo queda escrito, se leyeron trece tradiciones: las doce de arriba y el norte. Los pasajes, en F.9.
Todo se ve, en diez de las trece, también lo que se hace a escondidas. Dios conoce el sentarse y el levantarse del hombre y su palabra antes de que la diga, y las tinieblas no le encubren nada (Sal 139:1-12); sus ojos están en todo lugar, mirando a los malos y a los buenos (Pr 15:3). Varuna está como tercero donde dos cuchichean y ha contado los parpadeos de los hombres (Atharva Veda 4.16), y sus espías recorren con la vista las dos mitades del mundo (Rig Veda 7.87.3). El Cielo ve como ve el pueblo (Shujing, la Gran Declaración, que ya cita Mencio, 5A5), y su red, de mallas anchas, no deja escapar nada (Daodejing 73). Lo dicen también el Nuevo Testamento, la tradición rabínica, el islam, Persia, Egipto y Grecia, y el Popol Vuh al revés: lo ven todo los dioses, que empañan los ojos de los primeros hombres para que solo vean lo cercano. Converge en las tres patas sin contacto documentado: Israel, la India y China. En el norte, en parte (los cuervos de Odín); en lo leído de Mesopotamia no se halló; y en el budismo nadie mira: la consecuencia sigue sola a la obra.
Queda escrito, en ocho: en el libro de memoria (Mal 3:16) y en los libros que se abren en el juicio (Dn 7:10); en el libro donde se escriben todas las obras (Avot 2:1); en los libros por los que se juzga a los muertos según sus obras (Ap 20:12); por unos escribas nobles que saben lo que hace cada uno, en una Escritura que no deja nada sin contar, ni grande ni pequeño (Corán 82:10-12 y 18:49); por Thot, que con Maat lleva el registro (Papiro de Ani); en los registros según los cuales se da a los justos lo que les corresponde (Yasna 31:14, en la traducción de avesta.org); por los espíritus que anotan las culpas de los hombres (Ganying Pian); y por Hades, que lo observa todo y lo inscribe en su mente (Esquilo, Euménides 273-275). Pero no converge en las tres patas, solo en una, Israel: en la India y en el budismo no hay libro ni escriba, porque la cuenta la lleva la propia obra (Bṛhadāraṇyaka Upanishad 4.4.5; Dhammapada 127); y el texto chino es un tratado taoísta que su traductor sitúa en el siglo XI, y él mismo dice que la llegada del sistema indio a China fue lo que más influyó en el taoísmo (Legge). En lo leído de Mesopotamia, del norte y del Popol Vuh no se dice.
Para qué: casi siempre, para el juicio; a veces, para el cuidado o para la memoria (Sal 56:8; Mal 3:16). Y la frase de que hasta los cabellos están contados (Mt 10:30; Lc 12:7) va entre dos llamadas a no temer, junto a los pajarillos, de los que ni uno cae a tierra sin el Padre: habla de su cuidado hasta lo más pequeño, no de un libro de las obras.
En contra o con matiz: Job se queja de que Dios lo mire a todas horas (Job 7:17-20); el Eclesiastés dice que de los muertos se olvida hasta la memoria (Ecl 9:5); para Epicuro, el ser bienaventurado no conoce la ira ni el favor (Diógenes Laercio X, 139); y el Cielo y la Tierra del Daodejing no obran por benevolencia (Daodejing 5).
Conclusión, lo que arrojan los datos: el ungido, tal como lo dice el texto. La palabra «Cristo» sí está en los textos, y dice esto; los pasajes, en F.9.
«Cristo» es «ungido»: un título, no un apellido. El propio Nuevo Testamento lo traduce: «Hemos hallado al Mesías (que declarado es, el Cristo)»◦; de Jesús dice que Dios lo «ha hecho Señor y Cristo»◦ y que «le ungió Dios de Espíritu Santo y de potencia»◦. En la Biblia hebrea, «ungido» se dice del sacerdote (Lv 4:3), del rey, «el ungido de Jehová»◦, y hasta de Ciro, rey de Persia: «á su ungido, á Ciro»◦, «aunque no me conociste»◦.
Ungir es untar con aceite para un oficio. Con el mismo verbo hebreo se pinta una casa (Jer 22:14) y se unta un escudo (Is 21:5). Se unge al sacerdote, «Ungirás también á Aarón y á sus hijos, y los consagrarás para que sean mis sacerdotes»◦, al rey (1 S 10:1) y, por mandato, al profeta (1 R 19:16).
El Espíritu lo muda. A Saúl, al ungirlo: «serás mudado en otro hombre»◦; a David, «desde aquel día en adelante el espíritu de Jehová tomó á David»◦. Y Isaías une unción, Espíritu y tarea: «EL espíritu del Señor Jehová es sobre mí, porque me ungió Jehová»◦, que Jesús lee de sí (Lc 4:21).
De unos pocos, y prometido a todos. En la Biblia hebrea se unge a unos pocos, por su oficio, con el deseo de Moisés, «ojalá que todo el pueblo de Jehová fuesen profetas»◦, y la promesa, «derramaré mi Espíritu sobre toda carne»◦, que Pedro cita (Hch 2:17). En el Nuevo Testamento, de todos los que creen: «la unción que vosotros habéis recibido de él, mora en vosotros»◦.
Converge en las tres patas, con límites. En las tres tradiciones sin contacto documentado alguien recibe o alcanza algo de lo alto: en Israel, por unción y Espíritu; en la India, por un camino propio y sin unción (el de mente firme, Bhagavad Gita 2.55 y 2.72); en China, por la virtud (el Mandato del Cielo, en el Shujing; el sabio, de nuestra misma especie, Mencio 6A7). Israel lo dice como algo que Dios da; la India y China, como algo que se alcanza. Y las tres le ponen límite: «se levantarán falsos Cristos, y falsos profetas»◦, y la prueba del que habla en nombre de Dios es que se cumpla (Dt 18:22); el Cielo ayuda solo al virtuoso (Shujing); y el sabio es difícil de hallar (Bhagavad Gita 7.19).
Lectura del autor: aviso a navegantes. El autor lee la orden de Zeus como un aviso a navegantes: no habla de un hombre frente a otro, sino que transmite las consecuencias del día del juicio; y, como con el hijo que se porta mal, antes de la corrección van varios avisos. Es lectura y no dato, porque el texto de Platón manda a la ciudad ejecutar (arriba); y al lado va lo que la obra pide a todos: nadie se toma la justicia por su mano (el capítulo 9, en su límite honesto; 10.3). El camino, para el autor, es el del poeta: «caminante, no hay camino, / se hace camino al andar»◦. Y lo dice con una imagen suya: sigue al conejo blanco por las baldosas amarillas. Es el aviso para los navegantes en el fluir de la vida. Lo que el autor llama «energía crística» no está en los textos con ese nombre (lo más cercano es la teosofía de 1887; lo que sí dice el texto: «Dios es el que en vosotros obra»◦, F.9): es su palabra para el estado del ungido, «tocado por la mano de Dios», que él lee como estar alineado en un estado de equilibrio en virtud (el centro de la balanza, 0.5). Ahora que conoces las verdaderas reglas del juego, ¿qué vas a hacer cuando nadie te mira? ¿Realmente estás seguro? Con toda la documentación recopilada, ¿crees ya que existe un ser superior? ¿Alguna vez has dejado de creer que existe Dios? ¿Cómo es posible que tantas tradiciones converjan? Algo de verdad tiene que haber: cuando el río suena, agua lleva. Ahora que todo ha sido desvelado, las reglas del juego ya están en manos de todos. ¿Qué vamos a hacer con todo esto?
Límite honesto de la prueba
La convergencia no es unanimidad. Cada principio tiene su pata coja, a veces dentro de la misma tradición (la usura con el extranjero en Dt 23:20; la obediencia al mal gobernante en algunos hadices). Se dicen todas.
Las fuentes no son todas «puras». Muchas de las de África, América y Oceanía las escribieron autores formados en el cristianismo u observadores europeos, y Garcilaso idealiza a los incas. Valen como constancia de lo que esas tradiciones contaban de sí mismas. 
No todas las patas cuentan como independientes, y algunas fechas se discuten. Un texto que repite a otro, que es de la misma obra o que se parece a un código vecino se dice, pero no cuenta aparte: Etiopía, Nicea y España parten de la Biblia en la usura (3.3); 1 Samuel y 1 Reyes son una sola narración (P2); el Código de la Alianza trata el mismo caso que Hammurabi (P5). Y varias fechas no están cerradas: las Analectas 20.1 están en un libro que una tesis tradicional tiene por tardío (P4), y no se puede probar que ningún texto chino sobre pesas y medidas sea más antiguo que él, porque el Canon de Shun y el Yueling tampoco tienen fecha cerrada; las máximas de Ptahhotep pudieron componerse en el Reino Medio (P3); y la fecha de la Gran Ley de la Paz se discute, desde 1142 hasta las últimas décadas del siglo XVI, y su texto escrito es reciente: la versión que se cita es de 1916 (P1). Sirven para el siglo y la región, no para un año exacto. 
Los hadices se leyeron en una copia de datos de la colección, no en su edición impresa: van como fuente secundaria hasta cotejarlos.
Las sociedades grandes necesitan ley escrita, y la obra no propone abolirla: pide respetar el orden de las fuentes (1.7). Y no todos los órdenes de costumbre eran igualitarios: el derecho brehon graduaba la compensación según el rango de la víctima. 
La Ley de la usura de 1908 es para los préstamos, no para los impuestos: el impuesto no es un préstamo, y presentarla ante la Agencia Tributaria sería un error. Su valor es de coherencia. 
Hoy las leyes se publican gratis en el BOE, en español. El latín ya no es la barrera; si lo es el volumen, se examina en el cargo 8. 
Fuentes secundarias, marcadas en el texto: la treintena de cancelaciones de deudas, las tablillas de cuentas, las fechas de Qin y los avisos de fecha y de dependencia entre textos de 3.2 y 3.3. Los que llevan la nota «referencia hallada en Wikipedia, sin leer en su fuente» no están leídos en su fuente: Wikipedia no vale como fuente, solo ayudó a encontrar la referencia.
La arqueología de 3.7 se sostiene en tres patas independientes, no en doce. La Biblia hebrea, el Nuevo Testamento, la tradición rabínica y el islam son de un mismo tronco; Persia, Mesopotamia, Egipto y Grecia tuvieron contacto con Israel; y el Popol Vuh se escribió hacia 1554-1558, después de la llegada de los españoles (fecha de nivel C, 2.3). De la Enseñanza para Merikare solo se leyó el resumen de Budge; Génesis Rabbah 21 va en una versión inglesa sin traductor nombrado (fuente secundaria); Platón se leyó en la traducción de Jowett, que no trae la numeración de Stephanus (el Protágoras, también en el griego de Burnet, que sí la trae); y los versos de la Bhagavad Gita se numeran por el sánscrito, porque la traducción de Arnold no los numera. La cuenta del aviso y de quién ejecuta va sobre la etiqueta que se puso a cada texto al leerlo: es la lectura de quien lo leyó, y cualquiera puede repetirla con los pasajes de F.9. 
Dónde se oye la defensa del Estado
La defensa del Estado frente a este capítulo, y lo que la obra le responde, se oyen en el juicio:
en el cargo 1 («La ley humana, primera fuente»): «las sociedades complejas necesitan ley escrita»;
en el cargo 7 («Lo legal es lo justo»): «el Estado de derecho fue quien abolió la esclavitud»;
en el cargo 8 («Todos conocen todas las leyes»): «hoy las leyes se publican para todos»;
y en el cargo 13 («El cobro sin juez»): «la usura no se aplica a los impuestos».
Para recordar
El Arca es la ley de Dios tal como la guardaron todos los pueblos: lo que converge y además pasa la vara.
Nueve principios se repiten en pueblos sin contacto documentado entre sí: el gobernante sirve al pueblo, impuestos moderados, el tiempo del pueblo es suyo, medidas justas, devolver lo confiado, no a la usura, cada uno responde de lo suyo, el castigo no es un negocio, y más leyes, más pobreza.
Cada principio tiene su pata coja, y casi siempre la escribió quien mandaba.
Perdonar las deudas es la ley escrita más antigua que se conserva, y la ley española todavía anula el préstamo usurario.
Casi nadie conoce esta ley porque no se escribió, porque se escribió en latín o porque quedó fuera de las listas.
El hilo del Arca es servir. Ante cada ley, cada institución y cada acto, la pregunta es una sola: ¿sirve, o se sirve?
Las reglas del juego de la vida: doce tradiciones cuentan que se recibieron; nueve, que se perdieron o que muchos se apartan de ellas; y diez, que hay un camino de vuelta (3.7).
Lo siguiente: el otro lado: lo que las tradiciones dicen del mal sin cuerpo, y cómo distinguirlo (capítulo 4).


4 Discernir: el mal sin cuerpo
Primera versión: 5 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 11 · Citas leídas en su fuente: 134
En pocas palabras:
Muchas tradiciones describen un mal que no tiene cuerpo propio: acusa, engaña, se hace muchos y actúa a través de otros.
Cuentan también una lucha entre el bien y el mal, pero casi todas ponen al ser humano a elegir; y varios textos ven poderes sin cuerpo detrás de los reinos.
El canon etíope cuenta que unos ángeles caídos enseñaron a los hombres las armas y los llevaron a adorar lo que no es Dios. La Biblia común guarda el mismo aviso. Sus espíritus, dicen los textos, siguen en la tierra, y las tradiciones enseñan a no caer en sus susurros.
El Evangelio llama al diablo «padre de mentira». La obra solo usa esa imagen como lectura del autor, y con una sola fórmula.
4.0 Propósito
El capítulo 2 explicó el ente sin cuerpo: la persona jurídica, que la ley crea y que no nace (2.1). El capítulo 3 abrió el Arca. Este capítulo mira el otro lado: lo que las tradiciones dicen del mal que no tiene cuerpo, y cómo distinguirlo.
Cómo se discierne. El criterio ya está dicho: probar los espíritus (1.3). Y la vara es la de toda la obra: por sus frutos (0.5).
Lo que este capítulo no hace. No señala a ninguna persona ni a ningún colectivo: describe actos e instituciones. Y lo que lee en los textos sagrados lo marca como lectura del autor.
Este capítulo dice:
4.1 cómo describen las religiones el mal sin cuerpo, y por qué el poder de uno solo vive de que muchos se lo den;
4.2 la lucha entre el bien y el mal, y los poderes que se ensalzan por encima de los hombres;
4.3 los ángeles caídos y la suplantación;
4.4 y el padre de la mentira.
4.1 Cómo describen las religiones el mal sin cuerpo
La idea: muchas tradiciones describen un mal sin cuerpo propio, que acusa, engaña y se hace muchos, y que solo actúa a través de otros. La Boétie vio lo mismo en el poder: uno solo manda porque muchos se lo dan.
El mal sin cuerpo. Desde aquí, la edición llama así al mal que no tiene cuerpo propio y obra a través de otros. Las tradiciones le dan muchos nombres:
El adversario. En hebreo, «satán» es el que se pone en contra: el ángel de Jehová «se puso en el camino por adversario suyo»◦. En el libro de Job, Satán dice de dónde viene: «De rodear la tierra, y de andar por ella»◦.
Legión. El espíritu que habla por boca de un hombre responde: «Legión me llamo; porque somos muchos»◦.
Mammón. La riqueza puesta como un señor al que se sirve: «no podéis servir á Dios y á Mammón»◦.
Los ejércitos de Mara. En el budismo, al tentador se le dice: «los deseos son tu primer ejército» y «este es tu ejército, Namuci»◦. Sus ejércitos están dentro del hombre.
El susurrador. El Corán se cierra pidiendo refugio «del mal de la insinuación, del que se escabulle, que insinúa en el ánimo de los hombres, sea genio, sea hombre»◦. El que susurra puede ser también un hombre.
El poder que vive de los muchos. Étienne de La Boétie lo escribió hacia 1548, en su Discurso de la servidumbre voluntaria:
el tirano «se deshace por sí mismo, con tal de que el país no consienta su servidumbre»;
«¿de dónde ha sacado tantos ojos con los que os espía, si no se los dais vosotros?»;
y lo que más enseña a servir es la costumbre, que «en nada tiene tanta fuerza como en enseñarnos a servir»◦.
La servidumbre voluntaria. Desde aquí, la edición llama así a la obediencia que los muchos prestan a uno por costumbre, sin que nadie los obligue a prestarla. De ella vive el poder.
Lo que la obra hace con esto. La Boétie pedía dejar de sostener al tirano. La obra no invita a desobedecer ninguna norma: sus puertas son la constancia escrita, el Registro de los frutos, el juicio popular de la verdad y la metamorfosis del Estado (0.2). Lo que retira no es la obediencia, sino la creencia sin comprobar. Por eso cada dato lleva su fuente.
Conclusión, lo que arrojan los datos: la tradición hebrea, el cristianismo, el budismo y el islam describen un mal sin cuerpo propio: acusa, se hace muchos, tienta desde dentro o susurra, y actúa a través de otros, a veces de hombres. La Boétie muestra lo mismo en el poder político: el de uno solo vive de que muchos se lo den.
Lectura del autor: el ente sin cuerpo del capítulo 2 se parece a Legión: un solo nombre para muchos que obran como uno, sin que nadie responda por el suyo. Frente a eso, la obra pide lo que dejó sentado Núremberg: que responda la persona (1.4). Y lo que lo disuelve no es la fuerza, sino la luz: «todas las cosas cuando son redargüidas, son manifestadas por la luz»◦.
4.2 La lucha entre el bien y el mal
La idea: muchas tradiciones cuentan una lucha entre el bien y el mal, pero casi todas ponen al ser humano a elegir, y no a dos dioses iguales. Y varios textos ven poderes sin cuerpo detrás de los reinos.
Una lucha que pide elegir:
Persia. El Avesta cuenta que hay dos espíritus primeros, «el Mejor y el Malo, en pensamiento, palabra y obra; y entre los dos, los sabios eligieron bien, los necios no»◦.
Israel y el cristianismo. «Y fué hecha una grande batalla en el cielo: Miguel y sus ángeles lidiaban contra el dragón», «la serpiente antigua, que se llama Diablo y Satanás, el cual engaña á todo el mundo»◦.
El islam. El Demonio engañó a la primera pareja: «Les hizo, pues, caer dolosamente»◦. Y el aviso: «El Demonio es para vosotros un enemigo. Tenedle, pues, por tal»◦.
La India. La Gita distingue dos condiciones en los seres: «la divina es para la liberación; la demoníaca, para la atadura»◦.
Elegir, no dos dioses. De las nueve tradiciones que reúne la Biblioteca, solo dos sostienen dos principios iguales y eternos: el zoroastrismo en su lectura más radical y el maniqueísmo. Las otras siete ponen el mal como privación, elección, desequilibrio o estado de la mente, y al ser humano como parte que elige.
La pata coja: no toda guerra antigua es moral. En Mesopotamia, los dioses dan a Marduk «la realeza sobre todo y sobre todos»◦ para que venza a Tiamat. En la India, Indra «mató al dragón y abrió paso a las aguas»◦. Son guerras de dioses por el orden del mundo y por el poder, no una elección del ser humano entre el bien y el mal.
Los poderes que se ensalzan por encima de los hombres. Varios textos ven, detrás de los reinos y del mundo, poderes que no tienen cuerpo:
Daniel. Quien habla a Daniel en su visión cuenta que «el príncipe del reino de Persia se puso contra mí veintiún días», y que después «viene el príncipe de Grecia»◦: un príncipe por cada reino.
El Evangelio. Llama al diablo «el príncipe de este mundo»◦.
Pablo. «el dios de este siglo cegó los entendimientos de los incrédulos»◦. Y: «no tenemos lucha contra sangre y carne; sino contra principados, contra potestades, contra señores del mundo, gobernadores de estas tinieblas, contra malicias espirituales en los aires»◦.
Persia. Tampoco los daevas eligieron bien, y «se lanzaron juntos a la violencia, para debilitar el mundo de los hombres»◦.
La India. El de condición demoníaca se ensalza a sí mismo: «yo soy señor, yo el que disfruta; soy perfecto, fuerte y feliz» y «¿quién hay igual a mí?»◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: Persia, Israel, el cristianismo, el islam y la India cuentan una lucha entre el bien y el mal, y casi todas ponen al ser humano a elegir. Daniel, el Evangelio y Pablo ven, además, poderes sin cuerpo detrás de los reinos y del mundo; y la Gita describe al que se ensalza por encima de todos. No toda guerra antigua es moral: en Mesopotamia y en el Rig Veda es una guerra de dioses por el orden y por el poder.
Lectura del autor: la humanidad vive en una guerra y en una manipulación continuas, para que unos se perpetúen en el poder a través de lo que nos hacen creer, y para que nos sometamos voluntariamente. Es la servidumbre voluntaria de La Boétie (4.1), vista desde las escrituras. Lo que nos hacen creer se examina en el capítulo 5.
Lectura del autor, sobre la mujer y el varón: la obra leyó 78 pasajes de 19 tradiciones y dicen las dos cosas: un origen común y, después, en la palabra escrita, la mujer por debajo. Para esta obra, lo segundo no es la palabra divina, sino la palabra escrita, que arrastraba la costumbre de su tiempo. Los pasajes se ven en 2.3.
El relato de la caída, tal como está escrito. El Génesis cuenta que había dos árboles en medio del huerto: «también el árbol de vida en medio del huerto, y el árbol de ciencia del bien y del mal»◦. La orden era una sola: «De todo árbol del huerto comerás»◦; «Mas del árbol de ciencia del bien y del mal no comerás de él; porque el día que de él comieres, morirás»◦. La serpiente empieza por darle la vuelta: «¿Conque Dios os ha dicho: No comáis de todo árbol del huerto?»◦. La mujer responde, y añade algo que en la orden no estaba: «ni le tocaréis»◦. La serpiente niega la consecuencia sin dar un dato, «No moriréis»◦, y atribuye un motivo: «Mas sabe Dios que el día que comiereis de él, serán abiertos vuestros ojos, y seréis como dioses sabiendo el bien y el mal»◦. La mujer decide por lo que ve: el árbol era «bueno para comer, y que era agradable á los ojos, y árbol codiciable para alcanzar la sabiduría»◦. Los frutos vienen enseguida: «tuve miedo, porque estaba desnudo; y escondíme»◦; el hombre culpa a la mujer, y la mujer, a la serpiente◦. Y Dios dice: «He aquí el hombre es como uno de Nos sabiendo el bien y el mal: ahora, pues, porque no alargue su mano, y tome también del árbol de la vida, y coma, y viva para siempre»◦. Echó al hombre del huerto y puso «querubines, y una espada encendida que se revolvía á todos lados, para guardar el camino del árbol de la vida»◦.
Lo que el texto no dice. No dice «manzana»: dice «del fruto del árbol que está en medio del huerto»◦. No llama diablo ni Satanás a la serpiente: esa identificación es posterior (Ap 12:9, arriba). Tampoco está la palabra «satán», que en hebreo es «adversario» (4.1): en todo el Génesis no aparece ni una vez◦; en los libros históricos nombra a adversarios de carne y hueso: «Jehová suscitó un adversario á Salomón, á Adad, Idumeo»◦, «Despertóle también Dios por adversario á Rezón»◦; y la Reina-Valera la traduce «adversario» seis veces◦. Y no dice que el hombre fuera inmortal por naturaleza: la vida para siempre depende del árbol de la vida◦, y la consecuencia anunciada es «morirás»◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: el relato tiene dos árboles en el mismo huerto y una sola prohibición. El engaño entra en tres jugadas: invertir la orden (3:1), negar la consecuencia sin dar un dato (3:4) y atribuir un motivo (3:5). La decisión se toma por la apariencia y el deseo (3:6), sin preguntar a quien dio la orden, y los frutos son miedo, escondite, acusación en cadena y expulsión (3:7 a 3:24).
Lectura del autor: «seréis como dioses sabiendo el bien y el mal» es la oferta de decidir uno mismo qué es bien y qué es mal: la autoridad derivada tomando por suya la original (1.9). Es el orden de las leyes invertido (1.7) en pequeño: quien debía recibir la orden pasa a decidir. Y se parece a lo que la obra llama presunción (0.4): una orden mal citada, una consecuencia negada sin dato, un motivo atribuido y una decisión por apariencia. La segunda jugada, negar la consecuencia sin dar un dato, está también en el Corán, y en la misma boca: quien pregunta a Adán «¿Te indico el árbol de la inmortalidad y de un dominio imperecedero?»◦ y le dice que el árbol se prohibió «por temor de que os convirtáis en ángeles u os hagáis inmortales»◦ es «el Demonio» que le insinúa el mal, como la serpiente con «No moriréis»◦: la promesa de inmortalidad en boca del tentador, una presunción (0.4) hecha promesa, que el propio relato desmiente con la expulsión (3:22 a 3:24). Las dos tradiciones se conocían: es un dato de dos textos, no una convergencia de tradiciones separadas.
Lectura del autor, una hipótesis: quien escribió el relato no tenía nuestras palabras, y el autor intenta ponerse en su piel. Hay dos árboles: el de la vida y el otro, el torcido, cuyos frutos son el miedo, la acusación, la fatiga y la muerte (3:7 a 3:24). La hipótesis del autor es que el relato describe algo que ocurre en el cuerpo: que la conducta repetida, comer una y otra vez del árbol torcido, deja huella en lo que somos, y que esa huella se transmite. El autor lo imagina así, como lectura y no como dato: lo que se piensa y se siente se convierte en el cuerpo en una señal química que llega a cada célula, como el cortisol que suelta el estrés o las endorfinas de lo que hace sentir bien. Hoy la ciencia mide una parte pequeña de eso: la conducta cambia qué genes se expresan, poco y a corto plazo◦, y vivir con un propósito se asocia a vivir algo más◦. No mide lo demás: ni que la elección torcida cambie el ADN, ni que la huella se herede, ni que alinearse con las verdades superiores alargue la vida, ni nada sobre la luz y los genes. El autor lo reconoce: falta una investigación mucho más profunda, y con lo que hay no se ratifica más de lo que esos estudios permiten; al no haber estado allí, es una teoría sin datos suficientes que la avalen. Queda abierta, y se invita a quien tenga curiosidad a investigarla. Y la cautela del salto de vocabulario, la del nativo que toca la roca (8.11), vale también aquí: el texto puede describir que una elección daña la vida, no cómo la daña. Y deja pistas, como un juego y sin prueba hoy, para quien coja el relevo: lo que se ha dicho de la luz que emiten los seres vivos y de si se ordena ante el ADN, que nadie ha publicado con revisión ni repetido; cómo el hipotálamo ensambla proteínas para hacer los neuropéptidos que hablan a cada célula, y los mecanismos que aún no se conocen; y que la serpiente, cada vez que aparece, al autor le habla de la genética, como la serpiente enroscada que la farmacia lleva por símbolo. Son investigaciones abiertas, y la obra pide a quien las siga que lea el lenguaje antiguo con lo que aquellos hombres conocían y no conocían, y que revise la historia con una mirada más amorosa, intentando comprender qué querían decir.
4.3 Los ángeles caídos y la suplantación
La idea: el canon etíope cuenta que unos ángeles caídos enseñaron a los hombres las armas y los llevaron a adorar lo que no es Dios, y la Biblia común guarda el mismo aviso. Sus espíritus, dicen los textos, siguen en la tierra; y las tradiciones enseñan a no caer en sus susurros.
El relato común. El Génesis cuenta que «los hijos de Dios» tomaron mujeres de entre «las hijas de los hombres», y que «Había gigantes en la tierra en aquellos días»◦. El Nuevo Testamento recuerda a «los ángeles que no guardaron su dignidad, mas dejaron su habitación»◦, y que «Dios no perdonó á los ángeles que habían pecado»◦.
Lo que conserva el canon etíope. El Libro de Enoc y el de los Jubileos, que la Iglesia etíope guardó enteros en ge'ez (3.5), lo desarrollan:
los vigilantes enseñaron a los hombres las armas: Azazel «enseñó a los hombres a hacer espadas, y cuchillos, y escudos, y corazas»; «y hubo mucha impiedad […] y fueron extraviados»◦;
de los gigantes nacen espíritus que «afligen, oprimen, destruyen, atacan, hacen la guerra»◦;
y esos espíritus, «tomando muchas formas distintas», corrompen a la humanidad y la llevan a sacrificar a los demonios «como a dioses»◦;
en Jubileos, el jefe de los espíritus, Mastema, pide que algunos queden con él para obedecer su voz, y se le concede «la décima parte»◦.
La Biblia común, con el mismo aviso:
«Sacrificaron á los diablos, no á Dios»◦;
«lo que los Gentiles sacrifican, á los demonios lo sacrifican, y no á Dios»◦;
«el mismo Satanás se transfigura en ángel de luz»◦.
Por eso se pide probar los espíritus (1.3).
Conclusión, lo que arrojan los datos: en el canon etíope, la suplantación de la adoración debida a Dios se atribuye a los ángeles caídos y a sus espíritus: llevan a los hombres a sacrificar a los demonios como a dioses, y les enseñan artes que los extravían. El canon común coincide en lo esencial (Dt 32:17; 1 Co 10:20), y todos piden lo mismo: discernir.
Lectura del autor: el Libro de los Jubileos, que conserva la Iglesia etíope, cuenta que los hombres empezaron «a ensalzarse por encima del pueblo y a fundar los comienzos de los reinos», a hacer la guerra, a vender esclavos y a fabricarse ídolos, y que «espíritus malignos les ayudaron y sedujeron»◦. La Biblia común guarda el mismo aviso: cuando Israel pidió un rey, Dios dijo a Samuel: «no te han desechado á ti, sino á mí me han desechado, para que no reine sobre ellos»◦. Es el paso del aprendiz al ser superior: un poder humano que se pone en el lugar de la ley de Dios. Esto apunta hacia el padre de la mentira (Jn 8:44).
¿Están entre nosotros? Es la pregunta que se hace cualquier lector al llegar aquí. Los textos distinguen tres cosas, y cada una tiene su respuesta:
Los ángeles caídos mismos están atados hasta el juicio. A los vigilantes, Dios manda: «átalos bien durante setenta generaciones en los valles de la tierra, hasta el día de su juicio»◦. Lo mismo dicen Judas y Pedro: Dios los ha reservado «en prisiones eternas hasta el juicio del gran día» (arriba).
Sus espíritus, en cambio, quedaron en la tierra. Los de los gigantes «serán llamados espíritus malignos sobre la tierra, y en la tierra será su morada»◦; «se levantarán contra los hijos de los hombres y contra las mujeres»◦; y destruirán «hasta el día de la consumación»◦. En Jubileos, nueve partes fueron atadas, «y dejamos una décima parte de ellos, para que estuvieran sujetos a Satán en la tierra»◦.
Y Satán y sus ángeles fueron arrojados a la tierra. El dragón «fué arrojado en tierra, y sus ángeles fueron arrojados con él»◦. Y Satán mismo dice de dónde viene: «De rodear la tierra, y de andar por ella» (4.1).
Cómo obran, según los mismos textos. No con un cuerpo propio. Toman «muchas formas distintas» (1 Enoc 19:1, arriba); susurran «en el ánimo de los hombres» (4.1); seducen y ayudan a los hombres a hacer el mal (Jub 11:4, abajo); engañan «á todo el mundo» (4.2); y se disfrazan de bien, porque «el mismo Satanás se transfigura en ángel de luz» (arriba). Obran también a través de hombres: el susurrador puede ser «genio» u «hombre» (4.1). Ningún texto leído dice que caminen entre nosotros como personas de carne y hueso: eso ya sería una lectura, y la obra no la da como dato.
Cómo no caer en sus susurros. Las tradiciones coinciden también en el remedio:
velar: «Sed templados, y velad; porque vuestro adversario el diablo, cual león rugiente, anda alrededor buscando á quien devore: Al cual resistid firmes en la fe»◦; y «Velad y orad, para que no entréis en tentación»◦;
no darle sitio: «Ni deis lugar al diablo»◦; «resistid al diablo, y de vosotros huirá»◦;
conocer sus maniobras: «no ignoramos sus maquinaciones»◦; y vestir «toda la armadura de Dios, para que podáis estar firmes contra las asechanzas del diablo»◦;
refugiarse en Dios: «Si el Demonio te incita al mal, busca refugio en Alá»◦; y «Cuando los que temen a Alá sufren una aparición del Demonio, se dejan amonestar y ven claro»◦;
no consentir: «Él no puede nada contra los que creen y confían en su Señor. Sólo tiene poder contra los que traban amistad con él»◦;
la sabiduría: ante el ejército de Mara, que el mundo no vence, el Buda dice: «lo romperé con la sabiduría, como una piedra rompe una vasija sin cocer»◦;
cerrar las tres puertas: «Triple es esta puerta del infierno, que destruye el alma: el deseo, la ira y la codicia; por eso hay que dejar las tres»◦;
y el conocimiento, como medicina: a Noé se le explicaron «todas las medicinas de sus males, junto con sus seducciones», para que pudiera curarlos◦.
Y el criterio de siempre: probar los espíritus (1.3) y mirar los frutos (0.5).
Conclusión, lo que arrojan los datos: según los textos, los ángeles caídos están atados hasta el juicio, pero sus espíritus y los ángeles de Satán quedaron en la tierra. Obran sin cuerpo propio: susurran, seducen, toman muchas formas, se disfrazan de luz y actúan también a través de hombres. Y la Biblia, el Corán, el budismo y la Gita coinciden en el remedio: velar, no darles sitio, conocer sus maniobras, refugiarse en Dios, cerrar la puerta al deseo, la ira y la codicia, y no consentir, porque su poder es sobre quienes traban amistad con ellos.
Lectura del autor: el mal convive con nosotros. No se le ve, porque no tiene cuerpo propio; se le reconoce por sus frutos. Sus susurros entran por el deseo, la ira y la codicia, y casi nunca se presentan como mal, sino como luz, como consejo o como necesidad. Por eso la vigilancia empieza por uno mismo: el susurro puede pasar por cualquiera, también por quien lee y por quien escribe, y aquí no se señala a nadie (2.5). Lo que el Corán dice del Demonio, que solo tiene poder sobre quienes traban amistad con él, es lo mismo que La Boétie dijo del tirano (4.1): sin consentimiento no hay dominio. Quien no le da su sí, lo deja sin fuerza.
Y cuando algo va contra la ley natural, la obra no supone mala fe en quienes lo decidieron: quizá cayeron en esos susurros creyendo que elegían algo lícito. Es lectura, no dato, porque nadie puede saber quién fue influido. Y no quita la responsabilidad: quien decide responde de lo que hace, como dejó sentado Núremberg (1.4). Lo que se suaviza es el juicio de la intención, no el del acto: se juzgan los actos y sus frutos, y la puerta queda abierta para rectificar: «no quiero la muerte del impío, sino que se torne el impío de su camino, y que viva»◦.
Lectura del autor, sobre el relato de Génesis (4.2): ¿fue legítimo el susurro? No, por cuatro razones, que son las de la vara (0.5) y las del 1.9. Una: consentimiento sin información, porque la consecuencia se niega sin un dato◦. Dos: sin autoridad, porque quien propone no es el autor de la orden y promete lo que solo la autoridad original podría dar: «seréis como dioses»◦. Tres: un motivo atribuido y no comprobable, «Mas sabe Dios que…»◦. Cuatro: los frutos, que son miedo, escondite, acusación en cadena y expulsión◦: daña, y no hay reciprocidad ni beneficio mutuo. Además, el texto no muestra ninguna necesidad: tenían todos los demás árboles, «De todo árbol del huerto comerás»◦; lo que mueve es el deseo, «agradable á los ojos»◦, y la sospecha sobre el motivo de Dios. El susurro no cubre una necesidad: la fabrica.
La «criba». Para el autor, la vida es un juego, y aquello fue una parte más de él, con una criba en la que solo pasan los de más nivel. Esa criba choca con dos cosas: con que nadie es más ni menos que otro, y con el huerto, que no tenía criba: «De todo árbol del huerto comerás»◦. Un juego con criba selecciona por poder, que es la lógica de Nimrod, «vigoroso cazador delante de Jehová»◦, y la de Babel: «hagámonos un nombre»◦. Es lectura, no dato: el texto no habla de niveles ni de un juego.
Anexo al apartado 4.3. El extremo con cara de ángel: la línea de la virtud
La idea: el mal casi nunca se presenta como mal, sino como un extremo con cara de luz; y la virtud, para quien la midió con más cuidado, no está entre el ángel y el demonio, sino entre dos vicios.
Lo que ya dicen los textos de 4.3. «El mismo Satanás se transfigura en ángel de luz»◦. Sus susurros entran por el deseo, la ira y la codicia, y casi nunca se presentan como mal, sino como luz, como consejo o como necesidad (4.3).
Dónde está la virtud, según Aristóteles. En la Ética a Nicómaco, el filósofo no pone la virtud entre el bien y el mal, sino entre dos males:
«La virtud es, pues, un hábito de elegir, que consiste en un término medio relativo a nosotros, determinado por la razón y tal como lo determinaría el prudente. Y es un término medio entre dos vicios: uno por exceso y otro por defecto»◦;
«errar es posible de muchas maneras […]; acertar, de una sola»◦;
y da dos ejemplos: en el miedo y la confianza, el término medio es la valentía, y los extremos, el temerario y el cobarde; en el dar y recibir dinero, es la generosidad, y los extremos, el derroche y la tacañería◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: en Aristóteles, los dos polos de una virtud no son «el bien» y «el mal», sino dos vicios, uno por defecto y otro por exceso. El centro no es un punto fijo («relativo a nosotros»): lo fija la razón del prudente. Y hay muchas maneras de fallar y una sola de acertar. Los textos de 4.3 dicen que el mal se presenta como luz. Las dos cosas encajan: el extremo de algo bueno, llevado lejos, se parece a la virtud, pero ya no lo es.
Lectura del autor (palabra del autor, 8-oct-2026; es lectura, no dato): cada persona tiene varias caras, como padre, como marido, como hermano, como trabajador, y en cada una hay un dial entre dos extremos. Cuando consigue llevarlas todas al centro, dice, hay equilibrio y armonía, y a eso lo llama espiritualidad y estar alineado con la ley de Dios; cuanto más se aleja un dial del centro, menos coherente y menos alineada está la persona. Como lo que se hace una y otra vez forma a quien lo hace (4.4), lo que mueve el dial es lo que uno repite. «El juego de la vida consiste en saber bailar, pero nunca dejarse mucho del centro.» Aristóteles habla de la virtud de una persona; llevar la misma idea a las leyes y a las instituciones es una extensión del autor que la obra no usa todavía como medida.
4.4 El padre de la mentira
La idea: el Evangelio llama al diablo «padre de mentira», y otras tradiciones ponen también la mentira del lado del mal. La obra usa esa imagen solo como lectura del autor, con una sola fórmula: «apunta hacia».
El texto. «Vosotros de vuestro padre el diablo sois […]. Él, homicida ha sido desde el principio, y no permaneció en la verdad, porque no hay verdad en él. Cuando habla mentira, de suyo habla; porque es mentiroso, y padre de mentira»◦.
La mentira, del lado del mal, en otras tradiciones:
Persia: de los dos espíritus, «el que siguió la Mentira eligió hacer lo peor»◦;
la India: los de condición demoníaca dicen que el mundo «no tiene verdad, ni fundamento, ni Señor»◦; y la Upanishad responde: «solo la verdad vence, no la mentira»◦;
el budismo: «vence al mentiroso con la verdad»◦;
el islam: «¡Ha venido la Verdad y se ha disipado lo falso! ¡Lo falso tiene que disiparse!»◦.
Y la verdad libera, pero con una condición: «Si vosotros permaneciereis en mi palabra, seréis verdaderamente mis discípulos; Y conoceréis la verdad, y la verdad os libertará»◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: Israel y el cristianismo, Persia, la India, el budismo y el islam ponen la mentira del lado del mal, y varios dicen que la verdad prevalece sobre ella. Ninguna de esas tradiciones defiende la mentira como camino.
Cómo usa la obra esta imagen. El padre de la mentira va siempre, y solo, bajo el rótulo «Lectura del autor», con una sola fórmula: «esto apunta hacia el padre de la mentira (Jn 8:44)». «Apunta hacia» dice lo que se ve, la dirección de los frutos (0.5), y no un origen que nadie puede probar. Nunca se dice de una persona ni de un colectivo: se dice de actos y de instituciones.
Cómo se hace uno seguidor: la repetición. Las tradiciones coinciden en que lo que se hace una y otra vez forma a quien lo hace:
Grecia: «haciendo cosas justas nos hacemos justos»◦;
el Evangelio: «todo aquel que hace pecado, es siervo de pecado»◦; y Pablo: «sois siervos de aquel á quien obedecéis»◦. De los que hablan mentira dice que acaban «teniendo cauterizada la conciencia»◦;
el islam: «Lo que han cometido ha cubierto de herrumbre sus corazones»◦;
el budismo: «No tengas en poco el mal […]: gota a gota se llena la jarra de agua; el necio se llena de mal, juntándolo poco a poco»◦.
Y lo mismo vale para el bien: el grano, por repetición, hace el bien (2.5).
Conclusión, lo que arrojan los datos: Grecia, el cristianismo, el islam y el budismo coinciden: lo que se hace una y otra vez forma a quien lo hace. El bien repetido hace justo; el mal repetido hace siervo, cauteriza la conciencia y cubre de herrumbre el corazón, poco a poco, gota a gota.
Lectura del autor: con el tiempo, por repetición, uno se va formando, y puede acabar siguiendo al padre de la mentira sin saberlo (2.5). Por eso habrá ya quienes estén muy polarizados, y a ellos, como a todos, hay que reconocerlos por sus frutos: por lo que hacen, no por lo que dicen ni por el grupo al que pertenecen. Y la vara vale también para uno mismo. Separar el grano de la paja es distinguir lo que sirve de lo que no sirve: hemos venido a servir (3.6).
Además, una afirmación falsa necesita cada vez más excepciones para seguir en pie, como los epiciclos que se añadían para sostener que la Tierra estaba en el centro, hasta que un modelo más simple los hizo innecesarios; la verdadera acomoda lo nuevo sin tantos parches. Cuando una norma necesita cada vez más salvedades para sostener lo ya hecho, esto apunta hacia el padre de la mentira (Jn 8:44). Ese patrón se mide con datos en 9.1.
Lectura del autor, sobre las improntas: si uno hubiera nacido en otro lugar y en otra religión, de otros padres y con otras influencias y otras experiencias, sería esa otra persona. Con la misma cronología, la misma situación y las mismas influencias, sean las que sean, y cada situación resuelta de la misma manera, seríamos idénticos: «yo soy tú», y «tú serías yo». Es un experimento mental, no un dato: no se afirma qué causas pesan ni cuánto. De ahí salen dos cosas. La primera, la misma justicia para todos: nadie es más ni menos que otro, y la que uno busca para sí es la que quiere para los demás: «amarás á tu prójimo como á ti mismo»◦ (0.5). La segunda, que no borra la libertad de elegir (1.9): el experimento explica dónde está cada uno, en sus diales (anexo del 4.3), y saberlo es una circunstancia nueva; lo que se repite cambia el hábito (arriba). Y queda una pregunta para cada lector: una vez sabido esto, ¿cómo afecta a las decisiones sobre la propia existencia, y qué hacemos con nuestras vidas, perdiendo el tiempo y enfrentándonos unos a otros?
Límite honesto de la prueba
Es lectura comparada, y se dice. Las figuras del mal son imágenes de cada tradición; lo que la obra lee en ellas va marcado como lectura del autor. Su fuerza no está en profetizar, sino en documentar una constante. 
La persona jurídica también sirve a la vida. El hospital, la cooperativa y la asociación vecinal llevan la misma máscara: el mal no está en la máscara, sino en la máscara sin responsabilidad. 
El Estado actúa por cargos con nombre, y la ley prevé que respondan. Esa defensa, con sus artículos, se oye en las cuestiones previas (11.2). 
Que el Estado solo exista porque se cree en él es una posición doctrinal, no un consenso. Las conclusiones de la obra no dependen de ella, sino de hechos que se pueden comprobar. 
El dualismo puro es la excepción: solo dos de las nueve tradiciones lo sostienen. Presentarlo todo como una guerra de dos poderes iguales sería falsear las fuentes. 
Lo que no entra: la Regla de la Guerra de Qumrán y el ciclo de Baal, porque no hay texto completo abierto para leerlos. Y «como a dioses», en 1 Enoc 19:1, va con la duda que marca su editor.
Traducciones: el Avesta y la Gita se traducen aquí desde traducciones inglesas reconocidas, o desde el original cuando se dice; el texto del que se traduce va al lado.
El relato de Génesis se lee en la Reina-Valera Antigua; del hebreo solo se ha contado por programa, en el códice de Leningrado, dónde aparece la palabra «satán» (4.2); lo demás no se ha leído en hebreo. Que la serpiente sea Satanás, o que el hombre fuera inmortal por naturaleza, es tradición posterior y no del texto, y se dice.
Las improntas son un experimento mental, no un dato: las causas que forman a una persona no están leídas en ninguna fuente de la obra, y el experimento vale con «las mismas circunstancias, sean las que sean». Va como lectura del autor.
Dónde se oye la defensa del Estado
La defensa del Estado frente a este capítulo, y lo que la obra le responde, se oyen en las cuestiones previas (11.2):
«el Estado no es un ente sin cuerpo: sus cargos responden»;
«usar la imagen del diablo para el Estado es demonizarlo»;
«la persona jurídica es una ficción necesaria»;
«el Estado como construcción mental es una tesis ideológica»;
«retirar la creencia es invitar a la desobediencia»;
«el Estado es aconfesional»;
«hablar de bien y mal es demonizar al adversario»;
«el Estado de derecho sustituyó la moral por procedimientos neutrales»;
y «la convergencia es una selección interesada».
Para recordar
Las tradiciones describen un mal sin cuerpo propio: acusa, engaña, se hace muchos y actúa a través de otros, a veces de hombres.
El poder de uno solo vive de que muchos se lo den: es la servidumbre voluntaria.
La lucha entre el bien y el mal pide, casi siempre, que el ser humano elija. Y varios textos ven poderes sin cuerpo detrás de los reinos.
El canon etíope cuenta que los ángeles caídos enseñaron las armas y llevaron a adorar lo que no es Dios; la Biblia común guarda el mismo aviso.
El mal convive con nosotros, sin cuerpo propio: susurra, seduce y se disfraza de luz. Se le vence velando, conociendo sus maniobras y no dándole el consentimiento.
La virtud, según Aristóteles, no está entre el ángel y el demonio, sino entre dos vicios, uno por defecto y otro por exceso; y el extremo de algo bueno, llevado lejos, se disfraza de virtud.
La obra usa la imagen del padre de la mentira solo como lectura del autor, con una fórmula: «apunta hacia».
Lo siguiente: lo que se da por supuesto sobre el Estado sin haberlo comprobado, frente a lo que dicen la norma y el dato (capítulo 5).


5 Lo que se da por supuesto
Primera versión: 5 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 6 · Citas leídas en su fuente: 63
En pocas palabras:
Muchas cosas que se dan por supuestas sobre el Estado no las dice ninguna ley: las sugiere un nombre oficial o una cifra que se repite. Puestas al lado de la norma y del dato, veinticinco de ellas dicen otra cosa.
El Estado se sostiene en presunciones. Da por cierto, sin haberlo probado, el consentimiento del pueblo, la validez de sus propios actos, el valor de su moneda y la conformidad de quienes aún no han nacido. Ordenadas, forman un edificio de siete plantas, y frente a cada una la ley de Dios dice otra cosa.
El Estado y el derecho existen porque se reconocen, no porque tengan cuerpo: son ficciones jurídicas. Una ficción declarada no es un vicio. Se vuelve engaño cuando se presenta como un hecho natural.
La raíz es una: la presunción ocupa el lugar del consentimiento. Y empieza al nacer: en setenta y dos horas, a cada recién nacido se le abre un registro, antes de que pueda decir sí o no. Esa es la piedra que sostiene toda la obra: el pueblo no consintió; nació dentro y lo aceptó sin saberlo.
Ninguna de estas piezas, por separado, hace caer el edificio. Juntas, impiden ver que no se sostiene, y la costumbre hace el resto. Por eso ha durado.
5.0 Propósito
El capítulo 4 mostró que el poder de uno solo vive de que muchos se lo den, por costumbre: es la servidumbre voluntaria (4.1). Este capítulo mira lo que esos muchos dan por supuesto: lo que se cree del Estado sin haberlo comprobado, frente a lo que dicen la norma y el dato.
Cómo se lee. Cada creencia va con la norma o el dato que la contradice, con su fuente, y con el capítulo donde se prueba del todo. Ninguna fila atribuye intención a nadie: la intención, si se lee, va en la «Lectura del autor» (0.3).
Lo que este capítulo no hace. No dice que el Estado no haga falta: una sociedad necesita quien coordine lo que es de todos. Tampoco invita a desobedecer: la obra no exime de ninguna obligación vigente (0.2). Pide la prueba y deja constancia.
Este capítulo dice:
5.1 lo que se da por supuesto sobre el dinero, el poder y la información, y lo que es;
5.2 el edificio de las presunciones, planta por planta, y lo que dice frente a cada una la ley de Dios;
5.3 la ficción jurídica: cómo existen el Estado y el derecho;
5.4 la raíz: la presunción en lugar del consentimiento, desde el nacimiento, y la piedra que sostiene toda la obra;
5.5 y por qué ha durado.
5.1 Lo que se da por supuesto y lo que es: el dinero, el poder y la información
La idea: muchas cosas que se dan por supuestas no las dice ninguna ley; las sugiere un nombre oficial o una cifra que se repite. Puestas al lado de la norma y del dato, dicen otra cosa.
La maniobra camuflada. Desde aquí, la edición llama así al caso en que un nombre oficial o una creencia extendida sugieren una cosa, y la norma o el dato dicen otra. Describirla no exige suponer intención.
Cómo se lee cada una. Primero, lo que se da por supuesto; después, lo que dicen la norma o el dato, con su fuente; y, entre paréntesis, el capítulo donde se prueba del todo. Cada una se puede convertir en una pregunta por escrito al organismo responsable, cuya respuesta, o cuyo silencio, queda como constancia (0.2). Las preguntas, ordenadas por destinatario, están en 11.5.
El dinero
Lo que se cree sobre lo que pagamos, lo que se guarda y lo que se debe.
1. «Cotizo para mi propia jubilación.» El sistema es de reparto: lo que se cotiza hoy paga las pensiones de hoy. «El sistema financiero de todos los regímenes que integran el sistema de la Seguridad Social será el de reparto»◦. (8.6)
2. «La hucha de las pensiones guarda el dinero de los trabajadores.» La ley obliga a invertirla en títulos públicos◦, y hoy «está compuesta, exclusivamente, por deuda pública española»◦. En el comité que decide se sienta el Director General del Tesoro◦. En los últimos diez años rindió un 0,12 % al año, con una inflación del 2,39 %. (8.6)
3. «Las cotizaciones de la empresa son dinero privado.» De los 223.612 millones de euros de cotizaciones de 2025, 161.409 los pagan los empleadores, y entre ellos están las propias administraciones por su personal, que lo pagan con impuestos. Las estadísticas no separan una parte de la otra◦. (8.6)
4. «La presión fiscal es la cifra que se publica, en torno al 38 %.» Medida sobre el coste laboral de quien trabaja, la carga va del 41 % firme al 53,6 % con todas las capas: de cada 100 euros que paga la empresa por un trabajador, hasta 53,6 van a impuestos y cotizaciones. (8.4)
5. «Si no me suben el IRPF, pago lo mismo.» La escala estatal del IRPF no se actualiza desde la reforma de 2014, salvo un tramo añadido en 2021 por encima de 300.000 euros◦, y «El mínimo del contribuyente será, con carácter general, de 5.550 euros anuales»◦, la misma cifra desde 2015. Los precios subieron un 28,0 % entre 2015 y 2025: con el mismo poder adquisitivo se paga más, sin que ninguna ley suba el impuesto. Para las rentas más bajas se ha ampliado la reducción por rendimientos del trabajo, que compensa una parte. El Banco de España estimó en unos 11.000 millones lo recaudado de más solo en 2023 por este efecto. (8.3)
6. «Cuando suben los precios, el Estado pierde como todos.» El Estado es el mayor deudor del país, y la subida de los precios rebaja el valor real de lo que debe. Entre 2021 y 2025 rebajó su deuda, en términos reales, en 306.760 millones de euros, mientras se pagaban 172.603 millones en intereses. Lo que pierde quien ahorra lo gana, en buena parte, quien debe. (8.3)
7. «El Estado responde de sus deudas como cualquiera.» «Las entidades que integran la organización territorial del Estado, los organismos públicos y demás entes de derecho público no podrán ser declarados en concurso»◦. (9.1)
8. «La deuda se paga cuando se puede, como cualquier otro gasto.» Su pago «gozará de prioridad absoluta», y sus créditos «no podrán ser objeto de enmienda o modificación, mientras se ajusten a las condiciones de la ley de emisión»◦. Los intereses de todas las administraciones juntas fueron 40.314 millones en 2025, casi lo mismo que el déficit de ese año. (8.6; anexo A, art. 135)
9. «Si un impuesto es inconstitucional, me devuelven lo que pagué.» El Constitucional anuló la amnistía fiscal de 2012◦ y el cálculo de la plusvalía municipal◦ con efectos solo hacia delante: las liquidaciones ya firmes no se revisaron. (anexo A, art. 31)
10. «El dinero lo emite el Estado.» La mayor parte del dinero la crea la banca al conceder préstamos. Lo dice el propio Banco de Inglaterra: el artículo «explica cómo la mayor parte del dinero de la economía moderna lo crean los bancos comerciales al conceder préstamos»◦. (8.1)
11. «Mi dinero está respaldado por algo, oro o reservas.» Desde 1971 ninguna moneda se puede cambiar por oro, tampoco la peseta ni el euro. El dinero vale lo que la ley declara, «Los billetes y monedas denominados en euros serán los únicos de curso legal en el territorio nacional»◦, y lo que la gente confía en él. Desde el 1 de enero de 1971, 100 euros guardados han perdido el 96 % de su valor: hoy compran lo que entonces 3,90. (8.1 y 8.3)
12. «Si suben los precios, es que las cosas valen más.» Lo que pierde valor es la moneda. Ya en 1609 Juan de Mariana advirtió que rebajar la moneda es un tributo disfrazado (8.2). Y hoy la política monetaria del euro no la decide España: es competencia exclusiva de la Unión◦. (8.2 y 8.3)
El dinero sin respaldo material. Desde aquí, la edición llama así al dinero que no se puede cambiar por oro ni por ningún bien: vale por lo que la ley declara, su «curso legal», y por la confianza que la gente tiene en él. Es la norma en todo el mundo desde 1971. Se desarrolla en 8.1.
El poder
Lo que se cree sobre quién manda, quién responde y con qué freno.
1. «Vivimos bajo un contrato social que todos aceptamos.» Nadie lo firmó. «No hay contrato sino cuando concurren los requisitos siguientes: 1.º Consentimiento de los contratantes. 2.º Objeto cierto que sea materia del contrato. 3.º Causa de la obligación que se establezca»◦. Si fue un hecho o solo una idea, se examina en 6.1.
2. «El Gobierno legisla por decreto solo en casos de urgencia.» La Constitución lo permite solo «En caso de extraordinaria y urgente necesidad»◦, y el Constitucional ha anulado al menos cinco veces decretos-leyes por no justificar esa urgencia: uno entero, en 2007◦, y partes de otros cuatro: dos en 2011◦, uno en 2018◦ y otro en 2020◦. Cuántos se dictan frente a las leyes, con su cautela, se ve en el anexo A (art. 86).
3. «El Estado y el ciudadano se cobran con la misma vara.» Los actos de la Administración «serán inmediatamente ejecutivos»◦, y ella misma puede ejecutarlos◦: embarga sin juez previo. Un particular necesita siempre un título, porque «La acción ejecutiva deberá fundarse en un título que tenga aparejada ejecución»◦: una sentencia, un laudo o una escritura. Al ciudadano que paga tarde se le aplica un recargo del 5, el 10 o el 20 %◦; a Hacienda, cuando devuelve tarde, no. (7.6)
4. «Tengo derecho a una vivienda digna, porque lo dice la Constitución.» El art. 47 es un principio rector, y los principios rectores «Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen»◦. (7.6)
5. «Mi diputado me representa y responde ante mí.» «Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo»◦, y durante el mandato nadie los puede apartar, salvo en los casos tasados del Reglamento◦. (8.6)
6. «Elijo a mis representantes.» Se vota una lista cerrada. La ley de partidos solo pide que su «estructura interna y el funcionamiento» sean «democráticos»◦; ni ella ni la ley electoral regulan cómo elige cada partido a sus candidatos: eso queda a sus estatutos. (7.2)
7. «Si el Estado vulnera mis derechos, el Constitucional me ampara.» En 2025, de 9.089 recursos de amparo presentados, solo 59 fueron admitidos a trámite◦. (7.2)
8. «El Estado social cumple lo que la Constitución promete.» En lo que la Constitución dispone sobre el bien común, el incumplimiento es del 62,1 % (41 de 66 artículos), frente al 27,2 % en lo que regula el organigrama del poder (28 de 103). (7.4)
La información
Lo que se cree que se sabe, porque se publica, y lo que no se publica.
1. «Hay transparencia: todo se publica.» Se publica cada dato por separado, pero no la suma: las retribuciones de los altos cargos están en 23 ficheros sin un total, y lo que cobran los cargos locales exigiría consultar una a una más de 8.000 entidades. La ley obliga a publicar cada dato; nadie está obligado a publicar la suma. (8.6; anexo C)
2. «La inflación es que suben los precios.» La palabra nombraba antes la causa, no el efecto. Este dato se prueba aquí: 
En inglés, el diccionario Webster de 1913 la definía como «expansión o aumento indebido, por emisión excesiva; dicho de la moneda», y llamaba «inflacionista» a quien «favorece una emisión aumentada o muy grande de papel moneda»◦.
En español, en 1914, «inflación» solo era «Acción y efecto de inflar» y, en sentido figurado, «Engreimiento y vanidad»◦.
En 2001, la Academia la definía en economía como «Elevación notable del nivel de precios con efectos desfavorables para la economía de un país»◦.
Hoy, como «Elevación del nivel general de precios»◦: se suprimieron «notable» y «con efectos desfavorables».
Con el nombre del efecto, la mirada se va a los precios y al mercado, y no a quien crea el dinero.
Dificultad de acceso: las ediciones de la Academia entre 1925 y 1992 no se han podido consultar para saber cuándo entró el sentido económico y con qué definición. El Nuevo Tesoro Lexicográfico de la Academia no se pudo abrir, y las copias de 1947, 1956 y 1970 en Internet Archive solo se prestan, sin texto consultable (comprobado de nuevo el 5-X-2026).
3. «La partida de “vejez” son los jubilados que cotizaron.» Mezcla las pensiones de la Seguridad Social con las de Clases Pasivas de los funcionarios del Estado, que se pagan con los Presupuestos, y con la maquinaria que las gestiona. Nueve de cada diez euros de la protección social son prestaciones; unos 16.400 millones son gestión. (8.6)
4. «La deuda pública es la cifra que se publica.» Las pensiones ya prometidas sumaban 6,13 billones de euros a finales de 2021◦, y no figuran en la deuda oficial, que en 2025 rondaba 1,7 billones. El propio INE advierte que esa cifra hace referencia «al valor presente de una suma de cantidades futuras»: no es una deuda que venza hoy. (9.1)
5. «Si el Estado no contesta, no pasa nada; si no contesto yo, tampoco.» «La Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos»◦. Pero cuando el ciudadano calla, el sistema tiene recargo, sanción, apremio, caducidad y pérdida del plazo; cuando calla el sistema, el ciudadano tiene que acudir a un tribunal, agotar las instancias, probar el daño y esperar años. El silencio de uno se castiga solo; el del otro hay que perseguirlo. (10.4)
Y seis más registradas en la obra:
El rescate bancario costó 71.833 millones de euros, de los que hasta 2021 se habían recuperado 40 (Tribunal de Cuentas, informe n.º 1.513), y el Banco de España dejó de publicar la nota en que daba cuenta de esas ayudas: la última localizada es de noviembre de 2019. (7.2)
«Los Diputados y Senadores percibirán una asignación que será fijada por las respectivas Cámaras» (Constitución, art. 71.4): el sueldo lo fija quien lo cobra. (7.2 y 7.5)
Un artículo del reglamento sancionador de la Escuela Superior de Policía, aprobado por una orden de 1981, se aplicó cuarenta y cuatro años sin la ley que exige el art. 25.1 de la Constitución, hasta que el Tribunal Constitucional lo declaró «inconstitucional y nulo» (STC 184/2025, de 2 de diciembre).
Los 959 asesores eventuales de los ministerios son un mínimo: no cuentan los funcionarios de carrera que ocupan puestos de confianza. (8.6)
La ley obliga a evaluar el desempeño de los empleados públicos: las administraciones «establecerán sistemas que permitan la evaluación del desempeño de sus empleados» (Estatuto Básico del Empleado Público, art. 20.1). Pero en la Administración del Estado el complemento que debería pagarse según esa evaluación se sigue pagando con los criterios anteriores, «Hasta tanto se implemente la evaluación del desempeño» (Real Decreto-ley 6/2023, disposición transitoria séptima). (anexo C)
La ley pide claridad, pero lo hace con principios: un marco normativo «estable, predecible, integrado, claro y de certidumbre, que facilite su conocimiento y comprensión»◦, y una información de transparencia publicada «de una manera clara, estructurada y entendible» y «comprensible, de acceso fácil y gratuito»◦. La obra no ha buscado en todo el ordenamiento una obligación expresa de explicar las normas en lenguaje llano a quien no es jurista.
Conclusión, lo que arrojan los datos: en las tres familias se repite el mismo patrón: un nombre o una cifra oficial sugieren una cosa, y la norma o el dato dicen otra. La «hucha» no guarda, la «cotización» no ahorra, la «transparencia» no suma, la «urgencia» se vuelve costumbre y el «derecho» a la vivienda no se puede reclamar. En tres casos, lo que no coincide es el propio significado de la palabra: la «inflación», que nombraba la emisión excesiva de moneda y hoy nombra la subida de los precios; el banco, del que se cree que presta el dinero de los ahorradores, cuando la mayor parte del dinero se crea al conceder el préstamo; y el «contrato» social, que nadie firmó. Ninguna de estas filas exige suponer nada: basta leer la norma y el dato. Y la Constitución, revisada artículo por artículo, suma 69 incumplimientos (7.1; anexo A).
Lectura del autor: lo que este catálogo recoge no es un descuido: es una forma de hipnosis colectiva. Se repite un nombre hasta que sustituye a la cosa, y la población acaba defendiendo como propio lo que la norma nunca le prometió; es la repetición que forma (4.4). Quien dicta la norma conoce lo que dice: si aun así deja que el ciudadano crea otra cosa, ahí se ve mala fe. La salida no es la ira, sino despertar: leer la norma, pedir el dato y dejar constancia por escrito. Lo mismo pasa con las palabras. Como el pulpo que suelta su tinta para huir y desviar la atención, el sistema se reserva el poder de cambiar hasta el significado de las palabras, y sus tentáculos llegan a la información y a quien fija el significado oficial de lo que decimos. Este ente sin cuerpo (2.1) trabaja sin descanso y en todos los frentes, y su comportamiento delata su propósito: no busca el bien común, sino conservarse, tomando el tiempo de vida de quien trabaja (8.3) y cargando a los que vienen con deudas que les roban el futuro. Si Dios es lo natural, lo que tuerce lo natural para protegerse va contra Él: esto apunta hacia el padre de la mentira (Jn 8:44). «Por sus frutos los conoceréis» (Mt 7:16).
5.2 El edificio de las presunciones
La idea: el Estado se sostiene en presunciones: da por cierto, sin haberlo probado, lo que más necesita. Ordenadas, forman un edificio de siete plantas, de los cimientos al tejado; y frente a cada una, la ley de Dios dice otra cosa.
La presunción. Ya se dijo qué es: dar algo por cierto sin haberlo probado (0.4). En el derecho es, además, una regla: la ley manda tener algo por cierto mientras no se pruebe lo contrario, y así decide quién tiene que probar. Por eso cada presunción reparte una carga: la de la prueba.
Contra natura. Desde aquí, la edición llama «contra natura» a lo que va contra la ley natural (1.4). Se dice solo de normas e instituciones, nunca de personas ni de la conducta de ningún colectivo.
Cómo se lee cada planta. Primero, cada presunción con lo que dicen la norma o el dato; las que ya se vieron en 5.1 solo se nombran. Después, lo que dicen frente a ellas los textos sagrados. La vara es la de siempre: ¿sirve al orden natural y a Dios, o a intereses egoístas? Cada presunción es, además, un cargo del juicio (11.3).
Planta 1. Los cimientos: el orden de las leyes
La presunción más grave, porque sobre ella descansan todas las demás. Ya se vio en el capítulo 1: el orden que guardaron las tradiciones es la ley de Dios, la ley natural, la costumbre y, por último, la ley humana; el oficial es el inverso (1.1 y 1.7).
La ley humana, primera fuente. Se presume que la ley escrita por el Estado es la primera fuente del derecho. Es el art. 1 del Código Civil (1.1). 
Nada por encima de la Constitución. Se presume que no hay ley superior a la que el Estado se dio a sí mismo. «Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico»◦, y «Carecerán de validez las disposiciones que contradigan otra de rango superior»◦: la jerarquía termina en la Constitución. «Ninguna confesión tendrá carácter estatal»◦: protege la libertad de creencias, pero también deja fuera del ordenamiento cualquier ley de Dios. Matiz: la propia Constitución reconoce derechos «inherentes» a la persona (art. 10.1; 2.2), es decir, anteriores a ella; pero los somete a su propia interpretación. 
Lo legal es lo justo. Se presume que lo que dice la ley es justo por el hecho de ser ley. Normas legales resultaron durante años contrarias a la propia Constitución: la amnistía fiscal y la plusvalía se anularon sin devolver lo cobrado (5.1), y un artículo sancionador se aplicó cuarenta y cuatro años sin la ley que exige el art. 25.1 (5.1). La tradición ya distinguía: la ley que se aparta de la natural es «corrupción de la ley» (Aquino; 1.1). 
Frente a ellas, la ley de Dios:
A la primera: «Es menester obedecer á Dios antes que á los hombres» (Hch 5:29; 1.2).
A la segunda: «Pagad pues á César lo que es de César, y á Dios lo que es de Dios»◦. Hay cosas que no son del César. Y el rey que no protege a su pueblo es «un rey muerto» (Leyes de Manu; 3.2, P1).
A la tercera: «¡Ay de los que establecen leyes injustas» (Is 10:1; 1.1); y a los que diezmaban la menta y el comino: «dejasteis lo que es lo más grave de la ley, es á saber, el juicio y la misericordia y la fe»◦. La letra sin justicia deja fuera lo más importante.
Planta 2. La autoridad
De dónde dice el Estado que le viene el poder.
La soberanía del pueblo. Se presume que todos los poderes del Estado emanan del pueblo y que el pueblo los consintió. «La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado»◦. La Constitución se ratificó en referéndum en 1978: lo dice su propia promulgación, «LAS CORTES HAN APROBADO Y EL PUEBLO ESPAÑOL RATIFICADO LA SIGUIENTE CONSTITUCIÓN». Quienes no tenían edad de votar entonces, y todos los nacidos después, nunca la votaron. Y no hay forma de retirar ese consentimiento salvo la reforma, que, para la revisión total o la de sus partes esenciales, exige dos tercios de cada Cámara, disolverlas, que las nuevas lo ratifiquen por dos tercios y un referéndum◦. 
El contrato social. Se presume que existe un pacto que todos aceptamos. Ya se vio: nadie lo firmó (5.1, n.º 13). 
La representación. Se presume que el representante obedece a quien le vota. Ya se vio: no está ligado por mandato imperativo, y se vota una lista cerrada (5.1, n.º 17 y 18). 
Frente a ellas, la ley de Dios:
A la primera: antes de darle rey, Dios hizo advertir al pueblo lo que ese rey le tomaría: «El diezmará vuestras simientes y vuestras viñas, para dar á sus eunucos y á sus siervos […] Y clamaréis aquel día á causa de vuestro rey que os habréis elegido»◦. Y Mencio: el pueblo es lo más valioso; el gobernante, lo de menos (3.2, P1).
A la segunda: «Mas sea vuestro hablar: Sí, sí; No, no; porque lo que es más de esto, de mal procede»◦. La presunción da por dado un sí que nadie pronunció; la ley de Dios exige que el sí se diga.
A la tercera: el que quiera hacerse grande «será vuestro servidor» (Mt 20:26; 3.2 y 3.6). La presunción deja al representante libre de quien le vota; la ley de Dios hace del que manda un servidor.
Planta 3. La persona
Lo que se presume de cada ser humano desde que nace.
La obligación heredada. Se presume que la persona acepta sus obligaciones con el Estado al nacer. Es la raíz de todo el edificio, y tiene su apartado: 5.4. 
Todos conocen todas las leyes. Se presume que cada persona conoce el ordenamiento entero. «La ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento»◦. Solo en 2024 se publicaron 1.298.086 páginas entre el BOE y los boletines de las comunidades autónomas, unas 3.547 cada día. Cuántas normas se dictan, y cuánto ocupa lo vigente, se ve en el cargo 8 (11.3). 
Frente a ellas, la ley de Dios:
A la primera: «el hijo no llevará por el pecado del padre, ni el padre llevará por el pecado del hijo» (Ez 18:20; 2.3). Cada uno responde de lo suyo (3.2, P7).
A la segunda: «¡Ay de vosotros también, doctores de la ley! que cargáis á los hombres con cargas que no pueden llevar; mas vosotros ni aun con un dedo tocáis las cargas»◦. Y en China y en Roma, más leyes, más pobreza y más corrupción (3.2, P9).
Planta 4. El poder sobre el ciudadano
Cómo se reparte la carga de la prueba entre el Estado y la persona.
Los actos del Estado son válidos. Se presume que todo lo que hace la Administración es válido mientras no se demuestre lo contrario. Sus actos «se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten»◦. 
La palabra de la autoridad hace prueba. Se presume que lo que anota un agente con condición de autoridad es cierto. Sus documentos «harán prueba de éstos salvo que se acredite lo contrario»◦: es el ciudadano quien tiene que demostrar que no es así. 
El cobro sin juez. Se presume que el Estado puede ejecutar por sí mismo lo que reclama. Ya se vio (5.1, n.º 15). 
La urgencia. Se presume que el Gobierno legisla por decreto solo cuando hay urgencia. Ya se vio (5.1, n.º 14). 
Frente a ellas, la ley de Dios:
A la primera: «No juzguéis según lo que parece, mas juzgad justo juicio» (Jn 7:24; 0.5). La presunción da por válido lo que hace el poder por venir de él.
A la segunda: «No valdrá un testigo contra ninguno en cualquier delito […] En el dicho de dos testigos, ó en el dicho de tres testigos consistirá el negocio»◦. Y Mencio: aunque todo el pueblo pida un castigo, primero hay que examinar (3.2, P7).
A la tercera: «Cuando dieres á tu prójimo alguna cosa emprestada, no entrarás en su casa para tomarle prenda: Fuera estarás»◦. La ley de Dios no deja ni al acreedor entrar en casa del deudor a tomar la prenda.
A la cuarta: «todo presuroso, indefectiblemente á pobreza»◦.
Planta 5. El dinero
La presunción que toca cada día el bolsillo de todos.
La moneda, la creación del dinero y la inflación. Se presume que el dinero vale porque está respaldado, que el banco presta los ahorros de otros y que la inflación es una subida de precios de la que tiene la culpa el mercado. Ya se vio (5.1, n.º 10, 11 y 22). 
El ahorro. Se presume que lo guardado se conserva. Pierde valor sin que nadie lo vote (5.1, n.º 11). Y la palabra «ahorro» no aparece en la Constitución, que sí obliga a que las pensiones sean «adecuadas y periódicamente actualizadas»◦. 
La hucha y la deuda. Se presume que se cotiza para la propia jubilación, que la hucha la guarda y que la deuda del Estado es un gasto más. Ya se vio (5.1, n.º 1, 2, 6 y 8). 
Frente a ellas, la ley de Dios:
A la moneda: «El peso falso abominación es á Jehová: Mas la pesa cabal le agrada» (Pr 11:1); y ante Maat se juraba no haber falseado la balanza (3.2, P4). La presunción deja que la medida del valor cambie sin que nadie lo consienta.
A la creación del dinero: «Doble pesa y doble medida, Abominación son á Jehová ambas cosas»◦. Y Confucio pone el cuidado de las pesas y medidas como primera tarea del buen gobierno (3.2, P4).
A la inflación: «Tu plata se ha tornado escorias, tu vino mezclado está con agua»◦; y los que dicen: «achicaremos la medida, y engrandeceremos el precio, y falsearemos el peso engañoso; Para comprar los pobres por dinero»◦. El Corán maldice a los defraudadores de la medida (3.2, P4). La presunción llama inflación a la subida de los precios; la ley de Dios denuncia la causa: la plata degradada y la medida achicada.
Al ahorro: «No os hagáis tesoros en la tierra, donde la polilla y el orín corrompe»◦. La enseñanza es espiritual, pero describe el mecanismo: el tesoro de la tierra se corrompe. Y Mencio: quitar al pueblo su tiempo es dejarlo sin poder alimentar a sus padres (3.2, P3).
A la hucha: quien retuvo «el depósito que se le encomendó […] lo restituirá, pues, por entero, y añadirá á ello la quinta parte»◦; el Corán y las Leyes de Manu mandan lo mismo (3.2, P5).
A la deuda: la remisión cada siete años (Dt 15:1-2; 3.3); y «el que toma prestado, siervo es del que empresta»◦. La presunción da a la deuda prioridad absoluta y sin final; la ley de Dios le pone un límite.
Planta 6. El tiempo y las generaciones
Lo que se presume de quienes todavía no han nacido.
El consentimiento de los que vienen. Se presume que las generaciones futuras aceptan pagar lo que hoy se debe. La deuda pública llega a 1,7 billones, y las pensiones ya prometidas suman 6,13 billones más, que no figuran en ella (5.1, n.º 24). Quienes las pagarán no han votado nada. 
El Estado no quiebra. Se presume que el Estado siempre podrá pagar. La ley que el propio Estado escribe lo excluye del concurso que aplica a todos los demás (5.1, n.º 7). 
Frente a ellas, la ley de Dios:
A la primera: «En aquellos días no dirán más: Los padres comieron las uvas agraces, y los dientes de los hijos tienen la dentera. Sino que cada cual morirá por su maldad»◦. La ley de Dios no hace pagar a los hijos lo que comieron los padres.
A la segunda: «Da cuenta de tu mayordomía, porque ya no podrás más ser mayordomo»◦. La ley de Dios pide cuentas al administrador, y lo aparta si no las da.
Planta 7. La información y la legitimidad
Lo que se presume que se sabe, y lo que se presume que se cumple.
La transparencia, la «vejez» y el Estado social. Se presume que todo se publica, que la partida de vejez son los jubilados que cotizaron y que el Estado cumple lo que la Constitución promete. Ya se vio (5.1, n.º 20, 21 y 23). 
Frente a ellas, la ley de Dios:
A la primera: «Porque nada hay encubierto, que no haya de ser descubierto; ni oculto, que no haya de ser sabido»◦.
A la segunda: «Delante de las canas te levantarás, y honrarás el rostro del anciano»◦. La presunción mezcla en la «vejez» lo que pagaron unos y lo que pagan otros; la ley de Dios manda honrar al anciano.
A la tercera: «Así también la fe, si no tuviere obras, es muerta en sí misma»◦; y «Por sus frutos los conoceréis» (Mt 7:16; 0.5). Y Laozi: el pueblo pasa hambre porque los de arriba se comen demasiados impuestos (3.2, P2). La presunción da por cumplido al Estado social porque se proclama; la ley de Dios juzga por las obras.
Conclusión, lo que arrojan los datos: cada presunción del edificio está escrita en una norma o medida en un dato, y todas reparten la carga de la prueba del mismo lado: el Estado se presume válido, cierto y solvente, y es el ciudadano quien tiene que probar lo contrario. Frente a cada una, los textos sagrados dicen otra cosa: el sí se dice, la medida es cabal, lo confiado se devuelve entero, nadie paga por lo que comieron sus padres y quien administra da cuenta.
Lectura del autor: cuestionarlo todo no es negarlo todo: una tortilla necesita dos caras, y una sociedad necesita un Estado que coordine lo que es de todos. Lo que este edificio muestra es otra cosa. Cuando se cambia el propósito del orden natural que la humanidad venía desarrollando, el sistema va contra natura, y para sostenerse necesita una articulación cada vez mayor basada en lo contrario de la verdad, que es la presunción. Presume el consentimiento que nadie dio, la validez de sus propios actos, el valor de su moneda y la conformidad de quienes aún no han nacido. Mecanismo tras mecanismo, se construyó algo ficticio sobre presunciones absolutas que la ley natural no respalda: esto apunta hacia el padre de la mentira (Jn 8:44). Quien lo levantó no tuvo por qué saberlo: pudo creer que era lícito (4.3, con sus dos cautelas). Por eso el primer paso es devolver las leyes a su orden: la ley de Dios, la ley natural, la costumbre y, por último, la ley humana.
5.3 La ficción jurídica: cómo existen el Estado y el derecho
La idea: el Estado y el derecho existen porque se reconocen, no porque tengan cuerpo. Son ficciones jurídicas, y una ficción declarada no es un vicio: se vuelve engaño cuando se presenta como un hecho natural.
Hechos que existen porque se reconocen. Una piedra o una montaña existen aunque nadie las reconozca. El dinero, la propiedad, el matrimonio o el gobierno, no: existen porque un conjunto de reglas los sostiene y porque se reconocen colectivamente. El filósofo John Searle lo resumió en una fórmula: «X cuenta como Y en el contexto C». Su ejemplo: un trozo de papel cuenta como dinero. Del mismo modo, un territorio y una población cuentan como Estado◦.
La ficción jurídica. Desde aquí, la edición llama así a lo que el derecho trata como si fuera real sabiendo que no es un hecho literal: la persona jurídica, que la ley hace (2.1), o la personalidad del propio Estado, cuya Administración «actúa […] con personalidad jurídica única» (2.1). Es lo que 2.1 anunciaba: cómo llega el derecho a tratar como persona a lo que no tiene cuerpo.
La máscara. En latín, persona era ante todo la máscara del actor◦. El derecho tomó la palabra para el sujeto de derechos y obligaciones: la personalidad que la ley reconoce al nacer (2.1). A través de ella se relaciona el Estado con el ser humano de carne y hueso, y sobre ella se construyen el contrato, el tributo y la sanción. No es otra persona escondida bajo el nombre propio (anexo E): es el mismo ser humano, visto por el derecho. Tiene una función legítima, porque permite actuar en derecho, heredar, contratar y ser protegido por la ley. Pero, como toda herramienta, tiene dos filos.
Cómo se funda. Un orden jurídico no puede fundarse en un derecho que todavía no existe. Montaigne lo vio en el siglo XVI: «las leyes se mantienen en crédito no porque sean justas, sino porque son leyes. Ese es el fundamento místico de su autoridad; no tienen otro»◦. Pascal lo dijo de la costumbre: «La costumbre hace toda la equidad, por la sola razón de que es recibida: es el fundamento místico de su autoridad. Quien la lleva a su principio, la aniquila»◦.
El matiz de la propia obra. Esa forma de fundarse no es exclusiva de los Estados que se consideran ilegítimos: es la de cualquier orden jurídico nuevo, incluidos los que después protegieron mejor los derechos, como la revolución inglesa de 1688, la independencia de 1776 o la Declaración de 1789 (6.1). Que el Estado sea en su origen un ente sin cuerpo que se funda a sí mismo no distingue, por sí solo, a un gobierno que cumple su palabra de uno que no la cumple. Lo que los distingue es lo que hacen después: sus frutos (0.5).
Conclusión, lo que arrojan los datos: el Estado y el derecho son hechos que existen porque se reconocen, y la ley trata como persona a lo que no tiene cuerpo: es una ficción jurídica, y la ley la declara. En su origen se funda a sí mismo, como todo orden nuevo, y eso no prueba fraude. La ficción se vuelve maniobra camuflada (5.1) cuando se presenta como un hecho natural; y lo que distingue a un gobierno de otro son sus frutos.
Lectura del autor: el poder presenta una doble cara. Proclama el bien común como bandera, pero por sus hechos se le conoce, y los hechos de esta obra —la carga sobre el trabajo (8.4), el dinero creado al prestar que pierde valor (8.1), la hucha vaciada (8.6) y los impuestos anulados que no se devuelven (5.1)— muestran una segunda función que no se proclama: mantener a la persona dentro de un vínculo del que extraer recursos de forma sostenida. No hace falta suponer una conspiración en la sombra: basta la estructura documentada, que se repite en democracia tras democracia. Como el mal sin cuerpo necesita a otros para obrar (4.1), el ente sin cuerpo necesita la ficción jurídica para manifestarse. Y queda una advertencia, no una acusación probada: la fuerza de la gente está en su unión, porque el tirano solo se sostiene mientras los muchos, divididos, lo sostienen sin saberlo (4.1). Todo lo que atomiza esa unión, como la precariedad que obliga a competir por sobrevivir o el desplome de la vida en común que describió la sociología◦, erosiona lo que haría innecesario al amo. No se afirma un plan para destruir la familia y la amistad. Se afirma que una población atomizada y en supervivencia permanente es más fácil de gobernar por la fuerza disfrazada de bien común. Y la defensa más antigua contra eso es el vínculo real entre personas que se reconocen iguales: una persona es persona a través de otras personas (2.2). Yo soy otro tú.
5.4 La raíz: la presunción en lugar del consentimiento
La idea: todas estas maniobras tienen una raíz común: la presunción ocupa el lugar del consentimiento. Y empieza el día en que se nace. Esa es la piedra que sostiene toda la obra: el pueblo no consintió; nació dentro y lo aceptó sin saberlo.
Donde se tocan las presunciones. Siete de las ya vistas se tocan en un punto:
el contrato social: se presume que el pueblo consintió (5.1, n.º 13);
la legitimidad: se presume que el Estado cumple lo que promete (5.1, n.º 20);
la moneda: se presume que vale porque se confía en quien la emite (5.1, n.º 11);
la creación del dinero: se presume que el banco presta los ahorros de otros (5.1, n.º 10);
la inflación: se presume que es una subida de precios de la que tiene la culpa el mercado (5.1, n.º 22);
el ahorro: se presume que lo guardado se conserva (5.2, planta 5);
y los actos del Estado: se presume que son válidos, y es el ciudadano quien tiene que probar lo contrario y recurrir (5.2, planta 4).
Conclusión, lo que arrojan los datos: cada presunción está escrita en una norma o medida en un dato, y todas juegan a favor del sistema. Alguna tiene justificación oficial: sin la presunción de validez ninguna administración podría funcionar, y se puede recurrir. Pero ninguna justifica la asimetría: el Estado se presume válido a sí mismo, mientras el consentimiento del ciudadano, que debería ser el punto de partida, se presume aunque nunca se dio.
La obligación heredada. Antes, lo que no se sostiene. No se dice aquí que el Estado usurpe el estado civil, ni que haya una persona jurídica oculta bajo el nombre propio: la personalidad la da el nacimiento, no el papel (Código Civil, arts. 29 y 30; 2.1), y la idea de una persona oculta bajo el nombre propio no tiene respaldo (anexo E).
Lo que sí es un hecho es otro: la obligación de inscribir nace antes de que el recién nacido pueda tener voluntad alguna sobre ella, y no se puede evitar.
Quién está obligado. En primer lugar, «La dirección de hospitales, clínicas y establecimientos sanitarios»◦.
En qué plazo. Esa dirección «comunicará en el plazo de setenta y dos horas a la Oficina del Registro Civil» cada nacimiento◦.
Qué se abre. «El registro individual se abrirá con la inscripción de nacimiento»◦, y a cada registro «se le asignará un código personal […] que será única e invariable en el tiempo»◦.
Ni el abandonado queda fuera. Las entidades públicas «deberán promover sin demora la inscripción de menores en situación de desamparo por abandono»◦.
Nadie preguntó. Y nadie podía preguntar: el interesado tenía cero días.
Lo que vio Rousseau. Al fundar el contrato social en el consentimiento, Rousseau se detuvo en este punto: «Aunque cada uno pudiera enajenarse a sí mismo, no puede enajenar a sus hijos: nacen hombres y libres; su libertad les pertenece, y nadie más que ellos tiene derecho a disponer de ella. Antes de que lleguen a la edad de la razón, el padre puede estipular en su nombre condiciones para su conservación y su bienestar, pero no darlos de forma irrevocable y sin condición, porque tal don es contrario a los fines de la naturaleza y excede los derechos de la paternidad»◦. Lo escribió en 1762, sin pensar en un registro electrónico con plazo de setenta y dos horas.
Lo que vio La Boétie. Dos siglos antes había explicado por qué esto no produce rebeldía, sino conformidad: los hombres que nacen bajo el yugo, y se crían y educan en la servidumbre, «se contentan con vivir como nacieron, y no piensan tener otro bien ni otro derecho que el que encontraron: toman por natural el estado en que nacieron». Por eso, «la primera razón de la servidumbre voluntaria es la costumbre»◦. No la fuerza, sino no haber conocido nunca otra cosa (4.1).
La pregunta que queda. No es una acusación: es una pregunta que cualquiera puede hacerse sin necesidad de togas. ¿En qué otro vínculo de la vida se ata a una persona de por vida, en setenta y dos horas, sin que pueda estar presente el único interesado?
Conclusión, lo que arrojan los datos: la ley obliga a comunicar cada nacimiento en setenta y dos horas, abre a cada nacido un registro y le asigna un código único e invariable en el tiempo. El interesado no puede consentir: las obligaciones llegan antes que la conciencia. Rousseau ya dijo que nadie puede dar a sus hijos de forma irrevocable; y La Boétie, que quien nace dentro lo toma por natural.
Lectura del autor: la presunción que ocupa el lugar del consentimiento hace pasar por verdad lo que nunca se dio, y obliga en nombre de un sí que nadie pronunció, cuando la ley de Dios pide que el sí se diga (Mt 5:37; 5.2). Esto apunta hacia el padre de la mentira (Jn 8:44). «Por sus frutos los conoceréis» (Mt 7:16).
Lectura del autor: la piedra que sostiene toda la obra. Todo lo que esta obra desmonta descansa en una sola piedra, y el autor quiere que quede dicho como lo más importante. El Estado actúa sobre un montón de presunciones (5.2), presentadas con un formato de cortina de humo, y nadie las había desvelado: la persona lo acepta porque nació dentro y da por supuesto que es así para siempre. El pueblo no consintió nada: nació en un sistema y lo aceptó por ignorancia. Nadie se lo cuestionó, como un pez no se cuestiona qué es el agua. Si tus padres pagan impuestos, aprendes por repetición, sin saberlo, que todo es así (4.4; 5.5); y se ha levantado un laberinto de leyes en el que, para moverte, acabas loco. Por eso, cuando se dice que el poder se sostiene en el consentimiento, el autor responde: no es consentimiento, es ignorancia. La ley presume que todos la conocen, «La ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento»◦ (5.2, planta 3), y a la vez se sostiene en que nadie la cuestione: la misma vara, mirada desde el otro lado.
Y por eso tampoco basta con negar lo que no se sostiene, ni con salirse del sistema a golpe de afirmaciones sin documento (2.6; anexo E): hay que desmontarlo pieza a pieza, con su fuente, y pedir a cada presunción la piedra que la sostiene: una prueba, una ley superior o un consentimiento dado (11.2, n.º 19). Si algo es verdadero, se sostiene; si no tiene cimientos sólidos donde anclarse, se tambalea. Es la casa sobre la peña: «descendió lluvia, y vinieron ríos, y soplaron vientos, y combatieron aquella casa; y no cayó: porque estaba fundada sobre la peña»◦; y la casa sobre la arena, que «cayó, y fué grande su ruina»◦. Lo que se sostiene en roca sólida, la verdad, alinea por repetición con la ley de Dios; lo que se sigue por repetición sin cimiento, esto apunta hacia el padre de la mentira (Jn 8:44; 4.4): nos envilece el alma y nos hace peores personas, porque cuando aceptamos lo inaceptable, nos degrada.
Esa es la piedra. La obra no pide salir del sistema ni desobedecer (0.2): pide la prueba de cada presunción y deja constancia (10.4), porque lo que se sostiene solo en presunciones se disuelve cuando se pide la prueba (5.5). El cargo 3 lo pregunta con todas las letras (11.3), y la cuestión previa 19 dice qué pasa con quien calla (11.2).
5.5 Por qué ha durado
La idea: ninguna pieza, por separado, hace caer el edificio; juntas, impiden ver que no se sostiene. Y la costumbre hace el resto.
Hechos:
El sistema gasta más de lo que ingresa casi todos los años y paga lo que vence con deuda nueva (9.1).
Desde 1971 se sostiene con un dinero sin respaldo material, cuya pérdida de valor rebaja su propia deuda (5.1, n.º 6 y 11).
La ley lo excluye del concurso de acreedores (5.1, n.º 7).
Las presunciones de validez y de certeza ponen la carga de la prueba en el ciudadano (5.2, planta 4), y la ignorancia de la ley no excusa (5.2, planta 3).
Y de él dependen directamente más de tres millones de empleados públicos y más de once millones de pensiones (8.6).
Lo que dicen los textos: la costumbre forma. Ya se vio que lo que se repite forma a quien lo hace (4.4), y que la primera razón de la servidumbre voluntaria es la costumbre (5.4). Aristóteles lo aplicó a las leyes: «los legisladores hacen buenos a los ciudadanos acostumbrándolos; esa es la voluntad de todo legislador, y los que no lo hacen bien yerran; y en eso se distingue un buen régimen de uno malo»◦. El verbo de «yerran» es el de errar el blanco (3.2). La costumbre que da la ley forma: para el bien, o para lo contrario.
Conclusión, lo que arrojan los datos: ninguna de estas piezas, por separado, hace caer el edificio; juntas, impiden que se vea que no se sostiene. La quiebra no se puede declarar, la deuda aplaza el vencimiento, la moneda que pierde valor paga parte de la cuenta, la carga de la prueba recae en quien reclama y las palabras miran al efecto y no a la causa. Por eso ha podido durar más de lo que permitiría la vara que se aplica a cualquier persona o empresa. Y la costumbre lo sostiene: quien nace dentro lo toma por natural.
Lectura del autor: ha vivido más de lo que le tocaba porque toma prestado el tiempo de los que vienen, con la deuda, y el de los que ahorraron, con la moneda que pierde valor. Lo que se sostiene solo en presunciones se disuelve cuando se pide la prueba. «Por sus frutos los conoceréis» (Mt 7:16).
Límite honesto de la prueba
No todo lo que se da por supuesto es falso por igual. Unas creencias las contradice la norma («cotizo para mi propia jubilación», frente al reparto). Otras parten de un indicador correcto para lo que mide: la presión fiscal sobre el PIB es el estándar de la OCDE y de Eurostat, y sirve para comparar países; lo engañoso es tomarla como la carga que soporta cada persona. 
Algunas presunciones tienen razón de ser. Sin la presunción de validez ninguna administración podría funcionar, y todo acto se puede recurrir. La obra discute la asimetría, no que existan. 
Una sociedad necesita un Estado que coordine lo que es de todos: cuestionarlo todo no es negarlo todo. 
La ficción jurídica es estructura, no prueba de fraude. Todo orden nuevo, en ese sentido, se funda a sí mismo; y la persona jurídica también sirve a la vida (capítulo 4, «Límite honesto de la prueba»). 
Inscribir el nacimiento protege al niño: le da identidad, nacionalidad y acceso a sus derechos desde el primer día. La obra no lo discute; señala que la obligación llega antes que el consentimiento. 
Las pensiones prometidas no son deuda que venza hoy: el propio INE advierte que son el valor presente de pagos futuros. 
Fuentes secundarias: Searle, Derrida y Putnam se citan por fuente secundaria, porque no hay texto abierto para leerlos.
Lo que no entra: las ediciones de la Academia entre 1925 y 1992, porque no se han podido consultar; y que «ninguna ley» obligue a explicar las normas en lenguaje llano, que no se ha buscado en todo el ordenamiento (lo leído, arriba). 
Dónde se oye la defensa del Estado
La defensa del Estado frente a este capítulo, y lo que la obra le responde, se oyen en el juicio:
cada presunción del edificio es un cargo (cargos 1 a 23, en 11.3): allí se oyen la mejor defensa del Estado y los contrapuntos de la obra, presunción por presunción;
las de las creencias de 5.1 van a esos mismos cargos; y, además, la de la presión fiscal y las cotizaciones, al cargo 25 (la carga), y la del amparo, al cargo 24 (la separación de poderes y los controles);
y, en las cuestiones previas (11.2), «la persona jurídica es una ficción necesaria» y «el Estado como construcción mental es una tesis ideológica».
Para recordar
Muchas cosas que se dan por supuestas sobre el Estado no las dice ninguna ley: la hucha no guarda, la cotización no ahorra, la transparencia no suma y el derecho a la vivienda no se puede reclamar sin una ley que lo desarrolle.
Hasta las palabras cambian: «inflación» nombraba la emisión excesiva de moneda, y hoy nombra la subida de los precios.
El Estado se sostiene en presunciones que ponen la carga de la prueba en el ciudadano: sus actos se presumen válidos, la palabra de su agente hace prueba y la ignorancia de la ley no excusa.
Frente a cada presunción, la ley de Dios dice otra cosa: el sí se dice, la medida es cabal, lo confiado se devuelve entero y quien administra da cuenta.
El Estado y el derecho son ficciones jurídicas: existen porque se reconocen. No es un vicio mientras se declare; lo que los distingue son sus frutos.
La raíz es la presunción en lugar del consentimiento, y empieza al nacer: un registro y un código en setenta y dos horas, cuando el interesado tiene cero días. Esa es la piedra que sostiene toda la obra: el pueblo no consintió; nació dentro y lo aceptó sin saberlo.
Ha durado porque sus piezas se sostienen unas a otras, y porque quien nace dentro lo toma por natural. Lo que se sostiene solo en presunciones se disuelve cuando se pide la prueba.
Lo que aquí se expone que hay que podar (lectura del autor): la presunción en el lugar del consentimiento: dar por consentido, desde el nacimiento, lo que el pueblo no consintió, y poner en el ciudadano la carga de la prueba.
Lo siguiente: cómo se construyó el Estado: con qué ideas se justificó, cómo se proclama a sí mismo y qué frenos se pensaron para que no abuse (capítulo 6).


6 Cómo se construyó el Estado
Primera versión: 5 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 5 · Citas leídas en su fuente: 115
En pocas palabras:
El contrato social no es un documento: es una idea para explicar por qué se obedece. Sus propios autores lo dijeron. Kant lo llamó «una mera idea de la razón», y Hume escribió que casi todos los gobiernos nacieron de la usurpación o de la conquista.
Hobbes, Locke y Rousseau rellenaron esa idea de tres maneras que no casan entre sí. Y hay un caso documentado de un poder que tomó de ella lo que lo legitimaba y dejó lo que lo limitaba: Francia, en 1793.
Ningún Estado recibió su autoridad de nadie por encima, y el derecho internacional lo escribe así. Cuando además un poder se declara el único que conoce la voluntad de Dios o el bien común, y deja de admitir corrección, se autoproclama. Ha pasado en Egipto, en Roma, en Japón, en la cristiandad medieval y en la monarquía absoluta.
Gobernar y poseer se separaron por ley en España en 1811. Y desde el siglo XVI, ni el poder más absoluto podía tomar el bien ajeno sin causa justa.
En España, el acceso al poder es mixto: hay sanciones, tribunales y partidos nuevos; y los controladores los eligen los controlados, hay barreras de entrada, y la iniciativa popular no puede tocar la ley electoral ni los impuestos.
El freno que pensó Montesquieu es «que el poder frene al poder». El último recurso, la rebelión, lo nombra la Declaración Universal para que no haga falta. La obra no lo propone: su vía es la constancia escrita.
6.0 Propósito
El capítulo 5 mostró que el Estado es una ficción jurídica, que existe porque se reconoce, y que en su raíz la presunción ocupa el lugar del consentimiento (5.3 y 5.4). Este capítulo mira cómo se construyó: con qué ideas se justificó, cómo se proclama a sí mismo, cómo se separaron gobernar y poseer, cómo se llega hoy al poder en España y qué frenos se pensaron para que no abuse.
Cómo se lee. Las ideas de los pensadores van con su texto original y su traducción; los hechos, con su documento. Donde solo hay fuente secundaria, se dice. Y se dicen también los hechos que no encajan con la dirección que marcan los demás.
Lo que este capítulo no hace. No dice que el Estado sea ilegítimo por haberse fundado a sí mismo: todo orden nuevo se funda así (5.3). Tampoco propone separarse del Estado ni desobedecer (0.2; 2.6). Estudia el mecanismo para poder pedir la prueba.
Este capítulo dice:
6.1 qué es el contrato social, quién lo pensó y qué se hizo con él;
6.2 cómo se autoproclama un Estado, y qué distingue al que gobierna como aprendiz;
6.3 cómo se separaron el poder de gobernar y el derecho a poseer;
6.4 cómo se llega al poder, según cinco pensadores y siete casos españoles;
6.5 y los frenos: la separación de poderes y el derecho de resistencia.
6.1 El contrato que nadie firmó
La idea: el contrato social no es un documento, sino una idea para explicar por qué se obedece. Sus autores la presentaron así, y el poder tomó de ella lo que le servía.
Qué es un contrato. Un «pacto o convenio, oral o escrito, entre partes que se obligan sobre materia o cosa determinada, y a cuyo cumplimiento pueden ser compelidas»◦. Y sin consentimiento, objeto y causa no hay contrato (Código Civil, art. 1261; 5.1, n.º 13).
El contrato social. Desde aquí, la edición llama así a una idea, no a un documento: los seres humanos, en un estado anterior a la sociedad organizada (el «estado de naturaleza»), ceden parte de su libertad a una autoridad común, y esa autoridad, a cambio, protege su vida, su libertad y sus bienes. Es un pacto supuesto, no un hecho con fecha. Toma prestada la forma del contrato, consentimiento, objeto y causa, para explicar algo que, en sentido estricto, no es un contrato.
Sirvió para dos cosas. Justificó el poder sin apelar al derecho divino de los reyes. Y dejó una consecuencia: si el poder nace de un pacto, se puede retirar cuando el pacto se rompe.
Tres maneras de rellenar la misma idea
Los tres autores parten del mismo problema, por qué obedecer, y llegan a soluciones que no casan entre sí, según cómo imaginaron el punto de partida.
Hobbes (1651): el miedo. Sin un poder común que los mantenga a raya, los hombres están en guerra, «una guerra de cada hombre contra cada hombre», y la vida del hombre es «solitaria, pobre, desagradable, brutal y corta»◦.
El pacto. Se hace «por pacto de cada hombre con cada hombre»◦, y todos entregan su derecho a un tercero que no forma parte de él. Por eso el soberano no puede incumplirlo: el poder se le da «por pacto solo de unos con otros, y no de él con ninguno de ellos», y así «no puede haber incumplimiento del pacto por parte del soberano»◦. Es lo que, en Hobbes, cierra la puerta al derecho de resistencia.
El resultado. Lo llama «ese gran LEVIATÁN, o más bien (por hablar con más reverencia) ese Dios mortal, al que debemos, bajo el Dios inmortal, nuestra paz y nuestra defensa»◦. Desde la primera página lo había definido como «un hombre artificial»◦.
Locke (1690): los derechos que ya existían. Para Locke, el estado de naturaleza no es una guerra: en él ya hay derechos naturales, la vida, la libertad y la propiedad, pero falta un juez imparcial que los haga respetar. El pacto se hace para protegerlos, no para crearlos, y el gobierno queda limitado por esa misma finalidad: si los viola, el pueblo recobra el derecho a resistirle (6.5). Por qué la propiedad es para él un derecho natural se ve en 6.3.
Rousseau (1762): la voluntad general. «El hombre ha nacido libre, y en todas partes está encadenado»◦. Siete años antes había puesto el origen del mal en la propiedad: «El primero que, habiendo cercado un terreno, se le ocurrió decir "esto es mío", y encontró gentes lo bastante simples para creerle, fue el verdadero fundador de la sociedad civil»◦. En su pacto, nadie cede la libertad a un tercero: cada uno se somete a la voluntad general, y en ella recupera, según él, una libertad más alta. La expresión «buen salvaje», que suele atribuírsele, no está en El contrato social.
La condición que Rousseau ponía. «Hay a menudo mucha diferencia entre la voluntad de todos y la voluntad general: esta solo mira al interés común; la otra mira al interés privado, y no es más que una suma de voluntades particulares. Pero quítense de esas mismas voluntades los más y los menos que se destruyen entre sí, y queda, como suma de las diferencias, la voluntad general»◦. No es una votación cualquiera: es lo que queda cuando los intereses particulares se anulan entre sí. Es una condición exigente.
La frase peligrosa. Para que el pacto no sea «un formulario vano», encierra un compromiso: «quien se niegue a obedecer a la voluntad general será obligado a ello por todo el cuerpo, lo cual no significa otra cosa sino que se le forzará a ser libre»◦. Rousseau la escribió como garantía. Separada de la condición anterior, abre la puerta a que quien se declare portavoz de la voluntad general use la fuerza en su nombre.
Una idea, no un hecho: lo dijeron sus autores
Kant (1793). El contrato originario «de ningún modo es necesario suponerlo como un hecho (más aún, como tal no es siquiera posible)». Es «una mera idea de la razón, que tiene, sin embargo, su indudable realidad (práctica)»: obliga a cada legislador a dictar sus leyes como si hubieran podido nacer de la voluntad unida de todo un pueblo◦.
Hume (1748): un crítico. Hume no presentó el contrato como una ficción útil: lo discutió. «Casi todos los gobiernos que existen hoy, o de los que queda memoria en la historia, se fundaron en su origen en la usurpación o en la conquista, o en ambas, sin ninguna pretensión de un consentimiento justo o de una sujeción voluntaria del pueblo»◦. La palabra «ficción» no está en su ensayo.
Una ficción declarada no es un vicio. Que el contrato sea una idea no lo hace nulo: una ficción declarada no es un vicio (5.3). La asimetría está en otro sitio. Quienes lo pensaron lo presentaron como una idea; el ciudadano lo recibe como un pacto que aceptó (5.1, n.º 13).
Lo que se tomó y lo que se dejó
Tres rupturas que invocaron el pacto.
Inglaterra, 1689. El Parlamento depuso a Jacobo II y ofreció la corona a Guillermo de Orange. La Declaración de Derechos dejó escrito que el pretendido poder de suspender las leyes «sin consentimiento del Parlamento es ilegal», y también recaudar dinero para la Corona «sin concesión del Parlamento»◦. Al año siguiente, Locke publicó su tratado con el prefacio ya visto. 
Estados Unidos, 1776. Los gobiernos «derivan sus justos poderes del consentimiento de los gobernados», y «siempre que una forma de gobierno se vuelve destructora de estos fines, es derecho del pueblo alterarla o abolirla, e instituir un nuevo gobierno». Entre los agravios contra el rey, «imponernos impuestos sin nuestro consentimiento»◦. 
Francia, 1789. «Toda sociedad en la que la garantía de los derechos no está asegurada, ni la separación de poderes determinada, no tiene Constitución»◦. 
Francia, después: lo que se tomó de Rousseau.
La veneración. Robespierre lo dijo en la tribuna: «Nadie nos ha dado una idea más justa del pueblo que Rousseau, porque nadie lo ha amado más»◦.
El matiz de los estudiosos. Un estudio de 2023 explica que Robespierre «se quiso apropiar de su memoria» y presentarse «como el verdadero discípulo y heredero político» de Rousseau. Usó sin cesar «voluntad general», «soberanía» y el lenguaje de la virtud, pero en él «voluntad general» no tenía «exactamente el mismo significado». El autor discute que Robespierre fuera una mera aplicación de Rousseau, y recuerda que a Rousseau lo reivindicaron casi todos los bandos◦.
La imagen. Isaiah Berlin recogió en 1958 la del poeta Heine: la obra de Rousseau fue «el arma ensangrentada que, en manos de Robespierre, había destruido el antiguo régimen»◦.
El caso de 1793, con sus documentos, se ve en el nivel completo: una Constitución de derechos que se apartó, otra que nunca entró en vigor y la propuesta de un gobierno revolucionario «hasta la paz».
Conclusión, lo que arrojan los datos: el contrato social es una idea, y sus autores lo dijeron: para Kant, «una mera idea de la razón»; para Hume, casi todos los gobiernos nacieron de la usurpación o la conquista. Tres autores la rellenaron de tres maneras que no casan entre sí. Y hay un caso documentado de un poder que tomó la pieza que lo legitimaba, la voluntad general, sin la condición que la limitaba: en 1793, la Constitución de derechos se apartó, la que la sustituyó nunca entró en vigor, y se propuso un gobierno revolucionario «hasta la paz». Lo que no prueba: que toda invocación de la voluntad general sea un abuso. Hay usos democráticos con deliberación real y con los frenos que el propio Rousseau pedía.
Lectura del autor: el patrón de 1793, tomar la parte de una idea que legitima y dejar la que limita, no es solo de entonces. Es la forma de la maniobra camuflada (5.1): el nombre dice «voluntad del pueblo», y el hecho dice otra cosa.
El caso de un pacto que sí se negoció, la Constitución española de 1978, se ve en el nivel completo.
6.2 Cómo se autoproclama un Estado
La idea: ningún Estado recibió su autoridad de nadie por encima. La tiene porque la ejerce y porque otros se la reconocen. Cuando además se declara el único intérprete de la voluntad de Dios o del bien común, y deja de admitir corrección, se autoproclama.
La auctoritas. «Autoridad» viene del latín auctoritas, de auctor, y este, del verbo augere, «aumentar»◦. El auctor era «el que da existencia a algo, o promueve su aumento o su prosperidad»◦. Desde aquí, la edición llama auctoritas a la autoridad que se gana haciendo crecer a quienes la sostienen (H.7). Los registros son una herramienta real del poder; pero la palabra no nació para eso, sino para nombrar a quien hace prosperar.
Cómo nace un Estado, según el derecho internacional.
Los requisitos. «El Estado como persona de Derecho Internacional debe reunir los siguientes requisitos: I. Población permanente. II. Territorio determinado. III. Gobierno. IV. Capacidad de entrar en relaciones con los demás Estados»◦.
El reconocimiento. «La existencia política del Estado es independiente de su reconocimiento por los demás Estados»◦. Reconocer a un Estado solo significa que quien lo reconoce «acepta la personalidad del otro»◦.
Lo mismo, antes. Un tribunal arbitral lo había dicho en 1929: «el reconocimiento de un Estado no es constitutivo, sino simplemente declarativo. El Estado existe por sí mismo, y el reconocimiento no es más que la constatación de esa existencia»◦.
Ningún Estado recibe su soberanía de una autoridad superior: la tiene porque controla de hecho una población y un territorio, y porque otros Estados, que cumplen lo mismo, se la reconocen. Es circular, y el derecho internacional no lo esconde: lo escribió en un tratado público. Y para ese derecho, el Estado es una «persona»: la ficción jurídica de 5.3, ahora entre Estados.
Lo que la conquista dejó escrito. En 1933, los Estados firmantes se obligaron a «no reconocer las adquisiciones territoriales o de ventajas especiales que se realicen por la fuerza»◦. En 1945, la Carta de las Naciones Unidas obligó a sus miembros a abstenerse «de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado»◦. Que hiciera falta prohibirlo indica que antes era práctica habitual, como había escrito Hume (6.1).
Lo mismo, dentro del orden de las leyes. La norma que se declara superior a la costumbre también se da validez a sí misma. Se vio en 1.7: el Código Civil de 1889, art. 5, y el Ordenamiento de Alcalá, de 1348.
Lo que no se sigue de ahí. Que la autoridad del Estado nazca así no abre la misma vía a una persona dentro de un territorio que ya controla un Estado reconocido: le faltan territorio propio, población propia y el reconocimiento de sus pares. Se ha intentado, y los tribunales han respondido. En Australia, Leonard Casley, que en 1970 notificó la secesión de su granja de Hutt River (la «provincia»), perdió en 2017 un pleito con el fisco: el Tribunal Supremo de Australia Occidental le condenó a pagar 2.770.177,63 dólares australianos, más intereses y costas (y, en otro asunto, 242.669,53 a su hijo Arthur), y el juez Le Miere escribió que «cualquiera puede declararse soberano en su propia casa, pero no pueden ignorar las leyes de Australia ni dejar de pagar impuestos»◦. En Italia, la Isla de las Rosas, una plataforma que declaró su independencia el 1 de mayo de 1968, fue ocupada por las fuerzas del orden el 25 de junio, cincuenta y cinco días después, y destruida en febrero de 1969: la Marina intentó derribarla con explosivos los días 11 y 13 y la hundió un temporal el 26◦. Es una sola fuente académica, hecha sobre prensa y libros divulgativos, y otra versión da el 24 de junio para la declaración de independencia. La obra no propone ese camino: lo descartó (2.6; anexo E).
Del aprendiz al ser superior
La autoproclamación. Desde aquí, la edición llama así a lo que hace un poder cuando se declara el único que conoce la voluntad de Dios o el bien común, se concede con eso una potestad que nadie puede discutir, y sale de la condición de aprendiz (2.5) para colocarse en la de ser superior. El patrón está documentado, con fecha, en civilizaciones sin relación entre sí.
Egipto. Desde el día de su coronación, el faraón llevaba entre sus títulos el de «Hijo de Ra»: así lo fija el decreto de coronación de Tutmosis I◦. Su título más antiguo, «Horus», lo presentaba como sucesor del dios que había gobernado el reino◦.
Roma. Augusto escribió que, desde entonces, superó a todos «en dignidad», pero que no tuvo «más poder que los que fueron también mis colegas en cada magistratura»◦. Menos de un siglo después, Domiciano dictaba cartas que empezaban así: «Nuestro señor y dios ordena que se haga esto»◦.
Japón. El 1 de enero de 1946, el emperador declaró por escrito que el vínculo con su pueblo no nace de mitos ni leyendas, ni se basa en «la idea ficticia de que el emperador es un dios manifiesto»◦. La palabra japonesa es 架空, «ficticio».
La cristiandad medieval. La Donación de Constantino, un documento que sostuvo durante siglos un poder político, se demostró falsa en 1440, cuando Lorenzo Valla escribió su tratado◦. Y un documento auténtico, el Dictatus Papae de 1075, reclamó para el papa «que le es lícito deponer a los emperadores»◦.
La monarquía absoluta. Jacobo VI de Escocia, después también Jacobo I de Inglaterra, escribió que el rey ha de ser «juzgado solo por Dios, a quien solo debe rendir cuentas»◦.
El Estado moderno. Su teórico fundacional lo llamó «Dios mortal» (6.1).
El freno, dentro de las mismas tradiciones.
«Di: "Yo soy sólo un mortal como vosotros, a quien se ha revelado…"»◦.
«Mi reino no es de este mundo»◦.
Y el príncipe Siddhattha, el futuro Buda, dejó el palacio la noche que el texto llama «la Gran Renuncia»◦.
La pregunta, puesta a prueba con casos: ¿gobierna mejor quien se sabe aprendiz?
Salomón pidió a Dios «corazón dócil para juzgar á tu pueblo, para discernir entre lo bueno y lo malo» (1 Re 3:9). Y aun así, a su muerte, el pueblo pidió a su hijo que aliviara «el yugo pesado» que su padre había puesto sobre ellos (1 Re 12:4); el hijo no los escuchó, e Israel se apartó «de la casa de David» (1 Re 12:16-19). Pedir sabiduría una vez no basta.
Marco Aurelio, con el mismo poder concentrado que Domiciano, escribió para sí mismo: «de Rústico, el haber concebido la idea de que mi carácter necesitaba corrección y cuidado»◦.
Ciro, en su cilindro: «mis numerosas tropas marchaban en paz por Babilonia, y todo [Sumer] y Acad no tuvo nada que temer»◦. Es su propia versión: la de un conquistador.
Ashoka describió su propia guerra: «cien mil fueron los que murieron allí, y muchas veces más los que perecieron». Después, dice, vino «un estudio celoso de la moral»◦.
El Dalai Lama, en 2011, puso fin a la doble autoridad, espiritual y política, de su institución, «por propia iniciativa»◦. Su biografía oficial dice que «se describe a sí mismo como un simple monje budista»◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: lo que distingue a quien gobierna con justicia no es una condición alcanzada de una vez, como muestra Salomón, sino mantener cada día la disposición de aprendiz: saber que puede estar equivocado y aceptar que lo corrijan. En los casos vistos, el cierre por dentro, creerse en posesión exclusiva de la verdad, precede al cierre de los frenos de fuera: concilios, parlamentos y tribunales. Los griegos tenían palabra para eso, hybris, la desmesura del mortal que se iguala a los dioses, y el coro de Sófocles lo resume: «la insolencia engendra al tirano»◦. Lo que no prueba: siete casos no hacen una ley; son casos con fecha y fuente, con sus límites.
Lectura del autor: el Libro de los Jubileos pone juntos los primeros reinos, la guerra, la esclavitud y los ídolos, con espíritus malignos detrás (4.3). El ser superior que se autoproclama es la forma institucional de lo que el capítulo 4 describió dentro de cada uno: dejar de ser aprendiz. «Por sus frutos los conoceréis» (Mt 7:16).
6.3 Propiedad y poder
La idea: el poder de gobernar y el derecho a poseer estuvieron unidos durante siglos. En España, la ley los separó en 1811. Y desde el siglo XVI, hasta el poder más absoluto tenía un límite: no tomar el bien ajeno sin causa justa.
Imperium y dominium. Desde aquí, la edición llama imperium al poder público de mandar y juzgar, y dominium al derecho del dueño sobre una cosa. El dominus, el señor, lo era de la domus, la casa. En la Edad Media se fundieron en el señorío: quien poseía la tierra gobernaba y juzgaba a quienes vivían en ella. Un estudio académico advierte que en ese periodo no es posible distinguir el derecho privado del público, y que la idea misma de una propiedad ligada a las jurisdicciones señoriales resulta de aplicar después categorías romanas a la realidad feudal◦.
Locke: la propiedad nace del trabajo. «Todo hombre tiene una propiedad en su propia persona: a ella nadie tiene derecho sino él mismo». Lo que saca del estado en que lo dejó la naturaleza y mezcla con su trabajo pasa a ser suyo, porque ese trabajo es «propiedad indiscutible del trabajador», y nadie más puede tener derecho a ello, «al menos donde queda suficiente, y tan bueno, en común para los demás»◦. Esa condición se conoce como «cláusula lockeana». Si la propiedad existe antes del gobierno, y por una razón propia, el gobierno no la crea: la protege, o la viola.
Lo que recogieron las declaraciones, con sus matices.
Virginia, 12 de junio de 1776. Entre los derechos innatos, «el goce de la vida y de la libertad, con los medios de adquirir y poseer propiedad»◦.
El borrador de Jefferson. «La preservación de la vida, y la libertad, y la búsqueda de la felicidad»◦. Que «felicidad» sustituyera a «propiedad» en la tríada de Locke es una lectura habitual, no algo que conste en el borrador.
Francia, 1789. «Siendo la propiedad un derecho inviolable y sagrado, nadie puede ser privado de ella, salvo cuando la necesidad pública, legalmente comprobada, lo exija evidentemente, y con la condición de una indemnización justa y previa»◦.
Bodino: el límite del poder absoluto. El mismo autor que definió la soberanía moderna como «el poder absoluto y perpetuo de una república»◦ escribió en ese mismo capítulo: «si el príncipe soberano no tiene poder para traspasar los límites de las leyes de la naturaleza, que Dios, de quien es imagen, ha puesto, tampoco podrá tomar el bien ajeno sin causa justa y razonable»◦. Para su propio teórico, el poder más absoluto tenía encima la ley natural, y con ella, el bien ajeno: es el orden de las leyes (1.1).
Cádiz, 1811: la ley los separa.
El gobierno, a la nación. «Desde ahora quedan incorporados á la nacion todos los señoríos jurisdiccionales de cualquiera clase y condicion que sean»◦.
La tierra, a la propiedad. «Los señoríos territoriales y solariegos quedan desde ahora en la clase de los demás derechos de propiedad particular», salvo los que por su naturaleza debieran incorporarse a la nación◦.
El juez, a nadie en particular. «En adelante nadie podrá llamarse señor de vasallos, exercer jurisdiccion, nombrar jueces…»◦. La abolición del vasallaje (art. 4) ya se vio en 2.2.
La legitimidad: la creencia. Legítimo viene del latín legitimus, «conforme a la ley». El Diccionario panhispánico del español jurídico define la legitimidad como «cualidad de legítimo», y la deslegitimación, como «acción de privar de legitimidad»◦. Weber distinguió «tres tipos puros de dominación legítima»: la legal, la tradicional y la carismática. Y observó que ninguna dominación se conforma con motivos materiales o afectivos para durar: «cada una procura más bien despertar y cultivar la creencia en su "legitimidad"»◦. La frase que circula, «es la creencia la que constituye la legitimidad», no está así en su texto.
Conclusión, lo que arrojan los datos: gobernar y poseer no son lo mismo. En España, su separación tiene fecha y ley, 1811, y su límite es más antiguo: ni el poder absoluto de Bodino podía tomar el bien ajeno sin causa justa. Y ninguna dominación se conforma con ser obedecida: necesita que se crea en su legitimidad.
Lectura del autor: si el poder procura que se crea en él, lo que se sostiene solo en la creencia se disuelve cuando se pide la prueba (5.5).
6.4 El acceso al poder: cinco pensadores y siete casos
La idea: ¿el poder cambia de máscara pero es siempre lo mismo? Cinco pensadores, de Ibn Jaldún en el siglo XIV a Tilly en el XX, dicen que gobierna siempre una minoría. Un estudio reciente mide que una parte de los países ha salido de ese orden. España está en un punto mixto, y se puede decir dónde.
Cinco pensadores.
Ibn Jaldún (norte de África, siglo XIV). La cohesión de grupo, la ‘asabiyya, lleva al poder; el lujo es uno de sus obstáculos; y «la dinastía, por lo general, no dura más de la vida de tres generaciones»◦.
Oppenheimer (1907). Llamó «medio económico» al trabajo propio y al intercambio de lo equivalente, y «medio político» a «la apropiación no retribuida del trabajo ajeno». Y escribió que el Estado, en su origen, es una institución «impuesta por un grupo humano vencedor a un grupo humano vencido»◦.
Michels (1911). Estudiando los partidos socialistas, escribió: «quien dice organización dice, de todos modos, tendencia a la oligarquía». Es lo que llamó «la ley de hierro de la oligarquía»◦.
Pareto y Mosca. Pareto habló de la «circulación de las clases selectas»◦; Mosca, del predominio de «las minorías organizadas sobre las mayorías»◦.
Tilly (1985). Comparó la formación de los Estados europeos con el crimen organizado. Se cita solo por el título, «War Making and State Making as Organized Crime» (Hacer la guerra y hacer el Estado como crimen organizado), porque no hay texto abierto.
Órdenes de acceso limitado y abierto. Desde aquí, la edición llama así a dos formas de orden social que distinguen North, Wallis y Weingast. Los órdenes de acceso limitado «usan el sistema político para limitar la entrada económica y crear rentas»; los de acceso abierto se sostienen con la competencia política y económica, y en los últimos trescientos años se han desarrollado en «unas dos docenas de países»◦. Un estudio de 2023 lo midió: «treinta y cinco países de 161 fueron calificados en 2020 como órdenes de acceso abierto», con Suiza en cabeza◦.
El patrón de extracción es real y lo describen pensadores de épocas y lugares distintos. Pero no es universal ni inevitable: la pregunta útil no es si todo es igual, sino en qué punto de la escala está cada país, y con qué datos se comprueba.
Siete piezas de España
1. El Consejo General del Poder Judicial.
La Constitución. De sus veinte vocales, «doce entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica», y ocho a propuesta de las Cámaras, por tres quintos◦.
La ley. Desde 1985, las Cámaras eligen también a los doce del turno judicial; hoy, «Las veinte personas Vocales del Consejo General del Poder Judicial serán designadas por las Cortes Generales»◦.
El Constitucional. Avaló la reforma, y en la misma sentencia escribió: «La lógica del Estado de partidos empuja a actuaciones de este género», las de repartir los puestos «en proporción a la fuerza parlamentaria» de cada partido; y el riesgo de «una actuación contraria al espíritu de la Norma constitucional» «parece aconsejar su sustitución, pero no es fundamento bastante para declarar su invalidez»◦.
2. El dinero de los partidos.
Quién recibe. Las subvenciones anuales van a «los partidos políticos con representación en el Congreso de los Diputados», repartidas según escaños y votos◦. Las donaciones privadas no pueden superar 50.000 euros al año por persona, ni venir de personas jurídicas◦.
Quién controla. El Tribunal de Cuentas puede sancionar a un partido◦, con la redacción de las Leyes Orgánicas 5/2012 y 3/2015. Pero si el partido recurre ante el Supremo, «la interposición del recurso suspenderá automáticamente la ejecución»◦.
De dónde sale el dinero. En las cuentas de 2017, «el promedio que ha representado la financiación pública ha sido del 72% y la financiación privada del 28%», y el Tribunal aconseja evitar «una excesiva dependencia de los ingresos de origen público»◦. Es la media de los porcentajes de cada formación, no el reparto del dinero total.
Sí se sanciona. Tras las elecciones locales de 2015 y de 2019, el Tribunal de Cuentas abrió 563 procedimientos sancionadores (529 y 34); 515 acabaron en multa y las multas firmes suman 1.557.113,85 euros: la mayoría, de unos cientos de euros (mediana, 725,09 euros; 463 de las 496 no pasan de 5.000 euros). Las mayores son las de Barcelona pel Canvi-Ciutadans (276.698,28 euros) y Convergència i Unió (130.192,43 euros)◦.
3. El Tribunal de Cuentas. Sus doce consejeros los designan las Cortes, «seis por el Congreso de los Diputados y seis por el Senado, mediante votación por mayoría de tres quintos de cada una de las Cámaras, por un período de nueve años»◦. Es el mismo mecanismo que el del Consejo General del Poder Judicial: no son tres diseños distintos, sino uno, repetido. A su favor: si el nombramiento recae en un diputado o senador, «antes de tomar posesión, habrá de renunciar a su escaño»◦.
4. Las barreras de entrada.
Las firmas. Para presentarse al Congreso o al Senado, las agrupaciones de electores necesitan «al menos, la firma del 1 % de los inscritos en el censo electoral de la circunscripción», y los partidos que no tuvieron representación en la convocatoria anterior, «al menos, del 0,1 %»; quien ya la tuvo, ninguna◦. Con el censo de 2023, en Palencia (137.642 electores), un partido nuevo necesita 138 firmas, y una agrupación de ciudadanos sin partido, 1.377. Para las cincuenta y dos circunscripciones, unas 37.500 y unas 375.000 (cálculo propio con el resumen oficial de resultados, BOE-A-2023-18907).
Lo que dijeron los tribunales. El Constitucional consideró legítima la exigencia, porque el buen funcionamiento del proceso electoral «puede verse efectivamente afectado por la excesiva proliferación de candidaturas carentes, por las razones que fueran, de respaldo o arraigo en el cuerpo electoral»◦. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, que el 0,1 % es «considerablemente más bajo que el máximo del 1%» que indica la Comisión de Venecia◦. Es diseño legal, validado por los tribunales.
El dinero. Las subvenciones electorales se pagan por escaño obtenido y por votos de las candidaturas que lograron al menos un escaño◦; los adelantos, solo a quien ya las obtuvo en las últimas elecciones◦. Un partido nuevo parte de cero.
El tiempo en los medios públicos. Diez minutos a quien no concurrió o no obtuvo representación; quince, treinta o cuarenta y cinco a quien sí la obtuvo, según sus votos. Y solo para quien presente candidaturas «en más del 75 por 100 de las circunscripciones» del ámbito del medio◦.
El reparto de escaños. No cuentan las candidaturas que no lleguen al «3 por 100 de los votos válidos emitidos en la circunscripción»◦. El legislador de 1977 declaró su fin: la regla d'Hondt «ya supone un poderoso corrector del excesivo fraccionamiento de las representaciones parlamentarias», y «a esta misma finalidad» responde el umbral◦. El Consejo de Estado describió el efecto: la fórmula «es conocida por su propensión a beneficiar a los partidos grandes y, al mismo tiempo, perjudicar a los pequeños, especialmente cuando éstos son de ámbito nacional»; el umbral efectivo medio desde 1977 ha sido del 10,2 % de los votos en cada provincia; y no es posible negar que el sistema «ha contribuido a la afirmación de nuestro sistema de bipartidismo imperfecto que ha dado lugar a una muy firme estabilidad gubernamental»◦. En 2023, el partido más votado obtuvo el 33,33 % de los votos a candidaturas y el 39,14 % de los escaños (cálculo propio con el resumen oficial).
Lo que no se puede decir. El fin declarado es evitar la fragmentación. Que se buscara favorecer a los grandes no consta en ninguna fuente oficial localizada: el Consejo de Estado describe el efecto, no un propósito. Y el sistema no impide la entrada de fuerzas nuevas: la dificulta, y aun así ha ocurrido varias veces desde 1978.
5. El Tribunal Constitucional y los partidos.
Quién elige. De sus doce magistrados, cuatro los propone el Congreso y cuatro el Senado, por tres quintos, dos el Gobierno y dos el Consejo General del Poder Judicial◦. Los del Senado, «entre las candidaturas presentadas por las Asambleas Legislativas de las comunidades autónomas»◦.
La disolución de un partido. La ley permite disolverlo por vía judicial, y se ha aplicado: el caso de Batasuna, por las causas del art. 9, examinado en amparo por el Constitucional◦. También cabe cuando un partido «vulnere de forma continuada, reiterada y grave la exigencia de una estructura interna y un funcionamiento democráticos»◦. Pero solo pueden pedirlo «el Gobierno y el Ministerio Fiscal»; el Congreso o el Senado pueden instar al Gobierno a pedirlo, y solo por las causas del art. 9◦. Ni los afiliados ni los ciudadanos. No se ha localizado ninguna sentencia por falta de democracia interna; la búsqueda no prueba que no exista.
6. La iniciativa legislativa popular. Hacen falta «al menos, 500.000 electores»◦. Pero están excluidas, entre otras, las materias que «según la Constitución, son propias de Leyes Orgánicas» y «las de naturaleza tributaria»◦. La ley electoral y la del poder judicial son orgánicas: ningún ciudadano puede proponer por esta vía cambiar cómo se elige a sus representantes ni cómo se elige al Consejo General del Poder Judicial. Tampoco un impuesto.
7. Lo público tratado como propio, medido de lejos.
El concepto. Weber llamó patrimonialismo a una de las formas de la dominación tradicional◦: la del que gobierna tratando lo público como propio. La Constitución se declara lo contrario: «un Estado social y democrático de Derecho» (art. 1.1).
Lo que se mide. Nadie mide un porcentaje de patrimonialismo, y sería deshonesto inventarlo. Lo más cercano es el control de la corrupción. El Banco Mundial da a España 61,2 sobre 100 en 2025, frente a 64,7 en 2021◦. Transparencia Internacional, 55 sobre 100 en 2025, «un punto menos que en el IPC 2024 y cinco menos que en el IPC 2023», en el puesto 49 de 182◦. Mejor que la mayoría de los países, lejos de un Estado patrimonial, y con una tendencia de deterioro.
Los derechos ante Europa. Según el Consejo General del Poder Judicial, en 2017 el Tribunal Europeo de Derechos Humanos dictó 6 sentencias contra España y 5 apreciaron violación: 0,11 por millón de habitantes, el puesto 12 de menor a mayor, por debajo de Italia (0,46), Suiza (0,48), Bélgica (0,62) y Austria (1,82). En 1959-2017, las sentencias con violación por millón de habitantes fueron 2,21 en España, 12,59 en Suiza, 15,06 en Bélgica, 30,02 en Italia y 31,00 en Austria (España ratificó el Convenio en 1979). Y en 2017 llegaron a Estrasburgo 0,14 demandas por cada 10.000 habitantes de España, frente a 0,76 de media en el Consejo de Europa◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: las dos respuestas extremas no se sostienen. España no es un orden de acceso limitado puro: hay sanciones, disoluciones judiciales, sentencias que anulan y partidos nuevos que han entrado. Tampoco es de acceso abierto puro: el propio Tribunal Constitucional admitió la tensión del Consejo General del Poder Judicial; los órganos de control (ese Consejo, el Tribunal de Cuentas y parte del Constitucional) los eligen las Cámaras por tres quintos, es decir, los partidos a los que controlan; las reglas electorales dificultan la entrada; y la iniciativa popular no puede tocar las leyes que deciden quién gobierna. Es una posición mixta, y se puede decir dónde falla.
Lectura del autor: «todo es mafia» no admite matices ni se puede corregir; un mapa con puntos fuertes y débiles medidos, sí. Que el método no encuentre la condena total es la prueba de que no está sesgado hacia ella. Y donde falla, falla en la misma dirección: quien debe ser controlado elige a quien lo controla.
6.5 La separación de poderes y el derecho de resistencia
La idea: Montesquieu respondió cómo se evita que el poder abuse: que el poder frene al poder. Locke, qué pasa cuando ya no frena: el gobierno que traiciona su encargo se disuelve a sí mismo. Y la rebelión es el último recurso, que la Declaración Universal quiere hacer innecesario.
La separación de poderes. Desde aquí, la edición llama así al diseño que reparte el poder en manos distintas para que cada parte frene a las otras.
El principio. «Para que no se pueda abusar del poder, es preciso que, por la disposición de las cosas, el poder frene al poder»◦.
Los tres poderes. «Hay en cada Estado tres clases de poderes: el poder legislativo, el poder ejecutivo de las cosas que dependen del derecho de gentes, y el poder ejecutivo de las que dependen del derecho civil». A este último lo llamará, enseguida, «el poder de juzgar»◦.
Por qué separados. Si el legislativo y el ejecutivo se reúnen en la misma persona o en el mismo cuerpo, «no hay libertad»; si el de juzgar se une al legislativo, «el poder sobre la vida y la libertad de los ciudadanos sería arbitrario, porque el juez sería legislador»; si se une al ejecutivo, «el juez podría tener la fuerza de un opresor». Y «todo estaría perdido si el mismo hombre, o el mismo cuerpo de los principales, o de los nobles, o del pueblo, ejerciera estos tres poderes: el de hacer las leyes, el de ejecutar las resoluciones públicas y el de juzgar los delitos o las diferencias de los particulares»◦.
Qué es la libertad política. No la ausencia de poder: «la libertad es el derecho de hacer todo lo que las leyes permiten»◦.
Por qué pasó a las constituciones. Montesquieu no confía en la virtud de quien gobierna: confía en un diseño. Madison, defendiendo la Constitución de Estados Unidos, escribió: «El oráculo al que siempre se consulta y se cita en esta materia es el célebre Montesquieu»◦. Y la Declaración francesa de 1789 hizo de la separación de poderes una condición para que haya Constitución (6.1). Cuántas veces ha frenado de verdad en España, en los artículos auditados, se mide en 7.4.
Cuando el Estado incumple su propia Constitución. La Constitución es, en este marco, la traducción escrita del contrato social: fija lo que el ciudadano cede y lo que recibe. Si el Estado la incumple, la teoría describe una secuencia posible, no un desenlace automático:
primero, una crisis de legitimidad: el poder que exige obediencia pierde, en la medida en que incumple, la autoridad moral para exigirla;
después, los frenos que la propia Constitución prevé: el control de los tribunales, que el Tribunal Constitucional ejerce sobre las leyes (art. 161.1), y el del Parlamento: las comisiones de investigación (art. 76.1) y la moción de censura (art. 113.1). Es la vía ordinaria y pacífica, y en un Estado de derecho que funciona debería bastar;
si esos frenos fallan, por ejemplo porque quien debe controlar depende del controlado (6.4), dos derivas: el poder que se perpetúa fuera de la ley, o el Estado que pierde el control de la convivencia; y, por el camino, la inseguridad jurídica, porque nadie puede confiar en que lo pactado hoy siga valiendo mañana;
y en el extremo, el derecho de resistencia, que se ve más abajo.
Locke: la tiranía y la disolución del gobierno.
Qué es la tiranía. «Así como la usurpación es el ejercicio de un poder al que otro tiene derecho, la tiranía es el ejercicio del poder más allá del derecho, al que nadie puede tener derecho»: usar el poder no para el bien de los gobernados, sino «para su propia ventaja privada y separada»◦.
No es vicio solo de reyes. «Es un error pensar que esta falta es propia solo de las monarquías; otras formas de gobierno están expuestas a ella igual que esa»◦. Llegar al poder por la vía legítima no protege de la tiranía en su ejercicio.
La sociedad y el gobierno. Hay que «distinguir entre la disolución de la sociedad y la disolución del gobierno»◦. La sociedad, el vínculo entre quienes conviven, es difícil de romper. El gobierno se disuelve desde dentro, cuando quien manda traiciona su encargo: «siempre que los legisladores intenten quitar y destruir la propiedad del pueblo, o reducirlo a esclavitud bajo un poder arbitrario, se ponen en estado de guerra con el pueblo, que queda por ello libre de toda obediencia ulterior»◦.
Quién se rebela. Locke da la vuelta a la acusación: rebeldes son los que, después de que los hombres excluyeran la fuerza y pusieran leyes, vuelven a poner la fuerza contra las leyes; esos «rebellare, es decir, traen de nuevo el estado de guerra, y son propiamente rebeldes»◦.
Cuando no queda juez en la tierra. «La apelación no está entonces en ninguna parte sino en el cielo»◦. Lo escribe casi al cerrar su tratado; el último párrafo (§ 243) recuerda que el poder que cada uno dio a la sociedad no vuelve a los individuos mientras la sociedad dure.
El derecho de resistencia. Desde aquí, la edición llama así al derecho de un pueblo, como último recurso, a desobedecer o deponer a un gobierno que ha roto de forma sistemática el orden que debía guardar. Se sitúa en la ley natural, por encima de las leyes escritas (1.1).
Las declaraciones francesas. La de 1789 lo puso entre los derechos naturales: «la libertad, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresión»◦. La de 1793: «la resistencia a la opresión es la consecuencia de los demás derechos del hombre»◦.
La Declaración Universal. Lo nombra para que no haga falta: «Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión»◦.
Las constituciones. Por regla general no lo escriben; alguna sí: «Contra cualquiera que intente eliminar este orden, todos los alemanes tienen derecho a la resistencia, cuando no sea posible otro remedio»◦. La Constitución española no lo recoge.
Lo que la obra hace con esto. La obra no propone la rebelión ni la desobediencia, y no exime de ninguna obligación vigente (0.2). Su vía está antes de cualquier último recurso: la constancia escrita, la petición documentada y el juicio de opinión (capítulos 10 y 11). Lo que toma de Montesquieu y de Locke es la medida: un gobierno se juzga por si se deja frenar y por si cumple su encargo.
Conclusión, lo que arrojan los datos: la separación de poderes es un diseño, no un acto de confianza: que el poder frene al poder. Locke añade que la tiranía se mide por el ejercicio, no por el origen, y que es el gobierno que traiciona su encargo el que se disuelve primero. La Declaración Universal nombra la rebelión como el recurso que un régimen de derecho debe hacer innecesario.
Lectura del autor: cuando quien debe ser frenado elige a quien lo frena (6.4), el diseño de Montesquieu sigue escrito, pero se vacía: la forma se conserva y la sustancia se pierde. Es la corrupción de la forma, que se examina en 7.5. «Por sus frutos los conoceréis» (Mt 7:16).
Límite honesto de la prueba
El contrato social como idea no prueba fraude. Una ficción declarada no es un vicio (5.3), y que sus autores lo presentaran como idea es honestidad, no engaño. La asimetría está en el uso que se hizo después. 
1793 es un caso, no una ley. Prueba que el patrón ocurrió, no que toda invocación de la voluntad general sea un abuso. Y el estudio más reciente discute que Robespierre fuera una aplicación de Rousseau. 
Los casos de autoproclamación son siete, con fecha y fuente. No prueban que todo poder acabe así, ni que todo el que se sabe aprendiz gobierne bien: Salomón. 
El pacto de 1978 fue real: lo redactó una ponencia de siete diputados, lo votó una amplia mayoría y se ratificó en referéndum. Lo que la obra discute es que obligue a quien no lo votó (11.3, cargo 11). 
Las barreras electorales son legales y las han avalado el Constitucional y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos; su fin declarado es evitar la fragmentación. Que favorezcan a los grandes es un efecto que describe el Consejo de Estado, no un propósito probado. 
Los índices miden percepción y gobernanza, no patrimonialismo: ningún organismo da un porcentaje de eso. 
Fuentes secundarias: Straehle, Berlin, Cordero y Aldunate, Pita Broncano, el Centro Memorial de las Víctimas del Terrorismo (2020) y Buesa (2022), para las muertes de 1980, y, para la Operación Galaxia y la Isla de las Rosas, Muñoz Bolaños (2012), Zugasti (2008) y Calabrese (2024). Tilly, solo por el título.
Los recuentos de 1980 y de las multas. Para 1980 no hay una cifra única: el Centro Memorial cuenta 132 muertos por todo el terrorismo, la Cronología de la Guardia Civil 97 de ETA y «Vidas rotas» uno más, y la obra no ha leído el libro del Memorial entero. El recuento de las multas es de la obra, hecho por programa sobre dos listados en PDF con celdas combinadas, y puede diferir en unas pocas filas de otros recuentos.
Lo que no entra: la frase de Furet (no se ha localizado); Kling y Vírgala (sin acceso a su texto); el «sindicato del crimen» de North, Wallis y Weingast (no está en el texto leído); las siete condenas de siete por delitos de opinión (sin el estudio); las tres condiciones de la rebelión legítima (sin un texto que las fije); la muerte de Condorcet (no se ha leído en fuente); Sealand, Liberland y Minerva (solo enciclopedia); y el pasaje de Westfalia, que no existe. 
Dónde se oye la defensa del Estado
La defensa del Estado frente a este capítulo, y lo que la obra le responde, se oyen en el juicio:
«La Constitución de 1978 es el contrato»: cargo 11 (11.3);
«La autoridad no nace de un título superior»: cargo 2;
«Nadie puede declararse exento de la ley»: en las cuestiones previas (11.2);
«La separación de 1811 se cumple»: cargo 13; y «el impuesto es legítimo porque lo aprueba la ley»: cargo 7;
el Tribunal de Cuentas y la separación de poderes: cargo 24; y los avales y las barreras de entrada: cargo 6.
Para recordar
El contrato social es una idea, no un documento: Kant la llamó «una mera idea de la razón», y Hume escribió que casi todos los gobiernos nacieron de la usurpación o de la conquista.
Hobbes, Locke y Rousseau la rellenaron de tres maneras: el miedo, los derechos que ya existían y la voluntad general.
En 1793, el poder tomó la voluntad general y dejó lo que la limitaba: dos constituciones, y ninguna en vigor.
Un Estado existe sin que nadie se lo conceda (Montevideo, 1933). Se autoproclama cuando además se declara el único intérprete del bien y deja de admitir corrección. «La insolencia engendra al tirano».
Gobernar y poseer se separaron por ley en España en 1811; y ni el poder absoluto de Bodino podía tomar el bien ajeno sin causa justa.
En España, el acceso al poder es mixto: hay sanciones, tribunales y partidos nuevos; y los controladores los eligen los controlados, hay barreras de entrada, y la iniciativa popular no toca la ley electoral ni los impuestos.
«Que el poder frene al poder»: Montesquieu. La rebelión es el último recurso, que un régimen de derecho debe hacer innecesario. La obra no la propone: su vía es la constancia escrita.
Lo que aquí se expone que hay que podar (lectura del autor): el contrato social dado por firmado, cuando es una idea y no un documento; y el poder que se declara el único intérprete del bien y deja de admitir corrección.
Lo siguiente: de la teoría a los hechos de España: la Constitución, artículo por artículo (capítulo 7).


7 La auditoría: la Constitución frente a los hechos
Primera versión: 5 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 7 · Citas leídas en su fuente: 56
En pocas palabras:
Si la Constitución es la traducción escrita del contrato social, la pregunta de si se cumple se puede partir en 169 preguntas comprobables, una por artículo: la norma, el hecho y su fuente.
La auditoría da 93 artículos que se cumplen, 69 que no y 7 pendientes. En 23 de los 69 ya hay una declaración formal de un tribunal o de un organismo externo.
El incumplimiento no se reparte igual: recae en el 62,1 % de los artículos que afectan al ciudadano y en el 27,2 % de los que organizan el poder. Y cuando el freno de otro poder actúa, corrige al poder en el 26,32 % de los casos, y protege al ciudadano en el 4,65 %.
Cada pieza, sola, es defendible. Juntas, forman un cuerpo que ninguna explica sola.
Una norma puede seguir en pie y haberse vaciado: es la corrupción de la forma. Y se mide como mide el propio Tribunal de Cuentas: por los resultados.
El cobro del Estado está blindado, y sus deberes con el ciudadano, aplazados: lo uno se ejecuta sin juez; lo otro no se puede pedir a un juez sin una ley que lo desarrolle.
Algunos diseños legales enfrentan a la gente sin que nadie actúe de mala fe: obligan a decidir deprisa con la prueba incompleta.
Nada de esto es la tiranía sistemática que la teoría pide para el derecho de resistencia (6.5): los frenos actúan, a veces. Es una asimetría medida.
7.0 Propósito
El capítulo 6 dejó la teoría: el contrato social es una idea, y la separación de poderes, el freno (6.1 y 6.5). Este capítulo la lleva a los hechos de España, con la Constitución en la mano, artículo por artículo.
Cómo se lee. Cada caso va con la norma literal, el hecho verificado y su fuente; la lectura de conjunto, aparte y marcada. La auditoría completa de los 169 artículos está en el anexo A: aquí van el método, los resultados y los casos que mejor los muestran.
Lo que este capítulo no hace. No dicta el veredicto sobre España: eso es el capítulo 9. Tampoco atribuye intención a nadie: mide.
Este capítulo dice:
7.1 el método: auditar el contrato social;
7.2 el método de Núremberg y sus quince casos;
7.3 once casos más, y los que rompen el patrón;
7.4 el bien común frente al organigrama del poder, en cifras;
7.5 la corrupción de la forma;
7.6 el cobro blindado y el deber aplazado;
7.7 y el diseño legal que enfrenta a la gente.
7.1 El método: auditar el contrato social
La idea: «¿se cumple el contrato social?» no tiene respuesta comprobable así formulada. Pero si la Constitución es su traducción escrita, la pregunta se parte en 169 preguntas que sí la tienen.
De la filosofía al dato. Preguntar si se cumple el contrato social es una pregunta filosófica, y cualquier respuesta directa sería una opinión. Si la Constitución traduce por escrito ese pacto (6.5), la pregunta se descompone: «¿se cumple este mandato concreto, en los hechos, con fuente?». Y así, artículo por artículo, los 169.
El procedimiento.
La norma, en su texto literal; el hecho, verificado; la fuente, exacta. Sin interpretación por artículo.
La lectura de conjunto, si la hay, aparte y marcada como lectura, nunca como dato.
Cada artículo cuenta una sola vez. Los que se auditaron por apartados toman el estado del más grave: si incumple un apartado, el artículo incumple.
El resultado. De los 169 artículos, 93 se cumplen sin incidencia relevante, 69 no se cumplen, con el hecho y la fuente que lo documentan, y 7 quedan pendientes, por falta de dato suficiente. En 23 de los 69 incumplimientos ya existe una declaración formal externa: una sentencia del Tribunal Constitucional, una condena del Tribunal Europeo de Derechos Humanos o del Tribunal de Justicia de la UE, o la calificación expresa de un organismo como el GRECO (Grupo de Estados contra la Corrupción del Consejo de Europa). No es una valoración de la obra.
Por títulos. El agregado esconde una asimetría:
El Título I, los derechos y deberes fundamentales, lo que la Constitución debe directamente al ciudadano, incumple en 25 de sus 46 artículos: el 54,3 %.
El Título III, las Cortes Generales, incumple en 8 de 31: el 25,8 %.
El Título II, la Corona, en 3 de 10: el 30 %.
El Título IX, el Tribunal Constitucional, en 1 de 7: el 14,3 %, el más bajo.
Lo que no es. No es el escenario de tiranía sistemática que la teoría exige para hablar de ruptura del pacto (6.5). Los contrapesos siguen activos y, en casos verificados, han funcionado: el Constitucional desestimó el recurso contra la ley que abrió el matrimonio a las parejas del mismo sexo (7.3); la plusvalía municipal se anuló (5.1, n.º 9); el Supremo condenó a un Fiscal General del Estado en ejercicio; el Tribunal de Justicia de la UE declaró insuficiente el modelo español de temporalidad en el empleo público (anexo A, arts. 124 y 103.3). Ninguno de los 69 incumplimientos equivale a un rey que disuelve el Parlamento.
El valor del método. La conclusión es moderada; el aporte es el método. Se puede discutir durante horas si España «cumple su contrato social», porque es una discusión de valores. No se puede discutir del mismo modo si el Fondo de Compensación Interterritorial ha caído del 0,2 % al 0,02 % del PIB: es un hecho con fuente, que cualquiera puede comprobar (anexo A, art. 158.2). El método, paso a paso, para repetirlo con la Constitución de cualquier país, está en el anexo G.
Conclusión, lo que arrojan los datos: la Constitución se puede auditar artículo por artículo, con fuente, sin opinar. Se cumplen 93 de 169 artículos, y en 23 de los 69 incumplidos ya hay declaración formal externa. Y aparece una asimetría medible: el sistema resuelve mejor sus conflictos internos que sus obligaciones con el ciudadano. Lo que no prueba: una ruptura del pacto en el sentido que la teoría clásica reserva para su último recurso.
7.2 El método de Núremberg
La idea: el poder no se juzga con relatos, sino con sus propios documentos. Quince normas, cada una frente al hecho que le sigue.
El origen. En Núremberg, el fiscal Robert H. Jackson escribió al presidente de Estados Unidos, el 6 de junio de 1945: «si no escribimos el registro de este movimiento con claridad y precisión, no podremos culpar al futuro si, en días de paz, encuentra increíbles las acusaciones generales hechas durante la guerra. Debemos probar hechos increíbles con pruebas creíbles»◦. Y en su discurso de apertura dijo al tribunal: «No les pediremos que condenen a estos hombres por el testimonio de sus enemigos. No hay cargo de la acusación que no pueda probarse con libros y registros»◦. Uno de los fiscales lo contó después: Jackson pensaba llevar el juicio con testigos completados con documentos, y al ver la colección de documentos lo llevó «sobre todo con documentos completados con testigos»◦.
El método de Núremberg. Desde aquí, la edición llama así a juzgar al poder con sus propios textos: la norma, en su letra; el hecho verificado que le sigue; la fuente exacta. Sin clasificación ni interpretación por caso: el contraste habla solo. La lectura de conjunto, si la hay, va aparte y marcada. No equipara nada con aquel juicio: toma su método, a otra escala. Su principio, que responde la persona, se vio en 1.4.
Quince normas frente a sus hechos
1. La asignación de los representantes. «Los Diputados y Senadores percibirán una asignación que será fijada por las respectivas Cámaras»◦. En 2026, la asignación «idéntica para todos los Diputados» es de 3.366,99 euros al mes, más complementos◦. El Reino Unido creó en 2009 un organismo independiente, la IPSA◦, que fija los sueldos de los diputados desde 2011. 
2. El gobierno de los jueces. De los veinte vocales del Consejo General del Poder Judicial, «doce entre Jueces y Magistrados»◦; hoy los veinte los eligen las Cortes (6.4). Su mandato caducó en diciembre de 2018 y no se renovó hasta junio de 2024 (anexo A, art. 122). El GRECO llamó a ese bloqueo «un asunto de preocupación crítica»◦. La reforma de 2024 encargó al nuevo Consejo una propuesta de reforma del sistema de elección en seis meses◦. 
3. El amparo. Ya se vio: en 2025, de 9.089 recursos de amparo, 59 se admitieron a trámite (5.1, n.º 19). La primera causa de inadmisión fue la «falta de especial trascendencia constitucional», en 5.401 casos◦: un filtro que no está en el art. 53.2 de la Constitución. 
4. La deuda, primero. El pago de la deuda pública «gozará de prioridad absoluta»◦, por la reforma de 2011, hecha sin referéndum. En 2025, las administraciones pagaron 40.314 millones en intereses e invirtieron 49.632◦: por cada 5 euros que se invierten, se pagan unos 4 en intereses, el 81 % (cálculo de la obra; 8.6). 
5. La riqueza del país. «Toda la riqueza del país en sus distintas formas y sea cual fuere su titularidad está subordinada al interés general»◦. El rescate bancario costó, «a 31 de diciembre de 2021», 71.833 millones; los recursos públicos «ciertamente empleados» fueron 50.621 millones◦. En 2019, el Banco de España daba 5.225 millones recuperados◦. 
6. La inviolabilidad. «La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad»◦. La Fiscalía del Supremo archivó en 2022 sus diligencias sobre el anterior Jefe del Estado: unas por prescripción, y lo anterior al 19 de junio de 2014 porque estaba «protegido por la inviolabilidad»◦; en 2025, el Supremo inadmitió una querella con el mismo límite◦. Ningún tribunal ha examinado nada anterior a esa fecha. 
7. La transparencia de la Corona. Las reglas de la Casa del Rey las fija un real decreto propio: el de 2022 obliga a su personal de alta dirección a presentar «una declaración de bienes y derechos patrimoniales» y añade la publicidad a su contratación◦. No una ley. 
8. La crítica al Jefe del Estado. La Constitución protege «expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones» (art. 20.1). El Tribunal Europeo de Derechos Humanos condenó a España por castigar a dos personas que quemaron una fotografía de los Reyes: «no se trataba de un ataque personal dirigido contra el rey de España […] sino de una crítica a lo que el Rey representa, como Jefe y símbolo del aparato estatal»◦. 
9. El confinamiento. El estado de alarma «no permite la suspensión de ningún derecho fundamental (art. 55.1 CE contrario sensu)». Y el Constitucional concluyó que prohibir circular a todas las personas, por cualquier sitio y en cualquier momento, salvo excepciones, «supone un vaciamiento de hecho o, si se quiere, una suspensión del derecho»◦. Del segundo estado de alarma anuló, entre otros, la delegación en las autoridades autonómicas◦. 
10. Los tributos anulados. Ya se vio: la amnistía fiscal y la plusvalía se anularon, y lo pagado y firme no se devolvió (5.1, n.º 9). Además de lo firme, quedaron consolidadas las liquidaciones no impugnadas y las autoliquidaciones sin rectificación pedida a la fecha de la sentencia◦. 
11. La Administración. La Administración «sirve con objetividad los intereses generales»◦. El Tribunal de Cuentas fiscalizó la contratación menor en 2026◦, y sobre la Cuenta General de 2024 advirtió que la Seguridad Social tiene un patrimonio neto negativo de 106.138,7 millones y que el resultado presupuestario consolidado está «sobrevalorado en 4.090,3 millones»◦. 
12. Los territorios. «Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún caso, privilegios económicos o sociales»◦. La ley de financiación regula solo las comunidades «de régimen común»◦; el País Vasco y Navarra tienen su Concierto y su Convenio (Leyes 12/2002 y 28/1990). 
13. La juventud. Los poderes públicos «promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud» (art. 48). «Solo el 14,5 % de la juventud estaba emancipada», «el peor dato de emancipación desde que existen registros»; la edad media de emancipación es de 30,2 años, y alquilar en solitario supone «el 98,7 % del salario de una persona joven»◦. 
14. La reforma de la Constitución. En casi cuarenta y ocho años se ha reformado cuatro veces: el art. 13.2 en 1992, el 135 en 2011, el 49 en 2024 y el 69.3 en 2026◦. De la de 2024 dijo el Gobierno que era «la tercera desde la entrada en vigor de la Constitución, pero la primera de contenido social»◦. 
15. El freno que funcionó. La Sala de lo Penal del Supremo planteó una cuestión de inconstitucionalidad contra la ley de amnistía de 2024. El Constitucional declaró inconstitucional su art. 1.1 «con el alcance y los efectos» que fija la sentencia, y nulo un párrafo del 1.3, y desestimó el resto◦; y estimó en parte la cuestión del Supremo «en los términos ya establecidos» en esa sentencia◦. Aquí, el contrapeso funcionó. 
Lo que dibujan juntos. Ninguno de los catorce primeros, leído por separado, prueba más de lo que dice. Leídos juntos, dibujan algo que ninguno explica solo: el poder que decide su propio sueldo no encuentra freno; el órgano que debe frenarlo tarda años en renovarse bajo el reparto de los mismos partidos; y cuando el ciudadano busca ese freno por la vía que la Constitución le da, se le admite una vez de cada ciento cincuenta, mientras el pago a quien presta al Estado tiene, por escrito, prioridad absoluta. Y el decimoquinto rompe el patrón: el sistema todavía se frena a sí mismo alguna vez. No es un mecanismo vaciado del todo.
Lectura del autor: la jurista Kim Lane Scheppele llamó Frankenstate (el Estado de Frankenstein) a lo que se construye con piezas legales sueltas, cada una normal en su contexto, que unidas forman un cuerpo monstruoso◦. No hace falta un monstruo diseñado en la sombra: basta con que cada pieza, una a una, parezca razonable, y con que nadie, en ninguna sala, se siente a mirarlas todas juntas.
7.3 La Constitución y los hechos
La idea: once casos más con el mismo método. Dos rompen el patrón, y uno, leído en su original, no es lo que parecía.
1. La reunión ante el Parlamento. «Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas»◦. La ley de seguridad ciudadana sanciona como infracción grave, con multa de 601 a 30.000 euros, «la perturbación grave de la seguridad ciudadana que se produzca con ocasión de reuniones o manifestaciones frente a las sedes del Congreso de los Diputados, el Senado y las asambleas legislativas de las comunidades autónomas, aunque no estuvieran reunidas»◦. Reunirse sin comunicarlo es una infracción leve, de 100 a 600 euros◦. El Constitucional anuló solo el inciso «no autorizado» del art. 36.23 y desestimó el resto del recurso◦. Leído en el original, este caso no muestra un incumplimiento: castiga la perturbación grave, no la protesta pacífica. 
2. La lengua, en la ley. «El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el derecho a usarla» (art. 3.1). La ley de 2013 decía: «El castellano es lengua vehicular de la enseñanza en todo el Estado»◦; la de 2020 suprimió esa frase◦, y el Constitucional desestimó el recurso contra ella◦. 
3. La lengua, en la escuela. En Cataluña, el Tribunal Superior fijó en 2020 un mínimo del 25 % de enseñanza en castellano en todo el sistema, y el Supremo inadmitió el recurso de la Generalitat◦. El Supremo ya había considerado razonable ese 25 % en 2015, en casos de familias concretas◦. La prueba del pleito fue una muestra: solo 5 de 184 centros impartían en castellano el 25 % de las materias◦; es la situación anterior a la sentencia. La sentencia es firme desde enero de 2022. En mayo, el Tribunal constató que la Generalitat «no había ejecutado la sentencia en el plazo voluntario»; tras un decreto ley y una ley catalanas de ese año, declaró que el modelo que imponen «bloquea la ejecución de la sentencia», planteó una cuestión de inconstitucionalidad y dejó el pleito «en suspenso»◦. A 6 de octubre de 2026, el Constitucional no la ha resuelto. 
4. El matrimonio. «El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica» (art. 32.1). El Constitucional desestimó el recurso contra la ley de 2005 que lo abrió a las parejas del mismo sexo: es «una opción no excluida por el constituyente»◦. Pasaron siete años entre el recurso y la sentencia. 
5. La prisión permanente revisable. Las penas «estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción social» (art. 25.2). El Constitucional la avaló en 2021, con un voto particular de tres magistrados, exigiendo que la pena ofrezca al condenado «una expectativa o esperanza realista, no meramente teórica, de alcanzar algún día la libertad»◦, adaptando la doctrina europea de la pena «reducible de derecho y de hecho»◦. Un estudio de 2023 se tituló «constitucionalidad declarada, inconstitucionalidad manifiesta»◦. 
6. El voto desde el exterior. La propia ley que suprimió el voto rogado reconoce que, en las elecciones generales de 2011 a 2019, «menos del 10 por ciento» de los electores residentes fuera lo solicitaron (con la excepción de noviembre de 2019, el 10,61 %), cuando antes la participación oscilaba entre el 22,99 % y el 31,88 %◦. 
7. La soberanía. El Constitucional declaró nulas las leyes catalanas de consultas y del referéndum de autodeterminación◦, y estimó íntegramente el recurso contra la ley catalana de consultas de 2010◦. Son intentos frenados (7.4). 
8. La financiación de los partidos. «Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos» (art. 6). En 2009, el GRECO dirigió a España seis recomendaciones sobre la financiación de los partidos; en 2011 no se había cumplido del todo ninguna, y en 2016 se habían cumplido cinco◦. Y pidió que las fundaciones vinculadas no se usen «como una vía paralela de financiación fraudulenta»◦. 
9. El Defensor del Pueblo. Puede formular «advertencias, recomendaciones, recordatorios de sus deberes legales y sugerencias»; si no le responden, lo pone en conocimiento del ministro, y si tampoco, lo incluye en su informe «con mención de los nombres de las autoridades o funcionarios»◦. No tiene otra sanción. 
10. La vivienda. En 2025 se practicaron 24.540 lanzamientos, un 11 % menos que en 2024; las ejecuciones hipotecarias presentadas pasaron de 23.164 a 31.416◦. En el primer trimestre de 2026, 4.005 lanzamientos◦. 
11. La sucesión a la Corona. En el mismo grado, se prefiere «el varón a la mujer» (art. 57.1). El Consejo de Estado aconsejó en 2006 reformarlo: los arts. 14 y 57.1 «tienen ámbitos de aplicación distintos en el texto constitucional y no se interfieren mutuamente», y la conveniencia de la reforma no viene de una contradicción jurídica, «sino del progresivo deterioro» que ha sufrido «en la conciencia social todo tipo de postergación femenina»◦. No se ha reformado. 
Lo que rompe el patrón. Hay que decirlo con el mismo relieve: el Constitucional avaló una ley que amplió un derecho, el del matrimonio; y el Consejo de Estado señaló con precisión una desigualdad escrita en la Constitución, aunque su consejo no se siguiera. Y un caso, el de la reunión ante el Parlamento, resultó, leído en su original, no ser un incumplimiento. El sistema no es una maquinaria que solo produzca fallos.
Conclusión, lo que arrojan los datos: ninguno de estos casos, por separado, prueba más de lo que dice. Juntos extienden el mismo patrón de 7.2 a otros terrenos: el voto de quien vive fuera, la lengua, la igualdad en la Corona, la vivienda. Ninguna pieza sola sostiene una acusación; juntas, dibujan un cuerpo hecho de partes legales, cada una defendible.
7.4 El bien común frente al organigrama
La idea: separados en dos grupos, los mismos 169 artículos muestran que la Constitución se incumple el doble en lo que promete al ciudadano que en lo que organiza al poder. Y que el freno actúa cinco veces más cuando el poder se controla a sí mismo.
Dos grupos. Con la misma etiqueta que lleva cada ficha de la auditoría:
el bien común (66 artículos): lo que afecta al ciudadano en su vida diaria: derechos y libertades, trabajo, sanidad, vivienda, educación, familia, seguridad social, tutela judicial, participación;
el organigrama del poder (103 artículos): lo que regula el aparato del Estado: la Corona, las Cortes, el Gobierno, el Poder Judicial como institución, el reparto territorial, el Tribunal Constitucional, los procedimientos.
Cada artículo cuenta una vez: 66 + 103 = 169.
El intento frenado. Desde aquí, la edición llama así al cumplimiento que se sostiene porque un tribunal corrigió de verdad un intento de extralimitación: una anulación, una condena o una declaración de inconstitucionalidad ya dictadas. No basta una alegación ni una sospecha. Y un recurso desestimado no cuenta como intento frenado, sino como cumplimiento limpio, porque ningún tribunal confirmó la extralimitación.
Las cifras.
	
	Bien común (66)
	Organigrama (103)

	Incumple
	41 (62,1 %)
	28 (27,2 %)

	Cumple, limpio
	21 (31,8 %)
	60 (58,3 %)

	Cumple, intento frenado
	2 (3,0 %)
	10 (9,7 %)

	Pendiente
	2 (3,0 %)
	5 (4,9 %)

	Incumplimientos con declaración formal externa
	14
	9



El freno. Montesquieu propuso un mecanismo, «que el poder frene al poder» (6.5), y eso se puede medir: de las veces que hubo una extralimitación real, ¿cuántas la corrigió otro poder? En el bien común, 2 de 43: el 4,65 %. En el organigrama, 10 de 38: el 26,32 %. El freno actúa más de cinco veces más a menudo cuando el poder se controla a sí mismo que cuando protege al ciudadano.
Lo que esto prueba y lo que no. Prueba que la asimetría resiste dividir los 169 artículos en dos grupos y tres categorías y contarlos por separado. No prueba una intención unificada: un resultado medido no es una causa demostrada. Tampoco que el patrón de 1793 (6.1) sea un plan: doce correcciones reales lo contradicen. Y no mide la retórica: si el poder invocó la voluntad del pueblo mientras dejaba fuera la condición que la hacía general, eso exigiría leer discursos y debates caso por caso.
Conclusión, lo que arrojan los datos: el ciudadano encuentra su Constitución incumplida en más de tres de cada cinco artículos que le afectan directamente; el aparato del poder, en casi tres de cada diez de los de su propio funcionamiento. Y el freno de Montesquieu funciona en España, pero de forma desigual: protege más al poder que al ciudadano.
Lectura del autor: lo que se mide no es la intención ni el plan, sino la eficacia desigual del freno. Es lo que el lector puede llevarse: saber si su libertad, en el punto que le afecte, estuvo mejor o peor protegida que la del propio aparato del Estado. Hacia dónde apunta cada cosa, con lo recibido como centro, se mide en el anexo J.
7.5 La corrupción de la forma
La idea: algo puede conservar su nombre, su cargo y su título y haber perdido la sustancia que lo sostenía. Las tradiciones lo vieron; y el propio sistema auditado mide así: por los resultados.
La forma y la materia. Aristóteles lo explicó con una estatua: «por materia entiendo, por ejemplo, el bronce; por forma, la figura; y por lo que resulta de ambas, la estatua, el conjunto»◦. Sin la forma, queda bronce fundido; sin el bronce, un dibujo en un papel. La estatua necesita las dos cosas. La filosofía posterior llamó a esto hilemorfismo, de hyle, materia, y morphé, forma.
La corrupción de la forma. Desde aquí, la edición llama así a lo que conserva el nombre, el cargo o el título, la forma, pero ha perdido la sustancia que lo sostenía: la norma que sigue en el texto y ya no organiza la vida que prometía organizar. Es un diagnóstico de un acto o de una norma concreta, no una sentencia sobre la institución entera y para siempre.
Lo vieron tradiciones sin contacto documentado entre sí.
China. Confucio: «si los nombres no son correctos, el lenguaje no se ajusta a la verdad de las cosas; si el lenguaje no se ajusta a la verdad de las cosas, los asuntos no se llevan a cabo»; y la cadena sigue hasta que el pueblo «no sabe dónde poner las manos ni los pies»◦. Es la rectificación de los nombres. Mencio llevó la idea al gobernante: el que daña la benevolencia y la justicia ya no es un soberano, sino «un simple individuo» (3.2, P1). 
Roma. Séneca, a Nerón: «el tirano se distingue del rey por los hechos, no por el nombre»◦. No es una pata independiente: viene de la tradición griega. 
El Nuevo Testamento. «Teniendo apariencia de piedad, mas habiendo negado la eficacia de ella»◦. La palabra griega, mórphosis, es de la misma familia que la de Aristóteles. 
Y tradiciones que lo hicieron institución.
Los ashanti. Cualquier persona del común podía iniciar el proceso para destituir a un jefe; el jefe era juzgado, y si se le destituía, se le retiraba el taburete, el símbolo del cargo◦. Alcanzaba a la cúspide: el rey Kofi Karikari fue depuesto en 1874, cuando se descubrió que había profanado las tumbas de sus antepasados◦. Y sigue vivo: en 2024, el Asantehene destituyó a tres jefes por su implicación en la minería ilegal; en 2025, a otro, con estas palabras: «Juraste con el Gran Juramento ser veraz, y fuiste contra él. No mereces seguir en el taburete»; y en julio de 2026, a un jefe que llevaba ochenta y nueve años en el cargo◦. 
Los iroqueses. El señor que no tiene en mente el bien del pueblo es despojado de su título, tras tres advertencias, por orden de las mujeres a quienes pertenece (3.2, P1; la fecha de la Gran Ley se discute y su texto escrito es reciente, de 1916). 
Los incas. Había veedores que andaban en secreto por los distritos viendo «lo que mal hacían» los oficiales, «y daban cuenta dello a los superiores, a quien tocaba el castigo»: «Llamábanse Tucuricocc, que quiere decir el que lo mira todo»◦. Vigilaban el poder delegado, no al Inca. 
Qumrán. La Regla de la Comunidad castiga dentro de la propia comunidad, con penas graduadas: «si se encuentra entre ellos a un hombre que miente sobre sus bienes a sabiendas, lo apartarán de la pureza de los Muchos durante un año, y será castigado con la cuarta parte de su pan»◦. No es un mecanismo para deponer a un jefe, sino un código escrito para que la comunidad se corrija por dentro. La mayoría de los estudiosos la identifica con los esenios, aunque no es unánime◦. 
El patrón, aplicado por el propio auditado. No hace falta inventar el criterio: el sistema tiene el suyo.
La norma internacional. La auditoría de desempeño es «una revisión independiente, objetiva y confiable sobre si las acciones, sistemas, operaciones, programas, actividades u organizaciones del gobierno operan de acuerdo con los principios de economía, eficiencia y eficacia, y sobre si existen áreas de mejora»◦. No mide si se siguió el procedimiento: mide si se logró el resultado.
La ley europea. La eficacia «se refiere a la medida en que se alcanzan los objetivos perseguidos mediante las actividades acometidas»◦. Un reglamento de la Unión se aplica directamente en España (Tratado de Funcionamiento de la UE, art. 288).
El Tribunal de Cuentas. Su propio manual define la fiscalización operativa como una revisión «realizada por personal cualificado» que verifica si las actuaciones «son concordantes con los principios de eficacia, eficiencia y economía»◦.
Es decir: no por sus procedimientos, sino por sus frutos.
Siete casos de la Constitución, con su calificación exacta. El criterio no permite declarar «el Estado está corrompido» como sentencia total; obliga a decir cuándo la forma se restauró y cuándo el defecto está en el diseño de origen y no en el incumplimiento.
1. Art. 31.1, el IVA de los pequeños autónomos. La Comisión Europea llevó a España ante el Tribunal de Justicia por no adoptar las disposiciones de la directiva que regula el régimen especial de las pequeñas empresas◦. Corrupción por omisión. Sin resolver.
2. Art. 9.3, la Zona de Bajas Emisiones de Madrid. El Tribunal Superior de Madrid la anuló por la «patente insuficiencia del informe de impacto económico»◦. Corrupción de la forma, declarada por sentencia. Restaurada solo hacia el futuro.
3. Art. 24.2, la presunción en lo sancionador. La ley reconoce al presunto responsable el derecho «a la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo contrario»◦, y el Constitucional extendió «con ciertos matices» los principios del orden penal al derecho administrativo sancionador◦. La corrupción está donde la práctica invierte esa carga. Restauración parcial: hay que reclamarla caso por caso.
4. Art. 50, el Fondo de Reserva. Pasó de 66.815 millones en 2011 a 5.043 en 2018, y a 31 de marzo de 2026 tenía 15.267 millones, su máximo en diez años◦. No fue apropiación indebida: se usó para pagar pensiones. Es un diseño sin blindaje. En recuperación.
5. Art. 39, la infancia. En 2025, el 33,8 % de los menores de 18 años estaba en riesgo de pobreza o exclusión social, frente al 25,7 % del conjunto◦. Corrupción sin un acto que impugnar: un resultado sostenido de política pública. Sin resolver.
6. Art. 71.4, la asignación. Aquí no hay corrupción de la forma: la Constitución autoriza expresamente que las Cámaras la fijen (7.2, n.º 1). Es una laguna de origen: corregirla exige reformar, no restaurar.
7. Art. 128.1, la expropiación en favor de un monopolio. Según la información disponible, el Supremo avaló en 2026 que el justiprecio se calculara con la Ley de Expropiación Forzosa de 1954, sin ajuste por la posición de la beneficiaria◦. Si es así, el defecto no está en el acto, sino en una ley de setenta y dos años: forma envejecida.
Lo que la tabla demuestra, y lo que no. De los siete casos, dos están reparados o en reparación (la Zona de Bajas Emisiones y el Fondo de Reserva); dos son lagunas de diseño, no incumplimientos (la asignación y la expropiación); y tres siguen sin resolver (el IVA, la presunción en lo sancionador y la pobreza infantil). Una forma que falla, a veces se corrige y otras lleva su fallo escrito de origen: esa es la verdad completa. La misma estructura dentro del orden de las leyes, donde la ley se blinda frente a la costumbre que la deja sin vida, se vio en 1.7.
Conclusión, lo que arrojan los datos: la idea de que una forma sin sustancia es corrupción la sostienen tradiciones sin contacto documentado entre sí, y varias la hicieron institución: el taburete ashanti, el título iroqués, el veedor inca, la regla de Qumrán. Y es la medida del propio sistema: la norma internacional de auditoría, la ley europea y el Tribunal de Cuentas miden por los resultados. Aplicada a la Constitución, encuentra corrupciones puntuales y lagunas de origen, y también restauraciones.
Lectura del autor: lo que este apartado mira es la lucha entre el parecer y el ser. Si las palabras no se sostienen en hechos, pierden su autoridad; y la forma puede seguir en pie mucho tiempo después de haberse vaciado. Por eso la vara no mira lo que una norma dice, sino lo que hace: «Por sus frutos los conoceréis» (Mt 7:16). «El que tiene oídos para oir, oiga» (Mt 11:15). Cuando la pérdida de sustancia llega al límite, el pueblo deja de sostener lo que ya no lo sostiene a él: se ve en 9.2.
7.6 El cobro blindado y el deber aplazado
La idea: cuando el ciudadano incumple, el Estado cobra solo y deprisa; cuando incumple el Estado, el ciudadano no tiene un mecanismo igual. No hace falta suponer mala fe: bastan los artículos, las cifras y las sentencias.
El encuadre. No es una intención de nadie: es la acumulación de potestades y capas normativas creadas en momentos distintos, sin revisión de conjunto, con un resultado asimétrico.
El cobro
Sin juez. Un acreedor particular necesita un título ejecutivo (5.1, n.º 15). La Administración no: sus actos «se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten»◦, «serán inmediatamente ejecutivos»◦, y puede ejecutarlos ella misma, incluido el «apremio sobre el patrimonio»◦. Es un poder real, con un fin declarado, el interés general, y sujeto a recurso: contra la providencia de apremio caben los motivos de oposición tasados de la ley◦.
El recargo en una sola dirección. Al que paga tarde se le aplica un recargo: del 5 % si paga antes de que le notifiquen la providencia de apremio, del 10 % si paga en el plazo que esta le da, y del 20 % después, este último compatible con los intereses de demora◦. Cuando es Hacienda la que devuelve tarde, «ésta abonará el interés de demora regulado en el artículo 26»◦: el mismo interés, pero ningún recargo. La asimetría está en el recargo, no en el interés.
El límite que existe. El sistema tributario «en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio» (art. 31.1). El Constitucional lo define: obliga a no agotar la riqueza imponible, lo que ocurriría «si mediante la aplicación de las diversas figuras tributarias vigentes, se llegara a privar al sujeto pasivo de sus rentas y propiedades», asumiendo «la dificultad de situar con criterios técnicamente operativos la frontera»◦. Y una vez funcionó: la plusvalía municipal era inconstitucional cuando «la cuota a satisfacer es superior al incremento patrimonial realmente obtenido por el contribuyente»◦.
Las capas. El mismo patrimonio puede pasar por varias sin coordinación entre ellas: la renta al ganarlo, el impuesto sobre bienes inmuebles cada año, el de sucesiones al heredarlo, la plusvalía si subió de valor. Es un fallo de coordinación entre administraciones, no una prueba de intención. Las cifras de la carga, en 8.4.
La palabra del inspector. Las diligencias de la inspección «tienen naturaleza de documentos públicos y hacen prueba de los hechos que motiven su formalización, salvo que se acredite lo contrario»◦. Admite prueba en contra, y tiene un límite que puso el Constitucional: «ese valor probatorio sólo puede referirse a los hechos comprobados directamente por el funcionario, quedando fuera de su alcance las calificaciones jurídicas, los juicios de valor o las simples opiniones»◦.
Lo que queda para invertir. En 2025, las administraciones pagaron 40.314 millones en intereses e invirtieron 49.632 (7.2, n.º 4). Además, el Estado aportó 13.347 millones a la Unión Europea◦. Para 2026, la Autoridad Fiscal estima que el gasto en intereses del conjunto de las administraciones «alcanzará los 43.300 millones, el 2,5 % del PIB»◦. El dato no prueba una intención: prueba que la capacidad de invertir está condicionada por el peso de la deuda.
El deber
Dos clases de norma. La Constitución habla en dos lenguajes. Los deberes del ciudadano son directamente exigibles; los mandatos a los poderes públicos del Capítulo III, «garantizarán», «promoverán», «Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen»◦. Ya se vio con la vivienda (5.1, n.º 16). Esa diferencia de fuerza es el primer dato.
Los deberes del ciudadano. Se cumplen, y uno de forma forzada: el de contribuir, garantizado por el cobro ya visto. El de defender España sigue en el texto, pero la prestación del servicio militar se suspendió: la ley la fijó para el 31 de diciembre de 2002◦, y un real decreto la adelantó: «Se adelanta al 31 de diciembre de 2001»◦.
Los deberes del Estado.
La familia y la infancia. «Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia» (art. 39.1). La pobreza infantil, 8,1 puntos por encima de la general (7.5, caso 5).
La vivienda. «Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada» (art. 47). En 2024 se vendieron 715.429 viviendas, y solo 65.486 eran nuevas◦. El precio, en años de renta, se ve en 8.8.
Las pensiones. La pensión no contributiva de 2026 es de 8.803,20 euros al año; el límite de la pensión pública, de 47.034,40◦. Quien ha presidido el Gobierno tiene, además, una pensión indemnizatoria, una dotación de oficina «en la cuantía que se consigne» en los Presupuestos y dos puestos de trabajo (C.4)◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: no es que los deberes sean desiguales en el papel: la Constitución pide mucho al Estado. Es que el mecanismo para hacerlos cumplir es distinto. El incumplimiento del ciudadano se cobra con autotutela, embargo sin juez y recargo; el del Estado, en la vivienda o la infancia, no tiene un mecanismo que el ciudadano pueda activar solo, porque el art. 53.3 exige antes una ley. Y solo dos de los doce principios rectores, la infancia y la vivienda, tienen dato propio en esta auditoría: afirmar que los otros diez fallan igual sería sobreafirmar.
Lectura del autor: el Estado cobra con la ley de los hechos consumados y paga con la ley de los hechos aplazados. Lo que para uno es inmediato, para el otro es un principio. «Por sus frutos los conoceréis» (Mt 7:16).
7.7 El diseño legal que enfrenta a la gente
La idea: no es que la gente sea peor. Algunos diseños legales obligan a decidir deprisa, cuando la prueba aún no existe, y pueden enfrentar a las personas sin que nadie haya actuado de mala fe.
La tesis. La confianza entre personas no se ha hundido (8.9); lo que se investiga aquí es otra cosa: si ciertos diseños concretos, no la maldad de nadie, pueden hacer que unos usen la ley contra otros de forma que el sentido común no reconoce como legítima. Cada afirmación se comprueba por separado, y se dice igual cuando se confirma y cuando no.
1. La ocupación. En Torrejón de Ardoz, en agosto de 2025, la policía hizo salir a una familia del piso que había sido del hijo fallecido de una mujer de noventa años, tras denunciarlos el antiguo inquilino por allanamiento◦. Ninguna ley ordena tratar al propietario como intruso; y la ley le da una vía rápida: pueden pedir «la inmediata recuperación de la plena posesión» de una vivienda «la persona física que sea propietaria o poseedora legítima por otro título»◦. El fallo está antes: en el primer contacto policial, hay que distinguir en minutos lo que un juzgado tarda meses en aclarar.
2. La denuncia y la orden de protección. No basta una denuncia, sin más. La ley convoca «una audiencia urgente» a la víctima y al presunto agresor, que «habrá de celebrarse en un plazo máximo de setenta y dos horas»◦. Y el juez deniega con frecuencia: en 2024 se solicitaron 49.268 órdenes de protección, «fueron acordadas 33.247 y se denegaron otras 15.827»◦; en el segundo trimestre de 2025 no se acordaron el 32,3 %◦.
3. La denuncia falsa. De 1.055.912 denuncias por violencia sobre la mujer entre 2009 y 2016, se incoaron 194 causas por denuncia falsa (la Memoria escribe «un 0,18 %», pero la cuenta da el 0,018 %), y en 79 hubo sentencia condenatoria: el 0,0075 %◦. El promedio de 2009 a 2025 es del 0,007 %◦. Hay una objeción metodológica legítima: la cifra mide también cuánto se persigue la denuncia falsa, y no solo cuántas hay. Pero es una hipótesis sobre lo que no se mide, no un dato alternativo.
4. La pena por denunciar en falso. La denuncia falsa probada se castiga con prisión de seis meses a dos años y multa, si lo imputado era un delito grave, y con multa en los demás casos◦. Pero las penas de prisión «no superiores a dos años» se pueden suspender◦. Y una absolución no equivale a una denuncia falsa: condenar exige probar que quien denunció sabía que mentía.
5. Sin mediación. En los asuntos de violencia sobre la mujer «está vedada la utilización de los medios adecuados de solución de controversias»◦. Todo va por la vía judicial contenciosa, también en los conflictos de baja intensidad. Es una decisión de diseño.
6. Las visitas. Cuando hay una orden de protección con medidas penales e indicios de que los hijos presenciaron, sufrieron o convivieron con la violencia, el juez «suspenderá el régimen de visitas», salvo que, «a instancia de parte», decida no hacerlo «mediante resolución motivada en el interés superior del menor»◦. En 2024 se dictaron 4.155 suspensiones del régimen de visitas y 2.369 de la guarda y custodia◦. La regla protege al menor, y la letra no distingue por sexo: se aplica a quien resulte investigado. Lo que la crítica señala es el momento: se decide al inicio, cuando la prueba suele limitarse a las declaraciones de las partes.
Conclusión, lo que arrojan los datos: tres frentes distintos, la ocupación, la denuncia y las visitas, comparten una estructura: una decisión que hay que tomar deprisa, cuando la prueba completa no existe todavía. En los tres, la letra defiende a quien la crítica dice desprotegido: el propietario tiene la vía rápida; el denunciado, la audiencia y la tasa real de denegaciones; el progenitor investigado, el derecho a pedir que no se suspendan las visitas. Lo que falla, cuando falla, es la distancia entre lo que la ley promete y lo que el reloj del primer momento permite verificar.
Lectura del autor: la obra no pide menos protección para nadie, sino más prueba en el primer momento. Un diseño que obliga a decidir antes de saber enfrenta a la gente sin que nadie lo quiera. Y la gente enfrentada es más fácil de gobernar que la gente unida (4.1).
Límite honesto de la prueba
La auditoría mide cumplimiento normativo, no intención: si el hecho documentado coincide con la norma. Un resultado medido no es una causa demostrada. 
No es tiranía sistemática. Los contrapesos actúan: hay doce intentos frenados, y el sistema se corrigió en casos reales. El umbral clásico del derecho de resistencia (6.5) no está en un porcentaje, sino en la gravedad y en el agotamiento de las vías pacíficas, que no están agotadas. 
Un caso, corregido. La ficha del derecho de reunión (art. 21) se apoyaba en una lectura equivocada de la ley de seguridad ciudadana: el art. 36.2 castiga la perturbación grave, no la protesta pacífica, y el Constitucional lo declaró constitucional. Por el criterio de la propia obra, cuenta como cumplimiento limpio, y así van las cifras de este capítulo (93, 69 y 7; 62,1 % y 4,65 %).
Tres casos, pasados a pendiente. El art. 7 (sindicatos) se contaba como incumplimiento sin que lo sostuviera el único hecho leído, un informe del Tribunal de Cuentas de 2014 sobre un contrato concreto que cumplía la ley; el art. 110 (reclamar la presencia del Gobierno) se apoyaba en un conflicto de agosto de 2026 todavía abierto; y el art. 111 (el Gobierno, sometido a las preguntas de las Cámaras) se apoyaba en una cifra de plazos que incluye el plazo ampliado, que es legal, y que calculan terceros con datos que el Congreso publica pregunta a pregunta, pero no en un conjunto de datos abiertos con que auditarla en bloque. Los tres pasan de incumplir a pendiente (anexo A), y por eso el recuento es 93, 69 y 7, y el incumplimiento del organigrama del poder, el 27,2 %.
Los casos son una selección, con su fuente. La auditoría completa, con los 169 artículos, está en el anexo A.
La corrupción de la forma es un diagnóstico puntual, no una sentencia sobre la institución entera. Dos de los siete casos están reparados o en reparación, y dos son lagunas de diseño. 
Solo dos de los doce principios rectores tienen dato propio en esta auditoría. 
Fuentes secundarias: el Museo del Holocausto de Estados Unidos (Núremberg), la descripción del Frankenstate (el artículo de Scheppele es de pago), la prensa ghanesa, la Británica (esenios), Idealista News (Torrejón) y la sentencia del Supremo sobre la expropiación (no se ha podido leer); el estudio de 2023 sobre la prisión permanente, por su título.
Lo que no entra: las «unas 3.000 toneladas» de documentos de Núremberg (una cifra de divulgación; el informe de Jackson habla de más de 100.000 documentos revisados y unos 4.000 usados); la frase atribuida a Confucio sobre el usurpador llamado rey (sale de una enciclopedia); los mayas (sin acceso al libro); la frase sobre la manipulación del juramento ashanti (no localizada); la sentencia de la Audiencia de Málaga (solo un blog); la previsión de 42.059 millones en intereses (solo prensa); la frase del manual del Tribunal de Cuentas Europeo (no localizada).
Dónde se oye la defensa del Estado
La defensa del Estado frente a este capítulo, y lo que la obra le responde, se oyen en el juicio:
«El Estado cumple la mayoría» y «la lectura de conjunto»: frente al dictamen (11.4);
«Cuando el propio sistema se frenó a sí mismo»: cargo 24 (11.3);
«El voto exterior y el dinero de los partidos»: cargo 6;
el Fondo de Reserva: cargo 15; la asignación de diputados y senadores: cargo 6;
la ocupación y la suspensión de visitas: cargo 27.
Para recordar
La Constitución se puede auditar como un contrato: 169 preguntas, una por artículo, con la norma, el hecho y la fuente.
Se cumplen 93 artículos y no se cumplen 69; en 23 de esos 69 ya hay una declaración formal externa.
El incumplimiento recae dos veces más en lo que la Constitución promete al ciudadano (62,1 %) que en lo que organiza al poder (27,2 %); y el freno actúa más de cinco veces más cuando el poder se controla a sí mismo (26,32 %) que cuando protege al ciudadano (4,65 %).
El método de Núremberg: juzgar al poder con sus propios documentos. «Debemos probar hechos increíbles con pruebas creíbles».
La corrupción de la forma: conservar el nombre y perder la sustancia. «El tirano se distingue del rey por los hechos, no por el nombre». Y el propio sistema mide así: por los resultados.
El cobro está blindado y el deber, aplazado: lo uno se ejecuta sin juez; lo otro necesita antes una ley.
Algunos diseños legales enfrentan a la gente sin mala fe de nadie: obligan a decidir antes de saber.
Lo que aquí se expone que hay que podar (lectura del autor): dar por cumplido lo que solo está escrito: la forma que conserva el nombre y pierde la sustancia en los artículos que no se cumplen, y el cobro que se ejecuta mientras el deber se aplaza.
Lo siguiente: lo que llega a la vida diaria: el dinero, lo que se lleva cada año de lo que cuesta el trabajo, la vivienda, los hijos y la confianza; la otra mitad de la vara, los frutos (capítulo 8).


8 Los frutos
Primera versión: 6 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 12 · Citas leídas en su fuente: 74
En pocas palabras:
Desde 1971 ninguna moneda se puede cambiar por oro: el dinero vale lo que la ley declara y la confianza que se le tiene. Y la mayor parte la crean los bancos al prestar: nace como deuda.
Durante siete siglos se ha advertido, a menudo desde dentro del poder, que alterar el valor de la moneda es quitar al pueblo sin pedirle permiso.
100 euros guardados el 1 de enero de 1971 compran hoy lo que entonces 3,90. El salario medio compra lo mismo que en 2008. Y entre 2021 y 2025 la subida de los precios rebajó la deuda del Estado más de lo que este pagó en intereses.
De cada 100 euros que paga una empresa por un asalariado medio, al menos 41 van a cotizaciones e IRPF, y hasta 53,6 con todas las capas. El autónomo, entre el 42 % y el 53 %, según la base que elija.
Cuando el ciudadano omite, el sistema lo cobra solo; cuando omite el sistema, el ciudadano tiene que litigar años: la gasolina, la franquicia del IVA, el algoritmo del bono social.
De la hucha de las pensiones se dispusieron 80.337 millones entre 2012 y 2019, y la ley obliga a invertirla en títulos públicos: hoy, solo deuda española. El total del gasto se publica; la suma de quién cobra qué, no.
La vivienda cuesta 8,4 años de la renta bruta de un hogar mediano, y la fecundidad está en su mínimo, 1,10 hijos por mujer. Por qué, queda abierto.
La confianza entre las personas no ha caído. La que está baja es la confianza en las instituciones.
8.0 Propósito
El capítulo 7 midió la Constitución artículo por artículo. Este mide lo que llega a la vida diaria: el dinero, lo que se lleva cada año de lo que cuesta el trabajo de una persona, a dónde va, y lo que se ve en la vivienda, en los hijos y en la confianza. Es la otra mitad de la vara: después de la verdad de los hechos, los frutos (0.5).
Cómo se lee. Cada dato va con su fuente y su fecha; los cálculos de la obra se dicen como tales; las cifras de estudios privados o de partes interesadas, marcadas. Los cuadros completos están en los anexos B y C.
Lo que este capítulo no hace. No prueba ninguna intención: mide efectos. Donde la causa no está demostrada, lo dice (8.8). Y no da consejo financiero ni de inversión.
Este capítulo dice:
8.1 el dinero sin respaldo y la deuda;
8.2 siete siglos de advertencias;
8.3 el tiempo de vida que se lleva la moneda;
8.4 la carga sobre cada persona;
8.5 la extracción, por acción y por omisión;
8.6 a dónde va cada euro, y quién sostiene a quién;
8.7 la industria, el campo y la vivienda;
8.8 vivienda y fecundidad;
8.9 la confianza;
8.10 la salud y la familia;
8.11 y el efectivo y la señal.
8.1 El dinero sin respaldo y la deuda
La idea: el sistema monetario actual nació de una decisión política fechada; la mayor parte del dinero la crea la banca al prestar; la deuda mundial está en máximos; y España ha escrito en su Constitución que la deuda se paga antes que nada.
El nombre. Ya se anticipó en 5.1: la edición llama dinero sin respaldo material al que no se puede cambiar por oro ni por ningún bien, y vale por lo que la ley declara, su «curso legal», y por la confianza que la gente tiene en él. Circulan otros dos nombres para lo mismo, que aquí se explican una vez y no se vuelven a usar: «dinero fiduciario», el «que depende del crédito y confianza que merezca»◦, y «moneda fiat», del latín fiat, «hágase».
1971. El 15 de agosto de 1971, el presidente de Estados Unidos anunció por televisión: «He ordenado al secretario Connally que suspenda temporalmente la convertibilidad del dólar en oro u otros activos de reserva»◦. Lo temporal no se revirtió. La historia oficial de la Reserva Federal lo resume así: «en la práctica, el sistema monetario internacional pasó a ser fiduciario»◦.
Quién crea el dinero. Lo dice el propio Banco de Inglaterra (5.1, n.º 10). Y explica cómo: «cada vez que un banco concede un préstamo, crea a la vez un depósito equivalente en la cuenta del prestatario, y con ello crea dinero nuevo»; «en vez de prestar los depósitos que reciben, el acto de prestar crea los depósitos: al revés de la secuencia que suelen describir los manuales»; y la teoría del multiplicador «no es una descripción exacta de cómo se crea el dinero en la realidad»◦. El mismo año, un economista pidió un préstamo a un banco que colaboró en el estudio y vigiló sus registros internos; su conclusión, en sus palabras: el estudio «establece por primera vez de forma empírica que los bancos, uno a uno, crean dinero de la nada»◦. Lo de «por primera vez» es afirmación del propio autor.
La otra escala: el banco central. El balance del Eurosistema pasó de 2,78 billones de euros a final de 2015 a 8,84 billones el 24 de junio de 2022, el máximo de su serie◦. Solo el programa de compra de activos tenía 3,12 billones en títulos a final de 2021, y el de emergencia por la pandemia sumó compras netas de 1,72 billones hasta marzo de 2022◦. La Reserva Federal pasó de unos 0,9 billones de dólares en 2007 a 8,97 billones el 13 de abril de 2022◦. El Tratado prohíbe al banco central «la adquisición directa» de deuda a los Estados◦; el Tribunal de Justicia declaró que sí le autoriza a comprarla «en los mercados secundarios»◦.
La deuda mundial. A 31 de marzo de 2026, la deuda mundial marcó un récord de casi 353 billones de dólares, y la proporción sobre el PIB mundial «se mantuvo estable en el 305 %»◦. El Banco Mundial describe cuatro olas de deuda desde 1970; en su gráfico, «la deuda mundial tiende a subir desde 1970 y alcanzó cerca del 230 % del PIB en 2018»◦.
El otro lado. La mejor evidencia histórica no culpa a la moneda sin respaldo de la Gran Depresión, sino a la rigidez del oro. Un gobernador de la Reserva Federal lo resumió en 2004: la conclusión de que «el momento en que un país abandonó el patrón oro es el factor determinante de la gravedad de su depresión y del momento de su recuperación se ha comprobado en literalmente docenas de países»◦. Y la versión simple, «un banco privado controla la moneda», no resiste la fuente: «El Sistema de la Reserva Federal no es "propiedad" de nadie»; los bancos miembros tienen por ley acciones de su Banco de Reserva, pero los Bancos de Reserva no buscan beneficio y deben transferir sus ganancias netas al Tesoro◦. Es una estructura mixta, no una propiedad privada sin más.
España: la deuda, primero. El pago de la deuda «gozará de prioridad absoluta» (5.1, n.º 8; 7.2, n.º 4). La reforma se aprobó en el Congreso, por lectura única, el 2 de septiembre de 2011, con 321 votos emitidos, 316 a favor y 5 en contra◦; en el Senado, el 7 de septiembre, con 236 emitidos, 233 a favor y 3 en contra◦. No hubo referéndum: la Constitución solo lo exige si lo piden, en quince días, «una décima parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras»◦, y no se pidió.
El límite de las palabras. La obra se niega a llamar a esto crimen de lesa humanidad, y con razón: el Estatuto de Roma lo reserva para actos como el asesinato, el exterminio o la deportación, «cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil»◦. Prefiere llamarlo extracción estructural regresiva.
Conclusión, lo que arrojan los datos: el sistema monetario actual nació de una decisión fechada en 1971; el dinero se crea sobre todo como deuda, lo reconocen el regulador y la investigación independiente; la deuda mundial está en máximos; y España ha dado al pago de su deuda prioridad constitucional. Lo que no demuestra ninguna fuente citada: que exista una estrategia mundial coordinada para mantener a la población endeudada. La obra lo califica como «patrón documentado, sin intención probada», y esa calificación solo subiría con una fuente que muestre declaración o coordinación.
Lectura del autor: la hipótesis de la que parte este apartado es que el dinero sin respaldo es la pieza central de una estrategia para mantener a la población en una deuda sin final. La obra la deja donde la ponen los datos: abierta. Pero no hace falta probar una intención para ver el efecto: quién crea el dinero, quién gana cuando pierde valor y qué pago va por delante de todos los demás están escritos.
8.2 Setecientos años de advertencias
La idea: desde la Edad Media, autores sin contacto documentado entre sí, varios de ellos dentro del propio poder, advirtieron lo mismo: alterar el valor de la moneda es una forma de quitar al pueblo sin pedirle permiso.
1. Oresme, hacia 1355. Maestro del Colegio de Navarra de París y, antes de 1370, capellán del rey Carlos V de Francia, escribió contra las alteraciones de la moneda de los reyes de su tiempo: «cuanto lucro saca de ello el príncipe, otro tanto daño ha de sufrir necesariamente la comunidad». Y si el príncipe dijera que destina ese lucro al bien público, «no se le ha de creer, porque con la misma razón podría quitarme la túnica y decir que la necesita para el bien común»◦. 
2. Copérnico, 1517-1526. Entre las plagas que debilitan los reinos, cuatro son las principales: «la discordia, la mortandad, la esterilidad de la tierra y la depreciación de la moneda». Y de la moneda nueva y peor dijo que «no solo contaminó a la antigua, sino que, por así decir, la expulsó»◦. Leyó una versión alemana del tratado ante la Dieta de la Prusia Real, en Grudziądz, el 21 de marzo de 1522. Es la idea que después se llamó ley de Gresham. 
3. Azpilcueta, 1556. En Salamanca explicó que «en las tierras do ay gran falta de dinero, todas las otras cosas vendibles, y aun las manos y trabajos de los hombres se dan por menos dinero, que do ay abundancia del», y que en España, desde «que las Indias descubiertas la cubrieron de oro y plata», todo se vendía más caro, porque «el dinero vale mas donde, y quando ay falta del, que donde, y quando ay abundancia»◦. Es una de las primeras formulaciones de la relación entre la cantidad de dinero y los precios. 
4. Mariana, 1609. Escribió contra la Corona, que rebajaba la moneda de vellón para aumentar sus ingresos. Su capítulo III lleva por título: «El rey no puede bajar la moneda de peso ó de ley sin la voluntad del pueblo». Y en él llama a esas prácticas «maneras disfrazadas de ponerles gravezas y tributos y desangrarlos y aprovecharse de sus haciendas». Al cerrar el tratado, resume su juicio sobre «este arbitrio nuevo de la moneda de vellon»: que si se hace sin acuerdo del reino «es ilícito y malo», y si con él, «lo tengo por errado y en muchas maneras perjudicial»◦. 
5. Locke, 1695. Escribió contra los argumentos de un informe reciente que defendía subir el valor de la moneda: «Hace mucho tiempo que preveo el daño y la ruina que nos venían encima por la moneda recortada, si no se detenía a tiempo»◦. 
6. Keynes, 1919. «Con un proceso continuo de inflación, los Gobiernos pueden confiscar, en secreto y sin que nadie lo note, una parte importante de la riqueza de sus ciudadanos». Y: «No hay medio más sutil ni más seguro de trastocar las bases de la sociedad que envilecer la moneda»◦. Keynes atribuía la idea a Lenin con un «se dice que»; un estudio de 2009 rastreó su origen en una entrevista publicada por periódicos de Londres y de Nueva York en abril de 1919◦. 
7. Greenspan, 1966. «El gasto con déficit es simplemente un plan para la confiscación "oculta" de la riqueza»; «En ausencia del patrón oro, no hay forma de proteger el ahorro de la confiscación por la inflación. No hay un depósito de valor seguro»◦. Su autor presidió después la Reserva Federal◦. 
8. Weidmann, 2012. El presidente del Bundesbank, el banco central alemán, recordó la escena del Fausto de Goethe en la que se reparte papel moneda: «En la segunda parte del Fausto, el Estado puede al principio librarse de su deuda. […] Con el tiempo, sin embargo, toda esta actividad degenera en inflación, y destruye el sistema monetario porque el dinero pierde rápidamente su valor». Y sobre la tentación de crear dinero a voluntad: «esa tentación existe sin duda, y muchos en la historia monetaria han sucumbido a ella»◦. 
Conclusión, lo que arrojan los datos: ocho autores en siete siglos, con documento firmado y fechado, advierten de lo mismo: alterar la moneda traslada riqueza sin aprobar ningún impuesto. Varios estaban cerca del poder: un capellán de un rey, un futuro presidente de la Reserva Federal y un presidente de banco central en ejercicio. Dos frases que suelen sumarse a la lista no resisten la prueba igual: la atribuida a Lenin, que Keynes daba de oídas, y la que circula a nombre de Friedman, sin fuente primaria localizada.
Lectura del autor: no es un aviso nuevo. Es la pesa que se aligera, que la ley de Dios llama abominación (3.2, P4).
8.3 El tiempo de vida que se lleva la moneda
La idea: el dinero es tiempo de vida guardado. Si pierde valor, se pierde tiempo de vida, sin que nadie lo vote ni dé su consentimiento.
El tiempo de vida cristalizado. Desde aquí, la edición llama así a lo siguiente: el tiempo de una vida es el único bien que nadie puede devolver, y todo lo material, el sueldo, el ahorro o la casa, es tiempo de vida cristalizado. Quitar el tiempo al pueblo ya lo condenó Mencio (3.2, P3). Hoy, de cada jornada de ocho horas de un asalariado medio, 3 horas y 19 minutos se van en IRPF y cotizaciones, según la cuña fiscal de la OCDE, que cuenta solo esas dos cosas (8.4). Quedan fuera de esa cifra el IVA, los tributos municipales, los impuestos especiales, la parte del Impuesto de Sociedades que recae sobre los salarios y la carga futura del déficit: con todos ellos, un estudio privado estima la carga hasta el 53,6 % del coste laboral (estimaciones e hipótesis), y el tiempo de los trámites no entra en ninguna cifra (8.4; el detalle, en el anexo B).
Un solo lenguaje. Todo se da en euros, también los años de la peseta, al tipo fijo de «166,386 pesetas españolas»◦. El euro sustituyó a la peseta el 1 de enero de 1999, y sus billetes y monedas «serán los únicos de curso legal en el territorio nacional»◦. Convertir no cambia ninguna proporción.
Lo que les pasa a 100 euros guardados. Guardados el 1 de enero de 1971, hoy compran lo que entonces 3,90: se ha perdido el 96 % de su valor. Los precios se han multiplicado por 25,6 en 55 años, una media del 6,1 % anual: a ese ritmo, el dinero guardado pierde la mitad de su valor cada 12 años, más o menos; al 2 % anual, cada 35◦. Y ese 2 % es la meta oficial: los Tratados encargan a los bancos centrales «mantener la estabilidad de precios»◦, y el Banco Central Europeo la concreta así: «aspirar a una inflación del 2 % a medio plazo»◦. A eso se le llama estabilidad.
Lo que compran 100 euros guardados, medido en pan. Una barra de pan de unos 250 gramos es el producto de referencia que usó el Ministerio de Agricultura en su estudio del pan de 2009◦. Con el precio oficial de la pieza de pan común en Madrid en 1987, 100 euros (unas 16.600 pesetas) compraban unas 590 barras. Con el precio medio que pagan los hogares, compraban unas 245 en el año 2000 y compran unas 148 en 2025. Son los mismos 100 euros guardados: cada año compran menos barras.
Eso tiene un nombre: inflación. La palabra nombraba antes la causa, no el efecto. El diccionario Webster de 1913 la definía como «expansión o aumento indebido, por emisión excesiva; dicho de la moneda»◦. La Academia la define hoy como «Elevación del nivel general de precios»◦ (5.1, n.º 22).
El euro no fue el golpe. El tipo de 166,386 se fijó con los tipos de mercado y no quitó a nadie una parte de su dinero. Los precios subieron un 4,0 % en 2002, el año de los billetes, frente al 2,7 % de 2001 y el 2,6 % de 2003. La mayor pérdida fue la de 1976 a 1980: un 134,9 % en cinco años, y un 26,4 % solo en 1977◦.
El salario mínimo y el salario medio. El mínimo ha subido más que los precios: en 1970 era de «ciento veinte pesetas día o tres mil seiscientas pesetas mes»◦, unos 554 euros de 2025; en 2025, de 1.184 euros al mes◦. Pero no siempre: entre 1980 y 2005 bajó en euros de hoy, de 826 a 774, y el salto llegó en 2019, con «un incremento del 22,3 por ciento»◦. El medio, no: en 2008, 21.883,42 euros al año; en 2024, 29.540,26; subió un 35,0 %, y los precios, un 35,1 %◦. Quien cobra el salario medio compra hoy lo mismo que hace dieciséis años. Otra medida es la de la OCDE (salario medio anual a precios constantes, año base 2025, serie vigente descargada el 7-X-2026): de 1993 a 2023, el salario real subió un 4,04 % en España, un 28,15 % en Francia, un 21,03 % en Alemania y un 1,49 % en los Países Bajos, y bajó un 3,33 % en Italia◦.
El impuesto que sube solo. Ya se vio que la escala del IRPF no se actualiza desde la reforma de 2014 (5.1, n.º 5). En sentido contrario, el Real Decreto-ley 4/2024 subió la reducción por rendimientos del trabajo de 6.498 a 7.302 euros anuales, para rendimientos netos de hasta 14.852◦. El efecto de la escala está medido. El Banco de España estima «que en torno a la mitad del incremento de la ratio de IRPF sobre PIB observado entre 2019 y 2023 estaría explicada por el efecto progresividad en frío», y que la recaudación de 2023 «habría sido aproximadamente 11.000 millones inferior de haberse actualizado los parámetros fiscales plenamente»◦; es una estimación, con el año 2023 extrapolado. Y la Autoridad Fiscal, entre 2019 y 2024: tras la evolución de la economía, el segundo factor del aumento de los ingresos es «la progresividad en frío (seis décimas), que afecta al IRPF como consecuencia de la no adaptación de los tramos a la elevada inflación en los años recientes»◦.
Quién gana con la pérdida. Quien debe. La inflación rebaja el valor real de las deudas, y el mayor deudor del país es el Estado (5.1, n.º 6):
	Año
	Inflación
	Deuda al empezar el año
	Lo que la inflación rebajó esa deuda
	Intereses pagados

	2021
	6,5 %
	1.346.916
	87.550
	26.170

	2022
	5,7 %
	1.429.404
	81.476
	31.775

	2023
	3,1 %
	1.504.105
	46.627
	35.551

	2024
	2,8 %
	1.575.377
	44.111
	38.793

	2025
	2,9 %
	1.620.573
	46.997
	40.314

	Total
	
	
	306.760
	172.603



Millones de euros. Cálculo de la obra: la deuda al empezar el año por la subida de los precios de ese año. Es una pérdida de valor real, no un pago: la deuda se sigue debiendo, pero cada euro vale menos◦.
El ahorro, sin protección escrita. La Constitución obliga a garantizar en la tercera edad «pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas» (art. 50), reserva al Estado el «Sistema monetario» (art. 149.1.11.ª) y pide «una política de estabilidad económica» (art. 40.1). Pero la palabra «ahorro» no aparece ni una vez en su texto: la pensión se actualiza por mandato; lo que alguien guardó por su cuenta, no.
Conclusión, lo que arrojan los datos: desde 1971, el dinero guardado ha perdido el 96 % de su valor; la meta oficial es que pierda un 2 % al año; el salario medio compra lo mismo que en 2008; el IRPF sube sin ley que lo suba; y entre 2021 y 2025 la inflación rebajó la deuda del Estado más de lo que este pagó en intereses. Lo que pierde quien ahorra lo gana, en buena parte, quien debe. Y no hay una norma que proteja el ahorro privado.
Lectura del autor: esta es la mayor maniobra para despojar a la ciudadanía de los frutos de su trabajo, no por un día concreto, sino por su método. Si a una persona le abren la caja fuerte delante, se defiende; si su dinero encoge sin que cambie la cifra del billete, no ve de quién defenderse. Como la rana que no salta del cazo porque el agua se calienta poco a poco, la pérdida se reparte en años y casi nadie la nota. Si el dinero solo se sostiene en la confianza, ¿qué confianza merece un sistema que, por sus frutos, descapitaliza los ahorros de quien confió? Los redondeos al alza que muchos vivieron con la llegada del euro pesan poco en la media de los precios; se recogen como vivencia, no como cifra.
8.4 La carga
La idea: la cifra oficial de presión fiscal mide lo que recauda el Estado frente a toda la economía, no lo que soporta una persona. Medida sobre el coste de su trabajo, la carga es mucho mayor, y distinta para el asalariado, el autónomo y el que trabaja con una sociedad.
La carga. Desde aquí, la edición llama así a lo que se lleva el Estado de lo que cuesta el trabajo de una persona. Se mide sobre el coste laboral, lo que paga quien contrata, en cinco capas de certeza decreciente: (1) cotizaciones e IRPF; (2) IVA; (3) tributos municipales e impuestos especiales; (4) la parte del Impuesto de Sociedades que recae sobre los salarios, que es una hipótesis; y (5) la carga futura del déficit. Siempre con los tres perfiles, el asalariado, el autónomo y el societario, y con los costes indirectos.
La cifra oficial. En 2024, los impuestos y cotizaciones fueron el 37,3 % del PIB en España, frente al 40,3 % de la UE◦. Es una media sobre toda la economía, no la carga de una persona.
El asalariado medio. Soltero, sin hijos, con datos de 2025: cuesta a su empresa 39.481 euros al año◦.
Capa 1, cotizaciones e IRPF. La cifra oficial es la de la OCDE: una cuña fiscal del 41,4 % del coste laboral en España en 2025, frente al 35,1 % de su media, la décima más alta de 38 países◦. Cuenta solo el IRPF y las cotizaciones del trabajador y de la empresa◦: no el IVA, ni los demás impuestos, ni los gastos y el tiempo de los trámites. El estudio privado da 16.156 euros, el 40,9 %. Es la parte firme.
Capa 2, con el IVA: el 45,0 % acumulado (1.592 euros más; estimación del estudio, que no la desglosa por gastos).
Capa 3, con los tributos municipales y los impuestos especiales: el 48,4 % (1.354 euros más; estimación). Los 705 euros municipales son los de un ciudadano medio de una capital de provincia, según el Consejo General de Economistas, e incluyen el IBI (unos 395 euros, cálculo ilustrativo del estudio), el impuesto de circulación, el de construcciones, la plusvalía municipal y el de actividades económicas; los 649 de impuestos especiales son 470 de hidrocarburos y 179 de otros bienes, como las bebidas alcohólicas◦. Queda fuera la tasa de basuras de 2025, que el estudio calcula en unos 200 euros por hogar en algunos municipios y no suma hasta que haya estudios de su impacto. El resto de lo que está dentro de las capas y de lo que queda fuera —la electricidad, el agua, las tasas de tráfico, el impuesto de matriculación— está en el anexo B (B.4).
Capa 4, con la parte del Impuesto de Sociedades: el 50,7 % (930 euros más; hipótesis: la mitad de ese impuesto recae sobre los salarios).
Capa 5, con la carga futura del déficit: el 53,6 % (1.112 euros más; no se paga este año: es la parte del déficit estructural que se pagará después).
De cada 100 euros que paga la empresa, al menos 41 van a cotizaciones e IRPF; unos 48 con los demás impuestos de cada año; y hasta 53,6 con una hipótesis de reparto y una obligación futura. Le quedan 46,4.
Las dos bases. La nómina enseña el salario bruto, 30.237 euros, que no incluye la cotización de la empresa (9.243 euros, el 30,6 % del bruto). Por eso la misma carga se lee de dos maneras, y las dos son ciertas: sobre lo que paga la empresa, 53,6 de cada 100; y por cada 100 euros de salario bruto, la empresa desembolsa 130,6, de los que 69,9 van a la carga y 60,6 llegan al trabajador. Nunca se compara con 100 lo que suma 130,6.
El autónomo sin sociedad. No tiene empresa que cotice por él: paga toda su cuota. Cotiza según sus rendimientos netos, en tablas de quince tramos, con una base mínima de 653,59 euros al mes en el primero de la tabla reducida y una máxima de 5.101,20◦, y un tipo del 31,5 %: 28,30 de contingencias comunes, 1,30 de profesionales, 0,90 de equidad intergeneracional, 0,90 de cese de actividad y 0,10 de formación◦. Su cuota va de 205,88 a 1.606,88 euros al mes (cálculo). Con el mismo valor generado que el asalariado medio, las cinco capas suman en torno al 42 % si elige la base mínima de su tramo y en torno al 53 % si elige la máxima; con la mínima paga menos hoy, y su pensión se calculará sobre menos (cálculo de la obra con las reglas de 2026).
El autónomo con sociedad. Si administra una sociedad con al menos un 25 % o es socio con al menos un 33 %, su base no puede ser inferior a la mínima del grupo 7 del Régimen General◦: 1.424,40 euros al mes en 2026◦. Su cuota mínima ronda los 5.384 euros al año, frente a 2.470,56 del autónomo sin sociedad con la base más baja. Y la sociedad paga además el Impuesto de Sociedades: el 25 % en general; y, si factura menos de un millón de euros, el 19 % hasta 50.000 euros de base y el 21 % el resto en 2026 (21 y 22 % en 2025; 17 y 20 % en el régimen estable)◦. Con el mismo valor generado, las cinco capas suman en torno al 42 % si todo se cobra como retribución, y al 48 % si se combina retribución y dividendos (cálculo de la obra).
Lo que cotiza el empleado, y lo que cotiza por él la empresa. El trabajador aporta el 6,50 % de su salario: 4,70 de contingencias comunes, 0,15 de equidad intergeneracional, 1,55 de desempleo y 0,10 de formación. La empresa, el 30,65 %: 23,60, 0,75, 5,50, 0,20 de garantía salarial y 0,60◦, más la de accidentes, que varía según la actividad. Sobre el salario medio de 2024, 29.540,26 euros, son 1.920,12 euros del trabajador y 9.054,09 de la empresa (cálculo). Los perfiles de funcionario, con su propio cálculo y sus cautelas, están en el anexo B.
Los costes indirectos. La relación con la Administración obliga a pagar a terceros que no son impuestos: gestores y asesores, abogados y procuradores, notarios y registradores, arquitectos, ingenieros, peritos, entidades de certificación y colegios profesionales. Y la ley obliga a relacionarse por medios electrónicos, al menos, a «Las personas jurídicas» y a quienes ejercen una profesión con colegiación obligatoria◦. La ley exige proyecto técnico en la obra de nueva construcción, salvo las de escasa entidad constructiva y sencillez técnica que no tengan carácter residencial ni público y se desarrollen en una sola planta, y en las intervenciones que alteren la configuración arquitectónica◦; el visado colegial, en cambio, «únicamente» es obligatorio sobre ocho clases de trabajos, de la a) a la h): el proyecto de ejecución, el certificado final de obra, las legalizaciones, la demolición sin explosivos, las voladuras especiales, los explosivos y la cartuchería y pirotecnia◦. Cuánto suman esos honorarios no lo mide ninguna fuente oficial: es un hueco declarado, no una cifra. La ley obliga a quien tiene una actividad económica propia a conservar los justificantes de sus operaciones y a llevar contabilidad o, según su régimen, libros registro de ventas e ingresos, de compras y gastos y de bienes de inversión◦. Hacerlo cuesta tiempo, o el sueldo y la cotización de quien lo haga, o los honorarios de la gestoría; no se ha encontrado ninguna cifra oficial de ese coste.
El tiempo de los trámites. Una asociación de autónomos cifra en 226 horas al año el tiempo de cada autónomo en trámites, y, «Teniendo en cuenta un coste medio de 15 euros por hora», en 3.390 euros◦: unas cinco semanas y media de cuarenta horas. Para las pymes, otra fundación da 332 horas◦. Y el Banco Mundial midió 143 horas al año para que una empresa mediana pague sus impuestos, menos que las 158,8 de los países ricos de la OCDE, pero con una tasa total del 47,0 % del beneficio, frente al 39,9 %◦. Para el asalariado no hay estudio equivalente, y tampoco se ha encontrado ninguno que mida el tiempo de atender las cartas del Estado, recoger notificaciones en Correos o desplazarse al ayuntamiento: queda como pregunta abierta. Ese tiempo también es tiempo de vida (8.3), y el anexo B (B.6) lo valora en euros.
Lo que se recibe. Una pieza que mide solo lo que se cobra daría una imagen incompleta.
Pensiones. La OCDE calcula que, con el salario medio y una carrera completa, la pensión en España sería el 80,4 % del salario, frente al 52,0 % de su media◦. La de jubilación se resolvió en abril de 2026 en 9,28 días de media, con un máximo legal de 90◦. Y la ley obliga a que las pensiones contributivas mantengan «su poder adquisitivo»◦.
Sanidad. A 31 de diciembre de 2025, 853.509 pacientes esperaban una operación, con una espera media de 121 días, y el 21,6 % llevaba más de seis meses◦. La espera media era de 50 días en Madrid y de 173 en Andalucía◦. Para ver al médico de familia, 8,85 días. Aun así, valoran bien la atención el 78,5 % de los atendidos en primaria, el 77,8 % en el hospital y el 73,5 % en urgencias, y la satisfacción general es de 6,02 sobre 10◦. La esperanza de vida, 84,0 años, frente a 81,5 en la UE◦.
Educación. En PISA 2022, 473 puntos en matemáticas, sin diferencia significativa con la media de la OCDE (472), y con una bajada de 8 puntos desde 2018◦.
La ayuda para hacer trámites. Existe por ley, y la ley deja elegir: las personas físicas «podrán elegir en todo momento» si se comunican por medios electrónicos o no◦. Pero la cita previa obligatoria funciona como barrera, y el Defensor del Pueblo recomendó admitir escritos sin ella: «El registro público es la puerta de acceso de la ciudadanía a la Administración y, precisamente por ello, debe ofrecer las menores restricciones posibles»◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: cada uno de estos hechos está verificado y varios ya se vieron por separado (7.6). Que su suma sea «servidumbre» o «extorsión», en el sentido estricto de esas palabras, excede lo que prueban: ninguno describe una coacción dirigida y consciente contra una persona concreta. Lo que sí describen, sin necesitar esas palabras, es una asimetría: el Estado extrae con automatismo y precisión, y devuelve con resultados desiguales. Es la misma asimetría de la auditoría, ahora en euros: el 62,1 % de incumplimiento en lo que la Constitución promete al ciudadano (7.4).
Lectura del autor: la propuesta de la que parte este apartado es que la suma de la carga, la burocracia y los servicios que no llegan a tiempo configura una servidumbre económica encubierta. Y lo cuenta quien lo vive, autónomo: aunque tenga gestoría, tiene que recopilar las facturas, revisar los documentos y preparar facturas que el cliente no pide, solo para poder declarar lo que gana; delegar cuesta honorarios y no quita ese trabajo; si lo hace una persona contratada para ello, cuesta su sueldo y su cotización a la Seguridad Social; y si no hay quien lo haga, se hace en el tiempo libre. Es experiencia del autor, no una estadística. Y esa carga tiene, para el autor, daños laterales: encarece toda la interacción económica entre los hombres, y es muy pesada. No está medido. Y la dispersión de los datos sobre cuántos son y cuánto cobran los cargos políticos y sus asesores funciona como una forma de dificultar su conocimiento (8.6); que esa dispersión haya sido buscada, los hechos no lo demuestran ni lo descartan.
8.5 La extracción
La idea: el sistema toma actuando, y toma también no actuando. Cuando el ciudadano omite, el sistema tiene recargo, sanción y apremio; cuando omite el sistema, el ciudadano tiene que acudir a un tribunal y esperar años.
La vara. Es la del daño (2.3): el poder se ejerce legítimamente para evitar un daño a otros. Y para las omisiones, la obra se pone una regla estricta: solo cuenta una si hay (1) un deber jurídico documentado de actuar, (2) un plazo vencido y verificable, y (3) un tercero que lo certifique, un tribunal, la Comisión Europea o el propio Gobierno por escrito. Si falta una, es retraso, no omisión. El criterio lo toma del Código Penal, sin imputar nada a nadie: un resultado se entiende causado por omisión cuando su no evitación, «al infringir un especial deber jurídico del autor, equivalga, según el sentido del texto de la ley, a su causación»◦.
1. La obligación que entra estrecha y se ensancha.
El IVA entró en 1986 con un tipo general del 12 %◦; pasó al 13 % el 1 de enero de 1992◦, al 15 % el 1 de agosto de 1992◦, al 16 % en 1995◦, al 18 % el 1 de julio de 2010◦ y al 21 % el 1 de septiembre de 2012◦.
El cinturón: obligatorio de instalar en los asientos delanteros en 1972◦, de usar en vías interurbanas desde el 11 de noviembre de 1974◦, y en 1992 también en vías urbanas y, para los turismos nuevos, en los asientos traseros◦.
El casco: desde 1982, para las motos de más de 125 centímetros cúbicos en todas las vías y para las demás solo en las interurbanas◦; desde 1992, para todas, en todas las vías◦.
Y las excepciones, que también se dicen: el tipo incrementado del IVA bajó del 33 % al 28 % en 1992 y se suprimió en 1993◦; y el cargo al autoconsumo eléctrico de 2015◦ se derogó en 2018: «se reconoce el derecho a autoconsumir energía eléctrica sin cargos»◦.
La obligación suele entrar estrecha y ensancharse después. No siempre.
2. Lo firme no se revisa, con una excepción. La ley de los estados de alarma permite «Practicar requisas temporales de todo tipo de bienes e imponer prestaciones personales obligatorias»◦, y no se ha reformado desde 1981. Cuando terminan, caen las medidas, «salvo las que consistiesen en sanciones firmes»◦. El Constitucional anuló parte del primer estado de alarma (7.2, n.º 9) y fijó los efectos: no se revisan los procesos con cosa juzgada, las situaciones decididas por actos administrativos firmes ni «las demás situaciones jurídicas generadas por la aplicación de los preceptos anulados»; pero «sí es posible la revisión» de las sanciones penales o administrativas, por el art. 40.1 de su ley orgánica; y, «al tratarse de medidas que los ciudadanos tenían el deber jurídico de soportar», la sentencia no da por sí misma derecho a indemnización◦. Es el mismo patrón que la plusvalía (5.1, n.º 9) y que la Zona de Bajas Emisiones de Madrid (7.5, caso 2): el Supremo inadmitió el recurso del Ayuntamiento y la anulación es firme◦; la nueva ordenanza rige hacia delante◦, y el Ayuntamiento no devuelve lo cobrado, según la prensa◦.
3. La gasolina. Entre el 1 de enero de 2013 y el 1 de enero de 2019, las comunidades autónomas pudieron fijar un tramo propio del impuesto sobre hidrocarburos◦. El Tribunal de Justicia de la UE declaró que la directiva europea se opone a una norma que autoriza a las comunidades «a establecer tipos del impuesto especial diferenciados para un mismo producto y un mismo uso»◦. Antes ya había condenado a España por poner trabas a la indemnización de los daños causados por el legislador contra el derecho de la Unión◦. Hacienda inadmitió las reclamaciones por fuera de plazo; el Supremo anuló esa inadmisión y ordenó al Consejo de Ministros tramitar el procedimiento «con libertad de criterios»; pero advirtió que «no resulta posible afirmar, en este momento procesal, la acreditación suficiente del perjuicio alegado»◦. Es una victoria de acceso, no de cobro.
4. La franquicia del IVA. Ya se vio (7.5, caso 1). La Comisión lo dice así: España «Es el único Estado miembro que no lo ha hecho»◦. Pide que se calcule una suma a tanto alzado con 32.430 euros por día de retraso, con un mínimo de 7.540.000, y, si sigue sin transponer cuando haya sentencia, una multa de 135.811,20 euros al día◦. Está pedido, no impuesto. Y dentro de España hubo quien movió ficha: Canarias subió su franquicia del impuesto canario «del límite actual de 30.000 euros hasta los 50.000 euros»◦.
5. El algoritmo del bono social. La Administración decide con un programa, BOSCO, quién recibe el descuento en la luz de los hogares vulnerables. Una fundación pidió su código para comprobar si aplicaba bien la ley; se le negó. El Supremo declaró «el derecho de la Fundación Ciudadana Civio a acceder al código fuente de la aplicación informática BOSCO, condenando a la Administración demandada a proporcionárselo»◦. Entre la resolución del Consejo de Transparencia, de febrero de 2019, y la sentencia pasaron más de seis años.
6. La medida que sanciona. Un aparato que mide para sancionar debe pasar control metrológico: «lo determinante es si para la constancia de una conducta infractora miden cierto parámetro»◦; y el foto-rojo «sí hace mediciones»◦. Para los radares, el margen de error es del 5 % si miden desde una ubicación sin movimiento, y del 7 % si se mueven◦.
7. La dependencia. En 2025, 32.704 personas murieron esperando una respuesta del sistema de dependencia: 17.994 sin que se les hubiera resuelto el grado y 14.710 con el grado reconocido, esperando la prestación. Fueron 40.447 en 2023 y 34.252 en 2024; el tiempo medio de resolución, 341 días◦. Una persona cada dieciséis minutos. A 31 de marzo de 2026 esperaban 271.556 personas: 118.716 sin valorar y 152.840 con la prestación reconocida◦.
8. Los aforados. El presidente del Consejo General del Poder Judicial lo dijo en el Congreso en 2017: «en España existen actualmente casi 250.000 aforados. De estos, algo más de 232.000 lo son de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, estatales, autonómicos y locales; cinco son miembros de la familia real y el resto, 17.603, pertenecen a instituciones del Estado y de las comunidades autónomas»◦. Es la cifra oficial más reciente que se ha localizado. El Supremo instruye y juzga las causas contra el Presidente del Gobierno, los miembros del Gobierno, los diputados y senadores, entre otros◦. Y el elector no puede revocar a su representante: el diputado solo pierde el escaño por las causas tasadas del Reglamento del Congreso (8.6), y «Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo»◦.
9. La publicidad institucional. El Estado gastó en campañas institucionales 25.915.168 euros en 2019, 70.430.604 en 2024 y 88.078.848 en 2025◦. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos fija el criterio: «la asignación arbitraria y discriminatoria de publicidad oficial», «con el objetivo de presionar y castigar o premiar y privilegiar a los comunicadores sociales y a los medios de comunicación en función de sus líneas informativas, atenta contra la libertad de expresión»◦. Que el gasto español cumpla esa condición no lo ha certificado nadie: por eso no cuenta como omisión.
10. El consentimiento. Rousseau fue más lejos que nadie: «Los diputados del pueblo no son, ni pueden ser, sus representantes; no son más que sus comisarios […]. Toda ley que el pueblo en persona no ha ratificado es nula; no es una ley. El pueblo inglés cree ser libre; se engaña mucho: no lo es más que durante la elección de los miembros del Parlamento»◦. No es una invitación a desobedecer: es una vara. El derecho español recoge una parte: antes de redactar una ley o un reglamento, «se sustanciará una consulta pública»◦.
11. La lista. El elector del Congreso no vota a personas, sino listas: cada una lleva «la expresión del orden de colocación» de candidatos y suplentes◦; los escaños «se adjudican a los candidatos incluidos en ella, por el orden de colocación en que aparezcan»◦; y la vacante es para el siguiente «de la misma lista»◦. Al alcalde lo eligen los concejales entre quienes encabezan las listas, y si ninguno logra la mayoría absoluta, es alcalde el que encabeza la más votada◦, aunque la Constitución permite otra vía: «Los Alcaldes serán elegidos por los Concejales o por los vecinos»◦. Al Presidente del Gobierno lo propone el Rey y lo inviste el Congreso (art. 99). Solo en el Senado se vota a personas: «a un máximo de tres candidatos en las circunscripciones provinciales»◦. Con listas cerradas, la continuidad de un diputado depende de que su partido lo vuelva a colocar en un puesto de salida, más que del voto a su persona: es el incentivo que pone el diseño, sea cual sea la intención de cada uno. El fin declarado del sistema, evitar la fragmentación, y su fruto reconocido, la estabilidad de los Gobiernos, se vieron en 6.4.
12. Lo que la tradición jurídica dejó escrito. El Diccionario panhispánico del español jurídico recoge, entre otras, estas máximas: «En caso de duda, a favor del administrado»; «En caso de duda, a favor de la libertad»; «En caso de duda, a favor del ciudadano»; «Lo que no está prohibido se considera permitido»; «Nadie sea juez sin actor»; y «Nadie está obligado a acusarse a sí mismo»◦. La de la libertad viene del derecho romano: «cuando la interpretación sobre la libertad sea dudosa, se ha de responder a favor de la libertad»◦. Y otra, de un decreto del emperador Marco Aurelio: «hay violencia también siempre que alguien reclama sin juez lo que cree que se le debe»◦. España, además, ratificó que «Nadie será encarcelado por el solo hecho de no poder cumplir una obligación contractual»◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: en cuatro casos de este apartado, quien declara el incumplimiento no es la obra, sino un tercero: el Supremo (la gasolina y BOSCO), la Comisión Europea (la franquicia) y un tribunal superior de justicia, cuya sentencia el Supremo dejó firme (la Zona de Bajas Emisiones). Y en los cuatro el patrón es el mismo: el Estado cobra o niega en el acto, y corrige tarde, cuando corrige. El silencio del ciudadano se castiga solo; el del sistema hay que perseguirlo. Contra la regla no juega todo: el silencio de la Administración a veces favorece al ciudadano, porque el vencimiento del plazo, en los procedimientos que él inicia, le «legitima» para entender estimada su solicitud, salvo las excepciones de la ley◦.
Lectura del autor: el bien es como la luz, que ilumina todo lo que existe: si ves todo lo que hay, puedes decidir por ti mismo. La manipulación es controlar la iluminación: decidir qué partes se iluminan y cuáles se dejan a oscuras, y luego decirte «elige». Si se deja fuera del foco una opción, y además se impide que nadie la proponga, eso no es administrar la libertad: es una interferencia en el libre albedrío. Y la máxima romana sostiene buena parte de esta obra: tomarse la justicia por la propia mano, incluso para cobrar algo legítimo, es en sí mismo violencia. «Por sus frutos los conoceréis» (Mt 7:16), y también por lo que, debiendo hacer, no hizo.
8.6 A dónde va cada euro, y quién sostiene a quién
La idea: el total del gasto público se publica, y se puede seguir. Lo que no se publica sumado es el detalle que permitiría juzgar si el sistema sirve al pueblo o se sirve a sí mismo.
El año. En 2025, las administraciones ingresaron 724.554 millones y gastaron 764.884: faltaron 40.330 millones, casi lo mismo que se pagó en intereses de la deuda, 40.314◦. Se pide prestado, cada año, más o menos lo que cuestan los intereses de lo ya pedido. La deuda llegó a 1.698.225 millones a final de 2025◦, y para 2026 la Autoridad Fiscal estima 43.300 millones de intereses (7.6).
A dónde va. En 2024, todas las administraciones juntas gastaron 725.001 millones de euros:
	Función
	Millones de euros
	De cada 100 €

	Protección social
	297.532
	41,0

	— de ella, pensiones de vejez
	165.050
	22,8

	— enfermedad e incapacidad
	44.019
	6,1

	— viudedad y orfandad
	35.425
	4,9

	— desempleo
	24.077
	3,3

	Sanidad
	102.942
	14,2

	Servicios públicos generales
	92.551
	12,8

	— de ellos, intereses de la deuda
	38.793
	5,4

	Asuntos económicos
	80.908
	11,2

	Educación
	65.862
	9,1

	Orden público y seguridad
	28.628
	3,9

	Cultura, ocio y religión
	19.193
	2,6

	Medio ambiente
	15.539
	2,1

	Defensa
	14.233
	2,0

	Vivienda y servicios comunitarios
	7.613
	1,1

	Total
	725.001
	100,0



Fuente: Eurostat, gasto de las administraciones públicas por funciones, España, 2024; los intereses, de las cuentas de las administraciones públicas de Eurostat. La partida de vejez mezcla las pensiones de la Seguridad Social, pagadas sobre todo con cotizaciones, con las de los funcionarios del Estado, pagadas con los Presupuestos. Unos cinco de cada cien euros van a vivienda, medio ambiente y defensa juntos; otros 5,4, a intereses. El gasto de 2024 fue el 45,5 % del PIB, frente al 48,9 % del agregado de la UE-27◦. De los 297.532 millones de protección social, 267.057 (89,8 %) son prestaciones sociales en dinero; el personal y el funcionamiento suman 16.402 (9.127 y 7.275)◦.
Quién sostiene a quién. De un lado, quien trabaja, por cuenta ajena o propia, sostiene el sistema con sus cotizaciones, su IRPF y su IVA: en 2025, las cotizaciones sociales sumaron 223.612 millones, y una parte de ellas la pagan las propias administraciones por su personal, con impuestos (5.1, n.º 3). Del otro, tres esferas que se sostienen con ese dinero:
	Esfera
	Cuántos
	Media al año por persona
	¿Se le puede despedir?

	Quien trabaja en el sector privado (sostiene)
	19.132.100 ocupados
	22.962 € de salario
	Sí, con indemnización tasada

	1a. Jubilados del trabajo privado
	10.547.417 pensiones
	19.244 € (jubilación: 22.065 €)
	—

	1b. Jubilados del Estado
	740.431 pensiones, como mínimo
	33.545 €
	—

	2. Empleados públicos y fuerzas del Estado
	3.071.725
	34.482 € de salario
	Solo por falta muy grave o condena

	3. Cargos políticos
	743 altos cargos; 350 diputados; 266 senadores; 959 asesores, como mínimo
	Presidente del Gobierno, 96.921,84 €; ministro, 85.513,32 €; senador de fuera de Madrid, unos 78.555 €
	No durante el mandato



Lo que dicen las medias. La pensión media del jubilado del Estado es 1,7 veces la del jubilado del trabajo privado, y el salario medio público, un 50 % mayor que el privado. Al asalariado se le puede despedir pagando una indemnización tasada; al funcionario de carrera, solo por falta muy grave o condena; al parlamentario, nadie durante su mandato. Son comparaciones en bruto, con sus cautelas.
Lo que se prometió a quien cotiza. Quien cotiza cree pagar su jubilación, y la ley dice que el sistema es de reparto (5.1, n.º 1): la pensión de quien cotiza hoy dependerá de quienes coticen detrás. Hoy hay unos dos afiliados por cada pensión: 21.844.414 afiliados en diciembre de 2025◦ para 10.547.417 pensiones en septiembre de 2026; y la fecundidad está en 1,10 hijos por mujer (8.8).
La hucha. El Fondo de Reserva llegó a 66.815 millones en 2011. Desde 2012 se dejó sin efecto su límite anual de disposición: «Durante los ejercicios 2012, 2013 y 2014, no resultará de aplicación el límite del tres por ciento»◦; después, para 2015 y 2016 y para 2017 y 2018, por las leyes de presupuestos. Lo dispuesto, año por año:
	2012
	2013
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018
	2019
	Total

	7.003
	11.648
	15.300
	13.250
	20.136
	7.100
	3.000
	2.900
	80.337



Millones de euros. A final de 2018 quedaban 5.043 millones, y en 2020, 2.138◦. Hoy vuelve a tener 14.069,81 millones (31-12-2025), pero gracias a una cotización nueva que pagan trabajadores y empresas desde 2023, el mecanismo de equidad intergeneracional: 10.150 millones de 2023 a 2025◦. La última dotación al Fondo con cargo a excedentes fue la de 2010◦. No fue apropiación: se usó para pagar pensiones (7.5, caso 4). Y en qué está invertida: «La cartera está compuesta, exclusivamente, por deuda pública española»◦, porque la ley ordena invertirla en títulos públicos y en su comité se sienta el Director General del Tesoro (5.1, n.º 2).
Lo que rindió. En los últimos diez años, el Fondo rindió un 0,12 % al año, mientras los precios subían un 2,39 % (índice armonizado de Eurostat, cálculo de la obra): perdió valor real. En veinte años, un 2,91 % al año, apenas por encima de los precios. La comparación con los planes de pensiones la hace el propio informe oficial: en diez años, los de renta variable rindieron un 9,10 % al año y el conjunto de los planes, un 3,70 %◦. Qué ha pasado con un depósito de todos lo juzgan las tradiciones con la regla de devolver lo confiado (3.2, P5).
El velo y el muro de opacidad. Desde aquí, la edición distingue dos cosas. El velo es la complejidad que esconde cómo funciona el sistema, aunque esté a la vista de todos: «El camuflaje no es el secreto, sino la complejidad: está a la vista de todos, escondido en cientos de miles de páginas» (Pórtico V). Es lo que el título de la obra promete disolver. El muro de opacidad son los datos que el Estado no publica, o publica de forma que no se pueden sumar. Esto es lo que la obra intentó, y dónde se topó con el muro (el detalle de cada intento, con su fecha, en el anexo C):
Altos cargos: el Portal de la Transparencia publica cada retribución, pero en 23 ficheros, sin un total y con un tope de 1.000 registros por consulta.
Asesores: no hay un coste total de todos los asesores del Estado; solo consta el de la Presidencia del Gobierno, 18,03 millones al año.
Cargos de las comunidades y los ayuntamientos: el sistema del Ministerio recoge lo que cobran, pero no publica totales; sumarlo exigiría consultar una a una más de 8.000 entidades.
Jubilados del Estado: las estadísticas no separan a los empleados públicos que ingresaron desde 2011; por eso Clases Pasivas es solo un mínimo.
Cotizaciones: no se separa lo que las administraciones cotizan por su propio personal, con impuestos, de lo que cotizan las empresas.
Militares y policías: los Presupuestos no separan su sueldo del resto del personal de sus ministerios.
Prestaciones de los exparlamentarios: los Presupuestos no las separan; las únicas cifras son de prensa y no coinciden.
La ley obliga a publicar cada dato; nadie está obligado a publicar la suma. Cerrar el muro exigiría pedir cada dato por la vía que la ley abre a todos, «Todas las personas tienen derecho a acceder a la información pública»◦, y dejar constancia de la respuesta o del silencio (10.4).
Conclusión, lo que arrojan los datos: la protección social es la mayor partida del gasto, y las pensiones de quien trabajó las pagan, sobre todo, quienes trabajan hoy: la ley establece un sistema de reparto, no de ahorro. La hucha se vació y la ley obliga a invertirla en títulos públicos: hoy, solo deuda española, con un rendimiento que en diez años no ha cubierto los precios. El agujero de cada año equivale a los intereses, y los intereses suben. La pensión media del Estado es 1,7 veces la del trabajo privado y el salario medio público, un 50 % mayor. Y el detalle de quién cobra qué no se publica sumado.
Lectura del autor: el sistema está diseñado para sostenerse a sí mismo, no para servir al pueblo. Quien cotiza lo hace de buena fe, creyendo que paga su jubilación; el Estado, como custodio, debía hacer crecer ese dinero, invirtiéndolo en empresas sólidas que beneficiaran al conjunto del país y lo protegieran de la pérdida de valor de la moneda, para devolvérselo a la persona en los años en que es más vulnerable. En lugar de eso, la hucha se presta al propio Estado, que fija el interés de esa deuda conociendo cómo funciona el sistema y sabiendo que la moneda pierde valor: aquí se ve mala fe. Y lo que no alcanza se cubre con más deuda, que pagarán quienes todavía ni siquiera cotizan, o con dinero creado de la nada por el Banco Central Europeo, que es quien decide hoy la política monetaria del euro, y que se paga con los ahorros de todos (8.1 y 8.3). Un sistema que nació viciado en 1971, cuando se rompió el último vínculo de la moneda con el oro, da frutos viciados: esto apunta hacia el padre de la mentira (Jn 8:44). «Por sus frutos los conoceréis» (Mt 7:16). «El que tiene oídos para oir, oiga» (Mt 11:15).
8.7 La industria, el campo y la vivienda
La idea: «cada vez que el Estado mete mano en algo, lo asfixia». La obra no lo acepta ni lo descarta en bloque: lo comprueba sector por sector, y dice dónde se confirma, dónde se complica y dónde no aguanta.
La reconversión. La primera norma de 1981 partía de un diagnóstico: «La situación de crisis por la que atraviesan sectores básicos de nuestra industria exige un planteamiento específico y la adopción de medidas de reconversión industrial»◦. La de 1983 la continuó con un nuevo marco◦. La siderurgia y la construcción naval estaban entre los sectores sometidos a reconversión. Pero la destrucción venía de antes: «entre 1977 y 1982 la industria perdió 600.000 empleos y fueron innumerables las empresas manufactureras que desaparecieron»; y entre 1977 y 1985, «alrededor de 850.000 puestos de trabajo, a pesar de que el índice de producción industrial registraba un aumento anual medio del 1,2%»◦.
Las privatizaciones. Entre 1996 y 2002, el Consejo de Ministros autorizó «48 operaciones de privatización» que «han afectado a 45 empresas»◦. En 1997 se ingresaron 12.481 millones de euros y en 1998, 13.083◦. Y fue obra de Gobiernos de distinto signo: Endesa se empezó a vender en 1988, y su última gran venta fue en 1998◦.
El puesto de España en el mundo, por PIB. Duodécima en 1970 y octava en 2007◦; decimoquinta en 2024 y duodécima en 2025, con una previsión de la decimocuarta para 2026◦. Son puestos calculados por la obra ordenando los datos de cada organismo; en 1970 solo hay datos de 146 economías.
El campo. En 2023, los programas nacionales de control de toda la UE analizaron 132.793 muestras de alimentos, con un 98 % de cumplimiento; y la tasa de incumplimiento de las muestras de fuera de la Unión, el 3,4 %, triplicaba la de las propias, el 1,0 %◦. España analizó 2.492 muestras, y según una organización ecologista, con los datos oficiales, el 9,63 % de los alimentos importados contenía plaguicidas no autorizados en la UE, frente al 4,70 % de los de aquí◦. Exigir a lo importado lo mismo que a lo europeo, las llamadas cláusulas espejo, sigue en debate.
La vivienda en Cataluña. Cataluña fue la primera en declarar zonas de mercado residencial tensionado con la ley de vivienda de 2023: 140 municipios, con efectos desde marzo de 2024◦, y otros 131◦; en total, «7.172.196 personas, lo que representa un 90,7 %» de la población catalana◦. En julio de 2026 se tramitaba prorrogar la declaración en 118 de los 140 (5.919.365 habitantes) y declarar 53 nuevos◦. Los contratos de alquiler con fianza depositada en Cataluña fueron 167.953 en 2018, 152.770 en 2022, 132.988 en 2023, 118.626 en 2024 y unos 108.057 en 2025◦. Caen, y la caída empezó antes de la declaración; el dato no dice por qué.
Conclusión, lo que arrojan los datos: la tesis se confirma en parte: la industria perdió unos 850.000 empleos entre 1977 y 1985, y los contratos de alquiler registrados caen en Cataluña, aunque desde antes de que se regulara. Pero se complica: la pérdida de empleo industrial empezó antes de la reconversión, las privatizaciones las hicieron Gobiernos de distinto signo, y el puesto de España sube y baja según el año y la medida. Y un punto no aguantó el contraste: la propia obra descartó sus cifras sobre la ocupación, que venían de blogs y no de organismos oficiales. Lo que el diseño legal hace en ese terreno se vio en 7.7.
Lectura del autor: el mismo actor que levantó la industria pesada durante la autarquía la desmontó después, y el coste lo pagaron comarcas enteras.
8.8 Vivienda y fecundidad
La idea: la vivienda se ha alejado del salario y los hijos están en mínimos. Que lo uno cause lo otro, o que ambos vengan de la captura institucional, no está demostrado: la pregunta causal queda abierta.
Los años de renta. El Banco de España divide el precio medio de una vivienda libre de 93,75 metros cuadrados construidos entre la renta bruta estimada del hogar mediano. Su primer dato, de marzo de 1987, es 2,9 años; el máximo, 9,46, en septiembre de 2007; el mínimo de la década siguiente, 6,59, en marzo de 2015. En septiembre de 2025, 7,65 años, y en junio de 2026, 8,36, el más alto desde 2011◦. Es renta bruta del hogar, antes de impuestos y cotizaciones: no es el esfuerzo real.
El esfuerzo. El mismo cuadro mide lo que se lleva el primer año de una hipoteca por el 80 % del precio sobre la renta disponible del hogar mediano: el 72,47 % en junio de 1990, el máximo de la serie; el 34,30 % en septiembre de 2025; y el 38,01 % en junio de 2026◦. El tipo de los préstamos libres para adquisición de vivienda era del 16,46 % en junio de 1990 y del 17,05 % en enero de 1991◦.
La aritmética de una persona. Con el salario medio, 29.540,26 euros brutos◦, y ahorrando lo que ahorran de media los hogares, el 12,0 % de su renta disponible en 2025◦, una persona sola tardaría unos 25 años en reunir la entrada y los gastos de compra, en torno al 30 % del precio, y más de 80 en reunir el precio entero. Incluso gastando solo lo que gasta de media una persona, 13.626 euros al año◦, harían falta unos 7 años para la entrada y unos 25 para todo. Una pareja con dos sueldos tarda más o menos la mitad. Es aritmética de la obra, con un precio aproximado.
Los hijos. En 2024 nacieron 318.005 niños, un 0,8 % menos que el año anterior, y el número medio de hijos por mujer bajó a 1,10: 1,07 entre las madres españolas y 1,27 entre las extranjeras◦. Es el mínimo de la serie, que empieza en 1975 con 2,77; el anterior mínimo fue 1,13, en 1998◦.
La pregunta causal. La tentación es unir todo en una frase: la captura institucional causa el vaciado del poder adquisitivo y la caída de los hijos. La obra no lo afirma: ningún dato reúne todavía las dos cosas, y hay dos explicaciones rivales sin refutar: causas económicas generales, como la política monetaria europea, la falta de oferta de vivienda o la globalización; o una causa común, como la crisis de 2008, de la que ambas cosas serían efectos paralelos. La obra lo califica como «correlación temporal y geográfica, sin mecanismo demostrado».
Conclusión, lo que arrojan los datos: dos cifras de fuente oficial, 8,36 años de renta bruta de un hogar mediano y un 38 % de su renta disponible el primer año de hipoteca, y una fecundidad en su mínimo, en el mismo país y el mismo periodo, dibujan un vaciado real del poder adquisitivo aplicado a la decisión más básica: formar un hogar. Lo que no dicen es por qué. Lo que sí está documentado son mecanismos del propio Estado que reducen la renta disponible: el IRPF que sube solo y la pérdida de valor del dinero (8.3). No prueban que causen la caída de los hijos, y la obra no lo afirma.
Lectura del autor: un sistema que se lleva el tiempo de vida con la excusa de cubrir a quien ya cumplió divide a la población y la sobrecarga: nadie quiere asumir responsabilidades, no se forman familias y, como no se ve un futuro, no se quieren traer hijos. La obra deja abierta la pregunta causal; esta es la lectura del autor.
8.9 La confianza
La idea: la sensación de que la gente es peor que antes es, según la mejor evidencia disponible, una ilusión. Lo que sí está bajo es la confianza en las instituciones.
La ilusión del declive moral. Un estudio publicado en Nature lo midió a una escala inédita: con más de 12,4 millones de personas, mostró que la gente de al menos 60 países cree que la moral está en declive, que lo ha creído durante al menos 70 años, y que lo que la gente dice de la moral de sus contemporáneos no ha bajado con el tiempo, «lo que sugiere que la percepción del declive moral es una ilusión»◦. En las encuestas de Estados Unidos de 1949 a 2019, en el 84 % de las preguntas la mayoría dijo que la moral había empeorado. El mecanismo que proponen: la exposición sesgada a la información y la memoria sesgada. Y la percepción se atenúa, desaparece o se invierte cuando se pregunta por personas que uno conoce bien o por épocas anteriores a su nacimiento.
La réplica. Un equipo independiente repitió uno de los estudios en 2024, y sus resultados «coincidieron extremadamente de cerca con los del estudio original»◦. Una crítica filosófica sostiene que el argumento central del estudio es lógicamente inválido◦.
En España. El CIS pregunta: «¿Diría Ud. que, por lo general, se puede confiar en la mayoría de la gente, o que nunca se es lo bastante prudente en el trato con los/as demás?», en una escala de 0 a 10. En julio de 2020, en plena pandemia, la media fue 5,4, y el 50,7 % se situó entre 6 y 10; en 2014 la media era 4,74. Después siguió subiendo: 5,7 en 2021, 5,75 en 2022 y 5,73 en 2023; luego 5,43 en 2024, 5,41 en 2025 y 5,58 en 2026◦. La confianza entre la gente es hoy mayor que hace doce años.
Las instituciones. Otro estudio lo separa con claridad: la convivencia se valora bien, «con un grado de confianza entre la ciudadanía elevado»; en cambio, «la confianza institucional es generalmente baja: ninguna administración (local, autonómica, central, europea) consigue el aprobado en España»◦.
Cada época se ha creído la peor. En una carta de 1887, el historiador Lord Acton se negó a juzgar al Papa y al Rey con una presunción favorable: «Si hay alguna presunción, es la contraria, contra quienes tienen el poder, y crece a medida que crece el poder. […] El poder tiende a corromper, y el poder absoluto corrompe absolutamente»◦. Y ya en Grecia se decía que lo justo era lo que conviene al más fuerte (1.4). La sensación de que el mundo empeora moralmente es, ella misma, una constante de la historia.
Conclusión, lo que arrojan los datos: la confianza entre las personas es hoy mayor que hace doce años, y la desconfianza apunta a las instituciones; el diseño legal enfrenta a la gente sin que nadie tenga que actuar de mala fe (7.7); y la vivienda y la fecundidad están en mínimos, con la pregunta causal abierta (8.8). El problema no está en la gente.
Lectura del autor: el sistema es el que ha creado los problemas actuales.
8.10 La salud y la familia
La idea: de lo que se ve a simple vista, los datos oficiales confirman una cosa y matizan las otras: el consumo de antidepresivos se ha multiplicado; los suicidios y los divorcios, medidos por habitante y separando a la población española de la extranjera, no suben. Se dice lo que muestran las series y no se afirma ninguna causa.
Antidepresivos. El consumo se mide en dosis diarias definidas por cada 1.000 habitantes y día. La Agencia Española de Medicamentos lo da de 26,53 en 2000 a 79,57 en 2013◦; el Ministerio de Sanidad, de 66,2 en 2012 a 92,7 en 2021◦; y la OCDE, con los datos que da España, de 28,2 en 2000 a 107,1 en 2024◦. Es casi cuatro veces más, y España pasó del puesto 11 de 17 países en 2000 al 6 de 31 en 2023 (cálculo de la obra con las cifras de la OCDE). La OCDE avisa de roturas de la serie en 2014 y en 2018, y sus cifras de España son menores que las de la Agencia en 2013, por eso cada serie se da con su fuente y no se unen.
Suicidios. El número de muertes por suicidio pasó de 1.652 en 1980 a 3.953 en 2024; el máximo fue en 2022, con 4.227◦. Pero hay más habitantes y más mayores, y la tasa por 100.000 habitantes publicada por el INE fue 7,57 en 2018, 8,85 en 2022 y 8,09 en 2024◦. Ajustada por edad, la tasa baja: de 8,3 en 2000 a 7,7 en 2023, según la OCDE◦; y España está por debajo de la media de la OCDE (10,7 en 2023) y de la de la Unión Europea (10,37)◦.
La población española, aparte. La inmigración ha hecho crecer la población: los nacidos en el extranjero eran el 3,64 % el 1 de enero de 2000 y el 20,67 % el 1 de julio de 2026 (dato provisional)◦. De 2000 a 2022 la población total creció un 17,2 %, la de nacionalidad española un 6,0 % y la nacida en España un 2,3 %◦. Una tasa sobre la población total puede diluirse con ese aumento. Por eso se mide también por nacionalidad, que el INE publica desde 2005◦. En 2024, la tasa bruta por 100.000 fue 8,27 en la población española, 7,00 en la extranjera y 8,10 en la total; ajustada por edad (método directo, población estándar europea de 2013), 7,56, 7,70 y 7,57◦. De 2005 a 2024, la tasa ajustada baja un 6,6 % entre los españoles y un 6,0 % en el total. La dilución existe en la tasa bruta, pero es de un 2 a un 5 %, y desaparece al ajustar por edad. «Española» no es «nativa»: el INE no publica los suicidios por país de nacimiento, y los españoles nacidos en el extranjero son hoy el 8 % de los españoles. Atribuyéndolos todos a nacidos en España, la tasa bruta de los nativos tendría como máximo 8,89 en 2024◦.
Divorcios. Eran 37.743 en 2000, llegaron al máximo en 2006, con 126.952, y bajaron a 80.785 en 2025◦. El salto de 2005 a 2006 (de 72.848 a 126.952) coincide con la Ley 15/2005, que permitió divorciarse sin separación previa◦; la serie solo muestra el salto, y atribuirlo a la ley es una lectura. Por cada 100 matrimonios, los divorcios fueron 61,1 en 2006 y 47,3 en 2024◦. Entre cónyuges ambos españoles, que el INE separa desde 2007, fueron 111.437 en 2007 y 64.701 en 2024: 2,76 y 1,53 por cada 1.000 españoles◦. Contando personas, en 2024 la tasa fue 3,30 por 1.000 entre las españolas, 3,39 entre las extranjeras y 3,31 en el total.
Depresión y ansiedad declaradas. La proporción de personas que dicen tener depresión o ansiedad crónica se mantiene entre el 5,9 % y el 6,9 % de 2011 a 2023◦; la edición de 2006 no es comparable. Lo que sí sube son los síntomas depresivos graves, medidos con el cuestionario PHQ-8: del 2,5 % en 2020 al 8,0 % en 2023◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: el consumo de antidepresivos se ha multiplicado por casi cuatro desde 2000, en las tres series oficiales que lo miden. El número de suicidios y de divorcios sube desde 1980 o 2000, pero por habitante no: la tasa de suicidios es casi la misma desde 2005 y baja ajustada por edad, y los divorcios suben hasta 2006 y bajan después. Separar a la población española de la extranjera no cambia ninguna de las dos series. La depresión y la ansiedad declaradas se mantienen, y los síntomas depresivos graves, medidos con cuestionario, suben. La obra no afirma ninguna causa.
Lectura del autor: lo que estas series miden, para el autor, es la insatisfacción de la población, y los suicidios y el consumo de antidepresivos son dos termómetros de ella. No dicen lo mismo: el de los suicidios se mantiene por habitante, y el de los antidepresivos sube en todas las series y es hoy de los más altos de la OCDE. El autor lo lee de dos maneras, que no se excluyen. Una, como un indicador de que el malestar de la población aumenta. Otra, como una forma de camuflaje: un sistema que, a base de antidepresivos, inhibe la frustración en lugar de atender lo que la causa, y así puede decir que aquí no pasa nada. Es lectura, no dato: las series muestran que se consume más, no por qué, y puede deberse también a que hoy se diagnostica más, a que hay menos estigma o a que el acceso es mayor; la obra no afirma ninguna causa ni ninguna intención. Que esto diga algo del rumbo es una pregunta, no un dato: la pregunta final del llamamiento (11.6).
8.11 El efectivo y la señal
La idea: los pagos grandes en efectivo se limitan cada vez más y se prepara un euro digital; el texto de la Biblia que habla de condicionar el comprar y el vender a una señal lo liga a la lealtad a un poder, no a un medio de pago.
Lo que consta.
España: «No podrán pagarse en efectivo las operaciones, en las que alguna de las partes intervinientes actúe en calidad de empresario o profesional, con un importe igual o superior a 1.000 euros»◦. El límite era de 2.500 euros y la Ley 11/2021 lo bajó a 1.000◦. Para un pagador sin domicilio fiscal en España que no sea empresario, es de 10.000.
La Unión Europea: desde el 10 de julio de 2027 el máximo para comerciar con bienes o servicios en efectivo es de 10.000 euros, y los Estados pueden poner un límite más bajo◦. Dos tercios de los Estados miembros ya tenían límites, de 500 euros en Grecia a algo más de 10.000 en Chequia◦.
El billete de 500 euros: el Consejo de Gobierno del BCE decidió el 4 de mayo de 2016 dejar de producirlo y no se emite desde 2019, pero sigue siendo de curso legal: «podrá seguir utilizándose como medio de pago y depósito de valor»◦.
El euro digital: la Comisión presentó el 28 de junio de 2023 dos propuestas, una para crearlo y otra para proteger el efectivo (aceptación obligatoria a su valor completo y prohibición de recargos por pagar con billetes y monedas)◦. El BCE decidió el 18 de octubre de 2023 pasar a la fase de preparación, que empezó en noviembre, y el 30 de octubre de 2025 pasar a la siguiente, y dice que complementaría al efectivo◦. En octubre de 2026 no hay acuerdo final◦.
Los países: en la zona del euro el efectivo fue el 52 % de los pagos en tienda en 2024, del 22 % en Países Bajos al 67 % en Malta◦. En las fuentes oficiales leídas, ningún país prohíbe pagar en efectivo en general; sí hay límites por operación (500 euros en Grecia, 3.000 en Países Bajos para bienes)◦.
Lo que se comunica a la Administración depende de otros umbrales (3.000, 6.000, 10.000, 30.000 y 100.000 euros según el caso); a partir de 1.000 euros lo que hay es la prohibición de pagar en efectivo con profesionales y la identificación formal que hacen los bancos◦.
La razón que da la norma. El Reglamento de 2024 es de prevención del blanqueo de capitales, y la Comisión presenta el euro digital como una opción de pago más junto al efectivo. Los límites son por importe de cada operación y conviven con el curso legal del efectivo.
Conclusión, lo que arrojan los datos. Hay una dirección: el límite de pago en efectivo en España bajó de 2.500 a 1.000 euros, la Unión Europea fija un máximo de 10.000 desde 2027, el BCE dejó de producir el billete de 500 y se prepara el euro digital. Y hay hechos que no encajan con la idea de que el efectivo vaya a desaparecer: el billete de 500 sigue siendo de curso legal, la Comisión propone proteger el efectivo, el BCE dice que el euro digital lo complementaría y ningún país europeo lo prohíbe en general. Estos hechos no prueban un plan de eliminar el efectivo ni lo descartan: muestran un estrechamiento de los pagos grandes en efectivo y un dinero digital en preparación.
La señal del Apocalipsis. «Y hacía que á todos, á los pequeños y grandes, ricos y pobres, libres y siervos, se pusiese una marca en su mano derecha, ó en sus frentes: Y que ninguno pudiese comprar ó vender, sino el que tuviera la señal, ó el nombre de la bestia, ó el número de su nombre»◦. Lo impone la segunda bestia, que hace adorar a la primera y hará que quienes no adoren su imagen «sean muertos»◦; tomar la señal es adorar a la bestia◦. El texto no nombra ningún medio, ningún gobierno ni ningún documento. La señal en la mano y entre los ojos ya estaba en la Biblia como señal de la ley de Dios◦, y la señal de Dios en las frentes, en el propio Apocalipsis◦: dos señales y dos lealtades.
Cómo lo leyó la tradición más antigua. Hipólito, que copia Ap 13:11-18 entero, dice que el Anticristo «ordenará que por todas partes se pongan incensarios, para que ningún hombre entre los santos pueda comprar ni vender sin sacrificar antes; pues eso es lo que significa la marca recibida en la mano derecha»◦. Victorino de Pettau dice que sus siervos recibirán el número de su nombre «para que nadie los compre ni los venda»◦. En Hipólito, la condición para comerciar es un acto de culto; en Victorino, la señal es la de los siervos del Anticristo: en los dos, una lealtad.
Lectura del autor: lo que describe el texto es una función: el acceso al comercio condicionado a una señal de lealtad. No dice qué medio sería, y el autor no lo dice tampoco. Quien describe lo que no ha visto lo cuenta con las imágenes que conoce, y hay un salto de vocabulario: un nativo del Amazonas que nunca ha tenido contacto con la civilización, llevado a una casa, toca la superficie de la roca y cuenta que «se hizo de día»; lo que de verdad ha hecho es pulsar un interruptor en una pared, pero no tiene la palabra «pared» ni «interruptor» (imagen del autor, no un hecho). El propio autor cayó en la presunción que describe: primero dijo «pared», y luego lo corrigió, porque quien nunca ha visto una casa no tiene el concepto de una pared hecha de bloques y cemento; para él lo sólido es la roca. Es un ejemplo de cuánto hay que salvar la distancia entre nuestras palabras y las de quien habló entonces: usar sus conceptos, no los nuestros. Por eso lo que importa no es el nombre del aparato, sino la función. Si el efectivo desapareciera, quien controle el pago podría decidir quién compra y quién vende, y esa es la función que describe Ap 13:17. El autor no adivina el futuro: ve la trazabilidad de los hechos de arriba y avisa antes de que ocurra, porque lo que quiere evitar es que gane el mal. Si algún medio cumple esa función es cuestión de hechos que se puedan comprobar, y no de nombres.
Límite honesto de la prueba
La causa no está demostrada. El capítulo mide efectos: la pérdida de valor del dinero, la carga, la vivienda, los hijos. Que la captura institucional los cause es una hipótesis abierta (8.8), y que exista una estrategia mundial para mantener a la población endeudada, también (8.1).
Los cálculos de la obra se dicen como tales: la pérdida de los 100 euros desde 1971, la deuda rebajada por la inflación, los perfiles del autónomo y del societario, los salarios medios público y privado, los puestos de España por PIB y la aritmética de la vivienda.
Las capas 4 y 5 de la carga son una hipótesis de reparto y una obligación futura; la parte firme es la capa 1, contrastada con la OCDE.
Las comparaciones de medias entre lo público y lo privado no corrigen la jornada, la antigüedad ni la cualificación.
Fuentes privadas o interesadas, marcadas: el Impuestómetro (con datos de Molinari y EY), una asociación y una fundación de autónomos y pymes, un sindicato, una organización ecologista y la prensa sobre las multas de la Zona de Bajas Emisiones, cuya cifra la da una asociación de automovilistas y no un organismo oficial.
Lo que no se ha podido leer: la STS de 2017 del foto-rojo, entera; la réplica de Smith, Smith y Stocks, salvo en transcripción; el informe completo del IIF, que es solo para socios; la cita atribuida a Friedman sobre la inflación como impuesto sin ley, que circula sin fuente primaria localizada.
Lo que no entra: el «63 % del PIB» de la zona euro, los «18 billones» de dinero nuevo y las frases de la «literatura financiera» (sin fuente); los precios de Benidorm; las cifras de coste de la reconversión, de una fuente concentrada; las «60.000 viviendas de alquiler» perdidas; Nozick, y Murphy y Nagel.
Los números de la salud y la familia describen, no explican. Que suban o no suban estas series no prueba que la causa sea el dinero, el Estado ni nada concreto: son datos de un país en el que han cambiado muchas cosas a la vez, y la obra no afirma ninguna causa.
«Española» no es «nativa», y algunos datos son provisionales o no se pudieron leer. El INE publica los suicidios por nacionalidad y no por país de nacimiento; los suicidios de 2025 y la población de 2025 y 2026 son provisionales; el informe de antidepresivos de la Agencia de 2025 es un panel que no se pudo descargar; la serie de la OCDE tiene roturas en 2014 y 2018; y la depresión declarada de 2006 no es comparable.
El efectivo y la señal: los datos no muestran ningún plan de eliminar el efectivo, y las fuentes oficiales leídas dicen lo contrario; la obra expone una dirección de hechos, con los que no encajan, y no afirma ninguna intención (8.11).
La señal del Apocalipsis no nombra ningún medio de pago, y los dos autores antiguos que la comentan la ligan a una lealtad (Hipólito, a un acto de culto): la lectura de hoy es del autor y no se puede comprobar con los datos. El argumento del salto de vocabulario no sirve para elegir un medio concreto, porque permitiría igual de bien cualquier identificación (8.11).
Dónde se oye la defensa del Estado
La defensa del Estado frente a este capítulo, y lo que la obra le responde, se oyen en el juicio:
que la moneda sin respaldo estabiliza la economía y que el banco central es independiente, y que «hoy ningún gobierno devalúa para financiarse»: cargo 17 (11.3);
«No existe ningún plan mundial», «La desconfianza en las instituciones también es un sesgo» y «No todas las instituciones son iguales»: en las cuestiones previas (11.2);
«La reconversión era inevitable»: cargo 28;
«La baja fecundidad es un fenómeno europeo y cultural», «Los 58 años son una cifra sindical, y no son comparables» y «Correlación no es causalidad»: cargo 10;
las omisiones, de BOSCO, la franquicia y la gasolina: cargo 22; los aforamientos: cargo 2;
«la conclusión de conjunto», y que decir que «el sistema creó los problemas» es un salto: frente al dictamen (11.4).
Para recordar
Desde 1971, el dinero vale lo que la ley declara y la confianza que se le tiene: es el dinero sin respaldo material. La mayor parte la crean los bancos al prestar.
Durante siete siglos, desde dentro del poder, se advirtió lo mismo: alterar la moneda es quitar sin pedir permiso.
El tiempo de vida cristalizado: 100 euros guardados el 1 de enero de 1971 compran hoy lo que entonces 3,90; la meta oficial es perder un 2 % al año; y lo que pierde quien ahorra lo gana, en buena parte, quien debe.
La carga: de cada 100 euros que cuesta el trabajo de un asalariado medio, al menos 41 van a cotizaciones e IRPF, y hasta 53,6 con todas las capas.
El silencio del ciudadano se castiga solo; el del sistema hay que perseguirlo durante años.
La hucha de las pensiones se vació y está invertida, por ley, en deuda del propio Estado. Se publica cada dato, nunca la suma: es el muro de opacidad.
La vivienda se ha alejado del salario y los hijos están en mínimos; la causa, abierta.
La gente no es peor que antes: la confianza que ha caído es la que se tenía en las instituciones.
La salud y la familia: los antidepresivos se han multiplicado por casi cuatro desde 2000; los suicidios y los divorcios, por habitante y separando a la población española de la extranjera, no suben; no se afirma ninguna causa.
El efectivo y la señal: los pagos grandes en efectivo se limitan cada vez más y se prepara un euro digital, con hechos que no encajan con que el efectivo vaya a desaparecer; el texto de la Biblia que condiciona comprar y vender a una señal la liga a la lealtad a un poder, no a un medio de pago; la obra no afirma ninguna intención.
Lo que aquí se expone que hay que podar (lectura del autor): la moneda que, al perder valor, quita sin pedir permiso el tiempo de vida de quien ahorra; el silencio del ciudadano, que se castiga solo, frente al del sistema, que hay que perseguir durante años; y el muro de opacidad, que publica cada dato y no la suma.
Lo siguiente: lo medido, reunido en una conclusión, el dictamen, con sus límites (capítulo 9).


9 El dictamen
Primera versión: 6 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 6 · Citas leídas en su fuente: 46
En pocas palabras:
Medido con la regla que aplica a cualquier empresa, el sistema estaría en causa de disolución: la Seguridad Social tiene patrimonio neto negativo desde 2017 y debe al Estado 126.170 millones de euros, y las administraciones gastaron más de lo que ingresaban en 28 de los 31 años de 1995 a 2025. No se le puede declarar en quiebra: su propia ley lo excluye del concurso.
Su deuda mayor no figura en la oficial: 6,13 billones de euros en pensiones ya prometidas. El ciudadano es a la vez su acreedor y quien la paga.
La autoridad, la auctoritas, viene de «hacer crecer». Hoy cada generación necesita más años de vida, más normas y más trámites para obtener lo mismo, y el hueco se cubre con deuda.
El dictamen de la obra, con el formato de la Ley de Auditoría y sin valor oficial: opinión desfavorable. Anuncia el cierre de una forma de gobierno, no de la ley ni de la comunidad, y no exime a nadie de sus obligaciones.
La compensación no puede pagarse con más deuda contra el mismo ciudadano: auditoría, responsabilidad de cada persona probada caso a caso, devolución de lo obtenido ilícitamente, y nunca por apellido.
Diez veces, de 1688 a 2009, la historia muestra la misma secuencia: primero se agota la sustancia del poder, y solo después el pueblo deja de sostenerlo. Es constancia histórica, no un manual.
9.0 Propósito
Los capítulos 7 y 8 midieron: la Constitución frente a los hechos, y los frutos en la vida diaria. Este reúne lo medido en una conclusión, el dictamen, y dice sus límites. Es la parte de la obra que más pertenece al autor: «El dictamen es del autor; los hechos son de todos» (0.2). Por eso aquí, más que en ningún otro capítulo, se separan las dos capas: lo que arrojan los datos y la lectura del autor (0.3).
Cómo se lee. Lo que ya se explicó no se repite: se remite al apartado donde está. Lo nuevo va con su fuente y su fecha, y los cálculos de la obra se dicen como tales.
Lo que este capítulo no hace. No declara culpable a ninguna persona: juzga un diseño. Su dictamen no tiene valor oficial. Y no invita a desobedecer: las obligaciones vigentes siguen vigentes (0.2).
Este capítulo dice:
9.1 la quiebra camuflada: la misma vara, la deuda contraída contra el ciudadano y cómo se compensa, la autoridad perdida, la espada que juzga y el dictamen;
9.2 y qué ha pasado en la historia cuando la forma se queda sin sustancia.
9.1 La quiebra camuflada
La idea: con la regla que el sistema aplica a cualquier empresa, estaría en causa de disolución, y su propia ley lo excluye del concurso. Su deuda mayor la tiene con el ciudadano, que es a la vez quien la paga.
La misma vara
La regla. La ley obliga a una sociedad a disolverse, entre otras causas, «Por pérdidas que dejen reducido el patrimonio neto a una cantidad inferior a la mitad del capital social»◦. Es la vara de la obra: la regla que el sistema aplica a cualquier persona o empresa (0.5).
Lo que muestran sus cuentas.
La Seguridad Social tiene patrimonio neto negativo desde 2017: «El balance de la Seguridad Social recoge desde 2017 un patrimonio neto negativo que, a 31 de diciembre de 2024, asciende a 106.138,7 millones de euros»◦. Son ocho cierres seguidos (7.2, n.º 11).
Debe al Estado 126.170 millones de euros en préstamos, «un 7,91 % del Producto Interior Bruto (PIB) de 2024»◦.
Las administraciones gastaron más de lo que ingresaron en 28 de los 31 años de 1995 a 2025: solo cerraron con superávit en 2005, 2006 y 2007◦. La deuda pasó de 384.662 millones de euros en 2007 a 1.698.225 a final de 2025◦, y lo que falta cada año equivale, más o menos, a los intereses de lo ya pedido (8.6).
Por qué no se le declara en quiebra. Porque la ley que él mismo escribe lo excluye del concurso de acreedores (5.1, n.º 7). Y nadie debe ser juez en su propia causa (1.7).
Conclusión, lo que arrojan los datos: con la vara que se aplica a cualquier persona o empresa, este sistema estaría en causa de disolución: su Seguridad Social lleva ocho años con patrimonio neto negativo, y el conjunto gasta más de lo que ingresa casi todos los años, pagando lo que vence con deuda nueva. No se le declara en quiebra porque la ley que él mismo escribe lo excluye del concurso.
Lectura del autor: es una quiebra camuflada: un sistema artificial, sostenido desde 1971 por un dinero sin respaldo material, que se exime de las reglas que impone a los demás y que funciona como una pirámide: paga a los de antes con lo que pide a los que vienen detrás. El camuflaje no es el secreto, sino la complejidad: está a la vista de todos, escondido en cientos de miles de páginas.
Desde aquí, la edición llama quiebra camuflada a esta situación, y siempre como lectura del autor, nunca como dato: el dato es la causa de disolución; el nombre es su lectura (H.7). El camuflaje es lo que en 8.6 se llamó el velo.
La deuda contraída contra el ciudadano
Lo que debe. Las pensiones ya prometidas sumaban 6,13 billones de euros a finales de 2021, y no figuran en la deuda oficial (5.1, n.º 24). Ese mismo año, la deuda oficial era de 1.429.404 millones◦: la prometida era más de cuatro veces mayor, 4,3 veces (cálculo de la obra). El propio INE advierte que es el valor actual de pagos futuros, no una deuda que venza hoy (5.1, n.º 24).
Con qué la paga. Para pagarla, y para pagar la deuda oficial y los préstamos a la Seguridad Social, el sistema solo cuenta con lo que cobre a esos mismos ciudadanos. Y el ahorro que se guardó con sus cotizaciones ya se gastó: de la hucha se dispusieron 80.337 millones entre 2012 y 2019 (8.6).
Conclusión, lo que arrojan los datos: el sistema debe a los ciudadanos, en pensiones ya prometidas, más de cuatro veces su deuda oficial, y esa deuda no figura en la cifra que se publica. Solo puede pagarla cobrando a aquellos a quienes se la debe.
Lectura del autor: el ciudadano es a la vez acreedor y pagador: el sistema le debe, y le cobra para pagarle lo que le debe. Es una deuda contraída contra el ciudadano, y es el Estado quien debe compensarle.
Cómo se compensa, según el autor. Lo que sigue es la propuesta del autor, con las leyes en que se apoya; sus límites están al final del capítulo. La compensación no puede hacerse con más deuda contra el mismo ciudadano. Debe salir de quien se ha enriquecido con este sistema, y por este orden:
1. Una auditoría pública y verificable de quién se ha beneficiado y cómo.
2. Responsabilidad individual, probada caso a caso y con derecho de defensa, porque los delitos los cometen personas. Lo dijo el tribunal de Núremberg: «los crímenes contra el derecho internacional los cometen hombres, no entidades abstractas»◦.
3. La recuperación íntegra de lo obtenido ilícitamente, esté en manos de quien esté, también de los familiares o terceros que lo recibieron sabiendo su origen, o cuando «una persona diligente habría tenido motivos para sospechar, en las circunstancias del caso, de su origen ilícito»◦. La ley ya presume, salvo prueba en contrario, que el tercero lo sabía cuando los bienes «le hubieran sido transferidos a título gratuito o por un precio inferior al real de mercado»◦.
4. Y nunca por apellido ni por parentesco: «el hijo no llevará por el pecado del padre»◦. Es el principio de que cada uno responde de lo suyo (3.2, P7).
Lo que fue legal cuando se hizo. El mismo tribunal dijo que no castigar sin ley previa es un principio de justicia, no un límite al poder del Estado: «la máxima nullum crimen sine lege (no hay delito sin ley) no es una limitación de la soberanía, sino, en general, un principio de justicia». Y que castigar a quien había atacado a sus vecinos violando tratados no era injusto, porque «en tales circunstancias el atacante debe saber que obra mal»◦. El autor aplica la misma vara de la ley natural, que está por encima de la puesta (1.4): quien sabía que obraba contra el bien común no puede ampararse en que su conducta era legal. A los responsables, probado caso a caso, se les recupera lo obtenido contra el bien común y se les deja lo mínimo vital, que la ley ya protege: «Es inembargable el salario, sueldo, pensión, retribución o su equivalente, que no exceda de la cuantía señalada para el salario mínimo interprofesional»◦.
Los hijos. No pagan por sus padres: «no mató á los hijos de los que le mataron, conforme á lo que está escrito en el libro de la ley de Moisés»◦. Pero tampoco conservan lo que sus padres no podían dejarles. La herencia comprende «todos los bienes, derechos y obligaciones de una persona que no se extingan por su muerte»◦, y quien la acepta a beneficio de inventario responde de sus cargas solo «hasta donde alcancen los bienes de la misma»◦. Lo heredado de origen ilícito se devuelve, hasta donde alcance la herencia, y lo que los hijos ganaron con su trabajo es suyo. Quien demuestre haber servido al bien común verá valorada esa conducta, después de restituir.
La autoridad perdida
La medida. La edición llama auctoritas a la autoridad que se gana haciendo crecer a quienes la sostienen (6.2). Es la raíz de la propia palabra del poder, y sirve de medida: ¿hace crecer este sistema a quienes lo sostienen?
Más años de vida por lo mismo.
Para tener pensión: en 1974 bastaban diez años cotizados: «Tener cubierto un período mínimo de cotización de diez años»◦. Desde 1985, quince◦, como hoy: «Tener cubierto un período mínimo de cotización de quince años»◦.
Para calcularla: en 1985, con los últimos ocho años: «las bases de cotización del interesado durante los noventa y seis meses inmediatamente anteriores»◦; desde 2026, con las 302 mejores bases de los últimos 304 meses, unos 25 años◦; y desde 2037, con las 324 mejores de los últimos 348 meses: los 27 mejores años de los últimos 29◦.
Para cobrarla entera: desde 2027, 37 años cotizados: el 50 % por los primeros quince, y el resto mes a mes◦.
La edad: «Haber cumplido sesenta y siete años de edad, o sesenta y cinco años cuando se acrediten treinta y ocho años y seis meses de cotización»◦. La subida desde los 65 se completa en 2027◦.
Más carga.
Impuestos y cotizaciones: lo que pasa por las administraciones por esas dos vías era el 32,3 % del PIB en 1995 y fue el 37,3 % en 2024◦: unas 18 jornadas más de cada año que en 1995 (cálculo de la obra). No fue una subida continua: pasó del 37,2 % en 2007 al 30,5 % en 2009 y desde entonces ha vuelto a subir.
Todos los ingresos públicos, también los que no son impuestos, pasaron del 37,9 % del PIB en 2000 al 42,9 % en 2025, el más alto desde 1995, cuando empieza la serie◦.
Por habitante: descontados los precios y el aumento de la población, cada habitante aportó en 2024 un 23 % más que en 2002, y un 37 % más en impuestos sobre la renta y el patrimonio (cálculo de la obra con datos de Eurostat y del INE).
Sobre el trabajo: lo que se lleva el Estado del coste laboral de un asalariado medio, en IRPF y cotizaciones, pasó del 38,6 % en 2000 al 41,4 % en 2025◦ (8.4), sin el IVA, los tributos municipales ni los impuestos especiales.
Más normas y más trámites. Solo en 2024 se publicaron 1.298.086 páginas de boletines oficiales (5.2, planta 3), y un autónomo dedica unas 226 horas al año a trámites, según una asociación del sector (8.4). Cumplirlas cuesta: según un estudio privado, del Instituto de Estudios Económicos, otros autores cifran esa pérdida entre el 3 % y el 5 % del PIB, y el propio Instituto estima, «de manera conservadora», que al menos la mitad, entre el 1,5 % y el 2,5 %, viene de que cada administración regule lo mismo a su manera◦. Solo esa mitad ya supera lo que se gasta en gobierno, parlamentos y hacienda: el 1,3 % del PIB en 2024◦.
Una enfermedad que describió Hobbes. Hobbes, que llamó al Estado «Dios mortal» (6.1), dedicó un capítulo a lo que lo debilita. Una de sus enfermedades es la falta de dinero: el soberano aguanta cuanto puede y, cuando ya no puede más, «lucha con el pueblo con estratagemas de ley para obtener pequeñas sumas, que, como no bastan, se ve obligado al fin a abrirse paso por la fuerza para lo que necesita al momento, o perecer»◦. La obra encuentra dos estratagemas de ley:
Impuestos que suben sin votarse: el mínimo exento del IRPF sigue en 5.550 euros desde 2015, mientras los precios subían un 28,0 % (5.1, n.º 5).
Multas que se presupuestan: la estructura oficial de los presupuestos de los ayuntamientos tiene un concepto para las multas y, dentro de él, uno propio para las «Multas por infracciones de la Ordenanza de circulación»◦. El Ayuntamiento de Madrid previó 211,4 millones de euros por multas de circulación en 2024 y reconoció 220,2, un 4,1 % más; en 2023, 199,3 previstos y 213,4 reconocidos, un 7,1 % más◦. El castigo que se presupuesta antes de cometerse la infracción es lo que las tradiciones separaron del negocio (3.2, P8).
Lo que hay que reconocer.
Se vive más. La esperanza de vida a los 65 años pasó de 15,8 años en 1978 a 21,9 en 2024◦: la pensión se cobra más años, y la edad de jubilación ha subido dos. El gasto en pensiones de vejez es el que más crece: del 6,6 % del PIB en 1995 al 10,4 % en 2024, todavía provisional◦.
La estructura no crece. Lo que se gasta en gobierno, parlamentos y hacienda baja: del 1,5 % del PIB en 1995 al 1,3 % en 2024◦. El peso de este Leviatán no está en lo que gasta en sí mismo, sino en lo que exige a los demás.
Antes se pagaba menos, pero el Estado daba mucho menos y no había libertades; y la política económica de aquel régimen «abusó de la regulación económica»◦. La forma cambia; el patrón de una estructura que se sostiene sobre la persona permanece.
Conclusión, lo que arrojan los datos: medido con la raíz de su propia palabra, el sistema no cumple: cada generación necesita más años de vida, más normas y más trámites para obtener lo mismo, y el hueco se cubre con deuda. Y muestra una de las enfermedades que describió el propio Hobbes, defensor del poder absoluto: impuestos que suben sin votarse y multas que se presupuestan antes de cometerse la infracción. Este diagnóstico no lo firma el autor: sale de las cuentas y estadísticas del propio Estado (el Tribunal de Cuentas, el INE, la Seguridad Social y el BOE) y de Eurostat y la OCDE.
Lectura del autor: ha llegado a su final. Ha perdido su auctoritas, porque ya no hace crecer a quienes lo sostienen, y solo se prolonga a costa de su tiempo de vida y de su futuro. Hobbes dejó escrito que su Leviatán era mortal (abajo); los datos dicen que está enfermo; el autor concluye que ya no tiene motivo para seguir prolongándose tal como es.
Lo que dicen las leyes de arriba, y lo que hace el sistema
El dictamen sostiene que el sistema contraviene la ley de Dios y la ley natural. Este es el cotejo, punto por punto, con lo ya visto:
Remisión de las deudas. Cada siete años, remisión; cada cincuenta, jubileo (3.3). El sistema hace lo contrario: no hay remisión periódica, y la deuda del Estado se paga con deuda nueva y crece (8.1 y 8.6).
La deuda como servidumbre. «el que toma prestado, siervo es del que empresta» (Pr 22:7; 5.2, planta 5). A final de 2025, la deuda pública era de 34.405 euros por habitante (cálculo de la obra, con la población media de ese año, todavía provisional, de Eurostat).
La usura (3.3). El sistema se sostiene sobre deuda con intereses: 38.793 millones de euros en 2024 (8.6). La Torá la prohíbe en el préstamo al pobre y al hermano; aplicarla a la deuda de un Estado es extensión del autor.
Pesas justas (3.2, P4). El dinero pierde valor en manos de quien lo emite (8.3).
Nadie es juez en su propia causa (1.7). El Estado se excluye, por su propia ley, del concurso de acreedores (5.1, n.º 7).
La ley humana que contradice a la natural «ya no será ley, sino corrupción de la ley» (1.1).
La espada que juzga
Lo que escribió Hobbes. Al cerrar la parte de su obra dedicada al poder del Estado, Hobbes explica de dónde tomó el nombre: de los dos últimos versículos de Job 41, donde Dios, tras describir el gran poder del Leviatán, lo llama «rey de los soberbios». Y sigue: «pero porque es mortal y está sujeto a la decadencia, como todas las demás criaturas terrenas, y porque hay algo en el cielo, aunque no en la tierra, a lo que debe temer y cuyas leyes debe obedecer», dedicará los capítulos siguientes a «sus enfermedades y las causas de su mortalidad, y a qué leyes de la naturaleza está obligado a obedecer»◦. La portada de 1651 recoge el versículo cortado (6.1); la Vulgata continúa: «qui factus est ut nullum timeret» (que fue hecho para no temer a nadie) (Job 41:24).
Lectura del autor: el hallazgo de Hobbes es la espada que juzga al Leviatán. En la portada, el Leviatán empuña una espada; la que lo juzga es otra. No una espada de hierro, sino la palabra, «más penetrante que toda espada de dos filos», que «discierne los pensamientos y las intenciones del corazón»◦: la ley que su propio autor reconoció por encima de él, la ley de Dios recogida en los libros sagrados y la ley natural. Discernir es separar. La auditoría es el aventador que separa el trigo de la paja (Mt 3:12): lo que sirve al bien común, de lo que lo daña. Y se hace con la prudencia de la parábola: «cogiendo la cizaña, no arranquéis también con ella el trigo»◦. Se separa caso a caso, con pruebas; la siega final no es nuestra.
El dictamen
El formato. La ley de auditoría dice que la opinión del auditor sobre si las cuentas «ofrecen la imagen fiel» de la entidad «podrá revestir cuatro modalidades: favorable, con salvedades, desfavorable o denegada», y que se indicarán, en su caso, las «incertidumbres significativas o materiales» que pudieran hacer dudar de su capacidad «para continuar como empresa en funcionamiento»◦. La obra usa ese formato para que su conclusión se lea con categorías conocidas, no para darle un valor oficial que no tiene: no es un auditor inscrito. Lo llama dictamen, y reserva la palabra «veredicto» para lo que decida el jurado del juicio popular (capítulo 11; H.7).
El dictamen de esta obra sobre el sistema es: OPINIÓN DESFAVORABLE. Sus cuentas no ofrecen la imagen fiel de lo que debe a los ciudadanos, y existe una incertidumbre material sobre su capacidad para continuar tal como es. La piedra de todo el dictamen está en 5.4: el pueblo no consintió; nació dentro y lo aceptó sin saberlo, y lo que se sostiene solo en presunciones se disuelve cuando se pide la prueba.
Lo que anuncia, y lo que no. Por eso el autor anuncia el cierre de esta forma de gobierno: no de la comunidad, ni del orden, ni de la ley, sino de un sistema que ha agotado su auctoritas. El camino no es el vacío: es el método de esta obra, la petición documentada, la metamorfosis del Estado a la que se invita (0.2) y la puerta que la propia Constitución dejó abierta, la revisión total (art. 168; 5.2, planta 2), que se ve en el capítulo 10. Este dictamen no exime a nadie de sus obligaciones vigentes (0.2): es el diagnóstico que funda la reforma, no una orden de desobediencia.
9.2 La forma sin sustancia, y cuando el pueblo retira la legitimidad
La idea: algunas tradiciones dieron al pueblo o a sus consejos un modo de retirar a quien gobierna sin sustancia. Cuando ese modo no existe, o falla, la historia muestra una secuencia que se repite: primero se agota la sustancia del poder, y solo después el pueblo deja de sostenerlo.
Lo que dejó la convergencia. De las cuatro tradiciones que en 7.5 hicieron de la corrección una institución, los veedores incas vigilaban el poder delegado, no al Inca. Las otras tres llegan más arriba, y cada una es de un tipo distinto: la destitución del jefe, que cualquiera del pueblo podía iniciar (los ashanti); la autoridad que nombra y que retira, las mujeres a quienes pertenece el título (los iroqueses); y el código escrito con el que una comunidad se corrige por dentro, con penas graduadas (la Regla de Qumrán), que, por ser normas escritas, es la que más se parece a lo que intenta ser un Estado moderno. Y un matiz que debe ir siempre junto al hallazgo: ni los ashanti ni los iroqueses, con los mejores mecanismos internos de corrección de los casos estudiados, pudieron impedir la conquista o el desplazamiento por potencias de fuera. Los ashanti fueron conquistados por los británicos entre 1896 y 1901 y declarados colonia de la Corona el 1 de enero de 1902◦. Los iroqueses, divididos en la guerra de independencia de Estados Unidos, cedieron en 1784 «todo derecho sobre el territorio» al oeste de la nueva frontera◦. Corregirse por dentro y resistir la fuerza de fuera son dos problemas distintos, y ninguno de los pueblos estudiados resolvió los dos a la vez.
Cuando no hay mecanismo, o ha fallado. Hay otro patrón, distinto: lo que ocurre cuando ningún mecanismo interno de corrección existe o ya ha fallado, y la sustancia del poder se ha vaciado tanto que el pueblo, sin decreto ni autorización de nadie, deja de sostenerlo con su obediencia. Es la servidumbre voluntaria vista del revés: uno solo manda porque muchos se lo dan (4.1), y deja de mandar cuando dejan de dárselo. Es también la deslegitimación, la «acción de privar de legitimidad» (6.3). Diez casos, cada uno con su fecha y su fuente, como hecho histórico comparado y no como manual de instrucciones: cada uno tuvo su causa, su proceso y sus consecuencias, y no todos terminaron igual de bien para quienes participaron.
Los diez casos.
1. Inglaterra, 1688-1689. El rey Jacobo II quería eximir a los católicos de las restricciones de la ley que exigía un juramento religioso para los cargos públicos; cuando el Parlamento se le resistió, lo suspendió en 1685 y lo disolvió en 1687◦. El 30 de junio de 1688, siete ingleses destacados escribieron a Guillermo de Orange para invitarle a venir; el rey no se atrevió a arriesgar su ejército en una batalla y huyó el 23 de diciembre◦. En 1689, la Declaración de Derechos dejó escrito «que el pretendido poder de suspender las leyes o su ejecución por autoridad real, sin consentimiento del Parlamento, es ilegal»◦.
2. La India, 1930-1947. El 12 de marzo de 1930, Gandhi salió a pie hacia el mar; el 5 de abril llegó a Dandi, tras unos 385 kilómetros, y la mañana del 6 recogió un puñado de sal: técnicamente, producir sal, que era monopolio británico, y violar la ley◦. A finales de año, unas 60.000 personas estaban en la cárcel◦; a él lo detuvieron el 5 de mayo◦. Diecisiete años después, una ley británica dispuso que desde el 15 de agosto de 1947 se establecieran «dos dominios independientes», la India y Pakistán◦.
3. Polonia, 1980-1989. En el verano de 1980 estallaron huelgas contra la subida de la carne; el 14 de agosto paró el astillero de Gdańsk, y el 31 se firmó el acuerdo que admitía «nuevos sindicatos autogestionados»◦. Solidaridad fue el primer sindicato independiente en un país del bloque soviético◦. Con la ley marcial, implantada el 13 de diciembre de 1981◦, fue declarado ilegal◦, y una ley de 8 de octubre de 1982 anuló todos los registros sindicales anteriores◦. La Mesa Redonda (6 de febrero a 5 de abril de 1989) llevó a las elecciones «parcialmente democráticas» del 4 de junio◦, y el 24 de agosto fue nombrado el primer jefe de Gobierno no comunista de un país de Europa del Este desde finales de los años cuarenta◦.
4. La República Democrática Alemana, 1989. En las elecciones municipales del 7 de mayo, la lista única obtuvo oficialmente el 98,85 % de los votos; observadores de la oposición que vigilaron el recuento hallaron diferencias de hasta el diez por ciento, aunque la falsificación solo pudo probarse del todo después de la caída del régimen◦. Desde el 4 de septiembre hubo manifestaciones cada lunes en Leipzig; el 9 de octubre, unas 75.000 personas, y la policía no intervino◦. El 9 de noviembre, un portavoz del Gobierno dijo en directo que las nuevas normas de viaje entraban en vigor «inmediatamente», cuando su nota decía que se publicaran al día siguiente◦; esa noche, ante la multitud, el oficial al mando del paso de Bornholmer Straße decidió abrirlo◦. La Unión Soviética se disolvió en diciembre de 1991◦.
5. Checoslovaquia, 1989. El 17 de noviembre, la policía reprimió con brutalidad una manifestación de estudiantes en Praga◦. Siguieron las protestas y, el 27, una huelga general◦. El 29 de noviembre, a propuesta del Gobierno, la Asamblea Federal suprimió de la Constitución el papel dirigente del Partido Comunista, sin ningún voto en contra ni abstención◦. Václav Havel, detenido en enero de ese mismo año◦, fue elegido presidente por la Asamblea Federal el 29 de diciembre◦.
6. Filipinas, 1986. Ferdinand Marcos era presidente desde el 30 de diciembre de 1965◦. De las elecciones del 7 de febrero de 1986, el Gobierno de Estados Unidos, aliado suyo, dijo que quedaron «empañadas por un fraude y una violencia generalizados, cometidos sobre todo por el partido del Gobierno»◦. El 22 de febrero, el ministro de Defensa y el jefe del Estado Mayor dimitieron por ese fraude◦. Durante cuatro días, cientos de miles de personas se reunieron en la avenida EDSA de Manila, y millones en todo el país, según la Gaceta Oficial filipina◦. El 25, Corazón Aquino juró como presidenta y Marcos salió del país◦.
7. Sudáfrica, 1990-1994. El 2 de febrero de 1990, al abrir el Parlamento, el presidente De Klerk anunció que se levantaba la prohibición del Congreso Nacional Africano y que el Gobierno había tomado «la firme decisión de liberar al señor Mandela sin condiciones»◦. Mandela salió de la cárcel el 11 de febrero, tras veintisiete años y medio◦. En las primeras elecciones no raciales, el 27 de abril de 1994, el Congreso Nacional Africano obtuvo el 62,6 % de los votos, y el 9 de mayo la Asamblea Nacional eligió presidente a Mandela, por unanimidad◦.
8. Indonesia, 1998. En 1997, una crisis monetaria que barría el sudeste asiático alcanzó a Indonesia◦. Suharto llevaba treinta y dos años en el poder, contando desde que tomó el control efectivo del Gobierno en 1966◦. Los estudiantes ocuparon el Parlamento desde el 18 de mayo de 1998, y el 21 Suharto dimitió◦. Siguió la época llamada reformasi, la reforma◦, y el 7 de junio de 1999, según los observadores internacionales, Indonesia celebró «sus primeras elecciones competitivas desde 1955»◦.
9. Georgia, 2003. Según los observadores internacionales, las elecciones parlamentarias del 2 de noviembre terminaron en «un fraude electoral extendido y sistemático»◦. Siguieron las protestas, con una rosa en la mano en lugar de un arma; de ahí el nombre de Revolución de las Rosas◦. El 22 de noviembre, los manifestantes impidieron que se constituyera el nuevo Parlamento, y el 23 dimitió el presidente Shevardnadze◦.
10. Islandia, 2008-2009. En octubre de 2008, en una semana, quebraron los tres mayores bancos del país, un colapso «sin precedentes en el mundo por su escala (en proporción a la economía nacional)», según el Fondo Monetario Internacional◦. Hubo protestas ante el Parlamento, golpeando cacerolas◦. El 26 de enero de 2009 dimitió el Gobierno◦, y el 25 de abril hubo elecciones◦. El cambio se hizo por las vías ordinarias. En 2010, la comisión investigadora del Parlamento concluyó que el primer ministro, el ministro de Hacienda y el de Comercio de entonces, y los responsables del supervisor financiero y del banco central, habían incurrido en negligencia◦.
El patrón. Diez casos, en tres continentes, de 1688 a 2009. Lo que comparten no es la violencia, sino la secuencia: la sustancia del poder, su respaldo real y su coherencia con lo que promete, se agota primero, y consta por escrito (un fraude electoral denunciado por observadores, una crisis económica, la represión de una protesta), y solo después el pueblo, sin que nadie se lo ordene ni lo autorice, deja de sostenerlo con su obediencia. En varios, quienes pedían el cambio lo hicieron sin armas: la sal, las rosas, las cacerolas. No todos los poderes respondieron sin represión: la ley marcial en Polonia, decenas de miles de presos en la India. Y en ninguno fue de un día para otro: entre la pérdida visible de sustancia y la caída pasaron semanas (Praga, Georgia), meses (Islandia) o años (Polonia, la India, Sudáfrica).
Conclusión, lo que arrojan los datos: en los diez casos se da la misma secuencia: primero se agota la sustancia del poder, y consta por escrito, y solo después el pueblo deja de sostenerlo. Es la otra cara de lo que se vio en 7.5: la forma puede seguir en pie mucho tiempo después de haberse vaciado, pero no para siempre. Y donde existían, los mejores mecanismos internos de corrección no bastaron contra una fuerza de fuera.
Lectura del autor: el poder vive de la creencia de quienes lo sostienen (4.1). Cuando su sustancia se agota y se ve, la creencia se retira sola, sin que nadie lo mande. En España, el autor ve la primera parte de la secuencia, la forma que se ha quedado sin sustancia (9.1). Lo que quiere es que la segunda no sea una retirada a ciegas, sino la constancia escrita de lo que falta, el juicio de la verdad y la reforma por la puerta que la propia Constitución dejó abierta (capítulos 10 y 11).
Lo que la obra hace con esto. Lo mismo que con el derecho de resistencia (6.5): no lo propone, y no exime de ninguna obligación vigente (0.2). Lo ofrece como lo que es, información histórica verificable, con su fuente, para que cada cual la compruebe y saque sus propias conclusiones. Su vía está antes de cualquier último recurso: la constancia escrita, la petición documentada y el juicio de opinión (capítulos 10 y 11). Lo que retira no es la obediencia, sino la creencia sin comprobar (4.1).
Límite honesto de la prueba
Un Estado no es una sociedad mercantil. La obra lo concede: tiene poder tributario y no desaparece como una empresa. La vara mercantil es una analogía elegida a propósito: medir el sistema con la regla que él aplica a los demás. Lo que prueban los datos es la causa de disolución con esa regla, no una quiebra en sentido legal: el Estado sigue pagando y obteniendo préstamos. 
El dictamen no tiene valor oficial. La obra no es un auditor inscrito ni un órgano de control; usa el formato de la ley para que su conclusión se lea con categorías conocidas. 
La deuda de pensiones no vence hoy. Es el valor actual de pagos futuros, como advierte el INE; y compararla con la deuda oficial es un cálculo de la obra.
El Estado cumple la mayor parte de su Constitución: 93 de sus 169 artículos, sin incidencia relevante (7.1). El hallazgo no es la cifra total, sino dónde recae el incumplimiento. 
Hay frutos que se reconocen: sanidad universal, una pensión que la OCDE calcula en el 80,4 % del salario, una esperanza de vida de 84 años (8.4). El dictamen no los niega: los mide con la misma vara. Y parte del aumento del gasto se explica porque se vive más. 
«El sistema creó los problemas» es lectura del autor, no conclusión de los datos (8.9). 
La compensación es una propuesta del autor, y la ley vigente le pone límites. Nadie puede ser condenado por lo que no era delito cuando lo hizo◦, y la Constitución garantiza «la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales»◦. El decomiso ampliado del Código Penal exige una condena: se ordena sobre los bienes de «una persona condenada por alguno de los siguientes delitos»◦. El tribunal de Núremberg habló de la guerra de agresión contra tratados, no de la gestión de un Estado. Lo que el autor propone para lo que fue legal cuando se hizo exigiría cambiar la ley, por las vías del capítulo 10; mientras tanto, no autoriza a nadie a tomarse la justicia por su mano. Y el límite de la herencia vale para quien la acepta a beneficio de inventario: quien la acepta sin él responde de sus cargas «no sólo con los bienes de ésta, sino también con los suyos propios»◦. 
Los diez casos son constancia histórica, no una ley de la historia. Los eligió el autor. La obra no ha estudiado los casos en que el pueblo dejó de obedecer y el poder no cayó, ni qué vino después en cada país: que se retire el sostén a un poder no garantiza lo que llega luego. Varios hechos tienen una sola fuente secundaria (los presos de la India, las manifestaciones de Leipzig, las cacerolas de Islandia). Y la comparación con España la hace el autor, no los datos. 
El caso que se descartó: los aztecas elegían a su gobernante dentro de un linaje y por sus méritos, pero no se halló ningún modo de destituirlo: «El poder del Tlatoani era absoluto desde el punto de vista jurídico»◦. A Tízoc no lo destituyeron: lo mataron, según las crónicas◦. La fuente maya del Registro no se ha leído en el original, y no entra. 
Cálculos de la obra: las 18 jornadas, las «más de cuatro veces», los 37 años para la pensión entera, el 23 % y el 37 % más por habitante, y los 34.405 euros de deuda por habitante.
Fuentes privadas, marcadas: el Instituto de Estudios Económicos, cuyo 3 % al 5 % recoge de otros autores y cuyo 1,5 % al 2,5 % es una estimación propia, y la asociación de autónomos de 8.4.
Dónde se oye la defensa del Estado
La defensa del Estado frente al dictamen, y lo que la obra le responde, se oyen en el juicio, en 11.4:
«Un Estado no es una empresa», «La deuda de pensiones no vence hoy», «Un dinero sin respaldo material es la norma mundial», «"Opinión desfavorable" no es una auditoría oficial» y «Anunciar el cierre de una forma de gobierno invita a desobedecer»;
que España tiene un perfil mixto, con mecanismos reales de acceso abierto; que el Estado cumple la mayor parte de su Constitución; que las amenazas corregidas prueban que el sistema se frena a sí mismo; y la lectura de conjunto, con sus logros;
que «una forma sin sustancia es corrupción» es una categoría moral, no jurídica; y que comparar a España con los diez casos es ilegítimo, porque eran colonias o dictaduras;
que la confianza alta entre la gente prueba que el marco funciona; que decir que «el sistema creó los problemas» es un salto; y la conclusión de conjunto.
La objeción de que recuperar lo obtenido ilícitamente exige condena se oye con su propuesta, en el capítulo 10.
Para recordar
La misma vara: con la regla que aplica a cualquier empresa, el sistema estaría en causa de disolución, y su propia ley lo excluye del concurso.
La quiebra camuflada es la lectura del autor: el camuflaje no es el secreto, sino la complejidad.
El ciudadano es acreedor y pagador: 6,13 billones de euros en pensiones prometidas, más de cuatro veces la deuda oficial de aquel año, que no figuran en ella.
Auctoritas es hacer crecer. Hoy se piden más años, más normas y más trámites por lo mismo, y el hueco se cubre con deuda.
El propio Hobbes escribió que su Leviatán es mortal y que debe obedecer leyes que no son suyas.
El dictamen: opinión desfavorable, sin valor oficial. Anuncia el cierre de una forma de gobierno, no de la ley, por la puerta que la Constitución dejó abierta (art. 168).
La compensación: sin más deuda contra el ciudadano; caso a caso, con derecho de defensa, y nunca por apellido.
Cuando la forma se queda sin sustancia, el pueblo acaba por dejar de sostenerla. La obra lo deja por escrito; su vía es la constancia escrita.
Lo que aquí se expone que hay que podar (lectura del autor): la quiebra camuflada: la regla que el sistema aplica a cualquier empresa y no se aplica a sí mismo, la complejidad que la tapa y el hueco que se cubre con deuda contra el ciudadano.
Lo siguiente: las puertas, todas dentro de la ley: compensar, pedir con constancia escrita y deslindar (capítulo 10).


10 Las puertas
Primera versión: 6 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 13 · Citas leídas en su fuente: 56
En pocas palabras:
Los textos que mandan pagar y obedecer ponen en el mismo sitio su condición: que la autoridad sirva. La obra está de acuerdo con pagar a un Estado que sirva al pueblo, y su camino es pedir, no dejar de pagar.
No se reclama un Estado nuevo: se invita al que hay a metamorfosearse. Las propuestas del autor van separadas de lo que ya existe.
Corregir sin vengarse: separar lo que sirve de lo que daña, caso por caso y con pruebas, sin arrancar el trigo con la cizaña; y quien corrige, como el médico, necesita consentimiento, buscar el bien del corregido, la medida justa y un rumbo.
La herramienta del ciudadano cabe en una pregunta: «¿Me puede explicar qué es lo que le legitima para solicitarme esto?». Se hace por escrito, y lo que se responde, o el silencio, queda registrado.
La ley ya obliga a compensar el daño injusto, y cada vez más arriba: el particular, la Administración, la justicia, el Tribunal Constitucional y hasta el legislador.
Cuando el límite entre lo que es del Estado y lo que es de la persona ya no se ve, se pide un deslinde: volver a marcarlo, con las dos partes presentes. No es una acusación.
Todo converge en el Registro de los frutos y en el juicio popular de la verdad: dejar constancia, a la vista de todos.
La última puerta no da al Estado, sino a uno mismo: la brújula, tres preguntas cuya respuesta no es dato de la obra.
10.0 Propósito
Los capítulos 7, 8 y 9 midieron y dictaminaron. Este abre las puertas: lo que la obra propone, y las herramientas que la propia ley ya da a cualquiera. Son tres verbos: compensar, pedir con constancia escrita y deslindar. Todas las puertas están dentro de la ley (0.2).
Cómo se lee. Cada apartado separa lo que ya existe, con su fuente, de lo que el autor propone, marcado como propuesta. Donde una propuesta tiene una objeción seria, la objeción va al lado, con su respuesta: son parte de usar bien cada herramienta, no el Estado defendiéndose (eso va al juicio, capítulo 11).
Lo que este capítulo no hace. No aconseja dejar de pagar ni desobedecer: las obligaciones vigentes siguen vigentes◦. Los modelos de escrito son orientativos, no asesoramiento para un caso concreto: los plazos son estrictos y, cuando hay mucho en juego, conviene un profesional.
Este capítulo dice:
10.1 lo que se propone: un Estado que sirva al pueblo;
10.2 la metamorfosis del Estado y las propuestas del autor;
10.3 la depuración sin venganza;
10.4 la constancia escrita y la pregunta;
10.5 el botiquín de escritos;
10.6 el derecho a compensación;
10.7 el deslinde;
10.8 el Registro de los frutos;
10.9 y la brújula: la puerta de dentro.
10.1 Lo que se propone: un Estado que sirva al pueblo
La idea: los mismos textos que mandan pagar y obedecer ponen la condición en el mismo lugar: la autoridad es para el bien de quien obedece. La obra está de acuerdo con pagar a un Estado que sirva, y su camino es pedir, no dejar de pagar.
Los textos que mandan pagar y obedecer
Pablo: «Toda alma se someta á las potestades superiores […] por esto pagáis también los tributos»◦. Y en el mismo capítulo, la razón: la autoridad «es ministro de Dios para tu bien»◦. Quién escribió esa obediencia, y desde dónde, ya se vio en 3.4.
Jesús: «Pagad pues á César lo que es de César, y á Dios lo que es de Dios» (Mt 22:21; 5.2). La persona no es del César.
El Corán: «obedeced […] a aquellos de vosotros que tengan autoridad»◦, justo después de ordenar que se restituyan los depósitos y se juzgue con justicia (4:58; 3.2).
Y por encima de todo: «Es menester obedecer á Dios antes que á los hombres» (Hch 5:29; 1.2).
Conclusión, lo que arrojan los datos: los textos que mandan pagar y obedecer no lo mandan sin condición: la autoridad lo es para el bien de quien obedece, y por encima de ella está Dios.
Lectura del autor: el autor está de acuerdo con pagar tributos a un Estado que sirva al pueblo, como aquel en que esta obra invita a metamorfosearse al actual. El pueblo está dispuesto a seguir a un Estado que le sirva. Lo que se presenta como Estado pero no sirve al pueblo, sino que se sirve de él, apunta hacia el padre de la mentira (Jn 8:44; 4.4).
¿Es cómplice quien paga?
Lectura del autor: quien paga obligado no decide el gasto: responde quien lo decide y lo impone. Quien no sabía, no es cómplice: no responde igual «el que no entendió»◦ (2.5). Pero quien ya sabe tiene una tarea: «El pecado, pues, está en aquel que sabe hacer lo bueno, y no lo hace»◦. Esa tarea no es dejar de pagar, porque la obligación vigente sigue vigente (Constitución, art. 9.1), sino dejar de consentir en silencio: pedir la motivación, saber a dónde va el dinero y dejar constancia por escrito (10.4).
El camino
Son tres puertas: compensar (10.6), pedir con constancia escrita (10.4 y 10.5) y deslindar (10.7). Y todas llevan al mismo sitio: al Registro de los frutos y al juicio popular de la verdad (10.8).
La herramienta del ciudadano cabe en una pregunta: «¿Me puede explicar qué es lo que le legitima para solicitarme esto?». Es el principio de legalidad dicho en llano: la Administración actúa «con sometimiento pleno a la ley y al Derecho»◦, y no puede ejecutar ninguna actuación material sin la resolución previa que le sirva de fundamento jurídico◦. Se desarrolla en 10.4.
10.2 La metamorfosis del Estado
La idea: no se reclama un Estado nuevo, sino que el que hay se alinee con la ley que está por encima de la suya y sirva al bien común, porque solo así recupera su legitimidad. Las propuestas del autor van marcadas como tales, separadas de lo que ya existe.
La metamorfosis. No se reclama un Estado nuevo, sino la verdad en que se sostiene el derecho de nacimiento (2.2). Esta obra es una invitación a que el Estado actual se metamorfosee: que se alinee con la ley de Dios, la ley natural y la costumbre, y sirva al bien común, porque solo así recupera su legitimidad. Cuando las propuestas de este apartado hablan del Estado «nuevo», hablan de ese mismo Estado, ya metamorfoseado.
Lectura del autor, el árbol que hay que podar (palabras del autor, 6 y 9-oct-2026; la imagen es suya, no un dato): el Estado ya tiene construida gran parte de la maquinaria que se necesita: su fuerza, su Hacienda y una administración de funcionarios de carrera que acceden a su puesto por mérito y no por designación política, para ejecutar las leyes con neutralidad y eficiencia; esto último es lo que la Constitución ya pide (anexo A, art. 103). Solo hay que podar las ramas secas y las raíces podridas que envenenan el árbol. Es un árbol muy bonito, pero nadie se ha preocupado de cuidarlo, porque lo quisieron desviar de su naturaleza: en vez de regarlo con agua, lo regaban con los desperdicios de la cocina, aceites incluidos, y contaminaron su esencia. Podar no es talar: es lo que esta obra llama disolver, auditar a fondo para separar lo que sirve de lo que daña (anexo H), y lo que propone más abajo para las funciones del Estado, auditarlas una por una para conservar lo que sirve y suprimir lo que no.
Lo que ya dice la ley. La Administración Pública «actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación»◦; el Gobierno «dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado»◦, y la policía está «bajo la dependencia del Gobierno»◦. Pero la misma ley ya pide lo que el autor pide para cada empleado: que las administraciones «establecerán sistemas que permitan la evaluación del desempeño de sus empleados»◦, que en la Administración del Estado aún no se ha implantado para pagar el complemento (5.1), y que se separe del servicio, por falta muy grave, a quien incurra en «no hacerse cargo voluntariamente de las tareas o funciones que tienen encomendadas»◦, aunque el funcionario de carrera tiene derecho a la inamovilidad (8.6).
Lectura del autor, un Estado, pero no un Gobierno (palabras del autor, 6 y 9-oct-2026): «necesitamos un Estado, pero no necesitamos un Gobierno, porque para eso ya estamos los seres conscientes». Lo que hace falta, dice, es que los administradores de la finca hagan su trabajo, y el gobierno es personal e intransferible: cada uno se gobierna a sí mismo (2.5). Con eso, cada funcionario sabe lo que tiene que hacer dentro del nuevo marco. Ya hay un jefe de policía y ya hay un jefe de departamento: cada cuerpo y cada departamento tiene el suyo, y en el nuevo marco lo eligen los propios compañeros por mérito, igual que los funcionarios se quedan por mérito. Pero no se sigue subiendo hasta el infinito: los departamentos forman una asamblea, con un coordinador, que es quien habla con los ayuntamientos y con los demás cuerpos y órganos del Estado. No es tan difícil: si se trabaja de buena fe, de persona a persona la gente se entiende rápido, porque está al servicio del pueblo. ¿Qué más necesitamos? ¿Un gobierno? Lo que hace falta son auditorías para que cada uno cumpla su función: por mérito propio y por sus frutos, quien vale se debe quedar, y quien no cumple esto no puede estar en esa función, porque no la cumple. Todos los asuntos se ven con vista de águila, es decir, de conjunto, antes de bajar al caso (J.5). No es una propuesta de esta obra: la ley de hoy va por otro camino, como se acaba de ver, y la obra no pide prescindir de ninguna institución ni desobedecer; mientras el Estado no cambie, las obligaciones vigentes siguen vigentes (0.2; Constitución, art. 9.1). Y quien corrige no lo hace por venganza: la responsabilidad se establece por acto y con fuente, nunca por pertenecer a un colectivo (10.3).
Ya hay quien lo ha escrito. Un Estado de hoy puede adoptar como propia la ética que guardaron las tradiciones: la Constitución de Bolivia de 2009 asume como principios «ama qhilla, ama llulla, ama suwa (no seas flojo, no seas mentiroso ni seas ladrón)»◦. Se cita el texto, no se valora la práctica de ningún gobierno.
Lo que sigue son las propuestas del autor. Cada una separa lo que ya existe, con su fuente, de lo que se propone.
1. La prensa, libre y auditada
Hechos. La Constitución reconoce el derecho «a comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión»◦, y prohíbe «ningún tipo de censura previa»◦. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos llama a la prensa el «perro guardián» público: si el público no tuviera derecho a recibir esas informaciones, la prensa no podría cumplir ese papel vital◦. Desde el 8 de agosto de 2025, el Reglamento europeo de libertad de los medios obliga a cada medio a hacer públicos sus dueños y el dinero público que recibe en publicidad estatal◦, y a cada administración a publicar cada año lo que gasta en publicidad en cada medio◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: la ley ya obliga a que se sepa quién es dueño de cada medio y cuánto dinero público recibe. Cualquiera puede comprobarlo.
Lectura del autor: los periodistas son quienes se han preparado para la investigación a fondo: saben dónde mirar. Por eso son la primera voz de alarma, y les corresponde investigar si el Gobierno hace lo correcto. Lo primero que hay que liberar es la prensa, completamente. Pero también ella debe ser auditada con la misma vara: su credibilidad depende de sus frutos. Quien cobra o ha cobrado de un grupo político debe declararlo, porque el lector tiene derecho a saberlo. Y como estamos en una transición, la responsabilidad no es solo de la prensa: es de toda la ciudadanía.
2. El control ciudadano, con los jubilados
Hechos. La ley ya obliga a publicar, «de forma periódica y actualizada», la información que permite controlar la actuación pública◦, incluidos «todos los contratos», con su importe y su adjudicatario◦. Y la pensión ya es compatible con seguir trabajando◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: la información existe y es pública, pero llega tarde y casi nadie la mira de forma organizada.
Lectura del autor (propuesta): en el Estado metamorfoseado, todo lo que hagan quienes lo administran estará en internet en tiempo real. Los jubilados que quieran podrán seguirlo, con un pequeño pero digno incremento en su pensión: tienen la experiencia de toda una vida de trabajo, tienen tiempo y no dependen de ninguna carrera que cuidar. Se organizarán en grupos que, cuando detecten una irregularidad, y después de analizarla, llamarán al funcionario para que la aclare. Con las mismas garantías que pide esta obra: la buena fe se presume, la aclaración se pide por escrito y se responde por escrito.
La objeción: «El control por jubilados duplicaría lo que ya existe». Ya existen el Tribunal de Cuentas, la Intervención General, el Consejo de Transparencia y el Defensor del Pueblo: un control paralelo costaría dinero y podría convertirse en presión sobre los funcionarios.
La respuesta de la obra:
1. La propuesta conserva las garantías: buena fe presumida, aclaración por escrito y respuesta por escrito.
2. Los controles que existen tienen límites ya documentados: el Consejo de Transparencia recibió 2.767 reclamaciones en 2025◦.
3. La información ya es pública por ley, pero casi nadie la mira de forma organizada: la propuesta no crea un poder nuevo, organiza una mirada.
3. Cómo se sostiene, y las pensiones
Hechos. Hoy, de cada 100 euros que paga la empresa por un asalariado medio, al menos 41 se van en cotizaciones e IRPF, y hasta 53,6 con las demás capas (8.4). España no puede devaluar su moneda: la política monetaria del euro es competencia exclusiva de la Unión◦. Y desde hace siglos se advierte que devaluar es un tributo disfrazado (8.2).
Lectura del autor (propuesta): el Estado metamorfoseado se sostendrá con el equivalente al diezmo, el 10 %: una cuarta parte, o menos, de lo que hoy se paga. Y ese 10 % es solo el punto de partida: bajará según se vaya recuperando lo obtenido ilícitamente, hasta quedarse en lo que el Estado necesite para funcionar de un modo eficiente y mínimo, sin sacrificar nada de lo que sea útil. Se seguirá cotizando para la propia jubilación, y las pensiones se ajustarán al tiempo real trabajado, con la misma regla para todos, sin complementos ni ventajas por ningún cargo. Para quienes ya están jubilados, durante la transición se destinará lo recuperado de quienes se enriquecieron a costa del bien común, caso por caso, con prueba y dejándoles lo mínimo vital (9.1, «La deuda contraída contra el ciudadano»). Si aun así faltara, se pedirá una contribución provisional, declarada, con su importe y su plazo a la vista de todos; nunca una devaluación, que es el tributo disfrazado que esta obra denuncia. Las funciones del Estado se auditarán una por una, para conservar lo que sirve y suprimir lo que no.
La objeción: «El diezmo no alcanza». El gasto de todas las administraciones fue de 764.884 millones de euros en 2025◦, y solo las pensiones del régimen general y de Clases Pasivas suman unos 228.000 millones al año, alrededor del 30 % de ese gasto (cálculo de la obra: la nómina mensual de las dos, por catorce pagas).
La respuesta de la obra:
1. La objeción es seria, y la obra la acepta con sus propias cifras.
2. La propuesta no es recaudar hoy un 10 % con el gasto de hoy: es el punto de llegada, después de auditar las funciones una por una, de que cada cual cotice para su propia jubilación y de pagar la transición con lo recuperado y, si falta, con una contribución provisional declarada.
3. Pero el cálculo de esa transición, año por año, todavía no está hecho, y la obra lo deja dicho como tarea pendiente antes de presentarla como plan cerrado.
La objeción: «Recuperar lo obtenido ilícitamente exige condena». Nadie puede ser privado de sus bienes sin un proceso: rige la presunción de inocencia (Constitución, art. 24.2), y nadie puede ser privado de su propiedad sino por causa justificada y con indemnización (art. 33.3). Embargar fuera de un proceso sería confiscar.
La respuesta de la obra:
1. La obra está de acuerdo: la recuperación es caso por caso, con prueba, dejando el mínimo vital y por las vías que la ley ofrece (9.1).
2. La responsabilidad se establece por acto y con fuente, nunca por pertenecer a un colectivo (10.3).
3. El juicio popular no embarga nada: no tiene fuerza legal, y lo declara desde el principio (10.8).
4. Jurados por generaciones
Hechos. Hoy el jurado se forma por sorteo del censo electoral◦, sin ningún reparto por edades, y su peso es pequeño: en 2025 dictó 465 sentencias, frente a 599.492 sentencias penales, menos del 0,1 %◦. Irlanda formó en 2016 una Asamblea Ciudadana con una muestra representativa de 99 personas del público, elegidas al azar, «ampliamente representativas de la sociedad tal como la refleja el censo»◦.
Lectura del autor (propuesta): se constituirán jurados populares por sorteo, distribuidos según el peso de cada generación en la población, para que todas tengan voz: los jóvenes, que heredan las consecuencias; los adultos, que las sostienen; y los mayores, que traen la memoria de lo vivido.
La objeción: «El jurado por sorteo ya es imparcial». El jurado actual se forma por sorteo del censo, que es la garantía de imparcialidad: repartirlo por edades no añade nada.
La respuesta de la obra:
1. Un sorteo repartido por generaciones sigue siendo un sorteo: es lo que hizo Irlanda.
2. Hoy el jurado decide menos del 0,1 % de las sentencias penales.
3. La propuesta busca que los jóvenes, que heredan las consecuencias, la deuda incluida, tengan siempre voz.
4. Y la imparcialidad no se presume por el sorteo: se mide después, en cada voto razonado y público (11.1).
10.3 La depuración sin venganza
La idea: corregir no es vengarse. Se audita para separar lo que sirve de lo que daña, sin desmantelar sistemas enteros ni cortar cabezas; la responsabilidad se establece por acto y con fuente, nunca por pertenecer a un colectivo; y quien corrige, como el médico, necesita cuatro cosas: consentimiento, buscar el bien del corregido, la medida justa y un rumbo.
El principio. «No arranquéis también con ella el trigo. Dejad crecer juntamente lo uno y lo otro hasta la siega»◦. Y: «No paguéis á nadie mal por mal […] No os venguéis vosotros mismos […] No seas vencido de lo malo; mas vence con el bien el mal»◦. Es discernir, separar el grano de la paja (1.3), aplicado a las responsabilidades.
La regla. La responsabilidad de las personas se establece por acto y con fuente, nunca por pertenecer a un colectivo: un informe interno es fuente, no sentencia.
Por qué importa. Los capítulos 5 a 9 diagnosticaron el problema: el poder que deja de admitir su error, la palabra que necesita cada vez más parches para sostenerse. Esta es la respuesta: cómo auditar sin desmantelar y corregir sin vengarse, sin repetir el mismo error de poder concentrado y sin control que ya se documentó (6.5 y 9.2).
Quién puede corregir, y con qué medida. La imagen es del autor: para curar, un médico atraviesa los límites del cuerpo de otro, con una inyección, una operación o un medicamento. ¿Qué lo legitima? Lo que las tradiciones piden a quien corrige cabe en cuatro condiciones, y son las mismas que la vara pide a toda norma (0.5).
1. Que quien se corrige consienta. La corrección se muestra; no se fuerza. Es lo que la obra ya sostiene: casi todas las tradiciones ponen al ser humano a elegir (capítulo 4), y la Gita cierra su enseñanza con «Medita; y, como quieras, obra» (1.9). Por eso las puertas de este capítulo piden y no imponen, y la obra no invita a desobedecer (0.2).
2. Que busque el bien del corregido, y no el suyo. Platón lo dice del médico y lo extiende a todo el que manda: «ningún médico, en cuanto médico, considera su propio bien en lo que prescribe, sino el de su paciente»◦; y lo mismo el piloto y el gobernante: «nadie, en ningún gobierno, en cuanto gobierna, considera ni prescribe lo que le conviene a él, sino siempre lo que conviene a su gobernado»◦. Es el primer principio del Arca, que el gobernante existe para el pueblo (3.2), aplicado a quien corrige; y es la regla de que nadie es juez en su propia causa (1.7). Ezequiel lo dice por el reverso: los pastores que se apacientan a sí mismos no sanan a la enferma (Ez 34:2-4; anexo J).
3. En la medida justa: no arrancar lo sano, no tirar de los brotes, dar tiempo. Tres familias que no se citan entre sí lo dicen con la misma imagen del campo:
China. Mencio cuenta el hombre de Song, apenado porque sus brotes no crecían, que tiró de ellos para ayudarlos: «su hijo corrió a verlos, y los brotes estaban secos»◦. Y concluye: «quien lo ayuda a crecer, arranca los brotes»◦. El Daodejing lo dice del Estado: «Gobernar un gran Estado es como cocinar pececillos»◦: cuantas más vueltas se les da, más se deshacen.
La India. La Gita pide al que sabe que obre «sin sembrar en esos corazones sencillos y afanosos semilla de desesperanza»◦, y que a los que no saben «no los hagas tropezar, tú que tienes la luz»◦.
El Evangelio. Además del trigo y la cizaña que abre este apartado, la higuera sin fruto: el dueño manda cortarla, y el viñador responde: «Señor, déjala aún este año, hasta que la excave, y estercole. Y si hiciere fruto, [bien]; y si no, la cortarás después»◦. El orden de la corrección es ese: primero cuidar; solo después, si no hay fruto, cortar.
4. Un rumbo. Hacia dónde se corrige: no hacia el interés de quien corrige, sino hacia el centro que la obra ya tiene: los nueve principios del Arca (3.2), el hilo de servir (3.6) y el centro de cada dial, la medida justa entre dos vicios (anexo J).
Conclusión, lo que arrojan los datos: los textos leídos coinciden en las cuatro condiciones, y en la medida justa coinciden tres familias que no se citan entre sí (China, la India y el Evangelio) con la misma imagen del campo. Cuando falta una de las cuatro, los mismos textos lo llaman daño: el hombre de Song secó sus brotes; los pastores que se apacientan a sí mismos no sanan a nadie.
Lectura del autor: esta obra es un médico sin autoridad para cortar. No tiene el consentimiento del Estado para cruzar su límite, y no lo pide: diagnostica en público, con sus pruebas (el juicio popular, capítulo 11), y ofrece el tratamiento dentro de la ley: compensar, pedir con constancia escrita y deslindar (10.6, 10.4 y 10.7). Hace lo que Ezequiel con los pastores: acusa, y no ejecuta; quien aparta a las gruesas y a las fuertes es Dios, no el profeta (Ez 34:16; anexo J). Y sigue el orden de la corrección entre hermanos: «si tu hermano pecare contra ti, ve, y redargúyele entre ti y él solo»◦; «mas si no [te] oyere, toma aún contigo uno ó dos»◦; «y si no oyere á ellos, dilo á la iglesia»◦. Primero a solas y por escrito, a quien tiene el poder (la pregunta de 10.4); después con otros (defenderse juntos, 10.4); y solo al final, ante todos (el Registro de los frutos, 10.8, y el juicio, capítulo 11). La escalera acaba en apartarse de quien no oye, no en forzarlo.
Lectura del autor (propuesta): quienes conocen el sistema por dentro, con años de experiencia, propondrán las correcciones, con una segunda llave de verificación externa: una auditoría exterior con especialistas; una consulta abierta a la población, también por canales no digitales; y un consejo de personas de confianza demostrada, no elegidas al azar, con avales documentados y públicos, experiencia comprobable en lugar de una edad fija, y la posibilidad de retirar un aval dejando constancia del motivo. Quien no tenga actos documentados puede aportar testimonios firmados, de las personas o comunidades a las que haya ayudado, con niveles de prueba distintos según sean un documento oficial, varios testimonios contrastados o uno solo.
La objeción de los avales. Que un filtro por avales excluye, y su respuesta, ya se vio en 2.4. Por eso la propuesta no usa avales para juzgar a nadie: el jurado del juicio popular se elige por sorteo (10.2, punto 4); el aval es solo para el consejo que propone correcciones.
10.4 La constancia escrita y la pregunta
La idea: el ciudadano no tiene que arreglar la casa del Estado, sino dejar constancia. Pide por escrito la norma y la resolución que amparan lo que se le exige, y lo que le respondan, o el silencio, queda registrado. Desde ese momento, quien tramita ya sabe.
La constancia escrita
Dejar constancia es dejar por escrito lo que se pide y lo que se responde, o el silencio. Quien deja constancia ya no puede ser ignorado sin que quede registrado (0.2). La estrategia es la misma en todo: nunca el enfrentamiento directo. Se responde por escrito, en plazo y con la ley en la mano.
Lo que dice la ley sobre quien yerra y quien sostiene lo injusto
Hechos.
El ordenamiento tiene un orden: «Carecerán de validez las disposiciones que contradigan otra de rango superior»◦; las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución o las leyes son «nulas de pleno derecho»◦, y los jueces no las aplican◦.
Por el daño de un servicio público, el particular reclama a la Administración, no al funcionario◦; la Administración que indemniza debe exigir después la responsabilidad de quien actuó con dolo, o culpa o negligencia graves◦; y si hubo delito, la responsabilidad penal del empleado y la civil que nace de él se exigen por la ley penal◦.
La autoridad o funcionario que, «a sabiendas de su injusticia», dicta una resolución arbitraria comete prevaricación◦, y quien es responsable penalmente lo es también civilmente◦.
La ley no ampara la obediencia a lo manifiestamente ilegal◦, y obedecer órdenes no exime de responsabilidad cuando era posible la elección moral (1.4, el principio IV de Núremberg).
Y el interesado tiene derecho a identificar a las autoridades y al personal bajo cuya responsabilidad se tramita su procedimiento◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: la ley distingue a quien yerra de quien sostiene lo injusto a sabiendas. Un escrito que pide la norma y la resolución, expone por qué la actuación no se sostiene y pide identificar a quien la tramita, deja constancia de lo que se advirtió, cuándo y a quién. El escrito no anula la norma: una ley vigente solo la deja sin efecto un tribunal. Y si hubo o no conocimiento, lo decide un juez, no el escrito.
Lectura del autor: por encima está la ley de Dios; después, la ley natural; después, la costumbre; y por último, la ley humana (1.1). Es el mismo principio que el Código Civil aplica a las leyes humanas, llevado a la ley suprema: la norma que contradice a la de rango superior no vale. A esa jerarquía se suma lo que esta obra ha documentado: el contrato social es un pacto que nadie firmó (6.1), y en lo que la Constitución dispone sobre el bien común, el incumplimiento es del 62,1 %, frente al 27,2 % en lo que regula el organigrama político (7.4). La forma sigue en pie, pero ha perdido la sustancia que la sostenía (9.2).
Lectura del autor: poner orden en su casa es tarea de quien la administra; al ciudadano no le corresponde arreglarla, sino dejar constancia. Ante una extracción económica o el intento de imponerle algo, pide la motivación que lo justifica y expone sus motivos. A partir de ese momento, quien lo tramita ya participa del conocimiento, y es él quien decide si sigue adelante. El Estado es un ente sin cuerpo, sin voz y sin acción propias (2.1): cuando se aparta, queda la persona, y sobre ella recae la responsabilidad de imponer la norma. «Es menester obedecer á Dios antes que á los hombres» (Hch 5:29). Así se desmonta, sin violencia, una estructura que tiene que aprender a servir al ser humano, no a empobrecerlo. Dentro del escrito, en cambio, solo lenguaje jurídico: la identificación, la norma y la resolución. Este razonamiento es para quien lo redacta, no para la ventanilla.
La pregunta, y el escrito de petición
Todo se resume en una pregunta: «¿Me puede explicar qué es lo que le legitima para solicitarme esto?». El escrito de petición la hace en lenguaje jurídico. Su modelo completo está en el anexo D; aquí, lo que lo sostiene.
Lo que el escrito no hace. No declara una «aceptación condicionada» ni pretende que el silencio equivalga a aceptación: el silencio tiene su régimen legal tasado◦. No exige la exhibición de un supuesto contrato de adhesión: la sujeción al ordenamiento no deriva de contrato. No niega la jurisdicción, ni usa fórmulas de reserva de derechos ni firma con huella dactilar en tinta roja: todo eso lo identifica como literatura pseudojurídica (2.6). Y no amenaza al funcionario que actúa dentro de su cargo. La regla de oro: todo lo que afirma se puede comprobar, y todo lo que pide se puede conceder.
En qué derechos se apoya.
El derecho de petición: toda persona puede dirigir peticiones a los poderes públicos, y la Administración está obligada a acusar recibo y a contestar◦.
El deber de motivación: los actos que limiten derechos, resuelvan procedimientos o se aparten del criterio anterior deben motivarse, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho◦. Una motivación de plantilla no cumple ese deber.
El acceso a la información pública, con sus plazos y su reclamación ante el Consejo de Transparencia◦.
La buena administración, como estándar europeo de referencia: tratamiento imparcial y equitativo, en un plazo razonable, con obligación de motivar◦. Precisión honesta: vincula a las instituciones de la Unión, no directamente a un ayuntamiento.
Qué pide. Peticiones concretas, numeradas y todas posibles de conceder:
1. Que se indique la norma concreta, con rango, número y artículo, que ampara la actuación.
2. Que se acredite la resolución previa que le sirve de fundamento◦.
3. Que se motive por qué se descartaron medidas menos gravosas: el juicio de necesidad que el Tribunal Constitucional aplica a la Administración, a los jueces y al legislador◦ (10.7).
4. Que se certifique la fecha, el modo y el domicilio de la notificación.
5. Que se entregue copia íntegra del expediente◦.
6. Que se identifique a quien tramita el procedimiento◦ y que, si se continúa, se haga constar por escrito con la norma y la resolución que lo amparan.
Cada petición debe poder contestarse con un documento o con una cita normativa; si no, se elimina. Y los hechos, cada uno con su fuente: si un dato no se puede acreditar, se retira. Es mejor un escrito de diez líneas sólidas que uno de cinco páginas con una afirmación indefendible.
El domicilio. Designarlo de forma expresa tiene efecto real: la Administración debe notificar en el domicilio que el interesado ha designado◦.
La buena fe, por escrito. El escrito termina declarando que se formula de buena fe, y lo dice con estas palabras del modelo: «Reconozco que la condición humana es propensa a errar el blanco —hamartia—, y que también yo puedo estar equivocado en mi apreciación». Quien firma rectificará si se le indica de forma motivada. No da inmunidad frente a ninguna ley. Se pone porque la buena fe se presume y solo se pierde ante prueba de dolo (2.5): dejar constancia de la voluntad de rectificar es lo contrario del dolo.
La firma. El nombre legal completo y la firma habitual. Sin anotaciones, sin siglas, sin huella, sin tinta de color: cualquier añadido de ese tipo convierte un escrito impecable en uno descalificable.
Qué hacer si no contestan
El silencio no da la razón a nadie, pero tampoco es una salida libre para quien está obligado a contestar:
Acuse de recibo en los diez días siguientes◦, y contestación motivada en tres meses como máximo◦.
Tutela judicial: el derecho de petición se defiende por el procedimiento preferente y sumario de los derechos fundamentales, contra la inadmisión, la falta de contestación o una contestación insuficiente◦.
Información pública: un mes, ampliable otro; sin respuesta, se entiende desestimada, y cabe reclamar ante el Consejo de Transparencia en un mes◦.
En cualquier procedimiento, la Administración debe resolver de forma expresa◦, en tres meses si su norma no fija otro plazo◦. El silencio en una petición del art. 29 es desestimatorio◦: no da la razón, pero deja abierta la vía de recurso.
El Defensor del Pueblo, gratuito y sin abogado ni procurador◦.
Si la Administración no cumple una prestación concreta a la que está obligada, cabe recurso contra su inactividad pasados tres meses; si no ejecuta un acto firme, pasado un mes; y frente a una vía de hecho, una actuación sin resolución que la ampare, se le requiere que cese y, si no lo hace en diez días, cabe recurso directo◦.
Y por encima de todo, la constancia: conservar la copia sellada con la fecha de entrada. Un escrito registrado que nadie contesta es un hecho documentado. No se pide que el silencio dé la razón: se deja constancia de que hubo silencio. «Por sus frutos los conoceréis» (0.5).
Las vías que ya han funcionado
Hechos. Frente a un impuesto o una actuación que se juzga abusiva, hay vías reales, con resultados probados:
Los recursos ordinarios: el de reposición, ante el mismo órgano, en un mes; la reclamación económico-administrativa; y el contencioso-administrativo, donde un juez revisa la legalidad del acto. 
Pedir al juez que pregunte al Constitucional. Ningún ciudadano puede plantear la cuestión de inconstitucionalidad, pero sí pedírsela al juez de su litigio, y ha funcionado: la plusvalía municipal se declaró nula dos veces por esta vía◦, con efectos solo hacia adelante (5.1, n.º 9). 
La forma que la ley obliga a cumplir. El Supremo fijó como doctrina que Hacienda debe notificar en el domicilio designado, y anuló por ello una sanción de 20.000 euros, además de declarar caducado el procedimiento por superar los seis meses◦. 
Una norma sin la ley que exige la Constitución. El Constitucional anuló un artículo del reglamento sancionador de la Escuela de Policía que se aplicaba desde 1981 sin el respaldo legal que exige el art. 25.1◦ (5.2). 
La culpa no se presume por el cargo. Derivar la responsabilidad tributaria a un administrador tiene naturaleza sancionadora: la Administración debe probar su culpa, de forma concreta◦. 
Defender un derecho no debe costar dinero. Cuando un consumidor gana en apelación un litigio sobre una cláusula abusiva, el banco paga las costas: el Constitucional vio que la regla anterior carecía de motivación adecuada◦, y el Supremo la corrigió en pleno: «el consumidor debe quedar indemne económicamente»◦. 
El plazo cuenta desde que se sabe. El Supremo reconoció el derecho a recuperar un IVA que un proceso penal reveló indebido, contando el plazo desde que el contribuyente supo que el pago era indebido◦. Y Hacienda no puede seguir por la vía penal una deuda ya prescrita en la administrativa◦. 
Contra un reglamento ilegal. El plazo de dos meses para recurrir un reglamento vence pronto, pero cada acto nuevo que lo aplique abre un plazo nuevo: es el recurso indirecto◦. Hace falta que la ilegalidad del reglamento tenga que ver con el acto recurrido: no cabe impugnar la norma «en abstracto»◦. Si el juez lo estima, la cuestión de ilegalidad lleva la norma al tribunal que puede anularla para todos◦. Las disposiciones nulas lo son sin plazo, pero el ciudadano solo puede pedir de parte la revisión de los actos; la de las disposiciones generales es de oficio◦: frente a un reglamento nulo, su vía fuerte sigue siendo el recurso indirecto.
La responsabilidad personal, como es. Por el daño de un servicio público, el particular reclama a la Administración, no al empleado; después, la Administración puede exigir a su personal la responsabilidad por dolo o culpa grave, no por cualquier error◦. Para el error judicial, primero una decisión que lo reconozca, pedida en tres meses al Supremo, y después la reclamación al Ministerio de Justicia◦. Ninguna de estas vías es una fórmula mágica: son el mapa de lo que el propio ordenamiento ya permite.
Defenderse juntos
Hechos. La ley permite acumular los recursos sobre un mismo acto o sobre actos conectados◦; si hay muchos con idéntico objeto, el juez puede tramitar uno como pleito testigo y suspender los demás◦; y en materia tributaria, quienes estén en idéntica situación pueden pedir que se les extiendan los efectos de una sentencia firme en el plazo de un año◦. Ante un juzgado unipersonal, el procurador es opcional◦. Y si se pierde del todo, el juez impone las costas a quien recurrió, salvo serias dudas◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: los cauces para defenderse en grupo ya existen. Lo que falta es encontrar a quien tiene el mismo problema.
Lectura del autor (propuesta): el Registro servirá también para que las personas con el mismo problema se encuentren y se defiendan juntas, pagando entre todas a uno o dos abogados, con un coste que el autor sitúa en no más de 100 euros por persona, y siempre con el consentimiento expreso de cada una para compartir su caso◦. Una inteligencia artificial agruparía los casos con la misma motivación; cada persona depositaría 50 euros al sumarse; reunido el grupo, se calcularía el coste real de los abogados y se repartiría; y todos firmarían antes de empezar que, si se pierde, las costas se reparten entre todos. Es un riesgo real, y por eso se dice desde el principio.
La respuesta probable de la Administración
Conocer la respuesta probable antes de presentar el escrito es parte de la buena fe. Estas son las cinco, con lo que responde la obra.
1. «Si hay un procedimiento abierto, no es una petición.» La ley del derecho de petición excluye lo que tiene un procedimiento específico◦ e inadmite las peticiones sobre un procedimiento ya iniciado◦. La respuesta de la obra: la obra lo acepta: con un procedimiento abierto, el escrito va dentro de él, como alegaciones o como solicitud del expediente. Y si se inadmite por tener otro procedimiento, la ley obliga a decir cuál y ante quién: la inadmisión «deberá indicar expresamente las disposiciones a cuyo amparo deba sustanciarse, así como el órgano competente»◦. Además, el nombre que se dé al escrito no lo invalida◦.
2. «El acto ya cita su norma, y basta una motivación sucinta.»◦ La respuesta de la obra: no se pide un tratado: se pide la norma con su número y artículo, y la resolución previa. Si existen, contestar cuesta una línea. Sucinta no es genérica. Y si no existen, el silencio o la evasiva quedan registrados.
3. «Para darlo habría que reelaborar la información.»◦ La respuesta de la obra: lo que se pide ya existe: el expediente, la norma, la resolución, la notificación y la identidad de quien tramita. Y la inadmisión también debe motivarse.
4. «Si no contestamos, está desestimada, y puede recurrir.»◦ La respuesta de la obra: el silencio no libera de resolver◦, y la resolución tardía se dicta «sin vinculación alguna al sentido del silencio»◦. El silencio no da la razón a nadie: es un hecho documentado.
5. «Una avalancha de escritos idénticos es abusiva.»◦ La respuesta de la obra: el escrito exige hechos concretos del propio asunto: no es un formulario para enviar en masa. Cuando el problema es de muchos, la vía es la colectiva que la ley ya prevé, la acumulación y el pleito testigo. Cada ciudadano escribe sobre lo suyo; el Registro agrupa los casos después.
10.5 El botiquín de escritos
La idea: el botiquín son los modelos de escrito listos para rellenar, cada uno con sus artículos y sus plazos. Aquí, su índice y su regla; los doce modelos completos, en el anexo D.
El botiquín son los modelos de escrito listos para rellenar, con sus artículos y sus plazos (H.8). Son doce: el escrito de petición; la solicitud de acceso a la información pública; las alegaciones y el recurso contra una multa o una sanción; el recurso contra una liquidación, una providencia de apremio o un embargo de Hacienda; la reclamación por inactividad de la Administración; la queja al Defensor del Pueblo; la constancia de no consentimiento; la solicitud de acreditación de la competencia, de los hechos y de la motivación; la petición de motivación extensa; el recordatorio de responsabilidad por falta de respuesta; la reclamación de los intereses de demora que Hacienda debe al ciudadano; y la reclamación de responsabilidad patrimonial. Cada uno lleva sus contrapuntos para replicar.
Notificada una denuncia de tráfico, hay veinte días naturales para alegar◦. Pagar en ese plazo reduce la multa a la mitad, pero las alegaciones «se tendrán por no presentadas» y la vía administrativa se agota◦: o se paga con la reducción, o se alega. 
El recurso de reposición, en un mes, y otro mes para resolverlo◦. Recurrir no suspende por sí solo, pero se puede pedir la suspensión, y si no se resuelve en un mes, «la ejecución del acto impugnado se entenderá suspendida»◦. 
La providencia de apremio tiene «la misma fuerza ejecutiva que la sentencia judicial», y solo admite cinco motivos de oposición◦. La reposición tributaria, en un mes, nunca empeora la situación de quien recurre, y si lo recurrido es una sanción se suspende sin garantía◦. 
No se puede embargar el sueldo o la pensión que no exceda del salario mínimo◦. 
Su regla. No aconseja dejar de pagar ni desobedecer: son los cauces que la propia ley reconoce para defenderse. Y no se puede correr antes de gatear: pasar de un modelo a un escrito real, con nombres y fechas, requiere su propia maduración y, si el asunto lo merece, asistencia profesional. Por eso la obra no incluye ningún modelo para impugnar una obligación fiscal concreta, como el IRPF.
10.6 El derecho a compensación
La idea: cuando alguien causa un daño injusto, la respuesta madura de un sistema jurídico no es solo castigar: es compensar. La ley española ya obliga a hacerlo cada vez más arriba: el particular, la Administración, la justicia, el Tribunal Constitucional y el legislador. Cuanto más arriba, más estrecho es el camino.
La compensación es lo que el sistema debe al ciudadano, y no puede pagarse con más deuda contra el mismo ciudadano (9.1). Este apartado dice qué compensación ya reconoce la ley.
Hechos: cinco frentes.
1. Entre particulares. «El que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño causado»◦. Es el único frente donde sigue haciendo falta probar la culpa.
2. La Administración. El régimen de responsabilidad del Estado arranca de la Ley de Expropiación Forzosa de 1954◦, veinticuatro años antes de la Constitución, que lo eleva a su rango: «Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos»◦. Es responsabilidad objetiva: no hace falta que la Administración se haya equivocado; basta que el funcionamiento de un servicio cause un daño que el ciudadano no tenía el deber de soportar.
3. La justicia. «Los daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia del funcionamiento anormal de la Administración de Justicia, darán derecho a una indemnización a cargo del Estado, conforme a la ley»◦.
4. El propio Tribunal Constitucional. «El Consejo de Ministros fijará el importe de las indemnizaciones que proceda abonar cuando el Tribunal Constitucional haya declarado, a instancia de parte interesada, la existencia de un funcionamiento anormal en la tramitación de los recursos de amparo o de las cuestiones de inconstitucionalidad»◦.
5. Los productos digitales defectuosos. La Directiva (UE) 2024/2853, de 23 de octubre de 2024, sustituye a la de 1985 con efectos desde el 9 de diciembre de 2026◦.
Y el legislador. La ley prevé también indemnizar los daños causados por una ley: por una ley válida que causa un daño que no hay deber de soportar, por una ley después declarada inconstitucional y por una norma contraria al Derecho de la Unión◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: el principio de compensar el daño injusto alcanza en la ley española a todos los niveles del poder, hasta el Tribunal Constitucional y el legislador. Y en este frente concreto la ley pide más al Estado que a los particulares: responder sin que nadie pruebe su culpa. No todas las asimetrías documentadas en esta obra juegan contra el ciudadano, y esta es la prueba.
El camino estrecho. El derecho existe con letra clara, pero cuanto más arriba se aplica, más estrecho es el camino real para ejercerlo: la reclamación por el funcionamiento anormal de la justicia no es automática. El Supremo lo dijo así: «El simple incumplimiento de los plazos procesales meramente aceleratorios constituye una irregularidad procesal que no comporta, pues, por sí misma, una anormalidad funcional que genere responsabilidad»◦; hace falta una tardanza que, vista la complejidad del caso, sea impropia de un Estado que «propugna como uno de sus valores superiores la justicia»◦. Un análisis académico lo resume en el título de su artículo: «un sistema notoriamente insatisfactorio» (fuente secundaria: Alonso-Cuevillas, 2016). Pagar impuestos no da derecho a que el Estado resuelva cada problema al instante; lo que da es derecho a reclamar cuando su justicia falla de forma objetivamente anormal, aunque cobrarlo sea largo.
10.7 El deslinde
La idea: cuando el límite entre lo que corresponde al Estado y lo que corresponde a la persona ya no se ve, se pide que se vuelva a marcar, con las dos partes presentes. No es una acusación ni una demanda de derribo: es una figura del Código Civil.
La figura
«Todo propietario tiene derecho a deslindar su propiedad, con citación de los dueños de los predios colindantes»◦. No acusa a nadie de haber movido el mojón: pide que se vuelva a marcar, con las dos partes presentes. Con dos matices que el mismo Código impone: quien vio construir en su terreno «a su vista, ciencia y paciencia, sin oponerse» pierde el derecho a exigir la demolición◦, pero esa tolerancia no le quita la propiedad: «los actos meramente tolerados […] no afectan a la posesión»◦. Queda lo único que queda cuando hubo tolerancia por ambas partes: marcar otra vez el límite y compensar lo tomado de más.
Por qué esta y no otra
Pedir el título. El escrito de petición (10.4) no pide que nadie renuncie a su jurisdicción ni reclama un contrato que no existe: pide que se enseñe el título. Es lo que el propio Derecho de la Unión exige a la Unión: «la Unión actúa dentro de los límites de las competencias que le atribuyen los Estados miembros […]. Toda competencia no atribuida a la Unión en los Tratados corresponde a los Estados miembros»◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: cuando el Estado español se sienta abajo, frente a la Unión, la regla escrita es que la competencia no se presume: se atribuye. Cuando se sienta arriba, frente al ciudadano, sus actos «se presumirán válidos»◦ (5.2), y es el ciudadano quien tiene que recurrir para que se le enseñe el título. La misma persona jurídica sostiene dos doctrinas sobre el poder prestado, según la silla en que se siente. No hace falta llamarlo de ningún modo: basta ponerlo en dos columnas.
Lo que no prueba. Esto prueba que el principio es convergente; no prueba que el Estado esté sometido a él frente al ciudadano por su ley escrita. Frente a la Unión lo está, por escrito; frente al ciudadano, las vías son más estrechas (10.4). Por eso lo que se pide es un deslinde, no una condena.
La medida: el exceso que contamina el acto entero
El criterio no es que el derecho castigue sobrepasar, que sería obvio, sino algo más raro: sitios donde el poder era legítimo, se ejerció más allá de su medida, y el exceso contamina el acto entero, no solo la parte sobrante.
Hechos.
El abuso del derecho. «1. Los derechos deberán ejercitarse conforme a las exigencias de la buena fe. 2. La Ley no ampara el abuso del derecho o el ejercicio antisocial del mismo. Todo acto u omisión que […] sobrepase manifiestamente los límites normales del ejercicio de un derecho, con daño para tercero, dará lugar a la correspondiente indemnización y a la adopción de las medidas judiciales o administrativas que impidan la persistencia en el abuso»◦. Define el mojón movido, cubre la omisión, ordena reparar y ordena el cese. Con su cautela: la doctrina lo tiene por un remedio extraordinario, para casos notorios.
El fraude de ley: los actos realizados «al amparo del texto de una norma» que persiguen un resultado prohibido no impiden aplicar la norma que se quiso eludir◦.
Una sola vara para los tres poderes. El Tribunal Constitucional aplica el mismo juicio de proporcionalidad, idoneidad, necesidad y proporción en sentido estricto, a la Administración◦, al legislador◦ y a los jueces◦.
La piedra que la ley no puede mover: el «contenido esencial» de los derechos◦, y la «interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos»◦.
Cuatro condiciones a la vez. La Carta de la Unión exige que toda limitación de un derecho «deberá ser establecida por la ley» y «respetar el contenido esencial» de ese derecho, y que, «dentro del respeto del principio de proporcionalidad», solo se introduzca cuando sea necesaria y responda «efectivamente a objetivos de interés general reconocidos por la Unión»◦. No son alternativas: se cumplen las cuatro o la limitación no vale. La presunción de inocencia, también en lo administrativo, ya se vio en 5.2 y 7.5, n.º 3. 
El techo dentro de la excepción: la legítima defensa exige «necesidad racional del medio empleado»◦, y el estado de necesidad, «que el mal causado no sea mayor que el que se trate de evitar»◦.
La tradición: «Maldito el que redujere el término de su prójimo. Y dirá todo el pueblo: Amén»◦, entre las maldiciones del monte Ebal, junto a la de quien deshonra a sus padres y la de quien pervierte el derecho del extranjero, del huérfano y de la viuda. Mover el límite se juzga junto al abandono del más débil.
Los contraejemplos, dichos. Sin ellos esto sería una selección y no un patrón:
La accesión invertida. Quien construye de buena fe invadiendo en parte el suelo ajeno puede acabar quedándose con lo invadido si lo construido vale mucho más: una doctrina que el Supremo arranca en su sentencia de 31 de mayo de 1949◦. El título se lo da su propio tamaño.
El poder, avalado sin matices. El Supremo desestimó a unos propietarios expropiados en favor de un monopolio de distribución eléctrica: «el sistema de valoración se estructura sobre el bien expropiado, no sobre la identidad del beneficiario ni la finalidad de la expropiación»◦.
Un patrón con sus excepciones reconocidas es un patrón; sin ellas sería propaganda.
La medida del tiempo: la justicia tardía
Hechos. Varias normas, sin copiarse, coinciden en lo mismo: un derecho que no puede ejercerse en un tiempo razonable deja de ser el derecho que promete ser.
La Declaración Universal pide igualdad ante la ley, un recurso efectivo y un tribunal en igualdad de condiciones◦; la Carta de la Unión, la propiedad, la igualdad y la tutela judicial efectiva◦; y el Convenio Europeo, el juicio en un plazo razonable y la propiedad◦.
El Tribunal Europeo de Derechos Humanos condenó a Italia porque sus autoridades tardaron demasiado en ejecutar el desalojo de unos ocupantes ilegales◦, y a Grecia, por no actuar durante más de tres años frente a la ocupación de un hotel◦. El TEDH no ampara la ocupación: condena la tardanza en devolver la propiedad a su dueño. Lo que no se ha encontrado es una condena a España por este motivo.
El Constitucional ha declarado que la simple demora en señalar un juicio puede vulnerar el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas◦, con una doctrina que viene de lejos: «los Jueces y Tribunales deben cumplir su función jurisdiccional de garantizar la libertad, la justicia y la seguridad con la rapidez que permita la duración normal de los procesos, evitando dilaciones indebidas que quebranten la efectividad de la tutela» (STC 35/1994, que la toma de la 223/1988). Con su matiz: ese derecho no se identifica con el mero incumplimiento de los plazos procesales◦; la demora tiene que ser injustificada.
El Código Civil: el poseedor de mala fe abona los frutos percibidos y los que el poseedor legítimo hubiera podido percibir◦, responde del deterioro◦ y no cobra las mejoras de lujo◦.
La ocupación, con su cifra. El Ministerio del Interior contabilizó 16.426 delitos de usurpación y allanamiento de morada en 2024, un 7,4 % más que el año anterior y la tercera cifra más alta de la serie◦. No es el fenómeno completo: quien deja de pagar la renta y no se marcha es un asunto civil y no entra en esa estadística. Una fuente privada lo confirma desde otro lado: Idealista detectó 23.010 viviendas puestas a la venta reconociendo una ocupación en el tercer trimestre de 2025; en la ciudad de Girona, casi el 9 % de su oferta◦. El CGPJ mide aparte los juicios verbales para recuperar una vivienda ocupada, una vía civil que solo pueden usar la persona física propietaria o poseedora legítima, las entidades sin ánimo de lucro y las entidades públicas de vivienda social◦; los delitos van por la vía penal. Cada categoría mide su trozo; nadie mide el total. Y desde el 3 de abril de 2025, la usurpación y el allanamiento van por juicio rápido, en el que el juicio oral se señala «dentro de los quince días siguientes»◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: no hay cifras falsificadas, sino una definición legal estrecha que deja fuera una parte del problema: nadie tiene la cifra total, porque nadie la mide de forma unificada. Es una laguna de medición, no un ocultamiento probado. Y el fallo práctico está en el primer contacto, como en Torrejón de Ardoz (7.7, n.º 1).
La tensión, dicha sin elegir bando. Proteger a quien es vulnerable no vulnera la igualdad: la Constitución obliga a los poderes públicos a que la libertad y la igualdad sean «reales y efectivas»◦, y la protección frente a los desahucios de hogares vulnerables se ha prorrogado hasta el 31 de diciembre de 2026◦. El problema real es otro: la buena fe se presume por igual en quien la merece y en quien no (2.5), con la carga de probar la mala fe siempre sobre el propietario, y no hay un mecanismo que le compense por el tiempo perdido mientras el proceso avanza. No es que la ley trate al ocupante mejor que al propietario: la letra dice lo contrario. Es que la justicia tardía, para quien la espera, se parece demasiado a la injusticia.
Lo que el sistema ya corrige, y lo que tarda
Hechos. El propio sistema, desde dentro, reconoce y corrige sus excesos cuando el procedimiento se activa: el Constitucional declaró inconstitucional parte de lo decidido en el estado de alarma de 2020◦ (7.2, n.º 9). Y la Unión obliga: el Tribunal de Justicia declaró en 2024 que las medidas españolas contra el abuso de la temporalidad en el empleo público no se ajustan al Derecho de la Unión◦, y en 2026 lo repitió: llamar «indefinido no fijo» al trabajador no elimina por sí solo el abuso◦. Una segunda sentencia, dos años después, porque la primera corrección no bastó. Y la vivienda: la Constitución reconoce el derecho «a disfrutar de una vivienda digna y adecuada» como principio rector, no como un derecho que se pueda exigir directamente ante un juez◦.
La petición de deslinde
La petición es la forma pacífica del deslinde. Su texto: «Se hace constar […] que organismos internacionales de derechos humanos han señalado en más de una ocasión que ciertas actuaciones del Estado español no se ajustaban plenamente a los estándares que el propio Estado suscribió. Se solicita, en los términos del derecho de petición […], que se explique y motive esa distancia allí donde exista, y que se corrija donde proceda. Esta solicitud no cuestiona la legitimidad del sistema en su conjunto, ni invoca ningún precedente de ruptura». Y termina como todos los escritos de la obra: con la buena fe declarada, la disposición a rectificar y «Por sus frutos los conoceréis. Y corregir lo que se debe corregir también es un buen fruto».
Por qué no lleva ejemplos de derrumbes. Una versión anterior ponía, antes de la petición, la caída del Muro de Berlín y la de Roma. Se corrigió: un ejemplo de derrocamiento justo antes de una petición pacífica la convierte, por su sola posición, en una amenaza velada. En su lugar, los pueblos que corrigieron el poder sin destruir la forma que lo sostenía (7.5 y 9.2). Ninguno espera al colapso: todos actúan con el poder todavía en pie, pidiendo que se corrija.
Lo que es y lo que no es. Es una plantilla de principios, no un escrito con nombres y fechas listo para presentar; su traslado a un caso real requiere adaptarla y, si el asunto lo merece, asistencia profesional. No sustituye ningún cauce jurídico: es un documento de naturaleza política y moral, no procesal.
La respuesta probable de la Administración
1. «La petición es genérica, y no va al órgano competente.» Una petición dirigida al Estado en general puede inadmitirse por ser ajena a las atribuciones de quien la recibe◦. La respuesta de la obra: la obra lo acepta: la plantilla es de principios, y para presentarla hay que concretar un punto y dirigirlo a quien corresponde. Si se inadmite porque tiene otro procedimiento, la ley obliga a decir cuál y ante quién◦. Por eso el pliego de cargos va institución por institución (11.3). 
2. «El sistema ya se corrige solo.» El Constitucional anula lo que no se ajusta: no hace falta pedir lo que el sistema ya hace. La respuesta de la obra: lo reconoce con esas mismas palabras: el sistema corrige sus excesos cuando el procedimiento se activa. Pero la corrección llega tarde o se queda a medias: el estado de alarma se juzgó cuando ya se había aplicado, y el Tribunal de Justicia tuvo que dictar una segunda sentencia sobre la temporalidad porque la primera corrección no funcionó. 
3. «Las recomendaciones internacionales no obligan.» La respuesta de la obra: la petición no pretende que obliguen: pide que se explique la distancia y que se corrija donde proceda. Las sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y del Tribunal de Justicia de la Unión sí obligan. Y la Constitución manda interpretar los derechos conforme a los tratados ratificados por España◦. 
4. «La ocupación se mide, y hay una vía rápida.» Interior publica los delitos de usurpación y allanamiento, y desde 2018 hay un juicio rápido para recuperar la vivienda. La respuesta de la obra: la obra usa esas mismas cifras. Pero la definición legal deja fuera a quien deja de pagar y no se marcha, la vía de 2018 solo protege a algunos propietarios, y el fallo práctico está en el primer contacto. 
5. «La vivienda social es competencia de las comunidades autónomas.»◦ La respuesta de la obra: la Constitución encarga la vivienda a «los poderes públicos» en conjunto: el reparto de competencias no reparte la responsabilidad hasta hacerla desaparecer. Y el deslinde se pide con las dos partes presentes: cada Administración, por lo suyo. 
10.8 El Registro de los frutos
La idea: el Registro de los frutos es el archivo público que la obra propone: cada ciudadano dejará constancia de sus escritos al Estado y de la respuesta o el silencio, y todo converge en un juicio popular de la verdad. Hoy es una propuesta, no un archivo en marcha.
Hechos. La propia Constitución reconoce que el pueblo participa en la justicia: «Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de Justicia mediante la institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley determine, así como en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales»◦. La ley reconoce tribunales de la costumbre que siguen funcionando, como el Tribunal de las Aguas de la Vega Valenciana◦ (1.5). La petición puede ser colectiva, firmada por todos◦, y los tribunales pueden juzgar un caso testigo y extender sus efectos a otros iguales◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: dentro de la jurisdicción del Estado, con sus reglas y sus tribunales, el sistema juega con ventaja: el Constitucional admitió en 2025 59 de 9.089 recursos de amparo (5.1, n.º 19). Pero la ley ya reconoce otras puertas: el jurado, la costumbre, la petición colectiva y el caso testigo.
Lectura del autor (propuesta): el plan tiene tres pasos, y los tres convergen en un juicio popular de la verdad:
1. El Registro de los frutos, archivo público. Cada ciudadano dejará constancia de sus escritos al Estado, con los modelos del botiquín (10.5), y de la respuesta o el silencio, con un código para que cualquiera lo compruebe. Sus datos personales solo se publicarán si lo autoriza.
2. El juicio popular de la verdad, un tribunal de opinión, sin carácter oficial y sin fuerza legal, que lo declara desde el principio. Un jurado elegido por sorteo, con todas las generaciones representadas, juzga al Estado acusación por acusación, institución por institución, y nunca a personas con nombre; cada voto se razona por escrito y es público, nadie juzga donde tiene interés, la institución puede recusar y a nadie se le examinan las ideas. Se explica en 11.1.
3. Los fondos voluntarios, a través del Registro y de una asociación con cuentas públicas, para organizar el juicio y para una defensa preventiva que estudie cada caso con abogado y derecho real, sin prometer pagar multas ni embargos.
Lectura del autor: no se busca vencer al Estado en su laberinto, sino exponer a la vista de todos si está alineado con las leyes superiores o con el padre de la mentira, e invitarle a metamorfosearse. La verdad no necesita su permiso para ser verdad.
10.9 La brújula
La idea: las puertas de este capítulo sirven para pedir al Estado; esta sirve para mirarse uno. Tres preguntas: cómo te hace sentir vivir en este árbol, cómo lo vive el otro y a qué das tu consentimiento. Lo que uno siente es una señal, no una prueba, y se lee junto a los frutos. La respuesta no es dato de la obra: es tuya.
Por qué aquí. Las puertas anteriores miran hacia fuera: compensar, pedir con constancia escrita, deslindar, dejar constancia. Pero la obra ha dicho desde el principio que la vara se aplica a los dos lados (0.5) y que las cosas se evalúan en público mientras las personas se miran en privado (anexo J). Esta última puerta es la de dentro: la brújula, que viene dada, porque la conciencia no se inventa, se recibe (2.4), y que el propio anexo deja anunciada para aquí (J.1).
Los dos árboles. El autor lo dibuja así, y el anexo J lo desarrolla: de lo que se recibe, la ley de Dios y la ley natural, crece un árbol recto; de lo que se siembra, la costumbre y la ley escrita, crece otro, que se tuerce cuando se corta de lo recibido o se pone por encima. Los capítulos 5 a 9 han medido, con sus frutos, hacia cuál de los dos se inclina el Estado que tenemos (9.1).
Las tres preguntas. Son del autor, y la obra las deja a quien lee:
1. ¿Cómo te hace sentir vivir en este árbol? Y, puesto al lado, ¿cómo te haría sentir vivir en el otro?
2. ¿Cómo lo vive el otro? El otro no es ni más ni menos que otro tú: la misma justicia que quieres para ti es la que se le debe (0.5, la reciprocidad; 3.2). Es la pregunta que impide que la brújula se quede en el egoísmo.
3. ¿A qué das tu consentimiento? Qué quieres sentir tú, y a qué consientes para que la realidad en que vives sea fiel a eso. Es la pregunta de fondo: la presunción es consentimiento sin información (cargo 3; cargo 11), y la obra ha dado la información, con su fuente, para que el consentimiento pueda ser de verdad, como el del paciente al que el médico explica antes de tocar (10.3).
Cómo se lee la brújula. La brújula se confirma con el corazón. Cada uno la llama según su nivel de endurecimiento y de desconexión: a quien el sistema ha endurecido, dicho en llano, le vale «el resentir»; y, más llano todavía, «cómo te hace sentir». Lo que uno siente es una señal, no una prueba: se puede estar acostumbrado, porque la repetición crea costumbre (4.4), o engañado. Por eso la brújula funciona con dos lecturas a la vez: lo que dicen los frutos, con su fuente, y lo que uno siente. Si no coinciden, esa diferencia ya es información.
Lectura del autor: los distintos nombres de la brújula, el corazón, el resentir, cómo te hace sentir, son niveles de percepción, y señalan el daño colateral del sistema en cada uno. Uno se endurece como quien se pone una armadura: ante la incertidumbre de qué es verdad y qué es real, es una postura legítima de autodefensa. Ante el peligro extremo, el miedo deja pocas salidas, como en la naturaleza: plantar cara, huir o hacerse el muerto. El llamamiento del capítulo 11 habla a los tres, y sobre todo al tercero: llegará el día en que los justos resuciten (11.6). Y las preguntas de espejo que el autor se hace, y deja: ¿qué semilla estás cultivando y qué árbol estás creando (J.1)?, ¿qué has hecho con tu vida?, ¿eres feliz?, ¿estás orgulloso de ti?, ¿hacia dónde apunta, por repetición, lo que haces: hacia la verdad o hacia la mentira? Ahora que nadie te mira y ves tu reflejo interior, la pregunta que surge: ¿cuáles serán tus frutos? ¿Qué vas a hacer tú? Sirven para la autoobservación y el diálogo con uno mismo, en todos los rangos y en todas las situaciones; y valen igual para quien manda, porque el que corrige se mira primero (10.3).
Lo que la brújula no es. No es un dato de la obra ni se mide: el dial mide cosas, nunca personas (anexo J), y el juicio juzga instituciones (capítulo 11). La respuesta es de cada uno, y nadie tiene que dársela a nadie. El capítulo 11 vuelve a ella en el llamamiento (11.6).
Límite honesto de la prueba
Las propuestas son del autor. Lo que va marcado como propuesta (el control con jubilados, el diezmo, los jurados por generaciones, el consejo con avales, la defensa en grupo, el Registro y el juicio popular) no está probado por los datos: es lo que el autor propone, y su cálculo, como el de la transición del diezmo, está pendiente.
Las vías legales son estrechas. Los derechos a compensar existen con letra clara, pero el camino para ejercerlos es largo, y más cuanto más arriba se aplica.
El deslinde prueba una convergencia, no una obligación. El Estado está sometido por escrito al principio de atribución frente a la Unión, no frente al ciudadano.
Lo que no se ha leído en su fuente no entra. No entran la historia antigua de la compensación (las leyes hititas, la Lex Aquilia), los tribunales de opinión de la historia, varias frases de autores y de organismos, ni las cifras de vivienda social (libreta de flecos, 05).
Los modelos son orientativos. No son asesoramiento para un caso concreto.
La brújula no es una prueba. Lo que uno siente es una señal; la obra no la mide ni la registra.
Cada concesión se discute, con su defensa y sus contrapuntos, en el juicio (capítulo 11).
Dónde se oye la defensa del Estado
Las objeciones a las propuestas y la respuesta probable de la Administración a sus escritos se han oído aquí, junto a cada puerta: en 10.2 (el control por jubilados, el diezmo, la recuperación sin condena y el jurado), en 10.3 (los avales, remitidos a 2.4), en 10.4 (las cinco respuestas al escrito de petición) y en 10.7 (las cinco a la petición de deslinde). Lo que el Estado defiende de sí mismo va al juicio: como cuestión previa (11.2), en su cargo (11.3) o frente al dictamen (11.4).
Para recordar
Los textos que mandan obedecer ponen la condición en el mismo sitio: la autoridad es para el bien de quien obedece.
No se reclama un Estado nuevo: se invita al que hay a metamorfosearse.
Corregir sin vengarse: por acto y con fuente, nunca por colectivo; sin arrancar el trigo con la cizaña; y quien corrige, como el médico, necesita consentimiento, buscar el bien del corregido, la medida justa y un rumbo.
La pregunta: «¿Me puede explicar qué es lo que le legitima para solicitarme esto?». Por escrito, y conservando la copia sellada.
La ley ya obliga a compensar el daño injusto, cada vez más arriba; cuanto más arriba, más estrecho el camino.
El deslinde: volver a marcar el límite, con las dos partes presentes. No es una acusación.
Todo converge en el Registro de los frutos y en el juicio popular de la verdad.
La brújula: cómo te hace sentir vivir en este árbol, cómo lo vive el otro, a qué das tu consentimiento. Señal, no prueba; se lee junto a los frutos.
Lo siguiente: la defensa del Estado, reunida y respondida cargo por cargo en el juicio popular de la verdad, y el llamamiento (capítulo 11).


11 El juicio popular de la verdad
Primera versión: 6 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 29 · Citas leídas en su fuente: 146
En pocas palabras:
El juicio popular de la verdad es un tribunal de opinión: no tiene carácter oficial ni fuerza legal, y lo dice desde el principio. Juzga al Estado institución por institución, nunca a personas.
Antes de los cargos se oyen las objeciones del Estado al método y al propio juicio: las cuestiones previas. Cada una, en su mejor forma, se responde una sola vez.
Después, los cargos. Cada uno es una presunción que el Estado da por cierta; se mide con la ley de Dios, las tradiciones y su propia ley, se oye su defensa en su propia jerga y se le responde, primero con su propia ley.
Cada cargo se cierra con la última palabra: la que la ley concede a todo acusado.
Frente al dictamen de la obra, el Estado tiene trece objeciones. La obra concede lo que es cierto, y lo que queda en pie es la misma vara.
El juicio termina con las preguntas, que cualquiera puede enviar ya, y con un llamamiento: no a acusar, sino a comprobar, a rectificar y a dejar constancia.
11.0 Propósito
Los capítulos 7, 8 y 9 midieron y dictaminaron, y el 10 abrió las puertas. En cada uno quedó lo que la obra concede, con el rótulo «Límite honesto de la prueba», y una línea que remitía aquí: la defensa del Estado se oye en el juicio. Este capítulo reúne esas defensas y les responde, una sola vez cada una.
Cómo se lee. Primero, qué es el juicio y cómo se hace (11.1). Después, las objeciones al método y al propio juicio, que se resuelven antes de entrar en los cargos (11.2). Luego, los cargos, uno por uno (11.3); la defensa frente al dictamen (11.4); las preguntas para el juicio y el relevo (11.5); y el llamamiento (11.6).
Lo que este capítulo no hace. No juzga a personas ni a colectivos, sino instituciones y diseños legales. No dicta sentencia con fuerza de ley ni exime de ninguna obligación vigente◦. Y la defensa del Estado que aquí se escribe es la mejor que la obra ha sabido construir, no una caricatura: en palabras del autor, «una tortilla necesita sus dos caras».
Este capítulo dice:
11.1 qué es el juicio y cómo se hace;
11.2 las cuestiones previas;
11.3 los cargos;
11.4 la defensa frente al dictamen;
11.5 las preguntas para el juicio y el relevo;
11.6 y el llamamiento.
11.1 Qué es y cómo se hace
La idea: el juicio popular de la verdad es un tribunal de opinión que juzga al Estado cargo por cargo, con sus reglas a la vista: cada cargo con su prueba, la defensa del Estado en su propia jerga, la respuesta de la obra y la última palabra para la institución. El jurado se elige por sorteo y su imparcialidad se mide por los frutos: voto razonado por escrito y público, exclusión por conflicto de interés caso a caso, recusación también por la institución juzgada y ningún examen de ideas.
Qué es. Un tribunal de opinión, sin carácter oficial y sin fuerza legal, que lo declara desde el principio. Un jurado elegido por sorteo, con todas las generaciones representadas, juzga al Estado acusación por acusación, institución por institución, y nunca a personas con nombre. Se invita a medios independientes, elegidos por su pluralidad y su transparencia, y se envía constancia a las instituciones nacionales e internacionales para que respondan. Es una propuesta del autor, como el Registro de los frutos del que se alimenta (10.8). Lo que ya existe está en este capítulo: los cargos, sus defensas y las preguntas, por escrito.
La documentación del juicio. Todo juicio se apoya en documentos, y a lo que se aporta con ellos la ley lo llama «la prueba documental»◦. Y pide que a toda demanda o contestación «habrán de acompañarse» «los documentos en que las partes funden su derecho a la tutela judicial que pretenden»◦. Lo que consta en un archivo del que se pueden obtener copias no se señala sin más: la parte «deberá acompañarlo a la demanda, sin que pueda limitarse a efectuar la designación»◦. Esta ley regula los procesos civiles y no rige este juicio: de ella se toma la forma, no la fuerza.
La documentación de este juicio es la obra entera, y es su prueba documental. Cada afirmación lleva su fuente (0.2), y lo que está en un texto público no solo se señala: se acompaña, con su pasaje literal en el nivel «La prueba» (0.3). No es una documentación nueva ni de una persona: son las tradiciones que la humanidad guardó (capítulo 3), las leyes del propio Estado (capítulo 7) y los datos de sus propios organismos (capítulo 8). El autor no aporta opinión, aporta orden, y su lectura va aparte y marcada. El jurado y la institución juzgada tienen delante los mismos documentos, y cada cargo trae la mejor defensa del Estado (11.3). Quien quiera hacerla llegar por escrito a quien corresponde, tiene las puertas del capítulo 10 (10.4), y la Constitución reconoce que la petición sea «individual y colectiva, por escrito»◦.
Lectura del autor: «La documentación para el juicio, aportada por la humanidad, para el Estado y su sistema»: eso es esta obra, su prueba documental. No sale del sistema ni lo desobedece (5.4): le presenta la prueba, a la vista de todos, para que la vea el jurado y la vea el Estado.
Las reglas del jurado. Un jurado es creíble si es imparcial, y la imparcialidad no se declara: se mide por los frutos y se asegura con reglas escritas. Son cuatro. Tres ya las tiene el jurado de la propia ley, que es la misma vara (5.2); la cuarta la pide la Constitución para todos.
1. Cada voto se razona por escrito y es público. Cada jurado dice por qué vota lo que vota, y lo escrito se publica con el veredicto en el Registro de los frutos (10.8). Así la imparcialidad se mide por sus frutos: por lo que cada voto dice, no por quién lo da (0.5). La ley ya lo pide a su jurado: el acta del veredicto «contendrá una sucinta explicación de las razones por las que han declarado o rechazado declarar determinados hechos como probados»◦; y a todo juez: «Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública»◦. La diferencia es una, y se dice: la ley guarda en secreto la deliberación de su jurado y razona el veredicto como cuerpo; la obra, que no juzga a personas ni impone penas, hace lo contrario y publica cada voto, porque lo que se juzga son cosas y la prueba es pública.
2. Nadie juzga donde tiene interés. Queda excluido, caso a caso, quien tenga interés directo o indirecto en el cargo que se juzga, o con la institución juzgada una relación de las que obligan a un juez a apartarse. Es lo que la ley prohíbe a su jurado: formar parte del tribunal quien «Tenga interés, directo o indirecto, en la causa»◦, o quien mantenga con una parte las relaciones que obligan a abstenerse a jueces y magistrados◦. Caso a caso: se mira el cargo y la persona, nunca el colectivo (10.3). Cobrar del Estado, como más de tres millones de empleados públicos y once millones de pensiones (8.6), no es conflicto: es ser el pueblo.
3. La institución juzgada también puede recusar. Como cualquier parte ante el jurado de la ley: «las partes podrán recusar a aquellos en quienes afirmen concurre causa de incapacidad, incompatibilidad o prohibición»◦, y además hasta cuatro «sin alegación de motivo determinado»◦. La obra da a la institución lo que la ley da a todo acusado: recusar con causa, oída la persona, y recusar sin causa hasta ese mismo número. Las dos quedan registradas, con su motivo cuando lo haya.
4. Ningún examen de ideas. A ningún jurado se le pregunta qué piensa, qué cree ni a quién vota, y no se le somete a examen psicológico ni de ideas. Lo prohíbe la Constitución para todos: «Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias»◦. La ley pide a su jurado cinco requisitos, y ninguno es de ideas◦; {completo} son ser español mayor de edad, estar en el pleno ejercicio de los derechos políticos, saber leer y escribir, ser vecino de la provincia y «Contar con la aptitud suficiente para el desempeño de la función de jurado»◦. Lo que se le pide es lo que jura el jurado de la ley: «desempeñar bien y fielmente la función del jurado, con imparcialidad, sin odio ni afecto»◦. Aquí la obra se aparta de la ley en un punto, y lo dice: la ley deja a las partes hacer preguntas al jurado nombrado◦; la obra no pregunta por ideas, solo por el conflicto de interés (regla 2). La imparcialidad se comprueba después, en el voto razonado (regla 1): se evalúan frutos, no personas (anexo J).
Conclusión, lo que arrojan los datos: tres de las cuatro reglas están ya en la ley del propio Estado para su jurado: el veredicto razonado, la exclusión por interés y la recusación. La cuarta, no preguntar por las ideas, la pide la Constitución para todos. La obra no inventa un jurado: toma las reglas del que ya existe y las lleva a un tribunal de opinión, con dos diferencias dichas (el voto público y ninguna pregunta de ideas).
Lectura del autor: la imparcialidad no es un título que se tenga: es un fruto que se enseña. Por eso no se examina a nadie por dentro, y se lee a cada uno por lo que escribe. «Por sus frutos los conoceréis» (Mt 7:16).
Las dos caras. Cada cargo expone la mejor defensa que podría dar el Estado, escrita antes de que la dé él, y los contrapuntos de la obra: «un juicio que solo oye a la acusación no convence a nadie; uno que expone la mejor defensa y la mide con la misma vara, sí». Cada institución será invitada por escrito a responder a cada cargo, con su pregunta, en el plazo que la ley da para contestar a una petición: tres meses como máximo (10.4). Cualquier ciudadano puede enviar ya esas preguntas con los modelos del botiquín (10.5). Las respuestas y los silencios irán al Registro y se leerán ante el jurado antes del veredicto, junto a la mejor defensa que este capítulo ya expone. El jurado dará su veredicto con la vara de la obra: si la institución sirve al orden natural y a Dios, o a otros intereses.
El pliego de cargos. Cada acusación es un cargo, y la lista entera, el pliego de cargos. Cada cargo es una presunción: algo que el Estado da por cierto sin probarlo, como las que se vieron en el capítulo 5. El pliego tiene veintiocho: los veintitrés que la obra formuló primero y cinco más, del 24 al 28, para hechos probados que aquellos no recogían: la separación de poderes, la carga, la responsabilidad, el diseño legal que enfrenta a la gente y la economía real.
Cómo es cada cargo. Todos siguen el mismo orden, para que se puedan comparar:
1. La presunción, con las palabras con que el Estado la sostiene.
2. La vara: lo que dicen la ley de Dios, las tradiciones y su propia ley, o el dato, por el orden de las leyes (1.2).
3. Dónde está probado: el apartado de la obra donde está la prueba, con su fuente. Aquí no se repite: se remite.
4. La pregunta a la institución.
5. La defensa del Estado, en su propia jerga: sus leyes, su doctrina y sus sentencias.
6. Los contrapuntos de la obra: primero con la propia ley del Estado, que es la misma vara (5.2), y después con las leyes superiores. Y se dice también dónde la defensa aguanta: eso hace creíble lo que sí cae.
7. El límite honesto: lo que la obra no puede probar.
8. La última palabra.
9. La respuesta de la institución: el sitio queda abierto hasta que conteste. Si calla, su silencio también queda registrado.
La última palabra. Cada cargo se cierra igual:
Ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Es la última palabra que la propia ley concede a todo acusado: «Terminadas la acusación y la defensa, el Presidente preguntará a los procesados si tienen algo que manifestar al Tribunal. Al que contestare afirmativamente le será concedida la palabra»◦. Y es la que pide la Escritura, que no juzga sin oír primero: «¿Juzga nuestra ley á hombre, si primero no oyere de él […]?»◦; «El primero en su propia causa parece justo; Y su adversario viene, y le sondea»◦. Dice «en verdad», y no «en tu verdad», porque en esta obra la verdad es lo comprobado con fuente (0.4). Y habla de tú porque es la voz del juicio; en los escritos a la Administración, la obra usa el usted (10.4).
11.2 Las cuestiones previas
La idea: antes de los cargos, el Estado puede objetar al método y al propio juicio. Son veintiocho objeciones; cada una se oye en su mejor forma, se responde una vez y se dice dónde aguanta.
Las objeciones vienen de todos los capítulos. Algunas se repetían en varias piezas con otras palabras; aquí se oyen una sola vez. Las que la obra concede tienen su concesión en su capítulo, como límite honesto, y aquí se remite a él. Van en cuatro grupos: la vara, las pruebas, las palabras y la obediencia.
La vara: la ley y la moral
1. «La obra no es neutral: la vara la pone el autor».
La defensa del Estado: quien elige la vara elige el resultado. Medir al Estado con textos religiosos y con lo que dicen las tradiciones es partir de una conclusión.
Lo que la obra responde: es cierto que la vara es una elección. Por eso se declaró antes de medir (0.5), para que el lector la conozca y pueda rechazarla. La propia Constitución tampoco es neutral: «propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político»◦. Los hechos y la lectura del autor van siempre separados: «El dictamen es del autor; los hechos son de todos» (0.2). Y el método no forzó el resultado: en quince tradiciones salió «deliberadamente mixto» (1.4).
Dónde aguanta: la vara es del autor, y el lector puede no compartirla. Por eso cada dato va con su fuente: sirve con cualquier vara.
2. «La validez de la ley no depende de la moral».
La defensa del Estado: una norma vale porque la dicta quien tiene competencia, por el procedimiento debido, y ocupa su lugar en la jerarquía: «Carecerán de validez las disposiciones que contradigan otra de rango superior»◦. La Constitución garantiza «el principio de legalidad, la jerarquía normativa» y «la seguridad jurídica»◦. Y la ley natural es indeterminada: cada uno la interpreta a su manera.
Lo que la obra responde: con su propia ley, la Constitución reconoce algo anterior a ella: «La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social»◦. Lo inviolable y lo inherente no lo crea la ley: lo reconoce. Hasta el positivismo más influyente del siglo XX admitió un «contenido mínimo del derecho natural» que todo ordenamiento necesita para sostenerse◦. Y la obra no usa la ley natural de forma indeterminada: solo el núcleo que coincide en tradiciones independientes (1.4).
Dónde aguanta: en un pleito, el juez resuelve con la ley escrita, y la obra no lo discute (n.º 3).
3. «El derecho natural y las máximas latinas no son derecho aplicable».
La defensa del Estado: la Escuela de Salamanca, Cicerón y las máximas latinas son historia del pensamiento, no normas: ningún juez resuelve un pleito con ellas. Lo que obliga es lo que dice la ley: «Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los principios generales del derecho»◦.
Lo que la obra responde: es cierto, y la obra lo dice: el derecho natural inspira los ordenamientos y funda su crítica, pero no se litiga directamente con él. Su cauce dentro del sistema está escrito en la misma ley: los principios generales del derecho «se aplicarán en defecto de ley o costumbre, sin perjuicio de su carácter informador del ordenamiento jurídico»◦, y la Constitución reconoce derechos «inherentes» a la persona (n.º 2). Cada máxima que usa la obra va con su uso correcto y con su uso indebido.
Dónde aguanta: en el pleito, entera. El juicio popular no es un pleito.
4. «Imponer una ley natural es imponer una moral», y «en un Estado plural no cabe medir la ley con ella».
La defensa del Estado: en una sociedad plural, invocar la ley natural es imponer una moral concreta, casi siempre religiosa, a quien no la comparte. La Constitución propugna «el pluralismo político»◦ y garantiza «la libertad ideológica, religiosa y de culto»◦: la ley la decide la mayoría, dentro de la Constitución. Si cada uno pudiera declarar injusta una ley y desobedecerla, no habría orden posible.
Lo que la obra responde: la propia Constitución se mide con una vara anterior a ella y de fuera de ella: los derechos se interpretan «de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos»◦. La obra no impone nada: mide al Estado con la vara que él mismo se dio, artículo por artículo (7.1), y separa los datos de la lectura del autor. Lo que llama ley natural no es la doctrina de una comunidad, sino lo que cualquiera reconoce sin enseñanza, como la compasión ante el niño que va a caer a un pozo (1.4). Y no deja la medida al criterio de cada uno: su dictamen no exime de ninguna obligación (n.º 22).
Dónde aguanta: la mayoría hace las leyes, y la obra no lo discute. Discute que lo que se aprueba sea, por eso, justo (cargo 7).
5. «El Estado es aconfesional».
La defensa del Estado: «Ninguna confesión tendrá carácter estatal»◦: medir al Estado con textos religiosos rompe su neutralidad.
Lo que la obra responde: con su propia ley, el mismo artículo sigue: «Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española»◦. La obra no defiende una teología ni dice que una tradición sea verdadera y las demás falsas: constata un hecho, que la distinción entre la dignidad y su atropello aparece en civilizaciones sin contacto documentado entre sí (capítulos 3 y 4). Y eso que encuentra es lo que la Constitución llama «dignidad de la persona» y declara «fundamento del orden político y de la paz social» (n.º 2).
Dónde aguanta: el Estado no puede adoptar una fe, y la obra no se lo pide. Que la ley de Dios esté la primera en el orden de las leyes (1.2) es la vara del autor (n.º 1).
6. «El bien común lo decide la mayoría, con procedimientos neutrales».
La defensa del Estado: en democracia, el bien común es lo que decide la mayoría a través de sus representantes: «La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado»◦. El Estado de derecho no decide qué es el bien: fija procedimientos neutrales, y el contenido de las leyes lo pone la mayoría.
Lo que la obra responde: con su propia ley, la Constitución sí se fija un fin, y lo llama bien: «promover el bien de cuantos la integran»◦; y manda que la libertad y la igualdad sean «reales y efectivas»◦. De todos, no de la mayoría. Tomás de Aquino escribió que el bien común de la ciudad y el bien de una sola persona «no se diferencian solo según lo mucho y lo poco, sino por una diferencia formal»◦: el bien común no es una suma de bienes particulares. Y John Stuart Mill, que renunciaba a apoyarse en un derecho anterior a la utilidad, contaba ya «la tiranía de la mayoría» entre los males de los que la sociedad debe guardarse◦.
Dónde aguanta: la mayoría hace las leyes, y es legítimo que así sea. Lo que no se sigue es que lo que decida sea, por eso, el bien común: eso se mide con los frutos (7.4).
7. «El Estado moderno se legitima por el procedimiento, no por la creencia».
La defensa del Estado: su legitimidad es legal: descansa en normas aprobadas por procedimientos democráticos, la dominación legal de Weber (6.3), y no en que la gente crea o deje de creer en ella.
Lo que la obra responde: el mismo Weber observó que ninguna dominación se conforma con eso: cada una «procura más bien despertar y cultivar la creencia en su "legitimidad"» (6.3). La obra no niega el procedimiento: mide si lo que promete se cumple, y el incumplimiento recae en el 62,1 % de los artículos sobre el bien común (7.4). Y la legitimidad que se presume sin preguntar es la del contrato que nadie firmó (6.1 y 6.2).
Dónde aguanta: el procedimiento existe y en buena parte se cumple: 93 artículos de 169 (7.1).
8. «A un Estado no se le juzga por la coherencia de sus actos».
La defensa del Estado: el Estado no es una persona: se le juzga por su legalidad y sus procedimientos, que la Constitución garantiza, no por su coherencia moral. Y la incoherencia no rompe un pacto constitucional.
Lo que la obra responde: su propia ley lo mide por resultados: manda «promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas»◦. Y el mismo artículo que garantiza la legalidad garantiza también «la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos»◦. «Por sus frutos los conoceréis» (0.5): la obra aplica esa vara a las instituciones, no a las personas (capítulo 8). Y no pide disolver nada por incoherencia: pide auditar, dejar constancia e invitar al Estado a metamorfosearse (10.2).
Dónde aguanta: la incoherencia, por sí sola, no anula una ley. La obra no dice que la anule.
Las pruebas y el método
9. «Tres pilares son pocos, y la convergencia es una selección interesada».
La defensa del Estado: buscando, siempre se encuentran tradiciones que digan lo que uno quiere. Y frente a la convergencia hay quien sostuvo lo contrario: los sofistas en Grecia, Yang Zhu en China, y tradiciones como la egipcia o la de Qumrán, que reservaban la ley a unos pocos.
Lo que la obra responde: esos contrapesos los cita la propia obra, Trasímaco y Yang Zhu entre ellos (1.4): si nadie hubiera sostenido lo contrario, la convergencia sería sospechosa. Tres patas independientes son el mínimo que el método exige, no su techo (0.5 y 1.4). La obra conserva las diferencias en lugar de aplanarlas: en el mal, solo dos de las nueve tradiciones son dualistas, y se dice (capítulo 4). Y Egipto y Qumrán no niegan la ley: la reservan a unos pocos; van como contraejemplos, no se esconden (1.4).
Dónde aguanta: tres coincidencias no prueban una verdad revelada: prueban una constante humana, y así se presentan.
10. «Medir artículo por artículo es simplista, y los dos grupos son una clasificación del autor».
La defensa del Estado: muchos artículos son principios rectores, y la Constitución dice qué valen: «informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen»◦. Reducirlos a un sí o un no simplifica. Y separar la Constitución en «bien común» y «organigrama del poder» es un criterio del autor: con otro, el resultado cambiaría; llamar «incumplimiento» a lo que no se ha desarrollado es una calificación, no un dato.
Lo que la obra responde: cada calificación lleva su hecho y su fuente, y donde falta dato se dice: 7 artículos quedan pendientes. En 23 de los 69 incumplimientos no opina el autor: ya hay una declaración formal externa (7.1). El criterio se fijó antes de contar y está publicado artículo por artículo (anexo A): cualquiera puede rehacerlo. Y la propia Constitución llama derechos a esos principios: «Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada»◦. Al ciudadano no se le admite como excusa que todavía no lo ha desarrollado. Donde un artículo es una facultad y no una obligación, la auditoría lo dice.
Dónde aguanta: el art. 53.3 es real: un principio rector no se puede reclamar ante el juez por sí solo. La obra mide si se cumple, no si se puede reclamar.
11. «Los hechos están seleccionados para condenar».
La defensa del Estado: un caso negativo no prueba un incumplimiento general: buscando, siempre se encuentra un hecho que encaje.
Lo que la obra responde: el primer paso del método es justo evitarlo: el texto completo, los 169 artículos, sin selección previa (7.1). La auditoría registra también lo que se cumple, 93 artículos, y las veces que el sistema se frenó a sí mismo (cargo 24). Y su conclusión no es la de quien busca condenar: no encuentra una tiranía sistemática (7.1).
Dónde aguanta: un caso no prueba una regla. Por eso la obra cuenta artículos, no casos.
12. «El auditor no es independiente».
La defensa del Estado: «El Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica de Estado», y sus miembros gozan «de la misma independencia e inamovilidad» que los jueces◦. Una auditoría hecha por un ciudadano con una tesis previa no tiene esa independencia.
Lo que la obra responde: el criterio es el del propio auditado: la norma mundial de los tribunales de cuentas mide la economía, la eficiencia y la eficacia, no solo el procedimiento (7.5). El método se puede repetir, y cada artículo se comprueba con su fuente (anexo A; anexo G). La obra separa los datos de la lectura del autor e invita a cada institución a responder antes del veredicto (11.1).
Dónde aguanta: es cierto: el autor no es un órgano independiente, y tiene una tesis. Por eso no pide que se le crea: pone cada prueba a la vista (0.2).
13. «Las citas son de opositores ideológicos, y algunas no están verificadas».
La defensa del Estado: las advertencias sobre el dinero vienen de autores con una postura previa contra el dinero sin respaldo, y dos de las citas ni siquiera tienen fuente primaria.
Lo que la obra responde: esas dos, la atribuida a Lenin y la que circula a nombre de Friedman, la obra las apartó y no las usa como prueba (8.2). Las demás están en documentos fechados y leídos en su original (8.2). Y el efecto que describen lo mide hoy el propio Banco de España (8.3).
Dónde aguanta: la postura del que avisa no hace falso el aviso, pero tampoco verdadero. Por eso cuenta el dato, no la cita.
14. «La desconfianza en las instituciones también es un sesgo».
La defensa del Estado: si la percepción de declive moral es una ilusión de la memoria y de la exposición a lo negativo, la desconfianza en las instituciones puede ser la misma ilusión: los medios amplifican cada escándalo, y nadie informa de lo que funciona.
Lo que la obra responde: es la objeción más seria, y la obra la acepta como riesgo (8.9). Por eso no se apoya en impresiones, sino en hechos con fuente: un Constitucional que admitió 59 de 9.089 amparos en 2025 (5.1, n.º 19) y 32.704 personas que murieron en 2025 esperando la dependencia (8.5). Y mide el texto completo, no los escándalos: 169 artículos, con el incumplimiento en el 62,1 % de los que prometen el bien común (7.4).
Dónde aguanta: el sesgo existe, también en quien escribe. La defensa contra él es la fuente, no la impresión.
15. «No existe ningún plan mundial».
La defensa del Estado: la idea de una estrategia mundial para mantener endeudada a la población es una teoría conspirativa sin prueba.
Lo que la obra responde: la obra lo dijo antes: lo hallado es un «patrón documentado, sin intención probada», y solo cambiaría con una fuente que muestre declaración o coordinación (8.1). No necesita probar una intención: el efecto se mide igual, se haya buscado o no, y la intención, cuando se menciona, va como lectura del autor. Lo verificable basta: quién crea el dinero, quién gana con su pérdida de valor y qué pago tiene prioridad absoluta (8.1; 7.2, n.º 4).
Dónde aguanta: no hay prueba de un plan, y la obra no lo afirma.
Las imágenes y las palabras
16. «Usar la imagen del diablo para el Estado, y hablar de bien y mal, es demonizar al adversario».
La defensa del Estado: aplicar al Estado las imágenes de Satán, Legión o la Bestia, y hablar del «padre de la mentira», es maniqueísmo: convierte al adversario en enemigo, deslegitima las instituciones de una democracia que propugna «el pluralismo político»◦ y cierra el diálogo.
Lo que la obra responde: la obra rechaza el maniqueísmo: solo dos de las nueve tradiciones sostienen dos poderes iguales (capítulo 4). Su regla de lectura es la de Agustín: los hijos del diablo lo son «imitándolo, no naciendo de él», y «no os fijéis en la naturaleza, sino en la tara»◦. Describe actos, no personas. La imagen del padre de la mentira va siempre como lectura del autor, con una sola fórmula (4.4). Y la imagen no la inventó la obra: Hobbes, en 1651, llamó al Estado Leviatán, «ese Dios mortal» (6.1).
Dónde aguanta: la imagen es dura, y puede herir a quien sirve bien dentro de la institución. Por eso va marcada como lectura y nunca se dirige a una persona. La máscara, por sí sola, no es el mal (n.º 18).
17. «El Estado no es un ente sin cuerpo: sus cargos responden».
La defensa del Estado: el Estado actúa por cargos con nombre y apellidos, y la ley prevé que respondan: la Administración indemniza los daños que causa◦, y la autoridad o el funcionario que, a sabiendas de su injusticia, dicta una resolución arbitraria comete prevaricación◦.
Lo que la obra responde: la obra lo concede en su capítulo: el mal no está en la máscara, sino en la máscara sin responsabilidad (capítulo 4, límite honesto). Pero, con su propia ley, la institución misma queda fuera: «Las disposiciones relativas a la responsabilidad penal de las personas jurídicas no serán aplicables al Estado, a las Administraciones públicas territoriales e institucionales»◦; el Estado no puede ser declarado en concurso (5.1, n.º 7); por el daño de un servicio público, el particular reclama a la Administración, no al funcionario (10.4); y 17.603 cargos de las instituciones están aforados (8.5). La responsabilidad se va hacia arriba, a la máscara, o hacia abajo, al que obedecía.
Dónde aguanta: los cargos pueden responder, y la ley lo prevé. La obra no dice que nadie responda: dice que la institución queda fuera.
18. «La persona jurídica es una ficción necesaria».
La defensa del Estado: sin personalidad jurídica no habría contratos, hospitales, pensiones ni servicios públicos: la ficción es útil y no tiene nada de maligno.
Lo que la obra responde: concedido en su capítulo: la persona jurídica también sirve a la vida (capítulo 4, límite honesto). Lo que la obra documenta es su origen, la persona ficta que los juristas de la Iglesia empezaron a usar en el siglo XIII (2.1), y la inmunidad que conserva hoy la persona jurídica pública: fuera de la responsabilidad penal y fuera del concurso (n.º 17).
19. «El Estado como construcción mental es una tesis ideológica».
La defensa del Estado: que el Estado solo exista porque se cree en él es la tesis de una escuela, no un consenso académico.
Lo que la obra responde: concedido en su capítulo: es una posición doctrinal (capítulo 4, límite honesto). Pero el derecho internacional dice algo parecido con sus propias palabras. La Convención de Montevideo, firmada en 1933 por veinte Estados americanos que ya existían, entre los que no está España, define al Estado por requisitos de hecho: población, territorio, gobierno y capacidad de tratar con otros Estados (6.2). Y añade: «La existencia política del Estado es independiente de su reconocimiento por los demás Estados. Aun antes de reconocido el Estado tiene el derecho de defender su integridad e independencia, proveer a su conservación y prosperidad y, por consiguiente, de organizarse como mejor lo entendiere, legislar sobre sus intereses, administrar sus servicios y determinar la jurisdicción y competencia de sus tribunales»◦. Ningún título superior lo crea: se lo da él mismo.
Dónde aguanta: quien intenta hacerse Estado dentro de otro, con su misma jerga, pierde: Hutt River se proclamó «provincia» y los tribunales no le dieron la razón (6.2). La obra no va por ese camino: no se proclama nada; pregunta, presunción por presunción, cuál es la piedra que la sostiene (10.4).
Lectura del autor: la pregunta de fondo no es si el Estado puede darse a sí mismo su título, sino de dónde nace cada presunción con que gobierna: de la verdad o de la mentira (0.4). Lo que nace de la verdad tiene una piedra que se puede enseñar: una prueba, una ley superior, un consentimiento dado (5.4). Lo que se impone sin ella, y se sostiene porque nadie pregunta, esto apunta hacia el padre de la mentira (Jn 8:44; 4.4). Y trae consecuencias: quien acepta en silencio una presunción así reconoce, sin decirlo, que está sometido a ella. Por eso la obra ni se proclama ni desobedece: pregunta por escrito, y deja constancia de la respuesta o del silencio (10.4). Desde ese momento, el silencio ya no es del ciudadano, sino de la institución. [palabras de Kiko, 6-oct-2026, noche] Y las conclusiones de la obra no dependen de esa tesis, sino de hechos que se pueden comprobar (n.º 17).
20. «Hablar de señorío hoy es un anacronismo».
La defensa del Estado: el señorío se abolió en 1811: comparar el Estado democrático con un señor feudal es un anacronismo.
Lo que la obra responde: la obra no los equipara: el decreto de las Cortes de Cádiz es un hecho, y lo celebra (6.3). Lo que constata es un rasgo que sobrevivió: quien gobierna sigue fijando lo suyo, como la asignación de diputados y senadores, «fijada por las respectivas Cámaras» (7.2). Que entre el señorío abolido y esa autofijación haya un hilo sin romper es lectura del autor, no dato.
Dónde aguanta: el señorío, como institución, se acabó en 1811.
21. «No todas las instituciones son iguales».
La defensa del Estado: hay instituciones que funcionan y tienen la confianza de la gente: meterlas a todas en el mismo saco es injusto.
Lo que la obra responde: de acuerdo, y por eso se juzga institución por institución y cargo por cargo, nunca en bloque (11.1). La auditoría registra lo que se cumple, 93 de 169 artículos (7.1), y cada institución se oye por separado, antes del veredicto.
La obediencia y el propio juicio
22. «Retirar la creencia es invitar a la desobediencia», y «no existe el derecho de rebelión».
La defensa del Estado: «Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico»◦. La Constitución no reconoce un derecho de resistencia: el cambio se hace por las vías que ella prevé. Decir que el poder vive de la creencia, y que la creencia puede retirarse, es invitar a desobedecer.
Lo que la obra responde: la obra no propone la rebelión ni la desobediencia, y su dictamen no exime de ninguna obligación (0.2). Lo que disuelve, en su lectura, es el conocimiento; y el ejemplo que cita apunta en la misma dirección: en Robbers Cave, el enfrentamiento entre los dos grupos no se resolvió con el simple contacto, sino con metas comunes (4.1). Otras democracias sí escribieron un derecho de resistencia, como la Ley Fundamental alemana (6.5); la española dejó otra puerta, la revisión total (art. 168; 9.1).
Dónde aguanta: entera. La Constitución española no recoge un derecho de resistencia (6.5), y la obra no lo reclama.
23. «Si esas afirmaciones no tienen documento, la desconfianza es infundada», y «las normas que esas afirmaciones invitan a desobedecer protegen a todos».
La defensa del Estado: esas afirmaciones no tienen documento, y los tribunales que las han examinado no las han admitido; quien desconfía del Estado acaba creyendo fantasías. Y normas como el permiso de conducir, con su castigo penal◦, protegen a todos.
Lo que la obra responde: de acuerdo en las dos cosas: la obra lo prueba con fuente primaria y advierte del riesgo penal real, para proteger a quien la lee (2.6; anexo E). Pero que una afirmación no tenga documento no hace verdadero lo contrario: los incumplimientos de la obra no dependen de ninguna afirmación de esa clase, sino de la letra de la Constitución y de datos oficiales (capítulo 7). Las presunciones crecen donde la información cuesta: hizo falta una sentencia del Supremo, más de seis años después, para que se entregara el código del programa con que se reparte el bono social (8.5), y el Consejo de Transparencia recibió 2.767 reclamaciones en 2025 (10.2). La respuesta a una presunción no es pedir confianza, sino abrir los datos. Y la misma vara vale para los dos lados: a la ley están sujetos los ciudadanos «y los poderes públicos» (n.º 22).
24. «Nadie puede declararse exento de la ley».
La defensa del Estado: todos están sometidos a la ley, y nadie puede declararse exento por su voluntad, como dijeron en 2017 los tribunales de Australia en el caso de Hutt River (6.2).
Lo que la obra responde: de acuerdo, y la obra descartó ese camino (6.2; 2.6). Pero la regla vale en los dos sentidos: los poderes públicos están sujetos a la Constitución igual que los ciudadanos (n.º 22), y, mientras tanto, los representantes fijan su propia asignación (7.2) y 17.603 cargos están aforados (8.5). La vía de la obra no es separarse del Estado, sino la constancia escrita, el Registro y este juicio (capítulo 10).
Dónde aguanta: entera, para el ciudadano.
25. «Sin coacción, el derecho sería papel».
La defensa del Estado: el Estado se reserva el uso legítimo de la fuerza: sin él no se cumplirían las sentencias ni se cobrarían los impuestos que sostienen los servicios. Sus actos «se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten»◦, y puede ejecutarlos.
Lo que la obra responde: concedido: la coacción es un instrumento legítimo de ejecución. Lo que la obra exige es el orden debido: primero el título, después la mano◦; y, cuando falta el título, hay vía de hecho y remedio propio◦. Pero la Administración se da a sí misma el título: sus actos se presumen válidos, y la providencia de apremio tiene «la misma fuerza ejecutiva que la sentencia judicial»◦. Quien ejecuta es quien se da el título: el problema de ser juez en la propia causa (1.7). Se juzga en el cargo 13.
26. «Una unión basada solo en el respeto es una utopía».
La defensa del Estado: sin una ley común que obligue a todos, el respeto no basta. El Estado es esa unión, y ya incorpora el respeto: la dignidad es «fundamento del orden político» (n.º 2), y «Se reconoce el derecho de asociación»◦.
Lo que la obra responde: concedido en su capítulo: la obra no propone sustituir al Estado por esa unión, que es una ética personal de convivencia y cabe dentro de la ley, como asociación (2.4; capítulo 2, límite honesto). Su vara sirve para medir al propio Estado: tratar a la persona «siempre a la vez como fin y nunca solo como medio» (2.4). Con ella se miden la deuda que se carga a quienes no han nacido (cargo 9) y el cobro con recargo y sin juez (cargo 13).
27. «Criticar estas leyes debilita la protección de las víctimas».
La defensa del Estado: poner en cuestión las leyes de protección frente a la violencia o frente a la ocupación da argumentos a quienes quieren desmontarlas.
Lo que la obra responde: la obra dice lo contrario: en los tres frentes que estudia, la letra de la ley defiende a quien la crítica dice que queda desprotegido (7.7). No señala a ningún colectivo ni atribuye mala fe: su tesis es que un diseño puede fallar sin que nadie actúe de mala fe. Pedir que la prueba llegue antes de la decisión no debilita la protección: la hace más justa para todas las partes. Se juzga en el cargo 27.
28. «Un juicio popular sin garantías es un linchamiento».
La defensa del Estado: un tribunal de opinión sin reglas procesales puede convertirse en un juicio mediático. La Constitución garantiza a todos «un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías» y «la presunción de inocencia»◦, y el honor es el límite de la libertad de expresión◦. Y el Estado no tiene ninguna obligación de responder a un tribunal de opinión.
Lo que la obra responde: con esas mismas garantías. El juicio declara desde el principio que no tiene carácter oficial ni fuerza legal, y juzga instituciones, nunca a personas con nombre: no hay honor personal en juego (11.1). Cada cargo está escrito y se envía a la institución; su mejor defensa se escribe antes del veredicto, y se le da la última palabra. Cada hecho lleva su fuente, y lo no comprobado no entra.
Dónde aguanta: el Estado no está obligado a responder. Su silencio también queda registrado.
Conclusión, lo que arrojan los datos: ninguna de estas objeciones impide el juicio. Unas se conceden, y su concesión se queda en su capítulo; otras se responden con la propia ley del Estado: la Constitución que reconoce derechos «inviolables» e «inherentes» (art. 10.1), que se manda interpretar con la Declaración Universal (art. 10.2) y que se fija como fin «el bien de cuantos la integran» (preámbulo). Las que aguantan enteras (no hay derecho de resistencia, nadie puede declararse exento, el Estado no está obligado a responder) son también las que la obra suscribe.
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
11.3 Los cargos
La idea: cada cargo es una presunción del Estado puesta a prueba: lo que dicen la ley de Dios, las tradiciones y su propia ley; dónde está probado; la pregunta; su mejor defensa, en su propia jerga; la respuesta de la obra; y la última palabra para la institución.
Los cargos siguen el orden de 11.1. La prueba de cada uno ya está en los capítulos anteriores, y aquí se remite a ella. Lo que la obra concede se dice en «Dónde aguanta» y en el límite honesto de cada cargo.
Cargo 1. La ley humana, primera fuente
La presunción: «Que la ley escrita por el Estado es la primera fuente del derecho».
La vara.
La ley de Dios: «Es menester obedecer á Dios antes que á los hombres»◦.
Las tradiciones: el orden de las leyes que guardaron pone primero la ley de Dios, después la ley natural, después la costumbre y por último la ley escrita (1.2).
Su propia ley: «Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los principios generales del derecho»◦. La costumbre «sólo regirá en defecto de ley aplicable»◦, y los principios generales, que es por donde entra la ley natural, «se aplicarán en defecto de ley o costumbre»◦. El orden de las tradiciones queda del revés: lo humano arriba, lo natural al final.
Dónde está probado: el orden de las leyes (1.2), la costumbre y sus tribunales (1.5), quién puso la ley escrita por encima (1.7) y la presunción misma (5.2).
La pregunta: ¿por qué el Código Civil coloca la ley humana como primera fuente del derecho y los principios generales del derecho en el último lugar?
La defensa del Estado: en una sociedad con creencias distintas, la ley tiene que ser común a todos y salir de un procedimiento democrático. La ley escrita da la seguridad que la Constitución garantiza: «la jerarquía normativa» y «la seguridad jurídica»◦. Si la costumbre o el desuso pudieran derogar las leyes, nadie sabría qué está vigente, y hay costumbres injustas que la ley escrita vino a corregir. La ley natural no queda fuera: entra por los principios generales, «sin perjuicio de su carácter informador del ordenamiento jurídico»◦, y por los valores que la Constitución propugna, entre ellos «la justicia»◦. Los tribunales de la costumbre tienen su lugar porque la ley se lo da◦; y el arbitraje, también: los laudos se ejecutan ante los tribunales del Estado, por la Ley de Enjuiciamiento Civil (Juzgado de Primera Instancia), y los laudos extranjeros se reconocen por el Convenio de Nueva York de 1958, ante la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia◦. Y una sociedad de millones de personas necesita leyes escritas, iguales para todos y conocidas de antemano: la codificación del siglo XIX trajo la igualdad ante la ley y acabó con la maraña de fueros y privilegios.
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. La Constitución reconoce derechos «inherentes» a la persona◦, es decir, anteriores a ella; aun así, el Código Civil pone los principios por los que entran en el último lugar. Contra la costumbre injusta ya hay un filtro escrito: solo vale si no es «contraria a la moral o al orden público» y si «resulte probada»◦. Y reconocer no es crear: los tribunales de la costumbre existían antes que la ley que los nombra, y la lista ha crecido (1.5).
2. Nadie es juez en su propia causa. El propio Estado se lo exige a sus jueces, que deben apartarse por «tener interés directo o indirecto en el pleito o causa»◦, y a sus autoridades, por «tener interés personal en el asunto»◦. No se lo exige a quien hace las leyes: en 7 de los 8 casos examinados, quien puso la ley escrita por encima de la costumbre era quien tenía el poder de legislar (1.7). Y el Código de 1889 se blindó a sí mismo: «no prevalecerá contra su observancia el desuso, ni la costumbre o la práctica en contrario» (art. 5; 1.7), cuando antes una ley podía quedar abolida «por el consentimiento tácito de todos, mediante el desuso» (Digesto 1.3.32; 1.5).
3. La seguridad no protege por igual. Cuando el Constitucional anuló la amnistía fiscal de 2012 y el cálculo de la plusvalía municipal, lo hizo solo hacia delante: las liquidaciones ya firmes no se revisaron (5.1, n.º 9).
4. La costumbre no es cosa del pasado. En España, el Fuero Nuevo de Navarra pone la costumbre por delante de la ley escrita (1.1). Fuera, el xeer, el derecho consuetudinario oral de los somalíes, sigue en uso: la UNESCO inscribió en 2024 el de las comunidades issa de Etiopía, Yibuti y Somalia. Y el Tribunal Supremo de Nueva Zelanda declaró en 2022 que el tikanga, el orden de costumbre maorí, ha sido y seguirá siendo reconocido en el desarrollo de su derecho (F.7).
Dónde aguanta: una sociedad grande necesita ley escrita, y la codificación trajo la igualdad ante la ley. La obra no propone abolirla, sino respetar el orden de las fuentes. Y un patrón no prueba una intención: que quien legisla se pusiera arriba es un hecho; por qué lo hizo, no. En Nueva Zelanda, además, quien reconoce el tikanga es un tribunal del Estado, como dice su defensa: la costumbre tiene su lugar porque el Estado se lo da. Lo que el ejemplo muestra es que la costumbre sigue viva en un Estado moderno, no que esté por encima de su ley.
Límite honesto: la ley natural no está fuera del todo: el art. 1.4 la deja entrar, al final y con valor informador. Lo que la obra mide es el orden, no la ausencia.
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 2. Nada por encima de la Constitución
La presunción: «Que no hay ley superior a la que el Estado se dio a sí mismo».
La vara.
La ley de Dios: «Pagad pues á César lo que es de César, y á Dios lo que es de Dios»◦. Hay cosas que no son del César (5.2).
Las tradiciones: el rey que no protege a sus súbditos «es un rey muerto y no vivo» (Leyes de Manu; 3.2); el jefe que no tiene en mente el bienestar del pueblo es amonestado y, si persiste, despojado de su título (Gran Ley de la Paz iroquesa; 3.2; su fecha se discute y su texto escrito es reciente, de 1916).
Su propia ley: ciudadanos y poderes públicos «están sujetos a la Constitución»◦, y «Carecerán de validez las disposiciones que contradigan otra de rango superior»◦: la jerarquía termina en la Constitución. «Ninguna confesión tendrá carácter estatal»◦: protege la libertad de creencias, y también deja fuera del ordenamiento cualquier ley de Dios. Matiz: la propia Constitución reconoce derechos «inviolables» e «inherentes» a la persona (art. 10.1), anteriores a ella, pero los somete a su propia interpretación.
Dónde está probado: la presunción (5.2) y la auditoría de la Constitución (capítulo 7).
La pregunta: ¿qué reconoce el ordenamiento por encima de la Constitución, si ella misma admite derechos «inherentes» a la persona (art. 10.1)?
La defensa del Estado: la Constitución reconoce los derechos inherentes a la persona (art. 10.1), manda interpretarlos «de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos» y los tratados◦, y se somete al control del Tribunal Constitucional y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Todos, ciudadanos y poderes públicos, están sujetos a ella (art. 9.1), y la ley no ampara el abuso del derecho◦. La aconfesionalidad protege la libertad de creencias de todos (art. 16). Ningún Estado del mundo tiene un título superior, y no le hace falta: el derecho internacional lo define por hechos (11.2, n.º 19). El aforamiento protege la función, no a la persona, y de los casi 250.000 aforados, algo más de 232.000 son policías (8.5). Y la preferencia del varón en la Corona no choca con la igualdad: el Consejo de Estado dijo que los arts. 14 y 57.1 «tienen ámbitos de aplicación distintos en el texto constitucional y no se interfieren mutuamente» (7.3).
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. Quien interpreta la Constitución es el propio sistema, y cuando el freno de otro poder actúa, corrige al poder en el 26,32 % de los casos y protege al ciudadano en el 4,65 % (7.4). El Constitucional admitió en 2025 59 de 9.089 recursos de amparo (5.1, n.º 19).
2. La sujeción no es igual para todos. La institución queda fuera del Código Penal y del concurso (11.2, n.º 17); 17.603 cargos de las instituciones del Estado y de las comunidades autónomas están aforados (8.5); y los representantes fijan su propia asignación (7.2).
3. Ya hay algo por encima, y lo dice el propio Constitucional. Desde la entrada en la Unión Europea, el derecho de la Unión se aplica con preferencia a la ley española: el Tribunal habla de «la primacía del Derecho comunitario como técnica o principio normativo destinado a asegurar su efectividad»◦. Es primacía de aplicación, no un escalón por encima de la Constitución; pero muestra que la Constitución no es el último techo.
4. La Declaración que la Constitución invoca pide lo contrario de la presunción: «Nada en esta Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta Declaración»◦.
5. La Corona. El mismo Consejo de Estado aconsejó en 2006 reformar la preferencia del varón, por «el progresivo deterioro» que ha sufrido «en la conciencia social todo tipo de postergación femenina». No se ha reformado (7.3). Y al ratificar en 1983 la Convención sobre la mujer, España hizo esta reserva: «La ratificación de la Convención por España no efectará a las disposiciones constitucionales en materia de sucesión a la Corona española»◦.
Dónde aguanta: la Constitución sí reconoce lo inherente y se interpreta con la Declaración Universal; la mayoría de los aforados son policías; y el Consejo de Estado no vio defecto jurídico en la sucesión a la Corona.
Límite honesto: la obra no puede probar que exista una ley superior que el ordenamiento deba aplicar; puede probar que la propia Constitución reconoce algo anterior a ella y que no lo deja interpretar a nadie más que a sí misma.
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 3. La soberanía del pueblo
La presunción: «Que todos los poderes del Estado emanan del pueblo y que el pueblo los consintió».
La vara.
La ley de Dios: antes de darle rey, Dios hizo advertir al pueblo lo que ese rey le tomaría: «El diezmará vuestras simientes y vuestras viñas, para dar á sus eunucos y á sus siervos […] Y clamaréis aquel día á causa de vuestro rey que os habréis elegido»◦.
Las tradiciones: para Mencio, el pueblo es lo más valioso; el gobernante, lo de menos (3.2).
Su propia ley: «La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado»◦. La Constitución se ratificó en referéndum en 1978; quienes no tenían edad de votar entonces, y todos los nacidos después, nunca la votaron, y para retirar ese consentimiento no hay otra vía que la reforma (5.2).
Dónde está probado: la presunción (5.2) y el contrato que nadie firmó (6.1).
La pregunta: ¿cuál es el hecho de partida de la presunción de que el pueblo consintió, y consta para quien nunca votó la Constitución? ¿Cómo consienten la Constitución quienes no pudieron votarla en 1978, y qué vía tienen para retirar su consentimiento?
La defensa del Estado: la Constitución se ratificó en referéndum; cada elección renueva la legitimidad de los poderes, y la propia Constitución prevé su reforma◦. La conquista es cosa del pasado: hoy está prohibida (6.2), y la legitimidad no viene de ella, sino de una Constitución democrática. Y cualquier ciudadano puede proponer una ley con «no menos de 500.000 firmas acreditadas»◦.
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. El mismo artículo cierra la puerta en lo que más importa: «No procederá dicha iniciativa en materias propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacional, ni en lo relativo a la prerrogativa de gracia»◦. La ley electoral es orgánica: ningún ciudadano puede proponer cambiar cómo se elige a sus representantes, ni nada sobre impuestos.
2. La reforma tiene dos velocidades. La que convenía al poder, la del art. 135, que da prioridad absoluta a la deuda, se aprobó por lectura única y sin referéndum (8.1). La revisión total exige dos tercios de cada Cámara, disolverlas, que las nuevas la ratifiquen por dos tercios y un referéndum (5.2), y un estudio sobre la reforma de la Corona, que pasa por ese procedimiento, lo describe «a modo de “cláusula de intangibilidad” encubierta»◦.
3. Los frenos, repartidos. El órgano de gobierno de los jueces estuvo cinco años y medio sin renovarse (7.4).
Dónde aguanta: hubo un referéndum, la reforma está prevista y se vota en cada elección. La obra no dice que la Constitución sea ilegítima: dice que el consentimiento de quien no la votó se presume.
Lectura del autor: el Estado no tiene boca. Nunca ha dicho con su voz que sus poderes emanan del pueblo: lo escribieron unas personas, lo aprobaron las Cortes y lo ratificaron los votantes de 1978 (5.2). Desde entonces, cada vez que se dice «el Estado dice», habla alguien con nombre detrás de una máscara sin rostro (5.3). Presumir que la máscara habla por sí sola es presumir algo falso: esto apunta hacia el padre de la mentira (Jn 8:44). Dios creó al hombre a su imagen◦: una persona, con rostro y con voz. La criatura de la ley no tiene rostro, y por eso no puede responder por sí: tienen que responder quienes hablan en su nombre. Ante los demás Estados, el Estado no necesita que nadie lo reconozca (11.2, n.º 19); ante su pueblo, «La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público» (Declaración Universal, art. 21; capítulo 2). Un poder que se impone igual a quien nunca lo consintió se parece al vasallaje que las Cortes de Cádiz abolieron en 1811 (2.2). Por eso la pregunta no se dirige a la máscara, sino a quien firma detrás: ¿cuál es la piedra que sostiene esta presunción? (5.4)
Límite honesto: nadie puede saber qué votaría hoy el pueblo. La obra prueba que el consentimiento de quien no votó se presume y que retirarlo es casi imposible; no prueba que se negaría.
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 4. El ahorro
La presunción: «Que lo guardado se conserva».
La vara.
La ley de Dios: «No os hagáis tesoros en la tierra, donde la polilla y el orín corrompe»◦. La enseñanza es espiritual, pero describe el mecanismo (5.2).
Las tradiciones: Mencio acusaba a los gobernantes de que «roban al pueblo su tiempo, de modo que no puede arar para alimentar a sus padres» (3.2). El ahorro es tiempo de vida guardado.
Su propia ley: la palabra «ahorro» no aparece en la Constitución. Sí aparecen las pensiones: los poderes públicos las garantizarán «adecuadas y periódicamente actualizadas»◦. El dinero guardado pierde valor sin que nadie lo vote (8.3).
Dónde está probado: la moneda y su pérdida de valor (8.1 y 8.3), la vivienda (8.8) y lo que se da por supuesto (5.1).
La pregunta: ¿qué norma protege el valor del ahorro de quien guardó por su cuenta, si la Constitución sí obliga a actualizar las pensiones?
La defensa del Estado: el ahorro está protegido: el Fondo de Garantía de Depósitos cubre hasta 100.000 euros por depositante y entidad◦, y el ahorrador puede elegir productos que pagan interés. El salario mínimo ha subido más que los precios: de unos 554 euros de 2025 en 1970 a 1.184 euros al mes en 2025 (8.3). Y a los bancos centrales el Tratado les encarga «mantener la estabilidad de precios» (8.3).
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. La garantía protege frente a la quiebra de un banco, no frente a la pérdida de valor: los precios subieron un 28,0 % entre 2015 y 2025 (5.1). La Constitución obliga a actualizar las pensiones y no nombra el ahorro: protege lo que el Estado administra, no lo que el ciudadano guarda.
2. Lo que compra el sueldo. El salario medio compra hoy lo mismo que en 2008: subió un 35,0 %, y los precios, un 35,1 %. Y 100 euros guardados el 1 de enero de 1971 compran hoy lo que entonces 3,90 (8.3).
3. Quién gana. La pérdida de valor favorece al que debe: entre 2021 y 2025 rebajó la deuda pública, en términos reales, en 306.760 millones de euros, mientras se pagaban 172.603 millones en intereses (5.1; 8.3).
4. El ahorro de toda una vida. Una vivienda cuesta 8,36 años de la renta bruta de un hogar mediano, el dato más alto desde 2011; es renta antes de impuestos y cotizaciones, no el esfuerzo real (8.8). Con lo que de verdad se puede guardar, la cuenta es otra: con el salario medio y ahorrando lo que ahorran de media los hogares, una persona sola tardaría unos 25 años en reunir la entrada y los gastos de compra, y más de 80 en reunir el precio entero; incluso gastando solo lo que gasta de media una persona, unos 7 años para la entrada y unos 25 para todo. Una pareja con dos sueldos tarda más o menos la mitad (aritmética de la obra, 8.8). {completo} Un sindicato, que es parte interesada, calculó 58 años para un trabajador de la hostelería de Madrid con el salario medio de su convenio (8.8).
Dónde aguanta: los depósitos están garantizados frente a la quiebra de un banco, y el salario mínimo ha ganado poder de compra desde 1970.
Límite honesto: la pérdida de valor no la vota nadie, pero tampoco es un impuesto escrito. La obra la mide; no prueba que se busque (11.2, n.º 15).
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 5. El Estado no quiebra
La presunción: «Que el Estado siempre podrá pagar».
La vara.
La ley de Dios: «Da cuenta de tu mayordomía, porque ya no podrás más ser mayordomo»◦. La ley de Dios pide cuentas al administrador, y lo aparta si no las da (5.2).
Su propia ley: «Las entidades que integran la organización territorial del Estado, los organismos públicos y demás entes de derecho público no podrán ser declarados en concurso»◦. La ley que el Estado escribe lo excluye de la quiebra que aplica a todos los demás (5.1, n.º 7).
Dónde está probado: la quiebra camuflada (9.1).
La pregunta: si el Estado no puede ser declarado en concurso, ¿qué mecanismo protege a quien le presta o cotiza cuando no puede pagar?
La defensa del Estado: un Estado no se puede liquidar como una empresa: presta servicios esenciales y es soberano. Como puede recaudar, siempre puede pagar en euros, y un concurso perjudicaría a los propios ciudadanos. Y sus cuentas tienen un examinador: «El Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica de Estado»◦, y publica lo que encuentra.
Los contrapuntos de la obra:
1. Con la vara que aplica a los demás. A una empresa en su situación se le aplicaría la causa de disolución: las administraciones gastaron más de lo que ingresaron en 28 de los 31 años de 1995 a 2025, y la Seguridad Social tiene patrimonio neto negativo desde 2017 (9.1).
2. Con su propia ley. La misma ley que lo excluye del concurso le evita rendir cuentas como un deudor.
3. Con su propio examinador. El Tribunal de Cuentas advirtió que la Seguridad Social tiene un patrimonio neto negativo de 106.138,7 millones y que el resultado presupuestario consolidado está «sobrevalorado» en 4.090,3 millones (7.2). Publicarlo no es corregirlo.
Dónde aguanta: un Estado no es una empresa, y liquidarlo dañaría a los ciudadanos. Esa defensa, con la deuda de pensiones que no vence hoy, se oye entera frente al dictamen (11.4).
Límite honesto: mientras recaude, el Estado puede pagar en euros. La obra no anuncia un impago: dice que la ley lo pone fuera de la regla que aplica a todos.
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 6. La representación
La presunción: «Que el representante obedece a quien le vota».
La vara.
La ley de Dios: «Sabéis que los príncipes de los Gentiles se enseñorean sobre ellos […] Mas entre vosotros no será así; sino el que quisiere entre vosotros hacerse grande, será vuestro servidor»◦.
Las tradiciones: el jefe iroqués que no tiene en mente el bienestar del pueblo es amonestado y, si persiste, despojado de su título (3.2).
Su propia ley: «Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo»◦. Se vota una lista cerrada, y la ley de partidos solo pide que su estructura y su funcionamiento sean democráticos (5.1, n.º 18).
Dónde está probado: lo que se da por supuesto (5.1, n.º 17 y 18), cómo se llega al poder (6.4), la asignación (7.2), la financiación de los partidos (7.3) y los cargos políticos (8.5 y 8.6).
La pregunta: ¿qué mecanismo tiene un elector para pedir cuentas a su diputado durante la legislatura?
La defensa del Estado: la prohibición del mandato imperativo protege al representante de presiones particulares y le permite representar a toda la nación; la rendición de cuentas llega en cada elección. Los partidos «expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política»◦. En democracia, la mayoría expresa la voluntad general. La Administración «sirve con objetividad los intereses generales»◦. Las asignaciones parlamentarias están sujetas al IRPF y a incompatibilidades, y se publican; y que las Cámaras las fijen lo autoriza expresamente la Constitución (art. 71.4): no hay corrupción de la forma (7.5). Y el sistema se ha corregido: suprimió el voto rogado (7.3) y cumplió cinco de las seis recomendaciones del Consejo de Europa sobre la financiación de los partidos (7.3).
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. Con lista cerrada, el elector no elige a la persona; y durante el mandato no la puede apartar: el diputado solo pierde el escaño por las causas tasadas (8.5).
2. La voluntad general no es la de la mayoría. Rousseau, que puso el nombre, lo advirtió: «Hay a menudo mucha diferencia entre la voluntad de todos y la voluntad general: esta solo mira al interés común; la otra mira al interés privado» (6.1).
3. El sueldo, fijado por quien lo cobra. Los representantes fijan su propia asignación (art. 71.4): 3.366,99 euros al mes en 2026, más una indemnización exenta de IRPF de 2.162,85 euros al mes para los diputados de fuera de Madrid◦. El Reino Unido sacó esa decisión de manos de los diputados en 2009, con un organismo independiente (7.2); España no. El Presidente del Gobierno cobra 96.921,84 euros al año; el salario medio en el sector privado es de 22.962 euros (8.6), y la mediana de la ganancia bruta anual por trabajador, de 24.497,17◦: el Presidente cobra 3,96 veces la mediana, y la media de los altos cargos, 92.294 euros, 3,77: casi cuatro veces en los dos casos (C.1; cálculo de la obra).
4. Las correcciones llegaron tarde. Hasta que se suprimió el voto rogado, en 2022, en las elecciones generales de 2011 a 2019 lo pidieron «menos del 10 por ciento» de los electores de fuera (salvo en noviembre de 2019, el 10,61 %), cuando antes votaban entre el 22,99 % y el 31,88 % (7.3). Las recomendaciones sobre la financiación son de 2009; en 2011 no se había cumplido del todo ninguna (7.3).
5. Las puertas de entrada. Un partido que ya tiene representación no necesita avales; uno nuevo, el 0,1 % de los electores de cada circunscripción; una agrupación de electores sin partido, el 1 %. Para toda España, unas 37.500 y unas 375.000 firmas; y las subvenciones van a quien ya tiene escaños (6.4).
6. Lo que cuesta mandar. Los 959 asesores eventuales de los ministerios son un mínimo (8.6), y la publicidad institucional pasó de 25,9 millones de euros en 2019 a 88,1 millones en 2025 (8.5). La Jefatura del Estado cuesta unos 105 millones de euros al año, según un informe académico con datos de 2021 (nivel B; C.2), y el Portal de la Transparencia publica 161 puestos de personal civil de la Casa del Rey a 1-X-2026 (C.2).
Dónde aguanta: el mandato no imperativo tiene una razón real, la de representar a todos y no a un grupo; la autofijación está autorizada por la propia Constitución; y las correcciones son reales. La objeción a los avales ya se oyó en 2.4.
Límite honesto: las elecciones son libres y periódicas, y el elector puede cambiar su voto. La obra no prueba que los representantes desobedezcan a sus votantes: prueba que, entre una elección y otra, el votante no tiene ningún medio para pedirles cuentas.
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 7. Lo legal es lo justo
La presunción: «Que lo que dice la ley es justo por el hecho de ser ley».
La vara.
La ley de Dios: ¡ay de los que «establecen leyes injustas, y determinando prescriben tiranía»!◦; y a los que cumplían la letra: «dejasteis lo que es lo más grave de la ley, es á saber, el juicio y la misericordia y la fe»◦.
Las tradiciones: la ley humana que se aparta de la ley natural ya no será ley, sino corrupción de la ley: lex iniusta non est lex, la ley injusta no es ley (Tomás de Aquino; 1.6).
Su propia ley o el dato: normas cobradas durante años resultaron contrarias a la Constitución. La amnistía fiscal de 2012 y el cálculo de la plusvalía municipal se anularon con efectos solo hacia delante: lo firme no se revisó (5.1, n.º 9). Un artículo sancionador se aplicó cuarenta y cuatro años sin la ley que exige el art. 25.1 de la Constitución (5.1).
Dónde está probado: lo que se da por supuesto (5.1 y 5.2), la corrupción de la forma (7.5) y el cobro blindado (7.6).
La pregunta: ¿por qué no se devuelve lo cobrado con normas que el Constitucional ha declarado contrarias a la Constitución?
La defensa del Estado: el sistema no presume que toda ley sea justa: tiene controles, y el Tribunal Constitucional anula normas, como la plusvalía municipal. Que la anulación no sea retroactiva protege la seguridad jurídica y la estabilidad de las cuentas públicas, y quien recurrió a tiempo pudo recuperar lo suyo. Las leyes españolas cumplen las condiciones de Aquino: son obra de la razón, porque se debaten en las Cortes; se dirigen al interés general; las dicta un Parlamento elegido; y se promulgan en el Boletín Oficial del Estado. Los tributos los establece la ley (art. 133.1) según la capacidad de cada uno (art. 31.1). Cuando una norma falla, el sistema la corrige: la Zona de Bajas Emisiones de Madrid se anuló y se restauró (7.5). La inviolabilidad del Rey la establece la Constitución: «La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad» (7.2). Y fue el propio Estado, con sus leyes, quien abolió la esclavitud: juzgar el pasado con los valores de hoy es un anacronismo.
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. El Constitucional fijó que es confiscatorio que la cuota supere el «incremento patrimonial realmente obtenido por el contribuyente» (STC 126/2019; 7.6), y aun así lo cobrado y firme no se devolvió (5.1, n.º 9). La presunción de validez juega a favor del Estado mientras cobra, y la seguridad jurídica, cuando tiene que devolver. Y quien pagó sin recurrir, confiando en que la ley era válida, no recupera lo pagado: la devolución quedó para quien ya había recurrido.
2. La corrección llega tarde y hacia delante. La Zona de Bajas Emisiones se anuló por la «patente insuficiencia del informe de impacto económico», y se restauró solo hacia el futuro (7.5). El confinamiento de 2020 se declaró inconstitucional cuando ya se había aplicado, y la sentencia no da por sí misma derecho a indemnización (STC 148/2021; 8.5).
3. De las condiciones de Aquino, la que se mide es el bien común, y ahí el incumplimiento recae en el 62,1 % de los artículos que lo prometen (7.4).
4. Lo legal de ayer. La esclavitud fue legal, y el propio poder lo reconoció al abolirla: en las colonias duró hasta 1873 en Puerto Rico y hasta 1886 en Cuba (2.2; 3.1), y el Reino Unido compensó a los propietarios, no a las víctimas (3.1). Si lo legal de entonces no era justo, lo legal de hoy tampoco prueba por sí solo que lo sea; por eso la obra audita la Constitución artículo por artículo (capítulo 7).
5. La vara, para arriba y para abajo. Ningún tribunal ha examinado nada anterior al 19 de junio de 2014 sobre el anterior Jefe del Estado (7.2). Al ciudadano, en cambio, «La ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento»◦. Y Núremberg lo dejó escrito: los crímenes contra el derecho internacional los cometen hombres, «no entidades abstractas» (9.1).
6. Cobros que suben sin ley. La escala del IRPF sin actualizar recaudó unos 11.000 millones de más solo en 2023, según el Banco de España (5.1), y la pérdida de valor del dinero no la vota nadie (cargo 4).
Dónde aguanta: los tributos sí necesitan ley, el Constitucional sí anula normas, la esclavitud la abolió el Estado con sus leyes, y la inviolabilidad está escrita en la Constitución. Nada de eso es ilegal: por eso el cargo no es de ilegalidad, sino de que lo legal se presenta como justo.
Límite honesto: la obra no dice que toda ley sea injusta: la auditoría registra que se cumplen 93 de los 169 artículos (7.1). {completo} Lo de la expropiación de 2026 en favor de una empresa con monopolio solo se conoce por una fuente secundaria (7.5).
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 8. Todos conocen todas las leyes
La presunción: «Que cada persona conoce el ordenamiento entero».
La vara.
La ley de Dios: «¡Ay de vosotros también, doctores de la ley! que cargáis á los hombres con cargas que no pueden llevar; mas vosotros ni aun con un dedo tocáis las cargas»◦.
Las tradiciones: «cuantas más prohibiciones, más pobre el pueblo; cuanto más se exhiben las leyes, más ladrones hay» (Laozi, cap. 57); «cuanto más corrupto el Estado, más numerosas las leyes» (Tácito, Anales III, 27) (3.2).
Su propia ley o el dato: «La ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento»◦. Solo en 2024 se aprobaron 894 normas nuevas, 719 del Estado y 175 de las comunidades autónomas◦, y se publicaron 1.298.086 páginas entre el BOE y los boletines autonómicos, unas 3.547 cada día (5.2). Y lo vigente, recopilado por el propio BOE en sus Códigos electrónicos, ocupa 345 códigos con 396.115 páginas◦: leyendo cien páginas al día, harían falta casi once años (cálculo de la obra; algunas normas se repiten entre códigos).
Dónde está probado: lo que se da por supuesto (5.2) y los costes indirectos de cumplir (8.4).
La pregunta: ¿cómo se puede exigir conocer todas las normas cuando solo en 2024 se aprobaron 894 nuevas y lo vigente, recopilado por el propio BOE, ocupa 396.115 páginas?
La defensa del Estado: sin este principio, cualquiera podría eludir cualquier ley alegando que no la conocía. Hoy no hay latín ni secreto: las normas se publican gratis en el Boletín Oficial del Estado, en español. No todo lo publicado es norma: de las 259.445 páginas del BOE de 2024, las disposiciones ocupan 128.071, en torno al 49 %; el resto son nombramientos y oposiciones, la Administración de Justicia y anuncios◦. Y la ley no es ciega al error: el error de derecho produce los efectos que las leyes determinen (Código Civil, art. 6.1).
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. Publicar no es poder conocer. Aun quitando los anuncios y los nombramientos, quedan 894 normas nuevas en un año y 396.115 páginas de lo vigente, y la ignorancia de cualquiera de ellas no excusa.
2. Cumplir cuesta. Para cumplirlas, el ciudadano paga a gestores, asesores y abogados, y nada de eso cuenta como carga (8.4).
3. Las palabras cambian sin aviso. La Academia definía la inflación como «Elevación notable del nivel de precios con efectos desfavorables para la economía de un país»; en la edición actual se suprimieron «notable» y «con efectos desfavorables» (5.1).
4. El propio Estado ha reconocido el problema. El Consejo de Ministros acordó el 30-XII-2009 constituir una Comisión de Modernización del Lenguaje Jurídico, dentro del Plan Estratégico para la Modernización de la Justicia 2009-2012, contra «las barreras lingüísticas que, en la actualidad, impiden un fluido entendimiento entre el ciudadano y la Administración de Justicia»; y el informe dice que los ciudadanos «tienen derecho no sólo a conocer las resoluciones […] sino que también tienen derecho a comprenderlas»◦.
Dónde aguanta: la publicación es real y gratuita, sin el principio nadie estaría obligado por ley alguna, y no todas las páginas de los boletines son normas. La obra concede la publicación; lo que discute es que lo publicado se pueda conocer.
Límite honesto: las cifras de normas y de páginas de 2024 son de un estudio privado hecho con datos del BOE y de las comunidades, y el número de códigos cuenta algunas normas más de una vez.
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 9. El consentimiento de los que vienen
La presunción: «Que las generaciones futuras aceptan pagar lo que hoy se debe».
La vara.
La ley de Dios: «En aquellos días no dirán más: Los padres comieron las uvas agraces, y los dientes de los hijos tienen la dentera. Sino que cada cual morirá por su maldad»◦. Y «el hijo no llevará por el pecado del padre» (Ez 18:20; 2.3).
Las tradiciones: cada uno responde de lo suyo (3.2).
Su propia ley o el dato: las pensiones ya prometidas sumaban 6,13 billones de euros a finales de 2021, y no figuran en la deuda oficial, que en 2025 rondaba 1,7 billones (5.1, n.º 24). Quienes las pagarán no han votado nada.
Dónde está probado: lo que se da por supuesto (5.1, n.º 24), la hucha y la deuda (8.6) y la quiebra camuflada (9.1).
La pregunta: ¿en virtud de qué consentimiento se carga la deuda pública y las pensiones ya prometidas a quienes aún no han nacido?
La defensa del Estado: las generaciones futuras heredan también las carreteras, los hospitales y la educación que esa deuda financió, y el sistema de pensiones es solidaridad entre generaciones. Sin deuda habría que recortar pensiones, sanidad y educación: la deuda permite sostener los servicios públicos en los años malos. Y los 6,13 billones no son una deuda que venza hoy: el propio INE dice que es «el valor presente de una suma de cantidades futuras» (5.1, n.º 24).
Los contrapuntos de la obra:
1. Los que vienen ya pagan. La fecundidad está en 1,10 hijos por mujer, y una vivienda cuesta 8,36 años de la renta bruta de un hogar mediano (8.8); el 33,8 % de los menores de 18 años estaba en 2025 en riesgo de pobreza o exclusión social (7.5).
2. La carga más grande no se publica. Los 6,13 billones no figuran en la deuda oficial (5.1, n.º 24).
3. El sistema depende de quien viene detrás. Hay unos dos afiliados por cada pensión (8.6).
4. Y la pérdida de valor ayuda al que debe: entre 2021 y 2025 rebajó la deuda pública, en términos reales, en 306.760 millones de euros (cargo 4).
5. La pregunta no es si el Estado debe endeudarse alguna vez, sino quién decide la carga y quién la paga: hoy, la deciden unos y la pagan otros.
Dónde aguanta: quien viene detrás hereda también lo que la deuda construyó, y la solidaridad entre generaciones es real. La deuda de pensiones no vence hoy; esa defensa se oye entera frente al dictamen (11.4).
Límite honesto: no se puede preguntar a quien no ha nacido. La obra no propone dejar de pagar: pregunta en virtud de qué se le carga.
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 10. El Estado social
La presunción: «Que el Estado cumple lo que la Constitución promete».
La vara.
La ley de Dios: «Así también la fe, si no tuviere obras, es muerta en sí misma»◦; y «Por sus frutos los conoceréis» (Mt 7:16; 0.5).
Las tradiciones: «El pueblo pasa hambre porque los de arriba consumen demasiados impuestos» (Laozi; 3.2). Y en las Analectas de Confucio, el emperador Yao advierte a quien le sucede: «si hay angustia y necesidad dentro de los cuatro mares, la renta del Cielo llegará a su fin para siempre»◦.
Su propia ley o el dato: la Constitución promete: «Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada» (art. 47), y «Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia» (art. 39.1; 7.6). En lo que dispone sobre el bien común, el incumplimiento es del 62,1 % (41 de 66 artículos), frente al 27,2 % en lo que regula el organigrama del poder (7.4).
Dónde está probado: lo que se da por supuesto (5.1, n.º 16 y 20), la auditoría (7.4, 7.5 y 7.6) y los frutos (capítulo 8).
La pregunta: ¿qué artículos de la Constitución sobre el bien común se consideran cumplidos, y con qué dato?
La defensa del Estado: los derechos sociales son principios rectores, y la Constitución es clara: «Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen»◦. Son mandatos al legislador, objetivos en curso, y dependen de unos recursos que son limitados. Y se cumplen: España tiene sanidad universal, una pensión que la OCDE calcula en el 80,4 % del salario, frente al 52,0 % de su media (8.4), y una esperanza de vida de 84 años (capítulo 9). De cada 100 euros del gasto público, 64 van a protección social, sanidad y educación (8.6): es un Estado que redistribuye. Cada artículo de la Declaración Universal tiene su ancla en la Constitución, que manda interpretar los derechos conforme a ella (art. 10.2). Las libertades públicas están protegidas por el recurso de amparo, y el cuerpo, por la propia Constitución: el derecho «a la vida y a la integridad física y moral» y el habeas corpus (arts. 15 y 17.4; 2.4).
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. La Constitución llama derecho a lo que luego no deja exigir: la vivienda es un «derecho» (art. 47), pero solo se puede alegar según las leyes que lo desarrollen (art. 53.3), mientras el pago de la deuda «gozará de prioridad absoluta» (art. 135.3). El cobro queda blindado y el deber, aplazado (7.6). Y la mitad que organiza el poder sí se cumple: el incumplimiento es del 62,1 % en lo que promete al ciudadano y del 27,2 % en lo que organiza el poder; cuando otro poder corrige, protege al ciudadano en el 4,65 % de los casos y frena al poder en el 26,32 % (7.4).
2. No faltan recursos para todo por igual. De cada jornada de ocho horas de un asalariado medio, 3 horas y 19 minutos se van en IRPF y cotizaciones (8.3), y aun así se incumple el 62,1 % de los artículos que afectan al ciudadano (7.4). Los intereses de la deuda, 38.793 millones en 2024, superaron lo que se gastó en defensa, vivienda y medio ambiente juntos: 37.385 millones (8.6; suma de la obra). Solo en 2023, el IRPF recaudó unos 11.000 millones de más por no actualizar su escala (8.3). Y la publicidad institucional pasó de 25,9 millones en 2019 a 88,1 millones en 2025◦, mientras 32.704 personas murieron en 2025 esperando una respuesta del sistema de dependencia (8.5).
3. Los frutos. Una vivienda cuesta 8,36 años de la renta bruta de un hogar mediano, y con lo que de verdad se puede ahorrar, unos 25 años solo para la entrada (8.8; cargo 4). En 2025, el 33,8 % de los menores de 18 años estaba en riesgo de pobreza o exclusión social, frente al 25,7 % del conjunto (7.5). Solo el 14,5 % de los jóvenes estaba emancipado, la edad media de emancipación es de 30,2 años, y alquilar en solitario supone «el 98,7 % del salario de una persona joven» (7.2). Y la fecundidad está en 1,10 hijos por mujer, el mínimo de la serie (8.8).
4. El ancla está en el papel; los frutos son otros. Con la serie actual de la OCDE, el salario medio real subió de 1993 a 2023 un 4,0 % en España, frente al 28,1 % en Francia y el 21,0 % en Alemania◦.
5. La redistribución tiene otra cara. Lo que se reparte salió antes de la gente (contrapunto 2). Las pensiones, la mayor partida, las pagan sobre todo las cotizaciones de quienes trabajan hoy, en un sistema de reparto (8.6), y dentro de la protección social unos 16.400 millones son gestión, no prestaciones (5.1, n.º 23). Mientras, en 2025 las administraciones pagaron 40.314 millones de euros en intereses e invirtieron 49.632: por cada 5 euros que se invierten, se pagan unos 4 en intereses (7.2, n.º 4). Con la escala del IRPF sin actualizar, quien gana lo mismo en poder de compra paga más (8.3); y la pérdida de valor del dinero rebajó la deuda pública, en términos reales, en 306.760 millones de euros entre 2021 y 2025 (cargo 4): lo que pierde quien ahorra lo gana, en buena parte, quien debe.
6. Las libertades, cuando incomodan. La crítica al Jefe del Estado tuvo que defenderla un tribunal de fuera: el Tribunal Europeo de Derechos Humanos condenó a España en 2018 por castigar a dos personas que quemaron una fotografía de los Reyes (7.2, n.º 8). En 2025, el Constitucional admitió 59 de 9.089 recursos de amparo (5.1, n.º 19). Y el estado de alarma «no permite la suspensión de ningún derecho fundamental», pero el confinamiento de 2020 fue, según el propio Constitucional, «una suspensión del derecho» (7.2, n.º 9).
En el nivel completo, las demás defensas que la Biblioteca escribió para este cargo, una por una, con su respuesta.
Dónde aguanta: hay frutos que se reconocen: sanidad universal, una pensión alta en comparación y una esperanza de vida de las mayores. Las libertades tienen su freno: el Constitucional anuló el inciso «no autorizado» de la ley de seguridad ciudadana, y la multa ante el Parlamento castiga la perturbación grave, no la protesta pacífica (7.3). La caída de la fecundidad es europea y su causa no está probada; los 58 años de la hostelería de Madrid son el ejemplo de un sindicato, parte interesada, y no se comparan con la media nacional; y que la vivienda suba y los hijos bajen a la vez no prueba que lo uno cause lo otro (8.8).
Límite honesto: de los doce principios rectores, solo la infancia y la vivienda tienen dato propio en la auditoría; afirmar que los otros diez fallan igual sería sobreafirmar (7.6). Y la obra mide el incumplimiento; no prueba que se busque (11.2, n.º 15).
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 11. El contrato social
La presunción: «Que existe un pacto que todos aceptamos».
La vara.
La ley de Dios: «Mas sea vuestro hablar: Sí, sí; No, no; porque lo que es más de esto, de mal procede»◦. La presunción da por dado un sí que nadie pronunció (5.2).
Su propia ley o el dato: «No hay contrato sino cuando concurren los requisitos siguientes: 1.º Consentimiento de los contratantes. 2.º Objeto cierto que sea materia del contrato. 3.º Causa de la obligación que se establezca»◦. Nadie firmó este. Y sus propios teóricos lo presentan como una idea, no como un hecho: para Kant, el contrato originario «de ningún modo es necesario suponerlo como un hecho», y es «una mera idea de la razón» (6.1).
Dónde está probado: lo que se da por supuesto (5.1, n.º 13; 5.4) y el contrato que nadie firmó (6.1).
La pregunta: ¿en qué documento y en qué fecha consta el consentimiento personal de cada ciudadano a las obligaciones que se le imponen?
La defensa del Estado: el contrato social es una metáfora filosófica, no un contrato civil: la legitimidad no viene de una firma individual, sino de los procedimientos democráticos, y vivir en sociedad exige normas comunes. Tampoco hace falta firma: basta el consentimiento tácito. Locke lo dejó escrito: quien disfruta de cualquier parte de los dominios de un gobierno «da con ello su consentimiento tácito», aunque sea por «un alojamiento por una semana» (6.1). Y el pacto existe y está escrito: la Constitución de 1978, fruto del consenso, ratificada en referéndum y reformada cuatro veces, la última en 2026 (7.2, n.º 14). Sin una autoridad común no hay paz, sino la guerra de todos contra todos de Hobbes (6.1). Y medir la Constitución con el contrato social mezcla planos: una es una norma jurídica; el otro, una idea.
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. Si no es un contrato, como reconoce la defensa, no puede invocarse para exigir obligaciones como si se hubieran consentido: el Código Civil no admite contrato sin «Consentimiento de los contratantes» (art. 1261). Y si el contrato es la Constitución, se le puede pedir que se cumpla: incumple el 62,1 % de lo que promete sobre el bien común (7.4; cargo 10). El Estado no puede tener las dos cosas: invocar el pacto para exigir y negar que lo sea para responder.
2. El consentimiento tácito ya tuvo respuesta. Hume: «¿Podemos decir en serio que un pobre campesino o artesano tiene libertad para elegir dejar su país […]?». Sería como decir que consiente el mando del capitán quien sigue en un barco, aunque lo subieron a bordo dormido y tendría que saltar al océano para dejarlo (6.1).
3. El referéndum de 1978 no lo votaron quienes no tenían edad, ni los nacidos después (cargo 3; 5.2). Y la obligación empieza antes de que nadie pueda consentir: el día en que se nace (5.4; cargo 16).
4. El miedo no es consentimiento. La obra no propone el caos ni la desobediencia: propone la constancia escrita, el Registro de los frutos y este juicio de opinión (0.2; 10.1). Y el miedo que funda el Leviatán no explica el cobro con recargo ni la deuda cargada a quien no ha nacido (cargos 13 y 9).
Dónde aguanta: el pacto de 1978 fue real: lo redactó una ponencia de siete diputados, lo votó una amplia mayoría y se ratificó en referéndum (capítulo 6). Y la propia tradición del contrato le da un uso honrado: para Kant, obliga a cada legislador a dictar sus leyes como si hubieran podido nacer de la voluntad unida de todo un pueblo (6.1). La obra concede el consenso; discute que obligue a quien no lo votó.
Límite honesto: la obra no puede probar que la mayoría rechazaría hoy el pacto (cargo 3). Prueba que el consentimiento de quien no votó se presume.
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 12. La urgencia
La presunción: «Que el Gobierno legisla por decreto solo cuando hay urgencia».
La vara.
La ley de Dios: «todo presuroso, indefectiblemente á pobreza»◦.
Su propia ley: «En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas provisionales que tomarán la forma de Decretos-leyes»◦. Es la excepción: las leyes las hacen las Cortes.
El dato: en 2024 se aprobaron 11 decretos-leyes y 13 leyes, 6 orgánicas y 7 ordinarias; en 2020, 39 decretos-leyes y 14 leyes◦. De 2013 a 2024, 230 decretos-leyes y 314 leyes (suma de la obra con ese cuadro).
Dónde está probado: lo que se da por supuesto (5.1, n.º 14); la serie, con su cautela, en el anexo A (art. 86).
La pregunta: ¿qué urgencia concreta justificó cada decreto-ley de esta legislatura?
La defensa del Estado: gobernar hoy exige agilidad, y el decreto-ley tiene control. «Los Decretos-leyes deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de totalidad al Congreso de los Diputados […] en el plazo de los treinta días siguientes a su promulgación»◦, y en ese plazo las Cortes «podrán tramitarlos como proyectos de ley por el procedimiento de urgencia»◦. El Constitucional vigila el límite y anula lo que no se justifica. Y en la pandemia, el Gobierno usó con urgencia la herramienta legal que tenía, el estado de alarma, ante una emergencia sanitaria sin precedentes.
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. El Constitucional ha anulado decretos-leyes por no justificar la urgencia: en 2018, varias disposiciones del Real Decreto-ley 5/2013, «para cuya aprobación no se ha acreditado la concurrencia del presupuesto habilitante de la extraordinaria y urgente necesidad»◦. Y el decreto-ley tiene otro límite, que tampoco se respetó: no puede afectar a los deberes de los ciudadanos. Por eso se anuló la amnistía fiscal de 2012: «uno de los deberes cuya afectación está vedada al decreto-ley es el deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos»◦.
2. La excepción, convertida en costumbre. De cada diez normas con rango de ley aprobadas entre 2013 y 2024, unas cuatro fueron decretos-leyes; en 2020, casi tres decretos-leyes por cada ley (el dato, arriba).
3. Convalidar no es legislar. La votación de los treinta días es «de totalidad» (art. 86.2): sí o no a un texto que ya está en vigor, sin enmiendas en ese trámite. Tramitarlo como ley es posible, pero no obligado: «podrán» (art. 86.3).
4. La urgencia no cambia la Constitución. El estado de alarma «no permite la suspensión de ningún derecho fundamental», y el Constitucional concluyó que el confinamiento general de 2020 «supone un vaciamiento de hecho o, si se quiere, una suspensión del derecho»; del segundo estado de alarma anuló, entre otros, la delegación en las autoridades autonómicas (7.2, n.º 9).
Dónde aguanta: el decreto-ley es constitucional y tiene control: el Congreso lo convalida o lo deroga en treinta días, puede tramitarlo como ley, y el Constitucional anula lo que no se justifica, y lo ha hecho. El Congreso también deroga: entre enero de 2024 y septiembre de 2026 derogó al menos siete reales decretos-leyes (7/2023, 9/2024, 7/2025, 16/2025, 2/2026, 8/2026 y 21/2026)◦. Y hay urgencias reales: una pandemia lo es. Lo que la obra discute es la frecuencia, no la figura.
Límite honesto: la obra no ha examinado la urgencia de cada decreto-ley: por eso la pregunta pide la de cada uno. Las cifras de normas son de un estudio privado hecho con datos del BOE.
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 13. El cobro sin juez
La presunción: «Que el Estado puede ejecutar por sí mismo lo que reclama».
La vara.
La ley de Dios: «Cuando dieres á tu prójimo alguna cosa emprestada, no entrarás en su casa para tomarle prenda: Fuera estarás»◦. Ni al acreedor deja entrar en casa del deudor (5.2).
Las tradiciones: gobernar con humanidad es «ser parco en castigos y multas, y aligerar impuestos y tributos» (Mencio; 3.2). Y en Roma, un decreto de Marco Aurelio: «hay violencia también siempre que alguien reclama sin juez lo que cree que se le debe» (8.5).
Su propia ley: los actos de la Administración «serán inmediatamente ejecutivos»◦, y ella misma puede ejecutarlos, incluido el «apremio sobre el patrimonio» (arts. 99 y 100.1.a; 7.6). Un particular necesita siempre un título: «La acción ejecutiva deberá fundarse en un título que tenga aparejada ejecución»◦. Al que paga tarde se le aplica un recargo del 5, el 10 o el 20 % (Ley General Tributaria, art. 28); a Hacienda, cuando devuelve tarde, el interés, pero ningún recargo (art. 31.2; 7.6).
Dónde está probado: lo que se da por supuesto (5.1, n.º 15 y 25) y el cobro blindado y el deber aplazado (7.6).
La pregunta: ¿por qué el recargo de apremio se aplica al ciudadano y no a Hacienda cuando devuelve tarde, y cuánto se recaudó por recargos en 2025?
La defensa del Estado: la Administración defiende intereses generales, no particulares; si tuviera que acudir a un juez para cada cobro, el sistema se colapsaría. Su ejecución está sujeta a recurso y a control judicial, puede suspenderse aportando garantía, y contra la providencia de apremio caben los motivos de oposición que fija la ley (Ley General Tributaria, art. 167.3; 7.6). El recargo es un incentivo para pagar en plazo, y el interés de demora es el mismo para los dos (art. 31.2). La propiedad está reconocida: «Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia»◦, y desde 1811 el poder de gobernar y la propiedad son cosas distintas (6.3). La ley de la usura de 1908 regula los préstamos, no los tributos: el impuesto no es un préstamo (3.3). Y el silencio administrativo es una garantía para el ciudadano: le permite recurrir sin esperar indefinidamente.
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. La asimetría está en el recargo, no en el interés: el ciudadano paga recargo e intereses; Hacienda, solo el interés (7.6), que debe pagar «sin necesidad de que el obligado lo solicite»◦.
2. El silencio pesa distinto. La Administración «está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos» (Ley 39/2015, art. 21.1). Pero cuando el ciudadano calla, el sistema tiene recargo, sanción, apremio, caducidad y pérdida del plazo; cuando calla el sistema, el ciudadano tiene que acudir a un tribunal y esperar años (5.1, n.º 25).
3. El interés general cobra con recargo y se paga con la pérdida de valor. La hucha de los trabajadores está invertida por ley en deuda del propio Estado, y en diez años rindió un 0,12 % al año, con los precios al 2,39 % (cargo 15). La pérdida de valor del dinero rebajó la deuda pública en 306.760 millones entre 2021 y 2025 (cargo 4). Y del rescate bancario, con 50.621 millones de recursos públicos empleados, el Banco de España daba en 2019 5.225 millones recuperados (7.2): al ciudadano que debe se le embarga sin juez; al rescatado no se le embargó.
4. La propiedad, con condiciones. La misma Constitución dice: «La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes»◦. La línea entre gobernar y poseer la sigue trazando quien gobierna (6.3); el mismo patrimonio pasa por varias capas de impuestos sin coordinación entre ellas (7.6); y la propiedad más común, el ahorro, pierde valor sin que nadie lo vote: 100 euros guardados el 1 de enero de 1971 compran hoy lo que entonces 3,90 (8.3).
5. La usura y el impuesto. La obra concede que la ley de 1908 no se aplica a los tributos; su valor es de coherencia: el ordenamiento anula el cobro desproporcionado cuando lo hace un banco (3.3), y el Estado recaudó solo en 2023 unos 11.000 millones de más por no actualizar la escala del IRPF, sin que se votara una subida (8.3).
Dónde aguanta: la autotutela tiene un fin declarado, el interés general, y está sujeta a recurso y a suspensión con garantía; el interés de demora es el mismo para los dos; la separación de 1811 es un avance real; la ley de la usura no se aplica a los impuestos; y el sistema se frena alguna vez: la plusvalía municipal se anuló cuando la cuota superaba la ganancia (7.6).
Límite honesto: la obra no ha hallado una justificación oficial de por qué el recargo existe en una sola dirección, ni sabe cuánto se recauda por recargos: por eso lo pregunta. Y no prueba que la asimetría se busque: es la acumulación de capas creadas en momentos distintos (7.6).
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 14. La deuda
La presunción: «Que la deuda del Estado es un gasto más».
La vara.
La ley de Dios: «AL cabo de siete años harás remisión. Y esta es la manera de la remisión: perdonará á su deudor todo aquél que hizo empréstito» (Dt 15:1-2; 3.3); y «el que toma prestado, siervo es del que empresta»◦.
Las tradiciones: hacia el 2350 a. C., sobre el que vivía endeudado, el rey Urukagina «vació su prisión y estableció su remisión» (3.3).
Su propia ley: el pago de la deuda «gozará de prioridad absoluta», y sus créditos «no podrán ser objeto de enmienda o modificación, mientras se ajusten a las condiciones de la ley de emisión»◦. Ningún otro gasto tiene esa prioridad escrita en la Constitución.
Dónde está probado: lo que se da por supuesto (5.1, n.º 8 y 24), la deuda primero (7.2, n.º 4; 8.1), a dónde va cada euro (8.6) y la quiebra camuflada (9.1).
La pregunta: ¿cuánto ha rebajado la inflación desde 2021 el valor real de la deuda pública, y cuánto ha costado esa inflación a los ahorradores y al Fondo de Reserva?
La defensa del Estado: la deuda financia inversiones y permitió responder a crisis como la pandemia; la prioridad absoluta da confianza a quien presta y abarata los intereses, y las reglas europeas limitan el déficit. La reforma del art. 135 se hizo en plena crisis de la deuda, respondió a un compromiso europeo y tuvo un consenso muy amplio: 316 votos a favor y 5 en contra en el Congreso (8.1). La deuda pública se mide con la metodología europea, igual en todos los países, y las pensiones futuras son compromisos, no una deuda que venza hoy, como advierte el propio INE (5.1, n.º 24). Y el rescate bancario evitó el hundimiento del sistema financiero y protegió a los depositantes, garantizados hasta 100.000 euros (cargo 4).
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. La prioridad absoluta se aprobó por lectura única y sin referéndum: la Constitución solo lo exige si lo pide una décima parte de los miembros de una Cámara, y no se pidió (8.1). El acreedor pasó por delante de todo lo demás sin preguntar al pueblo, mientras la vivienda y el bien común son principios que no se pueden reclamar ante un juez (art. 53.3; cargo 10).
2. Lo que cuesta cada año. En 2025, las administraciones pagaron 40.314 millones en intereses e invirtieron 49.632: por cada 5 euros que se invierten, se pagan unos 4 en intereses (7.2, n.º 4). Los intereses de 2024, 38.793 millones, superaron lo gastado en defensa, vivienda y medio ambiente juntos (cargo 10). Y en 2025 faltaron 40.330 millones, casi lo mismo que se pagó en intereses: cada año se pide prestado, más o menos, lo que cuestan los intereses de lo ya pedido (8.6).
3. Quién la paga. La pérdida de valor del dinero la rebajó en 306.760 millones entre 2021 y 2025, más que los 172.603 millones de intereses pagados: la pagaron, en buena parte, los ahorradores (cargo 4).
4. La que no se publica. Las pensiones ya prometidas sumaban 6,13 billones a finales de 2021, más de cuatro veces la deuda oficial de aquel año, y no figuran en ella (5.1, n.º 24; 9.1). Y la Seguridad Social debe al Estado 126.170 millones en préstamos (9.1).
5. El rescate. Costó 71.833 millones a 31 de diciembre de 2021, con 50.621 millones de recursos públicos empleados; en 2019, el Banco de España daba 5.225 millones recuperados (7.2).
6. Las tradiciones ponen un límite a la deuda (Mesopotamia, Israel, Atenas y el islam): en Israel, cada siete años, remisión, y cada cincuenta, jubileo. El sistema hace lo contrario: no hay remisión periódica, y la deuda del Estado se paga con deuda nueva (3.3; 9.1).
Dónde aguanta: la deuda financió la respuesta a crisis reales, la reforma de 2011 tuvo una mayoría muy amplia, y los depósitos están garantizados. La deuda de pensiones no vence hoy: esa defensa se oye entera frente al dictamen (11.4).
Límite honesto: la obra no puede probar cuánto más caros habrían sido los intereses sin la prioridad absoluta; prueba el orden escrito y lo que cuesta cada año. Y no prueba que la pérdida de valor se busque (cargo 4).
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 15. La hucha
La presunción: «Que se cotiza para la propia jubilación y que la hucha la guarda».
La vara.
La ley de Dios: quien retuvo «el depósito que se le encomendó […] lo restituirá, pues, por entero, y añadirá á ello la quinta parte»◦.
Las tradiciones: «Alá os ordena que restituyáis los depósitos a sus propietarios»◦; y en las Leyes de Manu, «como se entregó el depósito, así debe devolverse» (3.2).
Su propia ley: «El sistema financiero de todos los regímenes que integran el sistema de la Seguridad Social será el de reparto»◦: lo que se cotiza hoy paga las pensiones de hoy. Y la hucha, el Fondo de Reserva, se invierte por ley en títulos públicos (art. 122): hoy «está compuesta, exclusivamente, por deuda pública española» (5.1, n.º 2).
Dónde está probado: lo que se da por supuesto (5.1, n.º 1 y 2), el Fondo de Reserva en la auditoría (7.5) y la hucha (8.6).
La pregunta: ¿qué rentabilidad real ha obtenido el Fondo de Reserva en los últimos diez años, y por qué la ley impide invertirlo en otros activos?
La defensa del Estado: la pensión es contributiva: su cuantía depende de lo cotizado y de los años cotizados, y el Estado la garantiza: los poderes públicos garantizarán pensiones «adecuadas y periódicamente actualizadas» (Constitución, art. 50; cargo 4). La ley exige que el Fondo sea seguro y líquido, y la deuda pública española es lo más seguro y líquido disponible; el Fondo es un colchón, no un fondo de capitalización. Se creó para usarlo en años de déficit y se usó para pagar pensiones: no fue apropiación. Y se recupera: a 31 de marzo de 2026 tenía 15.267 millones, su máximo en diez años (7.5).
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. El sistema es de reparto (art. 110.1): la pensión de quien cotiza hoy dependerá de quienes coticen detrás, y hoy hay unos dos afiliados por cada pensión, con una fecundidad de 1,10 hijos por mujer (8.6 y 8.8).
2. La hucha se vació, y su límite se quitó por decreto. Desde 2012 se dejó sin efecto el límite anual de disposición: «no resultará de aplicación el límite del tres por ciento» (Real Decreto-ley 28/2012, art. 1; 8.6). Entre 2012 y 2019 se dispusieron 80.337 millones, y en 2020 quedaban 2.138 (8.6).
3. Se rellena con una cotización nueva. A 31 de diciembre de 2025 tenía 14.069,81 millones, gracias al mecanismo de equidad intergeneracional, que pagan trabajadores y empresas desde 2023: 10.150 millones de 2023 a 2025 (8.6).
4. Lo confiado no se devolvió entero. En los últimos diez años rindió un 0,12 % al año, mientras los precios subían un 2,39 %: perdió valor real. El propio informe oficial compara: en diez años, el conjunto de los planes de pensiones rindió un 3,70 % al año (8.6).
5. Quién decide. En el comité que decide dónde se invierte se sienta el Director General del Tesoro (5.1, n.º 2), y hoy se invierte solo en deuda del propio Estado.
6. La Seguridad Social, en números rojos. Tiene patrimonio neto negativo desde 2017, 106.138,7 millones a 31 de diciembre de 2024, y debe al Estado 126.170 millones en préstamos (9.1).
Dónde aguanta: la pensión española es alta en comparación: la OCDE la calcula en el 80,4 % del salario, frente al 52,0 % de su media (8.4). El Fondo se usó para lo previsto, pagar pensiones, y no fue apropiación (7.5). Y hoy se recupera.
Límite honesto: la obra no prueba que otra inversión hubiera sido igual de segura; compara con el dato que da el propio informe oficial. Y no dice que la pensión no se vaya a pagar: dice que depende de quien venga detrás, no de lo que uno guardó.
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 16. La obligación heredada
La presunción: «Que la persona acepta sus obligaciones con el Estado al nacer».
La vara.
La ley de Dios: «el hijo no llevará por el pecado del padre, ni el padre llevará por el pecado del hijo»◦; «Los padres no morirán por los hijos, ni los hijos por los padres; cada uno morirá por su pecado»◦.
Las tradiciones: cada uno responde de lo suyo (3.2).
Su propia ley o el dato: la obligación de inscribir nace antes de que el recién nacido pueda tener voluntad alguna. La dirección del hospital «comunicará en el plazo de setenta y dos horas a la Oficina del Registro Civil» cada nacimiento, y «El registro individual se abrirá con la inscripción de nacimiento» (Ley 20/2011, del Registro Civil, arts. 46 y 5.2; 5.4). Nadie preguntó: el interesado tenía cero días (5.4).
Dónde está probado: la raíz: la presunción en lugar del consentimiento (5.4).
La pregunta: ¿qué consentimiento se pide a la persona antes de que nazcan sus obligaciones con el Estado?
La defensa del Estado: inscribir el nacimiento protege al niño: le da identidad, nacionalidad y acceso a sus derechos desde el primer día. Ni el abandonado queda fuera: las entidades públicas «deberán promover sin demora la inscripción de menores en situación de desamparo por abandono» (art. 48.1; 5.4). Y la inscripción no crea a la persona: la personalidad la da el nacimiento, no el papel (Código Civil, arts. 29 y 30; 2.1), y la idea de una persona jurídica oculta bajo el nombre propio no tiene respaldo (anexo E).
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. La obra concede la protección y no afirma ninguna persona oculta (5.4). Lo que pregunta es otra cosa: en setenta y dos horas se abre un registro con un código personal «única e invariable en el tiempo» (art. 6; 5.4), sin que pueda estar presente el único interesado. ¿En qué otro vínculo de la vida se ata así a una persona? (5.4).
2. Lo que hereda quien nace hoy: una parte de 1,7 billones de deuda y de 6,13 billones en pensiones ya prometidas (cargo 9); y, mientras es menor, la tasa de riesgo de pobreza o exclusión más alta de todas las edades: el 33,8 % en 2025 (7.5).
3. Lo vio Rousseau: el padre puede estipular en nombre de sus hijos condiciones para su conservación y su bienestar, «pero no darlos de forma irrevocable y sin condición, porque tal don es contrario a los fines de la naturaleza». Y La Boétie: quienes nacen bajo el yugo «toman por natural el estado en que nacieron» (5.4).
Dónde aguanta: la inscripción protege de verdad: da identidad y nacionalidad, y sin ella el niño quedaría fuera de sus derechos. La obra no propone dejar de inscribir.
Límite honesto: un recién nacido no puede consentir nada, y alguien tiene que inscribirlo; la obra no tiene una alternativa probada. Pregunta por qué ese acto de protección se presume, después, consentimiento de todo lo demás.
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 17. La moneda
La presunción: «Que el dinero vale porque está respaldado o porque se confía en quien lo emite».
La vara.
La ley de Dios: «El peso falso abominación es á Jehová: Mas la pesa cabal le agrada»◦. La presunción deja que la medida del valor cambie sin que nadie lo consienta (5.2).
Las tradiciones: ante el tribunal de Maat se juraba: «no he disminuido la medida de grano […] no he añadido pesos a la balanza» (Libro de los Muertos, cap. 125; 3.2, P4).
Su propia ley o el dato: desde 1971 ninguna moneda se puede cambiar por oro (8.1). El euro vale porque la ley lo declara: sus billetes y monedas «serán los únicos de curso legal en el territorio nacional»◦. La Constitución reserva al Estado el «Sistema monetario» (art. 149.1.11.ª), pero la política monetaria del euro es competencia exclusiva de la Unión (5.1, n.º 12; 8.3). Y 100 euros guardados el 1 de enero de 1971 compran hoy lo que entonces 3,90: se ha perdido el 96 % de su valor (8.3).
Dónde está probado: el dinero sin respaldo (5.1, n.º 11, y 8.1), siete siglos de advertencias (8.2) y lo que les pasa a 100 euros guardados (8.3).
La pregunta: ¿qué respalda hoy el valor de un euro depositado en una cuenta, y cuánto valor ha perdido el dinero guardado desde 1999?
La defensa del Estado: el dinero sin respaldo en oro permite responder a las crisis, y la mejor evidencia histórica lo confirma: según un gobernador de la Reserva Federal, el momento en que cada país abandonó el patrón oro fue «el factor determinante de la gravedad de su depresión» (8.1). En la zona del euro, el dinero lo gobierna un banco central independiente cuyo mandato es «mantener la estabilidad de precios»◦, y una inflación baja y estable se considera sana. Recortar la moneda o devaluarla por decreto del rey es cosa del pasado: el Tratado prohíbe al banco central «la adquisición directa» de deuda a los Estados◦. Hoy ningún gobierno devalúa para financiarse.
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. El Tratado solo dice «estabilidad de precios». La cifra no está en él: la pone el propio banco central, que la concreta en «aspirar a una inflación del 2 % a medio plazo» (8.3). Al 2 % anual, el dinero guardado pierde la mitad de su valor cada 35 años, más o menos; y desde el 1 de enero de 1971 ha perdido el 96 % (8.3). A eso se le llama estabilidad.
2. Ningún gobierno devalúa, pero el banco central compra. La obra lo concede: ningún gobierno de la zona del euro decide hoy el valor de su moneda. Pero el balance del Eurosistema pasó de 2,78 billones de euros a final de 2015 a 8,84 billones en junio de 2022, y el Tribunal de Justicia declaró que el Tratado sí le permite comprar deuda «en los mercados secundarios» (8.1). Y quien lo advirtió no fue un crítico de fuera, sino el presidente del banco central alemán en 2012, con el Fausto de Goethe: el Estado puede al principio librarse de su deuda, pero con el tiempo «toda esta actividad degenera en inflación» (8.2).
3. La pérdida no se reparte por igual. El salario medio compra hoy lo mismo que en 2008; la escala del IRPF no se actualiza desde la reforma de 2014; y entre 2021 y 2025 la subida de los precios rebajó la deuda del Estado, en términos reales, en 306.760 millones de euros (8.3; cargo 4).
4. Siete siglos de avisos. Ocho autores, desde Oresme, hacia 1355, hasta un presidente de banco central en 2012, advirtieron lo mismo: alterar la moneda traslada riqueza sin aprobar ningún impuesto (8.2). En 1609, Mariana lo puso por título: «El rey no puede bajar la moneda de peso ó de ley sin la voluntad del pueblo» (8.2).
Dónde aguanta: la rigidez del oro agravó la Gran Depresión, y la obra no propone volver a él. La versión simple, «un banco privado controla la moneda», no resiste la fuente: la Reserva Federal «no es "propiedad" de nadie» (8.1). Y el Tratado prohíbe de verdad la financiación directa de los Estados.
Límite honesto: ninguna fuente citada demuestra que exista una estrategia coordinada para que el dinero pierda valor: el patrón está documentado; la intención, no (8.1; 11.2, n.º 15).
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 18. La creación del dinero
La presunción: «Que el banco presta los ahorros de otros».
La vara.
La ley de Dios: «Doble pesa y doble medida, Abominación son á Jehová ambas cosas»◦.
Las tradiciones: para Confucio, cuidar las pesas y medidas es la primera tarea del buen gobierno (Analectas 20.1), y las Leyes de Manu mandan revisarlas cada seis meses (VIII, 403; 3.2, P4).
Su propia ley o el dato: la ley da curso legal solo a los billetes y las monedas (Ley 46/1998, art. 3; cargo 17). Pero la mayor parte del dinero no son billetes: la crean los bancos al conceder préstamos. Lo dice el Banco de Inglaterra: «el acto de prestar crea los depósitos: al revés de la secuencia que suelen describir los manuales» (5.1, n.º 10; 8.1).
Dónde está probado: quién crea el dinero (5.1, n.º 10, y 8.1).
La pregunta: ¿qué parte del dinero en circulación en España son billetes y monedas, y qué parte son depósitos creados por la banca al prestar?
La defensa del Estado: la creación de dinero por los bancos al conceder crédito está regulada y supervisada, la vigila un banco central independiente con el mandato de la estabilidad de precios (cargo 17), y financia la vivienda, las empresas y el empleo: sin crédito no hay inversión. El propio Banco de Inglaterra la explica como el mecanismo normal de la economía moderna.
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. La ley protege el billete con el curso legal, pero el dinero de cada día nace en otro sitio: la mayor parte es un apunte en una cuenta, creado al conceder un préstamo (8.1). La obra no niega la función del crédito: documenta quién crea el dinero, con la fuente del propio regulador.
2. La pregunta, dentro de la casa. En 2012, dos economistas del Fondo Monetario Internacional retomaron el Plan de Chicago, que proponía separar la creación del dinero del crédito exigiendo a los bancos reservas del 100 % (8.1). No es una política adoptada: es la prueba de que la pregunta se hace en el centro del sistema.
3. El saldo, medido. A 31 de marzo de 2026, la deuda mundial marcó un récord de casi 353 billones de dólares, el 305 % del PIB mundial (8.1).
4. Quién gana. El mayor deudor del país es el Estado: gasta más de lo que ingresa casi todos los años y paga lo que vence con deuda nueva (9.1), y la pérdida de valor del dinero rebajó su deuda, en términos reales, en 306.760 millones de euros entre 2021 y 2025 (8.3). Una medida que cambia sin que nadie lo consienta es la doble medida que la ley de Dios llama abominación (5.2).
Dónde aguanta: el crédito financia de verdad casas, empresas y empleo, y el proceso está regulado; la obra no propone prohibirlo. Y que un estudio lo probara «por primera vez» lo afirma su propio autor (8.1).
Límite honesto: la obra documenta quién crea el dinero; no prueba que crearlo así sea ilegítimo, ni qué parte de la subida de los precios se debe a ello.
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 19. La inflación
La presunción: «Que la inflación es una subida de precios de la que tiene la culpa el mercado».
La vara.
La ley de Dios: «Tu plata se ha tornado escorias, tu vino mezclado está con agua»◦; y los que dicen: «achicaremos la medida, y engrandeceremos el precio, y falsearemos el peso engañoso; Para comprar los pobres por dinero»◦. La ley de Dios denuncia la causa: la plata degradada y la medida achicada (5.2).
Las tradiciones: «¡Ay de los defraudadores, que, cuando piden a otros la medida, la exigen exacta, pero que, cuando ellos miden o pesan para otros, dan menos de lo debido!»◦.
Su propia ley o el dato: la palabra nombraba la causa: en 1913, «expansión o aumento indebido, por emisión excesiva; dicho de la moneda». Hoy nombra el efecto: «Elevación del nivel general de precios». En 2001, la Academia aún decía «notable» y «con efectos desfavorables»; hoy ya no (5.1, n.º 22). Y la política monetaria del euro no la decide España, sino la Unión (5.1, n.º 12).
Dónde está probado: la palabra (5.1, n.º 22), el impuesto que sube solo (5.1, n.º 5, y 8.3), siete siglos de advertencias (8.2), quién gana con la pérdida (8.3) y el salario frente a los precios, con el 4,3 % de agosto de 2026 (B.5).
La pregunta: ¿por qué se llama inflación a la subida de los precios, y no a la emisión de dinero que la palabra nombraba en su origen?
La defensa del Estado: los diccionarios recogen el uso, no lo deciden: hoy los economistas y las estadísticas oficiales miden la inflación por los precios, y la definición siguió ese uso. Una inflación baja y estable es deseable, porque la caída de los precios paraliza el consumo y agrava el peso de las deudas, como mostró la Gran Depresión (8.1); por eso el banco central tiene el mandato de «mantener la estabilidad de precios» (cargo 17). Y los precios suben también por causas reales: la subida de 2021 a 2023 se debió sobre todo al encarecimiento de la energía y a la guerra, no a ninguna decisión monetaria. Y los salarios no se han quedado atrás: en 2025, el coste salarial medio ganó poder adquisitivo.
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. El Tratado pide «estabilidad de precios», y el propio banco central la concreta en una subida del 2 % al año (8.3): la pérdida de valor no es un accidente, es una meta. Una subida concreta puede tener una causa concreta; pero en 55 años el índice de precios se ha multiplicado por 25,6 (8.3), y lo que ha perdido valor es la moneda (5.1, n.º 12).
2. Que el diccionario siga el uso no explica el cambio de uso. La palabra pasó de la causa al efecto, y con el nombre del efecto la mirada se va a los precios y al mercado, y no a quien crea el dinero. Las ediciones de la Academia de 1925 a 1992 no se han podido consultar para saber cuándo cambió: la dificultad de acceso también es un dato (5.1, n.º 22).
3. Sea cual sea la causa, quién gana está medido. Entre 2021 y 2025, la subida de los precios rebajó la deuda pública, en términos reales, en 306.760 millones de euros, más que los 172.603 millones pagados en intereses (8.3). Con la escala del IRPF sin actualizar, Hacienda recaudó unos 11.000 millones de más solo en 2023, según el Banco de España, y la Autoridad Fiscal pone «la progresividad en frío (seis décimas)» como el segundo factor del aumento de los ingresos entre 2019 y 2024 (8.3). Es un impuesto que sube sin que ninguna ley lo suba (5.1, n.º 5).
4. Lo advirtieron desde dentro. «Con un proceso continuo de inflación, los Gobiernos pueden confiscar, en secreto y sin que nadie lo note, una parte importante de la riqueza de sus ciudadanos» (Keynes, 1919; 8.2). Y Mariana, en 1609: el rey no puede bajar la moneda «sin la voluntad del pueblo» (8.2). Hoy la pérdida de valor tampoco se vota.
5. La ganancia de 2025 es corta, y en 2026 se revierte. El coste salarial medio por trabajador subió un 3,2 % en 2025, con una inflación media del 2,7 %: unas cinco décimas de poder adquisitivo◦. La inflación interanual de agosto de 2026 fue del 4,3 %, la más alta desde febrero de 2023◦, y la Autoridad Fiscal prevé que en 2026 los salarios reales «disminuyan de manera moderada»◦ (B.5).
En el nivel completo, las demás defensas que la Biblioteca escribió para este cargo, una por una, con su respuesta.
Dónde aguanta: la caída de los precios también es un peligro, y la rigidez del oro agravó la Gran Depresión (8.1). Una subida concreta puede deberse a la energía o a la escasez, y la obra no atribuye la de 2021 a 2023 a una sola causa. El salario mínimo ha ganado poder de compra, y el salario medio ganó unas cinco décimas en 2025 (B.5). Y es verdad que los diccionarios siguen el uso.
Límite honesto: la obra no prueba que la definición se cambiara a propósito, ni que la meta del 2 % se fije para rebajar la deuda: mide quién gana y quién pierde (11.2, n.º 15). Y no ha podido leer las ediciones de la Academia en las que cambió la palabra. La ganancia de 2025 es la del coste salarial medio por trabajador, no la de cada categoría, y la previsión de 2026 es una previsión.
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 20. Los actos del Estado son válidos
La presunción: «Que todo lo que hace la Administración es válido mientras no se demuestre lo contrario».
La vara.
La ley de Dios: «No juzguéis según lo que parece, mas juzgad justo juicio» (Jn 7:24; 0.5). La presunción da por válido lo que hace el poder por venir de él (5.2).
Las tradiciones: la tradición jurídica dejó escrito: «En caso de duda, a favor del administrado» (Diccionario panhispánico del español jurídico; 8.5).
Su propia ley: los actos de la Administración «se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten»◦, y son inmediatamente ejecutivos (cargo 13). Es el ciudadano quien tiene que probar lo contrario y recurrir (5.2).
Dónde está probado: la presunción (5.2, planta 4), la presunción en lo sancionador (7.5), el cobro sin juez y la palabra del inspector (7.6), y lo firme que no se revisa (5.1, n.º 9, y 8.5).
La pregunta: ¿qué prueba aporta la Administración antes de presumir válido un acto que limita un derecho?
La defensa del Estado: sin la presunción de validez ninguna administración podría funcionar: tendría que acudir a un juez para cada acto. Todo acto se puede recurrir, y los que tienen vicios graves son nulos de pleno derecho, empezando por «Los que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional»◦. La liquidación de un impuesto la dicta un órgano técnico con los datos del propio contribuyente. La ley ya obliga a la Administración a actuar con «Buena fe, confianza legítima y lealtad institucional»◦: la buena fe no es una cláusula que el ciudadano tenga que añadir a sus escritos (10.4), y declararla no exime de ninguna obligación. Y no hay ninguna persona jurídica en mayúsculas ni ningún fideicomiso secreto: el ciudadano es uno solo, con nombre y apellidos, y la ley se le aplica directamente, sin trucos (2.6).
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. Cuando la Administración sanciona, la presunción cambia de lado. La ley reconoce al presunto responsable «la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo contrario»◦, y el Constitucional dijo que la presunción de inocencia «rige sin excepciones en el ordenamiento sancionador», y que la carga de la prueba corresponde «a quien acusa, sin que nadie esté obligado a probar su propia inocencia»◦. Fuera de la sanción, en todo lo demás, el acto se presume válido y es el ciudadano quien tiene que demostrar el error.
2. Mientras recurre, paga. Recurrir no suspende por sí solo (10.5). En los impuestos, el cobro se suspende si el ciudadano garantiza «el importe de dicho acto, los intereses de demora que genere la suspensión y los recargos»◦; solo la sanción tributaria se suspende sin garantía (el mismo artículo). Para no pagar mientras discute, tiene que asegurar antes lo que se le reclama.
3. Cuando la presunción falla, lo cobrado no vuelve. La amnistía fiscal de 2012 y el cálculo de la plusvalía municipal se anularon solo hacia delante (5.1, n.º 9); la Zona de Bajas Emisiones de Madrid se anuló, y el Ayuntamiento no devuelve lo cobrado, según la prensa (8.5). Y cuando otro poder corrige, protege al ciudadano en el 4,65 % de los casos (7.4).
4. La buena fe no es simétrica. Al acto de la Administración se le presume la validez. Al ciudadano multado en materia de tráfico se le ofrece pagar la mitad a cambio de que sus alegaciones «se tendrán por no presentadas»: o paga con la reducción, o alega (10.5). La cláusula de buena fe del escrito pide lo mismo para las dos partes: que el error se haga saber de forma motivada y se rectifique (10.4).
5. Lo que se afirma sin documento no está escrito; las presunciones del Estado, sí. La obra da la razón al Estado: no hay ninguna ficción oculta (anexo E). Pero las presunciones que esa afirmación intenta nombrar sin saberlo existen y están escritas, cada una con su artículo (5.2). La diferencia es de método: la afirmación sin documento inventa una ficción sin artículo; la obra cita cada presunción con su fuente.
Dónde aguanta: una administración que tuviera que acudir a un juez para cada acto no funcionaría. La obra lo concede, y es justo lo que hace de ello una presunción: si el sistema necesita presumir a su favor para funcionar, reconoce que no podría probar cada acto. Los actos se pueden recurrir y los más graves son nulos; la buena fe es un principio escrito; la sanción tributaria se suspende sin garantía; y no hay ninguna persona oculta bajo el nombre propio (2.1).
Límite honesto: la obra no prueba que la Administración abuse de la presunción en general; prueba de qué lado pone la ley la carga de la prueba. Y señalar una presunción no exime de nada: se reclama por las vías que la propia ley ofrece (10.4 y 10.5).
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 21. La palabra de la autoridad hace prueba
La presunción: «Que lo que anota un agente con condición de autoridad es cierto».
La vara.
La ley de Dios: «No valdrá un testigo contra ninguno […] En el dicho de dos testigos, ó en el dicho de tres testigos consistirá el negocio»◦.
Las tradiciones: aunque todo el pueblo diga que alguien merece la muerte, primero hay que examinarlo (Mencio; 3.2, P7). Y el castigo no es un negocio: «quien cobra por juzgar, sus sentencias son nulas» (Mishná, Bejorot 4:6; 3.2, P8).
Su propia ley: los documentos de los funcionarios con condición de autoridad «harán prueba de éstos salvo que se acredite lo contrario»◦: es el ciudadano quien tiene que demostrar que no es así (5.2). Lo mismo vale para las diligencias de la inspección de Hacienda (7.6).
Dónde está probado: la presunción (5.2, planta 4), la palabra del inspector (7.6), la medida que sanciona (8.5) y las multas que se presupuestan (9.1).
La pregunta: ¿por qué basta la palabra de un agente para tener un hecho por cierto, y es el ciudadano quien tiene que probar lo contrario?
La defensa del Estado: el agente es un servidor público que actúa con imparcialidad y responde de lo que hace, y la presunción admite prueba en contrario (art. 77.5). No es una verdad absoluta: el Constitucional recuerda que la ley no otorga a las actas «una veracidad absoluta e indiscutible, lo que no sería constitucionalmente admisible, sino que pueden ceder frente a otras pruebas que conduzcan a conclusiones distintas»◦. Y las multas protegen la seguridad vial y la salud pública: los ayuntamientos están obligados a hacer cumplir las normas de tráfico y de calidad del aire.
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. En todo procedimiento sancionador, la ley reconoce también al ciudadano «la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo contrario» (cargo 20). Las dos presunciones conviven, y quien tiene que acreditar lo contrario es el ciudadano (art. 77.5). Y la palabra del agente tiene un límite que puso el Constitucional: vale para «los hechos comprobados directamente por el funcionario», no para «las calificaciones jurídicas, los juicios de valor o las simples opiniones» (7.6).
2. La medida que sanciona. El Supremo exige que el aparato que mide para sancionar pase control metrológico, y fijó el margen de error de los radares (8.5). El Tribunal Superior de Madrid anuló la Zona de Bajas Emisiones por la «patente insuficiencia del informe de impacto económico» (7.5), y el Supremo dejó firme la anulación (8.5). La palabra de la autoridad no basta cuando se la examina.
3. Quien anota trabaja para quien cobra. La multa también es un ingreso presupuestado: el Ayuntamiento de Madrid previó 211,4 millones de euros por multas de circulación en 2024 y reconoció 220,2, un 4,1 % más; en 2023, un 7,1 % más (9.1). Las tradiciones separaron el castigo del negocio: Juan el Bautista dijo a los recaudadores «No exijáis más de lo que os está ordenado» (Lc 3:13), y Mencio pedía ser «parco en castigos y multas» (3.2, P8).
Dónde aguanta: la presunción admite prueba en contra, y por eso el Constitucional no vio en el valor de las actas una quiebra de la presunción de inocencia (STC 76/1990, FJ 8). Los tribunales han exigido control a los aparatos y anularon la Zona de Bajas Emisiones. Y la seguridad vial es un fin real.
Límite honesto: la obra no prueba que los agentes anoten en falso, ni que lo recaudado de más se deba a un afán de recaudar: es un incentivo que pone el diseño, no una intención probada (11.2, n.º 15).
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 22. La transparencia
La presunción: «Que todo se publica».
La vara.
La ley de Dios: «Porque nada hay encubierto, que no haya de ser descubierto; ni oculto, que no haya de ser sabido»◦. Y al administrador: «Da cuenta de tu mayordomía» (Lc 16:2; 5.2).
Las tradiciones: fuera de toda religión, Espinosa ligó el Estado a la libertad: «El fin del Estado es, pues, en verdad, la libertad»◦. Y en palabras del autor: «si ves todo lo que hay, puedes decidir por ti mismo» (8.5).
Su propia ley: «Todas las personas tienen derecho a acceder a la información pública»◦. La ley obliga a publicar cada dato; nadie está obligado a publicar la suma (8.6).
Dónde está probado: lo que se publica y lo que no (5.1, n.º 21), el muro de opacidad (8.6), las omisiones (8.5) y la transparencia de la Corona (7.2, n.º 7).
La pregunta: ¿cuánto cobraron en total en 2025 los altos cargos, los asesores y los cargos electos de todas las administraciones?
La defensa del Estado: la Ley 19/2013 y los portales de transparencia publican una enorme cantidad de datos, y cualquier persona puede pedir el que quiera (art. 12). La Casa del Rey también está dentro de la ley◦, publica su presupuesto y sus cuentas, que el Tribunal de Cuentas auditó con opinión favorable◦, y su personal de alta dirección declara sus bienes (7.2, n.º 7). El gasto en publicidad institucional se publica cada año en un informe (8.5). Y la Administración actúa conforme a la ley: la franquicia del IVA de los pequeños empresarios es una opción de cada Estado, y España está en su derecho de no aplicarla.
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. Se publica cada dato, nunca la suma. Los altos cargos, en 23 ficheros sin un total y con un tope de 1.000 registros por consulta; lo que cobran los cargos de las comunidades y los ayuntamientos exigiría consultar una a una más de 8.000 entidades; los asesores de los ministerios, 959, son un mínimo, y solo consta el coste de los de la Presidencia del Gobierno, 18,03 millones al año; no se separa lo que las administraciones cotizan por su propio personal, ni el sueldo de militares y policías del resto de su ministerio; y los Presupuestos no separan las prestaciones de los exparlamentarios (8.6).
2. La Corona, a medias. La ley alcanza a la Casa del Rey solo «en relación con sus actividades sujetas a Derecho Administrativo» (art. 2.1.f), y la declaración de bienes de su personal la fija un real decreto propio, no una ley (7.2, n.º 7).
3. Las omisiones del Estado se corrigen tarde. La franquicia puede ser una opción, pero adoptar la directiva no: la Comisión Europea llevó a España ante el Tribunal de Justicia por no adoptar sus disposiciones (7.5), y es «el único Estado miembro que no lo ha hecho» (8.5). Para ver el código del programa que decide quién recibe el bono social de la luz hicieron falta más de seis años, desde el Consejo de Transparencia hasta el Supremo (8.5). Y en la gasolina, el Tribunal de Justicia de la UE declaró contrario a la directiva el tramo autonómico del impuesto, y el Supremo solo abrió la puerta a reclamar: una victoria de acceso, no de cobro (8.5). El silencio del ciudadano se castiga solo; el del sistema hay que perseguirlo (8.5).
4. Contar lo que hace, sí; sumar lo que cobra, no. El gasto del Estado en campañas institucionales pasó de 25,9 millones de euros en 2019 a 88,1 millones en 2025 (8.5), y la suma de lo que cobran sus cargos no se publica (8.6).
Dónde aguanta: hay ley, portal y derecho de acceso para todos, y los datos sueltos se publican; las cuentas de la Casa del Rey están auditadas; el gasto en publicidad se publica, y que sea un abuso no lo ha certificado nadie (8.5); y las omisiones las acabaron corrigiendo los tribunales y la Comisión.
Límite honesto: la obra no ha podido sumar lo que no se publica sumado, y no prueba que se oculte a propósito: la suma no está prohibida; solo no es obligatoria (8.6; 11.2, n.º 15). La plantilla civil de la Casa del Rey sí se publica (161 puestos de funcionarios a 1-X-2026, en la relación de puestos del Ministerio de la Presidencia); pero ni el presupuesto ni las cuentas de la Casa dicen cuántas personas trabajan en ella. Su coste total no tiene cifra oficial: un informe académico calcula unos 105 millones de euros, con datos de 2021 (C.2).
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 23. La «vejez»
La presunción: «Que la partida de vejez son los jubilados que cotizaron».
La vara.
La ley de Dios: «Delante de las canas te levantarás, y honrarás el rostro del anciano»◦.
Las tradiciones: Mencio acusaba a los gobernantes de que «roban al pueblo su tiempo, de modo que no puede arar para alimentar a sus padres» (3.2).
Su propia ley o el dato: la partida de vejez del gasto público, 165.050 millones de euros en 2024, mezcla las pensiones de la Seguridad Social, pagadas sobre todo con cotizaciones, con las de los funcionarios del Estado, las Clases Pasivas, pagadas con los Presupuestos (8.6). Y la protección social cuenta también unos 16.400 millones de gestión, la maquinaria que la administra (5.1, n.º 23).
Dónde está probado: la partida de vejez (5.1, n.º 23) y a dónde va cada euro (8.6).
La pregunta: ¿cuánto de la partida de vejez corresponde a la Seguridad Social, cuánto a Clases Pasivas y cuánto a gestión?
La defensa del Estado: la clasificación del gasto por funciones es la que usa Eurostat (8.6): agrupa el gasto por su destino, no por quién lo paga, y las pensiones de los funcionarios también son pensiones de vejez.
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. Las dos pensiones no salen del mismo sitio: las de la Seguridad Social, de las cotizaciones de quienes trabajan hoy, en un sistema de reparto; las de Clases Pasivas, de los Presupuestos, es decir, de los impuestos (8.6). Una sola cifra las suma y oculta la diferencia.
2. No pesan lo mismo. Las pensiones de Clases Pasivas son, como mínimo, 740.431: el 6,6 % de las pensiones de los dos sistemas, que se llevan el 10,9 % de lo que se paga. Su media es 1,7 veces la del jubilado del trabajo privado (8.6; los porcentajes, cálculo de la obra con sus cifras).
3. La maquinaria cuenta como gasto social. Nueve de cada diez euros de la protección social son prestaciones; unos 16.400 millones son gestión (5.1, n.º 23).
Dónde aguanta: la clasificación por funciones es la común, y las pensiones de los funcionarios son pensiones de vejez de verdad. La obra no discute que se paguen: pide que se separe de dónde sale cada una.
Límite honesto: Clases Pasivas es un mínimo: los empleados públicos que ingresaron desde 2011, el personal laboral y casi todos los funcionarios autonómicos y locales se jubilan por la Seguridad Social, y las estadísticas no los separan (8.6). Y la comparación de medias es en bruto, sin corregir la carrera ni lo cotizado.
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 24. La separación de poderes y los controles
La presunción: «Que los poderes están separados y se frenan unos a otros».
La vara.
La ley de Dios: «No recibirás presente; porque el presente ciega á los que ven, y pervierte las palabras justas»◦. Lo que ata a quien juzga con una de las partes le quita la vista y tuerce la justicia: por eso quien juzga no debe deber su puesto a quien tiene que juzgar.
Las tradiciones: el derecho romano ya decía que nadie debe «ser juez de sí mismo ni dictarse el derecho a sí mismo» (Código de Justiniano 3.5.1; 1.7). Y Mencio: «si un señor pone en peligro los altares del Estado, se le sustituye» (3.2, P1).
Su propia ley o el dato: los jueces son «independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley»◦. El diseño viene de Montesquieu: «que el poder frene al poder» (6.5). Y se mide: cuando hubo una extralimitación real, otro poder la corrigió en el 26,32 % de los casos del organigrama del poder y en el 4,65 % de los del bien común (7.4).
Dónde está probado: quién elige a los controladores (6.4); la separación de poderes (6.5); el gobierno de los jueces, el amparo y el freno que funcionó (7.2, n.º 2, 3 y 15); el matrimonio, la prisión permanente y el Defensor del Pueblo (7.3, n.º 4, 5 y 9); y el freno, medido (7.4).
La pregunta: ¿qué garantiza la independencia de un órgano de control cuyos miembros eligen los partidos a los que controla?
La defensa del Estado: el poder está repartido entre las Cortes, el Gobierno y los jueces, y los tribunales anulan leyes y decretos. El Constitucional avaló en 1986 que las Cortes eligieran el Consejo General del Poder Judicial (6.4), y el Consejo se renovó en junio de 2024 (7.2, n.º 2). Los magistrados del Constitucional se eligen por mayorías de tres quintos, y los que designa el Senado, entre los candidatos que proponen los parlamentos autonómicos (6.4). La ley permite disolver un partido por vía judicial, y se ha aplicado (6.4). Si el nombramiento de consejero del Tribunal de Cuentas recae en un diputado o un senador, «antes de tomar posesión, habrá de renunciar a su escaño» (6.4). El Defensor del Pueblo no sanciona: su fuerza es su autoridad y su informe ante las Cortes (7.3, n.º 9). El amparo es un recurso extraordinario y subsidiario: los primeros garantes de los derechos son los jueces ordinarios, y la ley solo admite los recursos que tienen «especial trascendencia constitucional»◦. Y el sistema se frena a sí mismo: el Constitucional declaró inconstitucional en parte la ley de amnistía de 2024 (7.2, n.º 15), y avaló la ley que amplió un derecho, el del matrimonio (7.3, n.º 4).
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. La Constitución quiere jueces independientes (art. 117.1), y que doce de los veinte vocales del Consejo General del Poder Judicial sean «entre Jueces y Magistrados» (art. 122.3; 7.2, n.º 2). Hoy los veinte los designan las Cortes (6.4), igual que a los doce consejeros del Tribunal de Cuentas y a ocho de los doce magistrados del Constitucional, por tres quintos; otros dos los propone el Gobierno (6.4). Y el Fiscal General del Estado lo nombra el Rey «a propuesta del Gobierno»◦. No son diseños distintos, sino uno, repetido: quien debe ser controlado elige a quien lo controla (6.4).
2. El propio Constitucional lo advirtió. Al avalar la reforma de 1985 escribió que «La lógica del Estado de partidos empuja a actuaciones de este género», y que el riesgo «parece aconsejar su sustitución, pero no es fundamento bastante para declarar su invalidez» (STC 108/1986, FJ 13; 6.4). El Consejo estuvo cinco años y medio con el mandato caducado, de diciembre de 2018 a junio de 2024, y el GRECO llamó a ese bloqueo «un asunto de preocupación crítica» (7.2, n.º 2). En el mismo informe constató: «Las autoridades de España no han comunicado ninguna novedad»◦.
3. El dinero de los partidos. Quien lo fiscaliza, el Tribunal de Cuentas, lo eligen las Cámaras, es decir, los partidos; y si un partido sancionado recurre ante el Supremo, «la interposición del recurso suspenderá automáticamente la ejecución» (6.4).
4. De qué lado cae el freno. En lo que afecta al ciudadano, otro poder corrigió 2 de 43 extralimitaciones reales; en el organigrama del poder, 10 de 38 (7.4). El freno actúa más de cinco veces más a menudo cuando el poder se controla a sí mismo que cuando protege al ciudadano.
5. La puerta del ciudadano es estrecha. En 2025, de 9.089 recursos de amparo se admitieron 59 (5.1, n.º 19). La primera causa de inadmisión, en 5.401 casos, el 57,8 %◦, fue la falta de «especial trascendencia constitucional» (7.2, n.º 3): un filtro que no está en la Constitución, sino en la ley que el propio sistema escribió. Y las providencias de inadmisión «especificarán el requisito incumplido»◦: el ciudadano sabe qué requisito falló, no por qué su derecho no tenía trascendencia.
6. Los frenos que no muerden. Si la Administración no responde al Defensor del Pueblo, la consecuencia es que la nombre en su informe (7.3, n.º 9). Cuando es el ciudadano quien no responde a la Administración, llegan el recargo y el embargo, sin juez (cargo 13). Y cuando los tribunales resuelven, a veces tardan: la ley que amplió el matrimonio se avaló siete años después del recurso (7.3, n.º 4); la prisión permanente revisable, con un voto particular de tres magistrados (7.3, n.º 5).
Dónde aguanta: el freno existe y a veces funciona. El Constitucional anuló en parte la ley de amnistía y avaló una ley que amplió un derecho; la auditoría cuenta doce correcciones reales del poder (7.4); el consejero del Tribunal de Cuentas renuncia a su escaño; y el Consejo se renovó en 2024. La obra lo concede: el sistema todavía se frena a sí mismo alguna vez, y no es un mecanismo vaciado del todo (7.2). Pero un freno que funciona a veces no cambia la asimetría de conjunto: el cobro, blindado; el deber, aplazado (7.6).
Límite honesto: la obra no prueba que los controladores elegidos por las Cámaras decidan a favor de quien los eligió. Prueba quién los elige y de qué lado cae el freno cuando actúa (7.4). Y un patrón no prueba una intención (11.2, n.º 15).
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 25. La carga
La presunción: «Que cada uno contribuye según su capacidad, y no más».
La vara.
La ley de Dios: a los recaudadores, Juan el Bautista: «No exijáis más de lo que os está ordenado» (Lc 3:13; 3.2, P8). Y cuando Roboam respondió al pueblo «Mi padre agravó vuestro yugo, pero yo añadiré á vuestro yugo», el reino se dividió (1 R 12:14-16; 3.2, P2).
Las tradiciones: «sé como el florista, rey», que cuida la planta, y no como el carbonero, que la quema (Mahabharata 12.72; 3.2, P2). La misma tradición describe la trampa: subir la carga «como quien va aumentando poco a poco la carga de un novillo» (Mahabharata 12.89; 3.2, P2). Y Mencio rechaza también el impuesto demasiado bajo: el principio es la medida justa, no «cuanto menos, mejor» (3.2, P2).
Su propia ley: «Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio»◦.
Dónde está probado: la carga, con sus tres perfiles (8.4); lo que se lleva de cada jornada (8.3); las creencias sobre las cotizaciones y la presión fiscal (5.1, n.º 3 y 4); el límite de lo confiscatorio y las capas (7.6); quién sostiene a quién (8.6); y la carga que sube desde 1995 (9.1).
La pregunta: ¿cuál es el límite de la carga total que soporta el trabajo de una persona, sumadas todas las administraciones, y quién lo mide?
La defensa del Estado: la presión fiscal sobre el PIB es el indicador que usan la OCDE y Eurostat para comparar países, y España, con el 37,3 % en 2024, está por debajo de la media de la UE, el 40,3 % (8.4). Las cotizaciones de la empresa las paga legalmente el empleador, y así las registra la contabilidad nacional (5.1, n.º 3). Cada impuesto grava un hecho distinto (la renta, el consumo, la propiedad, la herencia), y la Constitución reparte el poder de crearlos: la potestad originaria es del Estado, y «Las Comunidades Autónomas y las Corporaciones locales podrán establecer y exigir tributos, de acuerdo con la Constitución y las leyes»◦. La Constitución prohíbe el alcance confiscatorio, y el Constitucional lo hace cumplir: anuló el cálculo de la plusvalía municipal (7.6). El autónomo cotiza según sus rendimientos netos, por tramos (8.4). La administración electrónica simplifica los trámites, y quien no quiera usarla puede no hacerlo: las personas físicas «podrán elegir en todo momento» (8.4). Lo que se cotiza da derecho a una pensión que la OCDE calcula en el 80,4 % del salario (8.4). Y las comparaciones entre el sueldo público y el privado son en bruto: no corrigen la cualificación ni la antigüedad, como la propia obra reconoce (8.6).
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. La Constitución pide contribuir según la «capacidad económica» y prohíbe el «alcance confiscatorio» (art. 31.1). Pero el único umbral concreto que ha fijado el Constitucional es el de la plusvalía: es confiscatorio pagar más de lo «realmente obtenido» (STC 126/2019; 7.6); y él mismo admitió «la dificultad de situar con criterios técnicamente operativos la frontera» (STC 150/1990; 7.6). Para la carga total sobre el trabajo no hay ningún límite fijado. Y la plusvalía se anuló solo hacia delante: lo cobrado y firme no se devolvió (5.1, n.º 9).
2. La cifra que se publica no es la carga de nadie. La presión fiscal es una media sobre toda la economía (8.4). Medida sobre lo que cuesta el trabajo de un asalariado medio, al menos 41 de cada 100 euros van a cotizaciones e IRPF, y hasta 53,6 con todas las capas (8.4): de cada jornada de ocho horas, 3 horas y 19 minutos (8.3). La nómina no enseña la cotización de la empresa: 9.243 euros sobre un salario bruto de 30.237 (8.4). De los 223.612 millones de cotizaciones de 2025, 161.409 los pagan los empleadores, y entre ellos las propias administraciones, con impuestos (5.1, n.º 3). Y la pensión prometida se paga en un sistema de reparto: la de quien cotiza hoy dependerá de quienes coticen después (8.6; cargo 15).
3. La carga ha subido. Impuestos y cotizaciones eran el 32,3 % del PIB en 1995 y el 37,3 % en 2024: unas 18 jornadas más de cada año (9.1).
4. Nadie suma las capas. El mismo patrimonio paga al ganarlo, cada año, al heredarlo y si sube de valor, sin coordinación entre administraciones (7.6); se publica cada dato, nunca la suma (8.6). Cumplir cuesta, además: gestores, asesores y abogados, que ninguna fuente oficial suma (8.4), y una asociación de autónomos cifra sus trámites en 226 horas al año (8.4), y para el asalariado no se ha encontrado ningún estudio del tiempo de atender las cartas del Estado, recoger notificaciones en Correos o ir al ayuntamiento (8.4). Y la cita previa obligatoria convierte en barrera la ayuda que la ley promete: el Defensor del Pueblo recomendó admitir escritos sin ella (8.4).
5. El autónomo lo paga todo. No tiene empresa que cotice por él: con la base más baja paga 2.470,56 euros al año, aunque gane poco (8.4).
6. Quién sostiene a quién. Al asalariado se le puede despedir con una indemnización tasada; al funcionario de carrera, solo por falta muy grave o condena; al parlamentario, nadie durante su mandato (8.6). Los representantes fijan su asignación (art. 71.4; 7.2): un senador de fuera de Madrid cobra unos 78.555 euros al año, y el salario medio en el sector privado es de 22.962 (8.6). Las pensiones de Clases Pasivas son el 6,6 % de las de los dos sistemas y se llevan el 10,9 % de lo que se paga (cargo 23).
Dónde aguanta: la presión fiscal de España está por debajo de la media de la UE, y la pensión que promete es alta en comparación (8.4). El límite de lo confiscatorio existe, y funcionó una vez (7.6). La ley deja a las personas físicas elegir no relacionarse con la Administración por medios electrónicos (8.4). Y el autónomo tiene una cuota reducida durante los doce meses naturales siguientes al alta◦; su cuantía la fija cada ley de presupuestos, y los 80 euros al mes solo constan, en la Ley 31/2022, para quienes se dan de alta en Cuenca, Soria y Teruel, durante 36 meses◦. Y las comparaciones entre lo público y lo privado son en bruto (8.6).
Límite honesto: las capas 2 a 5 de la carga son estimaciones y una hipótesis, y las 226 horas son el dato de una asociación del sector (8.4). Que la suma sea «servidumbre», en el sentido estricto de la palabra, excede lo que prueban los datos (8.4). La obra mide la carga; no prueba que se busque (11.2, n.º 15).
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 26. La responsabilidad
La presunción: «Que el Estado responde de los daños que causa, como cualquiera».
La vara.
La ley de Dios: quien retuvo lo que se le confió «lo restituirá, pues, por entero, y añadirá á ello la quinta parte» (Lv 6:4-5; 5.2). La reparación es entera, y algo más.
Las tradiciones: «Nadie cargará con la carga ajena» (Corán 6:164; 3.2, P7): cada uno responde de lo suyo.
Su propia ley: la Constitución garantiza «la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos»◦, y el derecho a ser indemnizado «por toda lesión» que sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos (art. 106.2; 10.6).
Dónde está probado: el derecho a compensación, en sus cinco frentes y hasta el legislador (10.6); la responsabilidad personal, como es (10.4); la institución fuera del Código Penal y del concurso (11.2, n.º 17); y los aforados y el algoritmo del bono social (8.5).
La pregunta: ¿cuántas veces ha exigido la Administración a su personal lo que pagó por un daño causado con dolo o culpa grave, y dónde se publica?
La defensa del Estado: el ciudadano ya tiene vías reales para reclamar: la Administración responde de los daños que cause su funcionamiento, y el ciudadano puede recurrir sus actos, acudir al Defensor del Pueblo y a los tribunales (10.4 y 10.6). Responde de forma objetiva, sin que el ciudadano tenga que probar la culpa: un estándar más exigente que el que se aplica entre particulares, que sí tienen que probarla (10.6). Responde el Estado por el error judicial (Constitución, art. 121), responde el legislador (Ley 40/2015, art. 32.3) y responde hasta el Tribunal Constitucional por su funcionamiento anormal (art. 32.8; 10.6). Una vez indemnizado el ciudadano, la Administración exige la responsabilidad a quien actuó con dolo, o culpa o negligencia graves (Ley 40/2015, art. 36.2; 10.4). Y una directiva europea extiende la responsabilidad a los productos digitales defectuosos desde el 9 de diciembre de 2026 (10.6).
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley, los plazos. El ciudadano tiene un año: «El derecho a reclamar prescribirá al año de producido el hecho o el acto que motive la indemnización»◦. Y si la Administración no contesta en seis meses, «podrá entenderse que la resolución es contraria a la indemnización del particular»◦: su silencio juega contra quien reclama, que tiene que ir entonces a los tribunales.
2. La justicia decide si la justicia se equivocó. La reclamación por error judicial «deberá ir precedida de una decisión judicial que expresamente lo reconozca», y la acción para obtenerla se pide «inexcusablemente en el plazo de tres meses»◦. El simple retraso no basta (10.6). Y cuando el anormal es el Constitucional, la indemnización la fija el Consejo de Ministros (Ley 40/2015, art. 32.8; 10.6): el Gobierno decide lo que se paga.
3. ¿Quién responde? Por el daño de un servicio público, el ciudadano reclama a la Administración, no al empleado (Ley 40/2015, art. 36.1; 10.4), y si la Administración repite después contra quien actuó con dolo o culpa grave, lo decide ella misma (art. 36.2). La institución queda fuera del Código Penal y del concurso, y 17.603 cargos están aforados (11.2, n.º 17; 8.5). El daño lo paga el conjunto de los contribuyentes.
4. Las vías son lentas; el cobro, no. En 2025, el Constitucional admitió 59 de 9.089 recursos de amparo (5.1, n.º 19), mientras el cobro de la Administración es inmediato y con recargo (cargo 13).
5. El mandato sin cumplir. Una asociación profesional de la Guardia Civil tuvo que acudir al Tribunal Supremo para que la Administración desarrollara por reglamento el art. 30.2 de la LO 11/2007, «reformado por la Ley Orgánica 9/2015, de 28 de julio»: la STS 291/2022, de 8-III-2022, la condenó a «iniciar el desarrollo reglamentario», no a terminarlo; el mandato era de 2015, y habían pasado unos siete años◦.
6. Sin ver el programa, no hay daño que probar. La Administración decide con un programa, BOSCO, quién recibe el descuento en la luz de los hogares vulnerables, y conocer su código costó más de seis años de pleitos (8.5). Si no se sabe cómo decide un programa, es difícil probar que causó un daño.
Dónde aguanta: en este frente la ley pide más al Estado que a los particulares: responde sin que nadie pruebe su culpa, y la obligación alcanza hasta el legislador y el Constitucional (10.6). La obra lo concede: no todas las asimetrías juegan contra el ciudadano. Y las vías existen, con letra clara: son el mapa de lo que el propio ordenamiento ya permite (10.4).
Lectura del autor: ¿quién da la cara? Cuando una persona causa un daño, responde ella, con su nombre (Código Civil, art. 1902; 10.6). Cuando lo causa la Administración, responde la máscara (5.3), con el dinero de todos, también con el de quien sufrió el daño; y quien firmó detrás de ella responde solo si la propia Administración decide pedírselo. Dios hizo al hombre a su imagen (Gn 1:27; 2.3): una persona, con rostro. La criatura de la ley no tiene rostro, y por eso no puede dar la cara por sí misma (cargo 3): tiene que darla quien actúa en su nombre.
Límite honesto: la obra no tiene ninguna cifra de cuántas veces repite la Administración contra su personal, y no afirma que no lo haga: por eso lo pregunta. El camino para reclamar es estrecho, pero existe (10.6).
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 27. El diseño legal que enfrenta a la gente
La presunción: «Que la ley protege por igual a todas las partes».
La vara.
La ley de Dios: «El primero en su propia causa parece justo; Y su adversario viene, y le sondea» (Pr 18:17; 11.1). Antes de decidir, se oye a las dos partes.
Las tradiciones: «Si un malvado os trae una noticia, examinadla bien, no sea que lastiméis a gente por ignorancia» (Corán 49:6; 3.2, P7). Y Mencio: aunque todo el pueblo pida un castigo, primero hay que examinar (3.2, P7).
Su propia ley: «Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social»◦. Y rige la presunción de inocencia (art. 24.2; cargo 20).
Dónde está probado: el diseño legal que enfrenta a la gente, en sus seis frentes (7.7); y la ocupación, con su cifra (10.7).
La pregunta: ¿con qué prueba se decide, en el primer momento, quién se queda en una vivienda, quién recibe una orden de protección y quién deja de ver a sus hijos, y cómo se repara si se decidió mal?
La defensa del Estado: la letra protege a todas las partes. El propietario tiene una vía rápida: pueden pedir «la inmediata recuperación de la plena posesión» de una vivienda la persona física propietaria o poseedora legítima, las entidades sin ánimo de lucro y las entidades públicas de vivienda social (7.7, n.º 1; 10.7); y la usurpación y el allanamiento de morada son delitos, y se cuentan: 16.426 en 2024 (10.7). La denuncia por violencia sobre la mujer no basta por sí sola: el juez decide en una audiencia urgente, y deniega con frecuencia: en el segundo trimestre de 2025 no se acordó el 32,3 % de las órdenes de protección (7.7, n.º 2). Las condenas por denuncia falsa son, de media, el 0,007 % de las denuncias de 2009 a 2025 (7.7, n.º 3). La mediación no cabe cuando hay violencia, porque la desigualdad entre las partes impide negociar en libertad, y lo pide el Convenio de Estambul, que España ratificó◦. Y suspender las visitas cuando hay indicios de que el menor presenció o sufrió la violencia protege al menor; el progenitor investigado puede pedir que no se suspendan (7.7, n.º 6).
Los contrapuntos de la obra:
1. Con su propia ley. El Convenio obliga a prohibir «los modos alternativos obligatorios de resolución de conflictos, incluidas la mediación y la conciliación»◦: los obligatorios. La ley española va más allá: «está vedada la utilización de los medios adecuados de solución de controversias» (Ley Orgánica del Poder Judicial, art. 89.9; 7.7, n.º 5), aunque las dos partes los quisieran. Es una decisión de diseño propia, no una exigencia del Convenio.
2. El fallo está en el primer momento. La letra protege al propietario, pero en el primer contacto policial hay que distinguir en minutos lo que un juzgado tarda meses en aclarar: en Torrejón de Ardoz fue la familia de la propietaria la que tuvo que salir del piso (7.7, n.º 1). Y la cifra de Interior no es el fenómeno completo: quien deja de pagar la renta y no se marcha es un asunto civil, y no entra en ella (10.7).
3. Decidir antes de saber. En 2024 se dictaron 4.155 suspensiones del régimen de visitas, decididas al principio del proceso, cuando la prueba suele limitarse a las declaraciones de las partes (7.7, n.º 6). Y la cifra de denuncias falsas mide también cuánto se persigue la denuncia falsa, y no solo cuántas hay; es una hipótesis sobre lo que no se mide, no un dato que la contradiga (7.7, n.º 3).
Dónde aguanta: en los tres frentes, la letra defiende a quien la crítica dice desprotegido: el propietario tiene la vía rápida; el denunciado, la audiencia y una tasa real de denegaciones; el progenitor investigado, el derecho a pedir que no se suspendan las visitas. Ninguna norma ordena tratar al propietario como intruso, y la letra no distingue por sexo (7.7).
Límite honesto: la obra no juzga a quien denuncia ni a quien es denunciado, ni pide menos protección para nadie: juzga un diseño que obliga a decidir deprisa, con la prueba todavía sin construir, y pide más prueba en el primer momento (7.7). Lo de Torrejón es un caso contado por la prensa, no una estadística (7.7). Y un diseño que enfrenta a la gente no prueba que nadie lo quisiera así (7.7; 11.2, n.º 15).
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Cargo 28. La economía real
La presunción: «Que las decisiones económicas se tomaron por el bien común».
La vara.
La ley de Dios: «Por sus frutos los conoceréis» (Mt 7:16; 0.5). Y «Doble pesa y doble medida, Abominación son á Jehová ambas cosas» (Pr 20:10; 5.2).
Las tradiciones: el rey debe dar al pueblo medios para que prospere (Kutadanta Sutta, Digha Nikaya 5; 3.2, P2).
Su propia ley: «Toda la riqueza del país en sus distintas formas y sea cual fuere su titularidad está subordinada al interés general» (Constitución, art. 128.1; 7.2, n.º 5).
Dónde está probado: la industria, el campo y la vivienda (8.7); la deuda primero (7.2, n.º 4) y sus intereses (8.6); el salario real (cargo 10); y la vivienda (8.8).
La pregunta: ¿qué evaluación publicada midió después si la reconversión, las privatizaciones y las normas del campo sirvieron al interés general al que la Constitución subordina toda la riqueza del país?
La defensa del Estado: la industria pesada no podía sostenerse: la norma de 1981 partía de que «La situación de crisis por la que atraviesan sectores básicos de nuestra industria exige un planteamiento específico y la adopción de medidas de reconversión industrial» (Real Decreto-ley 9/1981, preámbulo), y la de 1983 se llamó de Reconversión y Reindustrialización: buscaba sustituir lo que ya no se sostenía (8.7). Las privatizaciones abrieron mercados, ingresaron 12.481 millones de euros en 1997 y 13.083 en 1998, y las hicieron Gobiernos de distinto signo (8.7). España volvió en 2025 a ser la duodécima economía del mundo por su PIB (8.7). Y las normas del campo protegen al consumidor: en 2023, los controles de toda la UE analizaron 132.793 muestras de alimentos, con un 98 % de cumplimiento (8.7).
Los contrapuntos de la obra:
1. La obra lo concede, y añade el coste. La pérdida venía de antes: entre 1977 y 1982 la industria perdió 600.000 empleos (8.7). Pero el coste lo pagaron comarcas enteras, y el mismo actor que levantó la industria pesada durante la autarquía la desmontó después (lectura del autor, 8.7).
2. Una venta se cobra una vez. Los ingresos de las privatizaciones entraron una sola vez, y la deuda siguió creciendo hasta tener «prioridad absoluta» en la Constitución desde 2011 (art. 135.3; 7.2, n.º 4): en 2024, sus intereses fueron 38.793 millones de euros (8.6).
3. El tamaño no es el bienestar. El puesto de España sube y baja según el año y la medida: octava en 2007, decimoquinta en 2024 y duodécima en 2025 (8.7). Y de 1993 a 2023 el salario medio real subió un 4,0 % en España, frente al 28,1 % en Francia y el 21,0 % en Alemania (cargo 10). Una vivienda cuesta 8,36 años de la renta bruta de un hogar mediano; y, en el ejemplo de un sindicato, parte interesada, un trabajador de la hostelería de Madrid necesitaría 58 años (8.8).
4. Dos medidas para el campo. Las muestras de fuera de la UE incumplían el 3,4 %, el triple que las de dentro, el 1,0 % (8.7). Según una organización ecologista, parte interesada, con los datos oficiales, el 9,63 % de los alimentos importados en España contenía plaguicidas no autorizados en la UE, frente al 4,70 % de los de aquí (8.7). Si se exige más a quien produce aquí que a quien importa, no es una sola medida: por eso las cláusulas espejo siguen en debate (8.7).
Dónde aguanta: la pérdida de empleo industrial empezó antes de la reconversión; las privatizaciones no son de un solo color político; lo que se controla en el campo europeo cumple en un 98 %; y el puesto de España volvió a subir en 2025 (8.7).
Lectura del autor: lo que se levantó con dinero público se vendió por decisión de cada Gobierno, sin preguntar a quienes lo habían pagado; y lo que se cobra una vez no vuelve.
Límite honesto: la obra no prueba que estas decisiones se tomaran contra el bien común: mide sus frutos, y dice también los que no encajan (8.7). Que el puesto de España suba o baje no depende de una sola decisión, y la causa de la vivienda sigue abierta (8.8). Y un patrón no prueba una intención (11.2, n.º 15).
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de la institución: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
Lo que dicen juntos los veintiocho cargos
Conclusión, lo que arrojan los datos: los veintiocho cargos son presunciones: lo que el Estado da por cierto sin probarlo. En cada uno se ha oído su mejor defensa, con sus leyes y sus sentencias, y se ha dicho dónde aguanta; lo que la obra concede se queda en su capítulo, como límite honesto. Lo que se repite de un cargo a otro es la dirección de la presunción: a favor de quien manda. Los actos de la Administración se presumen válidos (cargo 20), la palabra de su agente hace prueba (cargo 21) y su cobro no espera al juez (cargo 13); y lo que la Constitución promete al ciudadano se incumple el doble que lo que organiza al poder (7.4). También se dice lo que no encaja: en la responsabilidad por daños, la ley pide más al Estado que a los particulares (cargo 26), y el freno entre poderes funciona en casos reales (cargo 24).
Lectura del autor: el Estado dice que sin sus presunciones no podría funcionar (cargo 20). Esa confesión indica la dirección: un sistema que solo se sostiene presumiendo a su favor, y no probando, se apoya en lo contrario de la verdad, que en esta obra es lo comprobado con fuente (0.4). Esto apunta hacia el padre de la mentira (Jn 8:44). En palabras del autor: «la presunción es el mayor engaño de la humanidad […]: son las grietas por donde se filtró el mal al sistema». Lo contrario de la grieta es el honor, «el valor más alto de un ser, que está alineado con su palabra, su pensamiento, su acción y su sentir»: lo que pide la ley de Dios cuando manda que el sí sea sí (Mt 5:37; 5.2).
Veintiocho presunciones, veintiocho preguntas. Si las respuestas llegan, el jurado las juzgará; si no llegan, el silencio también es un fruto: «Por sus frutos los conoceréis» (Mt 7:16).
11.4 La defensa frente al dictamen
La idea: frente al dictamen de la obra, «opinión desfavorable» (9.1), el Estado tiene trece objeciones. Cada una se oye en su mejor forma y se responde una vez. La obra concede lo que es cierto en cinco, y lo que queda en pie es la misma vara.
Lo que se juzga. El dictamen de la obra sobre el sistema es «opinión desfavorable»: sus cuentas no ofrecen la imagen fiel de lo que debe a los ciudadanos, y existe una incertidumbre material sobre su capacidad para continuar tal como es (9.1). El dictamen es del autor; los hechos, de todos (0.2); y el veredicto será del jurado (9.1). Aquí se oye lo que el Estado le opondría, con el orden de un cargo (11.1). Las objeciones vienen de los capítulos 6 a 9; las que decían lo mismo con otras palabras se oyen una sola vez.
La presunción: «Que las cuentas del Estado dan la imagen fiel de lo que debe».
La vara.
La ley de Dios: «Doble pesa y doble medida, Abominación son á Jehová ambas cosas» (Pr 20:10; 5.2). Una sola medida para todos.
Las tradiciones: nadie debe ser juez en su propia causa (1.7).
Su propia ley: una sociedad debe disolverse «Por pérdidas que dejen reducido el patrimonio neto a una cantidad inferior a la mitad del capital social» (Ley de Sociedades de Capital, art. 363.1.e; 9.1), y el auditor debe indicar las «incertidumbres significativas o materiales» sobre la capacidad de la entidad «para continuar como empresa en funcionamiento» (Ley 22/2015, art. 5.1.e; 9.1).
Dónde está probado: la Constitución frente a los hechos (capítulo 7), los frutos (capítulo 8) y el dictamen (9.1).
La pregunta: si la regla que el sistema aplica a cualquier sociedad lo pondría en causa de disolución, ¿con qué regla se mide su solvencia, quién la aplica y dónde se publica, junto a la deuda oficial, lo que ya ha prometido pagar?
La vara y el formato
1. «Un Estado no es una empresa».
La defensa del Estado: la vara mercantil no sirve para un Estado. Una sociedad se disuelve porque no puede pagar; un Estado tiene poder tributario y no desaparece. Por eso la ley lo excluye del concurso: «Las entidades que integran la organización territorial del Estado, los organismos públicos y demás entes de derecho público no podrán ser declarados en concurso»◦. No es un privilegio: es su naturaleza.
Lo que la obra responde: concedido en su capítulo: un Estado no es una sociedad mercantil, y lo que prueban los datos es la causa de disolución con esa regla, no una quiebra en sentido legal (capítulo 9, límite honesto). Pero la vara es justamente esa: medir al sistema con la regla que él aplica a cualquier persona o empresa (0.5). La exclusión del concurso la escribe él mismo, y nadie debe ser juez en su propia causa (1.7). Su poder tributario no resuelve la deuda: la traslada a quien paga, que es a la vez su acreedor (9.1). Y con la ley de Dios, una medida para sí y otra para los demás es «Abominación» (Pr 20:10; 5.2).
Dónde aguanta: el Estado sigue pagando y obteniendo préstamos. No está en quiebra legal, y la obra no lo dice (capítulo 9, límite honesto).
2. «La deuda de pensiones no vence hoy».
La defensa del Estado: los 6,13 billones de euros en pensiones ya prometidas no son una deuda exigible hoy: el propio INE advierte que son el valor actual de pagos futuros (5.1, n.º 24), y el sistema de reparto los paga con las cotizaciones de cada momento, como ha hecho siempre. Y la Constitución las garantiza: «Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad»◦.
Lo que la obra responde: el dictamen recoge esa misma advertencia (9.1). Pero pagar a los de antes con lo que se pide a los que vienen detrás es lo que la lectura del autor llama pirámide (9.1). Del Fondo de Reserva, la hucha, se dispusieron 80.337 millones de euros entre 2012 y 2019, y hoy se rellena con una cotización nueva que pagan trabajadores y empresas desde 2023 (8.6). La garantía del art. 50 la pagan los mismos ciudadanos, mientras el pago de la deuda «gozará de prioridad absoluta» (art. 135.3; 7.2, n.º 4). Y quienes aún no han nacido no han consentido esa carga (cargo 9).
Dónde aguanta: nadie reclama hoy esos 6,13 billones, y compararlos con la deuda oficial es un cálculo de la obra (capítulo 9, límite honesto).
3. «Un dinero sin respaldo material es la norma mundial».
La defensa del Estado: desde 1971, el sistema monetario internacional es fiduciario (8.1), y la mejor evidencia histórica no culpa de la Gran Depresión a la moneda sin respaldo, sino a la rigidez del oro (8.1). No hay nada anómalo en ello.
Lo que la obra responde: la obra lo recoge con la misma evidencia (8.1). Lo que el dictamen mide es el efecto: 100 euros guardados el 1 de enero de 1971 compran hoy lo que entonces 3,90, y la subida de los precios rebajó la deuda pública, en términos reales, en 306.760 millones de euros entre 2021 y 2025 (8.3). Que sea la norma en todo el mundo no cambia quién paga la pérdida de valor: quien guardó (cargo 4).
Dónde aguanta: es la norma en todo el mundo, y la obra no culpa a la moneda sin respaldo de la Gran Depresión (8.1).
4. «"Opinión desfavorable" no es una auditoría oficial».
La defensa del Estado: la obra no es un auditor inscrito ni un órgano de control. Usar el formato de la ley de auditoría (Ley 22/2015, art. 5.1.e) para dictaminar sobre el Estado no tiene ningún valor oficial.
Lo que la obra responde: es cierto, y la obra lo dice: usa el formato para que su conclusión se lea con categorías conocidas, no para darle un valor que no tiene (9.1). Los datos no son del autor: salen de las cuentas y las estadísticas del propio Estado (el Tribunal de Cuentas, el INE, la Seguridad Social, el BOE) y de Eurostat (capítulos 7 a 9). El método se puede repetir (anexo G), y cada institución tiene su defensa escrita antes del veredicto (11.2 y 11.3).
Dónde aguanta: entera. El dictamen no tiene valor oficial, y la obra lo suscribe.
5. «Anunciar el cierre de una forma de gobierno invita a desobedecer».
La defensa del Estado: declarar que esta forma de gobierno ha llegado a su final deslegitima las instituciones democráticas, y puede leerse como una invitación a no cumplir la ley. Y la ley obliga a todos: «Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico»◦.
Lo que la obra responde: el propio dictamen lo descarta por escrito: no exime a nadie de sus obligaciones vigentes, y es el diagnóstico que funda la reforma, no una orden de desobediencia (9.1). El cierre que anuncia es el de una forma de gobierno, no el de la comunidad, el orden o la ley, y va como lectura del autor (9.1). Y el camino que propone es el que la propia ley ofrece: la petición documentada (10.4), la metamorfosis a la que se invita (0.2) y la revisión total que la Constitución dejó abierta (art. 168; 5.2). La objeción general, que retirar la creencia es invitar a desobedecer, ya se respondió (11.2, n.º 22).
Dónde aguanta: la Constitución no recoge un derecho de resistencia (6.5), y la obra no lo reclama.
La auditoría de España
6. «España tiene un perfil mixto».
La defensa del Estado: la propia obra concluye que España no es un orden de acceso limitado: hay sanciones, disoluciones judiciales, sentencias que anulan y partidos nuevos que han entrado (6.4). Tiene un perfil mixto, con mecanismos reales de acceso abierto. Luego no hay un problema estructural, sino defectos concretos que se pueden ir corrigiendo.
Lo que la obra responde: el perfil mixto es exacto, y dice dónde falla: en las puertas. Los órganos de control, el Consejo General del Poder Judicial, el Tribunal de Cuentas y parte del Constitucional, los eligen las Cámaras por tres quintos, es decir, los partidos a los que controlan (6.4). Y la vía del ciudadano para cambiarlo la cierra su propia ley: la iniciativa popular «No procederá […] en materias propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacional»◦, y la ley electoral y la del poder judicial son orgánicas (6.4). Un defecto que nadie puede corregir desde fuera no es un defecto concreto: es el diseño.
Dónde aguanta: España no es un orden de acceso limitado puro, y la obra lo dice: el método no encontró la condena total (6.4).
7. «El Estado cumple la mayor parte de su Constitución».
La defensa del Estado: 93 de sus 169 artículos se cumplen sin incidencia relevante (7.1). El Estado cumple la mayor parte de su Constitución.
Lo que la obra responde: concedido en su capítulo (capítulo 9, límite honesto). Pero el hallazgo no es la cifra total, sino dónde recae el incumplimiento: en el 62,1 % de los artículos sobre el bien común, frente al 27,2 % de los que regulan el organigrama del poder (7.4). Cuando hubo una extralimitación real, otro poder la corrigió en el 26,32 % de los casos del organigrama y en el 4,65 % de los del bien común (7.4). Se cumple lo que organiza al poder y se aplaza lo que se promete al pueblo: el cobro blindado y el deber aplazado (7.6). Y la Constitución se dio como fin «el bien de cuantos la integran» (preámbulo; 11.2).
Dónde aguanta: la mayor parte de los artículos se cumplen, y la obra lo reconoce (7.1).
8. «Las amenazas corregidas prueban que el sistema se frena a sí mismo».
La defensa del Estado: que haya habido amenazas y que algunas se hayan corregido demuestra que el sistema funciona: hay doce intentos frenados por los tribunales (7.4). Tiene mecanismos para frenarse a sí mismo.
Lo que la obra responde: en el bien común, el 65,2 % de los artículos ha estado alguna vez bajo una amenaza real, y el freno actuó en 2 de 43 extralimitaciones (7.4). Cuando el Constitucional anula una norma tributaria, lo pagado y firme no se devuelve: el freno llega tarde y no repara (5.1, n.º 9; 7.2). Y las dos puertas de reforma no se parecen: la que dio prioridad absoluta a la deuda se votó en las dos Cámaras entre el 2 y el 7 de septiembre de 2011, sin referéndum, porque no lo pidió la décima parte de ninguna Cámara (art. 167.3; 8.1); la revisión total, la que permitiría al pueblo revisar el conjunto, exige dos tercios de cada Cámara, disolverlas, que las nuevas la ratifiquen por dos tercios y un referéndum (5.2).
Dónde aguanta: no es tiranía sistemática: los contrapesos actúan, y el sistema se corrigió en casos reales (capítulo 7, límite honesto).
9. «La lectura de conjunto» y «la conclusión de conjunto»: los frutos.
La defensa del Estado: España se constituye en «un Estado social y democrático de Derecho»◦, y lo es, con logros reales: sanidad universal, una pensión que la OCDE calcula en el 80,4 % del salario y una esperanza de vida de 84 años (8.4). Un sistema que da esos frutos no puede llamarse un sistema que solo se sirve a sí mismo.
Lo que la obra responde: la obra reconoce esos frutos, y por eso los mide con la misma vara (capítulo 9, límite honesto). El incumplimiento recae el doble en lo que la Constitución promete al pueblo, el 62,1 % de esos artículos, que en lo que organiza al poder, el 27,2 % (7.4). De cada jornada de ocho horas de un asalariado medio, 3 horas y 19 minutos se van en IRPF y cotizaciones (8.3): el ciudadano cumple su parte de forma automática. En 2025, el 33,8 % de los menores de 18 años estaba en riesgo de pobreza o exclusión social (7.5). Y las pensiones ya prometidas, 6,13 billones de euros, no figuran en la deuda oficial, mientras la Seguridad Social lleva ocho cierres seguidos con patrimonio neto negativo (9.1).
Dónde aguanta: los frutos son reales, y parte del aumento del gasto se explica porque se vive más (9.1; capítulo 9, límite honesto).
La forma y la historia
10. «"Una forma sin sustancia es corrupción" es una idea moral, no jurídica».
La defensa del Estado: «corrupción» es una categoría moral y filosófica, no jurídica. Las instituciones españolas conservan su sustancia: elecciones libres, tribunales que funcionan, prensa libre. Y aplicarles un criterio de Aristóteles o de Confucio no es una auditoría.
Lo que la obra responde: con su propia vara: el criterio no es solo de filósofos antiguos, sino del propio auditado. La norma internacional de los tribunales de cuentas define la auditoría de desempeño por «los principios de economía, eficiencia y eficacia»: no mide si se siguió el procedimiento, sino si se logró el resultado (ISSAI 300; 7.5). Con esa vara, se incumple el 62,1 % de los artículos de la Constitución sobre el bien común (7.4). Y la obra dice lo que el criterio no permite: no declara corrompida a una institución entera, sino casos puntuales, cada uno con su fuente (7.5).
Dónde aguanta: la corrupción de la forma es un diagnóstico puntual, no una sentencia: dos de los siete casos están reparados o en reparación, y dos son lagunas de diseño (capítulo 7, límite honesto).
11. «Comparar a España con los diez casos es ilegítimo».
La defensa del Estado: aquellos casos, la India colonial, los regímenes comunistas de Europa, Marcos, Suharto o el apartheid, eran colonias o dictaduras. España es una democracia con elecciones libres, y compararla con ellos es ilegítimo.
Lo que la obra responde: la obra no los equipara: lo que comparten no es el régimen, sino la secuencia. Primero se agota la sustancia del poder, y consta por escrito; solo después el pueblo deja de sostenerlo (9.2). Y no todos eran colonias o dictaduras: en Inglaterra, el conflicto fue con un rey que pretendía suspender las leyes sin el Parlamento; en Islandia, tras la quiebra de sus tres mayores bancos, dimitió el Gobierno y hubo elecciones: el cambio se hizo por las vías ordinarias (9.2). El camino de la obra es pacífico y legal: la constancia escrita, el Registro y este juicio (capítulo 10).
Dónde aguanta: los diez casos son constancia histórica, no una ley de la historia, y la comparación con España la hace el autor, no los datos (capítulo 9, límite honesto).
Los frutos
12. «La confianza alta entre la gente prueba que el marco funciona».
La defensa del Estado: si la confianza entre los ciudadanos es alta, es porque viven en un marco de seguridad, justicia y servicios públicos que lo hace posible. El mérito es también de las instituciones.
Lo que la obra responde: si el mérito fuera del marco, se confiaría también en él, y no es así. El mismo estudio que encuentra «un grado de confianza entre la ciudadanía elevado» encuentra que «la confianza institucional es generalmente baja: ninguna administración (local, autonómica, central, europea) consigue el aprobado en España» (EsadeEcPol; 8.9). En julio de 2020, en plena pandemia, la confianza entre la gente estaba por encima de la de 2014, y lo sigue estando (CIS; 8.9): fue la gente la que respondió. Y la desconfianza en las instituciones tiene motivos medidos: el Consejo de Transparencia recibió 2.767 reclamaciones en 2025 (10.2).
Dónde aguanta: el marco hace su parte, y la obra no mide cuánto de esa confianza se le debe.
13. «Decir que "el sistema creó los problemas" es un salto».
La defensa del Estado: la conclusión con que se cierra el capítulo de los frutos, que el sistema ha creado los problemas actuales, no se deduce de los datos: la propia obra deja abierta la pregunta por la causa de la vivienda y de la fecundidad (8.8).
Lo que la obra responde: es cierto, y por eso la obra la marca como lo que es: lectura del autor, separada de la conclusión de los datos (8.9). Lo que arrojan los datos es más modesto: la confianza entre las personas es hoy mayor que hace doce años, la desconfianza apunta a las instituciones, y el diseño legal enfrenta a la gente sin que nadie tenga que actuar de mala fe (8.9; 7.7). El problema no está en la gente. La obra deja al lector las dos capas, una al lado de la otra (0.3).
Dónde aguanta: entera, como conclusión de los datos: la causa no está demostrada (capítulo 8, límite honesto).
Conclusión, lo que arrojan los datos: de las trece objeciones, la obra concede lo que es cierto en cinco: un Estado no es una empresa y no está en quiebra legal; el dictamen no tiene valor oficial; la mayor parte de la Constitución se cumple; los frutos son reales; y que el sistema creó los problemas es lectura del autor. Ninguna de esas concesiones toca los hechos en que se apoya el dictamen: la Seguridad Social lleva ocho cierres seguidos con patrimonio neto negativo, las pensiones ya prometidas no figuran en la deuda oficial, y la ley que el sistema escribe lo excluye del concurso (9.1); el incumplimiento recae el doble en lo que se promete al pueblo, y el freno lo protege menos (7.4). Con la regla que aplica a cualquier empresa, el sistema estaría en causa de disolución (9.1).
Límite honesto: lo que la obra concede frente al dictamen está en su capítulo (capítulo 9, «Límite honesto de la prueba»), y aquí no se repite. El dictamen es del autor; el veredicto será del jurado (9.1).
La última palabra: ante la ley de Dios, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la ley natural, la verdad ya ha sido expuesta. Ante la costumbre, la verdad ya ha sido expuesta. Ahora, con tus propias reglas y con las normas con que te construiste, tienes la palabra: tienes la oportunidad de defenderte en verdad.
Respuesta de las instituciones: pendiente; se registrará la respuesta o el silencio.
11.5 Las preguntas para el juicio y el relevo
La idea: las preguntas para el juicio van a las instituciones, y cualquiera puede enviarlas ya; las preguntas para el relevo, a quien quiera seguir investigando. El relevo es la invitación a continuar la obra con el mismo método.
Dos clases de preguntas. Las preguntas para el juicio van dirigidas a las instituciones, que serán invitadas a responderlas; cualquiera puede enviarlas ya por escrito. Las preguntas para el relevo son las que aún necesitan investigación, para quien quiera continuar la obra.
Las preguntas para el juicio
Cada cargo tiene su pregunta (11.3), y el dictamen la suya (11.4). Aquí van ordenadas por destinatario las del catálogo de la obra: las que ya están en un cargo solo se nombran, con su número; las demás se escriben enteras. Cada institución será invitada a responderlas, y su respuesta, o su silencio, quedará registrada. Mientras tanto, cualquier ciudadano puede enviarlas por escrito con los modelos del botiquín (10.5) y guardar la respuesta o el silencio; cuando exista el Registro de los frutos, quedará constancia en él (10.8).
Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones: ¿qué parte de lo que he cotizado está a mi nombre, y qué norma garantiza la cuantía de mi pensión futura? Y la del Fondo de Reserva (cargo 15).
Intervención General de la Administración del Estado: ¿cuánto cotizaron en 2025 las administraciones públicas por su propio personal? Y la de la partida de vejez (cargo 23).
Ministerio de Hacienda: ¿qué porcentaje del coste laboral de un asalariado medio va, sumadas todas las capas, a impuestos y cotizaciones? ¿Cuánto ha recaudado de más el IRPF estatal desde 2015 por no actualizar la escala y el mínimo con la inflación? (5.1, n.º 5). ¿Qué partidas de gasto social quedaron por debajo de lo presupuestado en los años en que se pagaron íntegros los intereses de la deuda? Y la del concurso (cargo 5).
Ministerio de Hacienda y Banco de España: la de la inflación y la deuda (cargo 14).
Ministerio de Hacienda y Federación Española de Municipios y Provincias: ¿cuánto se recaudó con la plusvalía anulada que no se ha devuelto? (5.1, n.º 9).
Banco de España: ¿cuánto poder adquisitivo han perdido desde 2005 los ahorros depositados a la vista? Y las del dinero (cargos 17 y 18).
Ministerio de la Presidencia: ¿cuántos decretos-leyes de esta legislatura se convalidaron sin tramitarse como ley? Y las del consentimiento y la urgencia (cargos 11 y 12).
Agencia Tributaria: ¿cuánto pagó Hacienda en 2025 por devolver tarde? Y la del recargo (cargo 13).
Ministerio de Vivienda: ¿qué ley permite hoy a un ciudadano reclamar ante un juez su derecho a una vivienda digna?
Congreso de los Diputados: la de la representación (cargo 6).
Junta Electoral Central: ¿qué norma obliga a los partidos a que sus afiliados o sus votantes elijan a los candidatos de las listas?
Tribunal Constitucional: ¿por qué motivos se inadmitieron los recursos de amparo de 2025, y cuántos sin motivar?
Defensor del Pueblo: la del bien común (cargo 10).
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno: la de lo que cobran los cargos públicos (cargo 22).
Real Academia Española: ¿en qué edición entró el sentido económico de «inflación», con qué definición, por qué se suprimieron después «notable» y «con efectos desfavorables», y qué parte del presupuesto de la Academia procede de fondos públicos? (5.1).
INE y Ministerio de Hacienda: ¿por qué los compromisos de pensiones no se publican junto a la cifra de deuda pública, y cuándo se actualizará la tabla de 2021? (5.1, n.º 24).
Las preguntas para el relevo
Lo que la obra no ha podido comprobar queda escrito, con su dificultad, para quien quiera seguir:
las ediciones del diccionario de la Academia entre 1925 y 1992, que no se han podido consultar: en cuál entró el sentido económico de «inflación» (5.1); y cualquier otra palabra cuyo significado oficial se haya movido de la causa al efecto. Basta comparar las ediciones originales, con su fecha, y dejar constancia;
la causa de los mínimos de la vivienda y de la fecundidad, que sigue abierta (8.8);
los casos en que el pueblo dejó de obedecer y el poder no cayó, y qué vino después en cada país, que la obra no ha estudiado (capítulo 9, límite honesto);
y lo que cada capítulo dice que no entra: es lo que no se pudo leer en su fuente, y es también trabajo para el relevo.
El relevo
Lectura del autor: «este trabajo es muy grande para una persona sola. Las preguntas de este catálogo quedan como invitación: cualquiera puede hacerlas por escrito, guardar la respuesta o el silencio, y seguir investigando por su cuenta. Si alguien quiere coger el relevo, que amplíe la obra con más datos, con el mismo método: cada afirmación con su fuente, y la corrección en paz de cualquier error». La pregunta que el autor deja para el relevo es esta: «¿qué intenta aparentar el Estado y qué es en realidad, y hasta dónde llegan sus tentáculos y la contaminación del sistema actual que afecta al ciudadano común?». E invita especialmente a las nuevas generaciones a investigar cómo el sistema tuerce lo natural y cambia el significado de las palabras para protegerse.
Las reglas con que se hizo la obra, para repetirla en otro país, están en el anexo G (0.2).
11.6 El llamamiento
La idea: el juicio no termina con una condena, sino con un llamamiento: a quien sabe hacer lo bueno, que actúe; a quien se reconoce en un patrón de mentira, que rectifique; a los mensajeros de la verdad, que disciernan con pruebas; y a quien lee, la pregunta que deja el experimento de las improntas, con la brújula de 10.9. Lo que clama al cielo se dice aquí, una sola vez.
Todo este apartado es la voz del autor, y se lee como lectura del autor: no añade hechos. Los que nombra ya están probados en su capítulo, y se remite a él. Es la consecuencia práctica de todo lo anterior: pedir que quien ya lo sabe, actúe.
A quienes saben hacer lo bueno. A quienes se consideren aprendices de los justos: aquí es donde los justos resucitan, porque el rumbo ya queda marcado en estas páginas. Y a quienes ya han aprendido lo que significa obrar con justicia, porque «El pecado, pues, está en aquel que sabe hacer lo bueno, y no lo hace» (Stg 4:17; 10.1): no os quedéis quietos. No os pedimos que acuséis, sino que comprobéis; que aportéis vuestros actos y vuestros testimonios, que os avaléis unos a otros con documentos y que participéis en el camino de la constancia escrita, la petición documentada y este juicio (capítulo 10). Se os conocerá por vuestros frutos (Mt 7:16). Nadie se declara justo a sí mismo, y quien se sabe aprendiz también es bienvenido (2.5).
Nadie nace hijo del mal. Ningún ser humano nace hijo del mal por naturaleza: son los hechos, no el origen, lo que puede acercar a él, por imitación y no por nacimiento, como enseñó Agustín (11.2, n.º 16). De dónde viene la inclinación de cada persona, las tradiciones lo explican de formas distintas, y la obra no lo puede comprobar como hecho (2.5). Lo que tienen en común es que se corrige la práctica, no el origen.
Con tu misma vida, serías tú. El autor lo deja como experimento mental, no como hecho (4.4): si uno hubiera nacido en otro país y en otra religión, de otros padres, con las improntas y las experiencias irrepetibles de otra persona, sería esa persona; para ser distinto tendrían que haberse dado las mismas situaciones y haberse resuelto cada una de la misma manera. Por eso este juicio no juzga personas (11.1): cada configuración interior es fruto de circunstancias que no se repiten. Y por eso la pregunta que deja el experimento no es «quién tiene la culpa», sino la que el autor hace a quien lee y se hace a sí mismo: qué hacemos con nuestras vidas, perdiendo el tiempo y enfrentándonos unos a otros. Mira cómo vivimos: ¿en serio queremos seguir en esa situación? ¿En serio este es el rumbo y el propósito que le queremos dar a nuestra vida? Si las mismas circunstancias dan el mismo ser, ¿dónde queda la libertad? En esto: saberlo ya es una circunstancia nueva, y por repetición se cambia el hábito (4.4). La brújula del capítulo anterior sirve para elegir hacia dónde (10.9). Y a quien se hizo el muerto para sobrevivir al miedo (10.9), este llamamiento le dice lo mismo que a todos: llegará el día en que los justos resuciten. No es solo voz del autor: el Evangelio lo promete a quien da sin que puedan devolvérselo, «mas te será recompensado en la resurrección de los justos»◦ (anexo I). Y «despiértate, tú que duermes» se dice unas líneas más abajo. Lo que arrojan los datos de la salud y de la familia se mide en 8.10.
A quien se reconoce en el patrón. Quien reconozca en sí mismo un patrón de mentira que se sostiene con excusas cada vez más complicadas, o de poder que se cierra a toda corrección, no está condenado por ello: se le llama, desde el afecto y no desde la sentencia, a corregirlo. Puede hacerlo por su propia iniciativa, o después de que los hechos queden documentados, con su fecha y su fuente: las dos vías cuentan como un punto de inflexión. Y quien no lo haga sigue teniendo delante la misma puerta abierta.
El poder y la palabra se comportan igual cuando se cierran sobre sí mismos: quien se cree dueño de la verdad no puede admitir el error, y por eso necesita una excusa nueva cada vez que la realidad lo contradice. Quien sirve no tiene nada que defender salvo el hecho mismo, y puede aceptar la corrección sin que se le derrumbe nada: «el Hijo del hombre no vino para ser servido, sino para servir» (Mt 20:28; 3.6).
La verdad libera, pero duele. Platón lo advirtió en la caverna: el prisionero liberado y obligado a mirar hacia la luz «sufrirá dolores agudos; el resplandor lo afligirá, y no podrá ver las realidades de las que antes veía las sombras»◦. Lo que esta obra expone puede doler. No es un ataque: es la luz.
Que los justos despierten. Si cada ser humano lleva dentro la misma lucha entre el bien y el mal que describen tantas tradiciones sin contacto documentado entre sí (2.5; capítulo 4), lo que hoy tenemos como Estados no es más ni menos que un reflejo de ese desorden, permitido por omisión. De ahí la llamada a que los justos despierten: «Despiértate, tú que duermes, y levántate de los muertos, y te alumbrará Cristo»◦.
Lectura del autor: que nadie confunda el «Cristo» de esa cita con el autor, ni busque correlación alguna con él: el autor es solo un aprendiz, como todos (2.5). Cuando los textos dicen Cristo, el autor lee la energía crística: la que sigue al ser más elevado que ha pisado esta realidad, en otra línea temporal; una energía cristalina, del todo alineada en su virtud, en todos los aspectos de su obra y de su existencia. Es lectura del autor, no dato, y la obra no la mide.
A los ángeles. A los ángeles, a los mensajeros que llevan la verdad, sean quienes sean: la obra os invita a discernir con pruebas, caso a caso y sin venganza, y a dejar constancia escrita. Nadie se nombra segador a sí mismo: en la parábola, los ángeles son enviados (Mt 13:41), y la siega final no es nuestra (2.5).
Lectura del autor: quiénes son los ángeles de este llamamiento. Son gente que va a colaborar por el beneficio de la humanidad, más allá de sí misma, porque es una misión que está por encima de todos y de cada uno de nosotros, y en la que cada uno puede colaborar. Se admiten aprendices (2.5): nadie llega a la altura de Jesucristo, y no se trata de esperar a que vuelva y encuentre la casa sin barrer, con el trabajo dejado para otro. Y, por si acaso, el llamamiento se hace también a las potestades celestiales, para que nos sirvan de aliento y de guía: la siega la hacen los ángeles enviados (Mt 13:39-41), no nosotros. A nosotros nos toca separar el grano de la paja, discernir caso a caso y con pruebas (9; 10.3), sabiendo que la vara se aplica a los dos lados, también a quien audita (2.5).
Lectura del autor: podar el árbol en todos los campos. Volver al árbol del conocimiento original para estar junto al árbol de la vida (4.2; J.1) significa podarlo, como se poda el árbol del Estado (10.2). Y podarlo quiere decir que este mismo método, comprobar cada afirmación en su fuente y juzgarla por sus frutos (anexo G; 0.5), se tiene que aplicar en todos los campos: la medicina, la biología, la física, la química, todas las ciencias, y también los económicos, los administrativos y los judiciales. El conocimiento se alejó del jardín del Edén, corrompido por el susurro (4.2) y por el ego; la poda es para volver a lo recibido (J.1). Quien esté especializado en un campo tiene la obligación moral de hacerlo en el suyo, si quiere participar en que volvamos juntos al jardín, alineados con el ejemplo más alto que posee nuestro conocimiento escrito, la divinidad que popularmente llamamos Dios, y ganarse por rectificación y derecho propio estar al lado del árbol de la vida: aquello que fomenta la vida; si es vida eterna o no, se descubrirá. La poda es un deber moral para quien se sienta alineado y quiera dejar en esta gran casa de la tribu humana un bien más grande que servirse a uno mismo: el servicio a los demás (Mt 20:28; 3.6), a nuestros otros yo, en otros cuerpos y en otras situaciones vividas (4.4). Y se buscan métodos mejores que este: aquí se cuestiona todo, hasta las palabras del autor. Toda la historia va a ser revisada y documentada. Esto es solo el principio del llamamiento.
Lo que clama al cielo. La tradición llama así a lo que no puede callarse: «el clamor del pueblo oprimido», «el lamento del extranjero, de la viuda y el huérfano» y «la injusticia para con el asalariado» (Catecismo, n.º 1867; 0.3). La obra ha probado, con su fuente, hechos que tocan los tres:
el pueblo que clama «á causa de sus exactores»◦: el cobro del Estado está blindado, es inmediato y con recargo, sin esperar al juez, mientras se incumple el 62,1 % de los artículos de la Constitución que afectan al ciudadano (7.4; 7.6; cargo 13);
el huérfano: en 2025, el 33,8 % de los menores de 18 años estaba en riesgo de pobreza o exclusión social (7.5);
el asalariado: «el jornal de los obreros que han segado vuestras tierras, el cual por engaño no les ha sido pagado de vosotros, clama»◦. De cada jornada de ocho horas de un asalariado medio, 3 horas y 19 minutos se van en IRPF y cotizaciones (8.3), y el mínimo exento del IRPF sigue en 5.550 euros desde 2015, mientras los precios subían un 28,0 % (5.1, n.º 5).
Lectura del autor: un cuarto clamor. A los tres que nombra la tradición, el autor suma uno que la lista no nombra al pie de la letra: quien no puede valerse por sí mismo es hoy la viuda y el huérfano del texto. En 2025, 14.710 personas murieron con su derecho a la dependencia ya reconocido, sin haber recibido la prestación, y 17.994 sin que se les hubiera resuelto el grado (8.5). Y la lista no se vacía: a 31 de marzo de 2026 esperaban 271.556 personas (8.5), 13.389 más que tres meses antes◦. La obra no dice que murieran por esperar: dice que murieron esperando lo que la ley les reconocía. Y dice también lo que no encaja: las muertes en la lista bajan, de 40.447 en 2023 a 32.704 en 2025 (8.5). Las cifras son de esa asociación y de su Observatorio Estatal de la Dependencia, con datos del Ministerio; no son una estadística oficial.
Lectura del autor: esto clama al cielo. Quizá no fue del todo culpa de quienes lo decidieron: «espíritus malignos les ayudaron y sedujeron» (Jub 11:4), y «no tenemos lucha contra sangre y carne» (Ef 6:12). Por eso es un aviso, para rectificar y tomar conciencia: «no quiero la muerte del impío, sino que se torne el impío de su camino, y que viva» (Ez 33:11).
Es el último aviso de esta obra, y el único que lleva ese nombre. No es una amenaza: la obra no amenaza, invita, y la puerta para rectificar sigue abierta. Tampoco es una acusación penal: por eso la obra no lo llama crimen de lesa humanidad, un nombre que la ley reserva para otros actos (8.1).
«Quien tiene oídos para oir, oiga»◦.
Las preguntas que el autor deja en el aire, para cada uno: Ahora que nadie te mira y ves tu reflejo interior, la pregunta que surge: ¿cuáles serán tus frutos? ¿Qué vas a hacer tú? ¿Qué vas a dejar para la gran tribu humana, para que viva en el mundo en que te gustaría vivir?
Límite honesto de la prueba
El juicio no tiene fuerza legal. Es un tribunal de opinión, y lo declara desde el principio (11.1). Su veredicto, cuando llegue, no obligará a nadie, y la obra no exime de ninguna obligación vigente (11.0).
La defensa del Estado la ha escrito la obra. Es la mejor que ha sabido construir, en la jerga del propio Estado, pero no es la del Estado: hasta que cada institución conteste, su respuesta queda pendiente (11.1).
Una pregunta no prueba nada por sí sola. Lo que diga la respuesta, o el silencio, quedará registrado; hasta entonces, la pregunta solo señala lo que falta saber (11.5).
Lo que la obra concede está en cada capítulo, como límite honesto, y en cada cargo, en «Dónde aguanta». Aquí no se repite.
Un patrón no prueba una intención (11.2, n.º 15): los cargos miden presunciones y sus frutos, no la voluntad de quien las escribió.
Fuentes secundarias, marcadas: Hart, por un artículo de la UNAM (11.2); Stigler, por Carrigan y Coglianese (11.2); un sindicato y una organización ecologista, partes interesadas (cargos 10 y 28); y la prensa, en el caso de Torrejón (cargo 27) y en lo que no devuelve el Ayuntamiento de Madrid (cargo 20).
Cálculos de la obra: los porcentajes del cargo 8 y el 6,6 % y el 10,9 % del cargo 23.
Lo que no entra, porque no tiene fila en el registro o no se ha leído en su fuente: se dice en cada cargo, y queda para el relevo (11.5).
Dónde se oye la defensa del Estado
En este capítulo se han oído todas las defensas que los demás remitían aquí: las objeciones al método y al propio juicio, en las cuestiones previas (11.2); las de cada presunción, en su cargo (11.3); y las del dictamen, en 11.4. Las objeciones a las propuestas de la obra y la respuesta probable de la Administración a sus escritos se oyen con su puerta (capítulo 10), y las de los anexos de consulta, en su anexo (anexos A, C y D).
Para recordar
El juicio popular de la verdad es un tribunal de opinión: juzga instituciones, nunca personas, y no tiene fuerza legal. Su jurado se elige por sorteo y se mide por sus frutos: voto razonado y público, sin conflicto de interés, con recusación y sin examen de ideas.
Cada cargo es una presunción del Estado, medida con la ley de Dios, las tradiciones y su propia ley. Su mejor defensa se oye en su propia jerga, y se dice dónde aguanta.
Frente al dictamen, la obra concede lo que es cierto: un Estado no es una empresa, el dictamen no tiene valor oficial, la mayor parte de la Constitución se cumple y hay frutos reales. Lo que queda en pie es la misma vara.
Cada cargo se cierra con la última palabra: la institución tiene la oportunidad de defenderse en verdad, y su respuesta, o su silencio, quedará registrada.
Las preguntas se pueden enviar ya; las que aún necesitan investigación quedan para el relevo.
El llamamiento no acusa: invita a comprobar, a rectificar y a dejar constancia, y deja a cada lector su brújula (10.9). La siega no es nuestra.


Anexo A. La auditoría completa de la Constitución: los 169 artículos
Primera versión: 7 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 10 · Citas leídas en su fuente: 9
En pocas palabras:
El capítulo 7 mide la Constitución frente a los hechos y cuenta los casos que mejor lo muestran. Este anexo guarda la auditoría entera, artículo por artículo: la norma, el hecho con su fuente y el estado.
De los 169 artículos, 93 se cumplen, 69 no y 7 quedan pendientes; en 23 de los 69 incumplimientos ya hay una declaración formal externa (7.1).
Cada título cierra con la mejor defensa del Estado y los contrapuntos de la obra: es un anexo de consulta y lleva su propia defensa.
Lo que no se pudo leer en su fuente no entra, y se dice.
A.0 Qué es este anexo y cómo se lee
La idea: la pregunta «¿se cumple el contrato social?» se parte en 169 preguntas comprobables, una por artículo de la Constitución; este anexo guarda las 169 respuestas, cada una con su norma, su hecho y su fuente.
Es la auditoría completa de los 169 artículos de la Constitución, con el método que cuenta 7.1: la norma, en su texto literal; el hecho verificado, con su fuente exacta; y el estado de cumplimiento, sin atribuir intención a ningún artículo. Cuando un artículo incumple, se dice desde cuándo y, si hay fuente que lo permita, qué contraste existe; nunca por qué. El capítulo 7 cuenta el método, los resultados y los casos que mejor los muestran; aquí va el resto. Lo que 7.3 ya cuenta entero no se repite: la ficha dice lo que allí no está y remite.
Cómo se lee una ficha.
La norma: el texto de la Constitución, entre comillas, con puntos suspensivos donde se omite.
El hecho: lo que ocurrió, con su fuente y su fecha. Cuando una cifra es un cálculo de la obra, lo dice.
Frenado por: cuando un artículo cumple porque un tribunal corrigió un intento real de extralimitación, la resolución que lo frenó: tribunal, fecha, recurso y qué anuló.
Declaración formal externa: solo existe cuando hay una sentencia del Tribunal Constitucional o del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, una condena del Tribunal de Justicia de la UE o un informe institucional con calificación explícita, como el «asunto de preocupación crítica» del GRECO (7.2). Nunca es una opinión de la obra.
Los estados. CUMPLE; INCUMPLE; y PENDIENTE, cuando falta un dato o el punto depende de una resolución externa que aún no existe. Un artículo auditado por apartados (66, 86, 99, 117, 139 y 149) toma el estado del apartado más grave: si incumple uno, el artículo incumple. Y por el criterio de la obra, un recurso desestimado cuenta como cumplimiento limpio: por eso el art. 21 figura como CUMPLE (7.3, n.º 1).
Los dos grupos (7.4). El bien común: los 66 artículos que afectan al ciudadano en su vida diaria. El organigrama del poder: los 103 que regulan el aparato del Estado. La tabla de cada título los distingue.
El balance por títulos.
	Título
	Artículos
	Incumplen
	Con declaración formal externa

	Título Preliminar (A.1)
	9
	4
	1

	Título I. Derechos y deberes fundamentales (A.2)
	46
	25
	10

	Título II. La Corona (A.3)
	10
	3
	2

	Título III. Las Cortes Generales (A.4)
	31
	8
	1

	Título IV. El Gobierno y la Administración (A.5)
	11
	5
	3

	Título V. Las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales (A.6)
	9
	2
	1

	Título VI. El Poder Judicial (A.7)
	11
	7
	4

	Título VII. Economía y Hacienda (A.8)
	9
	6
	0

	Título VIII. La organización territorial del Estado (A.9)
	22
	7
	1

	Título IX. El Tribunal Constitucional (A.10)
	7
	1
	0

	Título X. La reforma constitucional (A.11)
	4
	1
	0

	Total
	169
	69
	23



Los artículos con declaración formal externa son el 6, 14, 15, 17, 19, 20, 24, 28.2, 31.1, 45, 55, 62.i, 65, 86, 98.4, 103.3, 104.1, 116, 117, 120.3, 122, 124, 138.2. En los arts. 86 y 117 la declaración está en uno de sus apartados.
A.1 Título Preliminar
La idea: los pilares del Estado funcionan, pero fallan los cauces de la representación, como los partidos, que deben ser democráticos por mandato de la propia Constitución: 4 de 9 artículos incumplen, y el de los sindicatos (art. 7) queda pendiente de dato.
9 artículos auditados; 4 incumplen.
	Artículo
	Estado
	Grupo
	Nota

	1
	cumple
	bien común
	intento frenado

	2
	cumple
	organigrama del poder
	intento frenado

	3.1
	incumple
	bien común
	—

	4
	incumple
	organigrama del poder
	—

	5
	cumple
	organigrama del poder
	—

	6
	incumple
	organigrama del poder
	declaración formal externa

	7
	pendiente
	organigrama del poder
	—

	8
	incumple
	organigrama del poder
	—

	9.3
	cumple
	organigrama del poder
	—



Artículo 1 · CUMPLE
La norma. «España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho… La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.»
El hecho. El caso se cuenta en 7.3, n.º 7: el Tribunal Constitucional declaró nulas las leyes catalanas de consultas (STC 31/2015) y del referéndum de autodeterminación (STC 114/2017) y estimó íntegramente el recurso contra la ley catalana de consultas de 2010 (STC 51/2017). El detalle de cada sentencia, en «Frenado por».◦
Frenado por. STC 31/2015 — Tribunal Constitucional (Pleno), 25-II-2015. Recurso de inconstitucionalidad 5829-2014 (Presidente del Gobierno). Nulidad de los preceptos de la ley catalana 10/2014 relativos a las consultas referendarias generales.
Frenado por. STC 51/2017 — Tribunal Constitucional (Pleno), 10-V-2017. Recurso de inconstitucionalidad 8912-2010 (Presidente del Gobierno). Estimación íntegra: nulidad de los títulos I y II de la ley catalana 4/2010 y de los preceptos conexos.
Frenado por. STC 114/2017 — Tribunal Constitucional (Pleno), 17-X-2017. Recurso de inconstitucionalidad 4334-2017 (Abogado del Estado). Nulidad de la ley catalana 19/2017, «del referéndum de autodeterminación».
Artículo 2 · CUMPLE
La norma. «La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española… y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones.»
El hecho. El art. 155 se aplicó en Cataluña por Acuerdo del Consejo de Ministros de 21 de octubre de 2017, aprobado por el Pleno del Senado el 27 de octubre por mayoría absoluta (214 votos a favor, 47 en contra y una abstención). Las medidas se mantuvieron, según el Acuerdo (apartado E.9), «hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno de la Generalitat»: del 27-X-2017 al 2-VI-2018 hay 218 días (cuenta de la obra; el día 2-VI-2018 solo consta en prensa). El Tribunal Constitucional declaró nulas las dos leyes catalanas de 2017 (STC 114/2017, ley 19/2017, y STC 124/2017, ley 20/2017). La obra lo clasifica como cumplimiento por intento frenado, apoyado en esas dos nulidades; el art. 155 y su control por el Tribunal (SSTC 89/2019 y 90/2019) se recogen como contexto, no como corrección.◦
Los decretos de cese y de disolución, los fallos de las SSTC 89/2019 y 90/2019 y las cifras de la Generalitat (parte interesada) están en el nivel completo.
Frenado por. STC 114/2017 — Tribunal Constitucional (Pleno), 17-X-2017. Recurso de inconstitucionalidad 4334-2017 (Abogado del Estado). Nulidad de la ley catalana 19/2017, «del referéndum de autodeterminación».
Frenado por. STC 124/2017 — Tribunal Constitucional (Pleno), 8-XI-2017. Recurso de inconstitucionalidad 4386-2017 (Presidente del Gobierno). Nulidad de la ley catalana 20/2017, «de transitoriedad jurídica y fundacional de la República»; la cabecera la encuadra en la soberanía nacional y la unidad de la Nación.
Frenado por. SSTC 89/2019 y 90/2019 (contexto, no es la base de la clasificación) — Tribunal Constitucional (Pleno), 2-VII-2019 (ambas). Recursos de inconstitucionalidad 5884-2017 y 143-2018 contra el acuerdo del Senado de 27-X-2017 (art. 155). Avalaron en lo sustancial la aplicación del art. 155 y anularon el párrafo 2.º del apartado E.3 del acuerdo.
Artículo 3.1 · INCUMPLE
La norma. «El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el derecho a usarla.»
El hecho. El caso se cuenta en 7.3, n.º 2 y 3: la supresión de «lengua vehicular» en 2020, la sentencia del Tribunal Superior de Cataluña de 2020 y su ejecución. Lo que allí no está: el recurso del Partido Popular contra la ley (recurso 1828-2021) fue desestimado íntegramente por la STC 49/2023, de 10 de mayo; y la prueba del pleito dio una media de horas en castellano del 18 % en primaria, el 19 % en la ESO y el 26 % en el bachillerato, antes de la sentencia.◦
Artículo 4 · INCUMPLE
La norma. «La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja…»
El hecho. Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 2 de Bilbao contra el Ayuntamiento de Erandio (Vizcaya), que obligó a restituir la bandera de España y el retrato del Rey por incumplimiento de la Ley 39/1981, tras un proceso iniciado por el Partido Popular municipal en 2025. La sentencia no se ha leído en su original.◦
Artículo 5 · CUMPLE
La norma. «La capital del Estado es la villa de Madrid.»
El hecho. Sin ningún conflicto legal, propuesta de reforma ni cuestionamiento formal localizado. Ninguna de las cuatro reformas constitucionales reales (1992, 2011, 2024, 2026) ha tocado este artículo.◦
Artículo 6 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «Los partidos políticos expresan el pluralismo político… Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.»
Declaración formal externa. El Grupo de Estados contra la Corrupción del Consejo de Europa (GRECO), en su Tercera Ronda de Evaluación (2009), dirigió a España quince recomendaciones, seis de ellas sobre la transparencia de la financiación de los partidos políticos (el caso, en 7.3, n.º 8). En el primer informe de cumplimiento (2011) no se había cumplido del todo ninguna de esas seis; tras la reforma de la LO 3/2015, la segunda adenda (2016) dio cinco de seis por cumplidas o atendidas de forma satisfactoria y una por cumplida en parte, y pidió asegurar que las fundaciones y asociaciones vinculadas a partidos no se usen «como una vía paralela para la financiación fraudulenta de las actividades ordinarias y de campaña» de los partidos («as a parallel avenue for fraudulent funding of routine and campaign activities»).◦
Artículo 7 · PENDIENTE
La norma. «Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.»
El hecho. El hecho que sostiene este estado va a flecos: no se ha leído en su fuente. Pasa a PENDIENTE (8-oct-2026) porque el único hecho leído, el informe n.º 1.055 del Tribunal de Cuentas (30-X-2014), trata de un contrato concreto que cumplía la disposición adicional que lo amparaba, y no muestra que se incumpla el art. 7.
Artículo 8 · INCUMPLE
La norma. «Las Fuerzas Armadas… tienen como misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el ordenamiento constitucional.»
El hecho. El compromiso OTAN del 2 % del PIB en Defensa se fijó en 2014. Las cifras de la propia OTAN para el gasto de España en 2024 son estimaciones sucesivas: 1,28 % (junio de 2024), 1,43 % (informe de 2025) y 1,42 % (dato cerrado, informe de 2026); no hay dos metodologías enfrentadas. En 2025 España declaró alcanzar el 2 % por primera vez.◦
Artículo 9.3 · CUMPLE
La norma. «La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.»
El hecho. Un comentario jurídico de 2019 ◦ dice que el Tribunal Constitucional «ha perdido la ocasión» en la STC 45/2018 y la STC 51/2018 de aplicar por primera vez la irretroactividad de disposiciones restrictivas de derechos frente al legislador — cuarenta años después de la Constitución, según ese comentario, nunca se había aplicado. La interpretación del propio Tribunal es restrictiva: solo protege la retroactividad «auténtica o de grado máximo», y excluye expresamente de su protección la propiedad y la materia tributaria. Los intentos de aplicarlo contra la supresión de la paga extra de diciembre de 2012 (STC 104/2016 y STC 4/2016) se resolvieron por pérdida de objeto, sin entrar al fondo.◦
La mejor defensa del Estado. Los pilares del Estado —social y democrático de Derecho, soberanía popular, pluralismo— funcionan; lo que falla son casos concretos, como el uso de una lengua en la escuela o una bandera en un ayuntamiento, y los tribunales los corrigen.
Los contrapuntos de la obra: 1) Los que incumplen son precisamente los cauces de la representación: los partidos políticos: de las seis recomendaciones del Consejo de Europa sobre su financiación, en 2011 no se había cumplido del todo ninguna, y en 2016 una seguía a medias, con el aviso de que las fundaciones vinculadas no se usen como vía paralela de financiación fraudulenta (art. 6). 2) La soberanía «reside en el pueblo» (art. 1.2), pero quienes no votaron la Constitución en 1978 nunca la ratificaron, y no hay forma de retirar ese consentimiento salvo la reforma (art. 168; 5.2). 3) Que un tribunal tenga que obligar a un ayuntamiento a cumplir la ley (art. 4) confirma el incumplimiento, no lo desmiente.
A.2 Título I. Derechos y deberes fundamentales
La idea: el título de los derechos es el que más incumple, 25 de sus 46 artículos, y es el que el ciudadano toca cada día.
46 artículos auditados; 25 incumplen.
	Artículo
	Estado
	Grupo
	Nota

	10.1
	incumple
	bien común
	—

	11
	cumple
	bien común
	—

	12
	cumple
	bien común
	—

	13
	incumple
	bien común
	—

	14
	incumple
	bien común
	declaración formal externa

	15
	incumple
	bien común
	declaración formal externa

	16
	cumple
	bien común
	—

	17
	incumple
	bien común
	declaración formal externa

	18
	incumple
	bien común
	—

	19
	incumple
	bien común
	declaración formal externa

	20
	incumple
	bien común
	declaración formal externa

	21
	cumple
	bien común
	—

	22
	cumple
	bien común
	—

	23.1
	incumple
	bien común
	—

	24
	incumple
	bien común
	declaración formal externa

	25.2
	cumple
	bien común
	—

	26
	cumple
	bien común
	—

	27
	pendiente
	bien común
	—

	28.2
	incumple
	bien común
	declaración formal externa

	29
	cumple
	bien común
	—

	30
	cumple
	bien común
	—

	31.1
	incumple
	bien común
	declaración formal externa

	32.1
	cumple
	bien común
	—

	33
	cumple
	bien común
	—

	34
	incumple
	bien común
	—

	35
	incumple
	bien común
	—

	36
	incumple
	bien común
	—

	37.1
	cumple
	bien común
	—

	38
	incumple
	bien común
	—

	39
	incumple
	bien común
	—

	40
	incumple
	bien común
	—

	41
	cumple
	bien común
	—

	42
	incumple
	bien común
	—

	43
	incumple
	bien común
	—

	44
	cumple
	bien común
	—

	45
	incumple
	bien común
	declaración formal externa

	46
	pendiente
	bien común
	—

	47
	incumple
	bien común
	—

	48
	incumple
	bien común
	—

	49
	cumple
	bien común
	—

	50
	cumple
	bien común
	—

	51
	incumple
	bien común
	—

	52
	cumple
	bien común
	—

	53.3
	cumple
	organigrama del poder
	—

	54
	cumple
	organigrama del poder
	—

	55
	incumple
	bien común
	declaración formal externa



Artículo 10.1 · INCUMPLE
La norma. «La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes… son fundamento del orden político y de la paz social.»
El hecho. Caso documentado de okupación en Torrejón de Ardoz (agosto de 2025): la policía hizo salir a la familia de la propietaria, una mujer de noventa años, del piso que había sido de su hijo fallecido y que tenía alquilado, tras denunciarlos por allanamiento un inquilino que había dejado de pagar y se había hecho con el control del piso; un caso que ilustra el punto en que la protección formal de la dignidad choca con la demora práctica de la tutela.◦
Artículo 11 · CUMPLE
La norma. «Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.»
El hecho. Ningún caso encontrado de privación de nacionalidad a un español de origen, consistente con la prohibición absoluta. El mecanismo de doble nacionalidad con países iberoamericanos, Andorra, Filipinas, Guinea Ecuatorial y Portugal está confirmado y operativo, pero no se localizó la cifra exacta del número de tratados vigentes pese a la búsqueda.◦
Artículo 12 · CUMPLE
La norma. «Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.»
El hecho. Sin reforma desde 1978. Existe una excepción foral aragonesa vía la Disposición Adicional 2ª CE: el matrimonio otorga directamente la mayoría de edad al menor casado (no la emancipación, que en el Derecho aragonés es un estatus distinto y de menor alcance, obtenible desde los 14 años por otra vía), y una tendencia legal posterior (Código Civil, Ley 25/2010) hacia criterios de «capacidad natural» (Código civil de Cataluña, Ley 25/2010, art. 211-3.1) y de «suficiente madurez» (Código Civil, arts. 154 y 156), como complemento, sin tocar el umbral constitucional.◦
Artículo 13 · INCUMPLE
La norma. «Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los términos que establezcan los tratados y la ley.»
El hecho. El Defensor del Pueblo dice en su informe de 2025 que las «preocupantes demoras en la tramitación de los procedimientos» de las oficinas de extranjería fueron «objeto de numerosas quejas», y que, ante «las demoras que continúan acumulando determinadas oficinas de extranjería en la tramitación de los distintos expedientes y las graves consecuencias que tienen, no solo para las personas extranjeras, sino también para sus empleadores», considera necesaria «la adopción de medidas dirigidas a la incorporación de más personal». En una sugerencia de 7-IV-2026, sobre la autorización de residencia de un familiar de ciudadano español, recuerda que el Reglamento de Extranjería (RD 1155/2024, arts. 93 a 99) fija «un plazo máximo de resolución y notificación de dos meses desde la presentación de la solicitud» y recoge que el tiempo medio informado por la oficina para resolver ese tipo de expedientes es de 167 días: «Estas demoras son comunes a la práctica totalidad de las oficinas de extranjería».◦
Artículo 14 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.»
Declaración formal externa. La brecha salarial de género se sitúa en el 16,1% (INE 2024), extendida al 17% en desempleo y al 31,1 % en la pensión media de jubilación (2024). La STC 79/2020, de 2 de julio (recurso de amparo 500-2019) declaró discriminación indirecta por sexo contra una trabajadora que redujo su jornada por cuidado de un hijo; la STC 108/2019 declaró discriminación directa por maternidad en el INE. El propio Tribunal reconoció en 2019 que solo actúa cuando alguien recurre caso por caso, no de oficio.◦
Artículo 15 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes.»
Declaración formal externa. El TEDH ha condenado a España entre 9 y 10 veces por violación del art. 3 CEDH en su vertiente procesal (investigación insuficiente de tortura o malos tratos), 8 de ellas vinculadas a detención incomunicada por terrorismo y 1 por maltrato policial sin detención. Casos: la demanda 3344/13 y el del director del diario Egunkaria.◦
Artículo 16 · CUMPLE
La norma. «Ninguna confesión tendrá carácter estatal.»
El hecho. La asignación de IRPF a la Iglesia Católica en 2024 ascendió a 429.335.080 €, un 12% más interanual, con 7.946.347 declaraciones marcando la casilla — mecanismo del Acuerdo España-Santa Sede de 1979, modificado por la Ley 42/2006 (0,7% de la cuota íntegra, sin financiación directa de los PGE desde entonces). La tendencia es a la baja: de un peso del 28,5 % de la cuota íntegra de todas las declaraciones en 2007 al 15,4 % en 2024 (la casilla «solo Iglesia»; en número de declaraciones, el 10,1 % en 2024), y el 39,5% de declarantes no marcó ninguna casilla en 2024. No se encontró sentencia o informe que cuestione la compatibilidad con la aconfesionalidad.◦
Artículo 17 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.»
Declaración formal externa. Patrón repetido, no caso aislado: el Tribunal Constitucional ha declarado vulnerado el art. 17.4 por el mismo tipo de vulneración (denegar la incoación del habeas corpus «por razones de fondo», sin oír al detenido) en cinco sentencias entre 2021 y 2026: STC 73/2021 (un hombre detenido en Badajoz el 8-XI-2019), STC 49/2022 (detenida durante el confinamiento, en Madrid), STC 103/2022, STC 85/2024 y STC 21/2026. La doctrina, tal como la formula la STC 73/2021 (FJ 4): «fundamentar la decisión de no admisión en que el recurrente no se encontraba ilícitamente privado de libertad… vulnera el art. 17.4 CE.»◦
Artículo 18 · INCUMPLE
La norma. «Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen» y «el secreto de las comunicaciones.»
El hecho. Caso CatalanGate: el informe de Citizen Lab (Universidad de Toronto, abril de 2022) identificó a 65 personas —expresidentes de la Generalitat, eurodiputados, activistas y abogados— con infecciones confirmadas o intentadas de Pegasus. La directora del CNI admitió ante el Congreso el espionaje a 18 de 67 nombres, con autorización del Tribunal Supremo. La causa de CatalanGate sigue repartida entre varios juzgados de Barcelona sin cerrar, con riesgo de prescripción. Aparte, y sin relación judicial con este caso, el espionaje con Pegasus a teléfonos de miembros del propio Gobierno español, instruido en la Audiencia Nacional, fue archivado provisionalmente por segunda vez, por falta de cooperación de Israel.◦
Artículo 19 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.»
Declaración formal externa. La STC 148/2021, de 14 de julio, declaró que el confinamiento domiciliario del RD 463/2020 fue una suspensión, no una simple limitación, de la libertad de circulación — y la suspensión de este derecho solo cabe en estado de excepción, no en estado de alarma. El estado de alarma es el instrumento jurídicamente más débil disponible para una restricción de este calado.◦
Artículo 20 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «Se reconocen y protegen los derechos: a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción.»
Declaración formal externa. El TEDH, en su sentencia de 13 de marzo de 2018, condenó a España por aplicar el delito de injurias al Rey (art. 490.3 del Código Penal) a un caso de crítica política, vulnerando la libertad de expresión del art. 20.1 CE.◦
Artículo 21 · CUMPLE
La norma. «Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará autorización previa.»
El hecho. El caso se cuenta en 7.3, n.º 1: leída la ley en su original, la ficha no muestra un incumplimiento, porque se castiga la perturbación grave y no la protesta pacífica. Lo que 7.3 no dice: la STC 172/2020 desestimó el recurso también en lo que toca al art. 36.2. Por el criterio de la obra, un recurso desestimado cuenta como cumplimiento limpio.◦
Artículo 22 · CUMPLE
La norma. «Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial motivada.»
El hecho. El Tribunal Supremo (Sala Especial del art. 61 LOPJ), sentencia de 27 de marzo de 2003, ilegalizó y disolvió Batasuna, Herri Batasuna y Euskal Herritarrok al amparo de la LO 6/2002 de Partidos Políticos. El TC desestimó los amparos (SSTC 5 y 6/2004) y el TEDH avaló por unanimidad la disolución (sentencia de 30 de junio de 2009), calificando a esas formaciones de «instrumentos de la estrategia terrorista de ETA»◦.◦
Artículo 23.1 · INCUMPLE
La norma. «Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.»
El hecho. El caso se cuenta en 7.3, n.º 6. Lo que 7.3 no dice: la Ley Orgánica 12/2022, de 30 de septiembre, reformó el art. 75 de la LOREG para suprimir el llamado «voto rogado», que exigía a los españoles residentes en el exterior pedir expresamente su voto antes de cada elección.◦
Artículo 24 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales… sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión» y «derecho… a la presunción de inocencia.»
Declaración formal externa. El TEDH condenó a España en el caso de un detenido en 1994, señalado por un gobernador civil ante los medios como miembro de ETA responsable de tres atentados, por violación del art. 6.2 CEDH (rueda de prensa del 8-VI-1994; el juez lo puso en libertad sin cargos por decisión del 10-VI-1994, dos días después): ninguna autoridad pública puede declarar culpable a alguien antes de sentencia. Antes, la STC 245/1991 sí dio efecto interno a una condena del TEDH sobre este mismo derecho: declaró nulas las condenas firmes de tres recurrentes.◦
Artículo 25.2 · CUMPLE
La norma. «Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados.»
El hecho. El caso se cuenta en 7.3, n.º 5. Lo que 7.3 no dice: la sentencia es la STC 169/2021, de 6 de octubre, y avaló la prisión permanente revisable que introdujo la LO 1/2015.◦
Artículo 26 · CUMPLE
La norma. «Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones profesionales.»
El hecho. Abolición militar progresiva: la LO 9/1960 mantuvo los tribunales de honor castrenses; la Ley 9/1988 los vació de contenido; la LO 5/2005 (art. 21.2) los prohibió expresa y definitivamente en las Fuerzas Armadas. La STC 219/1989 confirmó que los códigos deontológicos actuales tienen fuerza disciplinaria real pero operan con garantías procesales, no como el modelo prohibido.◦
Artículo 27 · PENDIENTE
La norma. «Todos tienen el derecho a la educación… [que] tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios democráticos de convivencia.»
El hecho. El hecho que sostiene este estado va a flecos: no se ha leído en su fuente.
Artículo 28.2 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses.»
Declaración formal externa. La STC 2/2022, de 24 de enero, declaró desproporcionados los servicios mínimos impuestos en una huelga del sector aéreo, con fundamentos idénticos a sentencias de 2013 y 2015 contra la misma empresa y el mismo centro de trabajo — patrón repetido al menos tres veces en una década. La doctrina fundacional (SSTC 26/1981 y 53/1986) exige proporcionalidad caso por caso, nunca servicios mínimos generales.◦
Artículo 29 · CUMPLE
La norma. «Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los efectos que determine la ley.»
El hecho. La propia Exposición de Motivos de la Ley Orgánica 4/2001, que regula este derecho, reconoce su «carácter residual respecto a otros instrumentos de relación entre los ciudadanos y los poderes públicos», y admite que durante veintitrés años (1978-2001) siguió rigiéndose por una ley preconstitucional de 1960. El art. 3 de la ley excluye por diseño cualquier asunto que tenga un procedimiento específico distinto, reduciendo su ámbito real de aplicación. No se localizó estadística oficial de volumen de peticiones ni de porcentaje de respuesta efectiva.◦
Artículo 30 · CUMPLE
La norma. «Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España» y la ley regulará «los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o calamidad pública.»
El hecho. El RD 247/2001 adelantó la suspensión del servicio militar obligatorio al 31 de diciembre de 2001, sin reactivación desde entonces; el Real Decreto 170/2026, de 4 de marzo, autoriza la oferta de un máximo de 500 plazas de reservista voluntario. No se logró verificar la aplicación real de la segunda parte del artículo (deberes ciudadanos en catástrofe) en un caso concreto.◦
Artículo 31.1 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos… mediante un sistema tributario justo… que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio.»
Declaración formal externa. El Tribunal Constitucional anuló la amnistía fiscal de 2012 (STC 73/2017, de 8 de junio, fallo unánime, por vulnerar el art. 86.1 CE) y el método de cálculo de la plusvalía municipal (STC 182/2021, de 26 de octubre, por vulnerar el art. 31.1 CE). En ambos casos los efectos de la nulidad fueron ex nunc, no retroactivos: las liquidaciones ya firmes no se revisaron. Doctrina de la confiscatoriedad: STC 150/1990, STC 233/1999, STC 126/2019, STC 182/2021.◦
Artículo 32.1 · CUMPLE
La norma. «El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.»
El hecho. El caso se cuenta en 7.3, n.º 4. Lo que 7.3 no dice: la sentencia es la STC 198/2012, de 6 de noviembre, sobre el recurso de 71 diputados del PP contra la Ley 13/2005. La frase «no es la legalidad ordinaria, sino la propia Constitución la que opta por reconocer y consagrar» no es del Tribunal, sino de los recurrentes, y termina en «la configuración heterosexual del matrimonio».◦
Artículo 33 · CUMPLE
La norma. «Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.»
El hecho. El TEDH ha condenado a otros Estados por vulneración de este mismo derecho en el marco del Protocolo 1 del CEDH (contra Italia, 2018; contra Grecia, 2020), estableciendo el estándar europeo de referencia que también obliga a España.◦
Artículo 34 · INCUMPLE
La norma. «Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general.»
El hecho. Informe del Tribunal de Cuentas (26 de abril de 2026) sobre fundaciones vinculadas a partidos políticos: 12,87 millones de euros manejados entre 2021 y 2022. Caso nombrado: la Fundación Disenso (Vox), con más de 5 millones de euros en donaciones, mayoritariamente traspasos del propio partido. El PSOE denunció ante la Fiscalía Anticorrupción; la Fiscalía archivó la denuncia. El propio Tribunal de Cuentas recomienda regular una cuantía mínima obligatoria de notificación de donaciones.◦
Artículo 35 · INCUMPLE
La norma. «Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo… sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.»
El hecho. La brecha salarial de género en España fue del 16,1% en 2024 (5.153 € anuales menos de media para las mujeres), superior a la media no ajustada de la UE (11,1%, Eurostat 2024). Se extiende a otras prestaciones: 17 % en desempleo, 31,1 % en la pensión de jubilación (2024; 31,8 % en 2023) y 32,0 % en el conjunto de las pensiones (2024).◦
Artículo 36 · INCUMPLE
La norma. «La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.»
El hecho. La CNMC sancionó a nueve colegios de abogados por recomendar tarifas de honorarios, restricción de la competencia no amparada por la exención legal: la ley sí permite a los colegios elaborar «criterios orientativos» a los exclusivos efectos de informar a los tribunales sobre la tasación de costas y la jura de cuentas, pero no difundirlos con carácter general (nota de prensa de la CNMC, 12-3-2018). Un informe de la Comisión Nacional de la Competencia (CNC, predecesora de la CNMC; 18-IV-2012) dice que la situación «revela la existencia de numerosas barreras de acceso y ejercicio en las normas internas colegiales que impiden o dificultan la libre prestación de servicios profesionales». La propia CNMC dice, en su nota de prensa de 5-I-2016, que la regulación liberalizadora de los servicios profesionales «se ha reclamado además insistentemente desde diversas instancias internacionales (FMI, OCDE y UE)»; y su informe IPN 110/13 (noviembre de 2013, pág. 4), según la exposición de motivos del anteproyecto de Ley de Servicios y Colegios Profesionales: «Distintos organismos internacionales (OCDE, FMI, UE) vienen recomendando una reforma profunda de la regulación de los servicios profesionales, como vía de garantizar la competitividad y el crecimiento.»◦
Artículo 37.1 · CUMPLE
La norma. «La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.»
El hecho. El RDL 32/2021 eliminó la prioridad aplicativa del convenio de empresa sobre el sectorial en cuantía salarial: la nueva lista del art. 84.2 del Estatuto de los Trabajadores (horas extraordinarias, horario, clasificación profesional, modalidades de contratación, conciliación y las que dispongan los acuerdos) no incluye la cuantía del salario. Sobre la ultraactividad, el art. 86.3 dice que, durante las negociaciones para renovar un convenio, «en defecto de pacto, se mantendrá su vigencia», y el art. 86.4, que transcurrido un año desde la denuncia las partes «deberán someterse a los procedimientos de mediación».◦
Artículo 38 · INCUMPLE
La norma. «Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado.»
El hecho. Doing Business 2020 (Banco Mundial): España en el puesto 30 de 190, pero 123º del mundo en permisos de construcción (15 procedimientos frente a 7 en Dinamarca), aunque 1º en comercio transfronterizo. El Informe de Competitividad Mundial del WEF (2019) sitúa a España en el puesto 114 de 141 en carga regulatoria para empresas. El Banco de España calcula que un aumento del 10 % en el volumen de regulación se asocia a una caída del 0,5 % en el empleo de las empresas con menos de 10 trabajadores.◦
Artículo 39 · INCUMPLE
La norma. «Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia» y «la protección integral de los hijos.»
El hecho. Según UNICEF España (17-X-2024), España es el país de la Unión Europea con menos capacidad para reducir la pobreza infantil mediante transferencias: solo el 17 %, frente a la media del 41 % de la UE. Invierte el 1,5 % del PIB en protección social de la infancia y las familias, frente al 2,4 % de la media europea (354 euros por habitante, frente a 678 en la UE). La noticia no dice de dónde salen los datos ni de qué año.◦
Artículo 40 · INCUMPLE
La norma. «Los poderes públicos… velarán por la seguridad e higiene en el trabajo.»
El hecho. El Ministerio de Trabajo registró 1.181.202 accidentes de trabajo en 2024 (628.300 con baja, +0,5%) y 796 muertes en el trabajo, 75 más que el año anterior (+10,4%) — tendencia de empeoramiento, no cifra estable. Los partes de enfermedad profesional por silicosis se multiplicaron por 34 entre 2000 y 2024.◦
Artículo 41 · CUMPLE
La norma. «Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social… que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad.»
El hecho. La tasa de cobertura del desempleo fue del 81,16% en noviembre de 2025 — la cifra más alta de toda la serie histórica para ese mes. El RDL 2/2024 elevó el subsidio asistencial del 80% al 95% del IPREM durante los primeros 180 días.◦
Artículo 42 · INCUMPLE
La norma. «El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores españoles en el extranjero.»
El hecho. Patrón documentado de intervención repetida del Defensor del Pueblo por carencias estructurales: en 2014, 1.735 ciudadanos españoles cumplían condena en cárceles extranjeras; en 2015, un informe de la Defensora sobre presos españoles en 27 países recomendó reforzar la asistencia jurídica gratuita y los medios consulares; el Informe Anual de 2017 del Defensor trata, de forma general, problemas de menores y de españoles en el extranjero; no se ha localizado el documento concreto que describa una actuación específica sobre hijos menores en situación de indigencia con ese detalle exacto, así que ese punto queda sin confirmar.◦
Artículo 43 · INCUMPLE
La norma. «Se reconoce el derecho a la protección de la salud.»
El hecho. 853.509 pacientes en lista de espera quirúrgica estructural en diciembre de 2025, con una demora media de 121 días y un 21,6% esperando más de seis meses — empeoramiento sostenido desde 2022 (793.521). Por comunidades, la espera media para operarse a 31-XII-2025 iba de los 50 días de Madrid (la más baja de la tabla) a los 173 de Andalucía (la más alta): 3,46 veces más (cálculo de la obra).◦
Artículo 44 · CUMPLE
La norma. «Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés general.»
El hecho. España invirtió el 1,50% del PIB en I+D en 2024 (23.931 millones de euros, máximo histórico, subiendo del 1,23% en 2018), pero sigue por debajo de la media de la UE-27 (2,26 % del PIB en 2024, estimado) y de su propio objetivo estratégico para 2027. El sector empresarial representa el 55,8% del gasto, 11 puntos por debajo de la media UE. Con todo, el gasto en I+D de España creció más que el de la UE-27 cinco años seguidos, de 2020 a 2024 (cálculo de la obra, en euros corrientes).◦
Artículo 45 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona.»
Declaración formal externa. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea condenó a España el 25 de julio de 2018 (asunto C-205/17, Comisión/España) por no haber ejecutado su sentencia de 14 de abril de 2011 sobre la recogida y el tratamiento de las aguas residuales urbanas (Directiva 91/271/CEE): una suma a tanto alzado de 12 millones de euros y una multa coercitiva de 10.950.000 euros por cada semestre de retraso, que se reduce según las aglomeraciones que se pongan al día. A 26 de septiembre de 2022, el Ministerio para la Transición Ecológica contaba 71.725.687,35 euros pagados: los 12 millones a tanto alzado y 59.725.687,35 euros de multa coercitiva en seis pagos semestrales. El 29 de abril de 2026, la Comisión Europea decidió llevar de nuevo a España ante el Tribunal de Justicia por no cumplir íntegramente las obligaciones de recogida, tratamiento y control de la misma Directiva (procedimiento INFR(2017)2100): quince aglomeraciones sin sistema colector adecuado, treinta y nueve sin el tratamiento secundario exigido en zonas normales, ocho en zonas sensibles y cincuenta y dos sin control de los vertidos.◦
Artículo 46 · PENDIENTE
La norma. «Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España.»
El hecho. El hecho que sostiene este estado va a flecos: no se ha leído en su fuente.
Artículo 47 · INCUMPLE
La norma. «Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada.»
El hecho. El caso se cuenta en 7.3, n.º 10 (lanzamientos y ejecuciones hipotecarias de 2025). Lo que 7.3 no dice: las ejecuciones hipotecarias iniciadas subieron un 35,6 % en 2025 frente a un 18,3 % en 2024, casi el doble. Y la doctrina constante desde la STC 152/1988 hasta la STC 32/2019 niega que el art. 47 CE genere, por sí solo, un derecho subjetivo exigible ante los tribunales; la STC 79/2024 y la STC 17/2026 reconocen que, con la ley de desarrollo (Ley 12/2023), ese derecho sí se activa.◦
Artículo 48 · INCUMPLE
La norma. «Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud.»
El hecho. El Observatorio de Emancipación del Consejo de la Juventud de España sitúa la tasa de emancipación juvenil en el 14,5% (mínimo histórico) y la edad media de emancipación en 30,2 años, con un alquiler medio que absorbe el 98,7% del salario medio de una persona joven.◦
Artículo 49 · CUMPLE
La norma. «Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía personal y la inclusión social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente accesibles. Asimismo, fomentarán la participación de sus organizaciones, en los términos que la ley establezca. Se atenderán particularmente las necesidades específicas de las mujeres y los menores con discapacidad.»
El hecho. Este artículo se reformó en 2024; el Gobierno dijo que era «la tercera desde la entrada en vigor de la Constitución, pero la primera de contenido social»◦, y actualizó su redacción sobre los derechos de las personas con discapacidad (el dato, en 7.2, n.º 14).◦
Artículo 50 · CUMPLE
La norma. «Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad.»
El hecho. El sistema de revalorización de pensiones ha sido objeto de suspensiones (RDL 28/2012) validadas por el Tribunal Constitucional (STC 95/2015 y STC 49/2015), que fijó que la revalorización «puede ser modulada por la Ley de Presupuestos Generales del Estado en función de las circunstancias socioeconómicas concurrentes» — es decir, la actualización periódica no es un mandato absoluto e incondicionado.◦
Artículo 51 · INCUMPLE
La norma. «Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios.»
El hecho. El caso de las cláusulas suelo: la STS de 9 de mayo de 2013 las declaró abusivas por falta de transparencia, pero con efectos solo hacia el futuro; el TJUE obligó después a la devolución retroactiva completa. Las propias entidades estimaron el impacto más probable de la eliminación de las cláusulas suelo en torno a los 3.700 millones de euros al cierre de 2016, de los que unos 2.100 millones corresponden a la retroactividad anterior al 9 de mayo de 2013.◦
Artículo 52 · CUMPLE
La norma. «La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.»
El hecho. La Ley 12/2014 regula la representatividad de las organizaciones profesionales agrarias mediante consulta electoral cada 5 años, con umbral mínimo del 15% de votos a nivel estatal. La STC 132/1989 confirmó que el art. 52 CE solo establece una reserva de ley, sin contenido esencial más allá de exigir estructura democrática. No se encontró controversia documentada sobre irregularidades en las organizaciones reales (ASAJA, COAG, UPA).◦
Artículo 53.3 · CUMPLE
La norma. «El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios [rectores del Capítulo III][…] informarán la legislación positiva… Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.»
El hecho. Doctrina constante desde la STC 152/1988 hasta la STC 32/2019: los principios rectores (como el derecho a la vivienda del art. 47 CE) no generan, por sí solos, un derecho subjetivo exigible directamente ante los tribunales. La STC 32/2019 rechazó expresamente un recurso que invocaba el art. 47 CE en solitario, citando el TJUE (asunto C-539/14) para confirmar que este límite coincide con la doctrina europea. La STC 79/2024 y la STC 17/2026 matizan, sin contradecir, la doctrina: una vez existe ley de desarrollo, el derecho sí se activa como exigible.◦
Artículo 54 · CUMPLE
La norma. «Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes Generales… a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la Administración.»
El hecho. El caso se cuenta en 7.3, n.º 9. Lo que 7.3 no dice: el art. 30.2 de la LO 3/1981 es el único recurso, y no hay sanción ni ejecución forzosa; la única consecuencia que prevé la ley es la exposición pública.◦
Artículo 55 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5, artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.»
Declaración formal externa. La STC 148/2021 declaró que el confinamiento de 2020 fue jurídicamente una suspensión de derechos, y el art. 55.1 CE exige para ello el estado de excepción, no el de alarma — que es el instrumento jurídicamente más débil disponible. Se usó la figura más leve de las tres para producir el efecto que solo permite la más grave.◦
La mejor defensa del Estado. España es una democracia consolidada: los derechos fundamentales están protegidos por los jueces, por el Tribunal Constitucional y por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos; y los principios rectores (arts. 39 a 52) son mandatos al legislador, no derechos exigibles de inmediato (art. 53.3).
Los contrapuntos de la obra: 1) Ese mismo Tribunal Europeo ha condenado a España entre 9 y 10 veces por no investigar bien denuncias de tortura o malos tratos (art. 15), y por castigar críticas al Rey (art. 20). 2) El Constitucional declaró que el confinamiento de 2020 fue una suspensión de derechos que exigía el estado de excepción, no el de alarma (STC 148/2021; arts. 19, 55 y 116). 3) La Constitución los llama derechos: «Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada» (art. 47); la emancipación juvenil está en el 14,5 %, mínimo histórico (art. 48); y 853.509 pacientes esperan una operación (art. 43). 4) Lo cobrado con la amnistía fiscal de 2012 y la plusvalía municipal, anuladas, no se devolvió (art. 31.1).
A.3 Título II. La Corona
La idea: la Corona incumple en 3 de sus 10 artículos; la defensa dice que cumple su función simbólica y publica sus cuentas, y los contrapuntos señalan el coste real de funcionamiento y la motivación de los indultos.
10 artículos auditados; 3 incumplen.
	Artículo
	Estado
	Grupo
	Nota

	56
	pendiente
	organigrama del poder
	—

	57.5
	cumple
	organigrama del poder
	—

	58
	cumple
	organigrama del poder
	—

	59
	cumple
	organigrama del poder
	—

	60
	cumple
	organigrama del poder
	—

	61
	cumple
	organigrama del poder
	—

	62.i
	incumple
	organigrama del poder
	declaración formal externa

	63.3
	incumple
	organigrama del poder
	—

	64
	cumple
	organigrama del poder
	—

	65
	incumple
	organigrama del poder
	declaración formal externa



Artículo 56 · PENDIENTE
La norma. «La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad.»
El hecho. Un artículo académico (Revista de Derecho Político, UNED, 2023) confirma que la interpretación tradicional de inviolabilidad «absoluta en lo material y temporal» ha quedado «ampliamente refutada y cuestionada». Existen dos tesis en disputa real: la mayoritaria (inviolabilidad absoluta mientras se ostenta la jefatura, con apoyo en el fundamento doctrinal de la STC 98/2019, que protege la persona del Rey y no la función; la cita exacta «FJ 3.c» no se ha podido confirmar letra por letra) y la minoritaria (podría responder por actos privados no refrendados incluso en mandato). Las investigaciones judiciales solo cubrieron actos posteriores a la abdicación, evitando resolver la pregunta de fondo. Este punto no se puede cerrar en un sentido o en otro: sigue abierto EN LA PROPIA DOCTRINA ACADÉMICA, con las dos tesis en disputa ya descritas; es una disputa real y no resuelta entre juristas, no una laguna de la auditoría.◦
Artículo 57.5 · CUMPLE
La norma. «Las abdicaciones y renuncias y cualquier duda de hecho o de derecho que ocurra en el orden de sucesión a la Corona se resolverán por una ley orgánica.»
El hecho. La LO 3/2014, de 18 de junio, reguló la abdicación de Juan Carlos I. Ningún otro caso de «duda de hecho o de derecho» en la sucesión desde 1978 ha requerido nueva ley orgánica. Al ratificar en 1983 la Convención sobre la eliminación de la discriminación contra la mujer, España hizo esta reserva: «La ratificación de la Convención por España no efectará a las disposiciones constitucionales en materia de sucesión a la Corona española.» («efectará» es del original).◦
Artículo 58 · CUMPLE
La norma. «La Reina consorte o el consorte de la Reina no podrán asumir funciones constitucionales, salvo lo dispuesto para la Regencia.»
El hecho. La Reina no tiene funciones constitucionales (art. 58). Su agenda, documentada en la web de la Casa de Su Majestad el Rey, incluye un viaje de cooperación a Cabo Verde, con un proyecto bilateral de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID), en marzo de 2025, y la Presidencia de Honor de la Asociación Española Contra el Cáncer y de su Fundación Científica desde 2010.◦
Artículo 59 · CUMPLE
La norma. «Cuando el Rey fuere menor de edad, el padre o la madre del Rey y, en su defecto, el pariente mayor de edad más próximo a suceder en la Corona, según el orden establecido en la Constitución, entrará a ejercer inmediatamente la Regencia y la ejercerá durante el tiempo de la minoría de edad del Rey.»
El hecho. Ni el art. 59 ni el art. 60 tienen ley orgánica u ordinaria de desarrollo específica — la propia Constitución regula el mecanismo completo en su texto. Nunca se ha activado: tanto Juan Carlos I como Felipe VI accedieron al trono siendo mayores de edad.◦
Artículo 60 · CUMPLE
La norma. «Será tutor del Rey menor la persona que en su testamento hubiese nombrado el Rey difunto…»
El hecho. Mismo resultado que el art. 59: tres tipos de tutela posibles (testamentaria, legítima, dativa por las Cortes) regulados en el propio texto constitucional, sin desarrollo legal adicional, nunca activado.◦
Artículo 61 · CUMPLE
La norma. «El Rey, al ser proclamado ante las Cortes Generales, prestará juramento de desempeñar fielmente sus funciones, guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes.»
El hecho. Felipe VI fue proclamado Rey el 19-VI-2014, en sesión solemne de las Cortes Generales reunidas en el Palacio del Congreso de los Diputados, el mismo día en que entró en vigor la Ley Orgánica 3/2014, de abdicación (BOE núm. 148, de 19-VI-2014). El Diario de Sesiones recoge el texto del juramento y la proclamación.◦
Artículo 62.i · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «Corresponde al Rey… ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos generales.»
Declaración formal externa. Cifras anuales de indultos: 11 en 2023 (mínimo histórico), 16 en 2022, un pico de 41 en el primer semestre de 2021 (incluidos los 9 líderes del procés, indultados el 22 de junio de ese año). El Tribunal Supremo anuló el RD 1668/2012 por falta de motivación, y el RD 863/2013 por falta del informe preceptivo del tribunal sentenciador competente. La Fundación CIVIO documenta 10.779 indultos entre diciembre de 1995 y diciembre de 2023.◦
Artículo 63.3 · INCUMPLE
La norma. «Al Rey corresponde, previa autorización de las Cortes Generales, declarar la guerra y hacer la paz.»
El hecho. Debate doctrinal real sobre su alcance: la postura mayoritaria lo considera un acto simbólico del Rey con poder real en el Gobierno; España participa en misiones internacionales por la vía de la LO 5/2005, sin activar nunca el art. 63.3 en sentido estricto desde 1978. La obra lo clasifica como INCUMPLE porque el mecanismo previsto no se ha aplicado nunca (lo que no se cumple, incumple), y deja anotado que es un precepto en desuso. Se anota que la falta de aplicación puede deberse a que no se han dado los supuestos que lo activan.◦
Artículo 64 · CUMPLE
La norma. «Los actos del Rey serán refrendados por el Presidente del Gobierno y, en su caso, por los Ministros competentes. [[…]] De los actos del Rey serán responsables las personas que los refrenden.»
El hecho. El art. 64.1 manda que «la disolución prevista en el artículo 99» sea refrendada «por el Presidente del Congreso». El Real Decreto 551/2019, de 24 de septiembre, que disuelve las Cortes por el art. 99.5, lo firma el Rey y lo refrenda la Presidenta del Congreso: «Dado en Madrid, el 24 de septiembre de 2019. FELIPE R. La Presidenta del Congreso de los Diputados».◦
Artículo 65 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «El Rey recibe de los Presupuestos del Estado una cantidad global para el sostenimiento de su Familia y Casa, y distribuye libremente la misma.»
Declaración formal externa. Presupuesto oficial de 8.431.150 € (PGE), congelado en esa cifra desde 2021 (en 2018-2020 la cifra era de 7.887.150 €). El Tribunal de Cuentas detectó que el coste real de funcionamiento en 2025 fue de 9,4 millones frente a 8,4 presupuestados, obligando a retirar 983.403 € de las reservas, que han quedado en solo 4,1 millones (se agotarían en poco más de 4 años al ritmo actual, cálculo de la obra).◦
Otro cálculo (nivel B). Un informe de REMCO (Universidad de Málaga, marzo de 2026) calcula el coste de la Jefatura del Estado en unos 105 millones de euros (105,24 en sus tablas 1 y 2; 104,86 en la 5), con datos de la Casa de 2021 y relaciones de puestos de 2023. Es un estudio, no una cifra oficial.◦
La mejor defensa del Estado. La Corona cumple su función simbólica y arbitral, publica sus cuentas y tiene su presupuesto congelado desde 2021.
Los contrapuntos de la obra: 1) El Tribunal de Cuentas detectó que en 2025 el coste real de funcionamiento fue de 9,4 millones frente a 8,4 presupuestados, y que hubo que retirar 983.403 euros de las reservas (art. 65). 2) Ni el presupuesto ni las cuentas de la Casa del Rey dicen cuántas personas trabajan en ella; sí lo publica el Portal de la Transparencia, en la relación de puestos del Ministerio de la Presidencia: 161 puestos de personal civil a 1-X-2026 (C.2). Y el Supremo ha anulado indultos por falta de motivación o del informe preceptivo del tribunal sentenciador (art. 62.i).
A.4 Título III. Las Cortes Generales
La idea: el Parlamento funciona, pero sobre todo hacia dentro: 8 de 31 artículos incumplen, con un Gobierno que legisla por decreto y unas Cortes que fijan su propia asignación.
31 artículos auditados; 8 incumplen.
	Artículo
	Estado
	Grupo
	Nota

	66
	cumple
	organigrama del poder
	—

	67.2
	cumple
	organigrama del poder
	—

	68.3
	cumple
	organigrama del poder
	—

	69.2
	cumple
	organigrama del poder
	—

	70.1
	cumple
	organigrama del poder
	—

	71.2
	cumple
	organigrama del poder
	—

	72.1
	incumple
	organigrama del poder
	—

	73.1
	incumple
	organigrama del poder
	—

	74
	incumple
	organigrama del poder
	—

	75.3
	cumple
	organigrama del poder
	—

	76.2
	incumple
	organigrama del poder
	—

	77.1
	incumple
	organigrama del poder
	—

	78
	cumple
	organigrama del poder
	—

	79.3
	cumple
	organigrama del poder
	—

	80
	cumple
	organigrama del poder
	—

	81
	cumple
	organigrama del poder
	—

	82.6
	cumple
	organigrama del poder
	intento frenado

	83
	cumple
	organigrama del poder
	—

	84
	incumple
	organigrama del poder
	—

	85
	cumple
	organigrama del poder
	—

	86
	incumple
	organigrama del poder
	declaración formal externa

	87.3
	cumple
	organigrama del poder
	—

	88
	cumple
	organigrama del poder
	—

	89.2
	cumple
	organigrama del poder
	—

	90
	incumple
	organigrama del poder
	—

	91
	cumple
	organigrama del poder
	—

	92
	cumple
	organigrama del poder
	—

	93
	cumple
	organigrama del poder
	—

	94.1
	cumple
	organigrama del poder
	—

	95.2
	cumple
	organigrama del poder
	—

	96.1
	cumple
	organigrama del poder
	—



Artículo 66 · CUMPLE
Artículo auditado por apartados: 66.2 y 66.3.
Se auditan dos apartados: el 2 (control de la acción del Gobierno) y el 3 (inviolabilidad de las Cortes). Los dos cumplen.
Apartado 66.2 · CUMPLE.
La norma. «Las Cortes Generales… controlan la acción del Gobierno.»
El hecho. Entre enero de 2024 y septiembre de 2026, el Congreso derogó al menos siete reales decretos-leyes del Gobierno (7/2023, 9/2024, 7/2025, 16/2025, 2/2026, 8/2026 y 21/2026) (11.3, cargo 12).◦
Apartado 66.3 · CUMPLE.
La norma. «Las Cortes Generales son inviolables.»
El hecho. El ATC 147/1982 vincula esta inviolabilidad a la independencia de las Cámaras. La propia sinopsis oficial del Congreso reconoce que el carácter institucional de esta inviolabilidad «tiene un perfil más difuso» que la individual del art. 71.1. No se localizó ningún caso documentado de vulneración formal desde 1978.◦
Artículo 67.2 · CUMPLE
La norma. «Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo.»
El hecho. El Pacto Antitransfuguismo (1998, III Adenda de 2020) carece de efecto normativo real, según expertos, porque el propio art. 67.2 CE protege la libertad del diputado y el TC confirma que el acta pertenece al diputado, no al partido. Caso real: dos diputados de UPN, acusados de tránsfugas tras votar contra su partido (UPN no firma el pacto).◦
Artículo 68.3 · CUMPLE
La norma. «La elección [al Congreso] se verificará… atendiendo a criterios de representación proporcional.»
El hecho. El índice de Gallagher para las generales de julio de 2023 sale 5,8 con los resultados oficiales (entre 5,58 y 5,81 según se cuente; cálculo de la obra). El PP obtuvo el 33,06 % de los votos y el 39,14 % de los escaños: una diferencia de 6,08 puntos.◦
Artículo 69.2 · CUMPLE
La norma. «En cada provincia se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto por los votantes de cada una de ellas, en los términos que señale una ley orgánica.»
El hecho. Cada provincia peninsular elige 4 senadores sin importar su población (188 senadores de este tipo). Madrid, con más de 7 millones de habitantes, elige los mismos 4 senadores que Soria (unos 88.000-90.000 habitantes) — una desproporción del orden de 80 a 1.◦
Artículo 70.1 · CUMPLE
La norma. «La ley electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados y Senadores.»
El hecho. El Acuerdo de la Junta Electoral Central de 3 de enero de 2020 declaró la «inelegibilidad sobrevenida» de un eurodiputado electo tras una condena penal firme, con la pérdida de su condición de eurodiputado. El Tribunal Constitucional desestimó sus recursos de amparo por pérdida sobrevenida de objeto (SSTC 31/2024 y 45/2024) y el TJUE se pronunció en el asunto C-502/19. Otros tres casos con sentencia: STS 572/2021, STS 132/2023 y STS 444/2023. La obra lo clasifica como cumplimiento limpio: no consta resolución que anulara una extralimitación en la aplicación del art. 70.1.◦
Cada caso con su fecha y su recurso está en el nivel completo.
Artículo 71.2 · CUMPLE
La norma. «Los Diputados y Senadores… sólo podrán ser detenidos en caso de flagrante delito… no podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización de la Cámara respectiva.»
El hecho. La sinopsis oficial del Congreso explica que lo que se llama suplicatorio «no es técnicamente sino el instrumento procesal en el que la autoridad judicial solicita a la Cámara la autorización para proceder» (art. 5 de la Ley de 9 de febrero de 1912 y art. 755 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal), y que es «el documento que desencadena el procedimiento para su tramitación previsto en los Reglamentos de ambas Cámaras».◦
Artículo 72.1 · INCUMPLE
La norma. «Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónomamente sus presupuestos.»
El hecho. Un artículo de HayDerecho (2024)◦, titulado «el Tribunal de Cuentas no contesta los requerimientos del Congreso», documenta que el TCu tiene competencia exclusiva sobre la Administración estatal, pero 13 de las 17 comunidades autónomas tienen su propio órgano de control externo, mientras Extremadura, Murcia, La Rioja, Ceuta y Melilla siguen bajo fiscalización exclusiva del TCu estatal.◦
Artículo 73.1 · INCUMPLE
La norma. «Las Cámaras se reunirán anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de septiembre a diciembre, y el segundo, de febrero a junio.»
El hecho. El Gobierno estuvo en funciones desde el 21 de diciembre de 2015 (Real Decreto 1167/2015, que declara su cese tras las elecciones del 20 de diciembre) hasta el 29 de octubre de 2016: diez meses (cálculo de la obra). Las Cortes se habían disuelto el 26 de octubre de 2015 (Real Decreto 977/2015).◦
Artículo 74 · INCUMPLE
La norma. «Las Cámaras se reunirán en sesión conjunta para ejercer las competencias no legislativas que el Título II atribuye expresamente a las Cortes Generales.»
El hecho. Ninguno de los supuestos graves del art. 74.1 (incapacidad del Rey, nombramiento de Regente o tutor por las Cortes, resolución de dudas sucesorias) se ha dado nunca desde 1978. La práctica de la sesión solemne de apertura de legislatura con el Rey presente no se funda en este artículo, sino en el art. 62.b) CE. En cambio, el mecanismo del art. 74.2 (decisión por mayoría de cada Cámara, con Comisión Mixta si hay desacuerdo) sí está en uso regular: es la vía por la que se tramitan los convenios entre Comunidades Autónomas (art. 145.2) y las decisiones del Fondo de Compensación Interterritorial (art. 158.2). La obra lo clasifica como INCUMPLE porque el mecanismo previsto no se ha aplicado nunca (lo que no se cumple, incumple), y deja anotado que es un precepto en desuso. Se anota el matiz: los supuestos graves del art. 74.1 no se han dado nunca y el mecanismo del art. 74.2 sí está en uso regular; la falta de aplicación del 74.1 puede deberse a que no ha habido supuestos que lo exigieran.◦
Artículo 75.3 · CUMPLE
La norma. «Quedan exceptuados de [la delegación en Comisiones Legislativas Permanentes] la reforma constitucional, las cuestiones internacionales, las leyes orgánicas y de bases y los Presupuestos Generales del Estado.»
El hecho. La sinopsis oficial del Congreso dice que «los arts. 148 y 149 del RC, establecen la presunción de delegación» (RC es el Reglamento del Congreso).◦
Artículo 76.2 · INCUMPLE
La norma. «Será obligatorio comparecer a requerimiento de las Cámaras. La ley regulará las sanciones que puedan imponerse por incumplimiento de esta obligación.»
El hecho. La sanción penal por incomparecencia está prevista en el art. 502.1 CP. Caso real: una exministra se negó a comparecer ante el Parlamento andaluz; la denuncia fue archivada por el Tribunal Supremo en julio de 2016. Existe además una exención estructural: el art. 399.1 LOPJ exime a jueces y magistrados de comparecer ante autoridades distintas de su tribunal aforante.◦
Artículo 77.1 · INCUMPLE
La norma. «Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito.»
El hecho. Un estudio de Political Watch, «El derecho de petición en el contexto digital» (3-II-2026), financiado por Red.es con fondos NextGenerationEU◦, describe al Congreso y al Senado como «intermediarias administrativas… sin garantías de seguimiento ni evaluación de impacto real». Según sus datos, el Congreso derivó 380 de las 386 peticiones recibidas y el Senado, 78 de 167. El título del blog dice que derivan «todas»: los datos, no.◦
Artículo 78 · CUMPLE
La norma. «Las Diputaciones Permanentes estarán presididas por el Presidente de la Cámara respectiva y tendrán como funciones la prevista en el artículo 73, la de asumir las facultades que correspondan a las Cámaras, de acuerdo con los artículos 86 y 116, en caso de que éstas hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato y la de velar por los poderes de las Cámaras cuando éstas no estén reunidas.»
El hecho. Tras la disolución de las Cortes en mayo de 2023, la Diputación Permanente asumió las facultades de las Cámaras hasta la constitución del 17 de agosto de 2023.◦
Artículo 79.3 · CUMPLE
La norma. «El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable.»
El hecho. El 3 de febrero de 2022, un diputado del PP emitió su voto telemático en sentido contrario al marcado por su grupo en la votación de convalidación de la reforma laboral, que se aprobó por ese único voto. Antes de la pandemia existía una verificación telefónica adicional del voto telemático que se eliminó al generalizarse su uso masivo. El TS solo anula votaciones por fallo informático real demostrado, nunca por error humano.◦
Artículo 80 · CUMPLE
La norma. «Las sesiones plenarias de las Cámaras serán públicas, salvo acuerdo en contrario de cada Cámara, adoptado por mayoría absoluta.»
El hecho. Según la sinopsis oficial del Congreso, el principio de publicidad de las sesiones se restringió dos veces en la fase constituyente. El Anteproyecto decía: «las reuniones de las Cámaras serán públicas, salvo acuerdo en contrario de cada Cámara, tomado por mayoría absoluta y con arreglo al Reglamento», para todas las sesiones, también las de Comisión. El informe de la Ponencia en el Congreso «restringió este principio a las sesiones del Pleno», y el dictamen de la Comisión «transformó en alternativa lo que eran requisitos cumulativos, de modo que se hacía posible la declaración como secreta de una sesión en virtud del propio Reglamento o por una mayoría más reducida».◦
Artículo 81 · CUMPLE
La norma. «Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, las que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás previstas en la Constitución. [[…]] La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas exigirá mayoría absoluta del Congreso, en una votación final sobre el conjunto del proyecto.»
El hecho. Patrón de los últimos años: la vía de la proposición de ley (en vez del proyecto de ley) se ha usado reiteradamente para tramitar leyes orgánicas evitando informes preceptivos, alegado sin éxito en recursos contra la LO 4/2021 del CGPJ (STC 128/2023, «fraude de ley»), la LO 3/2021 de eutanasia (STC 94/2023) y la LO 8/2022 (STC 139/2024). La STC 108/1986, sobre la LOPJ de 1985, trató otro motivo: la falta de informe del CGPJ sobre el proyecto de ley orgánica, que se habría producido en el procedimiento administrativo previo y no en el legislativo.◦
Artículo 82.6 · CUMPLE
La norma. «Sin perjuicio de la competencia propia de los Tribunales, las leyes de delegación podrán establecer… fórmulas adicionales de control [del exceso de delegación].»
El hecho. La STS de 9 de febrero de 2000 (Sala Tercera, recurso contencioso-administrativo 486/1996) anuló por exceso de delegación (ultra vires) y por omisión del dictamen preceptivo del CGPJ el último inciso del art. 145 del Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual (RDLeg 1/1996). La STC 166/2007, de 4 de julio, que recoge esa anulación, inadmitió la cuestión de inconstitucionalidad 1780-1999 planteada sobre ese mismo precepto.◦
Frenado por. Sentencia de 9-II-2000 (BOE-A-2000-5906) — Tribunal Supremo (Sala Tercera), 9-II-2000. Recurso contencioso-administrativo 486/1996 contra el RDLeg 1/1996. Anuló el último inciso del art. 145 TRLPI por ultra vires y por omisión del dictamen preceptivo del CGPJ.
Artículo 83 · CUMPLE
La norma. «Las leyes de bases no podrán en ningún caso: a) Autorizar la modificación de la propia ley de bases. b) Facultar para dictar normas con carácter retroactivo.»
El hecho. La sinopsis oficial del Congreso dice que «El apartado b) del artículo 83 CE prohíbe a las Leyes de Bases que faculten al Gobierno para dictar normas de carácter retroactivo».◦
Artículo 84 · INCUMPLE
La norma. «Cuando una proposición de ley o una enmienda fuere contraria a una delegación legislativa en vigor, el Gobierno está facultado para oponerse a su tramitación. En tal supuesto, podrá presentarse una proposición de ley para la derogación total o parcial de la ley de delegación.»
El hecho. El art. 84 faculta al Gobierno para oponerse a la tramitación de una proposición de ley o de una enmienda contraria a una delegación legislativa en vigor. El comentario oficial del Congreso dice que no existen precedentes de oposición a enmiendas y que, para las proposiciones de ley, el supuesto es «inédito en la práctica parlamentaria reciente»; el Reglamento del Congreso no desarrolla el artículo. La obra lo clasifica como INCUMPLE porque el mecanismo previsto nunca se ha aplicado (lo que no se cumple, incumple), y deja anotado que es un precepto en desuso. Es una facultad del Gobierno, no una obligación, y esa diferencia queda a la vista del lector.◦
El procedimiento del Reglamento del Senado (art. 128) está en el nivel completo.
Artículo 85 · CUMPLE
La norma. «Las disposiciones del Gobierno que contengan legislación delegada recibirán el título de Decretos Legislativos.»
El hecho. Ocho textos de uso corriente son textos refundidos aprobados por real decreto legislativo: la Ley General de la Seguridad Social (RDLeg 8/2015, de 30-X-2015), el Estatuto de los Trabajadores (RDLeg 2/2015, de 23-X-2015), el Estatuto Básico del Empleado Público (RDLeg 5/2015, de 30-X-2015), la Ley de Tráfico (RDLeg 6/2015, de 30-X-2015), la Ley de Haciendas Locales (RDLeg 2/2004, de 5-III-2004), la Ley de discapacidad (RDLeg 1/2013, de 29-XI-2013), Clases Pasivas (RDLeg 670/1987, de 30-IV-1987) y la Ley de Propiedad Intelectual (RDLeg 1/1996, de 12-IV-1996).◦
Artículo 86 · INCUMPLE · con declaración formal externa
Artículo auditado por apartados: 86.1, 86.2 y 86.3.
Apartado 86.1 · INCUMPLE.
La norma. «En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas provisionales que tomarán la forma de Decretos-leyes.»
Apartado 86.2 · CUMPLE.
La norma. «Los Decretos-leyes deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de totalidad al Congreso… en el plazo de los treinta días siguientes a su promulgación.»
El hecho. Al menos 13 decretos-leyes no fueron convalidados por el Congreso entre enero de 2012 y septiembre de 2026, según el recuento de la obra sobre los datos abiertos del BOE. Dos casos recientes: el RDL 7/2025 (rechazado tras 28 días en vigor, cálculo de la obra) y el RDL 8/2026 (rechazado el 28 de abril de 2026, medidas de alquiler).◦
Apartado 86.3 · CUMPLE.
La norma. «[Los decretos-leyes] no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general.»
El hecho. Doctrina fundacional en la STC 111/1983 (caso RUMASA). La STC 182/1997 declaró inconstitucional y nulo el art. 2 del RDL 5/1992 (modificación de las escalas del IRPF por decreto-ley), por alterar el deber de contribuir del art. 31 CE — aunque desestimó la impugnación del art. 6.1 de la misma norma. Corrección efectiva y consumada, no solo doctrina: la STC 73/2017 anuló también, por el mismo motivo, la amnistía fiscal de 2012 (disposición adicional primera del RDL 12/2012), aprobada igualmente por decreto-ley. La STC 17/2023 enjuició después el RDL 26/2021, el decreto-ley con el que el Gobierno reparó la anulación de la plusvalía municipal.◦
Frenado por. STC 182/1997 — Tribunal Constitucional (Pleno), 28-X-1997. Recursos de inconstitucionalidad 2548/1992 y 553/1993 (más de 50 diputados del Grupo Popular). Nulidad del art. 2 del RDL 5/1992 (escalas del IRPF); el resto se desestimó.
Frenado por. STC 73/2017 — Tribunal Constitucional (Pleno), 8-VI-2017. Recurso de inconstitucionalidad 3856-2012 (más de 50 diputados del Grupo Socialista). Nulidad de la disposición adicional primera del RDL 12/2012 (amnistía fiscal).
Declaración formal externa. Se auditan tres apartados. Incumple el 1 (uso del decreto-ley), con declaración formal externa; cumplen el 2 (convalidación por el Congreso) y el 3 (límites materiales, con dos extralimitaciones frenadas por el Tribunal Constitucional). El artículo incumple porque incumple uno de sus apartados.
Declaración formal externa. 40 decretos-leyes frente a 74 leyes aprobadas en la legislatura actual (la cifra de 74 no se desglosa siempre igual entre fuentes: unas la presentan como leyes distintas de los decretos, otras como el total combinado). La STC 61/2018 estimó en parte el recurso contra el RDL 5/2013, que declaró nulo en varias disposiciones, y desestimó el resto; la STC 14/2020 declaró nulas las disposiciones adicionales primera y tercera del RDL 7/2019 (vivienda) y desestimó el recurso en todo lo demás: el Tribunal no desmintió la estadística oficial sobre desahucios, porque los «datos reales» y el número «ínfimo» de lanzamientos eran alegaciones de los recurrentes.◦
Artículo 87.3 · CUMPLE
La norma. «Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la presentación de proposiciones de Ley… No procederá dicha iniciativa en materias propias de Ley Orgánica…»
El hecho. El umbral de 500.000 firmas equivale al 1,33 % del censo electoral del 23-VII-2023 (37.469.458 electores).◦
Artículo 88 · CUMPLE
La norma. «Los proyectos de Ley serán aprobados en Consejo de Ministros, que los someterá al Congreso, acompañados de una exposición de motivos y de los antecedentes necesarios.»
El hecho. El RD 931/2017 regula la Memoria del Análisis de Impacto Normativo (MAIN), obligatoria solo para proyectos de ley del Gobierno, no para proposiciones parlamentarias — una asimetría que conecta con el uso de la proposición de ley para eludir informes preceptivos (art. 81 CE).◦
Artículo 89.2 · CUMPLE
La norma. «Las proposiciones de ley que, de acuerdo con el artículo 87, tome en consideración el Senado, se remitirán al Congreso para su trámite en éste como tal proposición.»
El hecho. Las proposiciones de ley que toma en consideración el Senado se remiten al Congreso para su trámite «como tal proposición» (art. 89.2 CE; art. 125 del Reglamento del Congreso y art. 108.5 del Reglamento del Senado); en palabras del comentario oficial del Congreso, «excluyendo la toma en consideración que ya se ha producido en la otra Cámara». El comentario oficial del Congreso las describe como «una suerte de sistema de lanzadera»: el Congreso las debate y aprueba, en su caso, y las devuelve a la Cámara Alta; y señala que así se mantiene el predominio de la Cámara Baja, que hace la primera lectura de los textos, y a la vez se respeta el ejercicio de la iniciativa legislativa del Senado. Como contexto general de las proposiciones de ley (no solo las del Senado), según ese mismo comentario, en la XV Legislatura, hasta finales de 2025, solo 6 de las 26 leyes aprobadas (el 23%) tuvieron su origen en una proposición.◦
Artículo 90 · INCUMPLE
La norma. «El Senado en el plazo de dos meses, a partir del día de la recepción del texto, puede, mediante mensaje motivado, oponer su veto o introducir enmiendas al mismo. El veto deberá ser aprobado por mayoría absoluta.»
El hecho. El Congreso levantó el veto del Senado a la Ley de Amnistía a finales de mayo de 2024. En octubre de 2024, el Senado rechazó una reforma sin veto formal presentado, y declaró que «ha de entenderse que el Pleno del Senado ha vetado el texto». La Mesa del Congreso (15-X-2024) dijo que no era veto y se publicó la LO 4/2024; el Senado planteó un conflicto ante el Tribunal Constitucional (n.º 9110-2024, admitido el 18-XI-2025; sin sentencia hallada): no hay corrección consumada.◦
Artículo 91 · CUMPLE
La norma. «El Rey sancionará en el plazo de quince días las leyes aprobadas por las Cortes Generales, y las promulgará y ordenará su inmediata publicación.»
El hecho. La sinopsis oficial del Congreso dice que el art. 91 «obliga a descartar de forma absoluta el supuesto de laboratorio de una negativa del Rey a cumplir con lo que es un acto debido»: «No existe margen para que el Jefe del Estado decida nada porque ello entraría directamente en contradicción con su papel».◦
Artículo 92 · CUMPLE
La norma. «Las decisiones políticas de especial trascendencia podrán ser sometidas a referéndum consultivo de todos los ciudadanos.»
El hecho. Solo dos usos en la democracia: OTAN (12-III-1986; el «sí» fue el 56,85 % contando solo «sí» y «no», el 53,09 % de los votos válidos y el 52,50 % de los votantes) y Constitución Europea (20-II-2005; «sí» del 77 %, con una participación oficial del 41,77 %: 14.491.752 votantes de 34.692.491 electores). Las condiciones votadas en el referéndum de la OTAN fueron alteradas después sin nueva consulta (incorporación a la estructura militar integrada en 1997).◦
Artículo 93 · CUMPLE
La norma. «Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se atribuya a una organización o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución.»
El hecho. La DTC 1/2004 declaró que la primacía del Derecho de la UE no contradice la supremacía de la Constitución, con cláusula de contralímites. Cuando llegó el primer choque real (caso Melloni, STC 26/2014), el Tribunal se alineó con el TJUE en vez de activar el contralímite anunciado en 2004.◦
Artículo 94.1 · CUMPLE
La norma. «La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o convenios requerirá la previa autorización de las Cortes Generales» en las materias que enumera.
El hecho. La Oficina del Parlamento Europeo en España (14-VIII-2025) cuenta que, de las 246 leyes aprobadas entre 2019 y 2024, 132 (53,66 %) «respetan la línea marcada» por la Unión Europea: 51 aplican reglamentos o transponen directivas y 81 «contienen referencias a recomendaciones, programas o iniciativas comunitarias». La página no da la lista de las 132 leyes ni el método de la cuenta.◦
Artículo 95.2 · CUMPLE
La norma. «El Gobierno o cualquiera de las Cámaras puede requerir al Tribunal Constitucional para que declare si existe o no [contradicción entre un tratado y la Constitución].»
El hecho. Activado cuatro veces desde 1978: la DTC 1/1992 (Maastricht, sí apreció contradicción), la DTC 1/2004 (Constitución Europea, declaró conformidad), la Declaración 1/2025, de 16-XII-2025 (sobre el Tratado de Amistad y Cooperación con Francia, extinguida por desaparición sobrevenida del objeto al denegar el Congreso la autorización del tratado el 14-V-2025) y una nueva declaración del Pleno, de 23-IX-2026, sobre el mismo tratado ya reautorizado, que no apreció contradicción. La DTC 1/1992 originó directamente la primera y única reforma constitucional de contenido europeo, la del art. 13.2 CE.◦
Artículo 96.1 · CUMPLE
La norma. «Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento interno.»
El hecho. El propio art. 96.1 CE, en su segundo inciso, exige que las disposiciones de los tratados internacionales solo puedan derogarse, modificarse o suspenderse en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho Internacional -nunca por una ley interna posterior de forma unilateral-. No se ha localizado ningún caso en que una ley española ordinaria haya pretendido derogar unilateralmente un tratado en vigor sin seguir ese cauce.◦
La mejor defensa del Estado. El Parlamento funciona: 23 de los 31 artículos se cumplen; se celebran elecciones, se votan las leyes y se controlan los decretos-leyes.
Los contrapuntos de la obra: 1) Funciona sobre todo hacia dentro: el Gobierno legisla por decreto como costumbre, con 40 decretos-leyes frente a 74 leyes en la legislatura (art. 86.1). 2) Un Gobierno estuvo diez meses en funciones, de diciembre de 2015 a octubre de 2016 (art. 73.1). 3) Las Cortes fijan la asignación de sus propios miembros (art. 71.4; 7.2, n.º 1). 4) Ni la ley de partidos (LO 6/2002, arts. 7 y 8) ni la ley electoral (LOREG, arts. 44 a 46) regulan cómo eligen los partidos a sus candidatos: la primera pide un funcionamiento democrático y órganos directivos elegidos por sufragio libre y secreto; la segunda dice quién presenta candidaturas, que sean paritarias (art. 44 bis) y cómo se presentan.
A.5 Título IV. El Gobierno y la Administración
La idea: la Administración es profesional, dice la defensa; los contrapuntos señalan que el órgano de conflictos de intereses depende del Gobierno que debe fiscalizar y que la temporalidad pública supera con mucho el objetivo legal: 5 de 11 artículos incumplen.
11 artículos auditados; 5 incumplen.
	Artículo
	Estado
	Grupo
	Nota

	97
	cumple
	organigrama del poder
	intento frenado

	98.4
	incumple
	organigrama del poder
	declaración formal externa

	99
	cumple
	organigrama del poder
	—

	100
	cumple
	organigrama del poder
	—

	101
	cumple
	organigrama del poder
	intento frenado

	102
	cumple
	organigrama del poder
	intento frenado

	103.3
	incumple
	bien común
	declaración formal externa

	104.1
	incumple
	bien común
	declaración formal externa

	105.b
	incumple
	bien común
	—

	106.2
	incumple
	bien común
	—

	107
	cumple
	organigrama del poder
	—



Artículo 97 · CUMPLE
La norma. «El Gobierno… ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.»
El hecho. Cuatro anulaciones en poco más de dos años, tres de reglamentos del Gobierno y una de una ordenanza municipal: la Ordenanza de Terrazas de Madrid (2024, por omitir evaluaciones exigibles), un inciso del RD 1004/2015 (2024, exceso reglamentario), el RD 662/2024 (2026, sin consulta pública previa) y varios preceptos del Reglamento de Extranjería, RD 1155/2024 (2026, uno de ellos por falta de cobertura legal).◦
Las sentencias con su fecha, su número y su recurso están en el nivel completo.
Frenado por. STSJ Madrid 185/2024 — Tribunal Superior de Justicia de Madrid (Sección 2.ª, Sala de lo Contencioso-Administrativo), 11-IV-2024. Recurso contencioso-administrativo de concejales contra la Ordenanza 1/2022. Nulidad de la ordenanza por omisión de evaluaciones exigibles.
Frenado por. STS 1264/2024 — Tribunal Supremo (Sala Tercera, Sección 5.ª), 15-VII-2024. Cuestión de ilegalidad 1/2024. Anulación de un inciso del art. 12.1 del RD 1004/2015 por exceso reglamentario (reserva de ley).
Frenado por. STS 527/2026 — Tribunal Supremo (Sala Tercera, Sección 5.ª), 29-IV-2026. Recurso contencioso-administrativo 671/2024 (Aragón). Nulidad del RD 662/2024 por omitir la consulta pública previa (art. 26.2 Ley 50/1997).
Frenado por. STS 868/2026 (ECLI:ES:TS:2026:3113) — Tribunal Supremo (Sala Tercera), 8-VII-2026. Recurso contencioso-administrativo de entidades de defensa de migrantes. Nulidad parcial: menores casados, tutelas extranjeras, antecedentes penales, agencias de trabajo temporal (falta de cobertura legal) y comunicación exclusivamente electrónica.
Artículo 98.4 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas… ni actividad profesional o mercantil alguna.»
Declaración formal externa. La Oficina de Conflictos de Intereses depende orgánicamente del Ministerio de Función Pública (del propio Gobierno que fiscaliza). El Informe sobre el Estado de Derecho 2026 de la Comisión Europea dice que la Oficina puede tener una capacidad limitada para detectar, disuadir o sancionar.◦
Artículo 99 · CUMPLE
Artículo auditado por apartados: 99.2 y 99.5.
Se auditan dos apartados: el 2 (investidura) y el 5 (disolución si ningún candidato obtiene la confianza en dos meses). Los dos cumplen.
Apartado 99.2 · CUMPLE.
La norma. «El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior expondrá ante el Congreso de los Diputados el programa político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la confianza de la Cámara. [[…]] Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorgare su confianza a dicho candidato, el Rey le nombrará Presidente.»
El hecho. Desde 1979 ha habido 18 candidaturas a la investidura: 14 con éxito y 4 sin él (cuenta de la obra sobre la lista oficial del Congreso).◦
Apartado 99.5 · CUMPLE.
La norma. «Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, ningún candidato hubiere obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas Cámaras.»
El hecho. Se ha activado dos veces: con el Real Decreto 184/2016, de 3-V-2016, y con el Real Decreto 551/2019, de 24-IX-2019, que disuelven las Cortes «de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 99.5 de la Constitución». La LO 2/2016, de 31-X-2016, para la convocatoria automática reduce un 30 % las subvenciones por gastos electorales y un 50 % el límite de gastos, «en coherencia con el acortamiento de la campaña electoral».◦
Artículo 100 · CUMPLE
La norma. «Los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta de su Presidente.»
El hecho. Sin plazos constitucionales, la potestad es discrecional del presidente. Caso documentado: el cese del ministro de Sanidad (enero de 2021) al ser candidato a las elecciones catalanas.◦
Artículo 101 · CUMPLE
La norma. «El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno.»
El hecho. Los límites del Gobierno en funciones (art. 21.4, Ley 50/1997) fueron desafiados en 2016, cuando el Gobierno sostuvo por escrito que no estaba sujeto al control del Congreso; la STC 124/2018 confirmó que sí lo está. La primera anulación judicial de una decisión de un Gobierno en funciones (STS de 20-IX-2005, sobre un acuerdo del Consejo de Ministros en un asunto de extradición) fue seguida 73 días después (cálculo de la obra) por la STS de 2-XII-2005, que en un asunto de indulto declaró que el derecho de gracia corresponde al Consejo de Ministros esté o no en funciones ◦.◦
Frenado por. STC 124/2018 — Tribunal Constitucional (Pleno), 14-XI-2018. Conflicto entre órganos constitucionales 3102-2016 (Congreso de los Diputados). Declaró que el Gobierno en funciones está sometido al control del Congreso constituido tras las elecciones.
Artículo 102 · CUMPLE
La norma. «La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será exigible… ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.»
El hecho. Caso del GAL: el 29 de julio de 1998 la Sala Segunda del TS condenó a un exministro del Interior a diez años de cárcel por secuestro y malversación.◦
Frenado por. STS 2/1998 — Tribunal Supremo (Sala Segunda), 29-VII-1998. Causa especial 2530/1995 contra un exministro y otros acusados. Condena a diez años de prisión por secuestro y malversación de caudales públicos.
Artículo 103.3 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «El acceso a la función pública [se realizará] de acuerdo con los principios de mérito y capacidad.»
Declaración formal externa. La tasa de temporalidad pública se sitúa entre el 26,8% y el 32,7%, frente al objetivo legal de la Ley 20/2021 de bajar del 8%. La sentencia del TJUE de 14 de abril de 2026 (asunto C-418/24) declaró que el modelo español (indefinidos no fijos, indemnizaciones tasadas, procesos selectivos, responsabilidad patrimonial) es insuficiente frente a la Directiva 1999/70/CE.◦
Artículo 104.1 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad… tendrán como misión proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana.»
Declaración formal externa. El TEDH condenó a España por unanimidad en la sentencia de 6-X-2020 ( dispersión policial de una manifestación pacífica en Valladolid, 2014). La Audiencia Provincial de Vizcaya condenó a un oficial de la Ertzaintza a dos años de prisión por homicidio por imprudencia grave profesional por la muerte de un aficionado en 2012 (SAP 82/2018, de 29-XI-2018), la sentencia señala «la deficiente investigación» del propio cuerpo policial; el Tribunal Supremo desestimó los recursos (STS 721/2020).◦
Artículo 105.b · INCUMPLE
La norma. «La ley regulará… el acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos.»
El hecho. La Memoria 2025 del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno registró 2.767 reclamaciones, récord histórico (+40,2%), con el 45,5% de las reclamaciones estatales y el 75,3% de las autonómicas y locales presentadas porque la Administración no contestó en plazo — una tendencia que empeora cada año.◦
Artículo 106.2 · INCUMPLE
La norma. «Los particulares… tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos… salvo en los casos de fuerza mayor.»
El hecho. La STS de 18 de junio de 2026 condenó al Ministerio de Justicia a pagar 2,5 millones de euros a un hombre que pasó 18 años en prisión por un delito que no cometió. Entre 2000 y 2019, el Ministerio de Justicia reconoció 140 indemnizaciones por prisión preventiva indebida, por un total de 2,07 millones de euros, y de 3.698 reclamaciones resueltas estimó el 3,8 %; el 96,2 % de rechazo es cálculo de la obra (3.558 de 3.698)◦. El rechazo es el hecho dominante del mecanismo; el pago puntual es la excepción que confirma el fallo sistémico, no una corrección consumada de una extralimitación concreta: el propio artículo exige indemnización por «toda lesión», no por una fracción marginal de ellas.◦
Artículo 107 · CUMPLE
La norma. «El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno.»
El hecho. En 2023, el 99,19 % (1.106 de 1.115) de las resoluciones y disposiciones generales de las que el Consejo de Estado tuvo conocimiento se adoptaron «de acuerdo con el Consejo de Estado»; en 2024, el 98,90 % (1.076 de 1.088). Es el porcentaje de las resoluciones que conoce, no de todos sus dictámenes (1.514 con pronunciamiento de fondo en 2023; 1.789 en 2024).◦
La mejor defensa del Estado. La Administración es profesional, se accede por oposición y existen órganos de control de los conflictos de intereses y de la transparencia.
Los contrapuntos de la obra: 1) La Oficina de Conflictos de Intereses depende del propio Gobierno que debe fiscalizar (art. 98.4). 2) La temporalidad en el empleo público está entre el 26,8 % y el 32,7 %, frente al objetivo legal del 8 % (art. 103.3). 3) El Consejo de Transparencia recibió en 2025 2.767 reclamaciones, un récord (+40,2 %) (art. 105.b), y el Estado tuvo que pagar 2,5 millones a un hombre que pasó 18 años en prisión por un delito que no cometió (art. 106.2).
A.6 Título V. Las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales
La idea: el control parlamentario existe en el papel; 2 de 9 artículos incumplen, entre ellos el deber del Gobierno de dar la información que las Cámaras piden, y 2 quedan pendientes de dato.
9 artículos auditados; 2 incumplen.
	Artículo
	Estado
	Grupo
	Nota

	108
	cumple
	organigrama del poder
	—

	109
	incumple
	organigrama del poder
	—

	110
	pendiente
	organigrama del poder
	—

	111
	pendiente
	organigrama del poder
	—

	112
	cumple
	organigrama del poder
	—

	113
	cumple
	organigrama del poder
	—

	114
	cumple
	organigrama del poder
	—

	115
	cumple
	organigrama del poder
	—

	116
	incumple
	bien común
	declaración formal externa



Artículo 108 · CUMPLE
La norma. «El Gobierno responde solidariamente en su gestión política ante el Congreso de los Diputados.»
El hecho. El comentario oficial del Congreso al art. 108 dice que las mociones de reprobación frente a algún miembro del Gobierno «se consideraron dotadas de efectos políticos pero no jurídicos» — solo el Presidente puede cesar a un ministro; el Congreso solo puede censurar al Gobierno entero (art. 113 CE).◦
Artículo 109 · INCUMPLE
La norma. «Las Cámaras… podrán recabar… la información y ayuda que precisen del Gobierno y de sus Departamentos.»
El hecho. Nota oficial del CGPJ: el Tribunal Supremo estimó un recurso de diputados tras que el Gobierno, en vez de entregar información solicitada, les invitara a «concertar una visita» al Ministerio — el TS declaró que esa respuesta «no casa con la dignidad parlamentaria». El propio Congreso documenta el problema desde una nota de 1985 sobre incumplimiento del deber de facilitar documentación.◦
Artículo 110 · PENDIENTE
La norma. «Las Cámaras y sus Comisiones pueden reclamar la presencia de los miembros del Gobierno.»
El hecho. El hecho que sostiene este estado va a flecos: no se ha leído en su fuente. Pasa a PENDIENTE (8-oct-2026) porque el punto depende de una resolución externa que aún no existe: según la prensa (sin leer en su fuente), el conflicto de agosto de 2026 sobre las comparecencias en el Senado seguía abierto.
Artículo 111 · PENDIENTE
La norma. «El Gobierno y cada uno de sus miembros están sometidos a las interpelaciones y preguntas que se le formulen en las Cámaras.»
El hecho. El Congreso fija veinte días para que el Gobierno conteste una pregunta escrita, ampliables otros veinte a petición suya; si no contesta, el diputado puede pedir que la pregunta se incluya en el orden del día de la comisión competente, y la costumbre ha generalizado el «amparo de la Presidencia», para que la Presidencia de la Cámara insista al Gobierno.◦ Maldita.es y Qué hacen los diputados, con los datos de 98.735 preguntas parlamentarias registradas hasta el 3-I-2023, calculan que el 20,8 % de las preguntas de la legislatura se contestó «fuera de plazo o en el plazo ampliado de hasta 40 días», que se respondieron de media en 18 días hábiles, y que cerca de 14.000 preguntas del Congreso caducaron en diez años (el 6,1 % del total).◦ A 23-IV-2026 había 726 preguntas sin responder pasados los 40 días, de más de 40.000 registradas en la legislatura en curso.◦ Esa cifra del 20,8 % incluye el plazo ampliado, que es legal, y no mide solo lo tardío; nada de lo leído muestra que el Gobierno eluda su deber de someterse a las preguntas. Pasa a PENDIENTE (8-oct-2026) por falta de datos públicos que se puedan auditar: el Congreso publica la ficha de cada pregunta, con sus fases y fechas, y la contestación del Gobierno en el Boletín Oficial de las Cortes Generales◦, pero entre sus datos abiertos de iniciativas, que son cuatro conjuntos (iniciativas legislativas aprobadas, proyectos de ley, propuestas de reforma de estatuto de autonomía y proposiciones de ley), no figuran las preguntas escritas◦. Las cifras de plazos que se han podido leer son de terceros.
Artículo 112 · CUMPLE
La norma. «El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, puede plantear ante el Congreso… la cuestión de confianza.»
El hecho. Solo dos veces se ha planteado una cuestión de confianza: la primera se debatió los días 16, 17 y 18 de septiembre de 1980, y la segunda se presentó el 5 de abril de 1990. En las dos, el Congreso mantuvo la confianza. La sinopsis no da los votos.◦
Artículo 113 · CUMPLE
La norma. «El Congreso de los Diputados puede exigir la responsabilidad política del Gobierno mediante la adopción por mayoría absoluta de la moción de censura [constructiva].»
El hecho. Seis mociones de censura en la democracia, no cuatro: 1980, 1987, 2017, 2018 (única aprobada, 180-169-1), 2020 y 2023 (estas dos últimas de Vox). Solo una ha prosperado desde 1978, y el mayor rechazo de la historia fue en 2020 (298 votos en contra).◦
Artículo 114 · CUMPLE
La norma. «Si el Congreso niega su confianza al Gobierno, éste presentará su dimisión al Rey… Si el Congreso adopta una moción de censura, el Gobierno presentará su dimisión al Rey y el candidato incluido en aquélla se entenderá investido de la confianza de la Cámara a los efectos previstos en el artículo 99.»
El hecho. La moción de censura de 2018 se registró el 25-V-2018, se calificó el día 28, se debatió el 31-V y el 1-VI, y se votó al terminar el debate; quedó aprobada el 1-VI-2018, con la investidura del candidato incluido en ella.◦
Artículo 115 · CUMPLE
La norma. «El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, y bajo su exclusiva responsabilidad, podrá proponer la disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes Generales.»
El hecho. Según el propio blog oficial del Congreso, todas las legislaturas salvo las repeticiones de 2016 y 2019 han terminado por disolución anticipada del Presidente. La sinopsis oficial del art. 115 lo cuenta así: «excepto la XI y XIII Legislaturas, el resto (quince más la constituyente)» se disolvieron por decreto del Presidente (la sinopsis no da la lista). Que ninguna legislatura agotara los cuatro años no se puede afirmar sin más: en 1986, 1993, 2000 y 2015 la disolución llegó «relativamente cerca o muy cerca» del agotamiento, y la de 2015 se discute (disolución automática por cumplirse los cuatro años, o anticipada).◦
Artículo 116 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de sitio.»
Declaración formal externa. Cuatro estados de alarma declarados (controladores aéreos 2010, dos COVID nacionales y uno regional en Madrid), ningún estado de excepción ni de sitio jamás. La STC 148/2021 y la STC 183/2021 declararon parcialmente inconstitucionales dos de las cuatro aplicaciones, por usar la figura más leve para hacer lo que solo permite la más grave.◦
La mejor defensa del Estado. El control parlamentario existe: preguntas, interpelaciones, comparecencias y mociones de censura.
Los contrapuntos de la obra: 1) El Gobierno, en lugar de entregar a unos diputados la información pedida, les invitó a «concertar una visita» al ministerio, y el Supremo declaró que esa respuesta «no casa con la dignidad parlamentaria» (art. 109). 2) Cuatro estados de alarma, y el Constitucional declaró que el confinamiento debió hacerse con el estado de excepción (STC 148/2021; art. 116).
A.7 Título VI. El Poder Judicial
La idea: los jueces son independientes, dice la defensa, y el sistema se corrige a sí mismo; los contrapuntos añaden que el Gobierno nombra al Fiscal General y que el órgano de gobierno de los jueces estuvo cinco años y medio con el mandato caducado: 7 de 11 artículos incumplen.
11 artículos auditados; 7 incumplen.
	Artículo
	Estado
	Grupo
	Nota

	117
	incumple
	organigrama del poder
	declaración formal externa, intento frenado

	118
	incumple
	bien común
	—

	119
	incumple
	bien común
	—

	120.3
	incumple
	bien común
	declaración formal externa

	121
	incumple
	bien común
	—

	122
	incumple
	organigrama del poder
	declaración formal externa

	123
	cumple
	organigrama del poder
	—

	124
	incumple
	organigrama del poder
	declaración formal externa

	125
	cumple
	bien común
	—

	126
	cumple
	organigrama del poder
	—

	127.1
	cumple
	organigrama del poder
	—



Artículo 117 · INCUMPLE · con declaración formal externa
Artículo auditado por apartados: 117.1 y 117.5.
Apartado 117.1 · INCUMPLE.
La norma. «La justicia… se administra… por Jueces y Magistrados… independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley.»
Apartado 117.5 · CUMPLE.
La norma. «El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los Tribunales. La ley regulará el ejercicio de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense y en los supuestos de estado de sitio, de acuerdo con los principios de la Constitución.»
El hecho. El jurado popular cubre una fracción muy pequeña de los asuntos penales: en 2025 dictó 465 sentencias, de 599.492 sentencias penales, menos del 0,1 % (cálculo de la obra sobre la memoria del CGPJ «La Justicia dato a dato 2025»). Según el CGPJ (14-VII-2015), los asuntos tramitados por la Ley del Jurado cayeron de 785 procedimientos en 1998 a 364 en 2014, la mitad, y su Sección de Estadística lo atribuye a «una restrictiva interpretación de las normas de conexión y de la competencia»; las sentencias del jurado fueron condenatorias en el 89,2 % de los casos (entre el 86 % y el 91,6 % desde 1998, hasta 2014). En su caso más célebre, la sentencia del TSJ de Andalucía de 1 de febrero de 2002 (rollo 29/2001) anuló la sentencia de 25 de septiembre de 2001 y el veredicto del jurado y ordenó devolver la causa a la Audiencia Provincial de Málaga para un nuevo juicio con distinto jurado, por insuficiente motivación del veredicto, y el Tribunal Supremo desestimó los recursos de casación del Ministerio Fiscal y de la acusación particular (STS 279/2003, de 12 de marzo, casación 459/2002).◦
Frenado por. Sentencia de 1-II-2002 (rollo 29/2001) — Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, 1-II-2002. Apelación (rollo 29/2001) contra la sentencia de 25-IX-2001 de la Audiencia Provincial de Málaga. Anuló la sentencia y el veredicto y ordenó nuevo juicio con distinto jurado, por motivación insuficiente.
Frenado por. STS 279/2003 — Tribunal Supremo (Sala Segunda), 12-III-2003. Recurso de casación 459/2002 (Ministerio Fiscal y acusación particular). Desestimó los recursos: la anulación del TSJ quedó firme.
Declaración formal externa. Se auditan dos apartados. Incumple el 1 (independencia judicial), con declaración formal externa; cumple el 5 (unidad jurisdiccional), con una extralimitación frenada (véase el apartado 117.5). El artículo incumple porque incumple uno de sus apartados, y por eso cuenta en el organigrama político, que es el grupo de su apartado 1 y del Título VI, Del Poder Judicial.
Declaración formal externa. El Informe sobre el Estado de Derecho 2026 de la Comisión Europea (documento de trabajo SWD(2026) 909, de 17 de julio de 2026, capítulo de España) hace a España seis recomendaciones. La primera es que siga adelante con la adaptación del procedimiento de nombramiento de los jueces vocales del Consejo General del Poder Judicial, teniendo en cuenta la orientación de la Comisión de Venecia: la Comisión constata «algún progreso adicional», pero que no se ha hallado consenso para cerrar el proceso. Las otras cinco recomendaciones son el estatuto del Fiscal General, la duración de las investigaciones y los procesos por corrupción de alto nivel, los conflictos de intereses y las declaraciones de bienes de los altos cargos, los grupos de presión y el acceso a la información.◦
Artículo 118 · INCUMPLE
La norma. «Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales.»
El hecho. La STS 162/2022 (9-II-2022, caso Isla de Valdecañas) casó y dejó sin efecto la conservación del hotel, las viviendas, el campo de golf y las instalaciones que estaban construidas y en funcionamiento, que deberán ser demolidas como el resto de las obras e instalaciones. En su fundamento quinto, la sentencia dice que «no cabe apreciar imposibilidad material de ejecución de las correspondientes sentencias, respecto de todo lo que ya ha sido construido, por la afectación de intereses de carácter socioeconómico o de otra índole».◦
Artículo 119 · INCUMPLE
La norma. «La justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten insuficiencia de recursos para litigar.»
El hecho. Huelga indefinida del turno de oficio, aún sin resolver. La retribución media en la Audiencia Nacional es de 244,95 € netos por asunto en macrocausas complejas. Canarias no había actualizado su retribución desde 2008 hasta agosto de 2025 — diecisiete años.◦
Artículo 120.3 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública.»
Declaración formal externa. El informe del CGPJ de 2025 registra 4.673.596 asuntos pendientes; la pendencia penal aumentó un 11,7% en un año. El propio CGPJ reconoce que no dispone de datos directos sobre la duración real de los procedimientos. El TEDH condenó a España por la lentitud del propio Tribunal Constitucional en una sentencia de 2003.◦
Artículo 121 · INCUMPLE
La norma. «Los daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia del funcionamiento anormal de la Administración de Justicia, darán derecho a una indemnización a cargo del Estado.»
El hecho. El estándar jurisprudencial exige un «error craso, evidente e injustificado» (STS 1484/2019), con plazo perentorio de tres meses, sin efecto suspensivo y riesgo de costas para el demandante. No se publica la cifra agregada anual de declaraciones estimadas, y el hecho no documenta ningún caso concreto de indemnización efectivamente concedida bajo este cauce.◦
Artículo 122 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «El Consejo General del Poder Judicial… estará integrado por… veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años.»
Declaración formal externa. Mandato caducado en diciembre de 2018, renovado en junio de 2024 — cinco años y medio de bloqueo, con el acuerdo firmado en Bruselas ante la Comisión Europea. La reforma del sistema de elección de vocales fracasó formalmente en febrero de 2025; siguen bloqueadas las presidencias de las Salas Penal y Contencioso-Administrativa del TS.◦
Artículo 123 · CUMPLE
La norma. «El Tribunal Supremo… es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales.»
El hecho. El filtro de admisión del recurso de casación («interés casacional objetivo») se compara con el del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional (97,75 % de inadmisión en 2024, según el propio Tribunal). La LO 1/2025 no lo introduce, sino que lo unifica: su preámbulo dice que «se unifica el alcance y finalidad del recurso de casación en todas las Salas del Tribunal Supremo», completando un criterio de admisión que «ya rige en las Salas Segunda y Tercera, y que en la última reforma legal se extendió a la Sala Primera».◦
Artículo 124 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tiene por misión promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social. [[…]] El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad.»
Declaración formal externa. Primera condena penal firme a un Fiscal General del Estado en la historia democrática: condenado por la Sala Segunda del TS por revelación de datos reservados (fallo de 20-XI-2025, firme el 26-II-2026), tras lo cual dimitió. El Fiscal General sigue siendo nombrado por el Gobierno.◦
Artículo 125 · CUMPLE
La norma. «Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular… en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley determine.»
El hecho. La «doctrina Botín» (STS 1045/2007) impide abrir juicio oral si solo acusa la acción popular sin Fiscalía ni acusación particular. Matizada por la «doctrina Atutxa» (STS 54/2008): si no hay perjudicado individual (delitos socioeconómicos), la acción popular sí puede sostener el juicio sola — avalada por el TC en 2013. Una reforma en proyecto prohibiría el ejercicio de la acción popular a los partidos políticos.◦
Artículo 126 · CUMPLE
La norma. «La Policía Judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de averiguación del delito.»
El hecho. Jueces para la Democracia (1991) denunció que una interpretación del Ministerio del Interior, a propósito de la actuación con dos policías de Sevilla, «menoscaba la dependencia funcional de la Policía Judicial respecto de los jueces, y, en definitiva, la independencia judicial».◦
Artículo 127.1 · CUMPLE
La norma. «Los Jueces y Magistrados así como los Fiscales, mientras se hallen en activo, no podrán desempeñar otros cargos públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos. La ley establecerá el sistema y modalidades de asociación profesional de los Jueces, Magistrados y Fiscales.»
El hecho. No se localizó ningún caso de sanción disciplinaria a un juez, magistrado o fiscal español por afiliación o actividad política o sindical estando en activo. El art. 127.1 CE permite expresamente las asociaciones profesionales de jueces, de ahí que estas existan legalmente sin constituir infracción.◦
La mejor defensa del Estado. Los jueces son independientes, y la prueba es que el Supremo ha llegado a condenar a un Fiscal General del Estado; el sistema se corrige a sí mismo.
Los contrapuntos de la obra: 1) Esa condena, la primera de la democracia, muestra también el problema de fondo: el Fiscal General lo sigue nombrando el Gobierno (art. 124). 2) El órgano de gobierno de los jueces estuvo cinco años y medio con el mandato caducado, de diciembre de 2018 a junio de 2024, y se renovó con un acuerdo firmado ante la Comisión Europea (art. 122). 3) Hay 4.673.596 asuntos pendientes en los juzgados, y la pendencia penal subió un 11,7 % en un año (art. 120.3); el turno de oficio está en huelga indefinida (art. 119).
A.8 Título VII. Economía y Hacienda
La idea: el Estado cumple la estabilidad presupuestaria, dice la defensa; 6 de 9 artículos incumplen, con prórrogas presupuestarias y el peso de los intereses de la deuda.
9 artículos auditados; 6 incumplen.
	Artículo
	Estado
	Grupo
	Nota

	128.2
	cumple
	bien común
	—

	129.2
	incumple
	bien común
	—

	130.2
	incumple
	bien común
	—

	131
	incumple
	organigrama del poder
	—

	132
	cumple
	bien común
	—

	133.1
	cumple
	bien común
	—

	134
	incumple
	bien común
	—

	135
	incumple
	bien común
	—

	136
	incumple
	organigrama del poder
	—



Artículo 128.2 · CUMPLE
La norma. «Se reconoce la iniciativa pública en la actividad económica. Mediante ley se podrá reservar al sector público recursos o servicios esenciales, especialmente en caso de monopolio y asimismo acordar la intervención de empresas cuando así lo exigiere el interés general.»
El hecho. La mayor intervención empresarial de la democracia, la nacionalización de BFA-Bankia en 2012, se articuló por legislación específica de resolución bancaria (FROB), no por el cauce del art. 128.2 CE. Se inyectaron 22.424 millones de euros; el FROB seguía con el 100% del capital de BFA a 31 de diciembre de 2025, catorce años después.◦
Artículo 129.2 · INCUMPLE
La norma. «Los poderes públicos promoverán eficazmente las diversas formas de participación en la empresa y fomentarán… las sociedades cooperativas.»
El hecho. España tiene el 26% del empleo cooperativo europeo y el 9% de las cooperativas de la UE. Pero España está en «un grupo minoritario de 6 países en los que estos derechos sólo se reconocen y de forma débil en las empresas públicas» (los de representación y participación de los trabajadores en las empresas) — el mandato de promover la participación de los trabajadores en la empresa no tiene desarrollo legal general fuera del cooperativismo.◦
Artículo 130.2 · INCUMPLE
La norma. «Con el mismo fin, se dispensará un tratamiento especial a las zonas de montaña.»
El hecho. El Banco de España sitúa a 3.403 municipios en riesgo de despoblación (42% de los municipios). Un estudio de la Fundación la Caixa identifica 1.112 municipios de cadenas montañosas entre los más vulnerables del país. El primer plan interministerial contra la despoblación llegó en 2019 — 41 años después del mandato constitucional (cálculo de la obra).◦
Artículo 131 · INCUMPLE
La norma. «El Estado, mediante ley, podrá planificar la actividad económica general.»
El hecho. La propia sinopsis oficial del Congreso reconoce que este mecanismo está en «desuso» en la política económica actual. El Consejo asesor que exige el art. 131.2 nunca se ha constituido desde 1978. El mayor plan económico reciente (fondos Next Generation) se articuló por decreto-ley, no por ley de planificación, sin la participación de los órganos consultivos que el artículo exige. La obra lo clasifica como INCUMPLE porque el mecanismo previsto no se ha aplicado nunca (lo que no se cumple, incumple), y deja anotado que es un precepto en desuso.◦
Artículo 132 · CUMPLE
La norma. «La ley regulará el régimen jurídico de los bienes de dominio público y de los comunales.»
El hecho. La Ley de Costas de 1988 declaró de dominio público terrenos que estaban en manos privadas y convirtió los derechos de propiedad en derechos de concesión◦. La STC 149/1991, de 4 de julio (recursos de inconstitucionalidad 1689/1988 y acumulados), estimó parcialmente los recursos de las comunidades autónomas: declaró nulos, entre otros, los arts. 26.1, 34 y 118 por razón del reparto de competencias y desestimó los recursos en todo lo demás (fallo, apartado 3.º). Ese examen versó sobre el reparto de competencias, no sobre el art. 132. No consta resolución que haya corregido una extralimitación en este artículo: se clasifica como cumplimiento limpio.◦
Artículo 133.1 · CUMPLE
La norma. «La potestad originaria para establecer los tributos corresponde exclusivamente al Estado, mediante ley.»
El hecho. Hay tantas regulaciones distintas de Sucesiones y Donaciones como comunidades de régimen común, junto a la estatal, la ley foral navarra y las tres normas forales vascas: según el informe, una situación sin igual en la Unión Europea, ni siquiera en Estados federales (AEDAF, 2019, p. 150). Las renuncias a herencias se triplicaron entre 2011 y 2018 en varias comunidades (Andalucía, Asturias, Extremadura y Murcia, con datos del Notariado); el informe lo atribuye a las deudas, en su mayoría hipotecarias, y sobre todo a la elevada carga fiscal en algunas comunidades (AEDAF, 2019, p. 148). El Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas fue impugnado por el Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid, que tenía bonificado el 100% del Impuesto sobre el Patrimonio, y el Tribunal Constitucional desestimó el recurso (STC 149/2023, de 7 de noviembre, rec. 616-2023). Por el criterio estricto de esta sección, un recurso desestimado no cuenta como «intento frenado»: se clasifica como cumplimiento limpio.◦
Artículo 134 · INCUMPLE
La norma. «Si la Ley de Presupuestos no se aprobara antes del primer día del ejercicio económico correspondiente, se considerarán automáticamente prorrogados los Presupuestos del ejercicio anterior.»
El hecho. Seis ejercicios empezaron con los presupuestos prorrogados entre 2018 y 2026 (2018, 2019, 2020, 2024, 2025 y 2026), contados en el BOE (cálculo de la obra); desde 2000 son ocho. 2026 arranca con las cuentas de 2023 por tercer año consecutivo. Las modificaciones de crédito hasta el 30-IX-2025 sumaron 44.887 millones de euros (IGAE); la fuente no dice qué parte pasó por el Congreso.◦
Artículo 135 · INCUMPLE
La norma. «Todas las Administraciones Públicas adecuarán sus actuaciones al principio de estabilidad presupuestaria. [[…]] Los créditos para satisfacer los intereses y el capital de la deuda pública de las Administraciones se entenderán siempre incluidos en el estado de gastos de sus presupuestos y su pago gozará de prioridad absoluta. Estos créditos no podrán ser objeto de enmienda o modificación, mientras se ajusten a las condiciones de la ley de emisión.»
El hecho. La deuda de las Administraciones Públicas fue el 100,2 % del PIB en mayo de 2026 (1.729 miles de millones de euros), 2 puntos porcentuales menos que un año antes. En 2024, los intereses de la deuda (38.793 millones de euros) superaron en 1.408 millones lo que se gastó en defensa (14.233), protección del medio ambiente (15.539) y vivienda y servicios comunitarios (7.613) juntos (37.385).◦
Artículo 136 · INCUMPLE
La norma. «El Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica de Estado, así como del sector público.»
El hecho. Las Cortes Generales, en el Dictamen sobre la Cuenta General del Estado de 2020 (Pleno del Congreso, 1-XII-2022; Pleno del Senado, 23-XI-2022), instaron al Tribunal de Cuentas a lo siguiente: «Dar cumplimiento, en su integridad, a lo dispuesto el artículo 136.2 de la Constitución española de 1978.»◦ Ese apartado dice que las cuentas del Estado y del sector público estatal se rendirán al Tribunal y serán censuradas por él, y que el Tribunal remitirá a las Cortes un informe anual; la resolución no dice qué parte falta. La revisión entre pares de 2015, hecha por el Tribunal de Cuentas Europeo y el de Portugal, halló que el marco de nombramiento de los consejeros «es conforme con los criterios internacionalmente reconocidos (ISSAI 1, 10 y 11), sin perjuicio de poder ser fortalecido», recomendó revisarlo (criterios objetivos, condiciones de acceso y duración del mandato) y observó «una percepción pública de influencia política en los consejeros del TCu, aunque del trabajo realizado en la revisión no se evidenciaron hechos concretos que pudiesen resultar de tal influencia».◦ Un análisis jurídico de 2024 añade que el informe anual del Tribunal no tiene el contenido que prevé la ley.◦
La mejor defensa del Estado. El Estado cumple la estabilidad presupuestaria que exige Europa, sus cuentas se fiscalizan y la deuda financia los servicios públicos.
Los contrapuntos de la obra: 1) En seis de los nueve ejercicios de 2018 a 2026 se empezó con presupuestos prorrogados, y 2026 arranca con las cuentas de 2023 por tercer año (art. 134). 2) Los intereses de la deuda de todas las administraciones fueron en 2025 de 40.314 millones de euros, frente a 49.632 millones de inversión: por cada 5 euros que se invierten, unos 4 de intereses (art. 135; 7.2, n.º 4). 3) 3.403 municipios están en riesgo de despoblación (art. 130.2).
A.9 Título VIII. La organización territorial del Estado
La idea: el Estado autonómico descentralizó el poder, dice la defensa; 7 de 22 artículos incumplen, con una financiación autonómica caducada y un Fondo de Compensación Interterritorial en su mínimo histórico.
22 artículos auditados; 7 incumplen.
	Artículo
	Estado
	Grupo
	Nota

	137
	cumple
	organigrama del poder
	—

	138.2
	incumple
	organigrama del poder
	declaración formal externa

	139
	incumple
	bien común
	intento frenado

	140
	cumple
	bien común
	intento frenado

	141
	cumple
	organigrama del poder
	—

	142
	incumple
	bien común
	—

	143.1
	cumple
	organigrama del poder
	—

	144
	incumple
	organigrama del poder
	—

	145.2
	cumple
	organigrama del poder
	intento frenado

	146
	incumple
	organigrama del poder
	—

	147
	cumple
	organigrama del poder
	intento frenado

	148
	cumple
	organigrama del poder
	—

	149
	cumple
	organigrama del poder
	intento frenado

	150.2
	pendiente
	organigrama del poder
	—

	151
	cumple
	organigrama del poder
	—

	152.1
	incumple
	organigrama del poder
	—

	153
	cumple
	organigrama del poder
	—

	154
	cumple
	organigrama del poder
	—

	155
	cumple
	organigrama del poder
	—

	156
	cumple
	organigrama del poder
	—

	157
	cumple
	organigrama del poder
	—

	158.2
	incumple
	organigrama del poder
	—



Artículo 137 · CUMPLE
La norma. «El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas… Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.»
El hecho. El Congreso de Autoridades Locales y Regionales del Consejo de Europa constata que «España no tiene un verdadero sistema de nivelación financiera a nivel local». Las transferencias suman el 35,8 % de los ingresos de los gobiernos locales, y las del Estado, el 20,25 %.◦
Artículo 138.2 · INCUMPLE · con declaración formal externa
La norma. «Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún caso, privilegios económicos o sociales.»
Declaración formal externa. El sistema de financiación autonómica (Ley 22/2009) debía revisarse en 2014 y lleva doce años caducado (cálculo de la obra: de 2014 a 2026), reconocido en documento oficial de la Comisión Bilateral Generalitat-Estado. Las comunidades autónomas son el nivel de gobierno regional más endeudado de la UE. La propuesta de reforma de 2026 introduce una «financiación singular» para una comunidad, calificada por Gestha de riesgo de inconstitucionalidad.◦
Artículo 139 · INCUMPLE
Artículo auditado por apartados: 139.1 y 139.2.
Se auditan dos apartados. Incumple el 1 (los mismos derechos en todo el territorio); cumple el 2 (libertad de circulación y establecimiento), con una extralimitación frenada por el Tribunal Constitucional. El artículo incumple porque incumple uno de sus apartados.
Apartado 139.1 · INCUMPLE.
La norma. «Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado.»
El hecho. La Ley de Dependencia se aplica con disparidades territoriales, con disparidades documentadas en listas de espera: a 31-XII-2025, la espera media para operarse iba de 50 días en Madrid a 173 en Andalucía (art. 43). El Defensor del Pueblo tuvo que intervenir para que Madrid ajustara su normativa a la estatal.◦
Apartado 139.2 · CUMPLE.
La norma. «Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español.»
El hecho. La STC 79/2017 (recurso del Parlamento de Cataluña) y la STC 111/2017 (recurso de la Junta de Andalucía) anularon partes de la Ley de Garantía de la Unidad de Mercado del Estado por extralimitación competencial — fue el Estado, no una comunidad autónoma, el que vio anulado su mecanismo de «licencia única».◦
Frenado por. STC 79/2017 — Tribunal Constitucional (Pleno), 22-VI-2017. Recurso de inconstitucionalidad 1397-2014 (Parlamento de Cataluña). Nulidad de disposiciones de la Ley 20/2013 de garantía de la unidad de mercado (entre ellas la eficacia nacional de las licencias).
Frenado por. STC 111/2017 — Tribunal Constitucional (Pleno), 5-X-2017. Recurso de inconstitucionalidad 1454-2014 (Junta de Andalucía). Extinción parcial del objeto por la STC 79/2017 y nulidad de un precepto sobre control por las autoridades del lugar de fabricación.
Artículo 140 · CUMPLE
La norma. «La Constitución garantiza la autonomía de los municipios.»
El hecho. La Ley 27/2013 (LRSAL) reformó el régimen local, suprimió la cláusula general de competencia municipal y trasladó servicios a las Diputaciones. La STC 41/2016, de 3 de marzo (recurso 1792-2014, Asamblea de Extremadura), declaró nulos, entre otros, el art. 57 bis de la Ley 7/1985 (compensación estatal de deudas de las comunidades con los créditos de su sistema de financiación) y las disposiciones adicional undécima y transitorias primera a tercera, y desestimó el recurso en todo lo demás. La STC 111/2016, de 9 de junio (recurso 1959-2014, Junta de Andalucía), declaró la nulidad parcial de preceptos sobre funciones atribuidas a la Administración del Estado.◦
Frenado por. STC 41/2016 — Tribunal Constitucional (Pleno), 3-III-2016. Recurso de inconstitucionalidad 1792-2014 (diputados de la Asamblea de Extremadura). Nulidad del art. 57 bis LBRL, de la disp. adicional 11.ª y de las transitorias 1.ª a 3.ª de la Ley 27/2013 y de dos incisos.
Frenado por. STC 111/2016 — Tribunal Constitucional (Pleno), 9-VI-2016. Recurso de inconstitucionalidad 1959-2014 (Junta de Andalucía). Nulidad parcial de preceptos sobre funciones atribuidas a la Administración del Estado.
Artículo 141 · CUMPLE
La norma. «La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia… El Gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a Diputaciones.»
El hecho. Según Martín-Retortillo Baquer (1991, pp. 59-60), citado en la REALA n.º 23 (INAP, 2025)◦, la existencia de las Diputaciones Provinciales «ha estado en entredicho desde su nacimiento», con «un resultado verdaderamente paradójico: su fortalecimiento» tras cada intento de reforma. La STC 31/2010 estableció que el art. 149.1.18 CE (bases del régimen local) impide a las comunidades autónomas suprimirlas, cerrando la vía incluso en Cataluña, con organización comarcal propia.◦
Artículo 142 · INCUMPLE
La norma. «Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la ley atribuye a las Corporaciones respectivas.»
El hecho. Los recursos propios cubren en torno al 75% del gasto municipal (estudio del INAP). Los ayuntamientos con superávit no pueden gastarlo por la regla derivada del art. 135 CE; los intentos de corregirlo acumulan más de 30 prórrogas parlamentarias de enmiendas y un decreto-ley tumbado en 2020.◦
Artículo 143.1 · CUMPLE
La norma. «En el ejercicio del derecho a la autonomía… las provincias limítrofes con características históricas, culturales y económicas comunes, los territorios insulares y las provincias con entidad regional histórica podrán acceder a su autogobierno y constituirse en Comunidades Autónomas.»
El hecho. Este es el cauce ordinario de acceso a la autonomía (frente a la vía agravada del art. 151, ya verificada en esta auditoría). Por los Pactos Autonómicos de 1981, se predeterminó que todas las comunidades salvo Andalucía accederían por esta vía — no fue una elección libre de cada territorio, sino un acuerdo entre los dos grandes partidos estatales.◦
Artículo 144 · INCUMPLE
La norma. «Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional: … b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no estén integrados en la organización provincial.»
El hecho. Los Acuerdos Autonómicos de 1981 preveían los Estatutos de Ceuta y Melilla; se aprobaron por la Ley Orgánica 1/1995 (Ceuta) y la Ley Orgánica 2/1995 (Melilla), ambas de 13 de marzo de 1995 y publicadas en el BOE el 14 de marzo; los Acuerdos se habían firmado el 31 de julio de 1981. Según la consejera de Presidencia y Administración Pública de Melilla, al no ser Comunidades Autónomas, ni las comunidades ni el Estado pueden actualizar la normativa antigua que las regula, y el retraso nunca se corrigió por vía judicial ni legislativa.◦
Artículo 145.2 · CUMPLE
La norma. «Los Estatutos podrán prever los supuestos… en que las Comunidades Autónomas podrán celebrar convenios entre sí.»
El hecho. Solo 26 convenios y acuerdos entre comunidades autónomas tramitados en más de 40 años. La STC 44/1986 anuló un convenio real (Cataluña-Murcia) por falta de autorización de las Cortes. El artículo nació de la desconfianza del constituyente hacia la cooperación horizontal.◦
Frenado por. STC 44/1986 — Tribunal Constitucional (Pleno), 17-IV-1986. Impugnación 163/1982 (Gobierno de la Nación). Nulidad de la resolución que aprobó el convenio entre la Generalidad de Cataluña y el Consejo Regional de Murcia, y del propio convenio.
Artículo 146 · INCUMPLE
La norma. «El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de la Diputación u órgano interinsular de las provincias afectadas y por los Diputados y Senadores elegidos en ellas y será elevado a las Cortes Generales para su tramitación como ley.»
El hecho. La LO 12/1980 modificó la ley del referéndum (art. 8.4) con efecto retroactivo sobre un referéndum ya celebrado, para permitir sustituir por ley orgánica la iniciativa autonómica no alcanzada en Almería (LO 12/1980 y LO 13/1980, ambas de 16-XII-1980), y nunca fue corregida por ningún tribunal. En Andalucía, de las manifestaciones del 4-XII-1977 y el referéndum del 28-II-1980 al Estatuto, ratificado el 20-X-1981 y aprobado por la LO 6/1981, de 30-XII, pasaron cuatro años y 26 días (cuenta de la obra).◦
Artículo 147 · CUMPLE
La norma. «Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma institucional básica de cada Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento jurídico.»
El hecho. La STC 31/2010, cuatro años después del recurso de 99 diputados del PP contra el Estatut de Cataluña (refrendado en referéndum), declaró inconstitucionales 14 de sus 223 artículos y sujetó otros a interpretación conforme; además declaró que carecen de eficacia jurídica interpretativa las referencias del preámbulo a «Cataluña como nación» y a «la realidad nacional de Cataluña».◦
Frenado por. STC 31/2010 — Tribunal Constitucional (Pleno), 28-VI-2010. Recurso de inconstitucionalidad 8045-2006 (noventa y nueve diputados del Grupo Popular). Estimación parcial: nulidad de preceptos de la LO 6/2006, interpretación conforme de otros y privación de eficacia interpretativa de dos referencias del preámbulo.
Artículo 148 · CUMPLE
La norma. «Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias…»
El hecho. El índice de autoridad regional de Hooghe y otros mide la autoridad regional en 81 países de 1950 a 2010 (libro de 2016); la base actual (libro de códigos de 2021) abarca 95.◦
Artículo 149 · CUMPLE
Artículo auditado por apartados: 149.1 y 149.3.
Se auditan dos apartados: el 1 (competencias exclusivas del Estado) y el 3 (supletoriedad del derecho estatal). Los dos cumplen, con extralimitaciones frenadas por el Tribunal Constitucional.
Apartado 149.1 · CUMPLE.
La norma. «El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias…»
El hecho. Litigiosidad competencial intensa y bidireccional en 2024-2026: la STC 44/2026, de 10 de junio, anuló parcialmente (un inciso) la ley riojana del paisaje (Ley 4/2025) por afectar a competencias estatales, y la STC 79/2024, de 21 de mayo, anuló varios preceptos de la ley estatal de vivienda (Ley 12/2023: art. 16, parte de los arts. 19.3 y 27.1, art. 27.3 y disposición transitoria primera) por invadir competencias autonómicas. La STC 17/2026, de 24 de febrero (rec. 5518-2023, Comunidad de Madrid), declaró la pérdida parcial de objeto por la STC 79/2024 y la constitucionalidad de otros preceptos de la misma ley.◦
Frenado por. STC 79/2024 — Tribunal Constitucional (Pleno), 21-V-2024. Recurso de inconstitucionalidad 5491-2023 (Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía). Estimación parcial: nulidad del art. 16, de parte del 19.3 y del 27.1, del 27.3 y de la disp. transitoria 1.ª de la Ley 12/2023.
Frenado por. STC 44/2026 — Tribunal Constitucional (Pleno), 10-VI-2026. Recurso de inconstitucionalidad 2525-2026 (Presidente del Gobierno). Nulidad parcial de un inciso de la Ley riojana 4/2025 del paisaje; interpretación conforme de otros preceptos.
Apartado 149.3 · CUMPLE.
La norma. «El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades Autónomas.»
El hecho. La STC 118/1996, de 27 de junio (Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres), y la STC 61/1997, de 20 de marzo (Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992), declararon nulos preceptos estatales y establecieron que el Estado no puede dictar normas meramente supletorias sin título competencial propio; con ello la cláusula de supletoriedad del art. 149.3 quedó reducida por vía interpretativa.◦
Frenado por. STC 118/1996 — Tribunal Constitucional (Pleno), 27-VI-1996. Recursos de inconstitucionalidad 1191/1987 y acumulados (Gobierno y comunidades autónomas). Nulidad de preceptos estatales sobre transporte urbano y de otros de la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres.
Frenado por. STC 61/1997 — Tribunal Constitucional (Pleno), 20-III-1997. Recursos de inconstitucionalidad 2477/1990 y acumulados (comunidades autónomas). Nulidad de numerosos preceptos del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992, básicos y de aplicación supletoria.
Artículo 150.2 · PENDIENTE
La norma. «El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley orgánica, facultades correspondientes a materia de titularidad estatal.»
El hecho. El hecho que sostiene este estado va a flecos: no se ha leído en su fuente.
Artículo 151 · CUMPLE
La norma. «No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 del artículo 148, cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada dentro del plazo del artículo 143.2, además de por las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las tres cuartas partes de los municipios de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de cada una de ellas y dicha iniciativa sea ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de los electores de cada provincia en los términos que establezca una ley orgánica.»
El hecho. Solo Andalucía accedió a la autonomía por la vía completa del art. 151.1; País Vasco, Cataluña y Galicia lo hicieron por la Disposición Transitoria 2ª, sin cumplir sus requisitos. La vía del resto de comunidades se predeterminó por los Pactos Autonómicos de 1981. La equiparación competencial de los años 90 borró la diferencia entre vías.◦
Artículo 152.1 · INCUMPLE
La norma. «Un Tribunal Superior de Justicia… culminará la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma.»
El hecho. La litigiosidad en 2025 (asuntos ingresados por cada 1.000 habitantes, por Tribunal Superior de Justicia) varía de 202,06 en Canarias a 109,94 en el País Vasco: 1,84 veces, casi el doble (cálculo de la obra); la media de España es 160,4◦.◦
Artículo 153 · CUMPLE
La norma. «El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas se ejercerá: a) Por el Tribunal Constitucional… b) Por el Gobierno… c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa… d) Por el Tribunal de Cuentas…»
El hecho. El Tribunal Constitucional dedica el grueso de su actividad al arbitraje competencial (recursos de inconstitucionalidad y conflictos de competencia) e inadmite casi todos los recursos de amparo ciudadanos: la Memoria del Tribunal de 2018 da un 98,33 % de decisiones de admisión que acabaron en inadmisión o archivo (6.918 recursos ingresados y 115 admitidos a trámite en 2018). No consta aquí resolución que corrija una extralimitación respecto del art. 153: se clasifica como cumplimiento limpio.◦
Artículo 154 · CUMPLE
La norma. «Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del Estado en el territorio de la Comunidad Autónoma y la coordinará… con la administración propia de la Comunidad.»
El hecho. Dos estudios académicos independientes califican la figura, ya en el título, de «conflictiva» y de «figura de confianza política».◦
Artículo 155 · CUMPLE
La norma. «Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones… el Gobierno… podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso.»
El hecho. La doctrina académica (Lafuente Balle, UNED) constata que el precepto «carece de desarrollo legislativo y precedentes históricos» desde 1978. Su única aplicación fue en Cataluña en octubre de 2017, avalada por la STC 90/2019. Nueve años después de su único uso (cálculo de la obra), sigue sin ley que fije procedimiento, límites ni duración máxima.◦
Artículo 156 · CUMPLE
La norma. «Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de sus competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos los españoles.»
El hecho. Varias comunidades han incrementado su tramo autonómico del IRPF en distintos momentos: Cataluña, Andalucía y Asturias lo hicieron ya en 2012, según el Ministerio de Hacienda.◦
Artículo 157 · CUMPLE
La norma. «Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por: a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre impuestos estatales y otras participaciones en los ingresos del Estado. b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales. c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado. d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado. e) El producto de las operaciones de crédito.»
El hecho. La capacidad normativa que sí se ejerce sobre los tributos cedidos se ha usado casi exclusivamente para competir a la baja, con tantas regulaciones distintas de Sucesiones y Donaciones como comunidades de régimen común, más las forales, y renuncias a herencias triplicadas entre 2011 y 2018 en varias de ellas, ya verificado en esta auditoría (art. 133.1).◦
Artículo 158.2 · INCUMPLE
La norma. «Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con destino a gastos de inversión, cuyos recursos serán distribuidos por las Cortes Generales entre las Comunidades Autónomas y provincias, en su caso.»
El hecho. El Fondo de Compensación Interterritorial ha sufrido un declive marcado y sostenido desde los años 90 hasta un mínimo histórico actual -la caída concreta del 0,2% al 0,02% del PIB y la cifra de 16 € por habitante no se han podido confirmar contra una fuente primaria única, aunque la tendencia general de caída aguda sí está bien documentada en la literatura especializada (descenso marcado 1991-1996, estancamiento 1996-2002, recuperación 2002-2009 y recorte abrupto posterior)-, frente a una brecha de más de 10.000 € por persona entre regiones. Su dotación está atada al 30% de la inversión pública estatal, comprimida a su vez por la prioridad de pago de la deuda del art. 135.3 CE.◦
La mejor defensa del Estado. El Estado autonómico ha descentralizado el poder, 14 de sus 22 artículos se cumplen y la solidaridad territorial se garantiza con el Fondo de Compensación Interterritorial.
Los contrapuntos de la obra: 1) El sistema de financiación autonómica debía revisarse en 2014 y lleva doce años caducado (art. 138.2). 2) El Fondo de Compensación Interterritorial está en su mínimo histórico (art. 158.2). 3) Los mismos derechos no se aplican igual en todo el territorio (art. 139.1), y los ayuntamientos con superávit no pueden gastarlo (art. 142).
A.10 Título IX. El Tribunal Constitucional
La idea: el Tribunal Constitucional funciona y anula leyes: es el título que menos incumple, 1 de 7 artículos, con casi todos los amparos inadmitidos (98,33 % en 2018).
7 artículos auditados; 1 incumplen.
	Artículo
	Estado
	Grupo
	Nota

	159
	incumple
	organigrama del poder
	—

	160
	cumple
	organigrama del poder
	—

	161.2
	cumple
	organigrama del poder
	—

	162
	cumple
	organigrama del poder
	intento frenado

	163
	cumple
	organigrama del poder
	—

	164
	cumple
	organigrama del poder
	intento frenado

	165
	cumple
	organigrama del poder
	—



Artículo 159 · INCUMPLE
La norma. «El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros… Los miembros del Tribunal Constitucional serán designados por un período de nueve años y se renovarán por terceras partes cada tres.»
El hecho. Cuatro de los doce magistrados los propone el Senado◦. Tres de ellos fueron nombrados por los Reales Decretos 260, 262 y 263/2017, de 10 de marzo de 2017, y el cargo dura nueve años◦: el suyo se cumplió el 10 de marzo de 2026. El cuarto fue nombrado por el Real Decreto 757/2024, de 29 de julio, para cubrir una vacante, y la ley lo nombra «por el tiempo que a éste restase»◦; el decreto no dice qué vacante cubre. A 21 de septiembre de 2026, los cuatro seguían en la lista de magistrados del Tribunal, porque la ley les deja continuar «hasta que hayan tomado posesión quienes hubieren de sucederles»◦.
El precedente de 2022. El 19 de diciembre de 2022, el Pleno del propio Tribunal suspendió cautelarmente, en un recurso de amparo de trece diputados, la tramitación parlamentaria de unos preceptos que modificaban la Ley Orgánica del Poder Judicial y la del Tribunal Constitucional, introducidos por las enmiendas 61 y 62 de una proposición de ley orgánica (Auto 177/2022). Según uno de los votos particulares, esas enmiendas cambiaban el sistema de designación de magistrados que prevé el art. 159.3 de la Constitución. Dos votos particulares calificaron la decisión de «inédita» y de interferencia «sin precedentes»: son palabras de esos votos, no del Tribunal.◦
Artículo 160 · CUMPLE
La norma. «El Presidente del Tribunal Constitucional será nombrado entre sus miembros por el Rey, a propuesta del mismo Tribunal en pleno y por un período de tres años.»
El hecho. El hecho que sostiene este estado va a flecos: no se ha leído en su fuente.
Artículo 161.2 · CUMPLE
La norma. «El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones y resoluciones adoptadas por los órganos de las Comunidades Autónomas. La impugnación producirá la suspensión de la disposición.»
El hecho. La sinopsis oficial del Congreso dice que la suspensión de las leyes no llega con la admisión del recurso, salvo las autonómicas, y que la impugnación del art. 161.2 va «con el privilegio, además, de la suspensión automática».◦
Artículo 162 · CUMPLE
La norma. «Están legitimados: a) Para interponer el recurso de inconstitucionalidad, el Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo, 50 Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su caso, las Asambleas de las mismas.»
El hecho. En 2020, el 75% de los recursos de inconstitucionalidad los plantearon parlamentarios (18 de 24, según la Memoria del Tribunal Constitucional de 2020). El Tribunal exige que la decisión de impugnar no se adopte «en términos genéricos, habilitando a delegados, apoderados o mandatarios para interponer o no la acción de inconstitucionalidad, según su propio criterio, contra las leyes que en el futuro se vayan promulgando» (doctrina de las SSTC 42/1985 y 150/1990, recogida en el ATC 155/2022).◦
Frenado por. STC 42/1985 y STC 150/1990 (recogidas en el ATC 155/2022) — Tribunal Constitucional (Pleno), 15-III-1985 y 4-X-1990. Doctrina sobre la decisión de impugnar de los parlamentarios legitimados. Prohíbe la habilitación genérica para recurrir leyes futuras según el criterio del apoderado.
Artículo 163 · CUMPLE
La norma. «Cuando un órgano judicial considere… que una norma con rango de ley… pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el Tribunal Constitucional.»
El hecho. En 2024 se plantearon 37 cuestiones de inconstitucionalidad, pero el Pleno solo dictó 9 sentencias sobre ellas ese año, mientras el 99,24% de los 9.871 asuntos ingresados en el Tribunal son recursos de amparo, de los que solo 153 se admitieron a trámite.◦
Artículo 164 · CUMPLE
La norma. «Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán en el «Boletín Oficial del Estado»[…] Las [que] declaren la inconstitucionalidad… tienen plenos efectos frente a todos.»
El hecho. Tras la STC 259/2015, de 2 de diciembre (impugnación de disposiciones autonómicas 6330-2015, que anuló una resolución del Parlamento de Cataluña), el Tribunal Constitucional estimó incidentes de ejecución promovidos por el Gobierno de la Nación contra nuevas resoluciones y acuerdos del Parlamento (AATC 141/2016, de 19 de julio; 170/2016, de 6 de octubre; 24/2017, de 14 de febrero; y 123/2017, de 19 de septiembre). La LO 15/2015, que reforzó los medios de ejecución de las resoluciones del Tribunal, fue impugnada por el Gobierno Vasco (rec. 229-2016) y por la Generalitat de Cataluña (rec. 7466-2015), y ambos recursos fueron desestimados (STC 185/2016, de 3 de noviembre, y STC 215/2016, de 15 de diciembre); el argumento del «recurso encubierto a la vía prevista en el art. 155 CE» es el de la parte recurrente (STC 185/2016), no una calificación del Tribunal.◦
Frenado por. AATC 141/2016, 170/2016, 24/2017 y 123/2017 — Tribunal Constitucional (Pleno), 19-VII-2016, 6-X-2016, 14-II-2017 y 19-IX-2017. Incidentes de ejecución de la STC 259/2015 en la impugnación de disposiciones autonómicas 6330-2015 (Gobierno de la Nación). Estimación de los incidentes contra resoluciones y acuerdos del Parlamento de Cataluña.
Artículo 165 · CUMPLE
La norma. «Una ley orgánica regulará el funcionamiento del Tribunal Constitucional, el estatuto de sus miembros, el procedimiento ante el mismo.»
El hecho. La facultad del CGPJ de proponer dos magistrados del TC fue retirada por la LO 4/2021 y devuelta por la LO 8/2022 — quitada y devuelta en dieciséis meses, ambas veces por proposición de ley con tramitación de urgencia. Un voto particular de un magistrado del propio TC (STC 153/2024) las calificó de «reformas coyunturales» que excluyen «tanto los informes previos como un auténtico debate».◦
La mejor defensa del Estado. El Tribunal Constitucional funciona: seis de sus siete artículos se cumplen, y sus sentencias han anulado leyes y decretos.
Los contrapuntos de la obra: 1) Tres de los cuatro magistrados que propone el Senado cumplieron los nueve años de mandato el 10-III-2026 y siguen en el cargo (art. 159). 2) En 2025 admitió 59 de 9.089 recursos de amparo, y las providencias de inadmisión solo «especificarán el requisito incumplido» (Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, art. 50.3; 7.2, n.º 3). 3) Cuando anula una norma tributaria, lo cobrado y firme no se devuelve (art. 31.1).
A.11 Título X. La reforma constitucional
La idea: la Constitución es reformable y se ha reformado cuatro veces por la vía del art. 167; 1 de 4 artículos incumple, y la revisión total del art. 168 es la puerta que la propia Constitución dejó abierta (5.2).
4 artículos auditados; 1 incumplen.
	Artículo
	Estado
	Grupo
	Nota

	166
	cumple
	organigrama del poder
	—

	167
	cumple
	organigrama del poder
	—

	168
	incumple
	organigrama del poder
	—

	169
	cumple
	organigrama del poder
	—



Artículo 166 · CUMPLE
La norma. «La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los términos previstos en los apartados 1 y 2 del artículo 87.»
El hecho. 28 iniciativas de reforma registradas desde 1978, solo 4 prosperadas. De las 5 iniciativas presentadas por comunidades autónomas desde 1978, ninguna ha prosperado. La iniciativa popular de reforma fue excluida por 27 votos contra 1 en el debate constituyente de 1978.◦
Artículo 167 · CUMPLE
La norma. «Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de tres quintos de cada una de las Cámaras.»
El hecho. Las cuatro reformas efectivas de la Constitución (1992, 2011, 2024 y 2026) se tramitaron todas por esta vía ordinaria, sin necesidad de comisión paritaria ni del mecanismo de desbloqueo, y sin que nunca se solicitara el referéndum facultativo. La de 1992, presentada el 7-VII y publicada en el BOE el 28-VIII (52 días, cuenta de la obra), se aprobó en lectura única en el Congreso y por el procedimiento ordinario en el Senado.◦
Artículo 168 · INCUMPLE
La norma. «Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Título Preliminar… [Capítulo II, Sección 1ª del Título I] o al Título II, se procederá a la aprobación del principio por mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes.»
El hecho. La sinopsis oficial del Congreso dice del procedimiento agravado: «lejos de criticar tal procedimiento, debería verse como una garantía, máxime teniendo en cuenta que nuestra Constitución no cuenta con cláusulas de intangibilidad». Las tres reformas que recoge (1992, 2011 y 2024) se hicieron por el art. 167; el comentario del art. 167 no registra ninguna por el art. 168.◦
Artículo 169 · CUMPLE
La norma. «No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados previstos en el artículo 116.»
El hecho. La sinopsis oficial del Congreso dice que «el límite sólo cabe en la iniciativa, no en la tramitación». Las tres reformas que recoge (1992, 2011 y 2024) se hicieron por el art. 167.◦
La mejor defensa del Estado. La Constitución es reformable y se ha reformado cuatro veces —el art. 13.2 en 1992, el art. 135 en 2011, el art. 49 en 2024, de contenido social, y el art. 69.3 en 2026—: el procedimiento funciona.
Los contrapuntos de la obra: 1) Las cuatro reformas se hicieron por la vía del art. 167, sin referéndum; la de 2011, para dar prioridad absoluta al pago de la deuda (art. 135; 7.2, n.º 4).
A.12 La lectura de conjunto
La idea: ninguno de los 169 artículos prueba por sí solo más de lo que dice; juntos, dibujan una asimetría que se declara aparte, como lectura y no como dato.
Hay que decirlo con la misma honestidad que exige cada ficha: el sistema también se corrige a sí mismo, y no una vez. El Tribunal Constitucional avaló en 2012 la ley que amplió el matrimonio, en vez de recortarlo. La cobertura del desempleo alcanzó en noviembre de 2025 la cifra más alta de su serie para ese mes. El Tribunal Supremo condenó a un Fiscal General del Estado en ejercicio, la primera vez en la historia democrática. El Tribunal de Justicia de la UE forzó, con una sentencia de Gran Sala, que España empiece a corregir su modelo de temporalidad en el empleo público. Ninguno de estos hechos es adorno: son la prueba de que no hay aquí una maquinaria diseñada para fallar siempre.
Lectura del autor: el patrón que dibujan los 169 juntos no lo explica ninguno por separado. Cuando el conflicto es entre poderes del Estado —Gobierno contra Congreso, Senado contra Cortes, una comunidad autónoma contra el Estado—, el sistema litiga, se arbitra y casi siempre se resuelve con rapidez y con datos. Cuando el conflicto es entre el Estado y el ciudadano —una lista de espera, una petición, una reclamación de transparencia, una vivienda, una pensión adecuada, una tasa de temporalidad, un fondo de solidaridad territorial—, el mecanismo de corrección existe en el papel, pero tarda años, se admite una vez de cada ciento cincuenta (el amparo, 7.2, n.º 3), o directamente no se usa. No es que el Estado español desprecie al ciudadano: es que tiene, medido artículo por artículo, mucha más capacidad instalada para resolver sus propios conflictos internos de poder que para atender las obligaciones que la Constitución le fija hacia fuera, hacia quien no tiene ni Senado ni Tribunal Constitucional al que acudir en su nombre. Es la asimetría que mide 7.4.
Límite honesto de la prueba
Cada ficha es un hecho con su fuente y un estado. La obra no atribuye intención a ningún artículo, y el estado depende de la vara que fija 7.1: lo que no se cumple, incumple, y un recurso desestimado cuenta como cumplimiento limpio.
Las cifras, las citas, las fechas y las referencias de cada ficha se comprobaron contra su fuente. Lo que no se pudo leer en su fuente no entra y está en la lista de flecos, con la excepción que dice el último punto. Los hechos sin cifra ni cita no se comprobaron uno por uno: la lectura final de la obra los repasa.
Siete artículos quedan pendientes: el 7, porque el único hecho leído (el informe n.º 1.055 del Tribunal de Cuentas) no muestra que se incumpla; el 27 depende de una denuncia ante el Tribunal de Cuentas todavía sin resolver; el 46, de una cifra que cambia con cada alta o baja (la Lista Roja de Hispania Nostra); el 56, de una disputa doctrinal abierta sobre el alcance de la inviolabilidad del Rey; el 110, porque el conflicto de agosto de 2026 sobre las comparecencias en el Senado seguía abierto; el 111, porque no hay datos públicos de los plazos con que contesta el Gobierno que se puedan auditar en bloque (solo cifras de terceros); y el 150.2, de una proposición de ley todavía sin aprobar.
El número exacto de tratados de doble nacionalidad (art. 11) no se obtuvo tras varios intentos, y se dice así en lugar de forzar una cifra.
Algunas fichas descansan en una fuente secundaria (nivel B), marcada en la ficha. La prensa no vale como fuente y no entra.
La auditoría es una foto del 6 de octubre de 2026: una sentencia o una ley posteriores no están.
En 6 fichas (arts. 7, 27, 46, 110, 150.2 y 160), el hecho que sostiene el estado no se pudo leer en su fuente y va a la lista de flecos: la ficha lleva su norma y su estado, que es el de la auditoría original, y lo dice. Si la lectura final de los flecos lo comprueba, el hecho vuelve; si no, el estado se revisa.
Los arts. 111 y 136 se leyeron en su fuente el 8-oct. El 136 sigue INCUMPLE: las Cortes instaron al Tribunal de Cuentas a cumplir en su integridad el art. 136.2 (BOE de 6-I-2023), y la revisión entre pares de 2015 no halló hechos concretos de influencia política, y se dice en la ficha. El 111 pasa a PENDIENTE: los hechos leídos no muestran que el Gobierno eluda las preguntas, y faltan datos públicos que se puedan auditar en bloque.
De las tres fichas con declaración formal externa que conservaban su hecho «pendiente de leer en su fuente» (arts. 45, 117.1 y 159), las tres se leyeron en su fuente en la investigación final de flecos del 7-oct. Las de los arts. 45 y 117.1 conservan la declaración. La del art. 159 la pierde: ni los mandatos cumplidos ni el Auto 177/2022 son una sentencia del Tribunal Constitucional, una condena del TEDH o del TJUE ni la calificación expresa de un organismo (7.1). Sigue incumpliendo, y el recuento baja de 24 a 23.
La defensa del Estado
Este anexo es de consulta y lleva su propia defensa: cada título (A.1 a A.11) cierra con la mejor defensa que podría dar el Estado, en su propia voz, y con los contrapuntos de la obra, que conceden lo que es cierto y responden con los hechos de las fichas y de los capítulos.
Dónde se oye la defensa del Estado
En cada título, al final de su apartado. Y en el juicio (capítulo 11), cargo por cargo, con la última palabra de cada uno.
Para recordar
La auditoría parte la pregunta del contrato social en 169 preguntas comprobables, una por artículo, cada una con su norma, su hecho y su fuente.
De los 169 artículos, 93 se cumplen, 69 no y 7 quedan pendientes; en 23 de los incumplidos ya hay una declaración formal externa.
El Título I, el de los derechos, incumple en 25 de sus 46 artículos; el del Tribunal Constitucional, en 1 de 7.
El incumplimiento recae en el 62,1 % de los artículos que afectan al ciudadano y en el 27,2 % de los que organizan el poder (7.4).
El sistema se corrige a sí mismo a veces, y ninguna ficha prueba por sí sola más de lo que dice.
Lo que no se pudo leer en su fuente no entra, y se dice.


Anexo B. La carga fiscal en detalle
Primera versión: 7 de octubre de 2026 · Última revisión: 10 de octubre de 2026 · Citas leídas en su fuente: 5
En pocas palabras:
El capítulo 8 (8.4) explica la carga: lo que se lleva el Estado del coste del trabajo de una persona, en cinco capas, para el asalariado, el autónomo y el que trabaja con una sociedad. Este anexo guarda el detalle: el peso de cada colectivo, la carga de cada perfil, qué impuestos están dentro de las capas, qué queda y el valor del tiempo de los trámites.
La carga de cada perfil es un cálculo de la obra con las reglas del BOE de 2026 y con supuestos que se dicen; sirve para el orden de magnitud, no para un caso individual.
Mide lo que se paga, no lo que se recibe; lo que se recibe está en 8.4.
Es la parte monótona de la investigación, apartada para quien quiera contrastar las cifras.
B.0 Qué es este anexo y cómo se lee
La idea: la cifra del asalariado medio no es la de todos; el mismo valor generado se reparte de otra manera según quién cobre y quién pague.
La cifra de 8.4 es la de un asalariado privado medio. Otros trabajadores cotizan y tributan por reglas distintas, y pesan de forma distinta en el empleo. Este anexo pone cada perfil con la misma base, el coste laboral (o el rendimiento antes de cotizar, en el autónomo), las mismas cinco capas y, en cada línea, lo que queda. Los pesos son datos con fuente; las cargas de cada perfil son un cálculo de la obra, con los supuestos que se indican.
B.1 El peso de cada colectivo
La idea: son datos oficiales, cada uno con su fuente y su fecha; no son de la misma fecha ni de la misma base, así que no se suman entre sí.
	Colectivo
	Cuántos
	Fuente

	Empleo, segundo trimestre de 2026
	22.779.000 ocupados: 19.132.100 en el sector privado (84,0 %, autónomos incluidos) y 3.646.900 en el público (16,0 %, empresas públicas incluidas)
	INE, Encuesta de Población Activa

	Autónomos, diciembre de 2025
	3.425.767 trabajadores por cuenta propia, el 15,7 % de los 21.844.414 afiliados (cálculo de la obra)
	Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones [21.00-4.4, con la errata del 07: 15,7 %]. No hay dato oficial verificado de cuántos son societarios.

	Personal de las administraciones, enero de 2025
	3.033.304 personas: Estado, 540.404 (17,82 %); comunidades autónomas, 1.905.576 (62,82 %); Administración local, 587.324 (19,36 %). Funcionarios de carrera, 1.628.560 (53,7 %); personal laboral, 604.482 (19,9 %); otro personal, entre ellos los interinos, 800.262 (26,4 %)
	Registro Central de Personal, Boletín Estadístico [21.00-4.5, con la errata del 07]. La cifra de enero de 2026 está en C.2.

	Asalariados por tipo de pagador, 2024
	20.637.992: las administraciones pagan a 3.583.502 (17,4 %); las empresas societarias, a 14.612.547 (70,8 %); las de personas físicas, a 1.803.349 (8,7 %); las instituciones sin fines de lucro, a 638.594 (3,1 %)
	Agencia Tributaria, Modelo 190



B.2 ¿Suben los funcionarios el salario medio?
La idea: en bruto y sin ajustar, sí; pero esos datos no dicen por qué, ni si es justo.
Según la Agencia Tributaria (2024), la retribución media anual que pagan las administraciones es de 34.482 euros, frente a 22.962 en el resto de pagadores: un 50,2 % más. Las administraciones son el 17,4 % de los asalariados y perciben el 24,0 % de todas las retribuciones, y elevan la media del total en unos 2.000 euros, un 8,7 % sobre la media del resto (24.962 euros, frente a 22.962). La Agencia no publica un «salario medio»: son retribuciones entre asalariados (cálculo de la obra).
Lo que estos datos no dicen: por qué. No controlan la jornada, los meses trabajados, la antigüedad, la cualificación ni la ocupación, y los contratos temporales o a tiempo parcial, más frecuentes en el sector privado, bajan su media anual sin que haya menos salario por hora. Tampoco dicen si es justo: eso es una valoración. Y «administraciones públicas» incluye a funcionarios de carrera, personal laboral, docentes, sanitarios, policía y militares, no solo a los primeros.
Los altos cargos que no son funcionarios cotizan en el Régimen General◦; cuántos son y qué cobran está en C.1.
B.3 La carga de cada perfil
La idea: con el mismo valor generado, lo que se lleva el Estado va del 41 % al 54 % según el perfil; entre el asalariado y el funcionario, la diferencia está casi toda en la cotización social.
El mismo valor generado: 39.481 euros en el asalariado y en el autónomo, y 34.482 —la media de las administraciones— en los funcionarios y en su comparación privada. Las cinco capas son las de 8.4, acumuladas, en porcentaje del coste laboral; la última columna es lo que queda. La capa 1 del primer perfil es la del estudio privado, el 40,9 %; la cifra oficial de la OCDE para ese mismo asalariado es el 41,4 % (8.4).
	Perfil
	Capa 1
	Capa 2
	Capa 3
	Capa 4
	Capa 5
	Queda

	Asalariado privado medio (Molinari y EY)
	40,9
	45,0
	48,4
	50,7
	53,6
	46,4

	Autónomo sin sociedad, base mínima de su tramo
	31,0
	35,7
	39,1
	39,1
	42,0
	58,0

	Autónomo sin sociedad, base igual al bruto del asalariado
	38,4
	42,6
	46,0
	46,0
	48,9
	51,1

	Autónomo sin sociedad, base máxima
	43,0
	46,9
	50,3
	50,3
	53,2
	46,8

	Autónomo con sociedad, todo como retribución
	31,3
	36,0
	39,4
	39,4
	42,2
	57,8

	Autónomo con sociedad, retribución de 30.237 € y el resto en dividendos
	27,5
	32,1
	35,5
	40,0
	42,8
	57,2

	Autónomo con sociedad, retribución de 14.000 € y el resto en dividendos
	24,9
	29,2
	32,6
	44,9
	47,7
	52,3

	Asalariado privado con el mismo bruto que la media de las administraciones (34.482 €; coste laboral de 45.023 €)
	42,1
	46,1
	49,1
	51,1
	53,6
	46,4

	Funcionario de carrera del Régimen General, con ingreso desde 2011 (coste laboral de 43.447 €)
	39,1
	43,3
	46,4
	48,5
	51,1
	48,9

	Funcionario de Clases Pasivas, con ingreso hasta 2010 (coste para el Estado de 35.864 €)
	26,6
	31,6
	35,4
	38,0
	41,1
	58,9



Notas al cuadro:
Autónomo sin sociedad. Con la base mínima paga menos hoy, pero su pensión se calculará sobre una base menor, y el cuadro no mide esa diferencia. El cálculo usa el tipo de 31,50 % de la Orden de cotización de 2026 (8.4). 
Autónomo con sociedad. La capa 4 es el Impuesto de Sociedades real de la sociedad, no una hipótesis; por eso no es comparable capa a capa con los demás perfiles. 
Por cada 100 euros de salario bruto, el asalariado con el bruto medio de las administraciones cuesta a su empresa 130,6; el funcionario de carrera del Régimen General, 126,0; y el de Clases Pasivas, al Estado, 104,0. 
Cómo leer la diferencia con el funcionario. Con el mismo bruto, el IRPF, el IVA y las demás capas son las mismas: solo cambia la cotización social. Entre las personas protegidas por desempleo no figuran los funcionarios de carrera◦. La Orden PJC/297/2026 es coherente con ello: los reservistas voluntarios cotizan por desempleo «salvo cuando sean funcionarios de carrera»◦. Eso explica unos 2,5 puntos de diferencia sobre el coste (51,1 % frente a 53,6 %), y es una diferencia de cobertura —el funcionario de carrera no tiene protección por desempleo—, no de «pagar menos impuestos». El funcionario de Clases Pasivas aparece con una carga mucho menor porque el Estado no paga cotización de empleador por su pensión: esa pensión sale del Presupuesto (C.5). El cuadro mide lo que el funcionario y su empleador aportan, no lo que costará pagar su pensión ni si lo aportado alcanza.
Lo que el cuadro no mide. No mide lo recibido —pensión, sanidad, estabilidad, protección por desempleo—; el bruto de los funcionarios es la media de todas las administraciones, no la de una categoría; los tipos de 2026 de la mutualidad y de los derechos pasivos no están verificados, y se usan los de la Ley 31/2022; la escala autonómica del IRPF se supone igual a la estatal y no se aplican deducciones; y los pagos a gestores, abogados, arquitectos e ingenieros siguen fuera de las capas, porque no son impuestos (8.4).
Lo que cuestan las nóminas públicas, las pensiones de cada régimen, la jubilación y el despido de cada colectivo y los cargos políticos está en el anexo C, y su lectura de conjunto, en 8.6.
B.4 Qué está dentro de las capas, y qué no
La idea: antes de sumar nada hay que saber qué impuestos están ya contados; sumar una factura entera con su impuesto sería contar dos veces lo mismo.
Lo que contiene cada capa. El Impuestómetro del Instituto Juan de Mariana, un estudio privado, parte de «la incidencia de las principales figuras recaudatorias» —las cotizaciones sociales, el IRPF y el IVA— y les suma después, como capas sucesivas, los tributos municipales (el IBI entre ellos) y los impuestos especiales◦. Los 705 euros municipales son el IBI, el impuesto de vehículos (IVTM), el de construcciones (ICIO), la plusvalía municipal y el de actividades económicas (IAE); y los 649 de impuestos especiales, 470 de hidrocarburos y 179 de otros, salen de la Encuesta de Presupuestos Familiares del INE. Por eso las facturas completas de esos consumos, con su impuesto ya incluido, no se suman a las capas.
El IVA de la vida cotidiana. No está solo el de la luz y el agua: es la parte principal de la capa del IVA. La recaudación de IVA sobre el consumo de los hogares fue de 61.289 millones de euros en 2022◦. Añadirlo aparte, encima de las capas, sería duplicar. Los tipos: el 21 % el general (art. 90); el 10 % la hostelería y los alimentos no básicos y el 4 % el pan, las harinas y la leche (art. 91); y están exentos los alquileres de viviendas «destinados exclusivamente a viviendas» (art. 20.Uno.23.º b)◦.
Un contraste, no una medición. Con las cuentas nacionales de 2024, el IVA recaudado equivale al 11,6 % del consumo de los hogares y las instituciones sin fines de lucro (102.495 entre 883.785 millones), y los demás impuestos sobre productos, al 5,3 % (46.949 millones)◦. Aplicados al gasto de un asalariado medio, esas capas serían mayores y el total llegaría a entre el 56,7 y el 57,9 %. Es un techo y no sustituye a la cifra de 8.4. El cálculo parte de los 23.324 euros que al asalariado del Impuestómetro le quedan tras cotizaciones e IRPF, antes del IVA◦, y supone, por decisión de la obra, que gasta entre el 88 y el 100 % (de 20.525 a 23.324 euros): ese reparto es un supuesto, no un dato.
Lo que no está en las capas. La nueva tasa de basuras, que ronda los 200 euros por hogar en determinados municipios, según el propio Impuestómetro, que no la suma a la espera de estudios◦; las tasas de ITV y de tráfico; el impuesto de matriculación◦; el impuesto sobre las primas de seguros; el efecto de no deflactar el IRPF, que el informe cuenta como subida encubierta pero no cuantifica en euros; y las tasas y aranceles de notarios y registros.
Los tributos de la vida diaria, con lo que consta. El IBI tiene un tipo mínimo del 0,4 % y máximo del 1,10 % del valor catastral en los inmuebles urbanos◦. El impuesto sobre vehículos de tracción mecánica tiene una cuota base por caballos fiscales —en turismos, de 12,62 a 112,00 euros— que los ayuntamientos pueden subir con un coeficiente no superior a 2◦; ambos están dentro de los tributos municipales. Del permiso de circulación, las tasas de tráfico, la ITV (cuyas tarifas fijan las comunidades autónomas) y el seguro obligatorio no se han verificado los importes, y no están en las capas: se citan como existentes, sin cifra.
Los gastos fijos de un hogar medio, según la Encuesta de Presupuestos Familiares de 2025 (con impuestos incluidos, por lo que no se suman a las capas): 952 euros al año en agua y otros servicios de la vivienda, 1.255 en electricidad, gas y otros combustibles y 17 en servicios financieros◦. Son medias por hogar, de unas 2,5 personas, no por trabajador (cálculo de la obra con la nota del INE).
La Seguridad Social y la gestoría. Las cotizaciones sociales —la parte del trabajador, el 6,50 %, y la del empresario, el 30,65 %, ya desglosadas en 8.4— están dentro de las capas, así que restarlas otra vez aquí sería duplicar. La gestoría no es un impuesto y no está en ninguna cifra fiscal, pero es un coste característico de quien tiene actividad económica propia (8.4): quien sea autónomo debe tenerla en cuenta aparte. Cuánto cuesta no se ha leído en una fuente oficial: no entra todavía.
B.5 Lo que queda, y lo que se pierde
La idea: tras las cinco capas le queda al asalariado medio el 46,4 % de lo que cuesta a su empresa; y lo que conserva se desvaloriza, y se le cobra por guardarlo.
Lo que queda, con las dos bases. Como en 8.4, nunca se compara con 100 lo que suma 130,6.
	
	Euros
	Sobre el coste laboral
	Por cada 100 € de salario bruto

	Lo que paga la empresa
	39.481
	100
	130,6

	De ello, la carga de las capas 1 a 5
	21.144
	53,6
	69,9

	De ello, lo que queda al trabajador
	18.337
	46,4
	60,6



Control: sobre el coste laboral, 53,6 y 46,4 suman 100; sobre el bruto de 30.237 euros suman 130,6 (130,5 con los decimales redondeados), porque el bruto no incluye la cotización de la empresa. Un autónomo sin sociedad conserva entre el 47 y el 58 %, según la base de cotización que elija; y uno con sociedad, entre el 52 y el 58 %, según cuánto cobre como retribución y cuánto como dividendos (B.3). Son euros nominales de 2025 y 2026. Los gastos fijos de vivienda y banco no se restan aquí: son costes de un hogar, no de un individuo, y mezclarían dos bases.
La pérdida de valor de la moneda, en línea aparte, porque no es un impuesto y mezclarla con ellos rompería la regla de una sola base. Precios de consumo en España (índice armonizado, media anual, 2015 = 100): 115,95 en 2022, 119,89 en 2023, 123,33 en 2024 y 126,65 en 2025; variaciones del 8,3 %, 3,4 %, 2,9 % y 2,7 %◦. Entre 2000 y 2025 los precios se multiplicaron por 1,78. Si al asalariado medio le quedan 18.337 euros tras las cinco capas, un año como 2025 resta unos 493 euros de poder adquisitivo a ese dinero, si se conserva sin gastar (el 1,25 % del coste laboral); sumada en línea aparte, la carga más esa devaluación es de 21.637 euros, el 54,8 % del coste laboral (cálculo de la obra). Lo que esta suma no dice: la devaluación solo afecta al dinero que se guarda, no al que se gasta el mismo año; y no incluye la subida del precio de los activos por encima del IPC.
El salario, frente a los precios. El coste salarial medio por trabajador subió un 3,85 % en 2024, hasta 27.622 euros al año, con una inflación media del 2,8 %; y un 3,2 % en 2025, hasta 28.519 euros al año (2.376,55 al mes), con una inflación media del 2,7 %: una ganancia real de unas cinco décimas◦.
Esa ganancia no está garantizada en 2026. La inflación interanual de agosto de 2026 fue del 4,3 %, la más alta desde febrero de 2023; la media de los últimos doce meses es del 3,1 %◦. El INE atribuye la subida del grupo Transporte, hasta el 9,5 %, «principalmente, al incremento de los precios de los combustibles y lubricantes para vehículos personales»◦. Y con la Encuesta de Estructura Salarial y el índice armonizado de precios, el poder adquisitivo del salario medio cayó con claridad en 2022 (−3,91 %) y en 2021 quedó prácticamente igual (−0,09 %) (cálculo de la obra). La Autoridad Fiscal prevé que en 2026 los salarios reales «disminuyan de manera moderada»: una remuneración por asalariado del 3 %, «algo por debajo de la inflación (3,2 %)»◦. Lo que queda tras las capas es una fotografía nominal de un año concreto, y la inflación erosiona ese margen en cada año en que los precios suben más deprisa que el salario.
El ahorrador paga tres veces por el mismo dinero.
1. El interés. El Banco de España publica que el tipo medio de los depósitos a plazo de los hogares hasta un año fue del 1,77 % en marzo de 2026. Frente al 4,3 % de inflación de agosto, el rendimiento real es de unos −2,5 puntos al año; con la media de doce meses, el 3,1 %, de unos −1,3 puntos: quien ahorra en depósito pierde poder adquisitivo cada año, aunque cobre intereses nominales positivos◦. Con 10.000 euros, el interés bruto de un año es de 176,87, y el capital pierde de poder adquisitivo unos 430 con el 4,3 % o unos 310 con el 3,1 %; con 5.000, el interés es de 88,44.
2. La comisión por tener la cuenta. La media de los principales bancos españoles para el mantenimiento de una cuenta corriente es de 167,27 euros al año en 2026, frente a 110 en 2021; cinco de las once entidades analizadas mantienen el techo de 240 euros al año, y solo una, Bankinter, tiene una cuenta gratuita, que no es en línea◦. La nota advierte de que la subida afecta, sobre todo, al consumidor que pierde las condiciones de bonificación. Es el único dato de 2026. Un ejemplo con un banco concreto, con documentos propios del banco de 2021 a 2025: la Cuenta Santander One, de particulares, tiene una comisión de mantenimiento de 20 euros al mes (240 al año), que se reduce a 10 con una condición (por ejemplo, una nómina de al menos 600 euros al mes) y a 0 con otras más exigentes; y la Cuenta Santander One Empresas, de autónomos y personas jurídicas, de 30 euros al mes (360 al año), que baja a 15 con ingresos o facturación de al menos 1.800 euros en tres meses◦. Con la comisión de particulares, el interés de 10.000 euros no la cubre: quedan −63,13 euros con los 240, antes de contar la inflación; con la media de ASUFIN, +9,60. (La comparación no se hace con la cuenta de empresa, porque el 1,77 % es el tipo de los depósitos de los hogares.) Un contrapunto: la bonificación existe, y en junio de 2024 el banco anunció una cuenta para autónomos y empresas de hasta 2 millones de facturación, «sin comisión de mantenimiento y sin requisitos»◦; su página de autónomos, leída el 7-10-2026, la ofrece sin comisión◦. Lo que cobra hoy el banco por cada cuenta consta en el registro de tarifas del Banco de España: no se ha podido leer, y queda para completarlo.
3. La inflación, sobre el propio capital.
Para ilustrarlo se usan dos importes redondos, no una media: sobre 5.000 euros, el interés de 88,44 no cubre ni la media de ASUFIN (167,27), y quedan −78,83.
Lectura del autor: el autor ha llegado a pagar en el Banco Santander 20 euros al mes por una cuenta personal (Santander One) y 30 por la de su actividad (Santander One Empresas): son las cifras de los documentos del banco de arriba, pero ningún dato lo ha verificado en su fecha; es experiencia del autor, no una estadística. El banco presta el dinero que el ahorrador le confía, y al prestar crea dinero nuevo (5.1, n.º 10; 8.2); aun así, cobra por guardarlo. Quien guarda pierde y quien debe o presta gana (8.3): el mecanismo no necesita suponer intención para ser injusto.
B.6 El valor del tiempo de los trámites
La idea: las horas que se dedican a la burocracia valen dinero, aunque nadie las pague como tal.
Las 226 horas anuales de trámites de un autónomo, según una asociación del sector (8.4), se pueden valorar con dos referencias oficiales distintas, para no forzar una sola cifra:
Con el salario mínimo de 2026, 17.094 euros brutos al año◦, y una jornada de referencia de 1.826 horas, el valor de la hora es de unos 9,36 euros: las 226 horas valen 2.115 euros al año. La jornada es un cálculo de la obra: el Estatuto de los Trabajadores (art. 34.1) no da horas al año, sino cuarenta semanales «de promedio en cómputo anual». 
Con el salario medio bruto, 29.540,26 euros◦, la hora vale unos 16,18 euros y las 226 horas, unos 3.657 euros al año; coherente con la propia estimación de la asociación, de 15 euros la hora y 3.390 al año, que queda entre las dos. 
A esa cantidad hay que sumar lo que le costaría a un empleador formalizar ese tiempo como trabajo real: la cotización empresarial a la Seguridad Social. En 2026, con contrato indefinido, es del 30,65 % sobre el salario bruto: 23,60 % de contingencias comunes, 0,75 % del mecanismo de equidad intergeneracional, 5,50 % de desempleo, 0,20 % del Fondo de Garantía Salarial y 0,60 % de formación profesional, todos a cargo de la empresa◦. No incluye la cotización por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, que depende de la actividad.
Sumando esa cotización a las dos referencias:
	
	Valor de las 226 horas
	Cotización de empresa (30,65 %)
	Total al año

	Con el salario mínimo
	2.115
	648
	2.763

	Con el salario medio
	3.657
	1.121
	4.778



Conclusión, lo que arrojan los datos: si se valoran las 226 horas de un autónomo, solo por el tiempo de trámite, entre 2.763 y 4.778 euros al año, sin contar los impuestos que esa misma persona ya paga aparte ni la gestoría. El dato de partida, las horas, es el de una asociación del sector, y las cifras son un cálculo de la obra (cálculo de la obra con las referencias oficiales).
Lectura del autor: es tiempo que nadie paga, y que la ley traslada a quien tiene actividad propia; la gestoría, que existe, no quita el trabajo de recopilar y preparar los documentos; si lo hace una persona contratada para ello, cuesta su sueldo y su cotización a la Seguridad Social; y si no hay quien lo haga, se hace en el tiempo libre. Para el autor, esa extracción de tiempo es parte de la carga.
Límite honesto de la prueba
Las capas 2 a 5 son estimaciones y una hipótesis; la cifra firme es la capa 1, que la OCDE corrobora (8.4). El asalariado medio de partida es el de un estudio privado.
La carga de cada perfil es un cálculo de la obra con las reglas de 2026 y con supuestos: la escala autonómica del IRPF igual a la estatal sin deducciones, los tipos de 2026 de la mutualidad y los derechos pasivos tomados de la Ley 31/2022, y, en el funcionario de carrera, que tampoco cotiza por el Fondo de Garantía Salarial ni por formación (sin verificar: queda en 05 FLECOS).
Mide lo que se paga, no lo que se recibe, ni la carga futura de las pensiones de cada régimen. No hay unidad común para sumar todo en un saldo en euros, y el valor de lo que se recibe depende de cada persona. Tampoco hay dato oficial en horas de espera (los datos están en días) ni de las esperas de incapacidad permanente, ingreso mínimo vital o dependencia. 
El contraste del 56,7 al 57,9 % descansa en un supuesto de la obra (gastar del 88 al 100 % de lo que queda tras cotizaciones e IRPF).
Los datos no son de la misma fecha: el empleo, de 2026; el personal de las administraciones, de 2025; los pagadores, de 2024.
Las comisiones bancarias: el único dato de 2026 es la media de ASUFIN; los documentos del Banco Santander son de 2021 a 2025 y no prueban lo que cobra hoy.
La gestoría, la gasolina y los tipos de IVA de la luz y el agua no se han leído en su fuente: se nombran sin cifra o no entran todavía.
Dónde se oye la defensa del Estado
Este anexo no lleva defensa propia. La defensa de la carga, con sus contrapuntos, está en el cargo 25 del juicio (11.3); la del ahorro y la pérdida de valor de la moneda, en los cargos 4 y 19.
Para recordar
Con el mismo valor generado, lo que se lleva el Estado va del 41 % al 54 % del coste laboral según el perfil; entre el asalariado y el funcionario, la diferencia está casi toda en la cotización social.
Al asalariado medio le quedan 18.337 euros de 39.481: el 46,4 %; por cada 100 euros de salario bruto, 60,6.
Antes de sumar una factura, hay que saber si su impuesto está ya en las capas. La tasa de basuras, no.
Quien ahorra paga tres veces: el interés escaso, la comisión por la cuenta y la inflación.
Las 226 horas de trámites de un autónomo valen entre 2.763 y 4.778 euros al año, sin contar la gestoría.
Lo que no se ha leído en su fuente no está, y queda a la espera.


Anexo C. Lo que cuesta el Estado: el anexo de datos
Primera versión: 7 de octubre de 2026 · Última revisión: 10 de octubre de 2026 · Citas leídas en su fuente: 5
En pocas palabras:
El capítulo 8 mide a vista de águila a dónde va cada euro y quién sostiene a quién (8.6). Este anexo guarda el detalle: cuántos son los cargos políticos y los asesores, lo que cuesta la nómina pública, el cuadro de las partidas, la jubilación y el despido de cada colectivo y las pensiones de cada régimen.
Cada cifra lleva su fuente y su fecha. Y cada intento que se topó con el muro de opacidad queda anotado, con la dificultad concreta.
La pensión que la estadística llama «de la Seguridad Social» no es solo la de quien trabajó en la empresa privada: dentro van también empleados públicos y cargos políticos, y parte de sus cotizaciones se paga con impuestos (C.5).
Es la parte monótona de la investigación, apartada para quien quiera contrastar los datos.
C.0 Qué es este anexo y cómo se lee
La idea: cada dato lo publica alguien; lo que no existe es la suma, y este anexo enseña cuánto cuesta hacerla.
Este anexo reúne, con su fuente y su fecha, el detalle de las cifras que 8.6 resume. Los años no siempre coinciden, porque cada organismo publica en su calendario: por eso las proporciones son órdenes de magnitud, y los cálculos de la obra se dicen como tales. Lo que ya está explicado en un capítulo no se repite: se nombra con su remisión.
Lo que la ley obliga a publicar. Las retribuciones de los altos cargos son públicas◦, y el número y las retribuciones del personal eventual, también◦. Pero la ley deja a cada administración publicar lo suyo: sumarlo exige buscar en fuentes distintas, con formatos, fechas y criterios distintos.
C.1 Cuántos son
La idea: los altos cargos, los asesores y los cargos electos se pueden contar, pero en decenas de ficheros, con topes y huecos; ninguna cifra única los recoge.
Altos cargos de la Administración del Estado. El Portal de la Transparencia publica la retribución íntegra de cada uno desde 2013, en 23 ficheros, uno por ministerio, y sin un total. Los registros por año son 695 en 2017, 859 en 2021, 798 en 2023, 798 en 2024 y 743 en 2025; una persona puede aparecer más de una vez, y los cambios de Gobierno aumentan los registros: son registros de retribución, no personas distintas. En 2025, la retribución media es de 92.294 euros y 392 registros, el 52,8 %, superan los 100.000; en 2024, 323 de 798, el 40,5 %◦. Los importes de 2024 del Portal suman 64,6 millones (cálculo de la obra); los de los asesores no están en él.
Asesores (personal eventual). El Boletín Estadístico del Personal da para los ministerios 869 personas en julio de 2023, 924 en julio de 2024, 936 en enero de 2025 y 959 en enero de 2026; de estas últimas, 490 están en el Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes, que incluye el Área de la Presidencia del Gobierno◦. En enero de 2025 había además 46 en organismos autónomos. Son un mínimo (5.1). Lo que cuesta el conjunto solo consta en la Presidencia del Gobierno: 18,03 millones al año (C.2).
Cargos electos. 350 diputados y 266 senadores en la XV Legislatura. Los 17 parlamentos autonómicos suman 1.212 escaños, y 1.262 con las asambleas de Ceuta y Melilla◦. Lo que cobraron en 2024 los cargos autonómicos y locales lo recoge el sistema ISPA del Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública:
	Quiénes
	Cuántos
	Lo que falta

	Presidentes, vicepresidentes y consejeros de los gobiernos autonómicos
	213
	el País Vasco no remitió datos

	Diputados y consejeros de diputaciones, cabildos y consejos insulares
	1.163, y 48 presidentes
	Cuenca, Guadalajara, Formentera y Fuerteventura

	Alcaldes y concejales, en los 6.934 ayuntamientos que informaron
	6.934 alcaldes y 51.320 concejales; 6.313 con dedicación exclusiva y 8.379 parcial
	1.195 ayuntamientos no informaron



Fuente: ISPA 2025 (retribuciones de 2024), recuento de la obra en sus hojas. La nota del propio ISPA advierte de que los datos los facilitan las entidades, de que los listados no son definitivos y de que no responde de su veracidad.
Aforados. La única cifra oficial localizada es de 2017, dada de palabra en el Congreso: casi 250.000 (8.5, n.º 8). En septiembre de 2018 el Ministerio de Justicia anunció un estudio sobre el aforamiento, y no se ha localizado su resultado◦.
Por qué no se ha podido cerrar todo. Los datos están repartidos entre organismos, ficheros y formatos: 23 ficheros de altos cargos, más de 8.000 ayuntamientos, 17 comunidades autónomas, el Boletín, el Congreso y el Senado. Las descargas tienen topes y devuelven errores; los listados oficiales advierten de que no son definitivos y de que hay entidades que no informan; la única cifra de aforados se dio de palabra hace nueve años; y la web de Función Pública rechazó la conexión desde el equipo de trabajo (los mismos datos se localizaron en el dominio digital.gob.es). El hecho documentado es que la información está publicada en su mayor parte, pero repartida y sin totales. Es el muro de opacidad (8.6).
C.2 Lo que cuestan
La idea: el total de la nómina pública se conoce; el detalle de quien gobierna, no se publica sumado.
El total. La remuneración de los asalariados de todas las administraciones públicas, cotizaciones del empleador incluidas, fue de 172.749 millones de euros en 2024: 30.606 millones el Estado, 108.023 las comunidades autónomas, 30.997 los ayuntamientos y diputaciones, y el resto, 3.123, la Seguridad Social◦. En enero de 2026 trabajaban para ellas 3.071.725 personas: 546.554 en el Estado, 1.930.273 en las comunidades autónomas y 594.898 en la Administración local◦. Cálculo de la obra, solo como orden de magnitud y con fechas que no coinciden: unos 56.000 euros de coste medio por empleado público al año, cotizaciones incluidas.
Los Presupuestos Generales del Estado de 2023 se han prorrogado en 2024, 2025 y 2026, así que sus cifras siguen vigentes.
Lo que se puede desglosar.
	Quiénes
	Cuántos
	Lo que cuestan
	Fuente

	Fuerzas Armadas
	123.504
	5.706,9 millones de gastos de personal de Defensa, que incluyen al personal civil y a los militares en la reserva
	Presupuestos de 2023, sección 14

	Policía Nacional y Guardia Civil
	78.740 y 82.609
	8.591,7 millones de gastos de personal de Interior, que incluyen prisiones y protección civil
	Presupuestos de 2023, sección 16

	Cortes Generales
	350 diputados y 266 senadores
	164,2 millones de gastos de personal
	Presupuestos de 2023, sección 02

	Altos cargos del Gobierno
	743 registros en 2025
	68,57 millones (suma de la obra)
	Portal de la Transparencia (C.1)

	Asesores
	al menos 959 en los ministerios
	solo consta el de la Presidencia del Gobierno: 18,03 millones al año
	Presupuestos de 2023, sección 25, programa 912M

	Expresidentes del Gobierno
	cuatro
	298.320 euros de dotación de oficina, más dos asesores cada uno (C.4)
	Presupuestos de 2023, programa 912M, concepto 480



Diputados y senadores. Lo que cobra cada diputado se explica en 7.2. Cada senador percibe una asignación de 3.417,54 euros al mes en catorce pagas, más los complementos de su cargo, más una indemnización exenta de impuestos de 2.193,50 euros al mes, o de 1.046,08 si es de Madrid, también en catorce pagas◦. Cálculo de la obra: un senador sin cargo y de fuera de Madrid recibe unos 78.555 euros al año, de los que unos 30.700 están exentos de impuestos. {completo} El diputado recibe una indemnización exenta de 2.162,85 euros al mes, o de 1.032,38 si es elegido por Madrid◦.
La Casa del Rey. La asignación global para 2026 es de 8.431.150 euros, la misma desde 2021 (seis ejercicios seguidos), y de ella 3.804.452 son gastos de personal. El Rey percibe 290.000 euros; la Reina, 160.000; la Reina doña Sofía, 131.000; y los once altos cargos de la Casa, entre 122.886,10 y 178.915,94 euros cada uno◦. El Tribunal de Cuentas auditó las cuentas de 2025 con opinión favorable: «expresan, en todos los aspectos significativos, la imagen fiel del patrimonio y de la situación financiera»; y el resultado del ejercicio fue negativo, de 719.334,93 euros (en 2024, de 99.591,80)◦. Ni el Tribunal de Cuentas ni las cuentas atribuyen ese resultado a que el presupuesto esté congelado.
Lo que no dicen ni su presupuesto ni sus cuentas es cuántas personas trabajan en ella. El presupuesto de 2026 dedica 32.500 euros al personal laboral de la Casa y 1.818.350 a «los complementos que percibe el personal que presta servicio en la Casa»◦; y las cuentas explican que esos complementos «se puedan asignar a otro personal que presta servicio en la Casa»◦. Hay, pues, personal que sirve en la Casa y cuyo sueldo no figura en su presupuesto. Del personal civil sí hay cifra: la relación de puestos del Ministerio de la Presidencia, en el Portal de la Transparencia, publica como anexo la de la Casa del Rey, con 161 puestos de funcionarios a 1-X-2026 (159 no vacantes y 2 vacantes)◦. Cuántas personas más sirven en la Casa y quién les paga el sueldo no se ha podido leer en una fuente oficial.
El coste de la Jefatura del Estado. No tiene cifra oficial. Un informe de REMCO (Universidad de Málaga, marzo de 2026), con datos de la Casa de 2021 y relaciones de puestos de 2023, lo calcula en unos 105 millones de euros (105,24 en sus tablas 1 y 2; 104,86 en la 5), de ellos 80,07 de personal; el propio informe avisa de que la seguridad, que no se desglosa, podría subir esa cifra. Es un estudio académico, nivel B, no una cifra oficial◦.
Las tres esferas: quién paga a quién. Cada administración paga a su personal con su propio presupuesto, pero el dinero sale en buena parte del mismo contribuyente, repartido entre las tres. Las comunidades de régimen común se quedan con el 50 % del IVA producido en su territorio◦ y, en la práctica, con la mitad del IRPF◦, además de impuestos cedidos enteros y de los fondos del sistema. Sus entregas a cuenta fueron de 156.990 millones de euros en 2026 y serán de 170.529 millones en 2027◦. El País Vasco y Navarra tienen régimen foral propio, que aquí no se analiza. Los ayuntamientos tienen sus impuestos obligatorios, el de bienes inmuebles, el de actividades económicas y el de vehículos, y otros voluntarios◦, más su participación en los impuestos del Estado: 31.826 millones de entregas a cuenta en 2027, importe provisional◦. Cálculo de la obra, como orden de magnitud: la nómina de las comunidades, 108.023 millones en 2024, equivale a unos dos tercios de lo que reciben del sistema de financiación.
Lo que no se publica por separado. No hay un coste total de todos los asesores del Estado; los Presupuestos no separan el sueldo de los militares en activo ni el de los policías del resto del personal de sus ministerios; lo que cobran los cargos de las comunidades y de los ayuntamientos no se suma; la financiación de cada esfera no aparece en un cuadro único, y hay que reconstruirla con notas de prensa del Ministerio de Hacienda, liquidación a liquidación; y la Casa del Rey no dice cuántas personas trabajan en ella. La lista entera del muro de opacidad está en 8.6: «La ley obliga a publicar cada dato; nadie está obligado a publicar la suma».
C.3 El cuadro de las partidas
La idea: de cada 100 euros que gastan las administraciones, 26,5 van a las pensiones de la Seguridad Social, 23,7 a su personal, 5,3 a intereses y 3,2 a Clases Pasivas; lo que cuestan quienes gobiernan es una fracción mínima, pero es la parte con reglas propias.
Las cifras de este anexo, en un solo cuadro. Cada línea lleva su año y remite al apartado donde está su fuente; las marcadas «estimación» son cálculos de la obra. Referencia: el gasto total de todas las administraciones públicas fue de 764.884 millones de euros en 2025◦.
	Partida
	Dato
	De cada 100 € del gasto
	Dónde

	1. Pensiones
	
	
	

	Seguridad Social, todos sus regímenes (véase la nota)
	10.547.417 pensiones; 14.498,2 millones al mes (septiembre de 2026); unos 202.975 millones al año (estimación)
	26,5
	C.5

	Clases Pasivas, funcionarios del Estado que ingresaron antes de 2011
	740.431 pensiones; 1.774,1 millones al mes (agosto de 2026); unos 24.837 millones al año (estimación)
	3,2
	C.5

	Prestaciones por razón de un cargo político
	pensiones a exministros, 2.379.970 € al año; dotación de los expresidentes, 298.320 €; las de los exparlamentarios no se publican
	menos de 0,01
	C.5

	2. Personal en activo
	
	
	

	Remuneración de todos los empleados públicos
	181.494 millones en 2025; 3.071.725 personas en enero de 2026
	23,7
	C.2

	— Fuerzas Armadas
	123.504 personas; 5.706,9 millones de gastos de personal de Defensa
	
	C.2

	— Policía Nacional y Guardia Civil
	78.740 y 82.609 personas; 8.591,7 millones de Interior
	
	C.2

	3. Jefatura del Estado y cargos políticos
	
	
	

	Casa del Rey
	8.431.150 €, de ellos 3.804.452 de personal
	
	C.2

	Cortes Generales
	164,2 millones de gastos de personal; senador, unos 78.555 € al año (estimación)
	
	C.2

	Altos cargos del Gobierno
	743 registros en 2025; 68,57 millones
	
	C.2

	Asesores
	al menos 959; coste conocido solo en la Presidencia del Gobierno, 18,03 millones
	
	C.2

	Expresidentes del Gobierno
	298.320 € de dotación, más dos asesores cada uno
	
	C.4

	4. Deuda e intereses
	
	
	

	Deuda pública
	1.698.225 millones a final de 2025; 33.158 € por habitante con la deuda de 2024 (cálculo); el 100,2 % del PIB en mayo de 2026 (Banco de España)
	
	8.6

	Intereses
	40.314 millones en 2025, todas las administraciones; 43.300 estimados para 2026
	5,3
	7.2 y 8.6

	5. Lo que reciben las otras esferas
	
	
	

	Comunidades autónomas de régimen común; ayuntamientos y diputaciones
	156.990 millones de entregas a cuenta en 2026; 31.826 previstos para 2027
	
	C.2



Nota a la primera línea: lo que mezcla la partida de la Seguridad Social. La estadística publica aparte las pensiones de la Seguridad Social y las de Clases Pasivas, pero la primera bolsa no es solo la de quien trabajó en la empresa privada. Dentro van también los empleados públicos que ingresaron desde 2011, el personal laboral de las administraciones, casi todos los funcionarios autonómicos y locales, y los alcaldes, concejales y parlamentarios que cotizaron por su cargo; y parte de lo que se cotiza por ellos lo pagan las administraciones con impuestos. Por eso Clases Pasivas es solo un mínimo de lo que se paga a quienes sirvieron al Estado. Se explica en C.5, y se juzga en el cargo 23.
La deuda, en treinta años. Entre 2021 y 2025, la subida de los precios rebajó la deuda pública, en términos reales, más de lo que se pagó en intereses (8.3). Contada desde 1996, la cuenta sale al revés: de 1996 a 2025 la inflación la rebajó en 544.751 millones, y se pagaron 775.087 millones en intereses, 230.336 más (cálculo de la obra con Eurostat y el INE, con el mismo método de 8.3). Es un hecho que no encaja con la dirección de aquellos cinco años, y se dice.
Conclusión, lo que arrojan los datos: de cada 100 euros que gastan las administraciones, unos 26,5 van a las pensiones de la Seguridad Social, que no son solo las de quien trabajó en la empresa privada (C.5); unos 23,7, a pagar a los empleados públicos; unos 5,3, a intereses de la deuda; y unos 3,2, a las pensiones de Clases Pasivas. Lo que cuestan la Jefatura del Estado y los cargos políticos es una fracción mínima del total, pero es la parte con reglas propias, y la más difícil de sumar con los datos públicos.
C.4 La jubilación y el despido de cada colectivo
La idea: la edad a la que cada uno puede dejar de trabajar, lo que conserva después y si se le puede despedir no son iguales para todos; quien sostiene el sistema con su trabajo tiene la regla más dura.
La carga no es la única diferencia (8.4). Solo se recoge lo verificado en el texto oficial.
Cuándo se retira cada uno.
	Colectivo
	La regla
	Fuente

	Régimen general, asalariados y autónomos
	en 2026, a los 66 años y 10 meses, o a los 65 con al menos 38 años y 3 meses cotizados; desde 2027, 67, o 65 con 38 años y 6 meses (9.1)
	Ley General de la Seguridad Social, art. 205.1.a y disposición transitoria séptima

	Funcionarios de Clases Pasivas, con ingreso hasta el 31-12-2010
	voluntariamente, a los 60 años con 30 de servicios efectivos al Estado; su pensión sale del Presupuesto, no de una cotización de empleador. Los que ingresaron desde 2011 están en el régimen general
	Ley de Clases Pasivas, art. 28.2.b

	Militares de carrera
	retiro a los 65, o voluntario en las condiciones de Clases Pasivas; antes, pase obligatorio a la reserva a los 61 los oficiales y suboficiales y a los 58 los de tropa y marinería
	Ley 39/2007, de la carrera militar, arts. 113.4 y 114.2

	Guardia Civil y Policía Nacional
	retiro a los 65; jubilación forzosa a los 65
	Ley 29/2014, art. 94.1.a; Ley Orgánica 9/2015, art. 5.2.b

	Policías locales
	la edad se reduce 0,20 años por cada año completo trabajado como policía local, sin adelantarla más de 5 años, o 6 con 37 años cotizados
	Real Decreto 1449/2018, art. 2

	Ertzaintza, Mossos d'Esquadra y Policía Foral de Navarra
	el mismo coeficiente, pero nunca antes de los 60, o de los 59 con 35 años de servicio
	Ley General de la Seguridad Social, disposiciones adicionales 20.ª, 20.ª bis y 20.ª ter

	Alcaldes y concejales con dedicación
	sueldo, alta en el régimen general y cuota de empresa a cargo del ayuntamiento; sin régimen especial de jubilación; el sueldo es incompatible con cualquier otro pagado con dinero público
	Ley 7/1985, de Bases del Régimen Local, art. 75.1 y 75.2



Los expresidentes del Gobierno. Desde su cese disponen de dos puestos de trabajo a su servicio (de nivel 30 y 18), una dotación para gastos de oficina, atenciones de carácter social y, en su caso, alquileres, en la cuantía que fijen los Presupuestos, un automóvil de representación con conductores, los servicios de seguridad que el Ministerio del Interior estime necesarios y libre pase en los transportes regulares del Estado; tienen derecho a la pensión indemnizatoria y causan derechos pasivos de Clases Pasivas◦. Esa pensión es mensual, igual a la doceava parte del 80 % de las retribuciones del cargo, durante un plazo igual al tiempo que se desempeñó y con un máximo de veinticuatro mensualidades◦. No es vitalicia: la idea, muy extendida, de un 80 % sin límite de plazo no está en la norma. Lo vitalicio es su condición de consejeros natos del Consejo de Estado, con el estatuto de los consejeros permanentes◦; hoy no figura ningún expresidente en su Pleno (composición oficial consultada el 4-10-2026), así que ninguno cobra por esa vía. Lo que sí reciben los cuatro es la dotación de oficina: la partida «Dotación ex-Presidentes del Gobierno (R.D. 405/92)» es de 298.320 euros al año, 74.580 por cada uno◦, y el real decreto no les exige justificar en qué la gastan. Sus dos asesores son personal eventual: solo pueden ejercer «funciones expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial», su nombramiento y cese son libres, y su número y sus retribuciones deben ser públicos◦. El real decreto les reconoce derechos, pero no les fija ninguna obligación.
Los expresidentes autonómicos, en un sondeo de tres comunidades. En Cataluña, al cesar, el 80 % del sueldo durante la mitad del tiempo en el cargo (como mínimo, una legislatura) y, desde los 65 años, una pensión vitalicia del 60 %◦. En el País Vasco, una pensión vitalicia del 50 % del sueldo anual del cargo al llegar a la edad de jubilación, con al menos dos años en el cargo◦. En Andalucía, la asignación del 60 % desde los 65 años se suprimió en 2011◦, y hoy solo quedan la oficina y la seguridad◦. Las otras catorce comunidades están por investigar.
Lectura del autor: lo previsible es que las demás sigan una tendencia parecida, aunque Andalucía muestra que estos privilegios también se pueden suprimir.
Diputados y senadores. Durante el mandato, sus cotizaciones a la Seguridad Social las paga el presupuesto de la Cámara◦. El complemento que elevaba su pensión de jubilación con cargo a los presupuestos de las Cámaras, que exigía haber sido diputado o senador al menos siete años◦, se suprimió en 2011, pero sin efecto retroactivo: lo conservan quienes «el día de la constitución del Congreso de los Diputados y del Senado de la X Legislatura hubieren devengado el derecho»◦. La página de protección social del Congreso fija esa fecha: «se mantiene para quienes hubiesen devengado el derecho a su percepción con anterioridad al 13 de diciembre de 2011»◦. Al cesar, quien haya estado al menos dos años en el cargo cobra, mes a mes, una indemnización equivalente a una mensualidad de la asignación constitucional por cada año de mandato o fracción superior a seis meses, con un máximo de veinticuatro◦; desde la X Legislatura es incompatible con «cualquier retribución, sueldo, salario, pensión, dieta, indemnización o percepción de cualquier naturaleza, sea de carácter público o privado»◦.
¿Se les puede despedir?
Asalariado: sí, con indemnización tasada (8.6): por causas objetivas, 20 días de salario por año trabajado, con un máximo de doce mensualidades◦. 
Funcionario de carrera: tiene derecho a «la inamovilidad» (8.6); solo pierde la plaza por renuncia, pérdida de la nacionalidad, jubilación, separación del servicio por falta muy grave o inhabilitación penal firme◦. El personal laboral de la Administración sí puede ser despedido, por falta muy grave◦ o por las causas del Estatuto de los Trabajadores. 
Diputados y senadores: no. No están ligados por mandato imperativo, y solo pierden el escaño por las causas tasadas del Reglamento del Congreso (8.5, n.º 8). 
Gobierno y alcaldes: al Gobierno lo puede hacer caer el Congreso con una moción de censura aprobada por mayoría absoluta◦; al alcalde, una moción de censura de los concejales◦. 
La evaluación del desempeño que la ley exige a todas las administraciones, y la regla transitoria que la sustituye en la del Estado, se explican en 5.1.
Conclusión, lo que arrojan los datos: quien sostiene el sistema con su trabajo en el régimen general se retira años más tarde, y con menos garantías, que quienes están en los regímenes especiales; a él se le puede despedir pagando una indemnización tasada, mientras que al funcionario de carrera solo por falta muy grave o condena, al parlamentario nadie puede quitarle el escaño durante su mandato y al gobernante solo lo aparta un voto de la Cámara o del pleno municipal.
Lectura del autor: la brecha entre unos regímenes y otros es desproporcionada.
C.5 Las pensiones, por régimen
La idea: hay dos bolsas que se publican aparte, y la de la Seguridad Social lleva dentro más de lo que su nombre hace creer.
Las dos bolsas.
Seguridad Social (régimen general, autónomos, mar y minería): 10.547.417 pensiones a más de 9,5 millones de personas, con una nómina de 14.498,2 millones de euros en septiembre de 2026. Pensión media: 1.374,6 euros; la de jubilación, 1.576,1. 
Clases Pasivas (funcionarios civiles de la Administración del Estado, militares, Administración de Justicia, Cortes Generales y otros órganos del Estado): 740.431 pensiones a 720.276 personas, con una nómina de 1.774,1 millones de euros en agosto de 2026. 
Fuente: Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, nota de pensiones de 25-9-2026, que incluye los datos de Clases Pasivas de agosto.
Cálculo de la obra con esos datos: la pensión media de Clases Pasivas es de unos 2.396 euros al mes, 1,7 veces la de la Seguridad Social; Clases Pasivas son el 6,6 % de las pensiones y se llevan el 10,9 % de la nómina conjunta. Al año, con catorce pagas, unos 202.975 millones de la Seguridad Social y unos 24.837 de Clases Pasivas.
Lo que lleva dentro la bolsa de la Seguridad Social. El nombre hace pensar en quien trabajó en la empresa privada y pagó su cotización; la norma y el dato dicen que dentro van también:
1. Los empleados públicos que ingresaron desde 2011, el personal laboral de las administraciones y casi todos los funcionarios autonómicos y locales, que se jubilan por la Seguridad Social, sin que las estadísticas los separen del resto (8.6).
2. Los alcaldes y concejales con dedicación: se les da de alta en el régimen general, y la cuota de empresa la paga el ayuntamiento◦ (C.4).
3. Los diputados y senadores: durante el mandato, sus cotizaciones las paga el presupuesto de la Cámara (C.4).
4. Lo que se cotiza por todos ellos: la cuota de empresa del personal público la pagan las administraciones, con impuestos. De los 223.612 millones de cotizaciones de 2025, 161.409 los pagaron los empleadores, y la estadística no separa lo que pagan las administraciones de lo que pagan las empresas (5.1, n.º 3).
Ninguna de las cuatro cosas es secreta: cada una está en su ley o en su estadística. Lo que no existe es la cifra que las separe. Es la forma de la maniobra camuflada (5.1): un nombre que sugiere una cosa, y una norma que dice otra; describirla no exige suponer intención.
Límite honesto: por lo mismo, Clases Pasivas no recoge a todos los que han trabajado para el Estado, y su cifra es un mínimo de lo que se paga a quienes lo sirvieron. Y la obra no ha podido medir cuánto de la bolsa de la Seguridad Social corresponde a cada grupo, ni cuánto de lo cotizado salió de impuestos: la estadística no lo separa.
Agrupado por régimen. Los grupos se forman por el régimen que se aplica, no por las personas: en Clases Pasivas están sobre todo docentes, militares, guardias civiles, jueces y personal de la Administración, no solo cargos políticos.
A. Seguridad Social: quienes trabajaron en la empresa privada, los autónomos, los empleados públicos que ingresaron desde 2011 y los cargos que cotizaron por su puesto. Unos 14.498 millones de euros al mes. 
B. Clases Pasivas: funcionarios del Estado que ingresaron antes de 2011. Unos 1.774 millones al mes: el 6,6 % de las pensiones y el 10,9 % de la nómina. 
C. Prestaciones por razón de un cargo político: la dotación de oficina y los asesores de los expresidentes del Gobierno (298.320 euros al año de dotación), la pensión indemnizatoria de exministros y expresidentes (como máximo veinticuatro mensualidades), la indemnización por cese de los exparlamentarios (como máximo veinticuatro mensualidades), el complemento de pensión parlamentaria que conservan quienes lo devengaron antes de 2011 y las pensiones vitalicias de algunos expresidentes autonómicos (C.4). Lo verificado: las pensiones a exministros suman 2.379.970 euros al año◦, y la dotación de los expresidentes, 298.320. El complemento y las demás prestaciones de los exparlamentarios no se publican por separado en los Presupuestos: solo hay cifras de prensa, y no coinciden (8.6). Es el grupo más pequeño en euros, pero es el único con reglas que no existen para el resto de los ciudadanos, y su coste total no se publica sumado. 
Conclusión, lo que arrojan los datos: una de cada quince pensiones, la de quienes sirvieron al Estado bajo el régimen de Clases Pasivas, se lleva uno de cada nueve euros de la nómina. Y la otra bolsa, la de la Seguridad Social, paga también a empleados públicos y a cargos políticos, con cotizaciones que en parte salen de impuestos, sin que ninguna estadística lo separe.
Límite honesto de la prueba
Los años no coinciden: las pensiones son de 2026, la nómina pública de 2024 y 2025, los Presupuestos de 2023 prorrogados. Las proporciones son órdenes de magnitud.
Los cálculos de la obra se dicen como tales: el coste medio por empleado, el senador sin cargo, la suma de los altos cargos, las pensiones al año, las proporciones del cuadro y la deuda por habitante.
Las cifras del Portal de la Transparencia pueden cambiar con la fecha de descarga; las del ISPA, según la propia nota, no son definitivas.
Lo que la obra no ha podido leer en una fuente oficial no está: la plantilla real de la Casa del Rey, el coste total de la Jefatura del Estado, el de los exparlamentarios, los concejales elegidos en 2023 y lo que cobran los cargos de los ayuntamientos que no informaron.
La obra no sostiene que sobren médicos, maestros o policías: documenta quién cobra qué, quién lo decide, qué régimen tiene cada uno y lo difícil que es saberlo.
La defensa del Estado
Este anexo es de consulta: lleva su propia defensa.
Los datos son públicos: la ley obliga a publicarlos. No hay opacidad: la ley obliga a publicar las retribuciones de los altos cargos y el número y las retribuciones del personal eventual, y el Portal de la Transparencia lo hace desde 2013. Los contrapuntos de la obra: 1) La obra lo reconoce al empezar: cada dato lo publica alguien (C.0). 2) Pero no existe una cifra única: los altos cargos del Estado están en 23 ficheros sin un total; lo que cobran los cargos de comunidades y ayuntamientos no se suma; y la Casa del Rey no dice cuántas personas trabajan en ella (C.1 y C.2). 3) Lo que se publica sin sumarse cumple la letra de la transparencia, no su fin: el Consejo de Transparencia recibió 2.767 reclamaciones en 2025 (10.2). 
La nómina pública es la que exigen los servicios. La mayor parte del personal trabaja en las comunidades autónomas, que gestionan la sanidad y la educación. Los contrapuntos de la obra: 1) Es cierto, y el anexo lo muestra: de 3.071.725 empleados públicos, 1.930.273 están en las comunidades, y de 172.749 millones de remuneración en 2024, 108.023 los pagan ellas (C.2). 2) La obra no sostiene que sobren médicos o maestros: documenta la estructura y la dificultad de saberla (C.1 a C.5). 3) Y separa a quien presta el servicio de quien gobierna el sistema: los cargos políticos y eventuales son los que no tienen una cifra única (C.1). 
Los altos cargos cobran menos que en el sector privado. Sus retribuciones son moderadas para la responsabilidad que tienen, y menores que las de puestos equivalentes en la empresa privada. Los contrapuntos de la obra: 1) En 2025, la retribución media de los altos cargos del Estado es de 92.294 euros, y el 52,8 % supera los 100.000 (C.1), frente a un salario medio de 22.962 euros en el sector privado (8.6): unas cuatro veces (cálculo de la obra; la comparación es en bruto). Frente a la mediana de la ganancia bruta anual por trabajador (24.497,17 euros, INE, 2024), la media de los altos cargos es 3,77 veces, y el Presidente del Gobierno, con 96.921,84 euros, 3,96 (cálculo de la obra). 2) La empresa privada paga con su dinero; el Estado, con el de los contribuyentes, y esas retribuciones las aprueba la misma mayoría que gobierna, en los Presupuestos. 3) Y los representantes fijan su propia asignación (7.2). 
Clases Pasivas es un régimen a extinguir. Desde 2011, los nuevos funcionarios cotizan en el régimen general, con las mismas edades que el resto. Los contrapuntos de la obra: 1) La obra lo recoge (C.4). 2) Pero el régimen cerrado sigue pagando 740.431 pensiones, con una media de unos 2.396 euros al mes, 1,7 veces la de la Seguridad Social: el 6,6 % de las pensiones, que se llevan el 10,9 % de la nómina (C.5). 3) Y conserva su regla: jubilación voluntaria a los 60 años con 30 de servicio, frente a los 66 años y 10 meses del régimen general en 2026 (C.4). 4) Y los que entraron desde 2011 no salen de la cuenta: pasan a la bolsa de la Seguridad Social, con la cuota de empresa pagada con impuestos (C.5). 
Las prestaciones de los cargos políticos son irrelevantes en el gasto. Las pensiones de exministros, la dotación de los expresidentes y las prestaciones de los exparlamentarios suman unos pocos millones frente a un gasto público de 764.884 millones. Los contrapuntos de la obra: 1) La obra lo concede en magnitud (C.3). 2) Lo que mide no es el tamaño, sino la vara: el complemento de los exparlamentarios se suprimió en 2011, pero sin efecto retroactivo, y lo conservan quienes lo habían devengado antes (C.4). Los beneficiarios decidieron sobre lo suyo. 3) Y ni siquiera su coste se publica: solo hay cifras de prensa, y no coinciden (C.5). Si lo pequeño no se puede saber con exactitud, lo grande tampoco. 
La Casa del Rey es transparente y está fiscalizada. Publica su presupuesto, sus retribuciones y sus cuentas, y el Tribunal de Cuentas las auditó con opinión favorable. Los contrapuntos de la obra: 1) Es cierto, y la obra lo dice (C.2). 2) Las mismas cuentas auditadas dan un resultado negativo de 719.334,93 euros en 2025. 3) Y ni el presupuesto ni las cuentas dicen cuántas personas trabajan en ella: pagan complementos a «otro personal que presta servicio en la Casa», cuyo sueldo no figura en su presupuesto (C.2); el personal civil sí consta en la relación de puestos del Ministerio de la Presidencia (161 puestos de funcionarios a 1-X-2026), y los 105 millones de la Jefatura del Estado son un cálculo académico, no una cifra oficial (C.2). 
Dónde se oye la defensa del Estado
En este anexo, arriba. Y en el juicio: la transparencia y la Casa del Rey, en el cargo 22; la partida de vejez y las dos bolsas de pensiones, en el cargo 23; la representación y lo que fijan los representantes para sí, en el cargo 6; el Estado social, en el cargo 10.
Para recordar
Cada dato lo publica alguien; nadie está obligado a publicar la suma.
De cada 100 euros del gasto: 26,5 a pensiones de la Seguridad Social, 23,7 al personal público, 5,3 a intereses y 3,2 a Clases Pasivas.
La bolsa de la Seguridad Social paga también a empleados públicos y a cargos políticos, y parte de lo cotizado por ellos sale de impuestos; ninguna estadística lo separa.
Una de cada quince pensiones, la de Clases Pasivas, se lleva uno de cada nueve euros de la nómina.
Quien trabaja en el régimen general se retira más tarde y se le puede despedir; al parlamentario, nadie durante su mandato.
Lo que no se ha podido leer en una fuente oficial no está, y se dice.


Anexo D. El botiquín: los doce modelos de escrito
Primera versión: 7 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 2 · Citas leídas en su fuente: 26
En pocas palabras:
El capítulo 10 explica los cauces (10.4 y 10.5); este anexo pone en la mano los escritos: doce modelos listos para rellenar, cada uno con su base legal, sus plazos y la respuesta probable de la Administración.
Se usan en escalera: primero se pide; si no contestan o contestan con una evasiva, se exige que acrediten; y si siguen callando, se recuerda por escrito la obligación de resolver y la responsabilidad de quien tramita.
El último apartado, D.13, reúne las presunciones en que se sostiene la autoridad del Estado, las que la ley escribe y las que ninguna ley escribe, para pedir, una a una, el hecho demostrado en que se apoyan.
Son modelos, no consejo legal para un caso concreto. No eximen de ninguna obligación vigente ni invitan a desobedecer.
D.0 Cómo se usan
La idea: los escritos son la constancia; se presentan en escalera, con copia sellada, en plazo y en el lenguaje de la Administración.
Los seis primeros modelos sirven para defenderse en la jurisdicción del Estado, con el derecho vigente, sus artículos y sus plazos. El séptimo es la constancia de no consentimiento, en la jurisdicción de la verdad (1). El octavo, el noveno y el décimo exigen al Estado que acredite su competencia, sus hechos y sus motivos, y que justifique las presunciones en que funda su autoridad, y recuerdan la responsabilidad de quien tramita. Los dos últimos son el espejo: exigen al Estado lo mismo que él exige al ciudadano, los intereses cuando devuelve tarde y la indemnización cuando su funcionamiento causa un daño. Lo que va entre corchetes se sustituye por los datos de cada caso.
Tres reglas. Guardar siempre la copia sellada o el justificante de presentación, porque es la constancia. Vigilar el plazo desde el primer día, porque un plazo perdido no se recupera. Y, cuando haya dinero en juego, consultar con un abogado. Cada escrito presentado, y su respuesta o su silencio, podrá archivarse en el Registro (10.8).
La escalera. Primero se pide con respeto; la constancia de la responsabilidad llega cuando ya hay un motivo escrito, el silencio o la evasiva:
	escalón
	modelos
	lo que hace

	1. Pedir
	D.1 a D.7, D.11 y D.12
	pide, recurre o reclama; termina diciendo cuál es el siguiente paso si no contestan

	2. Exigir que acrediten
	D.8 (en el caso concreto) y D.9 con el D.13 (en los cimientos)
	pide la competencia, los hechos, los motivos y el fundamento de las presunciones, con la cláusula de la responsabilidad de quien tramita

	3. Recordar
	D.10
	recuerda la obligación de resolver, cita el escrito anterior por su fecha y su número de registro, sin repetirlo, y lleva la cláusula



Hay dos alturas. En el caso concreto (una multa, una liquidación, un requerimiento), los escritos van al órgano que tramita: D.8 y, si calla, D.10. Los cimientos, en qué se apoya la autoridad misma, no los puede contestar quien tramita una multa: van a quien puede responder por ellos, la Presidencia del Gobierno o el órgano que se elija, con el D.9 y su relación de presunciones (D.13).
Por qué se pide cada cosa, qué hacer si no contestan, las vías que ya han funcionado, cómo defenderse juntos y las cinco respuestas probables al escrito de petición se explican en 10.4; los plazos de las multas, del apremio y del embargo, en 10.5. Aquí no se repiten.
Lectura del autor: un ente sin aliento de vida no tiene cuerpo, ni voz, ni alma; quien habla por él es siempre una persona (2.1). El escrito no discute con esa persona ni la amenaza: le pide, en su propio lenguaje, el fundamento de lo que exige. He buscado en toda la arquitectura de sus leyes, y lo único que encuentro es la norma que se lo atribuye a sí misma. Por eso el escrito pregunta, y la respuesta, o el silencio, queda a la vista de todos.
D.1 El escrito de petición
La idea: es el escrito de la pregunta de 10.4, completo: pide la norma, la resolución y la identidad de quien tramita, y deja constancia de buena fe.
Dónde vale: en la jurisdicción del Estado. 
Cuándo usarlo: para pedir cualquier cosa a cualquier autoridad, sobre asuntos de interés propio o general, cuando no exista otro procedimiento específico; y ante una exigencia o una actuación material sin un expediente abierto en el que alegar. Si hay un procedimiento abierto, el escrito va dentro de él: D.8. 
Base legal: Constitución, art. 29; Ley Orgánica 4/2001, reguladora del derecho de petición, arts. 4, 9 y 11. 
Plazos y advertencias: si no se admite, la inadmisión tiene que ser motivada y notificarse en los cuarenta y cinco días hábiles siguientes a la presentación (art. 9.1). Si se admite, la autoridad está obligada a contestar en el plazo máximo de tres meses desde la presentación (art. 11.1). Una petición colectiva la firman todos los peticionarios, con su nombre y apellidos junto a cada firma (art. 4.2). 
Lo que lo sostiene, cada petición y cada derecho, está en 10.4: aquí va solo el escrito.
Modelo para rellenar:
A la atención de: Expediente o referencia: Remitente: [nombre y apellidos completos, tal como constan en el DNI] · DNI [número] · Domicilio a efectos de notificaciones: Fecha: [día, mes, año] · Lugar:
[Nombre y apellidos], con DNI [número], de nacionalidad [nacionalidad], y con domicilio a efectos de notificaciones en [dirección postal o medio electrónico], al amparo del artículo 29 de la Constitución y de la Ley Orgánica 4/2001, reguladora del derecho de petición, formulo la siguiente
PETICIÓN
En relación con [la actuación, la exigencia o el requerimiento recibido, con su fecha], solicito que se me explique qué es lo que legitima a esa Administración para solicitarme lo indicado, y en concreto:
1. Que se indique la norma concreta, con su rango, número y artículo, que ampara la actuación.
2. Que se acredite la resolución previa que le sirve de fundamento (Ley 39/2015, art. 97.1).
3. Que se motive por qué se descartaron medidas menos gravosas.
4. Que se certifique la fecha, el modo y el domicilio de la notificación.
5. Que se entregue copia íntegra del expediente (Ley 39/2015, art. 53.1.a).
6. Que se identifique a las autoridades y al personal bajo cuya responsabilidad se tramita (art. 53.1.b) y que, si se continúa, se haga constar por escrito con la norma y la resolución que lo amparan.
FUNDAMENTO. Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los principios generales del derecho (art. 1.1 del Código Civil). La coacción y la inercia administrativa ejecutan el Derecho, pero no lo crean. Por ello, y sin desconocer autoridad alguna, se solicita únicamente aquello que el propio ordenamiento impone: que toda actuación material que limite derechos venga precedida de la resolución que le sirva de fundamento jurídico (art. 97.1 de la Ley 39/2015), y que esa resolución esté motivada (art. 35).
BUENA FE. Formulo este escrito de buena fe. Reconozco que la condición humana es propensa a errar el blanco —hamartia—, y que también yo puedo estar equivocado en mi apreciación: si se me indica de forma motivada, rectificaré.
Solicito que se admita a trámite y que se me conteste por escrito y de forma motivada en el plazo legal. Si no se contesta en ese plazo, presentaré recordatorio de la obligación de resolver.
En [lugar], a [fecha]. Firma:
La respuesta probable de la Administración: que no se admite porque lo pedido tiene otro procedimiento específico o es ajeno a sus atribuciones◦, o una contestación genérica que no responde a lo pedido. Las cinco respuestas posibles, con lo que contesta la obra, están en 10.4.
La respuesta de la obra:
1. La inadmisión tiene que ser motivada, notificarse en cuarenta y cinco días hábiles y, si se debe a otro procedimiento, indicar expresamente las disposiciones de ese procedimiento◦: si no lo hace, no cumple su propia ley.
2. Si se admite y la petición es fundada, la autoridad «vendrá obligado a atenderla» y a adoptar medidas para su plena efectividad◦.
3. Una contestación que no responde a lo pedido, o el silencio, se archivan en el Registro (10.8); después cabe el recordatorio (D.10).
D.2 La solicitud de acceso a la información pública
La idea: para pedir los datos que tiene la Administración, sin decir para qué se quieren.
Dónde vale: en la jurisdicción del Estado. 
Cuándo usarlo: para pedir datos que tiene la Administración: cuánto cuesta algo, a quién se paga, qué se ha hecho. Sirve para enviar ya cualquiera de las preguntas de 11.5. 
Base legal: Ley 19/2013, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, arts. 12, 17, 20 y 24. 
Plazos y advertencias: no hace falta explicar para qué se quiere la información (art. 17.3). La Administración debe resolver en el plazo máximo de un mes, ampliable a otro si la información es voluminosa o compleja (art. 20.1). Si no contesta, la solicitud se entiende desestimada (art. 20.4). Contra la respuesta o el silencio cabe reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en el plazo de un mes (art. 24.2); algunas comunidades autónomas tienen su propio órgano. 
Modelo para rellenar:
A
[Nombre y apellidos], con DNI [número], y con dirección a efectos de comunicaciones en [dirección postal o correo electrónico], al amparo de los artículos 12 y 17 de la Ley 19/2013, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno,
SOLICITO acceso a la siguiente información:
[pregunta concreta; por ejemplo, una de las preguntas de 11.5].
Modalidad preferida de acceso: [copia en formato electrónico a la dirección indicada].
Si no se resuelve en plazo, presentaré reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.
En [lugar], a [fecha]. Firma:
La respuesta probable de la Administración: que la información está protegida por algún límite legal◦, que exige una «reelaboración»◦ o que ya está publicada en otro sitio.
La respuesta de la obra:
1. Los límites tienen que aplicarse de forma «justificada y proporcionada», atendiendo al caso concreto y al interés público en el acceso◦, y la denegación debe ser motivada◦.
2. Si el límite afecta solo a una parte, hay que dar acceso al resto◦.
3. Contra la denegación o el silencio cabe reclamación ante el Consejo de Transparencia en un mes◦. La obra ya documentó el patrón: cada dato publicado por separado, nunca la suma (8.6).
D.3 Las alegaciones y el recurso contra una multa o una sanción
La idea: ante una denuncia o una sanción, alegar en plazo y pedir la prueba; la presunción, aquí, juega a favor del ciudadano.
Dónde vale: en la jurisdicción del Estado. 
Cuándo usarlo: cuando llega una denuncia o una sanción, por ejemplo de tráfico, y se considera injusta o mal tramitada. 
Base legal: Real Decreto Legislativo 6/2015, texto refundido de la Ley de Tráfico, arts. 94, 95 y 96; Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común, arts. 30 y 124. 
Plazos y advertencias: en las multas de tráfico, veinte días naturales desde la notificación para presentar alegaciones y pruebas (art. 95.1). Pagar en ese plazo reduce la multa a la mitad, pero supone renunciar a las alegaciones (art. 94; 10.5): hay que decidir antes. Contra la resolución sancionadora cabe recurso de reposición en el plazo de un mes (art. 96.2). En otras sanciones, el plazo de alegaciones es el que indique la notificación, y el recurso de reposición, de un mes (Ley 39/2015, art. 124.1). Salvo que se diga otra cosa, los días son hábiles: no cuentan sábados, domingos ni festivos (art. 30.2). 
Modelo para rellenar:
A
Expediente número: [número]. Fecha de notificación: [fecha].
[Nombre y apellidos], con DNI [número], y domicilio a efectos de notificaciones en [dirección], en relación con el expediente indicado, dentro del plazo legal,
EXPONGO las siguientes ALEGACIONES:
PROPONGO las siguientes PRUEBAS: [documentos, fotografías, testigos].
SOLICITO que se tengan por presentadas estas alegaciones, se practiquen las pruebas propuestas y se acuerde el archivo del expediente.
En [lugar], a [fecha]. Firma:
La respuesta probable de la Administración: que la denuncia del agente tiene valor probatorio◦ y que las alegaciones no lo desvirtúan.
La respuesta de la obra:
1. Ese valor probatorio es «salvo prueba en contrario»◦, y en todo procedimiento sancionador el ciudadano tiene derecho a «la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo contrario»◦: la presunción, aquí, juega a su favor.
2. Tiene derecho a que se le notifiquen los hechos, la infracción, la identidad del instructor y la norma que atribuye la competencia◦, y a copia del expediente, con las pruebas en que se basa◦. Si no contestan a esto, D.8.
3. La multa también es un ingreso presupuestado: en Madrid, lo reconocido por multas de circulación superó lo previsto un 4,1 % en 2024 y un 7,1 % en 2023 (9.1). Las tradiciones separaron el castigo del negocio (3.2, P8).
D.4 El recurso contra una liquidación, una providencia de apremio o un embargo de Hacienda
La idea: contra lo que cobra Hacienda, recurso en un mes y por los motivos que la ley admite; pedir siempre la prueba de la notificación.
Dónde vale: en la jurisdicción del Estado. 
Cuándo usarlo: cuando Hacienda reclama una deuda tributaria, la pasa a apremio o embarga bienes o cuentas. 
Base legal: Ley 58/2003, General Tributaria, arts. 167.3, 170.3, 223, 224 y 235. 
Plazos y advertencias: recurso de reposición en el plazo de un mes desde la notificación (art. 223.1), o reclamación económico-administrativa, también en un mes (art. 235.1). Contra la providencia de apremio solo se admiten estos motivos: deuda extinguida o prescrita; aplazamiento, fraccionamiento o compensación pedidos en periodo voluntario u otras causas de suspensión; falta de notificación de la liquidación; anulación de la liquidación; o error en la providencia que impida identificar al deudor o la deuda (art. 167.3). Contra la diligencia de embargo, solo: deuda extinguida o prescrita; falta de notificación de la providencia de apremio; incumplimiento de las normas del embargo; o suspensión del procedimiento (art. 170.3). Recurrir no detiene el cobro, salvo que se pida la suspensión aportando garantía (art. 224). 
Modelo para rellenar:
A
Acto recurrido: [liquidación / providencia de apremio / diligencia de embargo], número [referencia], notificado el [fecha].
[Nombre y apellidos], con NIF [número], y domicilio a efectos de notificaciones en [dirección], dentro del plazo de un mes,
INTERPONGO RECURSO DE REPOSICIÓN contra el acto indicado, por los siguientes MOTIVOS:
SOLICITO que se anule el acto recurrido [y, en su caso: que se suspenda su ejecución, para lo que aporto la garantía que se acompaña].
En [lugar], a [fecha]. Firma:
La respuesta probable de la Administración: que el motivo alegado no está entre los admitidos por la ley◦, que el recurso no suspende el cobro y que el embargo sigue adelante.
La respuesta de la obra:
1. Si el acto recurrido es una sanción tributaria, su ejecución queda suspendida automáticamente sin aportar garantía◦; en lo demás, la suspensión es automática si se garantiza la deuda.
2. La falta de notificación de la liquidación o de la providencia de apremio es motivo admitido◦: pedir siempre la prueba de la notificación.
3. El espejo: si Hacienda devuelve tarde, debe intereses sin que se le pidan◦ (D.11), y el recargo se aplica solo al ciudadano, sin que la obra haya hallado una justificación oficial de por qué existe en una sola dirección (7.6; cargo 13).
D.5 La reclamación por inactividad de la Administración
La idea: cuando la Administración debe algo concreto y no lo da, se le reclama; a los tres meses queda abierto el recurso.
Dónde vale: en la jurisdicción del Estado. 
Cuándo usarlo: cuando la Administración está obligada a dar algo concreto a una persona, por una norma, un acto o un contrato, y no lo da. 
Base legal: Ley 29/1998, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, art. 29.1; Ley 39/2015, art. 21 (obligación de resolver). 
Plazos y advertencias: se reclama primero a la propia Administración. Si en tres meses no cumple ni llega a un acuerdo, queda abierto el recurso contencioso-administrativo contra su inactividad (art. 29.1). Para ese recurso suele ser necesario abogado. 
Modelo para rellenar:
A
[Nombre y apellidos], con DNI [número], y domicilio a efectos de notificaciones en [dirección], al amparo del artículo 29.1 de la Ley 29/1998,
RECLAMO el cumplimiento de la siguiente obligación: [prestación concreta que se debe], que nace de [norma, acto, contrato o convenio, con su referencia].
Hago constar que, si en el plazo de tres meses no se cumple lo reclamado, quedará abierta la vía del recurso contencioso-administrativo contra la inactividad de la Administración.
En [lugar], a [fecha]. Firma:
La respuesta probable de la Administración: silencio, o que no existe una «prestación concreta» a la que la Administración esté obligada.
La respuesta de la obra:
1. El art. 29.1 exige una prestación concreta a favor de personas determinadas, nacida de una norma, un acto, un contrato o un convenio: el escrito tiene que citar de dónde nace y qué se debe exactamente.
2. La Administración está obligada a resolver de forma expresa◦, y quien despacha el asunto es directamente responsable de hacerlo en plazo◦.
3. Pasados tres meses, queda el recurso contencioso contra la inactividad◦, y el silencio se archiva en el Registro (10.8).
D.6 La queja al Defensor del Pueblo
La idea: una institución independiente investiga la actuación de la Administración; es gratis y no hace falta abogado.
Dónde vale: en la jurisdicción del Estado. 
Cuándo usarlo: cuando una administración ha actuado mal o no ha respondido, y se quiere que una institución independiente lo investigue. 
Base legal: Ley Orgánica 3/1981, del Defensor del Pueblo, art. 15. 
Plazos y advertencias: la queja se presenta firmada, con nombre, apellidos y domicilio, en escrito razonado y en el plazo máximo de un año desde que se conocieron los hechos (art. 15.1). Es gratuita y no hace falta abogado ni procurador; siempre se acusa recibo (art. 15.2). 
Modelo para rellenar:
Al Defensor del Pueblo
[Nombre y apellidos], con DNI [número], y domicilio en [dirección], presento la siguiente QUEJA:
1. Administración afectada: [órgano].
2. Hechos: [qué ocurrió, con fechas; si se presentó un escrito, cuándo y qué se respondió, o que no hubo respuesta].
3. Por qué considero que la actuación es incorrecta: [razones y documentos].
Solicito que se investigue y se me informe del resultado.
En [lugar], a [fecha]. Firma:
La respuesta probable de la Administración: que no entra en el caso porque está pendiente de resolución judicial◦, o que lo remite a la administración afectada.
La respuesta de la obra:
1. El rechazo tiene que hacerse por escrito motivado, y puede informar de las vías más oportunas◦: pedir siempre esa motivación.
2. La queja es gratuita, no necesita abogado y siempre se acusa recibo◦: no tiene coste presentarla.
3. Su recomendación, o su archivo, se guarda en el Registro (10.8): es la respuesta de la institución que debía defender al ciudadano frente a la Administración, y que no sanciona (7.3).
D.7 La constancia de no consentimiento
La idea: dejar escrito que el consentimiento que se presume nunca se ha dado; no produce efectos legales, y lo dice él mismo.
Dónde vale: en la jurisdicción de la verdad (1). 
Cuándo usarlo: para dejar escrito que el consentimiento que el sistema presume nunca se ha dado, y archivarlo en el Registro (10.8). 
Base legal: Código Civil, art. 1261 (sin consentimiento no hay contrato); Constitución, art. 10 (la dignidad y los derechos inviolables que son inherentes a la persona); Declaración Universal de los Derechos Humanos. Su fundamento en esta obra: el contrato social (6.1), el consentimiento presunto (5.2 y 5.4) y las preguntas de 11.5. 
Plazos y advertencias: no tiene plazo. Advertencia que forma parte del documento: no produce efectos legales ante la Administración ni ante los tribunales, y no exime de ninguna obligación vigente (Constitución, art. 9.1). Presentarlo como excusa para no pagar o no cumplir es el error de las afirmaciones sin documento que recoge el anexo E, con consecuencias reales (2.6). Su valor es documental y moral, en la jurisdicción de la verdad. 
Modelo para rellenar:
CONSTANCIA DE NO CONSENTIMIENTO
Yo, [nombre y apellidos], dejo constancia por escrito de lo siguiente:
1. Nunca he firmado ni prestado consentimiento expreso a un contrato social. El consentimiento que se me presume no lo he dado, y sin consentimiento no hay contrato (Código Civil, art. 1261).
2. No he consentido un sistema monetario en el que el dinero pierde su valor sin que nadie lo vote, ni la pérdida de mis ahorros por esa vía.
3. Los derechos inherentes a la persona no nacen de ningún contrato: la Constitución los reconoce (art. 10.1) y los recoge la Declaración Universal de los Derechos Humanos.
4. Actúo de buena fe y estoy dispuesto a cumplir toda obligación legítima y a corregir cualquier error.
Esta constancia no produce efectos legales ante la Administración ni ante los tribunales, y no me exime de ninguna obligación vigente (Constitución, art. 9.1). Su valor es documental: queda archivada en el Registro como prueba de que el consentimiento presunto no existe.
En [lugar], a [fecha]. Firma:
La respuesta probable de la Administración: ninguna respuesta, o que el documento «carece de efectos jurídicos», o tratarlo como un escrito pseudolegal.
La respuesta de la obra:
1. El propio documento ya declara que no tiene efectos legales ni exime de obligaciones: no pretende lo que el sistema le atribuirá, y por eso no se le puede descalificar como una de esas afirmaciones sin documento (2.6; anexo E).
2. Su valor es documental: prueba que el consentimiento que se presume no se ha dado. Sin consentimiento no hay contrato (Código Civil, art. 1261), el contrato social nadie lo firmó (6.1), y quienes no votaron en 1978 nunca ratificaron la Constitución (5.2; cargo 3).
3. Lectura del autor (propuesta): sumado a los de otros en el Registro (10.8), será la prueba viva de que la presunción no se sostiene.
D.8 La solicitud de acreditación de la competencia, de los hechos y de la motivación
La idea: dentro de un expediente abierto, antes de discutir el fondo, se pide con qué competencia, con qué hechos probados y con qué motivos se actúa, y quién responde de tramitarlo.
Dónde vale: en la jurisdicción del Estado. 
Cuándo usarlo: cuando llega cualquier requerimiento, liquidación, sanción o actuación que limite un derecho, con un expediente abierto: antes de discutir el fondo, se pide que la Administración acredite con qué competencia actúa, en qué hechos probados se basa y con qué motivos, y quién es responsable de tramitarlo. Es el escrito de 10.4 dentro de un procedimiento (10.4, respuesta 1). 
Base legal: Ley 39/2015, arts. 20.1 y 21.6 (responsabilidad directa de quien tramita y de quien resuelve), 34.1 (los actos se dictan por el órgano competente), 35.1 (motivación, con referencia de hechos y fundamentos de derecho, de los actos que limiten derechos), 47.1.b (nulidad de los actos de órgano manifiestamente incompetente) y 53.1.a y b (derecho a conocer el estado del procedimiento, a obtener copia del expediente y a identificar a las autoridades y al personal responsables); Ley 40/2015, art. 36.2. 
Plazos y advertencias: esta solicitud no suspende los plazos ni las obligaciones: si contra el acto cabe recurso o alegaciones, hay que presentarlos también dentro de su plazo (D.3 y D.4), y se puede adjuntar esta solicitud. La Administración está obligada a resolver de forma expresa (art. 21). El funcionario no responde personalmente ante el ciudadano por los daños: el ciudadano los reclama a la Administración, y esta exige después a su personal la responsabilidad por dolo o culpa grave (Ley 40/2015, art. 36). La responsabilidad directa de quien tramita es disciplinaria (art. 21.6). 
Modelo para rellenar:
A
Expediente o acto: [referencia], notificado el [fecha].
[Nombre y apellidos], con DNI [número], y domicilio a efectos de notificaciones en [dirección], como interesado en el expediente indicado,
SOLICITO que, por escrito, se me comunique:
1. La identidad del órgano y de las autoridades y el personal bajo cuya responsabilidad se tramita este procedimiento (Ley 39/2015, art. 53.1.b).
2. La norma concreta, con su artículo, que atribuye a ese órgano la competencia para dictar este acto respecto de mi persona (art. 34.1).
3. Los hechos probados en que se basa el acto y los medios de prueba que los acreditan, sin limitarse a la presunción de validez de los actos (art. 39) ni a la presunción de certeza de los documentos de la autoridad (art. 77.5).
4. La motivación del acto, con referencia a esos hechos y a sus fundamentos de derecho (art. 35.1).
5. Copia íntegra del expediente (art. 53.1.a).
BUENA FE. Formulo este escrito de buena fe. Reconozco que la condición humana es propensa a errar el blanco —hamartia—, y que también yo puedo estar equivocado en mi apreciación: si se me indica de forma motivada, rectificaré.
CONSTANCIA DE LA RESPONSABILIDAD DE QUIEN TRAMITA. Con todo respeto, dejo constancia de que, según la ley, «los titulares de las unidades administrativas y el personal al servicio de las Administraciones Públicas que tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, serán responsables directos de su tramitación» (Ley 39/2015, art. 20.1), y de que el personal que tenga a su cargo el despacho de los asuntos y los titulares de los órganos competentes «son directamente responsables, en el ámbito de sus competencias, del cumplimiento de la obligación legal de dictar resolución expresa en plazo» (art. 21.6). Si de la actuación se derivara un daño, la Administración que indemnice exigirá a su personal la responsabilidad en que hubiera incurrido por dolo, o culpa o negligencia graves (Ley 40/2015, art. 36.2).
Si no se contesta en plazo, presentaré recordatorio de la obligación de resolver.
En [lugar], a [fecha]. Firma:
La respuesta probable de la Administración: que la competencia resulta de una ley que se cita de forma genérica, que el acto es válido◦ y que no procede dar más información.
La respuesta de la obra:
1. Los actos que limitan derechos tienen que motivarse con referencia a hechos y fundamentos de derecho◦; una cita genérica no es motivación.
2. En procedimientos sancionadores, la ley obliga a notificar la identidad del instructor y la norma que atribuye la competencia◦; y en todos, a identificar al personal responsable y a dar copia del expediente◦.
3. La presunción de validez admite prueba en contrario, y los actos de un órgano manifiestamente incompetente son nulos◦. Si no contesta, D.10.
D.9 La petición de motivación extensa
La idea: la pregunta de los cimientos: en qué se apoya la presunción por la que el Estado ejerce autoridad sobre la persona, con la relación de presunciones (D.13) adjunta.
Dónde vale: en la jurisdicción del Estado y en la de la verdad. 
Cuándo usarlo: para pedir, por escrito y una a una, la justificación de las presunciones en que el Estado funda su autoridad sobre una persona. Se dirige a la Presidencia del Gobierno o al órgano que se elija, no a quien tramita un expediente concreto (D.0). La respuesta, o el silencio, se archiva en el Registro (10.8) y forma parte de las preguntas para el juicio (capítulo 11). 
Base legal: Constitución, art. 29, y Ley Orgánica 4/2001, arts. 4, 9 y 11 (derecho de petición); Ley 39/2015, arts. 20.1 y 21.6. Las presunciones, con su fuente, están en el edificio de 5.2 y en la relación del D.13. 
Plazos y advertencias: inadmisión motivada en cuarenta y cinco días hábiles; contestación en tres meses si se admite (Ley Orgánica 4/2001, arts. 9.1 y 11.1). Advertencia: el Estado responderá con su propio derecho, la Constitución y las leyes, y esta petición no exime de ninguna obligación vigente (Constitución, art. 9.1). Su fuerza es dejar constancia de qué se responde y qué se calla. 
Qué es una presunción, en el lenguaje del Derecho. El diccionario jurídico de la Real Academia la define así: «Aceptación de un hecho del que no se tiene prueba y que se infiere de otro hecho demostrado»◦. Y la ley dice cuándo vale: las presunciones que la ley establece eximen de probar el hecho presunto, pero «sólo serán admisibles cuando la certeza del hecho indicio del que parte la presunción haya quedado establecida mediante admisión o prueba»◦, y admiten prueba en contrario, salvo que la ley lo prohíba expresamente◦. Esa ley se aplica también, en lo que no regulen las suyas, a los procesos contencioso-administrativos◦. En pocas palabras: una presunción necesita un hecho de partida admitido o probado. El escrito pide ese hecho.
Modelo para rellenar:
A
[Nombre y apellidos], con DNI [número], de nacionalidad [nacionalidad], y con domicilio a efectos de notificaciones en [dirección], al amparo del artículo 29 de la Constitución y de la Ley Orgánica 4/2001, formulo la siguiente
PETICIÓN DE MOTIVACIÓN EXTENSA
Solicito que se me explique, por escrito y de forma motivada, en qué se apoya la presunción por la que el Estado ejerce autoridad sobre mi persona, y en concreto el fundamento de cada una de las presunciones en que se sostiene, más allá de la norma que la establece, según la relación que se adjunta.
SOBRE LA PRESUNCIÓN. El Diccionario panhispánico del español jurídico de la Real Academia Española define la presunción como la «Aceptación de un hecho del que no se tiene prueba y que se infiere de otro hecho demostrado». Según la ley, las presunciones «sólo serán admisibles cuando la certeza del hecho indicio del que parte la presunción haya quedado establecida mediante admisión o prueba» (Ley de Enjuiciamiento Civil, art. 385.1), y admiten prueba en contrario (art. 385.3). No he admitido el hecho del que parte la autoridad que se ejerce sobre mi persona, ni me consta prueba de él. Dejo constancia de que, desde la recepción de este escrito, quien lo tramita conoce esta petición y el sentido legal de la presunción.
Para cada presunción de la relación adjunta, solicito que se me indique el hecho demostrado o admitido del que parte respecto de mi persona y el documento que lo acredita, o la norma en que se funda; cada punto puede contestarse con un documento o con una cita normativa.
BUENA FE. Formulo este escrito de buena fe. Reconozco que la condición humana es propensa a errar el blanco —hamartia—, y que también yo puedo estar equivocado en mi apreciación: si se me indica de forma motivada, rectificaré con mucho gusto.
LO QUE HARÉ SI NO SE CONTESTA. Si la contestación no cumple la motivación que exige la ley (Ley 39/2015, art. 35; Ley Orgánica 4/2001, art. 11), ejerceré los recursos y acciones que el ordenamiento me reconoce, entre ellos la tutela judicial del derecho de petición (Ley Orgánica 4/2001, art. 12) y la queja al Defensor del Pueblo, y la respuesta, o su falta, quedará archivada en el Registro de los frutos.
CONSTANCIA DE LA RESPONSABILIDAD DE QUIEN TRAMITA. Con todo respeto, dejo constancia de que, según la ley, «los titulares de las unidades administrativas y el personal al servicio de las Administraciones Públicas que tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, serán responsables directos de su tramitación» (Ley 39/2015, art. 20.1), y de que el personal que tenga a su cargo el despacho de los asuntos y los titulares de los órganos competentes «son directamente responsables, en el ámbito de sus competencias, del cumplimiento de la obligación legal de dictar resolución expresa en plazo» (art. 21.6). Si de la actuación se derivara un daño, la Administración que indemnice exigirá a su personal la responsabilidad en que hubiera incurrido por dolo, o culpa o negligencia graves (Ley 40/2015, art. 36.2).
Se adjunta: relación de presunciones (D.13).
En [lugar], a [fecha]. Firma:
La respuesta probable de la Administración: que no se admite porque plantea cuestiones generales y no una petición concreta, o una respuesta que remite a la Constitución y a las leyes vigentes◦.
La respuesta de la obra:
1. La inadmisión tiene que ser motivada y en cuarenta y cinco días hábiles◦. Y cada punto de la relación pide un hecho, un documento o una norma, no una opinión.
2. Si la respuesta es «porque lo dice la Constitución», el sistema se justifica a sí mismo con su propia norma: es exactamente la presunción que se pregunta (5.2). Y queda escrito.
3. Cada punto sin responder se archiva en el Registro (10.8) y se oirá en el juicio (capítulo 11), junto con la mejor defensa del Estado.
D.10 El recordatorio de responsabilidad por falta de respuesta
La idea: cuando un escrito no se ha resuelto en plazo, se recuerda por escrito la obligación de resolver y la responsabilidad de quien tramita, citando el escrito anterior sin repetirlo.
Dónde vale: en la jurisdicción del Estado. 
Cuándo usarlo: cuando se presentó un escrito y no se ha resuelto en plazo: se recuerda, por escrito y con respeto, la obligación de resolver y la responsabilidad directa de quien tramita, y se deja constancia. Es el tercer escalón (D.0). 
Base legal: Ley 39/2015, arts. 20.1, 20.2, 21.1, 21.6 y 53.1.a y b; Ley 29/1998, art. 29 (si la Administración está obligada a una prestación concreta, D.5). 
Plazos y advertencias: puede presentarse en cuanto venza el plazo para resolver. No sustituye al recurso: si el silencio tiene efecto desestimatorio, el plazo para recurrir sigue corriendo. Los interesados pueden pedir la exigencia de esa responsabilidad a la Administración de la que dependa el personal afectado (art. 20.2). 
Modelo para rellenar:
A
Escrito presentado el [fecha], con número de registro [número], sobre [asunto].
[Nombre y apellidos], con DNI [número], y domicilio a efectos de notificaciones en [dirección],
EXPONGO que ha vencido el plazo para resolver el escrito indicado sin que se me haya notificado resolución expresa, pese a que la Administración «está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de iniciación» (Ley 39/2015, art. 21.1).
SOLICITO:
1. Que se me informe del estado de la tramitación y de la identidad del personal responsable (art. 53.1.a y b).
2. Que se dicte y notifique la resolución expresa.
CONSTANCIA DE LA RESPONSABILIDAD DE QUIEN TRAMITA. Con todo respeto, dejo constancia de que, según la ley, «los titulares de las unidades administrativas y el personal al servicio de las Administraciones Públicas que tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, serán responsables directos de su tramitación» (Ley 39/2015, art. 20.1), y de que el personal que tenga a su cargo el despacho de los asuntos y los titulares de los órganos competentes «son directamente responsables, en el ámbito de sus competencias, del cumplimiento de la obligación legal de dictar resolución expresa en plazo» (art. 21.6). Si de la actuación se derivara un daño, la Administración que indemnice exigirá a su personal la responsabilidad en que hubiera incurrido por dolo, o culpa o negligencia graves (Ley 40/2015, art. 36.2).
Si tampoco se resuelve, presentaré queja ante el Defensor del Pueblo y solicitaré a la Administración de la que dependa el personal responsable que exija esa responsabilidad (Ley 39/2015, art. 20.2).
En [lugar], a [fecha]. Firma:
La respuesta probable de la Administración: que el retraso se debe a la carga de trabajo, o seguir en silencio.
La respuesta de la obra:
1. La obligación de resolver no tiene excepción por carga de trabajo◦, y su incumplimiento da lugar a responsabilidad disciplinaria◦.
2. Se puede pedir a la Administración de la que depende el personal que exija esa responsabilidad◦, y presentar queja al Defensor del Pueblo (D.6).
3. Mientras tanto, si el silencio es desestimatorio, el plazo para recurrir sigue corriendo: no esperar.
D.11 La reclamación de los intereses de demora que Hacienda debe al ciudadano
La idea: el espejo del recargo: si el ciudadano paga tarde, paga intereses; si Hacienda devuelve tarde, también los debe, sin que se le pidan.
Dónde vale: en la jurisdicción del Estado (el espejo). 
Cuándo usarlo: cuando Hacienda devuelve tarde una cantidad, o devuelve algo cobrado de forma indebida, sin pagar los intereses de demora. 
Base legal: Ley 58/2003, General Tributaria, arts. 26, 31.2, 32.2 y 223.1. 
Plazos y advertencias: en las devoluciones de cada tributo, pasado el plazo de su norma y, en todo caso, seis meses sin ordenar el pago por causa imputable a Hacienda, esta «abonará el interés de demora [...] sin necesidad de que el obligado lo solicite» (art. 31.2). En la devolución de ingresos indebidos, el interés se debe desde el día del ingreso (art. 32.2). Si la devolución llegó sin intereses, se reclaman por escrito; contra la resolución cabe recurso de reposición en un mes (art. 223.1). 
Modelo para rellenar:
A
Devolución: [concepto, ejercicio e importe], solicitada o ingresada el [fecha] y pagada el [fecha].
[Nombre y apellidos], con NIF [número], y domicilio a efectos de notificaciones en [dirección],
EXPONGO que la devolución indicada se ha pagado sin los intereses de demora que la ley obliga a abonar sin necesidad de solicitarlos (Ley General Tributaria, art. [31.2 o 32.2]), por el periodo comprendido entre el [fecha de inicio del devengo] y el [fecha de la orden de pago].
SOLICITO que se liquiden y se me abonen esos intereses de demora, calculados al tipo legal de cada año (art. 26), y que se me notifique el cálculo.
Si no se resuelve en plazo, presentaré recordatorio de la obligación de resolver.
En [lugar], a [fecha]. Firma:
La respuesta probable de la Administración: que no procede porque la demora no es imputable a la Administración◦, o que los intereses ya se incluyeron.
La respuesta de la obra:
1. El interés se debe «sin necesidad de que el obligado lo solicite»◦: si se niega, la Administración tiene que explicar por escrito la causa no imputable.
2. Pedir el cálculo detallado: fechas de inicio y de fin del devengo y tipo aplicado cada año◦.
3. El espejo: al ciudadano el recargo se le aplica sin preguntar por qué pagó tarde◦ (7.6). Contra la negativa, recurso de reposición en un mes◦.
D.12 La reclamación de responsabilidad patrimonial
La idea: el espejo de la autotutela: si el ciudadano daña, paga; si el funcionamiento de la Administración daña, indemniza.
Dónde vale: en la jurisdicción del Estado (el espejo). 
Cuándo usarlo: cuando el funcionamiento de un servicio público, normal o anormal, ha causado un daño que no hay obligación de soportar: un procedimiento que se eterniza, una notificación mal hecha, un embargo indebido, una pérdida económica. 
Base legal: Ley 40/2015, del Régimen Jurídico del Sector Público, arts. 32 y 36.1; Ley 39/2015, arts. 67.1, 67.2 y 91.3. 
Plazos y advertencias: los particulares tienen derecho a ser indemnizados de toda lesión que sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, salvo fuerza mayor o daños que haya obligación de soportar (Ley 40/2015, art. 32.1); el daño ha de ser «efectivo, evaluable económicamente e individualizado» (art. 32.2). Se reclama a la Administración, no al funcionario (art. 36.1). El derecho prescribe al año del hecho o de que se manifieste su efecto (Ley 39/2015, art. 67.1). Si en seis meses no hay resolución, puede entenderse desestimada (art. 91.3) y queda la vía contencioso-administrativa. 
Modelo para rellenar:
A
[Nombre y apellidos], con DNI [número], y domicilio a efectos de notificaciones en [dirección], al amparo del artículo 32 de la Ley 40/2015 y del artículo 67 de la Ley 39/2015, presento
RECLAMACIÓN DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL
1. Lesión producida: [qué daño se ha sufrido].
2. Relación de causalidad: [cómo el funcionamiento del servicio causó el daño].
3. Evaluación económica: [importe reclamado y cómo se calcula, si es posible].
4. Momento en que se produjo la lesión: [fecha].
5. Pruebas que propongo: [documentos, informes, testigos].
SOLICITO que se reconozca la responsabilidad de la Administración y se me indemnice en la cantidad indicada.
En [lugar], a [fecha]. Firma:
La respuesta probable de la Administración: que el daño es de los que el ciudadano «tiene el deber jurídico de soportar», que no hay relación de causalidad, que ha prescrito, o el silencio a los seis meses.
La respuesta de la obra:
1. El daño tiene que ser efectivo, evaluable e individualizado◦: documentarlo desde el primer día y presentar la reclamación antes de que pase un año◦.
2. Con sinceridad: la anulación de un acto no da por sí sola derecho a indemnización◦; hay que probar el daño y la relación con el servicio.
3. Si a los seis meses no hay resolución, se entiende desestimada◦ y queda la vía contencioso-administrativa; la respuesta, o el silencio, se archivan en el Registro (10.8).
D.13 La relación de presunciones
La idea: todas las presunciones en que se sostiene la autoridad del Estado sobre la persona, en una sola relación que se adjunta al D.9: primero las que la ley escribe; después, las que ninguna ley escribe y se sostienen en la creencia y el consentimiento.
Cómo se lee: es un documento para adjuntar, en lenguaje jurídico. Cada línea nombra la presunción, la norma donde está escrita con sus palabras, o dónde la explica esta obra, y pide su fundamento. Por qué cada una es una presunción, y lo que dicen frente a ellas los textos sagrados, está en el edificio de 5.2 y en los cargos del juicio (11.3); aquí no se repite. Cada presunción lleva entre paréntesis el apartado de la obra que la explica; en el escrito que se presente, esos paréntesis se quitan.
Primera parte. Lo que la ley presume
Para cada una, se pide: el hecho demostrado o admitido del que parte respecto de mi persona, y el documento que lo acredita.
1. La validez de los actos. Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo «se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten»◦; en los municipios, provincias e islas, la ley les reconoce «La presunción de legitimidad y la ejecutividad de sus actos»◦. (5.2, planta 4; cargo 20)
2. El cobro sin juez. Esos actos «serán inmediatamente ejecutivos»◦, y la Administración puede ejecutarlos por sí misma, previo apercibimiento◦; la providencia de apremio «tendrá la misma fuerza ejecutiva que la sentencia judicial»◦. (5.1, n.º 15; cargo 13)
3. La palabra de la autoridad hace prueba. Los documentos de los funcionarios con condición de autoridad «harán prueba de éstos salvo que se acredite lo contrario»◦; las denuncias de los agentes de tráfico «tendrán valor probatorio, salvo prueba en contrario»◦; las actas de la inspección de los tributos «hacen prueba de los hechos que motiven su formalización, salvo que se acredite lo contrario»◦. (5.2, planta 4; cargo 21)
4. Lo que el ciudadano declara, cierto contra él. Lo que consta en sus declaraciones «se presumen ciertos para ellos y sólo podrán rectificarse por los mismos mediante prueba en contrario»◦, y lo que acepta en un acta de inspección se presume cierto y solo puede rectificarse probando un error de hecho◦.
5. El titular es quien figura en el registro. Hacienda «podrá considerar como titular […] a quien figure como tal en un registro fiscal o en otros de carácter público, salvo prueba en contrario»◦.
6. La notificación dada por hecha. La notificación electrónica obligatoria «se entenderá rechazada» a los diez días naturales sin acceder a ella◦, y la de tráfico publicada en el BOE se entenderá practicada a los veinte días naturales◦.
7. El silencio que dice no. En el derecho de petición, el silencio tiene efecto desestimatorio◦, y en el acceso a la información pública, la solicitud sin respuesta «se entenderá que […] ha sido desestimada»◦. (10.4)
8. Todos conocen todas las leyes. «La ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento»◦, y solo en 2024 se aprobaron 894 normas nuevas (cargo 8). (5.2, planta 3)
Lo que la ley presume a favor de la persona. Las presunciones no juegan solo en una dirección, y el escrito las invoca:
Todos tienen derecho «a la presunción de inocencia»◦, y en todo procedimiento sancionador, «a la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo contrario»◦.
«La buena fe se presume siempre, y al que afirma la mala fe de un poseedor corresponde la prueba»◦ (2.5).
En los procedimientos que inicia el interesado, la regla general es que el silencio da la razón: el vencimiento del plazo sin resolución le legitima «para entenderla estimada por silencio administrativo», salvo que una ley disponga otra cosa◦.
Toda presunción legal admite prueba en contrario, salvo que la ley lo prohíba expresamente◦; y la que no establece ninguna norma solo vale si entre el hecho demostrado y el que se deduce «haya un enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano»◦.
Segunda parte. La vacuna: lo que se cree sin prueba
Lo que sostiene el poder: la creencia y el consentimiento. Ninguna ley llama presunción a lo que sigue. Por eso no se pregunta «su presunción de…», sino en qué hecho demostrado se funda cada cosa. Si hay hecho demostrado, se sostiene, y quien pregunta rectifica. Si no lo hay, es, con las palabras del diccionario jurídico, la aceptación de un hecho del que no se tiene prueba.
El cimiento: el orden de las leyes y la voz.
1. El orden de las leyes. El Código Civil sitúa la ley escrita por delante de la costumbre y de los principios generales del derecho: «La costumbre sólo regirá en defecto de ley aplicable»◦; la jerarquía termina en la Constitución◦, que reconoce derechos «inherentes» a la persona, anteriores a ella◦; y «Ninguna confesión tendrá carácter estatal»◦, con lo que ninguna ley de Dios entra en el ordenamiento. Según el aforismo prior tempore potior iure, «Primero en el tiempo, preferido en el derecho»◦. ¿En qué hecho demostrado, y en qué título, se funda que la norma escrita, posterior en el tiempo, ocupe el primer lugar y prevalezca sobre la ley de Dios, la ley natural y la costumbre, anteriores a ella y por este orden? (1.1; 5.2, planta 1; cargos 1 y 2)
2. Quién fijó ese orden. La ley obliga a las autoridades y al personal a abstenerse cuando tienen en el asunto «interés personal»◦. ¿En qué se funda que quien legisla decida el rango de su propia ley? (1.7)
3. La voz. La Administración actúa con personalidad jurídica (2.1). ¿En qué hecho demostrado se funda que una persona jurídica, sin cuerpo ni voz propios, ejerza autoridad sobre una persona física? ¿Quién habla cuando habla el Estado, y en virtud de qué consentimiento? (2.1; 5.3)
La creencia y el consentimiento.
1. La soberanía del pueblo. «La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado»◦. ¿En qué documento y en qué fecha consta mi consentimiento personal, más allá de la ratificación de la Constitución en el referéndum de 1978? (5.2, planta 2; cargo 3)
2. El contrato social. ¿En qué documento consta el pacto que se me presume aceptado? (6.1; cargo 11)
3. La obligación heredada. ¿En qué hecho demostrado se funda que acepto mis obligaciones con el Estado por el hecho de nacer? (5.4; cargo 16)
4. La representación. ¿En qué se funda que el representante obedezca a quien le vota, si no está ligado por mandato imperativo? (5.1, n.º 17 y 18; cargo 6)
5. Lo legal es lo justo. ¿En qué se funda que una norma sea justa por ser ley, cuando normas legales se han anulado años después sin devolver lo cobrado? (5.1; 5.2, planta 1; cargo 7)
6. La fuerza. ¿En qué consentimiento se funda la autoridad, si su origen fue, en casi todos los gobiernos, la usurpación o la conquista, como escribió Hume? (6.1)
7. La urgencia. ¿En qué hecho demostrado se funda la urgencia de cada decreto-ley? (5.1, n.º 14; cargo 12)
8. La moneda y el ahorro. ¿Por qué el dinero en que se me paga y se me cobra pierde su valor sin que nadie lo vote, y qué norma protege el valor de lo que ahorro? (5.1, n.º 10, 11 y 22; 8.3; cargos 4, 17, 18 y 19)
9. La deuda y las generaciones. ¿En virtud de qué consentimiento se compromete el pago de la deuda pública y de las pensiones futuras a cargo de quienes aún no han nacido? (5.1, n.º 24; cargos 9 y 14)
10. La hucha. ¿En qué se funda que lo cotizado sea para la propia jubilación y que la hucha lo guarde? (5.1, n.º 1, 2, 6 y 8; cargo 15)
11. El Estado no quiebra. ¿En qué se funda que el Estado se excluya a sí mismo del concurso que aplica a todos los demás? (5.1, n.º 7; cargo 5)
12. La información y el cumplimiento. ¿En qué se funda que todo se publique, que la partida de «vejez» sean los jubilados que cotizaron y que el Estado cumpla lo que la Constitución promete? (5.1, n.º 20, 21 y 23; cargos 10, 22 y 23)
Conclusión, lo que arrojan los datos: las presunciones de la primera parte están escritas en la ley con sus palabras, y casi todas reparten la carga de la prueba del mismo lado: el Estado se presume válido y cierto, y es el ciudadano quien tiene que probar lo contrario. Las de la segunda parte no las escribe ninguna ley: se sostienen en que se crean. Y la propia ley dice que una presunción necesita un hecho de partida admitido o probado (Ley de Enjuiciamiento Civil, art. 385.1).
Lectura del autor: un ente sin aliento de vida no tiene voz propia: o se sostiene en la verdad objetiva y natural, o es fruto del padre de la mentira (Jn 8:44). ¿Cómo creer su palabra, cuando se pone por encima de la ley de Dios, de la ley natural y de la costumbre, que guardan los textos sagrados de las tradiciones (capítulo 3), y lo decide él mismo, cuando nadie debe ser juez en su propia causa (1.7)? Primero en el tiempo, preferido en el derecho: lo primero fue la ley de Dios. La ley humana ocupa el lugar de la ley de Dios, de la natural y de la costumbre, y lo usa como propio: es lo que el diccionario llama usurpar, «Arrogarse la dignidad, empleo u oficio de otro, y usarlos como si fueran propios»◦; y arrogarse es, en el diccionario jurídico, «Apropiarse indebidamente de honores, títulos o derechos»◦. Y las dos palabras nacieron juntas: el primer diccionario del español, el de Nebrija, traduce «Presumir» por arrogo, arrogarse, y «Presuncion» por arrogantia, arrogancia◦. El poder de uno solo vive de que muchos se lo den (4.1); el aliento que articula sus palabras es el que le prestan quienes creen en él y consienten. Por eso esta parte se llama la vacuna: quien sabe en qué se cree sin prueba ya no consiente sin saberlo.
Límite honesto de la prueba
Son modelos, no consejo legal para un caso concreto. Cada caso tiene sus hechos y sus plazos, y cuando hay dinero en juego conviene un abogado. No se puede correr antes de gatear (10.5).
Ninguno exime de una obligación vigente (Constitución, art. 9.1), y la constancia de no consentimiento (D.7) y la relación de presunciones (D.13) no producen efectos legales por sí mismas: su valor es documental.
La presunción de validez de los actos no nace, para el Derecho, del consentimiento de cada persona, sino de la ley que la establece; la Administración lo contestará así. Lo que el escrito consigue es que esa respuesta quede por escrito.
La Ley de Enjuiciamiento Civil rige los procesos civiles y solo suple a las demás leyes en lo que no regulen (art. 4); el procedimiento administrativo tiene sus propias reglas (Ley 39/2015). El D.9 la cita por su definición de la presunción, no como la norma que rige el expediente.
El aforismo prior tempore potior iure resuelve en Derecho conflictos entre derechos, no entre una persona y la ley; y la regla de las leyes es la contraria: la posterior deroga a la anterior◦. Va solo como pregunta.
La petición de motivación extensa probablemente se inadmitirá por tratar «cuestiones generales». Su fuerza no es ganar, sino dejar constancia de qué se responde y qué se calla.
La defensa del Estado
Los cauces ya existen, y funcionan. El ordenamiento da al ciudadano la petición, el acceso a la información, los recursos, el Defensor del Pueblo y la reclamación de daños: este anexo usa sus propias leyes.
Sin la presunción de validez, nada funcionaría. Si cada acto tuviera que probarse antes de surtir efecto, la Administración se pararía; por eso la ley lo presume, y por eso también admite prueba en contrario y recurso.
La autoridad nace de la Constitución, votada en referéndum, y de las elecciones, no de un contrato privado con cada persona.
Los escritos en serie colapsan a la Administración y retrasan a quien de verdad necesita una respuesta.
Los contrapuntos de la obra: la obra concede que los cauces existen, y por eso los usa y no pide desobedecer. Pero pide lo que la ley ya obliga a dar: la norma, la resolución, la motivación y el hecho de partida de cada presunción; si existen, contestar cuesta una línea. El referéndum de 1978 no lo votaron quienes no tenían edad ni los nacidos después (5.2; cargo 3). Y cada modelo exige hechos concretos del propio asunto: no es un formulario para enviar en masa (10.4, respuesta 5).
Dónde se oye la defensa del Estado
En cada modelo, con su respuesta probable; las cinco respuestas al escrito de petición, en 10.4; y cada presunción del D.13, con su defensa y su réplica, en los cargos 1 a 23 del juicio (11.3).
Para recordar
Primero se pide; si callan, se exige que acrediten; si siguen callando, se recuerda la obligación de resolver. Cada escrito dice cuál es el siguiente.
El caso concreto, a quien tramita; los cimientos, a quien puede responder por ellos.
Una presunción es «Aceptación de un hecho del que no se tiene prueba y que se infiere de otro hecho demostrado». El escrito pide ese hecho.
La ley también presume a favor de la persona: la inocencia y la buena fe.
Copia sellada, plazo vigilado y, si hay dinero en juego, abogado.
Todo lo que se afirma se puede comprobar, y todo lo que se pide se puede conceder (10.4).


Anexo E. Lo que se afirma sin documento
Primera versión: 7 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 4 · Citas leídas en su fuente: 22
En pocas palabras:
Este anexo da completos los casos que 2.6 resume: tres afirmaciones que circulan y la sentencia que mejor las describe.
Lo que aquí no lleva documento que lo avale es una presunción (0.4): no es verdadero ni falso, está sin probar. Esta obra no admite presunciones, y pide a quien las sostenga que aporte dónde nacen.
Un tribunal de Canadá estudió estas teorías en 2012 y las examinó una a una: la «persona doble» del nombre en mayúsculas «no tiene efecto jurídico».
El certificado de nacimiento no abre ninguna cuenta secreta: los tribunales lo han rechazado.
La fianza de algunos cargos públicos de Estados Unidos existe, pero el ciudadano particular no puede cobrarla.
En España, quien sufre un daño por un servicio público reclama a la Administración, no al empleado (10.4).
E.0 Propósito
Esta obra nació de la documentación que reúnen, en distintos países, muchas personas que defienden la soberanía de cada ser humano. Se comprobaron sus fuentes una por una. En lo esencial tienen razón: cada persona es dueña de sí misma y nadie lo es de otra (2.3). Pero algunas de las vías concretas que se difunden no tienen detrás ninguna ley ni sentencia que las avale, y los tribunales que las han examinado no las han admitido.
Lo que no tiene documento es una presunción. Todo lo que en este anexo no lleva documento que lo avale es una presunción: algo que se da por cierto sin haberlo probado (0.4). No es verdadero ni falso: está sin probar. Esta obra no admite presunciones, ni las del Estado (capítulo 5) ni las de nadie. A quien sostenga alguna se le pide una sola cosa: que aporte el documento donde nace, con su fuente, y se examinará con la misma vara. Entre tanto, la obra se queda solo con lo que da frutos reales.
Cómo se cuenta cada caso. Primero lo que se afirma, después el hecho real que se invoca como apoyo, y por último lo que dicen los tribunales, con sus palabras. Lo que esta edición ha leído en su original lleva su fuente; lo que no, lleva la etiqueta «presunción» y está apuntado para leerlo en su fuente. Y esta obra va construyendo un método de medir que descorre el velo entre lo que algo es y lo que aparenta ser, y que sirve en todos los estratos o niveles de percepción: también para esto.
Este anexo dice:
E.1 la sentencia que reunió estas teorías;
E.2 el nombre en mayúsculas;
E.3 el certificado de nacimiento y la cuenta secreta;
E.4 y las fianzas de los cargos públicos.
E.1 Meads contra Meads: la sentencia que reunió estas teorías
La idea: un tribunal de Canadá reunió estas teorías en una sola sentencia y las examinó una a una.
En 2012, en un pleito de familia, el juez J. D. Rooke, del Tribunal del Banco de la Reina de Alberta (Canadá), dictó una sentencia de 736 párrafos◦. En ella reúne a unos litigantes que se presentan con distintos nombres («no hay una lista cerrada»), y les da un nombre común, que es del juez y no de esta obra: litigantes del «argumento comercial pseudolegal organizado» (OPCA, por sus siglas en inglés)◦.
De los papeles que le presentó el propio litigante, el juez dice: «Esto es, por supuesto, un disparate»; no tienen «fuerza ni sentido en derecho»◦.
Un estudio publicado en la Alberta Law Review cuenta que, en Canadá, Meads ha sido citada en 198 sentencias y resoluciones de tribunales publicadas y respaldada por cinco tribunales de apelación canadienses, y que CanLII la da como la decisión más citada del Tribunal del Banco de la Reina de Alberta desde 2012. Fuera de Canadá, el mismo estudio dice que se acepta ampliamente en la Commonwealth: Reino Unido, Australia, Jersey, Irlanda, Nueva Zelanda, Irlanda del Norte y Escocia◦.
E.2 El nombre en mayúsculas
La idea: que el nombre en mayúsculas sea otra persona, a la que van las deudas, no tiene respaldo: los tribunales lo han rechazado y a cada persona le corresponde una sola identidad legal.
Lo que se afirma. La versión más extendida dice que escribir un nombre en mayúsculas («JUAN PÉREZ») crea una persona jurídica distinta de la persona real («Juan Pérez»), un «hombre de paja» al que se atribuyen las deudas y las obligaciones, con el argumento de que «en la Roma antigua ya se distinguía mayúscula de minúscula con ese propósito».
El apoyo histórico que se invoca. presunción Se afirma que es un anacronismo: en la epigrafía y la literatura latina clásica solo existían las mayúsculas. La escritura minúscula no se inventa hasta finales del siglo III d. C. (sobre pergamino y papiro), y no se generaliza hasta la minúscula carolingia, en el siglo IX. No pudo existir nunca una distinción jurídica entre mayúsculas y minúsculas en una época en que solo había una forma de escribir.
Lo que dicen los tribunales. Meads la llama la estrategia de la «persona doble o dividida»: el nombre en mayúsculas sería «algún tipo de cosa no humana», y el nombre en minúsculas, el aspecto «de carne y hueso» del litigante◦. Recoge que los tribunales canadienses ya habían rechazado que haya diferencia legal entre un nombre escrito en mayúsculas y minúsculas y un nombre todo en mayúsculas◦. Y concluye: «Los esquemas de la "persona doble o dividida" no tienen efecto jurídico. No tienen base en la ley. A una persona solo le corresponde una identidad legal»◦.
Un tribunal federal de Estados Unidos rechazó una objeción de este tipo. En United States v. Rodney Class (causa penal n.º 13-253, Tribunal de Distrito de los Estados Unidos para el Distrito de Columbia, 16 de abril de 2014), el acusado alegó que su nombre en mayúsculas en la acusación designaba una entidad «ficticia» o una corporación, y no a «un hombre vivo de carne y hueso». El tribunal dijo que esa objeción, y el argumento de que las mayúsculas le quitan la jurisdicción, «no encuentran apoyo en la ley» y han sido rechazados de plano por al menos otro tribunal, que calificó objeciones parecidas de «manifiestamente carentes de fundamento». Y aclaró que la persona acusada es «Rodney Class, el ser humano, y no una corporación ni ninguna otra “entidad ficticia”»◦. Otra petición suya, que decía que su nombre de nacimiento se había convertido en un «nombre comercial registrado» en violación del Código de Comercio Uniforme, la descartó por «no respaldada e irrelevante»◦. La sentencia no usa los nombres de «teoría de las mayúsculas» ni «de la entidad ficticia»: contesta a lo que el acusado alegó.
En España, lo mismo: la personalidad la da el nacimiento (2.1), y no hay otra persona escondida debajo del nombre propio (5.2).
E.3 El certificado de nacimiento y la cuenta secreta
La idea: que el certificado de nacimiento abra una cuenta secreta con el valor de cada persona no tiene respaldo: los tribunales lo han rechazado.
Lo que se afirma. Una variante dice que el certificado de nacimiento une a cada persona con un fideicomiso oculto (un patrimonio que alguien administra en nombre de otro), con bonos del Tesoro y con un supuesto valor financiero de cada ciudadano, guardado en una cuenta secreta. Para darle aire de ley, invoca una ley inglesa de 1666, la Cestui Que Vie Act.
El apoyo que se invoca. Esa ley existe: es la Cestui Que Vie Act de 1666 (18 y 19 de Carlos II, c. 11), y sigue en el registro de legislación del Reino Unido; sus artículos II y III están derogados (por las leyes de revisión de 1948 y de 1863). Trata de los arrendamientos concedidos «por una o más vidas»: si la persona por cuya vida se concedió la finca se ausenta «más allá de los mares» durante siete años seguidos y no hay prueba de que vive, en el pleito del arrendador por recuperar la finca se la tiene por muerta; y si reaparece, el arrendatario vuelve a la finca y cobra los beneficios que perdió, con intereses◦. Es un problema práctico de derecho de propiedad del siglo XVII. Leída entera, la ley no menciona certificados de nacimiento, fideicomisos del Estado ni bonos del Tesoro: la cadena que se construye a partir de ella, que conecta los certificados de nacimiento modernos con fideicomisos ocultos, bonos del Tesoro y un supuesto valor financiero oculto de cada ciudadano, no tiene apoyo en su texto. Tampoco se ha hallado ningún estatuto, reglamento ni sentencia que la respalde, y la sentencia Meads la rechaza (más abajo).
Lo que dicen los tribunales. El caso Meads lo trae en su propio expediente. El litigante presentó, entre otros papeles, unos registros que ponían su certificado de nacimiento como garantía, a nombre de un fideicomiso suyo («foreign situs cestui qui vie trust»)◦, y pidió que lo que debía a su mujer y a sus hijos se pagara desde una cuenta bancaria secreta◦. El juez explica la creencia: quienes venden este esquema aseguran que, «con la combinación correcta de documentos oficiales», una persona puede acceder a su cuenta bancaria secreta y a sus fondos◦. Y responde que todo ese esquema ya lo habían examinado y rechazado otros tribunales: «Yo hago lo mismo»◦.
E.4 Las fianzas de los cargos públicos
La idea: la fianza de algunos cargos públicos de Estados Unidos existe, pero no es de cualquiera que quiera cobrarla.
Lo que se afirma. La idea viene de Estados Unidos: que todo funcionario o juez tiene contratada una fianza (surety bond) y que cualquier ciudadano perjudicado puede reclamar contra ella, o incluso embargar al funcionario, para cobrarse el daño.
La pieza real. En Estados Unidos, algunas leyes obligan a ciertos cargos públicos a depositar una fianza de cargo público (public official bond): el cargo y quien lo avala se comprometen a pagar hasta una cantidad fija si el cargo no cumple fielmente los deberes de su puesto. Las leyes de Illinois la exigen, por ejemplo, a los tesoreros y a los recaudadores de condado◦.
Lo que dicen los tribunales. Esa fianza no es de quien quiera cobrarla. Unos contribuyentes de un condado de Illinois, que se habían retrasado en el pago de sus impuestos sobre inmuebles, alegaron que el antiguo tesorero del condado se había concertado con otros para inflar los intereses que tuvieron que pagar a quienes compraron sus deudas◦, y demandaron directamente a la aseguradora que avalaba su fianza◦. El Tribunal Supremo de Illinois confirmó que la demanda contra la aseguradora se desestimara: «los demandantes, como ciudadanos particulares, no pueden reclamar contra la fianza de cargo público exigida por ley de que se trata»◦. La fianza nombraba como beneficiario al condado; el Tribunal dice que por error, porque las leyes que la exigen nombran al pueblo del Estado de Illinois◦. En ningún caso, a cada ciudadano por su cuenta.
Conclusión, lo que arrojan los datos: si ni siquiera quienes alegaban un daño concreto causado por ese cargo pudieron cobrar de su fianza, la versión que la presenta como una cuenta a disposición de cualquiera carece de base.
La idea, en un expediente. El documento del litigante que la sentencia Meads reproduce en su apéndice A (una lista que pone precio a cada acto de un funcionario contra él◦) exige a ese funcionario entregar «todas y cada una de las fianzas» y pólizas de seguro que hagan falta para pagar lo que el litigante le reclame◦. De esos documentos, el juez dice que no tienen fuerza legal, y que por eso las amenazas que contienen son, por definición, ilícitas◦.
Lo que se dice del uso. presunción Se afirma que estas fianzas se han usado para reclamaciones y embargos falsos contra funcionarios, y que algún estado, como Maine, ha llegado a castigarlo; consta en fuentes secundarias. Fuera del apéndice de Meads, que lo recoge sin nombrarlo, no se ha localizado todavía una sentencia que lo describa por su nombre, como sí ocurre con el nombre en mayúsculas.
En España. No hay nada parecido a esa fianza privada: quien sufre un daño por un servicio público reclama a la Administración, no al empleado, y solo después la Administración puede exigir a su personal la responsabilidad por dolo o culpa grave (10.4).
Límite honesto de la prueba
Los casos son de Canadá y de Estados Unidos. En España no se ha encontrado ninguna sentencia que nombre estas teorías por su nombre; el riesgo real está en la letra del Código Penal (2.6). 
La sentencia de Illinois fija la regla de la fianza, pero no trata de quienes la invocan. Ese uso se ve en el apéndice de Meads, que lo recoge sin describirlo por su nombre. 
Lo que no tiene documento es una presunción. Lo que va con la etiqueta «presunción» (la historia de la escritura romana, el caso Rodney Class, lo que regula la ley inglesa de 1666, que Meads sea la sentencia más citada y lo de Maine) no se ha leído en su fuente en esta edición: no es verdadero ni falso, está sin probar (0.4), y está apuntado en la lista de flecos para leerlo en su fuente. Lo leído en su original (Meads y Bueker) lleva su fuente. 
Dónde se oye la defensa del Estado
Aquí la obra y el Estado coinciden en lo esencial: lo que se afirma sin documento no se admite, y puede poner en riesgo a quien actúe sobre ello. La defensa del Estado frente a este anexo, y lo que la obra le responde, se oyen en el juicio (capítulo 11):
en las cuestiones previas (11.2): «si esas afirmaciones no tienen documento, la desconfianza es infundada» y «las normas que esas afirmaciones invitan a desobedecer protegen a todos»;
en el cargo 20 («Los actos del Estado son válidos»): «no hay ninguna persona jurídica en mayúsculas ni ningún fideicomiso secreto»;
y en el cargo 26 («La responsabilidad»): «el ciudadano ya tiene vías reales para reclamar».
Para recordar
Lo que se afirma sin documento es una presunción (0.4): esta obra no la admite y pide a quien la sostenga que aporte dónde nace. Estas afirmaciones suelen tomar un hecho real y hacerle decir lo que nunca dijo (2.6).
El nombre en mayúsculas no es otra persona: a cada persona le corresponde una sola identidad legal.
El certificado de nacimiento no abre ninguna cuenta secreta.
La fianza de un cargo público no es una cuenta a disposición de cualquiera.
En España se reclama a la Administración, por las vías que da la ley (10.4).


Anexo F. El Arca: los textos de cada tradición, con su fuente
Primera versión: 7 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 13 · Citas leídas en su fuente: 423
En pocas palabras:
Este anexo reúne los textos del Arca que no caben en el capítulo 3, cada uno con su fuente, ordenados por tradición y por principio. Lo que ya está en el capítulo 3 no se repite: se nombra, con su remisión.
Seis bloques de tradiciones (la Biblia; el islam, Persia y la tradición rabínica; China; el antiguo Oriente, Egipto, Grecia y Roma; la India; y África, América y Oceanía) repiten los nueve principios, y cada uno tiene su pata coja, dicha.
El pan propio, ganado con el propio trabajo, lo mandan ocho textos de seis civilizaciones a lo largo de unos tres mil quinientos años.
Pueblos que se dieron su orden por su cuenta coinciden en la tierra en común, la compensación del daño y la decisión en consejo.
Tres lenguas antiguas llaman a la falta «errar el blanco»: un error de dirección, que se puede corregir.
Doce tradiciones, leídas con la misma pregunta, dicen qué se dio para vivir, qué se perdió y por dónde se vuelve: sus pasajes, cada uno con su fuente, están al final.
F.0 Propósito
La idea: el capítulo 3 da, de cada principio del Arca, las pruebas más fuertes; este anexo da las demás, cada una con su fuente, para que cualquiera pueda comprobarlas.
El Arca es la ley de Dios tal como la guardaron todos los pueblos: lo que pueblos sin contacto documentado coinciden en guardar, y además pasa la vara (3.0 y 3.1). El capítulo 3 da, de cada uno de sus nueve principios, las pruebas más fuertes (3.2); la usura, aparte (3.3); quién escribe la pata coja (3.4); y el hilo que los une, servir (3.6). Aquí están los demás textos que se leyeron, ordenados por tradición y, dentro de cada una, por principio. Lo que ya está en un capítulo no se repite: se nombra, con su remisión.
Los nueve principios (3.2): P1, el gobernante existe para el pueblo; P2, impuestos moderados; P3, no quitar al pueblo su tiempo; P4, pesas y medidas justas; P5, devolver lo confiado; P6, contra la usura, y perdonar las deudas; P7, cada uno responde de lo suyo, y se examina antes de castigar; P8, el castigo no es un negocio, y contra el soborno; P9, más leyes, más pobreza.
Cómo se leyó. Nada entró sin leerlo en su original o en una traducción reconocida. Lo que se leyó en una copia o en una fuente secundaria se marca así, y lo que no se pudo leer no entra: se dice en el límite honesto. La Biblia va en la Reina-Valera Antigua y el Corán en la traducción de Julio Cortés; las demás traducciones al español son de esta edición, con el texto del que se han hecho al lado (0.3). Donde ese texto no está a mano, lo que dice va contado con otras palabras, sin comillas. Los hadices (Sahih al-Bujari y Sahih Muslim) se leyeron en una copia de datos de la colección, en árabe y con las traducciones inglesas de Muhsin Khan y de Siddiqui, y no en una edición impresa: por eso van como fuente secundaria. Releerlos en la misma copia no es otra lectura, y la numeración de los hadices cambia de una edición a otra; subirán a fuente primaria cuando se cotejen con una edición impresa.
Este anexo dice:
F.1 la Biblia;
F.2 el islam, Persia y la tradición rabínica;
F.3 China;
F.4 el antiguo Oriente, Egipto, Grecia y Roma, con los tres textos del pan propio que faltaban en 3.1;
F.5 la India;
F.6 África, América y Oceanía;
F.7 los órdenes de costumbre de los pueblos que se dieron su orden por su cuenta;
F.8 errar el blanco, en una tercera lengua;
F.9 y las reglas del juego de la vida: los pasajes de 3.7, tradición por tradición.
F.1 La Biblia
La idea: la Biblia pone al rey bajo la ley y no por encima de sus hermanos, y acusa al pastor que se apacienta a sí mismo.
P1. El rey no amontonará riquezas y llevará consigo la ley: «ni plata ni oro acrecentará para sí en gran copia. Y será, cuando se asentare sobre el solio de su reino, que ha de escribir para sí en un libro un traslado de esta ley […] y leerá en él todos los días de su vida […] Para que no se eleve su corazón sobre sus hermanos»◦. Y el profeta acusa a los que mandan para sí: «¡Ay de los pastores de Israel, que se apacientan á sí mismos! ¿No apacientan los pastores los rebaños? Coméis la leche, y os vestís de la lana […] no apacentáis las ovejas […] sino que os habéis enseñoreado de ellas con dureza y con violencia»◦. El que quiera ser grande, que sea servidor (Mt 20:25-26), en 3.2.
P2. El diezmo del rey (1 Sam 8) y el yugo de Roboam, que dividió el reino (1 R 12), en 3.2 y en 6.2. Son una sola historia: cuentan como una pata (3.2).
P3. El descanso del séptimo día, también para el siervo (3.2), lleva su razón: «Y acuérdate que fuiste siervo en tierra de Egipto»◦.
P4. «No tendrás en tu bolsa pesa grande y pesa chica. No tendrás en tu casa epha grande y epha pequeño. Pesas cumplidas y justas tendrás»◦. Lv 19:36 y Pr 11:1, en 3.2.
P5 y P8. Zaqueo, recaudador de impuestos, devuelve lo exigido de más: «si en algo he defraudado á alguno, lo vuelvo con el cuatro tanto»◦. Lo dado a guardar (Ex 22:7-8, que trata del mismo caso que el §124 de Hammurabi: no cuenta aparte de Mesopotamia), el soborno que ciega (Ex 23:8) y «No exijáis más de lo que os está ordenado» (Lc 3:13), en 3.2.
P6 y P7. El perdón de las deudas y la usura, en 3.3; «cada uno morirá por su pecado» (Dt 24:16), en 3.2.
P9. Las cargas que no se pueden llevar (Lc 11:46), en 5.2; y Mt 23:4, en 3.2.
La pata coja: la usura permitida con el extranjero (Dt 23:19-20), en 3.3.
F.2 El islam, Persia y la tradición rabínica
La idea: el Corán, la Mishná, el Talmud y el Avesta repiten los nueve principios, y la tradición rabínica da la regla más directa contra las cargas imposibles; las tres tienen su pata coja.
P1. El gobernante existe para el pueblo. 
Persia: «que nos gobiernen buenos gobernantes, no malos»◦. Y la plegaria Ahuna Vairya: «el Reino es para Ahura, que dará al pobre quien lo sustente»◦.
El islam: «¡No obedezcáis las órdenes de los inmoderados, que corrompen en la tierra y no la reforman!»◦. Y: «Mi alianza no incluye a los impíos»◦, dicho del liderazgo prometido a Abraham; aplicarlo al gobernante civil es lectura.
Un hadiz (fuente secundaria): quien recibe de Dios autoridad sobre un pueblo y no lo cuida con honradez «nunca sentirá ni siquiera el aroma del Paraíso»◦.
«¿Creéis que os doy autoridad? Servidumbre os doy» (Talmud, Horayot 10b), en 3.2.
P2. Impuestos moderados. 
Hadices (fuente secundaria): al enviar a Muadh a recaudar al Yemen, el Profeta le mandó guardarse de tomar lo mejor de los bienes de la gente y temer la súplica del oprimido, porque entre ella y Dios no hay velo (Sahih al-Bujari 1496); y en otro, el cobrador de tributo abusivo (sahib maks) aparece como modelo del pecador más grave (Sahih Muslim 1695).
La caja de los aduaneros sin tasa fija, que se presume robada (Mishná y Talmud, Bava Kamma), en 3.2.
P3. No quitar al pueblo su tiempo. 
La tradición rabínica: quien contrata jornaleros y les manda madrugar y trasnochar donde no es costumbre «no está autorizado a obligarles»◦. «Y no siervos de siervos» (Bava Metsiá 10a), en 3.2.
El islam: Dios «ha establecido la noche para vosotros para que descanséis y el día para que busquéis Su favor»◦; y ha «hecho de vuestro sueño descanso […] del día medio de subsistencia»◦.
P4. Pesas y medidas justas. 
El islam: el profeta Suayb a los madianitas: «¡Dad la medida y el peso justos, no defraudéis a los hombres en sus bienes! ¡No corrompáis en la tierra después de reformada!»◦; y lo mismo en 11:84-85, 26:181-183 y 17:35.
Los defraudadores (Corán 83:1-3) y la balanza limpia en cada pesada (Mishná, Bava Batra 5:10), en 3.2.
P5. Devolver lo confiado. 
El islam: «Si uno confía un depósito a otro, debe el depositario restituir el depósito en el temor de Alá»◦. Corán 4:58 y 8:27, en 3.2.
Persia: «no rompas el contrato, ni el que hiciste con un infiel ni el que hiciste con uno de tu fe»◦. El préstamo no devuelto, que «roba la cosa y despoja al hombre» (Vendidad 4.1), en 3.2.
La tradición rabínica: lo robado se devuelve «aunque sea hasta Media» (3.2) y, si la víctima murió, a sus herederos◦.
P6. Contra la usura; perdonar las deudas. El Corán y la Mishná, en 3.3. Y un hadiz (fuente secundaria): en su sermón de despedida, el Profeta declaró abolida la usura de la época de la ignorancia, y la primera que anuló fue la de los suyos (Sahih Muslim 1218).
P7. Cada uno responde de lo suyo; examinar antes de castigar. 
El islam: «Nadie cargará con la carga ajena» (Corán 6:164, en 3.2) se repite en 17:15 y 35:18; y «el hombre sólo será sancionado con arreglo a su propio esfuerzo»◦. «Examinadla bien» (49:6), en 3.2.
La tradición rabínica: interrogar a fondo a los testigos y ser pausados en el juicio (Avot 1:9 y 1:1), en 3.2; y la Mishná tiene por digno de alabanza a todo el que multiplica las comprobaciones (Sanedrín 5:2).
P8. El castigo no es un negocio; contra el soborno. 
El islam: el soborno a los jueces (Corán 2:188), en 3.2; y el Corán reprocha a quienes «devoran el soborno»◦.
La tradición rabínica: quien cobra por juzgar (Bejorot 4:6), en 3.2; y el Talmud enseña que la Torá prohíbe aceptar soborno aun para absolver al inocente y condenar al culpable (Ketubot 105a).
Un hadiz (fuente secundaria): al recaudador que se quedó con los regalos que le hicieron, el Profeta le preguntó por qué no se quedaba en casa de su padre y de su madre, a ver si le regalaban algo (Sahih al-Bujari 7174).
Lo que no se encontró: ninguna de las tres tradiciones tiene un texto expreso contra las multas como ingreso del poder (3.2).
P9. Más leyes, más pobreza. 
El islam: «Alá quiere hacéroslo fácil y no difícil»◦; el Profeta «les libera de sus cargas y de las cadenas que sobre ellos pesaban»◦; Dios «no os ha impuesto ninguna carga en la religión»◦. «Alá no pide nada a nadie más allá de sus posibilidades» (2:286), en 3.2.
Un hadiz (fuente secundaria): el mayor culpable es quien preguntó por algo que no estaba prohibido y, por su pregunta, quedó prohibido (Sahih al-Bujari 7289).
La regla más directa de todas: no se decreta una norma sobre la comunidad si la mayoría no puede cumplirla (Talmud, Avodá Zará 36a), en 3.2.
La pata coja, que se dice: 
El islam (fuente secundaria): ante gobernantes «con corazón de demonios», un hadiz manda: «aunque te azoten la espalda y te quiten tus bienes, debes escuchar y obedecer»◦. Choca de frente con P1 y P2, y van en la misma línea Muslim 1846 y 1855 y Bujari 7053. El límite que pone la propia tradición es que no hay obediencia en el pecado (Sahih al-Bujari 7144); pero ese límite es el pecado, no el mal gobierno ni el exceso de tributos. Obedecer «a aquellos de vosotros que tengan autoridad» (Corán 4:59), con su condición en 4:58, está en 10.1.
La tradición rabínica: «la ley del reino es ley»◦, aunque el propio Talmud la limita al recaudador con tasa fija. Avot 3:2 manda rezar por la paz del gobierno, porque sin el temor que inspira cada uno se tragaría vivo a su prójimo. Para unos sabios, el rey tiene permitido todo lo que 1 Sam 8 dice de él (el diezmo y los campos), y otros lo discuten (Sanedrín 20b). La Mishná dice que el camino del rey no tiene medida (Sanedrín 2:4). Y, contra P8, los sabios dan al rey los bienes de los ejecutados por el reino, frente a R. Yehudá, que los da a los herederos (Sanedrín 48b).
Persia: el Vendidad hace responsables a los parientes de quien rompe un contrato, contra P7 (Vendidad 4.5-10); su traductor, Darmesteter, anota que la tradición posterior cargó la pena solo sobre el culpable.
F.3 China
La idea: los clásicos chinos dicen que el gobernante existe para el pueblo, que el diezmo es la medida justa y que multiplicar los reglamentos anuncia la ruina; su pata coja, el legalismo, fundó el primer imperio.
P1. El gobernante existe para el pueblo. 
El tirano deja de ser rey: «he oído que se ajustició al sujeto Zhou; no he oído que se matara a un soberano»◦.
El gobernante es la barca y el pueblo, el agua: «el agua la sostiene y el agua la vuelca»◦.
«El Cielo ve como ve mi pueblo; el Cielo oye como oye mi pueblo»◦.
Los jefes no se pusieron para engrosar sus rangos y salarios, sino «para procurar el beneficio y quitar el daño a todo el pueblo»◦.
El Cielo instituyó al gobernante por causa del pueblo (Xunzi) y el pueblo es lo más valioso (Mencio 7B14), en 3.2.
P2. Impuestos moderados: el diezmo. 
En los tiempos antiguos, «en realidad todos eran el diezmo», y el señor sabio «toma del pueblo con límite fijo»◦.
Cargar más que el camino de los reyes sabios Yao y Shun «es un gran Jie o un pequeño Jie», es decir, un tirano◦. Cautela: «más del diezmo es tiranía» une este pasaje con 3A3; no es una frase literal.
A quien pide esperar al año siguiente para volver al diezmo: «si se sabe que es injusto, se deja de inmediato; ¿por qué esperar al año próximo?»◦. Lo compara con robar cada día una gallina al vecino.
El pueblo que pasa hambre por los impuestos (Daodejing 75), «¿por qué no el diezmo?» (Analectas 12.9) y el matiz de Mencio contra el impuesto demasiado bajo, en 3.2.
P3. No quitar al pueblo su tiempo. «Recaudar sin atender al tiempo es tiranía», palabras que Xunzi atribuye a Confucio◦. Mencio 1A5, Analectas 1.5 y Mozi, en 3.2.
P4. Pesas y medidas justas. 
Si el superior ama el lucro, los funcionarios toman de más y dan de menos, «sacando del pueblo sin medida»◦.
En el equinoccio «se unifican las medidas y se igualan las balanzas»◦.
«Los tiranos y los funcionarios corruptos siempre descuidan los linderos»◦.
Cuidar las pesas y medidas (Analectas 20.1, del libro 20, que una tesis tradicional tiene por tardío; también el Canon de Shun y el Yueling), en 3.2.
P5. Devolver lo confiado. 
Quien recibe los bueyes y las ovejas de otro para cuidarlos, si no encuentra pasto, ha de preguntarse: «¿los devolverá a su dueño?», o se quedará mirando cómo mueren◦.
Es noble aquel a quien «se le puede confiar un huérfano»◦.
Lo que no se encontró: una norma expresa sobre devolver depósitos.
P6. Perdonar las deudas. 
Feng Xuan perdonó las deudas del pueblo de Xue, «y quemó los contratos, y el pueblo gritó "¡viva!"», y dijo a su señor que así le había comprado la justicia◦.
«El sabio guarda la mitad izquierda del contrato y no reclama a los demás»◦. Cautela: el comentario de Wang Bi lee el carácter 徹, del mismo pasaje, como «vigilar las faltas ajenas», no como el tributo; leerlo como tributo es interpretación.
El duque Huan y los intereses de los pobres (Guanzi 83), en 3.3.
Lo que no se encontró: una condena expresa del préstamo con interés en el confucianismo, el taoísmo o el mohismo.
P7. Cada uno responde de lo suyo; examinar antes de castigar. 
En el buen gobierno del rey Wen, el castigo no alcanzaba a la mujer ni a los hijos del culpable◦.
«El castigo no excedía el delito»; en los tiempos de desorden, «si uno delinque, se extermina a los tres clanes»◦.
«Si todos lo odian, hay que examinarlo»◦.
Mencio 1B7 y el Comentario de Zuo, en 3.2.
P8. Contra el soborno. 
Entre los vicios del juez, «los sobornos», y quien incurre en ellos comete un delito igual al del reo; y «lo que se gana con los pleitos no es un tesoro»: acumula culpa◦.
Esperar a que el pueblo sin medios caiga en delito para castigarlo «es tenderle una red al pueblo»◦.
Ser parco en castigos y multas (Mencio 1A5), en 3.2. Lo que no se encontró: una frase expresa de que las multas no deben ser ingreso.
P9. Más leyes, más pobreza. 
Con el código escrito, «correrán los sobornos»◦; el mismo pasaje, «cuando un Estado va a perecer, multiplica sus reglamentos», está en 3.2.
«Cuantos más castigos, menos se vence el mal»◦.
Los gobernantes de hoy cargan pesos excesivos y castigan al que no puede; «sin bienes, [el pueblo] roba»: ¿a quién hay que culpar?◦.
Daodejing 57, en 3.2.
La pata coja: el legalismo (texto original comprobado). 
«Pueblo débil, Estado fuerte» y «castigo duro y culpa compartida» (Libro del señor Shang), en 3.2.
Shang Yang implantó la vigilancia mutua y la responsabilidad colectiva; a los que opinaban sobre las leyes los desterró, y después «nadie se atrevió a opinar sobre las órdenes»◦.
Han Feizi defiende «agravar las penas para prohibir el mal» y la recaudación «para llenar los graneros», y dice que la inteligencia del pueblo no sirve, porque es «como la mente de un niño de pecho»◦.
Es la escuela que fundó el primer imperio, el de Qin, y la tradición confuciana la tuvo siempre por la contraria del buen gobierno. Quién la escribió, y sus frutos, en 3.4.
F.4 El antiguo Oriente, Egipto, Grecia y Roma
La idea: desde los primeros códigos de Mesopotamia hasta Roma, el poder se justifica por proteger al débil; y de la misma época son los textos más antiguos del pan propio.
P1. El gobernante existe para el pueblo. 
El epílogo de Hammurabi repite el propósito de su prólogo (3.2): «para que el fuerte no perjudique al débil, para proteger a viudas y huérfanos»◦.
«El huérfano no será sometido al rico»◦; y Urukagina dice lo mismo de la viuda y el huérfano frente al poderoso.
Dios hizo para los hombres gobernantes, «un sostén para sostener la espalda del débil»◦.
La administración del Estado como una tutela (Cicerón) y los magistrados, servidores de la ley (Platón), en 3.2.
P2. Impuestos moderados. 
Empobrecer a los súbditos es recurso de la tiranía (3.2): en Siracusa, con Dionisio, por los impuestos, «en cinco años la gente había entregado toda su hacienda»◦.
Hay que esforzarse para que no haya que imponer el tributo «por la escasez del erario»◦.
Pisístrato «cargó al pueblo lo menos posible»◦.
P3. No quitar al pueblo su tiempo. Las pirámides (Aristóteles) y la máxima 11 de Ptahhotep, en 3.2.
P4. Pesas y medidas justas. 
En el Campesino Elocuente, «una balanza que se inclina» es la imagen de la injusticia; y «el engaño empequeñece la justicia; hay que dar buena medida»◦.
En Atenas, los inspectores de pesos y medidas, elegidos por sorteo, «vigilan que los vendedores usen pesos y medidas justos»◦.
«Toma medida justa de tu vecino y devuélvele con justicia la misma medida»◦.
La medida real justa de Ur-Namma, en 3.2. El § 108 de Hammurabi trata del precio del grano, no de pesas falsas, y no se usa.
P5. Devolver lo confiado. Hammurabi § 124 y la buena fe de Cicerón, en 3.2.
P6. Perdonar las deudas. Urukagina, Hammurabi y Solón, en 3.3. Solón prohibió además prestar con la persona del deudor como garantía◦.
P7. Cada uno responde de lo suyo; examinar antes de castigar. 
La razón da tiempo a las dos partes (3.2), porque «la ira se precipita»◦.
«Toma al hombre por sus actos»◦.
Platón, Merikare («guárdate de castigar injustamente») y Hammurabi § 9, en 3.2.
P8. Contra el soborno; el castigo no es un negocio. 
Hesíodo llama a los reyes «devoradores de regalos»◦; su «enderezad vuestras sentencias», en 3.2.
La ley dice: «no prestes ningún servicio a cambio de regalos»◦.
La ley endurecida «para aumentar el erario» (Tácito), en 3.2.
P9. Más leyes, más pobreza. Justo antes del pasaje de Tácito que está en 3.2, el mismo autor escribe: «y como antes el país sufría por sus vicios, ahora sufría por sus leyes»◦. Isócrates y Platón, en 3.2.
La pata coja (comprobada). 
Contra P7, el castigo por la culpa ajena: además del hijo del constructor (3.2), «se dará muerte a la hija de él»◦; y «a menudo toda una ciudad sufre por un solo malvado»◦. Séneca (De ira I, 19), en 3.2.
Contra P5: el depósito que no se devuelve al que ha enloquecido (Cicerón), en 3.2.
El pan propio: los tres textos que faltaban en 3.1. Que el pan se gana con el propio trabajo y no con el ajeno lo dicen ya los textos más antiguos de este bloque:
Sumeria: las Instrucciones de Shuruppak, de los textos literarios más antiguos que se conservan, mandan «no debes robar nada» y «hijo mío, no debes cometer robo»◦. Sus tablillas más antiguas son de hacia 2600 a. C., una fecha que su editor da como «no más que una sugerencia»◦.
Egipto: las Máximas atribuidas al visir Ptahhotep (V dinastía), que se conservan en el Papiro Prisse, una copia de hacia 2000 a. C., piden: «guárdate de la avidez» y «no codicies nada salvo lo que te pertenece»◦. La atribución a la V dinastía se discute: hay quien cree que se compusieron en el Reino Medio (Quirke, 2004; referencia hallada en Wikipedia, sin leer en su fuente). {completo} La traducción inglesa de Gunn dice lo mismo: «Be not covetous as touching shares, in seizing that which is not thine own property» (no seas codicioso en los repartos, tomando lo que no es tuyo; B. G. Gunn, The Instruction of Ptah-hotep [La instrucción de Ptahhotep], Londres, 1906, máxima 20).
El estoicismo: Musonio Rufo enseñó que «hay que trabajar y pasar fatigas con el propio cuerpo antes que depender de otro que lo alimente a uno»◦, y tuvo por el medio de vida más apropiado para el filósofo el que sale del campo◦.
Con ellos, el pan propio de 3.1 queda en ocho textos de seis civilizaciones (Sumeria, Egipto, Grecia, Israel, la India y el islam), a lo largo de unos tres mil quinientos años: de las tablillas de hacia 2600 a. C. a al-Bujari, que vivió entre 810 y 870◦. No todos son independientes: el Talmud comenta la Biblia, Musonio heredó a los griegos y el hadiz nombra a David. Pero al menos tres lo escribieron sin haberse leído entre sí: Grecia, Israel y la India (3.1).
F.5 La India
La idea: la épica, las leyes y el canon budista dicen que el rey que no protege es un ladrón y que el impuesto se recoge como la fruta madura; su pata coja es un manual para llenar el tesoro.
P1. El gobernante existe para el pueblo. 
El primer gobernante lo elige el pueblo para que censure y destierre a quien lo merezca, y le pagan «con una parte del arroz»; se llama «el Elegido del Pueblo» (3.2), y «rey» porque «regocija a otros con el Dhamma»◦.
«El rey que no protege a sus súbditos es en verdad un ladrón»◦.
El rey que dice a su pueblo que es su protector, y no lo protege o no puede, «debería morir a manos de sus súbditos unidos»◦. Cautela: es una salida violenta. La obra toma el principio, no esa salida: no exime de ninguna obligación (art. 9.1 de la Constitución), y su vía es la constancia escrita (capítulo 10).
El rey está bajo la ley, y con más carga: «donde a un hombre común se le multa con un karshapana, al rey se le multa con mil»◦.
Guru Nanak: «los reyes son tigres, y sus oficiales, perros»; y en la Corte del Señor, «los que traicionaron la confianza del pueblo quedarán deshonrados»◦.
El rey que no protege, «un rey muerto» (Manu VII, 143), en 3.2.
P2. Impuestos moderados. 
Bajo un rey de impuestos opresores, «sus súbditos, oprimidos por los impuestos, tomaron a sus mujeres y familias y vagaron por el bosque como fieras», y «donde había aldeas ya no quedaba ninguna»; y la estrofa: «de noche somos presa de los ladrones, y de día, de los recaudadores»◦. Cautela: la prosa es un comentario más tardío que la estrofa.
El impuesto se recoge como la fruta, cuando madura: «así se recogerán los ingresos cada vez que maduren […], para que no se dañe su fuente»◦. Es del mismo capítulo que su pata coja.
El florista y el carbonero (Mahabharata 12.72), el Kutadanta Sutta y la abeja de Manu, en 3.2.
P3. No quitar al pueblo su tiempo. 
Hay que proteger la agricultura «del acoso de las multas opresivas, del trabajo forzado y de los impuestos»◦. Cautela: el motivo que da el texto es fiscal.
En el jainismo, «sobrecargar» a personas y bestias es una falta contra el voto de no violencia◦. Respalda P3 de lejos.
El descanso del trabajador (Digha Nikaya 31) y el día al mes de Manu, en 3.2.
P4. Pesas y medidas justas. 
«Falsear el peso de lo que se compra o vende» es una falta contra el voto de no robar◦.
Kabir: «no miden con la cinta completa y cobran grandes sobornos»◦. Cautela: es una alegoría.
El asceta Gotama y las pesas (Digha Nikaya 1) y la revisión de Manu cada seis meses, en 3.2.
P5. Devolver lo confiado. 
El depositario que no devuelve el depósito, además de devolverlo, queda sujeto «a la pena del robo»◦.
Quien, al reclamarle la deuda, huye diciendo «¡no te debo nada!» es un paria◦.
Manu VIII, 180, y el Tattvartha Sutra 7.21, en 3.2.
P6. Contra la usura; perdonar las deudas. Manu, Vasishtha 2.42 y el Anguttara Nikaya, en 3.3. Y «la muerte del rey detendrá el interés del dinero prestado»◦: es lo más parecido a una remisión que hay en estos textos. {completo} En 2.48, el mismo texto fija tipos de interés según la casta; no se usa.
P7. Cada uno responde de lo suyo; examinar antes de castigar. 
«Al matar a un solo ladrón, mueren con él su mujer, su madre, su padre y sus hijos»◦: por eso el rey debe reflexionar a fondo antes de castigar.
Antes de castigar hay que averiguar el motivo, el tiempo y el lugar◦; y si se castiga a un inocente, el rey ayuna tres días◦.
Ashoka: «aun cumpliendo la ley, algunos son encarcelados, maltratados e incluso muertos sin causa»◦; y pide «igualdad en la ley y en las penas»◦.
El castigo sin la debida consideración lo destruye todo (Manu VII, 19), en 3.2.
P8. El castigo no es un negocio; contra el soborno. 
Donde el rey se abstiene de tomar los bienes del culpable (3.2), los hombres viven largo tiempo◦.
«No eres justo por juzgar con precipitación»◦; según el comentario, los versos nacen al ver a unos «señores de la justicia que aceptaban sobornos»◦.
Guru Nanak: «se hacen jueces y se sientan a impartir justicia […]; aceptan sobornos y niegan el derecho»◦.
El Kutadanta Sutta, en 3.2; la multa que se arroja al agua o se da a un brahmán (Manu IX, 244), en 3.4.
P9. Más leyes, más pobreza. Ningún texto indio lo dice directamente; lo que sigue es lectura. 
«Cuando los seres decaen y la verdadera enseñanza desaparece, hay más reglas»◦. Cautela: habla de las reglas de los monjes, no de las leyes civiles.
Mientras los vajjis «no dicten decretos nuevos ni deroguen los existentes» y sigan sus antiguos principios, prosperarán◦.
Al principio no había rey ni castigo (Mahabharata 12.59.14), en 3.2.
La pata coja (comprobada). 
El Arthashastra enseña a llenar el tesoro con falsos pretextos y con depósitos robados (3.2), pero el propio texto lo limita: son medidas «solo contra los sediciosos y los malvados», y hay que hacerlas «una sola vez y nunca dos»◦.
Contra P7: «estas son las dieciocho clases de tortura»◦; pero el mismo capítulo pide «pruebas concluyentes», y quien acusa a un inocente sufre la pena del robo.
Subir la carga poco a poco y dividir al pueblo (Mahabharata 12.89), en 3.2. {completo} La imagen del ratón que muerde sin que se note es un añadido que la edición crítica deja fuera (12.89.5d*0212); la subida gradual y la división sí están en el texto.
El rey, «una gran deidad» (Manu VII, 8), en 3.2; la exención de los sabios de los Vedas (Manu VII, 133), en 3.4; y el tesoro se llena «tomando de todos menos de los brahmanes»◦.
F.6 África, América y Oceanía
La idea: hawaianos, basutos, yorubas, iroqueses, ashanti, mexicas, incas y etíopes contaban de sí mismos que el jefe debe sostener al pueblo, y también dejaron escrita su pata coja.
Con cautela. Casi ninguna de estas fuentes es un texto indígena «puro»: Malo, Garcilaso y Johnson son autores nativos o mestizos formados en el cristianismo; Sahagún, Cortés, Casalis y Rattray, observadores europeos; la Kebra Nagast reformula la Torá; y Garcilaso escribe para defender a los incas, e idealiza. Valen como constancia de lo que esas tradiciones contaban de sí mismas.
P1. El gobernante existe para el pueblo. 
Hawái: el rey era el ejecutivo supremo, «pero solo mientras obrase con rectitud»◦; y «antiguamente el pueblo hacía la guerra a los malos reyes»◦. El deber del rey con el pueblo llano (XXXVIII, 67), en 3.2.
Los basutos: «los soberanos, en vez de ser sostenidos por la comunidad, son su principal sostén»◦, y deben, con sus rebaños, «alimentar a los pobres»◦.
Los yorubas de Oyó: el poder del rey «debe ejercerse dentro del límite de la constitución no escrita», y si es tiránico, el Basorun, «como portavoz del pueblo», propone su rechazo◦.
Los iroqueses: «esta sarta de wampum da al pueblo el derecho de corregir a sus señores extraviados»◦. El señor que no mira por el pueblo pierde su título (art. 19), en 3.2. La fecha de la Gran Ley se discute y su texto escrito es reciente: la versión que se cita es de 1916 (3.2, P1).
Los ashanti: entre las amonestaciones al jefe entronizado está «no queremos codicia», y no aceptar el consejo de los suyos «era causa legítima de destronamiento»◦.
Los mexicas: el señor es nombrado «padre y madre de este reino», y ha de sustentar al pueblo «como á niños que están en la cuna»◦.
Cautela: en Oyó y en la Gran Ley el remedio era violento (el veneno, la muerte a mazazos). La obra toma el principio, no esa salida (F.5).
P2. Impuestos moderados. 
Los incas: sus tributos «eran tan moderados» (3.2) que «parece que no recebían pechos ni tributos de sus vasallos, o los imponían para el provecho de los mismos vasallos», y se pagaban «solamente […] con su trabajo»◦; y «no era justo pedir a los vasallos lo que no tenían de cosecha»◦. Cautela: Garcilaso idealiza.
Hawái: el rey prudente acampa junto al camino y come la comida que trae, sin ordenar a los distritos que le den de comer◦; y varios reyes perdieron la vida «por sus crueles exacciones sobre el pueblo llano»◦.
«Mirad que no gastéis con profanidad los sudores y trabajos de vuestros vasallos» (Sahagún VI, cap. X), en 3.2.
P3. No quitar al pueblo su tiempo. Las tres citas son de un mismo autor, Garcilaso (que en una copia a Blas Valera): es un punto débil. 
El oficial debía al Estado «dos meses, y cuando mucho tres, los cuales cumplidos no era obligado a trabajar más»◦.
Había jueces en cada pueblo para que el pobre no tuviera que salir a pleitear, porque «muchas veces monta más esto que lo que van a pedir»◦.
La ley que mandaba trabajar «lo que le pertenecía y no más» (V, cap. XI), en 3.2.
P4. Pesas y medidas justas. 
En el mercado de Tenochtitlan, además de los oficiales que quebraban las medidas falsas (3.2), «no se ha visto vender cosa alguna por peso»◦.
El señor cuidaba el mercado «por amor de la gente popular […] para que nadie los hiciese fraude»◦.
P5. Devolver lo confiado (un punto débil). 
Si el animal del vecino entra entre tus bienes, «hazlo volver a él»; y si no sabes de quién es, cuídalo hasta saberlo, y entonces devuélveselo◦.
El súbdito que guarda los rebaños del jefe debe «presentarlos a su verdadero dueño» cuando este quiera◦; y el robo se repara con restitución y multa, en algunas tribus «de cuatro a uno»◦.
P6. Contra la usura. 
Tras dos años de hambre, Moctezuma rescató a los que habían sido vendidos y pagó a sus dueños el «doble del precio»◦. Cautela: es rescate de personas, no remisión de deudas.
La «ley de hermandad», la ayuda entre vecinos para sembrar y cosechar, «sin llevar paga ninguna»◦.
La Kebra Nagast contra la usura, en 3.3.
P7. Cada uno responde de lo suyo; examinar antes de castigar. 
El juez inca debía resolver «en oyendo las partes, dentro de cinco días»◦; al heredero del culpable no le quitaban el señorío (3.2).
Entre los basutos, el derecho del jefe sobre cada persona protege a los acusados «hasta que sus casos se hayan examinado conforme a derecho»◦, y «las causas se discuten siempre en público»◦.
Los jueces mexicas pedían primero «la pintura en que estaban escritas ó pintadas las causas», y después los testigos◦; y al señor se le aconsejaba: «antes debes quedar atrás en el castigo y ejecución del que no pasar adelante»◦.
P8. Contra el soborno; el castigo no es un negocio. 
Los incas no dejaban arbitrar al juez, porque «era hacer venales los jueces»◦; la pena sin multa ni confiscación y los jueces que reciben dádivas, «tenidos por ladrones», en 3.2.
Los jueces mexicas «no recibian cohechos», y a los que alargaban los pleitos «por los cohechos» los encerraban en jaulas◦.
«Cuando te pongas a juzgar, no ames los regalos, es decir, los sobornos»◦.
P9. Más leyes, más pobreza. No hay nada sólido; solo un apunte lateral: según Casalis, las leyes de los jefes son «en general, temporales», y por encima de ellas están «los usos y costumbres, que son las verdaderas leyes del país»◦. Es el orden de la obra: la costumbre por encima de la ley escrita (1.1). El matiz de Malo, que sin leyes todo dependía del capricho del rey, en 3.2.
La pata coja (comprobada). 
Contra P1: «solo una pequeña parte de los reyes y jefes gobernó con bondad; la gran mayoría se enseñoreó del pueblo»◦. La elección del señor mexica «por ordenación divina» y la resistencia de los jefes basutos a enriquecer a sus súbditos, en 3.4.
Contra P2 y P3: lo que los jefes hawaianos sacaban del pueblo era en parte impuestos y en parte «fruto del robo y la extorsión»◦, y el pueblo vivía «siempre cargado con una exacción u otra»◦. La «ley común» y la «ley casera» de los incas, en 3.2; y la misma ley mandaba comer «las puertas abiertas», para que los ministros de los jueces entraran a inspeccionar las casas◦.
Contra P6: el hijo empeñado por deudas entre los ashanti, en 3.3; y entre los basutos, los jefes se quedan a veces con toda una herencia «a cambio de un préstamo de mucho menor valor»◦.
Contra P7: por la culpa del mayordomo, echaban de la casa a sus hijos y parientes, y «la casa con toda la hacienda se aplicaba al señor»◦; y en la Kebra Nagast, «él, su mujer y sus hijos serán condenados»◦.
Contra P8: las multas ashanti como fuente de ingresos, en 3.2; el precio por librarse de la pena de muerte (atitodie) era «la suma que el jefe quisiera exigir»◦; y entre los basutos, la pena de muerte por homicidio se conmutaba, por lo general, «por la confiscación»◦.
F.7 Los órdenes de costumbre
La idea: pueblos que se dieron su orden por su cuenta coinciden en la tierra en común, la compensación del daño y la decisión en consejo; el parecido no prueba un mismo origen, pero muestra que el orden no nació con la ley de los Estados modernos.
La cautela, primero. Cuando culturas separadas por océanos y por siglos llegan a formas de orden parecidas, la antropología no da por hecho un origen común: «cuando hallamos rasgos culturales análogos en pueblos lejanos, la presunción no es que haya una fuente histórica común, sino que han surgido de forma independiente», escribió Franz Boas en 1896. Y el mismo Boas pone el límite: «los mismos fenómenos pueden desarrollarse de muchísimas maneras»◦, de modo que el parecido no prueba una misma causa. Con esa doble cautela se leen las tradiciones que siguen, cada una con su fuente.
Los inuit. «Los ancianos describen los maligait, las leyes naturales, como las leyes más fundamentales arraigadas en la sociedad inuit». El marco educativo del Gobierno de Nunavut los resume en cuatro: trabajar por el bien común, respetar a todos los seres vivos, mantener la armonía, y planificar y prepararse continuamente para un futuro mejor◦. Los maligait, junto con los piqujait y los tirigusuusiit, son lo que debía seguirse, hacerse o no hacerse; hoy se usan a menudo como equivalentes de «ley», aunque nacen de una perspectiva cultural distinta de la occidental◦.
Los lakota, la Gran Ley haudenosaunee y el calpulli mexica. Entre los lakota, pueblo de las llanuras de Norteamérica, la tierra era de todos: cuando un jefe vendió tierras sin consultar, el escritor lakota Luther Standing Bear dejó escrito que «la tierra no era suya, sino el coto de caza de todos los sioux»◦; el mismo autor valoró después la propiedad de los lotes individuales, y así se dice◦. La Confederación Haudenosaunee (iroquesa), de los Bosques del Este, en el norte del actual estado de Nueva York◦, fijó en su Gran Ley de la Paz que los clanes son «los únicos dueños y poseedores del suelo del país», que les corresponde «como derecho de nacimiento»◦, y que las mujeres «serán dueñas de la tierra y del suelo»◦: una propiedad colectiva, no privada. La fecha de la Gran Ley se discute y su texto escrito es reciente: la versión que se cita es de 1916 (3.2, P1). Cada nación tiene su consejo, con jefes elegidos por las madres de clan, y la Confederación busca la decisión unánime◦. En Mesoamérica, los mexicas organizaban su tejido social en calpulli: «barrio de gente conocida ó linaje antiguo», cuyas tierras «no son en particular de cada uno del barrio, sino en común del calpulli, y el que las posee no las puede enajenar»◦.
El derecho brehon (Irlanda). El derecho irlandés antiguo trataba los delitos sobre todo como daños que se saldaban con compensaciones (fuente secundaria): la restitución, la éraic por muerte o daño corporal, y otra multa según el precio de honor de la víctima (lóg n-enech, más tarde enechlann), que se graduaba por su rango◦. La cárcel, al modo de hoy, no era la vía: la retención por el rey fue su sustituto arcaico◦.
El xeer somalí. Es el derecho consuetudinario oral de los somalíes, y no hay uno solo: «cada grupo que paga mag, la compensación de sangre, tiene su propio cuerpo de derecho, plasmado en su código xeer». Los ancianos de los clanes son a la vez sus legisladores, sus ejecutores y sus jueces, y deciden teniendo en cuenta el delito, su pena prevista y el precedente◦. Sigue en uso: en 2024 la UNESCO inscribió en la Lista Representativa del Patrimonio Cultural Inmaterial el Xeer Ciise, «las leyes consuetudinarias orales de las comunidades somalíes issa de Etiopía, Yibuti y Somalia», con tres componentes: una constitución política que reparte el poder y los procesos de decisión, un código penal centrado en la reconciliación y la compensación, y un código de conducta social◦. No es una costumbre aislada: «la sharía islámica está en gran parte integrada en el desarrollo del xeer»◦.
Los Andes, los aborígenes australianos y Sudáfrica. En los Andes, el ayni y la mita sostuvieron una economía sin moneda: los incas «ni supieron arrendar, ni comprar ni vender, porque no tuvieron moneda»◦. Había ferias de trueque, que «ellos llaman Catu»◦, pero no producción para vender◦. El ayni es un servicio que se presta esperando una reciprocidad medida, entre iguales y vecinos; la mita, el trabajo «prestado» por turnos a la comunidad o al Estado◦.
El derecho consuetudinario aborigen australiano es el de pueblos que ocupan el continente desde hace «al menos 40.000 años»◦, y que hablaban unas 250 lenguas y más de 500 dialectos a la llegada de los europeos◦. Para ellos, «el Tiempo del Sueño es la Ley»◦. Sus songlines son «mapas orales del paisaje»◦ que transmiten la navegación, los territorios de los clanes y la Ley, incluida la que regula la tierra y cómo tratarse unos a otros◦.
Y en Sudáfrica, tras el apartheid, la Constitución de 1993 pidió «comprensión, no venganza; reparación, no represalia; ubuntu, no victimización»◦, y la Ley 34 de 1995 creó la Comisión de la Verdad y la Reconciliación◦.
El Althing, el derecho azteca, el mir, el Vinaya y la Yassa. El Althing de Islandia se estableció en Þingvellir en 930, y su ley se hizo sobre el modelo de la del Gulaþing noruego◦. Tenía poderes legislativos y judiciales, y la ley la hacía un cuerpo selecto dentro de la asamblea, la lögrétta: decidían jefes y jueces, ante la asamblea de hombres libres. Fue suprimido en 1800 y restablecido en 1845, como órgano consultivo, en Reikiavik◦.
El derecho azteca tenía tribunales escalonados: jueces ordinarios para los pleitos menores, y apelaciones ante doce jueces superiores que «sentenciaban con parecer del Señor»◦; un juez de barrio que, según Clavijero (siglo XVIII), «se elegía anualmente por los vecinos»; y el cihuacóatl, de cuyas sentencias no se podía apelar «ni aun al mismo rey»◦. Se juzgaba según «las leyes del reino, como las expresaban las pinturas»◦. Nezahualcóyotl, señor de Tezcoco en el siglo XV, «estableció ochenta leyes»◦.
El mir u obshchina rusa se gobernaba por la asamblea de aldea (mirskoi skhod), con pastos comunes; es una institución de origen incierto, sobrevivió a la emancipación de 1861, y el Estado se sirvió de ella para cobrar impuestos◦. El Vinaya budista regulaba la convivencia monástica con un código propio y siete principios para resolver las cuestiones legales, entre ellos la decisión por mayoría◦, aunque remite a la ley del rey para medir el robo grave◦. Y la Yassa de Gengis Kan mandaba, según Juvaini, «considerar todas las confesiones como una sola y no distinguirlas entre sí»; se escribía en rollos que «se guardan en el tesoro de los príncipes principales», y cada kan que subía al trono ajustaba a ellos sus actos◦. Es la ley de un conquistador, y entra con esa cautela.
El tikanga maorí. El tikanga maorí de Nueva Zelanda tiene valores y reglas, pero mandan los valores: «son esos valores los que dan la guía principal de conducta»◦. Entre ellos está el utu, que no es solo venganza: es reciprocidad (tau utuutu) y equilibrio, con instituciones como el muru, que trasladaba bienes a los agraviados por la falta de otro◦. En 2022, el Tribunal Supremo de Nueva Zelanda declaró por unanimidad que el tikanga ha sido y seguirá siendo reconocido en el desarrollo de su common law (derecho común de origen judicial), y la mayoría aceptó que el tikanga «fue el primer derecho de Aotearoa/Nueva Zelanda»◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: con la vara de la convergencia, que separa las patas independientes (1.4 y 3.1) de las piezas de refuerzo, cuentan como patas los pueblos que se dieron su orden por su cuenta: inuit, lakota, haudenosaunee, mexicas, irlandeses, andinos, aborígenes australianos y maoríes. Coinciden, cada uno leído en su fuente, en la tierra en común, la compensación del daño y la decisión en consejo. Quedan como refuerzo, porque no son costumbre propia e independiente: el Althing, que tomó la ley noruega; el xeer, que integra la sharía; el Vinaya, que es un código monástico; la Yassa, que es la ley de un conquistador; el mir, de origen incierto y del que el Estado se sirvió para cobrar; y el ubuntu, que llegó a la reconciliación por una constitución moderna. El parecido no prueba un mismo origen (Boas). Lo que sí muestran es que el orden no nació con la ley de los Estados modernos.
F.8 Errar el blanco, en una tercera lengua
La idea: el sánscrito, como el griego y el hebreo, nombra la falta con la imagen del tiro que yerra el blanco.
El griego y el hebreo de la Biblia nombran el pecado con una imagen de tiro (3.2). La tercera lengua es el sánscrito: el verbo apa-rādh significa «errar el blanco», ya en el Atharvaveda, y también «agraviar, ofender» y «pecar»; y su sustantivo, aparādha, «ofensa, transgresión, falta; error»◦.
Conclusión, lo que arrojan los datos: tres lenguas antiguas, el griego, el hebreo y el sánscrito, nombran la falta con la imagen del tiro que yerra: el error moral como una falta de dirección, que se puede corregir.
Lectura del autor: el Arca es el blanco (3.2); por eso la obra ofrece siempre una salida para rectificar antes de suponer mala fe (10.5).
F.9 Las reglas del juego de la vida, tradición por tradición
La idea: aquí están los pasajes de 3.7, en sus doce tradiciones, cada uno con su fuente: qué se dio, qué se perdió y por dónde se vuelve; los del cribado, que el camino lo anda cada uno, el aviso antes de la consecuencia y quién la ejecuta; los del remate, que todo se ve y, en la mayoría, todo queda escrito; los del séptimo sello, tal como lo dice el texto; los del ungido; y dónde el texto dice algo distinto de lo que se esperaba.
Cómo se leyó. Un agente buscó los textos el 12-oct-2026 y la obra comprobó por programa que cada frase está tal cual en su archivo: 188 de 188. Para el cribado se leyeron después, el mismo día, tres lotes más con dos preguntas nuevas (si hay aviso antes de la consecuencia y quién la ejecuta), y se comprobaron igual: 456 de 456 frases. Para el remate se leyó, el mismo día, un lote más con otra pregunta (si todo se ve y si todo queda escrito), y se comprobó igual: 209 de 209 frases. Los del séptimo sello salieron de un encargo más, el 12-oct-2026, en la Reina-Valera Antigua, con el griego de la edición SBLGNT y el hebreo del códice de Leningrado, todo ya en local, y se comprobaron igual: 119 de 119 frases. Los del ungido salieron de dos lotes más del mismo encargo (D y E), el 12-oct-2026, y se comprobaron igual por programa. Lo que ya está en un capítulo no se repite: se nombra, con su remisión. La Biblia va en la Reina-Valera Antigua, el Corán en la traducción de Julio Cortés y el Popol Vuh en el castellano de Ximénez; las demás traducciones al español son de esta edición, con el texto del que se han hecho al lado (0.3). Todo es nivel A (original leído), salvo Génesis Rabbah 21, que va en una versión inglesa sin traductor nombrado: fuente secundaria. Los pasajes enteros, tradición por tradición, están en «Lo extenso».
Lo que dice de otro modo, tradición por tradición.
La Biblia: Ezequiel 47:12, que se esperaba que nombrara el árbol de la vida, no lo nombra en la Reina-Valera: habla de árboles de comer junto al arroyo que sale del santuario, con hojas para medicina; el árbol de la vida con hojas para la sanidad de las naciones está en el Apocalipsis (Ap 22:2). Lc 17:21 dice entre vosotros, no dentro de vosotros. Y Ap 22:14 dice que se llega al árbol de la vida guardando sus mandamientos; las variantes del griego no se han mirado.
La tradición rabínica: Génesis Rabbah 21 comenta la espada que guarda el camino del árbol de la vida, y los sabios la leen como la espada de la Torá, pero no dice que ese camino sea la Torá.
Persia: el Vendidad 2 no habla de elegir: cuenta que Yima no quiso predicar la Religión. La elección está en el Yasna 30.
La India y el budismo: la Bhagavad Gita, en sus versos 4.1 a 4.3, sin que se pidiera, dice que la enseñanza se perdió con el tiempo. Y el Dhammapada 276 dice, en la traducción de Müller, que los Budas are only preachers (son solo predicadores), no que solo señalan el camino.
China: el Daodejing 38 tiene cuatro peldaños tras la pérdida del Tao, no tres: tras la benevolencia viene la justicia, y después los ritos. Y la frase que se buscaba como Analectas 15.29 lleva el número 15.28 en la numeración de Legge.
Mesopotamia: lo que Gilgamesh pierde es la planta de la vida, no unas instrucciones.
Egipto: el traductor de Ptahhotep escribe Truth (Verdad) y justice (justicia) donde se esperaba Maat: la palabra no aparece en su traducción. De la Enseñanza para Merikare solo se leyó el resumen de Budge, y ni ella ni Amenemope hablan, en lo leído, de perder el camino.
Grecia: Jowett traduce aidós por reverence (reverencia), no por pudor, y su traducción no trae la numeración de Stephanus: por eso los pasajes de Platón se citan por su mito, salvo los del Protágoras que pide el cribado, que se leyeron también en el griego de Burnet, que sí la trae. Y donde Jowett dice que Zeus manda dar muerte a el que no tenga parte en la reverencia y la justicia, el griego dice el que no pueda participar (τὸν μὴ δυνάμενον). Y Hesíodo, sin que se pidiera, da la ley que Zeus dio a los hombres (Trabajos y días 276-280).
América: el resumen de Spence (1908), que la obra tenía, no trae la imagen del espejo: está en el castellano de Ximénez, que se leyó para esto.
Límite honesto de la prueba
La convergencia no es unanimidad. Cada bloque tiene su pata coja, y se dice entera; algunos principios son débiles en algún bloque: P3 en América (tres citas de un mismo autor), P5 en África y América, y P9 en la India y en África, América y Oceanía, donde ningún texto lo dice directamente. Ninguna tradición tiene un texto expreso contra las multas como ingreso del poder.
La salida violenta no es la de la obra. Algunos textos admiten acabar con el mal gobernante (Mencio 1B8, Mahabharata 13.60.20, Oyó y la Gran Ley iroquesa). La obra toma el principio, no esa salida: no invita a desobedecer, y su vía es la constancia escrita (capítulo 10).
Los hadices se leyeron en una copia de datos, no en su edición impresa: van como fuente secundaria hasta cotejarlos. Y quedan sin examinar con la prueba de quién escribe la pata coja (3.4) los hadices de obediencia, los textos rabínicos de la pata coja y el Avesta.
Lo que no se leyó no entra. Los agentes que buscaron los textos trajeron otros que no se leyeron en su fuente: el Popol Vuh (para los principios del Arca; se leyó después para otras cosas: 2.3 y F.9), Grinnell sobre los cheyenes, la Constitución de Hawái (la ley del remo astillado), la Fetha Nagast, un estudio del xeer de 2023, la Udyoga Parva 5.34, la Sabha Parva 2.5, la Brihadaranyaka 1.4.14, el edicto en roca 6 de Ashoka y los Angs 1032 y 145 del Guru Granth Sahib. Y dos que serían pata coja de P6, contra la cancelación de deudas: Cicerón, De officiis II, 78 y 84, que no apareció en la copia del latín, y Platón, Leyes V. No se encontraron el edicto de Ammisaduqa, cuyas traducciones tienen derechos de autor, ni la frase de Urukagina sobre «el recaudador de impuestos» que circula, que solo está en fuentes secundarias.
Los órdenes de costumbre se leen con la cautela de Boas: el parecido no prueba un mismo origen. El juez de barrio elegido por los vecinos es de una sola fuente, del siglo XVIII (Clavijero), y Zorita, del siglo XVI, dice que los jueces de las cabeceras eran «hombres escogidos para ello» por los señores. Y que el Althing sea «uno de los parlamentos más antiguos del mundo» no entra: no se ha leído su fuente.
De la tabla de errar el blanco quedan fuera dos filas que tenía la pieza, quitadas al leerlas en los diccionarios: la budista, porque akusala, que la pieza daba por «no maldad», es también «demérito, pecado»◦; y la japonesa, porque giri nombra el deber, no la falta.
Dónde se oye la defensa del Estado
La defensa del Estado frente al Arca, y lo que la obra le responde, se oyen en el juicio (capítulo 11):
en las cuestiones previas (11.2): «El Estado es aconfesional» (n.º 5) y «Tres pilares son pocos, y la convergencia es una selección interesada» (n.º 9);
y en el cargo 1 («La ley humana, primera fuente»).
Las que miran al capítulo 3, en su lugar (3, «Dónde se oye la defensa del Estado»).
Para recordar
Los nueve principios del Arca se leen en seis bloques de tradiciones, cada texto con su fuente; los más fuertes están en el capítulo 3, y aquí, todos los demás.
Cada bloque tiene su pata coja, y se dice.
El rey que no protege es un ladrón, y el tirano deja de ser rey; la obra toma el principio, no la salida violenta.
El pan propio lo mandan ocho textos de seis civilizaciones, desde las tablillas de Shuruppak.
Pueblos que se dieron su orden por su cuenta coinciden en la tierra en común, la compensación del daño y la decisión en consejo: el orden no nació con la ley de los Estados modernos.
Tres lenguas antiguas llaman a la falta errar el blanco: un tiro que se puede corregir.
Las reglas del juego de la vida, en doce tradiciones: qué se dio, qué se perdió y por dónde se vuelve, cada pasaje con su fuente (F.9).


Anexo G. Cómo se hizo esta obra, para repetirla en otro país
Primera versión: 7 de octubre de 2026 · Última revisión: 13 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 14 · Citas leídas en su fuente: 6
En pocas palabras:
El método de esta obra no es de España: se puede repetir con la Constitución de cualquier país. Cambian las fuentes, no el método.
Tres reglas lo sostienen: bajar primero todas las fuentes y trabajar con ellas en local, no volver a comprobar lo ya comprobado y poner a cada dato su nivel de prueba (A, B o C).
Son siete pasos, del criterio a la fe de erratas, y cada uno se hace una sola vez para toda la obra.
Doce trampas ya costaron tiempo; cada una lleva su regla. Algunas fueron errores de las propias herramientas de inteligencia artificial.
Cuatro citas que circulaban mal quedaron corregidas con su texto original.
El autor cuenta cómo empezó: por una experiencia personal y por haber estudiado, una por una, las teorías del movimiento soberano. Es palabra suya, y va marcada como tal.
El método es anterior a la obra: el autor lo dejó escrito, con fecha, en sus conversaciones con una inteligencia artificial, entre enero y marzo de 2026 (G.8). También es palabra suya.
G.0 Para qué sirve este anexo
La idea: lo que se hizo con la Constitución de España se puede hacer con la de cualquier país, y aquí está cómo.
Nada en este método es específico de España. Se puede aplicar, con el mismo rigor, a la constitución escrita de cualquier país◦. Lo que cambia son las fuentes (su boletín oficial, su tribunal constitucional, su estadística nacional); lo que no cambia es el orden en que se trabaja y la regla de que ningún dato entra sin su fuente.
Los dos propósitos. Este anexo sirve para dos cosas. La primera, explicar cómo se hace un trabajo así, con tantos datos repartidos entre instituciones y textos religiosos, filosóficos e históricos, para que quien quiera repetirlo tenga una guía y ganas de hacerlo. La segunda, que el Estado tenga también un referente.
Lectura del autor (palabras del autor, 6-oct-2026; es lectura, no dato): la obra se hacía al principio a trozos, como quien se lava un brazo por la mañana, el otro por la tarde y un pie cada día, y por eso costaba cada vez más. La salida fue agrupar lo que va junto y hacer cada trabajo una sola vez (G.2). El autor ve en ello el mismo problema del Estado: se ha fragmentado tanto que se vuelve ineficiente y necesita cada vez más recursos. La obra mide una parte, el volumen de normas que cada persona debería conocer (5.2); que la fragmentación sea la causa de la ineficiencia y del gasto es una deducción suya. Lo mismo vale para cada persona: agrupar lo que hace y hacerse preguntas. Cada uno encuentra su camino, como la obra encontró el suyo. Y el autor deja en el aire esta reflexión, en forma de preguntas directas, para cada uno: Ahora que nadie te mira y ves tu reflejo interior, la pregunta que surge: ¿cuáles serán tus frutos? ¿Qué vas a hacer tú?
La obra la hizo una persona con ayuda de herramientas de inteligencia artificial: Claude Code, Sofía (el asistente de inteligencia artificial de Google) y NotebookLM (0.2). Esas herramientas se equivocan, y a veces mucho (G.3, n.º 6 a 8); por eso el método no descansa en quién trajo un dato, sino en que se compruebe en su original.
Este anexo no promete ningún plazo. Lo que se tardó esta vez se cuenta, con sus fechas, en G.7.
G.1 Las tres reglas
La idea: tres reglas evitan volver a hacer lo mismo y dejan a la vista cuánta prueba hay detrás de cada dato.
R1. Primero la biblioteca local, entera. Cada fuente primaria se baja completa, una sola vez, con su índice y su fecha, y se trabaja con ella en el ordenador. Una consulta suelta en internet obliga a volver una y otra vez; copiar solo un artículo o un trozo es un apaño, y vale más la página o el archivo entero. Cada lote de documentos lleva su índice, con la dirección, la fecha y el pasaje leído. La biblioteca de esta obra tiene hoy unos 3.000 documentos originales.
R2. El «check-in»: lo comprobado no se vuelve a comprobar. Cada dato comprobado queda en un registro, con su texto literal y su lugar. Antes de leer nada se busca allí, y lo que ya tiene marca no se relee. A 7-oct-2026, el registro de esta edición tiene 1.700 datos y citas con su fuente.
R3. El patrón de los niveles. Cada dato lleva su nivel de prueba, que no hay que confundir con las tres puertas de lectura de 0.3:
A: leído en el original (la ley, la sentencia, el documento oficial).
B: fuente secundaria fiable, o varias que coinciden; se marca en el texto.
C: sin verificar. No entra: queda en la lista de flecos, para leerlo en su fuente.
Así sale el recuento de esta edición:
	capítulo
	datos y citas con fuente
	de ellos, nivel B

	7. La auditoría
	109
	5

	8. Los frutos
	166
	4

	10. Las puertas
	145
	0

	9. El dictamen
	105
	25

	Toda la edición
	1.700
	54



Conclusión, lo que arrojan los datos: de los 1.700 datos y citas con fuente, 1.646 (96,8 %) son de nivel A y 54 (3,2 %) de nivel B. Los de nivel B son enciclopedias, estudios académicos, prensa y documentos que solo se leen a través de otro; 25 de ellos están en el capítulo 9, que cuenta casos históricos de otros países. Los capítulos que se apoyan en la ley, las sentencias y la estadística oficial (7, 8 y 10) suman 420 datos y solo 9 de nivel B.
Lectura del autor: el mapa de niveles dice dónde un argumento es fuerte y dónde es débil, y por eso cada dato lleva el suyo. Quien repita la obra con otro país encontrará, cree el autor, lo mismo: lo que sale A es lo que está escrito en la ley y medido por el propio Estado; lo que baja a B o a C suele ser la prensa, la frase sin dueño y el dato de quien tiene interés.
G.2 Los siete pasos
La idea: siete pasos, en este orden, y cada uno una sola vez para toda la obra.
	paso
	quién
	qué se hace
	qué sale

	0. La pregunta y la vara
	el autor
	decide qué quiere probar y con qué criterio; la vara, antes de mirar los datos (0.5)
	la pregunta y el criterio

	1. La biblioteca local
	el buscador, persona o programa
	baja, íntegros y una vez, el boletín oficial, la constitución, las sentencias, la estadística y el tribunal de cuentas
	los originales, con su índice y su fecha

	2. El inventario
	un programa
	numera cada párrafo con un código; nada se borra en silencio
	el inventario de procedencia

	3. La criba
	un programa, revisado con una muestra
	marca qué afirmaciones necesitan prueba (cifras, citas, plazos, artículos) y mira también lo que deja fuera
	la lista de lo que hay que comprobar

	4. La comprobación
	el verificador
	abre cada fuente una vez para toda la obra; copia el texto literal y el lugar; da el nivel A, B o C
	el registro de lo verificado y la fe de erratas

	5. La redacción
	el redactor
	escribe solo con A y B, en tres capas: los hechos, la conclusión de los datos y la lectura del autor (0.3)
	los capítulos

	6. Las dos caras
	el abogado del diablo
	escribe la mejor defensa del Estado y el límite honesto de la prueba
	la defensa y los contrapuntos

	7. Publicar y corregir
	el autor
	enlaza todo al final, una sola vez, y lleva una fe de erratas viva
	la obra enlazada y su lista de correcciones



Los pasos se agrupan en cuatro trabajos que no se mezclan: ordenar (paso 2), comprobar todo agrupado por fuente (pasos 3 y 4), redactar (5 y 6) y enlazar al final (7). El 6-oct-2026, cuando la obra llevaba semanas comprobándose capítulo a capítulo, el autor dijo: «esto que ya lo comprobé cinco veces se está volviendo infinito». De ahí salió el orden de arriba: cada fuente se abre una vez, y esa lectura sirve a todos los capítulos donde aparece.
G.3 Las trampas que ya costaron
La idea: estas doce trampas ya costaron tiempo, y cada una dejó una regla; todas salen de lo ocurrido en esta obra.
La fuente manda: se dice lo que ella dice, literal y con su fecha. Lo que se saca de ella (la opinión del autor, una deducción, lo que concluyen estudios independientes) va aparte y marcado como tal (0.3).
Con las fuentes
1. Bajar lo que ya estaba. Ocho normas (entre ellas la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional y el Estatuto de los Trabajadores) se volvieron a bajar, cuando ya estaban en la biblioteca con otro nombre; y una entrada del diccionario jurídico, la de «presunción», se bajó dos veces. Al ordenar la biblioteca el 7-oct-2026, 67 grupos de documentos resultaron ser copias idénticas byte a byte, con 78 copias de más. Regla: antes de bajar nada, buscar en la biblioteca por el número y el nombre de la norma, o por la palabra; si dos copias son idénticas, se queda una; si son de otro año o de otra versión, se quedan las dos, cada una con su fecha. {completo} Las ocho: la LOTC, la LO 4/2015, el Estatuto de los Trabajadores, el EBEP, la ley del IRPF, la Ley 3/2015, la de Haciendas Locales y el TFUE. Dos pares de archivos que difieren en dos bytes (la Constitución y el Código Civil, de dos carpetas distintas) solo cambian un contador de la página: es el mismo texto. 
2. Una dirección de memoria puede ser otra norma. La dirección que se tenía por la de la ley de Clases Pasivas llevaba a una corrección de errores de 1985. Regla: al bajar, comprobar el título de cada página; si no es el esperado, no vale. 
3. El nombre del archivo engaña. Un archivo bajado como «STC 35/1995, policía judicial» era de verdad la STC 35/1995, pero no trata de la policía judicial: resuelve un amparo por un robo y reconoce el derecho a la presunción de inocencia, porque la condena se apoyó en «testimonios de referencia irregulares». Regla: el tema se comprueba en el texto, no en el nombre que le puso quien lo bajó; y el archivo se renombra con lo que contiene (el 7-oct-2026 se renombró). 
4. El documento vale para su fecha. De cinco documentos del Banco Santander, solo dos dicen su año en el texto (2021 y 2022); los de 2025 los fecha el propio archivo (sus metadatos), y así se dijo en B.5. Regla: antes de contar una fuente, leer su fecha (en el texto o, si falta, en el archivo, diciéndolo) y escribir para qué año vale; si se pregunta por lo vigente hoy, buscar la fuente que lo registre y, si no se alcanza, dejarlo a flecos. 
5. Una sentencia no dice lo que se cree que dice. Una frase entre comillas atribuida a una sentencia puede no estar en ella: «maniobras o estratagemas jurídicas tendentes a lograr un resultado opuesto al perseguido…» no está en la STS de 25-9-1996 sobre el abuso del derecho. Y una sentencia puede decir algo distinto de lo que se le atribuye: la STC 73/2017 no anuló la amnistía fiscal de 2012 por falta de urgencia, sino porque el decreto-ley no puede afectar al deber de contribuir. Regla: la cita se busca, literal, en la sentencia entera; y lo que decide una sentencia se lee en su fallo y en sus fundamentos. 
Con las herramientas de inteligencia artificial
1. El resumen no es la prueba. Una herramienta devolvía «¿se confirma?: sí» con un resumen. Al redactar el capítulo 9, tres frases se apoyaban en resúmenes y no en el texto, y se dejó solo lo que decía el pasaje. Regla: la prueba es el pasaje literal, con su archivo y su lugar; el resumen solo orienta. 
2. Lo que trae otra inteligencia artificial, sin verificar. El 4-ago-2026, en una sola ronda, aparecieron tres hallazgos: una cita falsa de Séneca, una atribución falsa a Zenón de Citio y un salto de categoría jurídica, al llamar «costumbre» a una convergencia moral entre tradiciones. De ahí salió la Regla de Oro: la señal de alarma es siempre la misma, «esto encaja demasiado bien con lo que necesito decir»; cuanto mejor encaja una cita con el argumento, más hay que desconfiar y comprobarla el doble. Regla: lo que trae otra herramienta no se escribe hasta leerlo en el original; mientras tanto, se guarda aparte. 
3. El programa que «mejora» lo que dice el texto. En el paso 2 bis (6-oct-2026), una regla automática que asignaba cada referencia a su ley por parecido de palabras cambió «Código Civil, art. 348» por el art. 348 del Código Penal (el de los explosivos), y en una de cada cuatro muestras se equivocó de ley. Regla: manda lo que dice el texto, es decir, la ley que nombra junto a la referencia; lo mecánico ordena, no corrige; y ninguna regla automática se da por buena sin mirar antes una muestra de lo que decide. 
Con lo que una herramienta no ve
1. La criba que no veía. El paso de comprobar se dio por terminado con 1.397 datos sin mirar (comillas simples, plazos, lo que dice cada artículo). Una herramienta solo ve lo que se le enseña a buscar. Regla: antes de decir «nada por verificar», mirar a mano una muestra de lo que la criba deja como «sin nada que comprobar». 
2. Un número que aparece no es una prueba. «90,3 %» salía «cubierto» porque estaba dentro de «4.090,3»; y de 147 sentencias «halladas», solo 10 eran el archivo de la sentencia, y el resto era su número citado en otro documento. Tampoco se veían los números enteros o escritos en letra («cuarenta y cuatro años», «quince días»). Regla: la fuente es el documento mismo, no una mención suya; y cada número, también el entero y el escrito en letra, se busca entero en su fila. 
Con el orden del trabajo
1. Una cifra corregida en un sitio y vieja en otros. El 3 y el 4-oct-2026, al cruzar los bloques de la obra, aparecieron cifras viejas. La solución es la que se adoptó: cada errata va a la fe de erratas (un archivo vivo con el código del párrafo, lo que decía, lo que dice la fuente y dónde se halló), la edición lleva siempre la versión buena y el archivo antiguo no se toca. Regla: al corregir una cifra, se busca en toda la obra. 
2. «No entra» no es «fuera». Hay dos motivos para que algo no entre, y no son lo mismo. Si no viene al caso o no aporta nada, queda fuera, y es fuera. Si le falta su fuente, el texto de lo que dice o algún dato, va a la lista de flecos, para leerlo en su fuente y completarlo, y nunca queda fuera. Hubo notas que decían «fuera» de lo que solo le faltaba la fuente, y la lista de flecos no las recogía: se habrían perdido. Regla: lo que no entra por falta de fuente lleva su marca para que la lista lo recoja, y después de regenerar la lista se comprueba, código a código, que sale. Y lo que va a la lista no se resuelve uno a uno mientras se escribe, aunque cueste poco: al terminar la obra se agrupa para ver en qué fuentes convergen, y se investiga de una vez, descartando cada uno según se halla; el autor lo llama «investigación por optimización de datos». 
G.4 Los seis pasos con una Constitución
La idea: auditar una Constitución es comprobar, artículo por artículo, si lo que dice se cumple, con un hecho documentado y sin opinar.
1. Obtener el texto completo y vigente, artículo por artículo, sin resúmenes ni selecciones previas: la selección previa es el primer sesgo que hay que evitar. 
2. Dividirlo en bloques manejables (por títulos o capítulos) para no perder rigor por volumen. 
3. Para cada artículo, buscar con fuente primaria si hay un hecho documentado que confirme su cumplimiento, su incumplimiento, o si sigue en desuso o sin desarrollo legal; nunca conformarse con una impresión general. 
4. Marcar un hallazgo como especialmente grave solo cuando ya existe una declaración formal externa: una sentencia de un tribunal supremo o constitucional, una condena de un tribunal internacional, un informe de un organismo de control con una calificación explícita; nunca por criterio propio de quien audita. 
5. Verificar la cobertura completa al final: comprobar, artículo por artículo, desde el primero hasta el último, que ninguno se ha quedado sin ficha. 
6. Reservar toda lectura de conjunto para un cierre único, situado al final y declarado expresamente como interpretación, nunca mezclado con los hechos artículo por artículo. 
Lo que dio en España: la Constitución tiene 169 artículos y cada uno tiene su ficha; se cumplen 93, no se cumplen 69 y 7 quedan pendientes por falta de dato, y en 23 de los 69 incumplimientos ya había una declaración formal externa (7.1; anexo A).
Lectura del autor: la prueba no está en una opinión, sino en la línea de tiempo. La acumulación de poder sin control deja rastro, acto a acto y en presente continuo: normas publicadas, presupuestos, sentencias, tratados firmados y su cumplimiento. Todo ha quedado registrado, y por eso cualquiera puede auditarlo. Esta obra audita España; cada pueblo puede hacer su propia auditoría repitiendo el mismo proceso, para que quienes administran lo público recuerden lo que son: los administradores de la finca, nada más y nada menos. La finca es del pueblo. Y sin venganza: la responsabilidad es personal y se mide por los actos (1.4; 10.4), y lo que la obra ofrece al final no es castigo, sino rectificar y restituir (11.6).
G.5 La tabla de fuentes para cada país
La idea: en otro país se buscan las mismas clases de fuente, y cambia solo dónde está cada una.
	qué se busca
	en España, para esta obra
	en otro país, buscar

	El texto de la constitución y de las leyes, vigente
	el BOE (texto consolidado)
	el boletín oficial de ese país, o el sitio oficial de su parlamento

	Las sentencias
	el Tribunal Constitucional (su buscador de jurisprudencia), el Tribunal Supremo (CENDOJ), el Tribunal de Justicia de la UE (EUR-Lex) y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (HUDOC)
	su tribunal constitucional o supremo, y los tribunales internacionales a los que su país esté sujeto

	Las cuentas y el gasto
	el Tribunal de Cuentas, los presupuestos, la AIReF
	su tribunal de cuentas o la entidad que fiscalice sus cuentas públicas

	Las estadísticas
	el INE, el Banco de España, Eurostat, la Agencia Tributaria
	su oficina nacional de estadística, su banco central y su agencia tributaria

	Las declaraciones formales externas
	sentencias, condenas de tribunales internacionales e informes de organismos como el GRECO
	los organismos de control internacionales de los que su país sea parte

	Las palabras
	el Diccionario de la lengua española y el Diccionario panhispánico del español jurídico
	el diccionario de su lengua y el jurídico

	Los textos de las tradiciones
	los originales o una traducción reconocida (anexo F)
	los mismos: no dependen del país



Las llaves de cada sitio (comprobadas el 6-oct-2026; pueden cambiar): el BOE tiene un buscador de datos abiertos que da la dirección exacta de cada norma; el CENDOJ busca también en el texto completo de todas las sentencias; HUDOC da las fichas, y el texto solo en la lengua en que se dictó; EUR-Lex no deja bajar el documento fuera de un navegador. Regla: antes de adivinar una dirección, preguntar al buscador oficial.
No se ponen ejemplos de fuentes de otros países, porque esta obra no los ha leído. Quien quiera ayudar a completar la tabla para su país, con sus fuentes y su fecha, es bienvenido.
G.6 Lo que el método cazó
La idea: cuatro citas que circulaban mal se corrigieron comprobando el original.
Crisipo (Digesto 1, 3, 2). Circula como texto del Digesto la fórmula «lex est… recta ratio, tota ex mente divina profecta». No es el texto de Digesto 1, 3, 2: ni «recta ratio» ni «mente divina» aparecen en el libro 1 del Digesto, y la fórmula exacta tampoco está en De legibus I ni II de Cicerón; lo más parecido es De legibus II, 10 («la ley verdadera y primera […] es la recta razón del sumo Júpiter») y I, 33. Lo que sí dice Digesto 1, 3, 2 es que Crisipo empieza así su libro sobre la ley: «la ley es reina de todas las cosas divinas y humanas», en griego◦.
Ulpiano (Digesto 1, 1, 1). Se atribuye a Ulpiano «Est enim unum ius, quo devincta est hominum societas…», pero es de Cicerón: «Hay, en efecto, un solo derecho, que mantiene unida la sociedad humana y que estableció una sola ley, que es la recta razón al mandar y al prohibir»◦. Lo que Ulpiano dice de verdad es otra cosa: «derecho natural es el que la naturaleza enseñó a todos los animales, pues este derecho no es propio del género humano, sino común a todos los animales que nacen en la tierra y en el mar, y también a las aves»◦. Su derecho natural incluye el instinto compartido con los animales, no solo la razón moral humana: un matiz que lo distingue del concepto de la ley natural de Cicerón y de Aquino.
Bentham («la mayor felicidad del mayor número»). La frase no aparece en ningún punto de Introducción a los principios de la moral y la legislación (1789): lo dice el estudio de J. H. Burns◦ y se comprobó en el texto de 1789. Está en el prefacio de A Fragment on Government (1776): «la mayor felicidad del mayor número es la medida de lo justo y de lo injusto»◦. Burns añade que la frase no reaparece en sus obras publicadas durante más de cuarenta años, aunque en algunas publicaciones intermedias aparecen frases muy próximas (según una propuesta de Shackleton, de 1972). Lo que sí abre el texto de 1789 es otra frase: «la naturaleza ha puesto a la humanidad bajo el gobierno de dos amos soberanos, el dolor y el placer»◦.
«Sine causa nulla obligatio» (Celso). Un informe de partida daba como máxima romana «sine causa nulla obligatio». La máxima romana que está comprobada es la de Celso: «no hay obligación alguna de cosas imposibles»◦. Es el lema que recoge el Diccionario panhispánico del español jurídico, que añade que se lee a menudo con «m» (impossibilium), que ambas formas son correctas en latín y que la «n» es más exacta, por la edición de Mommsen. El Código Civil español recoge la regla en el art. 1272 («no podrán ser objeto de contrato las cosas o servicios imposibles») y en el art. 1184. Que «sine causa nulla obligatio» no figure en ninguna fuente romana primaria no se ha comprobado todavía. Las máximas latinas que sí están comprobadas, en H.10.
G.7 El recorrido del autor, y cuánto tardó
La idea: la obra empezó aplicando el método a las propias creencias del autor; esto es lo que él cuenta, y lo que consta en archivos con fecha va aparte.
Lectura del autor (palabra del autor, experiencia personal: no es un dato comprobable ni acusa a nadie):
Empezó en agosto de 2025, por un hecho personal que el autor prefiere no detallar. Se le acusó injustamente, dice, y lo vivió con varias maniobras que le parecieron muy feas. Cuenta que a quien le acusaba el Estado le puso abogado gratuito, mientras él entraba en «los engranajes de la maquinaria», y que cada vez que le ha tocado defenderse le ha costado dinero, entre abogado y procurador.
Ha sido empresario y autónomo toda su vida, y ha visto cómo hay quien intenta aprovecharse del sistema y ponerlo a trabajar a su favor. De ahí un sentir que ya traía: que el Estado funciona como «una máquina de facturar», y que no pone a las partes en igualdad de armas. A su juicio, las demandas contra quien tiene algo que perder se admiten y avanzan más deprisa que las suyas: cuando demanda él, tardan mucho en admitirse y en llegar a juicio, y paga abogado y procurador; y cuando es al revés, todo va muy deprisa. Es su experiencia, no una estadística, y la obra no la presenta como dato.
Buscó entonces respuestas en vídeos de la web y se apuntó a un curso de soberanía, en línea. Allí conoció a su profesor, «una maravillosísima persona», y comprobó que toda la gente que buscaba en la soberanía había tenido el mismo problema que él, en distintos aspectos de la vida: no estaba solo, el problema era general. Habla de ellos como «gente maravillosa, gente de corazón», que ha sido su inspiración, igual que su profesor. Estudió varios movimientos soberanos y se apuntó a uno de ellos. Había muchos datos y muchas teorías, pero en la práctica no le daban una seguridad estructural: no se sentía amparado ni recogido.
Poco después de aquel primer incidente, la Administración le retiró una ayuda de la Seguridad Social que había recibido en la época del COVID, y se la reclamó varios años después. «Después de haber hecho un poco el ridículo», cuenta, empezó a estudiar por qué las cosas funcionan o no funcionan, y si son justas o injustas. Fue tumbando, una por una, las presunciones de aquellos movimientos, y comprobó que no tenían la fuente de la que decían salir (anexo E). Lo cuenta así: tenían el impulso, pero «no terminaba de funcionar», y los propios profesores reconocían con honradez que aún no habían descubierto el mecanismo. Él buscó la roca sólida donde se asentaban sus principios: «busqué sus raíces y no las encontré». Algo apuntaba bien, añade, pero no de la manera en que lo planteaban.
Vio también que, a ese ritmo, «tardaríamos 1.500 años en solucionar este problema», un cálculo suyo, no un dato. Y, como dice, «soy buen mecánico»: lleva más de 30 años en mecánica y electromecánica, entre estudios y trabajo, y su oficio le enseñó que, «para diagnosticar dónde estaba el fallo, no tenía que saltarme ningún paso y no dar por presunción cualquier cosa que la gente sosteniera»; de lo que no pudiera comprobar por sí mismo, no se podía fiar. Con esa mirada se preguntó cómo se construyó un Estado, qué lo sostiene y qué lo alimenta. Decidió desmontarlo pieza a pieza para entender el mecanismo, como se desmonta una máquina. Una persona muy querida para él le decía que era «el mecánico del amor»; desde aquí le manda besos.
Las religiones han custodiado durante siglos los manuscritos sagrados, dice, y a nadie se le ocurrió ordenar las leyes de Dios (1.1). Cuando terminó de analizar los movimientos soberanos y sobre qué roca firme se sostenía cada pilar de la legitimidad del Estado, aplicó el mismo desmontaje, por este orden, según lo cuenta: primero la filosofía, con los filósofos que debatieron la construcción del Estado (capítulo 6), y desde ahí, hacia atrás en la historia, los grandes filósofos; y al final los textos sagrados, «lo más querido y cuidado por toda la humanidad», de todas las religiones, dice, hasta Egipto y los mayas. Buscaba los principios que aparecían en religiones y épocas distintas y convergían; de ahí sacó lo que él considera la ley de Dios y el orden de las leyes: la ley de Dios, la ley natural, la costumbre y la ley escrita (1.1). Lo hizo porque ahí, cree, estaban las soluciones, y en este tiempo presente, dice, se han eliminado todas las soluciones. Como no vio a nadie que lo hiciera, y se le da bien, se puso: cuenta que ha trabajado hasta dieciséis horas seguidas ante el ordenador, con poco sueño y mucho «calentamiento de cabeza», y que no estaba cansado, porque lo hacía desde la pasión de corregir un error que, a su juicio, estaba asfixiando a la sociedad.
A lo largo de su vida, personas a las que ayudó no se lo agradecieron, o intentaron aprovecharse de él. Cansado de esa situación, decidió dedicar tiempo a no vivir con ansiedad en un sistema que sentía injusto. Con los años observó también, en España, que cuando hay más asfixia económica el ser humano empieza a crear estrategias, porque entra en su nivel de supervivencia, y vio cómo mucha gente abandonaba sus principios y su moral, hasta parecerse a la ley de la jungla (los datos de esa asfixia, en el capítulo 8). Lo que está arriba tiene que ser el ejemplo a seguir, dice. Y si ese ejemplo es el que muestran los datos de esta obra, y por sus frutos◦ va contra natura, es normal que el ser humano lo normalice, lo integre y lo asuma, y que la sociedad sea como es: a eso se refiere cuando habla de degradar el nivel espiritual del ser humano. Recuerda textos de las tradiciones que dicen que, cuando hay un problema en una nación, hay que mirar al Estado; y lo que, según observa, hace el Estado es «divide y vencerás». Es una observación suya, no un dato: la intención no se prueba con los hechos. Lo que dicen de quien gobierna los textos que la obra sí ha leído, con su fuente, está en 3.2 (P1, «El gobernante existe para el pueblo») y en el anexo F.
Después de aprender, cambiar de dirección y soltar lo que no aguantaba la prueba, llegó hasta aquí. Pero el camino, dice, ha sido «un auténtico dolor de parto»; por eso le hace gracia haber llegado a los textos de las religiones y haber encontrado una convergencia que para él es divina (3.1). Lo hace con amor incondicional hacia la tribu humana, «mis hermanos», y, ya que ha tenido que leer textos sagrados en esta peripecia, aprovecha para decir que esto sirva «para separar el grano de la paja».
De sí mismo dice: «No soy ningún santo, pero tampoco soy un demonio.» Cuenta que, a lo largo de su camino de autoaprendizaje y autocorrección, ha cruzado varias líneas en las dos direcciones, y que no puede decir que lo malo haya sido del todo malo, porque fue el abono donde echó raíces ese aprendizaje. Por la experiencia ha llegado a ver que «el único crimen es hacer daño»: como ha vivido el daño en carne propia varias veces, no se le ocurre hacérselo al prójimo (el precepto clásico alterum non laedere, «no dañar a otro», H.10). «Soy una persona común y corriente. Un autónomo cabreado.» Recuerda la escena del evangelio en que quien esté sin pecado debe tirar la primera piedra (Jn 8:7), que le parece un referente a seguir, «pero eso sí, espero que no me crucifiquen ni me confundan con él». Y hace suya una frase que le sale espontánea y de la que no sabe si está en la Biblia: «Si Dios no me juzga, ¿quién eres tú para juzgarme?». La da la vuelta y la aplica a la obra: «si Dios no te juzga, ¿quién soy yo para juzgarte?». Es la raíz humana de la regla de esta obra: se juzgan las instituciones y los diseños legales, nunca a las personas ni a los colectivos (0.2).
Lo que consta en archivos con fecha:
	fecha
	qué
	de dónde sale

	agosto de 2025
	el comienzo del camino
	palabra del autor, sin archivo leído

	septiembre de 2025
	empieza a usar la inteligencia artificial de Gemini (Sofía)
	palabra del autor; el registro de Google tiene dos usos del asistente ese mes (G.8)

	24-dic-2025
	empiezan las conversaciones seguidas con Gemini (Sofía)
	registro de actividad de Gemini (G.8)

	27-ene a 12-mar-2026
	el método, por escrito: la escala de lo comprobado, la dirección de los hechos y la retractación (G.8)
	registro de actividad de Gemini

	2-abr-2026
	el archivo más antiguo conservado de la obra: una conversación con Sofía sobre un registro en línea, dentro de las ideas del movimiento soberano
	mapa cronológico; fecha de guardado del archivo

	23-jul-2026
	se pide a Claude que revise lo que dijo Sofía
	mapa cronológico; fecha de guardado del archivo

	4-ago-2026
	la Regla de Oro de la verificación (G.3, n.º 7)
	00 NORMAS DE TRABAJO

	27-sep-2026
	se empieza a guardar cada cambio con git
	registro de cambios (git)

	5-oct-2026
	nace la edición de lectura
	mapa cronológico

	6-oct-2026
	se adoptan los cuatro trabajos, cada uno una vez (G.2)
	mapa cronológico

	7-oct-2026
	esta edición, con sus anexos
	registro de cambios (git)

	12-oct-2026
	el cierre de la edición
	registro de cambios (git)

	12-oct-2026
	tras el cierre, el autor cambia el subtítulo: «La disolución del velo del Estado y el retorno a la fuente»
	registro de cambios (git)

	13-oct-2026
	tras el cierre, el glosario explica «la fuente», también la del subtítulo
	registro de cambios (git)



Cuánto tardó. Con inteligencia artificial, del 2-abr-2026 (el archivo más antiguo conservado de la obra) al 12-oct-2026, el cierre de la edición: seis meses y diez días. Según la memoria del autor, el comienzo fue en agosto de 2025 y la inteligencia artificial entró en septiembre de 2025, es decir, más de un año antes de esta edición. No se promete ningún plazo a quien repita la obra.
G.8 Cómo nació el método
La idea: el método es anterior a la obra; el autor lo dejó escrito, con fecha, entre enero y marzo de 2026, hablando con una inteligencia artificial que tendía a darle la razón.
Lectura del autor (palabras del autor: las de enero a marzo de 2026, de sus conversaciones con la inteligencia artificial de Gemini, Sofía, que constan en el registro que Google guarda de su cuenta y que no se publica porque lleva su vida privada; las del 11-oct-2026, dichas para esta edición. Son constancia del autor, no un dato, y no prueban nada de la obra). Van tal cual, con la ortografía y la puntuación puestas al día, porque se escribieron deprisa o dictadas; lo que se salta va marcado […].
Aquellas conversaciones no eran un laboratorio. Lo cuenta él mismo: la herramienta tendía a darle la razón, a ser una «secretaria complaciente», como la llamó, y a veces le contaba historias que no se podían comprobar. El método nació para defenderse de eso, y por eso no descansa en quién trae un dato, sino en que se compruebe en su original (G.0; G.3, n.º 7).
El 27-ene-2026, después de una de esas historias, le escribió: «Comunicar es muy fácil: 1.º, hecho contrastado; 2.º, hipótesis no contrastada; 3.º, idea, y así […]. Ante la duda, 4.º, posible pedo mental». Ahí está ya, con sus palabras, lo que la obra hace en cada apartado: separar el dato de la interpretación (0.3) y no mezclar la verdad con la presunción (0.4). Fue más de dos meses antes del archivo más antiguo de la obra (2-abr-2026, G.7).
El 22-feb-2026 le añadió la dirección de los hechos: «La suma de los hechos […], o dicho de otro modo, las acciones de los verbos acontecidos secuencialmente, están marcando una dirección. Esa dirección que marcan es lo real. […] Te pueden mentir con las palabras, pero nunca con las acciones. De hecho, en la Biblia está escrito: “Por sus frutos los conoceréis”». Es la vara de la obra en sus dos pasos, la verdad de los hechos y sus frutos (0.5).
Y el 12-mar-2026 se la aplicó a sí mismo. Había llegado a ver como real una misión que creyó tener, y la retiró: «Creo que he proyectado un anhelo. […] Tú, en tu parte de secretaria complaciente, también te sumaste inconscientemente a la idea. Y de alguna manera lo vi tangible […]. Pero ni yo soy el mago Merlín, ni tengo visiones, ni misiones. Entonces me doy cuenta de que estaba jugando en cancha ajena. […] Nada ni nadie me ha dado esa misión, y mi soberbia ha querido hacerte el lío». Es lo que dice G.7: el autor empezó por sus propias creencias y las sometió a la misma vara que pide para el Estado; aquí, con su fecha.
Y lo dice claro: lo que aquí se cuenta son las conclusiones de quien navegó «buscando un rumbo certero» y aprendió «a través de muchísimos errores». Lo que este anexo da es una manera de trabajar para que otro repita el análisis y compruebe las fuentes en su original; y si no, dice, para «por lo menos, localizar fuentes fiables» (G.0).
Al ver que aquella herramienta tenía «mucha imaginación», pero que daba «alguna buena idea», no la dejó: abrió un proyecto paralelo en Claude Code con cuatro herramientas más, una de ellas un modelo superior como director de obra y auditor. Cada una es una conversación de Claude Code con un encargo fijo, que lleva su nombre y un número que sube en cada relevo. Hoy, cuenta, son cuatro: la ventana 08.10, que dirige la obra; la 07.4, la metamorfosis final de esta edición; la 09.1, que construye la web; y la 10.1, que escribe el cuento de Sofía.
Lo que consta en el registro. El registro de actividad de Gemini que Google guarda de la cuenta del autor (exportado el 2-may-2026 y el 23-jul-2026) empieza con un saludo de prueba el 7-feb-2025, tiene dos usos del asistente el 8-sep-2025 y recoge las conversaciones seguidas desde el 24-dic-2025. El recuerdo del autor (septiembre de 2025, G.7) cuadra con esos dos usos; el trabajo seguido empezó a final de diciembre. Lo que ese registro no conserve no se puede comprobar.
Límite honesto de la prueba
El método se ha aplicado una sola vez, a una Constitución, por un autor con herramientas de inteligencia artificial. Nadie lo ha repetido todavía: que se pueda repetir con otro país es una afirmación que falta por probar. 
Las llaves de cada sitio oficial (G.5) son del 6-oct-2026 y cambian. 
Las doce trampas son las de esta obra, no una lista completa. Hay más en otras obras y en otros países. 
El recorrido del autor (G.7) es palabra suya: lo personal no se puede comprobar y la obra no lo da como dato. No nombra a nadie ni acusa a nadie. 
Lo de G.8 es constancia del autor: sus palabras salen de un registro privado que no se publica y que nadie de fuera puede leer, así que no prueban nada de la obra. Nacieron hablando con una herramienta que tendía a darle la razón; por eso el método pide comprobar cada dato en su original. 
Dos detalles del método de la pieza de origen no se dicen todavía, porque no tienen su registro: cuántos artículos tenía cada ronda de la auditoría y cuántas veces hubo que corregir la cobertura. Están en la lista de flecos, para completarlos. 
De la máxima de Celso se dice lo comprobado (el Digesto, el diccionario jurídico y el Código Civil), pero no que la otra, «sine causa nulla obligatio», falte en toda fuente romana: eso está a flecos. 
Dónde se oye la defensa del Estado
Aquí el Estado y la obra pueden estar del mismo lado: un método abierto y repetible es una invitación a comprobar. La defensa del Estado frente a este anexo, y lo que la obra le responde, se oyen en el juicio (capítulo 11):
en las cuestiones previas (11.2, n.º 12, «El auditor no es independiente»): el contrapunto concede lo que es cierto, que el autor no es un órgano independiente y tiene una tesis, y responde que por eso el método está a la vista, se puede repetir y cada artículo se comprueba con su fuente (anexo A; este anexo);
y en la defensa frente al dictamen (11.4, n.º 4, «"Opinión desfavorable" no es una auditoría oficial»): el dictamen no tiene valor oficial y la obra lo suscribe; los datos no son del autor, salen de las cuentas y las estadísticas del propio Estado, y el método se puede repetir.
Para recordar
El método no es de España: cambian las fuentes, no el orden ni la regla de que ningún dato entra sin su fuente.
Tres reglas: la biblioteca local entera primero, lo comprobado no se vuelve a comprobar, y cada dato con su nivel A, B o C.
Siete pasos, cada uno una sola vez para toda la obra: la pregunta, la biblioteca, el inventario, la criba, la comprobación, la redacción, las dos caras y la fe de erratas.
Las trampas que más cuestan: bajar lo que ya estaba, fiarse del resumen y no del pasaje, y creer que un número que aparece es una prueba.
«No entra» tiene dos motivos: si no viene al caso, fuera; si le falta la fuente, a la lista de flecos.
El autor empezó por sus propias creencias, y las sometió a la misma vara que pide para el Estado.
El método no se hizo a medida de la conclusión: el autor lo escribió antes de la obra, para defenderse de una herramienta que le daba la razón.


Anexo H. El glosario
Primera versión: 7 de octubre de 2026 · Última revisión: 13 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 11 · Citas leídas en su fuente: 28
En pocas palabras:
Este anexo reúne las palabras que la obra usa con un sentido preciso, cada una con su definición y el apartado donde se explica: una palabra para cada cosa, y una cosa para cada palabra.
Va por bloques, en el orden de la obra; al final, un índice alfabético lleva a cada palabra.
Lo que solo va como lectura del autor está en su propio bloque, con esa etiqueta.
Cierra con las máximas latinas que la tradición jurídica dejó escritas, cada una con su traducción y su fuente. Ninguna anula una ley con solo citarla.
H.0 Propósito
La idea: cada palabra de la obra significa siempre lo mismo, y aquí está dicha una sola vez, con el apartado donde se explica.
Las palabras que la obra usa con un sentido preciso se definen una sola vez, para que signifiquen lo mismo en todos los capítulos. Cada definición es breve y remite al apartado donde la palabra se explica con sus pruebas: allí está el dato completo. Y si una expresión compuesta no se entiende a la primera, la obra usa la palabra llana: lo probado es verdad, y lo que no es así es falso, o mentira (0.4).
H.1 La obra y sus partes
La idea: los nombres de la obra y de sus partes, cada uno para una sola cosa.
Apocalipsis del Sistema. El nombre de la obra, con el subtítulo «La disolución del velo del Estado y el retorno a la fuente». «Apocalipsis» viene del griego apokálypsis, «revelación»: la obra descubre cómo funciona el sistema, que está a la vista de todos pero escondido en su complejidad. No anuncia el fin del mundo. Se explica en 0.2.
La obra. «Apocalipsis del Sistema» entero.
La Biblioteca. El archivo de las 40 piezas (el Pórtico incluido), con la auditoría completa y todas las fuentes. La edición sale de ella y remite a ella.
La edición de lectura. Este texto, escrito para leerse de seguido. Se lee por tres puertas, con dos escalones cada una: lo que concluye, lo que lo sostiene y lo que lo confirma (0.3).
El mapa del árbol. La segunda puerta de entrada de la obra: un solo árbol con líneas, con la forma del árbol de la vida; la raíz es lo que se recibe y converge, el tronco lo que sigue de ella, las ramas la costumbre y la ley escrita, los frutos lo que da; las tres columnas son el dial (el defecto, la medida justa, el exceso) y lo creado es una capa sobre el mismo árbol, con su raíz, la presunción, aparte. Cada círculo dice en qué apartado está, su fuente y su nivel. Se explica en 0.6.
El Registro. Solo el archivo público de los frutos (H.8).
Pieza. Cada documento de la Biblioteca, con su código (por ejemplo, 12.00).
Capítulo, apartado y prueba. Las partes de la edición. Se numeran por niveles, y el punto separa niveles, no es decimal: después de 4.3.9 viene 4.3.10. Se explica en 0.3.
El autor. Quien firma la obra. Cómo se hizo, con qué herramientas y con qué reglas, para quien quiera repetirla en otro país, está en el anexo G.
H.2 La persona
La idea: la persona va antes que el Estado, y trae sus derechos al nacer.
La persona. El ser humano, con los derechos que tiene antes que el Estado. Se explica en 2.1.
El ciudadano. La persona en su relación con el Estado: paga, pide y recibe una respuesta o el silencio.
Soberano. Solo en su sentido político, con una excepción: «soberanos somos todos».
El derecho de nacimiento (en singular). Lo que cada persona trae al nacer: su dignidad y su soberanía sobre sí misma, porque lleva la imagen de su Creador. Es la raíz. Se explica en 2.2.
Los derechos que preceden al Estado, o derechos inalienables (en plural). Los derechos concretos que salen de esa raíz, y que ninguna ley concede ni puede quitar: la ley los reconoce, no los crea. Se explica en 2.2.
«Soberanos somos todos». Cada persona es dueña de sí misma, porque lleva en sí la imagen de su Creador, y nadie lo es por naturaleza de otra. Por eso la soberanía reside en el pueblo, en todos. No exime de la ley ni da autoridad frente a nadie: cada uno responde de sus actos. Se explica en 2.3.
H.3 Lo que se audita
La idea: qué se audita, y con qué palabras se nombra lo que se da por cierto sin serlo.
El Estado. La organización política y jurídica (las Cortes, el Gobierno, las Administraciones y los tribunales) con sus normas. Se audita institución por institución.
El sistema. El Estado tal como funciona hoy, junto con su dinero sin respaldo material y su deuda. Es lo que mide el dictamen. Cuando la obra habla de su cierre, se refiere a esta forma de gobierno, no a la comunidad, ni al orden, ni a la ley.
El Leviatán. La imagen de Hobbes para el Estado. Solo se usa al hablar de Hobbes (6.1).
El ente sin cuerpo. La institución que actúa como si fuera una persona, sin un cuerpo ni una conciencia que respondan por ella. Es un hecho jurídico: la persona jurídica y la personalidad del Estado son ficciones que el derecho reconoce. Frente a él, la obra pide responsabilidad individual: no se combate con fuerza, se disuelve con conocimiento. Se explica en 2.1.
El mal sin cuerpo. El mal que las tradiciones describen sin cuerpo propio: el adversario, Mara, Iblis o Legión. Se explica en 4.1. Pasar de uno al otro, la institución que obra como el mal sin cuerpo, es una analogía, y va siempre como lectura del autor.
La presunción. Dar algo por cierto sin que se haya probado. Como en la ley, necesita un hecho de partida admitido o probado; cuando no consta, la obra lo señala y pregunta por él. Se explica en 0.4 y en 5.2. Lo que sostiene una presunción, si nace de la verdad, es su piedra: una prueba, una ley superior o un consentimiento dado; la piedra que sostiene toda la obra se explica en 5.4.
La maniobra camuflada. Cuando un nombre oficial o una creencia extendida sugieren una cosa, y la norma o el dato dicen otra. Describirla no exige suponer intención; la intención, cuando se señala, va como lectura del autor. La presunción es lo que se da por cierto; la maniobra camuflada, el nombre o la creencia que lo hacen pasar por cierto. Se explica en 5.1.
Verdad, presunción, falso y mentira. La escala de la obra: verdad es lo probado; presunción, lo que se da por cierto sin probarlo; falso, lo que se demuestra que no es así; y mentira, lo falso dicho a sabiendas. Se explica en 0.4.
La ficción jurídica. Lo que el derecho trata como si fuera real, sabiendo que no es un hecho literal, como la persona jurídica o la personalidad del Estado. Se explica en 5.3.
La mentira y el orden. En tradiciones sin contacto documentado entre sí, el mal sin cuerpo se reconoce por la mentira, y la mentira va contra el orden verdadero. Se explica en 4.4.
H.4 El orden de las leyes
La idea: hay cuatro leyes, y su orden real es el inverso del que da el Estado.
El orden de las leyes. La jerarquía real: primero, la ley de Dios; después, la ley natural; por debajo, la costumbre; y por último, la ley escrita, legítima mientras no contradiga a las anteriores. Se explica en 1.1.
El orden oficial, también el orden puesto por el hombre o el orden invertido. El del Estado, que pone la ley la primera, la costumbre después y los principios generales del derecho al final. Es el orden inverso. Se explica en 1.7 y en 1.8.
La ley de Dios. La que gobierna lo creado y la que las tradiciones guardaron en sus libros sagrados, sea cual sea el nombre que cada pueblo dé a Dios. Reúne lo que Tomás de Aquino llama ley eterna y ley divina. Se explica en 1.2.
Discernir lo que se presenta como Dios. Los textos de tradiciones sin contacto documentado entre sí avisan de que no todo lo que se llama «dios» es el Creador, y dan la señal para distinguirlo: el verdadero sirve y rechaza la adoración; el que suplanta, la reclama. Se explica en 1.3 y en 4.3.
La ley natural. Lo que cualquier persona puede reconocer como bueno o malo con la razón, sin que nadie se lo enseñe; lo que coincide entre tradiciones sin contacto documentado entre sí. Se explica en 1.4.
El orden natural. El orden de las cosas que expresa la ley natural.
La costumbre. La norma que nace del uso repetido de una comunidad, con conciencia de que obliga, sin que la escriba un legislador. El Código Civil común la pone detrás de la ley, y Navarra, delante. Se explica en 1.5.
La ley escrita, o la ley humana. La que escribe un legislador humano; Aquino la llama «derecho positivo». Se juzga por a quién sirve: si sirve a lo de arriba (desarrolla la ley natural y se dirige al bien común), es ley; si sirve a quien la escribe, es «corrupción de la ley». Lo que pone por escrito la ley de Dios o la natural no es «ley escrita» en este sentido. Se explica en 1.1 y en 1.6.
La corrupción de la ley. Así llama Tomás de Aquino a la ley humana que se aparta de la natural. Se explica en 1.1.
Las dos jurisdicciones. La de la verdad, que es la conciencia de cada persona y la opinión pública, donde la ley superior prevalece; y la del Estado, que son sus tribunales y su fuerza, donde solo se aplica su derecho, y la ley superior entra por las puertas que ese derecho reconoce. El dictamen de esta obra no exime a nadie de sus obligaciones vigentes. Se explica en 1.8.
La autoridad original. La de la ley de Dios y la ley natural: nadie las dictó para su provecho, se reconocen porque convergen y pasan la vara, y no se dan, se reciben. Son las únicas que pueden poner el centro con el que se mide (anexo J). Se explica en 1.9.
La autoridad derivada. La de la costumbre y la ley escrita: la ponen las personas a partir de los hechos y vale mientras sirve al bien común y no se aparta de las de arriba. Se pierde por el conflicto de interés, por salirse del bien común y por apartarse de lo superior. Obliga mientras no se declare injusta por la vía que el derecho da. Se explica en 1.9.
Nombrar las cosas por su nombre. Desde el capítulo que explica el orden de las leyes, la obra nombra cada cosa por su lugar en la jerarquía real, y no por el nombre que le da el orden oficial. Se explica en 1.8.
H.5 La vara y el método
La idea: con qué mide la obra, cuándo da algo por sólido y cómo separa lo probado de lo que es lectura.
La vara. Mide en dos pasos. Primero, si los hechos son ciertos, con su fuente. Después, sus frutos: si dañan al prójimo, si hay reciprocidad, si hubo consentimiento y si hay beneficio mutuo. Cualquiera puede aplicarla sin ser jurista. De dónde nace un acto (amor, egoísmo o ignorancia) queda como lectura. Se explica en 0.5.
La fuente. El documento que sostiene un dato o una cita: cada uno lleva la suya, y se dice si se leyó en el original o en una fuente secundaria (0.3). En el derecho, de dónde nace una norma: el Código Civil pone primero la ley escrita, al revés del orden real (1.1). En el subtítulo, «La disolución del velo del Estado y el retorno a la fuente», es lo recibido, la ley de Dios y la ley natural: diez tradiciones cuentan que hay un camino de vuelta (3.7), y lo anda cada uno (J.1).
La misma vara. Medir al Estado con la regla que él aplica a cualquier persona o empresa: también los poderes públicos están sujetos a la ley.
Los frutos. Lo que una norma o una institución hace, medido con datos, frente a lo que dice. La fórmula de la obra es la cita literal: «Por sus frutos los conoceréis»◦. Se explica en 0.5.
La convergencia. Una afirmación se tiene por sólida cuando aparece en tres o más fuentes independientes (tradiciones, épocas o disciplinas sin una línea de transmisión entre ellas), y solo después de haber buscado la fuente de peso que sostiene lo contrario. Es la imagen de una mesa: cada fuente independiente es una pata; la pata coja es la fuente que contradice; y la prueba de la pata sola consiste en quitar una pata y ver si la mesa sigue en pie. Se explica en 3.1.
Las capas de cada texto. Los hechos, cada uno con su fuente; «Conclusión, lo que arrojan los datos», solo lo que esos hechos sostienen; «Lectura del autor», la interpretación del autor, siempre marcada; y el «Límite honesto de la prueba», lo que los datos no permiten afirmar. Se explica en 0.3.
La evaluación por los frutos. El nombre que la obra da al uso de los diales sobre normas, instituciones y situaciones, nunca sobre personas. No es un método nuevo: es el segundo paso de la vara (0.5), los frutos, hecho visible, con la posición y la dirección a la vista. No sustituye al «cumple o incumple» de la auditoría (7.1). Se explica en el anexo J.
El dial. La medida de una conducta entre dos vicios, uno por defecto, a la izquierda, y otro por exceso, a la derecha, con la virtud en el centro (el anexo del 4.3, con Aristóteles). El centro no lo pone quien mide: lo ponen la ley de Dios y la ley natural, y se escribe antes de mirar los datos. Se nombra por primera vez en el anexo del 4.3 y se explica en el anexo J.
La ficha. Las tres medidas de cada cosa que se evalúa: dónde caen sus diales (por defecto o por exceso), cuánta verdad comprobada hay detrás (los niveles A, B y C, y qué parte sigue siendo presunción) y hacia dónde va (si se acerca al centro o se aleja). Se explica en el anexo J.
La semilla que se recibe. La ley de Dios y la ley natural, vistas como la semilla de un árbol: no las puso ningún autor con interés y se reconocen porque convergen. Es la autoridad original, dicha con la imagen del árbol. Se explica en el anexo J.
La semilla que se siembra. La costumbre y la ley escrita: las ponen las personas a partir de los hechos y valen por su unión con la que se recibe. El árbol se tuerce cuando la que se siembra se corta de la que se recibe o se pone por encima de ella. Es la autoridad derivada, dicha con la imagen del árbol. Se explica en el anexo J.
Presunción (etiqueta). La etiqueta de lo que, en el anexo E, se menciona sin documento que lo avale: no es verdadero ni falso, está sin probar (0.4). Esta obra no admite presunciones y pide a quien las sostenga que aporte dónde nacen (E.0).
H.6 El dinero, el tiempo y la carga
La idea: el dinero, el tiempo de vida que cuesta y lo que el Estado se lleva de él.
El dinero sin respaldo material. El que no se puede cambiar por oro ni por ningún bien: vale por lo que la ley declara, su curso legal, y por la confianza que la gente tiene en él. Es la norma mundial desde 1971. Se explica en 8.1.
El tiempo de vida cristalizado. El tiempo de una vida es el único bien que nadie puede devolver, y todo lo material (el sueldo, el ahorro o la casa) es tiempo de vida cristalizado. Es el eje de la obra. Se explica en 8.3.
La carga. Lo que se lleva el Estado de lo que cuesta el trabajo de una persona. Se mide sobre el coste laboral (lo que paga quien contrata), en cinco capas de certeza decreciente: las cotizaciones y el IRPF; el IVA; los tributos municipales y especiales; la parte del Impuesto de Sociedades que recae sobre los salarios, que es una hipótesis; y la carga futura del déficit. Siempre con los tres perfiles (asalariado, autónomo y societario) y con los costes indirectos: gestores, asesores, abogados, notarios y registradores. Se explica en 8.4; el detalle, en el anexo B.
El velo. La complejidad que esconde cómo funciona el sistema, aunque esté a la vista de todos. Es lo que el título promete disolver.
El muro de opacidad. Los datos que el Estado no publica o hace difíciles de obtener. Se explica en 8.6.
H.7 El dictamen
La idea: la conclusión de la obra es un dictamen; el veredicto, si llega, es del jurado.
El dictamen. La conclusión de la obra sobre el sistema: «opinión desfavorable». Usa el formato de un informe de auditoría y no tiene valor oficial. Se explica en el capítulo 9.
El veredicto. Solo el que dé el jurado del juicio popular de la verdad. Se explica en 11.1.
La quiebra camuflada. Conclusión, lo que arrojan los datos: con la vara que se aplica a cualquier persona o empresa, el sistema estaría en causa de disolución, y la ley que él mismo escribe lo excluye del concurso. Lectura del autor: eso es una quiebra camuflada; el camuflaje no es el secreto, sino la complejidad. Se explica en 9.1.
La auctoritas. Del latín augere, «hacer crecer»: la autoridad que se gana haciendo crecer a quienes la sostienen. Se explica en 6.2.
H.8 La salida
La idea: la salida que propone la obra es la metamorfosis del Estado, por escrito y sin violencia, y el juicio popular de la verdad.
La metamorfosis del Estado. No se reclama un Estado nuevo: la obra invita a que el Estado actual se alinee con el orden de las leyes y sirva al bien común, porque solo así recupera su legitimidad. El camino, en cuatro verbos: compensar, declarar, pedir con constancia escrita y deslindar. Se explica en 10.2.
Disolver. No es destruir ni derribar: es auditar a fondo para separar lo que sirve de lo que daña.
El cierre. El final de esta forma de gobierno, no de la comunidad, ni del orden, ni de la ley. Su puerta legal es la revisión total de la Constitución.
Discernir, y la depuración sin venganza. Discernir es separar: el grano de la paja, caso a caso, con pruebas y derecho de defensa. La depuración sin venganza es ese mismo trabajo aplicado a las responsabilidades. Se explica en 10.3.
La compensación. Lo que el sistema debe al ciudadano. No puede pagarse con más deuda contra el mismo ciudadano: sale de quien se ha enriquecido, probado caso a caso, con derecho de defensa y nunca por apellido ni por parentesco. Se explica en 10.6.
La constancia. Dejar por escrito lo que se pide y lo que se responde, o el silencio. Quien deja constancia ya no puede ser ignorado sin que quede registrado. Se explica en 10.4.
El Registro de los frutos, después el Registro. El archivo público que la obra propone: cada ciudadano dejará constancia de sus escritos al Estado y de la respuesta o el silencio, con un código para que cualquiera lo compruebe, y sus datos personales solo se publicarán si lo autoriza. Se explica en 10.8.
La petición documentada, y la pregunta. El escrito con que se pide al Estado, y la pregunta que lo resume: «¿Me puede explicar qué es lo que le legitima para solicitarme esto?». Es el principio de legalidad dicho en llano. Se explica en 10.4.
El deslinde. Pedir, con las dos partes presentes, que el límite entre lo que corresponde al Estado y lo que corresponde a la persona se vuelva a marcar donde debió estar. No es una acusación ni una demanda de derribo. Se explica en 10.7.
El botiquín de escritos. Los modelos de escrito listos para rellenar, con sus artículos y plazos. Se explica en 10.5; los modelos, en el anexo D.
El juicio popular de la verdad. Un tribunal de opinión, sin carácter oficial y sin fuerza legal: un jurado elegido por sorteo juzga al Estado institución por institución, y nunca a personas con nombre. Se explica en 11.1. Sus reglas (11.1): cada voto razonado por escrito y público; nadie juzga donde tiene interés, caso a caso; la institución juzgada también puede recusar; ningún examen de ideas. Su documentación es la obra entera, su prueba documental: lo que la humanidad guardó, las leyes del Estado y los datos de sus organismos, con su fuente (11.1).
El pliego de cargos, y el cargo. La lista de acusaciones contra el Estado, institución por institución; y cada una de ellas. Se explica en 11.3.
Las preguntas para el juicio, las preguntas para el relevo y el relevo. Las preguntas para el juicio van dirigidas a las instituciones, que serán invitadas a responderlas; cualquiera puede enviarlas ya por escrito. Las preguntas para el relevo son las que aún necesitan investigación. El relevo es la invitación a quien quiera continuar la obra con el mismo método: cada afirmación con su fuente, y la corrección en paz de cualquier error. Se explica en 11.5.
La defensa del Estado, y la última palabra. La mejor defensa que podría dar el Estado, escrita en su propia jerga, frente a los contrapuntos de la obra, cargo por cargo; y la fórmula que cierra cada cargo: ahora, con sus propias reglas, el Estado tiene la palabra para defenderse en verdad. Se explica en 11.1.
La brújula, y las preguntas de espejo. La puerta de dentro: tres preguntas que cada lector se hace a sí mismo, sobre cómo le hace sentir vivir en este árbol, cómo lo vive el otro y a qué da su consentimiento. Es una señal, no una prueba: se lee junto a los frutos. Se explica en 10.9.
H.9 Lo que solo va como lectura del autor
La idea: estas palabras no son datos: van siempre bajo «Lectura del autor».
El padre de la mentira. Una sola fórmula, para el engaño: «esto apunta hacia el padre de la mentira (Jn 8:44)». Nunca como dato. Se explica en 4.4.
Aprendiz y madurez. Aprendices lo somos todos, y nadie se declara maduro a sí mismo. La madurez se reconoce por los frutos, por discernir el bien del mal con la práctica (Heb 5:14). Todo es respetable mientras no dañe al hermano o a la hermana; se discierne ahora, caso a caso, y la siega no es nuestra. Se explica en 2.5.
Cuando algo clama al cielo. Solo cuando un hecho verificado toca lo que clama al cielo (el pueblo oprimido; el extranjero, la viuda y el huérfano; el jornal del obrero), y nunca dicho de una persona o de un colectivo con nombre. Es un aviso, para rectificar y tomar conciencia; «último aviso», una sola vez, en el llamamiento final. Se explica en 11.6.
H.10 Las máximas latinas
La idea: las máximas que la tradición jurídica dejó escritas, cada una con su traducción y su fuente; ninguna anula una ley con solo citarla.
Muchas nacieron en el derecho romano (el Digesto y el Código de Justiniano), otras en el derecho de la Iglesia (el Decreto de Graciano y el Liber Sextus) y en el derecho inglés, y hoy siguen en los diccionarios jurídicos, como el Diccionario panhispánico del español jurídico. Son costumbre jurídica escrita. Usarlas bien exige decir, en cada caso, en qué sentido se usan, con el mismo cuidado que cualquier ley escrita. Y ninguna anula una ley con solo citarla: su fuerza depende de que el derecho vigente la haya recogido (capítulo 1, «Límite honesto de la prueba»).
Siete ya están en 8.5 (n.º 12), con su fuente, y aquí solo se nombran: in dubio pro administrado, in dubio pro libertate, in dubio pro cive, permissum id esse intellegitur, quod non prohibetur, nemo iudex sine actore, nemo tenetur se ipsum accusare y vis est et tunc, quotiens quis id, quod deberi sibi putat, non per iudicem reposcit. Y lex iniusta non est lex («la ley injusta no es ley») está en 1.6.
Cuando una máxima, con esas palabras, no está en la fuente antigua, se dice dónde está su idea, con las palabras de esa fuente.
Derecho natural y equidad
Salus populi suprema lex esto («que el bien del pueblo sea la ley suprema»)◦.
Necessitas non habet legem («la necesidad no tiene ley, sino que ella misma se hace su ley»)◦.
Quod ad ius naturale attinet, omnes homines aequales sunt («en lo que atañe al derecho natural, todos los hombres son iguales»)◦.
Iure naturae aequum est neminem cum alterius detrimento et iniuria fieri locupletiorem («es justo por derecho natural que nadie se haga más rico con detrimento e injuria de otro»)◦.
Summum ius, summa iniuria («excesivo derecho, excesiva injusticia»)◦.
Honeste vivere, alterum non laedere, suum cuique tribuere («vivir honestamente, no dañar a otro, dar a cada uno lo suyo»): los preceptos del derecho◦.
Ius est ars boni et aequi («el derecho es el arte de lo bueno y lo equitativo»), la definición de Celso con que se abre el Digesto◦.
Malum in se («malo en sí mismo»): lo que es malo por su propia naturaleza, frente a lo que solo es malo porque una ley lo prohíbe (malum prohibitum).
Ex nihilo nihil fit («de la nada, nada proviene»). La idea es clásica, con otras palabras◦.
Ubi est emolumentum, ibi onus («donde está el beneficio, allí debe estar la carga»). La idea está en el Digesto, con otras palabras: es conforme a la naturaleza que las ventajas de una cosa sean de quien carga con sus inconvenientes◦.
Debido proceso y protección de la persona
In dubio pro reo («en caso de duda, a favor del reo»)◦. Con esas palabras no está en el Digesto; el diccionario la relaciona con Gayo: se debe favorecer más a los reos que a los actores◦.
Nemo tenetur se detegere («nadie está obligado a descubrirse»), que el diccionario recoge junto a nemo tenetur se ipsum accusare (8.5, n.º 12)◦.
Audi alteram partem («óigase a la otra parte»), entre las reglas de la justicia◦. Su raíz romana, con otras palabras: quien decide algo sin oír a la otra parte, aunque decida lo justo, no fue justo◦.
Nullum crimen nulla poena sine lege («no hay delito ni hay pena sin ley»)◦; la pieza la citaba solo con la pena, nulla poena sine lege, que el diccionario cuenta entre los tres principios del derecho penal que enunció Feuerbach◦. El principio está en la Declaración de 1789: nadie puede ser castigado sino en virtud de una ley establecida y promulgada antes del delito◦.
Nemo iudex in causa sua («nadie puede ser juez en su propia causa»). En el Código de Justiniano, del año 376, con otras palabras: nadie debe ser juez de sí mismo ni decir el derecho para sí◦; con la forma nemo debet esse judex in propria sua causa, la recoge la Britannica, que cita a Coke◦.
Non bis in idem («no dos veces por lo mismo»)◦.
Nemo condemnatus nisi auditus vel vocatus («nadie puede ser condenado sin haber sido oído y citado»). Con otras palabras, en las máximas que recogió Halkerston: nadie debe ser condenado sin ser oído ni citado, salvo que se niegue a comparecer◦.
Ad impossibilia nemo tenetur («nadie está obligado a cosas imposibles»)◦. Las palabras de Celso son otras: no hay obligación de cosas imposibles◦.
Actus me invito factus, non est meus actus («el acto hecho por mí contra mi voluntad no es mi acto»)◦.
Domus sua cuique est tutissimum refugium («la casa de cada uno es su refugio más seguro»), de Edward Coke◦. Hoy, el domicilio es inviolable◦.
Iudices sententiae suae rationes adducant («que los jueces den las razones de su sentencia»), un aforismo de Francis Bacon sobre los tribunales de equidad◦. Hoy, las sentencias serán siempre motivadas◦.
In dubio pro operario («en caso de duda, a favor del trabajador»)◦.
Testis unus, testis nullus («un testigo solo, testigo nulo»). La regla está en el derecho de la Iglesia: que ningún juez admita con facilidad el testimonio de uno solo◦.
Fiat iustitia et ruat caelum («hágase justicia, aunque se hunda el cielo»)◦.
Actos propios, consentimiento y buena fe
Pacta sunt servanda («los pactos deben cumplirse»)◦.
Bona fides semper praesumitur, nisi mala adesse probetur («la buena fe se presume siempre, salvo que se pruebe la mala»). Con las mismas palabras en español, en el Código Civil: «La buena fe se presume siempre, y al que afirma la mala fe de un poseedor corresponde la prueba»◦.
Qui tacet, consentire videtur («quien calla, parece consentir»), y su límite en la regla siguiente: el que calla no confiesa, pero tampoco se considera que niegue◦.
Volenti non fit iniuria («no se comete injusticia con quien actuó voluntariamente»)◦.
Venire contra factum proprium non licet («no es lícito ir contra los propios actos»): la doctrina de los actos propios, que ya está en las Decretales, con otras palabras◦.
Nemo auditur propriam turpitudinem allegans («no se escuche a quien alega su propia torpeza»). Con otras palabras: quien alega su propia torpeza no debe ser oído◦.
Quod omnes tangit, ab omnibus approbari debet («lo que a todos afecta, por todos debe ser aprobado»)◦.
Ignorantia iuris non excusat («la ignorancia del derecho no excusa»)◦. Rema en contra de «no sabía, luego no consentí», y se dice con el mismo rigor.
Iuris ignorantia non prodest adquirere volentibus, suum vero petentibus non nocet («la ignorancia del derecho ni beneficia a los que quieren adquirir ni perjudica a los que reclaman lo suyo»)◦.
Nemo ex suo delicto meliorem suam condicionem facere potest («nadie puede mejorar su condición por su propio delito»)◦.
Nemo damnum facit, nisi qui id fecit, quod facere ius non habet («nadie causa daño, sino el que hizo lo que no tenía derecho a hacer»)◦; y no se considera que obra con dolo quien usa de su derecho◦. Es la forma que tiene en el Digesto lo que se suele citar como damnum non facit qui iure suo utitur.
Interpretación, prueba y procedimiento
Da mihi factum, dabo tibi ius («dame un hecho, yo te daré el derecho»): las partes aportan los hechos, y el juez aplica el derecho. Lo usa el Tribunal Supremo◦.
Ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debemus («donde la ley no diferencia, tampoco debemos diferenciar nosotros»). Lo usa el Tribunal Constitucional◦.
Locus regit actum («el lugar rige el acto»)◦: la forma de los actos se rige por la ley del lugar donde se celebran◦.
Ei incumbit probatio qui dicit, non qui negat («incumbe la prueba al que afirma, no al que niega»)◦. Onus probandi incumbit ei qui dicit es una forma posterior.
Iura novit curia («el tribunal conoce el derecho»)◦.
Res iudicata pro veritate habetur («la cosa juzgada se tiene por verdad»)◦.
De minimis non curat praetor («de los asuntos intrascendentes no se ocupa el magistrado»)◦; se cita también como de minimis non curat lex.
Sublata causa, tollitur effectus («suprimida la causa, cesa el efecto»)◦.
Solvitur ambulando («se resuelve caminando»): un problema se resuelve con la experiencia, no solo con el debate. La frase es una fórmula posterior; lo que cuenta Diógenes Laercio es que, cuando alguien afirmó que no existe el movimiento, Diógenes el Cínico se levantó y echó a andar◦.
Origen y prioridad del derecho
Prior tempore, potior iure («primero en el tiempo, preferido en el derecho»)◦: la prioridad entre derechos iguales sobre una misma cosa, no una regla general de antigüedad.
Fictio legis neminem laedit («la ficción legal no perjudica a nadie»)◦.
Quod initio vitiosum est, non potest tractu temporis convalescere («lo que nace viciado no sana con el tiempo»)◦.
Nemo plus iuris ad alium transferre potest, quam ipse haberet («nadie puede transferir a otro más derecho del que él mismo tiene»)◦; y su forma breve, nemo dat quod non habet («nadie da lo que no tiene»)◦.
Societas delinquere non potest («la sociedad no puede delinquir»). La frase no está en las fuentes romanas leídas; su raíz es la pregunta de Ulpiano: ¿qué dolo pueden cometer los munícipes?◦.
Rebus sic stantibus («estando así las cosas»): un pacto obliga mientras se mantengan las circunstancias que lo motivaron◦.
Vigilantibus non dormientibus iura subveniunt («el derecho protege a los vigilantes, no a los que duermen»)◦. Su raíz, en el Digesto: el derecho civil está escrito para los vigilantes◦.
Cedant arma togae («que las armas cedan ante la toga»): la fuerza, ante el derecho; es un verso del propio Cicerón◦.
Silent enim leges inter arma («callan las leyes entre las armas»)◦: el reverso de la anterior, la constatación de que la fuerza a veces se impone al derecho.
Índice alfabético
Aprendiz, H.9 · Apocalipsis del Sistema, H.1 · Auctoritas, H.7 · Autor, H.1 · Biblioteca, H.1 · Botiquín de escritos, H.8 · Capas de cada texto, H.5 · Capítulo, apartado y prueba, H.1 · Cargo, H.8 · Carga, H.6 · Cierre, H.8 · Ciudadano, H.2 · Clama al cielo, H.9 · Compensación, H.8 · Constancia, H.8 · Convergencia, H.5 · Corrupción de la ley, H.4 · Costumbre, H.4 · Defensa del Estado, H.8 · Depuración sin venganza, H.8 · Derecho de nacimiento, H.2 · Derecho positivo, H.4 · Derechos que preceden al Estado, H.2 · Deslinde, H.8 · Dictamen, H.7 · Dinero sin respaldo material, H.6 · Discernir, H.8 · Discernir lo que se presenta como Dios, H.4 · Disolver, H.8 · Dos jurisdicciones, H.4 · Edición de lectura, H.1 · Ente sin cuerpo, H.3 · Estado, H.3 · Ficción jurídica, H.3 · Frutos, H.5 · Fuente, H.5 · Juicio popular de la verdad, H.8 · Lectura del autor, H.5 · Leviatán, H.3 · Ley de Dios, H.4 · Ley escrita, H.4 · Ley humana, H.4 · Ley natural, H.4 · Límite honesto de la prueba, H.5 · Mal sin cuerpo, H.3 · Maniobra camuflada, H.3 · Máximas latinas, H.10 · Madurez, H.9 · Mentira, H.3 · Metamorfosis del Estado, H.8 · Misma vara, H.5 · Muro de opacidad, H.6 · Nombrar las cosas por su nombre, H.4 · Obra, H.1 · Orden de las leyes, H.4 · Orden natural, H.4 · Orden oficial, H.4 · Padre de la mentira, H.9 · Pata, pata coja y prueba de la pata sola, H.5 · Persona, H.2 · Petición documentada, H.8 · Pieza, H.1 · Pliego de cargos, H.8 · Pregunta, H.8 · Preguntas para el juicio y para el relevo, H.8 · Presunción, H.3 · Quiebra camuflada, H.7 · Registro, H.1 · Registro de los frutos, H.8 · Relevo, H.8 · Sin verificar, H.5 · Sistema, H.3 · Soberano, H.2 · «Soberanos somos todos», H.2 · Tiempo de vida cristalizado, H.6 · Última palabra, H.8 · Vara, H.5 · Velo, H.6 · Verdad, presunción, falso y mentira, H.3 · Veredicto, H.7
Límite honesto de la prueba
Un glosario no prueba nada: define. La prueba de cada palabra está en el apartado al que remite; aquí solo se dice qué significa, para que signifique siempre lo mismo.
Las máximas no son derecho aplicable por sí solas. Ninguna anula una ley con solo citarla; su fuerza depende de que el derecho vigente la haya recogido, como el derecho a ser oído vive hoy en la Constitución porque ella lo recoge, no porque lo diga el latín (capítulo 1, «Límite honesto de la prueba»).
Varias máximas, con las palabras con que se citan, no están en la fuente antigua que se les atribuía: in dubio pro reo, ad impossibilia nemo tenetur, onus probandi, damnum non facit qui iure suo utitur, solvitur ambulando y cedant leges inter arma, que en Cicerón es silent leges. Aquí van con las palabras de la fuente leída.
Tres van por fuente secundaria: fictio legis y rebus sic stantibus, con una sola fuente, el Black's de 1910; y la casa como refugio, de Coke, tal como la cita una sentencia del Tribunal Supremo de los Estados Unidos. Pueden subir a nivel A leyendo el original.
Cuatro no entran, porque no se han leído en su fuente: fraus omnia corrumpit («el fraude lo corrompe todo»), excusatio non petita, accusatio manifesta («excusa no pedida, acusación manifiesta»), error iuris non inducit malam fidem («el error de derecho no supone mala fe») y nunc pro tunc («ahora por entonces»). Tampoco entran las atribuciones que no se han leído, como la de sublata causa a Tomás de Aquino.
Dónde se oye la defensa del Estado
La defensa del Estado frente a las palabras de la obra, y lo que la obra le responde, se oyen en el juicio, en las cuestiones previas (11.2):
«La obra no es neutral: la vara la pone el autor» (n.º 1);
«El derecho natural y las máximas latinas no son derecho aplicable» (n.º 3);
«Usar la imagen del diablo para el Estado, y hablar de bien y mal, es demonizar al adversario» (n.º 16);
«El Estado no es un ente sin cuerpo: sus cargos responden» (n.º 17);
«La persona jurídica es una ficción necesaria» (n.º 18);
y «El Estado como construcción mental es una tesis ideológica» (n.º 19).
Para recordar
Cada palabra de la obra significa siempre lo mismo, y aquí está dicha una sola vez, con el apartado donde se explica.
La obra es «Apocalipsis del Sistema»; el Registro es el archivo de los frutos.
El orden de las leyes es la ley de Dios, la ley natural, la costumbre y la ley escrita; el orden oficial es el inverso.
La vara mide en dos pasos, la verdad de los hechos y sus frutos; la convergencia es una mesa con sus patas, y la pata coja se dice.
Lo que no es dato va como lectura del autor, con su etiqueta.
Las máximas latinas son costumbre jurídica escrita: cada una va con su fuente, y ninguna anula una ley con solo citarla.


Anexo I. Las fuentes
Primera versión: 7 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 3 · Citas leídas en su fuente: 38
En pocas palabras:
Este anexo reúne las citas de las tradiciones y de los textos clásicos que la obra usa, cada una con su fuente, para que cualquiera pueda comprobarlas.
Va por bloques: la Biblia y los autores cristianos; el judaísmo y el islam; China; la India; Grecia y Roma; la historia del poder; los textos modernos; y las leyes y sentencias.
Lo que ya se explica en un capítulo no se repite: se nombra, con su apartado. Lo demás va con su texto, en las palabras de su fuente.
Lo que no se pudo leer en su fuente no entra, y se dice.
Al final, I.9 trae todas las fuentes de la obra en una sola lista, por tipo, con los apartados donde se usa cada una.
I.0 Propósito
La idea: cada cita de la obra tiene su fuente; este anexo reúne las de las tradiciones y los textos clásicos, con el apartado donde se usan.
La obra cita textos de muchas tradiciones y de muchas épocas, y cada uno va con su fuente allí donde se usa. Cómo se leen esas citas y sus traducciones se explica en 0.3; cómo se hizo la comprobación, en el anexo G. Este anexo los reúne por bloques, para quien quiera comprobarlos de una vez. Lo que ya está en un capítulo no se repite: se nombra, con su remisión.
Cómo se leyó. Nada entró sin leerlo en su original o en una traducción reconocida; lo que se leyó en una copia o en una fuente secundaria se marca así. La Biblia va en la Reina-Valera Antigua y el Corán en la traducción de Julio Cortés; las demás traducciones al español son de esta edición, con el texto del que se han hecho al lado (0.3).
Este anexo dice:
I.1 la Biblia y los autores cristianos;
I.2 el judaísmo y el islam;
I.3 China;
I.4 la India;
I.5 Grecia y Roma;
I.6 la historia del poder;
I.7 los textos modernos;
I.8 las leyes y las sentencias;
I.9 y la lista de todas las fuentes de la obra.
I.1 La Biblia y los autores cristianos
La idea: las citas de la Biblia y de los autores cristianos que la obra usa, cada una con su lugar; las que ya se explican en un capítulo, solo nombradas.
«Quien tiene oídos para oir, oiga» (Mt 13:9), en 11.6; casi igual en Mt 11:15 y 13:43, Mc 4:9 y 4:23 y Lc 8:8 y 14:35◦.
«No juzguéis, para que no seáis juzgados» (Mt 7:1) y «no condenéis» (Lc 6:37), en 0.5; «juzgad justo juicio» (Jn 7:24), en 0.5 y 5.2.
«Por sus frutos los conoceréis» (Mt 7:16), la fórmula de la obra, en 0.5; el buen árbol y el maleado (Mt 7:17), en 2.5. Y lo mismo en otro lugar: «por el fruto es conocido el árbol»◦.
La cizaña y el trigo (Mt 13:29-30), en 9.1 y 10.3; y no pagar mal por mal (Rm 12:17-21), en 10.3.
Hacerse como niños (Mt 18:3-4), «Ninguno es bueno sino uno» (Mt 19:17), «no hago el bien que quiero» (Rm 7:19), Jer 17:10 y Job 42:5-6, en 2.5. Y el lamento que sigue al de Pablo: «Miserable hombre de mí! ¿quién me librará del cuerpo de esta muerte?»◦.
«amarás á tu prójimo como á ti mismo» (Lv 19:18) y «La caridad no hace mal al prójimo» (Rm 13:10), en 0.5. Pablo lo resume: «toda la ley en aquesta sola palabra se cumple: Amarás á tu prójimo como á ti mismo»◦; y a quien corrige al que cae le pide hacerlo «considerándote á ti mismo, porque tú no seas también tentado»◦.
La regla de oro: «Y como queréis que os hagan los hombres, así hacedles también vosotros»◦; y en Mateo: «todas las cosas que quisierais que los hombres hiciesen con vosotros, así también haced vosotros con ellos; porque esta es la ley y los profetas»◦.
A quien invita a los que no pueden devolverle la invitación: «porque no te pueden retribuir; mas te será recompensado en la resurrección de los justos»◦.
La parábola del fariseo y el publicano, dicha «á unos que confiaban de sí como justos, y menospreciaban á los otros»◦, acaba así: «cualquiera que se ensalza, será humillado; y el que se humilla, será ensalzado»◦.
Hacerse pequeño: «A él conviene crecer, mas á mí menguar»◦; «vivo, no ya yo, mas vive Cristo en mí»◦; Abraham, que habla a Dios «aunque soy polvo y ceniza»◦; Moisés: «¿Quién soy yo, para que vaya á Faraón, y saque de Egipto á los hijos de Israel?»◦; y Moisés y Aarón ante las quejas del pueblo: «nosotros, ¿qué somos, para que vosotros murmuréis contra nosotros?»◦.
«la verdad os libertará» (Jn 8:31-32) y el padre de la mentira (Jn 8:44), en 4.4; «Mi reino no es de este mundo» (Jn 18:36), en 6.2.
«Despiértate, tú que duermes» (Ef 5:14), en 11.6.
La fe y las obras: «muéstrame tu fe sin tus obras, y yo te mostraré mi fe por mis obras»◦; y el pecado de quien sabe hacer lo bueno y no lo hace (Stg 4:17), en 10.1 y 11.6.
El Hijo del hombre, que no vino a ser servido sino a servir (Mt 20:28), en 3.6.
«La ciencia hincha, mas la caridad edifica»◦.
«No te pondrás contra la sangre de tu prójimo»◦. El hebreo dice, palabra por palabra, «no estarás sobre la sangre de tu prójimo».
«Decid al justo que le irá bien: porque comerá de los frutos de sus manos»◦; donde el hebreo dice «el fruto de sus obras».
«Y andaré en anchura, Porque busqué tus mandamientos»◦; la revisión de 1960 dice «Y andaré en libertad»◦.
Agustín: los hijos del diablo lo son por imitarlo, no por nacer de él, en 11.2.
San Juan de la Cruz: «Para venir a serlo todo, / no quieras ser algo en nada», y «para venir del todo al todo, / has de negarte del todo en todo»◦.
Meister Eckhart: «Es un hombre pobre el que nada quiere, nada sabe y nada tiene»◦.
I.2 El judaísmo y el islam
La idea: las citas de la tradición judía y del Corán que la obra usa; el Corán, en la traducción de Julio Cortés, y el árabe al lado donde dice más.
«¿Quién es sabio? El que aprende de toda persona» (Pirkei Avot 4:1, de Ben Zoma), en 2.5.
«Nadie se humilla ante Dios sin que Dios lo eleve» (Sahih Muslim 2588), en 2.5, como fuente secundaria.
El bien que el Corán manda y el mal que prohíbe: «Alá prescribe la justicia, la beneficencia y la liberalidad con los parientes. Prohíbe la deshonestidad, lo reprobable y la opresión»◦.
La verdad que deshace lo falso: Corán 17:81, en 4.4; y «lanzamos la Verdad contra lo falso, lo invalida... y éste se disipa»◦.
El enviado que no se hace dios: «Yo soy sólo un mortal como vosotros» (Corán 18:110), en 6.2.
Lo que permanece: «Todo aquél que está sobre ella es perecedero. Pero subsiste tu Señor, el Majestuoso y Honorable»◦; el árabe dice «el rostro de tu Señor». Y «¡Todo perece, salvo Él!»◦, donde el árabe dice «salvo Su rostro».
Nada se pierde: «Quien haya hecho el peso de un átomo de bien, lo verá. Y quien haya hecho el peso de un átomo de mal, lo verá»◦.
I.3 China
La idea: Confucio juzga por los actos, no solo por las palabras, y da una sola palabra por regla de toda la vida: la reciprocidad.
«Mira lo que hace, observa por dónde lo hace, examina en qué se queda tranquilo; ¿cómo podría esconderse una persona?»◦.
«Al principio, mi manera con los hombres era oír sus palabras y darles crédito en su conducta. Ahora mi manera es oír sus palabras y mirar su conducta»◦.
A la pregunta de si hay una palabra que sirva de regla para toda la vida: «¿No es RECIPROCIDAD esa palabra? Lo que no quieras que te hagan a ti, no lo hagas a otros»◦.
Saber que no se sabe (Analectas 2.17 y Daodejing 71) y el debate de Mencio y Xunzi sobre si la naturaleza humana nace buena o mala, en 2.5; el camino del cielo, que beneficia y no daña (Daodejing 81), en 3.6.
I.4 La India
La idea: la Gita describe al que vive sin «mío» y sin «yo», y el Dhammapada pide distinguir lo esencial de lo que no lo es.
«Solo la verdad vence, no la mentira» (Mundaka Upanishad 3.1.6), en 4.4.
«Quien, abandonando todos los deseos, anda sin anhelo, sin “mío”, sin sentido del yo, ese alcanza la paz»◦.
«Quien, por comparación consigo mismo, ve igual en todas partes, oh Arjuna, sea placer o sea dolor, ese yogui es tenido por el más alto»◦.
«Sin odio a ningún ser, amistoso y compasivo; sin “mío”, sin sentido del yo, igual en dolor y placer, paciente»◦.
El Dhammapada, en la traducción de Max Müller: «Los que imaginan verdad en lo falso y ven lo falso en la verdad nunca llegan a la verdad, sino que siguen deseos vanos. Los que conocen la verdad en la verdad y lo falso en lo falso llegan a la verdad y siguen deseos verdaderos»◦. El pali no dice «verdad», sino sāra, «lo esencial»: «tomando lo no esencial por esencial y viendo lo esencial como no esencial, no alcanzan lo esencial»◦.
«vence al mentiroso con la verdad» (Dhammapada 223), en 4.4; «todos temen la muerte» (Dhammapada 129), en 1.4. Y el verso siguiente: «Todos tiemblan ante el castigo, todos aman la vida; tomándose a uno mismo como medida, que nadie mate ni haga matar»◦.
I.5 Grecia y Roma
La idea: los textos de Grecia y Roma que la obra usa ya están en sus capítulos; aquí, solo su lugar.
Sócrates, que no cree saber lo que no sabe (Platón, Apología 21d), y el auriga y sus dos caballos (Fedro 246b), en 2.5.
La caverna: el prisionero liberado y obligado a mirar hacia la luz sufre (República VII, 515c), en 11.6.
«La insolencia engendra al tirano» (Sófocles, Edipo rey, 873), en 6.2.
Augusto, que dice no haber tenido más poder que sus colegas (Res Gestae 34), y Domiciano (Suetonio, Domiciano 13), en 6.2.
Marco Aurelio, que aprendió de Rústico que su carácter necesitaba corrección (Meditaciones I, 7), en 6.2.
I.6 La historia del poder
La idea: los textos del poder que se dice sagrado, y de los que se corrigieron, ya están en el capítulo 6; aquí, solo su lugar.
El faraón, «Hijo de Ra» desde su coronación, y Ciro en su cilindro, en 6.2; el emperador de Japón, que en 1946 declaró por escrito que el vínculo con su pueblo no se basa en la idea de que él sea un dios, también en 6.2; el prólogo de Hammurabi, llamado por los dioses a implantar la justicia, en 3.2.
La Donación de Constantino, falsa, y el Dictatus Papae de 1075, auténtico, en 6.2.
Jacobo VI de Escocia y la monarquía absoluta, en 6.2; Hobbes y el Leviatán, en 6.1.
Ashoka y su propia guerra, con cien mil muertos, y el Dalai Lama, que en 2011 puso fin a la doble autoridad, espiritual y política, de su institución, en 6.2.
Salomón, que pidió «corazón dócil» (1 Re 3:9), y su hijo, que no alivió el yugo, con lo que las tribus del norte se apartaron (1 Re 12), en 6.2.
I.7 Los textos modernos
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Código de Ur-Namma: 3.2, F.4.
Comentario de Zuo: 3.2, F.3.
Concilio de Nicea, cánones: 3.3.
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Samyutta Nikaya: 3.1.
Saṃyutta Nikāya: J.3.
Shû King (Libro de los Documentos): 1.9.
Sima Qian, Shiji: 3.4, 3.5, F.3.
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Tabla Esmeralda: I.7.
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EsadeEcPol: 8.9.
Fedea: B.4.
Fundación CIVIO: A.3.
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Instituto de Estudios Económicos (IEE): 9.1, A.8.
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Maldita: A.6.
MyJoyOnline: 7.5.
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Political Watch: A.4.
Revista de Estudios de la Administración Local y Autonómica (REALA): A.9.
Statista: A.6.
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UGT: 8.8.
Un magistrado del Tribunal Supremo, con datos del Ministerio de Justicia: A.5.
WEF: A.2.
Límite honesto de la prueba
Lo que no se leyó no entra. De la lista de la pieza quedan fuera, por no haberse leído en su fuente: Mt 22:39 (la misma frase está en Lv 19:18 y Gá 5:14, I.1), Ez 33:6, el bitul jasídico y el fana' sufí, el Kalama Sutta, el comentario de Jung al Bardo Thodol, Kant y la publicidad, y el origen de la expresión «la gran mentira». Tampoco la fecha de la Tabla Esmeralda. Mc 10:45 se leyó después en la Reina-Valera Antigua y dice lo mismo que Mt 20:28 (3.6), que es el que se cita.
Algunas traducciones no salen del original. Las Analectas 5.10 y 15.24 se tradujeron de la versión inglesa de Legge, y el Dhammapada 11-12, de la de Müller y de la de Sujato; se dice en cada una. Los hadices de Sahih al-Bujari y de Sahih Muslim se leyeron en una copia de datos de la colección, no en una edición impresa: van como fuente secundaria (2.5 y anexo F).
Dónde se oye la defensa del Estado
La defensa del Estado frente a las fuentes de la obra, y lo que la obra le responde, se oyen en el juicio, en las cuestiones previas (11.2): «Las citas son de opositores ideológicos, y algunas no están verificadas» (n.º 13) y «El Estado es aconfesional» (n.º 5).
Para recordar
Cada cita de la obra tiene su fuente; las de las tradiciones y los textos clásicos están aquí, por bloques, con el apartado donde se usan.
Cada cita va en las palabras de su fuente; donde la edición traduce, el texto del que se ha hecho va al lado.
Lo que no se pudo leer en su fuente no entra, y se dice.
La lista de todas las fuentes de la obra, por tipo, se hace con la obra entera.


Anexo J. La balanza equilibrada: lo que habría sido de ajustarse a lo recibido
Primera versión: 9 de octubre de 2026 · Última revisión: 12 de octubre de 2026 · Cambios anotados en el capítulo: 8 · Citas leídas en su fuente: 28
En pocas palabras:
Este anexo no añade datos: explica el método con que la obra mide hacia dónde apunta cada cosa, y lo deja escrito para que cualquiera lo aplique.
Hay dos semillas: la que se recibe (la ley de Dios y la natural) y la que se siembra (la costumbre y la ley escrita). El árbol se tuerce cuando la segunda se corta de la primera o se pone por encima.
El dial mide una conducta entre dos vicios, uno por defecto y otro por exceso, con la virtud en el centro. El centro no lo pone quien mide: lo ponen las dos leyes de arriba, y se escribe antes de mirar los datos.
La balanza es para lo que se da y se recibe entre el ciudadano y el Estado; el dial, para la conducta de uno solo. La balanza equilibrada es el centro del dial.
Se miden normas, instituciones y situaciones, nunca personas; con números solo donde se cumplen cuatro condiciones, y con la mejor defensa del Estado al lado.
J.0 Propósito
La idea: el dial no es un método nuevo. Es el segundo paso de la vara, los frutos, hecho visible: a la posición se le añade la dirección.
La obra mide en dos pasos: primero, si los hechos son ciertos, con su fuente; después, sus frutos (0.5). La auditoría dice de cada artículo si se cumple o no (7.1), y los frutos se miden con datos (8). Este anexo añade a ese segundo paso dos cosas que ya estaban en los capítulos y no tenían nombre: la posición (si algo se queda corto o se pasa) y la dirección (si se acerca al centro o se aleja). No sustituye al «cumple o incumple»: lo lee desde arriba. A esa mirada la obra la llama la vista superior: mirar desde las leyes superiores, la ley de Dios y la natural, que son las únicas que pueden poner el centro (1.9).
Por qué va en un anexo. Porque es método, no dato, y porque el lector ya ha visto todo lo que mide: el Arca (3), la virtud entre dos vicios (anexo del 4.3), la auditoría (7) y los frutos (8). Aquí se junta y se ordena. Lo que mide se llama evaluación por los frutos, y se aplica a cosas, nunca a personas (0.2): cada persona, si quiere, se la aplica a sí misma.
Este anexo dice:
J.1 las dos semillas y los dos árboles, dónde se tuerce un árbol y el camino de vuelta;
J.2 quién pone el centro, y cómo se escribe antes de medir;
J.3 el dial, con el dial maestro «servir» y los nueve principios del Arca como diales;
J.4 cuándo se usa la balanza y cuándo el dial;
J.5 las tres capas de la medida y la ficha;
J.6 el piloto;
J.7 lo que el dial no mide;
J.8 y la balanza, pesa a pesa: lo que expone el libro, pesado con la misma pesa.
J.1 Las dos semillas y los dos árboles
La idea: las dos semillas no son el bien y el mal, sino lo que se recibe y lo que se siembra. El árbol se tuerce cuando lo sembrado se corta de lo recibido o se pone por encima. De cada gesto que lo tuerce hay un camino de vuelta a lo recibido, y lo anda cada uno.
Las dos semillas. La semilla que se recibe es la ley de Dios y la ley natural: no la puso ningún autor humano con interés, y se reconoce porque converge en tradiciones sin contacto documentado entre sí (0.5). Es la autoridad original (1.9). La semilla que se siembra es la costumbre y la ley escrita: la ponen las personas a partir de los hechos, de la necesidad y del acuerdo. Es la autoridad derivada (1.9), y vale tanto como su unión con la primera. Las dos hacen falta: sin la segunda no hay comunidad que se gobierne; sin la primera, la segunda no tiene de dónde recibir su título.
Los dos árboles. No nacen de semillas distintas: nacen de a qué se une lo sembrado. El árbol recto crece de lo recibido, y la costumbre y la ley escrita entran en él como ramas, que valen porque están unidas al tronco. El árbol torcido crece de lo sembrado solo: en el lugar de lo recibido pone una presunción, algo dado por cierto sin prueba (0.4), y todo lo que se construye encima hereda esa raíz. Las dos cosas se comprueban distinto: la raíz recta, por convergencia; la raíz torcida, buscando el documento que la sostiene, y si no lo hay, es presunción (capítulo 5).
Las cuatro partes, y dónde están en este libro. La raíz: el Arca (3), o una presunción en su lugar (5). El tronco: el orden de las leyes y la persona (1, 2 y 4), o cómo se construyó el Estado (6). Las ramas: los artículos que se cumplen y los que no (7 y anexo A). El follaje y los frutos: lo que se vive y lo que da (8 y 10).
La tabla con las cuatro partes de cada árbol, y cómo se comprueba cada una, se ve en el nivel completo.
El follaje no es el fruto. El Evangelio avisa de que la apariencia engaña y de que la prueba es el fruto: «guardaos de los falsos profetas, que vienen á vosotros con vestidos de ovejas, mas de dentro son lobos rapaces. Por sus frutos los conoceréis»◦; «todo buen árbol lleva buenos frutos; mas el árbol maleado lleva malos frutos»◦. El Daodejing dice lo mismo del hombre grande: «se queda con el fruto y no con la flor»◦. Por eso los frutos se miden con datos (8) y el follaje, lo que se siente al vivir en un árbol, se pregunta y no se afirma: es la brújula, que se explica al cerrar el capítulo 10.
Dónde se tuerce un árbol: siete gestos, en dos familias. El conflicto no está en tener leyes, sino en cómo se convence y en qué hace quien manda con el título que consiguió así. Los textos del Génesis y los demás que se leyeron dan siete gestos (los textos, en 1.9, 4.2 y 4.3; aquí, su lista):
Cómo se convence: 1. falsear la información: citar mal la orden y negar la consecuencia sin dato (es lo que el capítulo 5 llama presunción); 2. atribuir un motivo a quien ordena, sin poder comprobarlo; 3. prometer lo que no es suyo: «seréis como dioses»◦, «Todo esto te daré»◦ (la prueba de una pregunta, 1.9); 4. mover por el deseo y la apariencia, no por la comprobación.
Qué hace quien manda: 5. cortarse de lo recibido; 6. ponerse por encima; 7. ser juez en su propia causa: quien legisla gana con lo que manda (1.7).
Los cuatro primeros son el mecanismo por el que se consiente sin información; los tres últimos, lo que hace con el título quien lo obtuvo así. El capítulo 5 (las presunciones) y el 6 (cómo se construyó el Estado) son, en pequeño, los mismos pasos.
El camino de vuelta. Cada gesto que tuerce el árbol tiene su vuelta, y la obra ya la tiene escrita. Cada tramo va en cuatro pasos: la rama seca, que es el gesto y lo que los capítulos dicen que hay que podar; la pesa que la mide, la misma de toda la obra: ¿roca o arena?, y, por sus frutos, ¿sirve más allá de sí, se sirve, o no cuida ni cumple? (0.5); lo recibido que la sana: el Arca (3), con sus textos (F), y lo que se dio, se perdió y por dónde se vuelve (3.7 y F.9); y la puerta de la ley por la que se vuelve (10). Sin la puerta, volver se oiría como salirse de la ley; con ella, se vuelve por la ley que ya existe. El camino no lo anda nadie por otro (3.7).
1. Falsear la información. La rama seca: dar por cierto lo que no tiene documento, la presunción (0.4), y, en el capítulo 5, la presunción en el lugar del consentimiento. La pesa: ¿roca o arena? Lo recibido: las pesas y medidas justas (3.2, P4). La puerta: pedir por escrito la norma y la resolución que amparan lo que se exige, y que quede constancia (10.4).
2. Atribuir un motivo a quien ordena, sin poder comprobarlo. La rama seca: el gesto mismo, juzgar la intención. La pesa: se pesan cosas, nunca personas ni intenciones (J.7). Lo recibido: examinar antes de castigar (3.2, P7). La puerta: la responsabilidad se establece por acto y con fuente, nunca por pertenecer a un colectivo (10.3).
3. Prometer lo que no es suyo. La rama seca: el gesto mismo, prometer ser como dioses (Gn 3:5, arriba). La pesa: ¿roca o arena?, con la prueba de una pregunta (1.9). Lo recibido: devolver lo confiado (3.2, P5). La puerta: la pregunta por escrito, que deja constancia de lo que se responde y de lo que se calla (10.4).
4. Mover por el deseo y la apariencia. La rama seca: lo que el capítulo 7 manda podar, dar por cumplido lo que solo está escrito, la forma que conserva el nombre y pierde la sustancia. La pesa: por sus frutos. Lo recibido: el fruto y no la flor (arriba: Mt 7:16; Daodejing 38). La puerta: el Registro de los frutos (10.8) y la brújula, que pregunta por el follaje sin darlo por prueba (10.9).
5. Cortarse de lo recibido. La rama seca: lo que el capítulo 1 manda podar, el orden invertido, que pone la ley que escriben los hombres en el lugar de la ley de Dios; y lo que el capítulo 2, la creencia de que los derechos de la persona los da la ley. La pesa: ¿sirve más allá de sí? Lo recibido: volver a lo que se dio, que es el camino de vuelta que nombran diez tradiciones (3.7). La puerta: la metamorfosis, que el Estado se alinee con la ley que está por encima de la suya (10.2).
6. Ponerse por encima. La rama seca: lo que el capítulo 6 manda podar, el poder que se declara el único intérprete del bien y deja de admitir corrección; y lo que el capítulo 9, la regla que aplica a cualquier empresa y no se aplica a sí mismo. La pesa: ¿sirve, o se sirve? Lo recibido: el gobernante existe para el pueblo (3.2, P1), con el hilo del Arca, servir (3.6). La puerta: un Estado que sirva al pueblo (10.1).
7. Ser juez en su propia causa. La rama seca: lo que el capítulo 1 manda podar, la autoridad que se ejerce siendo juez en su propia causa: quien legisla gana con lo que manda (1.7). La pesa: vale también para quien pesa (0.5). Lo recibido: el castigo no es un negocio, y contra el soborno (3.2, P8). La puerta: el deslinde, con las dos partes presentes (10.7), y el jurado, ante el que la institución juzgada también puede recusar (11.1).
Tres cosas que esta imagen no dice. No dice que el Estado sea el árbol torcido: de los 169 artículos de la Constitución, 93 se cumplen (7.1); las ramas de un mismo árbol caen de un lado o de otro, y la propia obra lo dice. Y no dice que quien tuerce lo haga con mala fe: la autoridad que nace de una necesidad real y se paga con una función la cuentan varias tradiciones (1.9), y la intención de nadie es dato de esta obra (0.3). Y no sitúa a nadie: enseña el terreno, lo recibido y las puertas, pero dónde está cada uno lo mira cada uno, y la respuesta es suya (10.9).
J.2 El centro: quién lo pone y cómo se escribe
La idea: el centro no lo pone quien mide. Lo ponen la ley de Dios y la ley natural, por convergencia, y se escribe antes de mirar los datos.
Quién lo pone. Solo las dos leyes de arriba tienen autoridad original (1.9); por eso solo ellas pueden poner el centro. Lo que lo pone no es la opinión de nadie, sino lo que converge en tradiciones sin contacto documentado y pasa la vara (0.5). La lista corta de lo que pone el centro ya está escrita: son los nueve principios del Arca (3.2), cada uno con sus patas y su pata coja.
Cómo se escribe. Antes de medir, no después. Es la regla de la vara: «la vara va antes de los datos» (0.5). Si el centro se escribiera después de mirar los datos, se movería para que encajara con lo medido, y el dial sería una opinión con forma de cifra. Y cada verdad que pone el centro se escribe con sus condiciones: dónde, cuándo y quién la observa, para que cualquier observador pueda contrastarla. Lo que parece obvio descansa a veces en condiciones no dichas; dichas, deja de ser presunción.
Lo que no se puede decir. Que el centro sea «de Dios» en último término no se comprueba; lo comprobable es que no tiene autor interesado, que converge y que pasa la vara (1.9). Y «bien común» necesita una definición escrita antes de medir: la obra la toma de la clasificación de la auditoría (7.4), lo que afecta al ciudadano en su vida diaria frente a lo que organiza al poder.
J.3 El dial
La idea: el dial mide una conducta entre dos vicios, uno por defecto y otro por exceso, con la virtud en el centro. El dial maestro del Estado es «servir»: a la izquierda, no cuida ni cumple; a la derecha, se sirve.
Dos vicios y un centro. Para quien lo midió con más cuidado, la virtud no está entre el bien y el mal, sino entre dos males: «un término medio entre dos vicios: uno por exceso y otro por defecto» (anexo del 4.3, con Aristóteles). El dial es esa idea hecha instrumento: una línea con el defecto a la izquierda, el exceso a la derecha y la medida justa en el centro. Y como lo que se hace una y otra vez forma a quien lo hace (4.4), lo que mueve el dial es lo que se repite.
¿Solo Aristóteles? No. La obra buscó la misma figura, dos excesos y un medio, en otras tradiciones, y la encontró en seis (los pasajes se leyeron en sus archivos):
Israel. El proverbio de Agur pide: «No me des pobreza ni riquezas; manténme del pan que he menester»◦, porque en la abundancia podría negar a Dios y en la pobreza, robar◦.
El islam. Los fieles «cuando gastan, no lo hacen con prodigalidad ni con tacañería, -el término medio es lo justo-»◦.
La India. «La religión no es de quien ayuna demasiado ni de quien come demasiado, ni de quien duerme con la mente ociosa, ni de quien gasta sus fuerzas en vigilias», sino de quien es «moderado al comer, al descansar y en el juego; medido en deseo y en acción»◦.
China. El sabio Shun «tomó los dos extremos de ellas [las opiniones], determinó el Medio y lo empleó en su gobierno del pueblo»◦.
El budismo. «Mendicantes, estos dos extremos no deben ser cultivados por quien ha salido [de la vida de casa]»: la indulgencia en los placeres sensuales y la indulgencia en la automortificación; «evitando estos dos extremos, el Realizado comprendió el camino medio de la práctica»◦.
Grecia, en Platón. «Que sepa elegir el término medio y evitar los extremos de uno y otro lado, en cuanto sea posible, no solo en esta vida sino en todo lo que ha de venir. Pues este es el camino de la felicidad»◦.
Hay más pasajes (Deuteronomio, el Zhongyong 4, las Analectas XI, el arpa de Buda y Horacio) que se ven en el nivel completo.
Lo que lo matiza. No todas dicen lo mismo del medio:
El medio no es siempre un punto equidistante. En Israel es suficiencia («el pan que he menester», Prov 30:8) y mandato («no os apartéis á diestra ni á siniestra», Dt 5:32); en el budismo, el camino medio es el noble camino óctuple, un programa de ocho factores y no un punto entre dos polos◦.
Hay un exceso de justicia. «No seas demasiado justo, ni seas sabio con exceso»◦: Cohélet avisa contra el exceso de justicia y de sabiduría, y no dice dónde está el medio.
El medio sostenido sin sopesar es un solo punto. Mencio: «sostenerlo sin dejar sitio a las exigencias de las circunstancias es como su sostener un solo punto»◦.
Los extremos valen algo cuando falta quien siga el medio. Confucio: «Como no puedo conseguir hombres que sigan el justo medio […], tendré que buscar a los ardientes y a los cautelosamente decididos»◦.
En Persia se elige un polo. «Entre estos dos los sabios eligieron bien, no así los necios»◦: dos espíritus que no se complementan; se elige uno, y no hay medio.
Conclusión, lo que arrojan los datos: seis tradiciones, Israel, el islam, la India, China, el budismo y Grecia, hablan de dos excesos y un medio, en materias distintas: el dinero, la comida y el sueño, el gobierno, la práctica y la vida elegida. Coinciden, no convergen: casi todas las fechas son aproximadas y no está comprobado que sean independientes entre sí. No dicen lo mismo del medio: en unas es una medida; en otras, una suficiencia, un mandato o un camino; y Persia pide elegir un polo. Y ninguna dice que el centro lo ponga «la ley de Dios y la ley natural»: lo sugiere solo, y de lejos, el mandato de Dt 5:32.
Lectura del autor: el dial es esa figura hecha instrumento. Lo que las tradiciones coinciden en decir es la forma, dos excesos y un medio; lo que la obra añade es quién pone el centro, la ley de Dios y la ley natural (1.9), y por eso lo escribe antes de medir. Que el medio sea una medida, una suficiencia, un mandato o un camino no rompe el dial: dice qué clase de centro es cada uno. Y lo de Mencio es la razón de que el centro se escriba antes, pero se mida con las circunstancias a la vista: el dial lleva flecha, no solo un número (J.5).
Cómo se lee. En tres zonas, defecto, centro y exceso, con una flecha que dice hacia dónde se mueve. Con números, de −100 a +100 y el 0 en el centro, solo donde se cumplen las cuatro condiciones del piloto (J.6). El número mide la posición, no si algo es bueno o malo.
El dial maestro: servir. El hilo de los nueve principios del Arca es uno: «¿sirve, o se sirve?» (3.6). Ese es el dial del Estado:
A la izquierda, el defecto: no cuida al ciudadano, o lo cuida poco; no cumple lo que prometió. En este libro lo mide el capítulo 7: lo prometido frente a los hechos.
En el centro, la medida justa: el que manda sirve. «Sabéis que los príncipes de los Gentiles se enseñorean sobre ellos, y los que son grandes ejercen sobre ellos potestad. Mas entre vosotros no será así; sino el que quisiere entre vosotros hacerse grande, será vuestro servidor»◦; «Como el Hijo del hombre no vino para ser servido, sino para servir»◦.
A la derecha, el exceso: se sirve del ciudadano: impuestos, presión fiscal, control, leyes de más. En este libro lo mide el capítulo 8: los frutos.
Un solo texto da los dos polos a la vez. A los pastores que «se apacientan á sí mismos»◦, Ezequiel les reprocha primero el defecto: «No corroborasteis las flacas, ni curasteis la enferma: no ligasteis la perniquebrada, ni tornasteis la amontada, ni buscasteis la perdida»; y después el exceso: «sino que os habéis enseñoreado de ellas con dureza y con violencia»◦. Y dice el centro: «Yo buscaré la perdida, y tornaré la amontada, y ligaré la perniquebrada, y corroboraré la enferma […]. Yo las apacentaré en juicio»◦.
Los nueve principios del Arca como diales. Cada principio del Arca (3.2) es un dial: su centro es la medida justa que las tradiciones guardaron, y sus extremos, dos vicios. Solo se pone un polo donde un texto ya leído lo dice; donde el Arca no tiene texto, se dice y no se inventa.
La tabla de los nueve diales, con sus dos vicios y su centro, se ve en el nivel completo.
Los dos vicios están escritos en seis de los nueve (P1, P2, P4, P7, P8 y P9); en dos más hay uno solo (P3 y P5); la usura tiene su apartado. Un solo verso da a la vez dos polos de P7: «El que justifica al impío, y el que condena al justo, ambos á dos son abominación á Jehová»◦. Y el de P8 lo dice el Eclesiastés: «Porque no se ejecuta luego sentencia sobre la mala obra, el corazón de los hijos de los hombres está en ellos lleno para hacer mal»◦. El defecto de P3 y el de P5 se buscaron en las fuentes ya leídas y no se rellenan: la pereza del perezoso◦ es de quien trabaja, no de quien manda, y el caso del arma que no se devuelve a quien ha perdido la razón◦ es una excepción a la regla de devolver, no un vicio.
J.4 La balanza y el dial
La idea: la balanza es para lo que se da y se recibe entre dos; el dial, para la conducta de uno. La balanza equilibrada es el centro del dial.
El Arca ya tiene la balanza (3.2, P4): la pesa cabal, en Egipto, Israel, la India, el judaísmo, el islam y China. Mide la reciprocidad entre dos partes: lo que el ciudadano da y lo que recibe; lo que el Estado promete y lo que cumple. Los dos platillos. El dial, en cambio, mide la conducta de uno solo: dónde cae, entre dos vicios, lo que hace una norma o una institución. Las dos medidas se unen en el título de este anexo: la balanza equilibrada, la que tiene los platillos iguales, es el centro del dial. Cuando el Estado sirve, lo que da y lo que recibe se equilibran; cuando se sirve, un platillo baja. Por eso la obra habla de «lo que habría sido de ajustarse a lo recibido»: no es una opinión sobre cómo debería ser el Estado, sino la medida de la distancia entre lo creado y el centro que ya estaba escrito.
J.5 Las tres capas y la ficha
La idea: primero se dibuja el equilibrio; encima, lo creado; y después se mide la distancia y hacia dónde va. Cada cosa evaluada lleva una ficha de tres medidas.
Las tres capas, en este orden:
1. El equilibrio. El árbol recto con el centro de cada dial, tal como sale de lo recibido. Se dibuja primero, para que el centro no se pueda mover después.
2. Lo creado. Sobre esa misma plantilla, dónde cae hoy cada cosa: cada norma, cada institución, cada situación. Con su mejor defensa al lado, como en todo el libro (0.3).
3. La distancia. Lo que habría sido de ajustarse a lo recibido frente a lo creado, y hacia dónde se mueve: si se acerca al centro o se aleja. Es la «dirección de los hechos» de 0.3, hecha visible.
La ficha. Cada cosa que se evalúa lleva tres medidas:
1. Dónde caen sus diales: por defecto o por exceso; con número solo en el piloto, con zona y flecha en lo demás.
2. Cuánta verdad comprobada hay detrás: los niveles A, B y C de cada dato que la sostiene (0.3), y qué parte sigue siendo presunción (0.4).
3. Hacia dónde evoluciona: si se acerca o se aleja del centro, con los hechos en orden de fechas.
Ninguna de las tres dice la intención de nadie: un patrón no prueba una intención (0.3).
Lectura del autor, lo global y lo particular (palabras del autor, 6-oct-2026; las imágenes son suyas, para explicar la idea, no datos): primero se mira lo global y después lo particular. Una misma fuente da de beber a animales distintos según su caudal: con poco caudal no vive un pez, y una vaca sí puede beber. Y un solo árbol tiene muchas ramas: la que nace al sur recibe más sol que la del norte y tendrá más hojas, y cuenta también el agua que reciben las raíces. Con la obra pasa lo mismo: la Constitución, bajada de una fuente oficial, es la verdad de su texto, pero cada artículo marca una dirección distinta y no se aplica el mismo a todos los casos. Por eso el centro de cada dial se escribe una vez, para todos (J.2), y cada cosa que se evalúa lleva su ficha, con sus variables (J.5). Mirar solo lo global tiene un riesgo: la respuesta de plantilla, que trata todos los casos como iguales aunque cada uno traiga su información. La propia ley pide lo contrario: motivar el acto, y una motivación de plantilla no cumple ese deber (10.4).
J.6 El piloto
La idea: el dial se prueba primero en pequeño, con las palabras del artículo 1.1 de la Constitución y con la dignidad, y solo lleva números si cumple cuatro condiciones.
Las cuatro condiciones para que un dial lleve número, fijadas antes de medir:
1. Los polos son dos vicios, no el bien y el mal (anexo del 4.3). Si un dial pone «bien» a un lado y «mal» al otro, falla.
2. El centro se escribe antes de mirar los datos, con la definición del bien común (J.2 y 7.4).
3. Se miden frutos observables, no propósitos ni intenciones; y se miden diseños e instituciones, nunca personas.
4. Un perfil, no un porcentaje único: una media global esconde lo que importa; se da cada dimensión a la vista, y un porcentaje por dimensión solo si tiene umbral escrito de antemano, dato de nivel A y cálculo que cualquiera pueda repetir.
El diseño del piloto. Las palabras que la Constitución promete en su artículo 1.1, «la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político»◦, y la dignidad del artículo 10.1 (1.4). Para cada palabra, tres o cuatro dimensiones elegidas entre los datos de nivel A que la obra ya tiene, sin buscar ninguno nuevo; para cada dimensión, el defecto, el centro y el exceso, con el umbral escrito antes del dato; y el resultado en tres palabras: «cerca», «se aleja por defecto» o «se aleja por exceso». Las dimensiones candidatas, por comprobar una a una con el conjunto delante: para la justicia, los plazos y las condenas de los tribunales (7 y anexo A); para la igualdad, los aforamientos, la pobreza infantil y la diferencia entre lo público y lo privado; para la libertad, las sanciones administrativas y el silencio administrativo; para el pluralismo, el umbral de entrada y las subvenciones a quien ya tiene escaños. Antes de publicar un número, la regla se prueba con una muestra juzgada aparte.
Lo que el piloto es y lo que no. Es la prueba de que el método se puede aplicar sin trampa; no es el veredicto sobre el Estado, que ya está dicho en el dictamen (9). Si una dimensión no cumple las cuatro condiciones, se queda sin número y va como lectura del autor.
El piloto, hecho sin números. Un dial por palabra: el centro, escrito antes de mirar ningún dato; a la izquierda, el vicio de no cuidar, y a la derecha, el de servirse, como en el dial maestro (J.3); y en cada dimensión, la flecha en tres palabras, solo con lo que la obra ya tiene y su remisión. El centro es el bien: de lo que hizo, «vió Dios que era bueno»◦. Y el mal es errar ese blanco, como lo nombran el griego y el hebreo de la Biblia (3.2) y el sánscrito (F.8).
Libertad: se aleja por exceso en la presunción en lo sancionador; está cerca en el silencio que da la razón a quien pide para sí; y se aleja por defecto en el silencio que no contesta a quien pregunta o pide información.
Justicia: se aleja por defecto en los plazos, en la justicia gratuita, en la reparación del error judicial y en el órgano de gobierno de los jueces, que no se renovó a su tiempo.
Igualdad: se aleja por exceso en los aforados y por defecto en la pobreza infantil; lo público frente a lo privado se queda sin flecha.
Pluralismo político: se aleja por exceso en el umbral de entrada, en las firmas que se piden al partido nuevo y en el dinero.
Dignidad: se aleja por defecto en la persona como trámite; la persona como medio se queda sin flecha.
Los cinco diales, con su centro y sus dos vicios, y lo que sostiene cada flecha, con su remisión, se ven en el nivel completo.
Conclusión, lo que arrojan los datos: los dos vicios a la vez. Las flechas no van a un solo lado. Se alejan por defecto, el Estado no cuida, en lo que toca la vida diaria del ciudadano (7.4): la infancia, los plazos y la justicia gratuita, la reparación del error judicial, la respuesta a quien pregunta y los trámites; y también en el órgano de gobierno de los jueces, que no se renovó. Se alejan por exceso, el Estado se sirve, en lo que toca al acceso y al trato del propio poder: el tribunal de los aforados, la entrada de partidos nuevos y su dinero; y también en la presunción en lo sancionador. Una sola dimensión está cerca: el silencio que da la razón a quien pide para sí. Son los dos vicios del dial maestro, a los dos lados de servir (J.3).
J.7 Lo que el dial no mide
La idea: el dial no mide intenciones ni personas, no sustituye a la auditoría y no dice que el Estado sea ilegítimo.
No mide la intención. Mide la posición y la dirección de lo que se hace; de dónde nace un acto queda como lectura del autor (0.5).
No mide a personas. Mide normas, instituciones y situaciones (0.2). Cada persona puede aplicarse la vara a sí misma, y eso es cosa suya.
No sustituye al «cumple o incumple». La auditoría y sus recuentos no cambian (7.1, anexo A): el dial los lee desde arriba.
No dice que el Estado sea ilegítimo por haberse fundado a sí mismo (6, «Lo que este capítulo no hace»), ni que sea el árbol torcido entero (J.1).
No afirma que los diales «emanen siempre de la virtud»: eso está leído en Aristóteles; en las demás tradiciones se leyó la figura de dos excesos y un medio (J.3), pero no que el medio nazca de la virtud: eso falta leerlo.
No convierte en principio del Arca la prueba «¿es suyo lo que ofrece?» (1.9): le falta la pata coja que el método exige (0.5), y mientras tanto es una prueba, no un principio.
Lectura del autor (palabras del autor, 8-oct-2026; es lectura, no dato): cada palabra que promete la Constitución tiene varias caras, como una persona tiene varios papeles; cada cara es un dial entre dos extremos, y «su palabra tiene un centro»: la dirección es el bien común del pueblo. Lo que el autor ve en el conjunto es lo que este anexo mide: un Estado que, en lo que promete al ciudadano, se queda corto, y en lo que se toma de él, se pasa (7.4 y 8). Que esa doble polaridad sea también la línea de la virtud de cada uno, y que el centro de la persona y el del Estado sean el mismo, es su lectura, y no lleva números: la vara se aplica a los dos lados (0.5), y el autor se la aplica primero a sí mismo (anexo G).
J.8 La balanza, pesa a pesa
La idea: una sola pesa para todo, también para quien pesa: primero, ¿roca o arena?; después, por sus frutos, ¿sirve más allá de sí, se sirve, o no cuida ni cumple? Con ella se pesa aquí lo que expone el libro (lectura del autor).
Lectura del autor: cómo se lee la tabla. Es la ficha de J.5 aplicada a lo que expone el libro, sin instrumento nuevo. El primer paso de la pesa, roca o arena, ya está dado en cada apartado: cada dato de la tabla está allí con su fuente y su nivel, y la remisión lleva a él. Aquí va el segundo paso. La segunda columna dice hacia dónde se aparta la aguja del centro: por defecto (no cuida ni cumple), por exceso (se sirve) o cerca del centro; con la flecha solo donde la obra tiene los hechos en orden de fechas, y sin número, porque ninguna fila cumple todavía las cuatro condiciones del piloto (J.6). La tercera columna es el fruto que lo muestra. Y la cuarta es lo que pesa en el otro plato: lo que se cumple, la mejor defensa del Estado o el dato que no encaja, porque la vara se aplica a los dos lados (0.5). Se pesan cosas, nunca personas ni intenciones (J.7). Lo que la obra mide sin afirmar su causa (la vivienda y los hijos, la confianza, la salud y la familia: 8.8 a 8.10) no está en la tabla: sin causa, no se puede decir de qué lado se aparta.
	Lo que se expone
	Hacia dónde se aparta la aguja
	El fruto que lo muestra
	Lo que pesa en el otro plato

	El orden de las leyes (1.1)
	Por exceso: la ley que escriben los hombres, en el lugar de la ley de Dios
	Quien invirtió el orden fue, en 7 de 8 casos, quien tenía el poder de legislar (1.7)
	La ley escrita, común a todos, da la seguridad jurídica que la Constitución garantiza (la defensa del Estado, cargo 1)

	Los derechos de la persona (2.2)
	Cerca del centro: la ley los reconoce, no los da
	La Constitución los llama «inherentes» (2.2)
	El derecho a la vivienda no se puede reclamar sin una ley que lo desarrolle (5.1)

	El consentimiento (5.4)
	Por exceso: da por consentido lo que el pueblo no consintió
	Un registro y un código en setenta y dos horas, cuando el interesado tiene cero días (5.4)
	El Estado y el derecho son ficciones jurídicas, y no es un vicio mientras se declare (5.3)

	Las presunciones del Estado (5.2)
	Por exceso: la carga de la prueba, en el ciudadano
	Sus actos se presumen válidos, la palabra de su agente hace prueba y la ignorancia de las leyes no excusa (5.2)
	Sin la presunción de validez ninguna administración podría funcionar, y todo acto se puede recurrir (la defensa del Estado, cargo 20)

	El contrato social (6.1)
	Por exceso: se da por firmado
	Es una idea, no un documento (6.1)
	Un Estado existe sin que nadie se lo conceda (Montevideo, 1933), y todo orden nuevo se funda así (6.2; 5.3)

	El acceso al poder (6.4)
	Por exceso: los controlados eligen a sus controladores
	Barreras de entrada, y la iniciativa popular no toca la ley electoral ni los impuestos (6.4)
	Hay sanciones, tribunales y partidos nuevos (6.4)

	La Constitución, artículo por artículo (7.1)
	Por defecto: no cumple lo que escribe
	69 de los 169 artículos no se cumplen, y se incumple el doble en lo que promete al ciudadano que en lo que organiza al poder (7.1; 7.4)
	93 se cumplen (7.1)

	El freno (7.4)
	Por exceso: frena más donde el poder se controla a sí mismo
	Cinco veces más que donde protege al ciudadano (7.4)
	En 23 de los 69 artículos que no se cumplen ya hay una declaración formal externa (7.1)

	El cobro y el deber (7.6)
	A los dos lados: por exceso al cobrar, por defecto al cumplir
	El cobro se ejecuta sin juez; el deber del Estado necesita antes una ley que lo desarrolle (7.6)
	El cobro está sujeto a recurso y a control judicial, y puede suspenderse aportando garantía (la defensa del Estado, cargo 13)

	La moneda (8.3)
	Por exceso: se lleva tiempo de vida sin que nadie lo vote ni dé su consentimiento; se aleja desde 1971
	100 euros guardados el 1 de enero de 1971 compran hoy lo que entonces 3,90 (8.3)
	El dinero sin respaldo permite responder a las crisis, y lo gobierna un banco central independiente (la defensa del Estado, cargo 17)

	La carga sobre el trabajo (8.4)
	Por exceso
	De cada 100 euros que cuesta el trabajo de un asalariado medio, al menos 41 van a cotizaciones e IRPF (8.4)
	Nueve de cada diez euros de la protección social son prestaciones (5.1, n.º 23)

	El silencio (8.5)
	A los dos lados: por exceso con el ciudadano, por defecto consigo
	El silencio del ciudadano se castiga solo; el del sistema hay que perseguirlo durante años (8.5)
	La ley obliga a motivar los actos que limitan derechos, y la pregunta por escrito deja constancia (10.4)

	La hucha de las pensiones (8.6)
	Por defecto: no guarda ni da la suma
	Se vació y está invertida, por ley, en deuda del propio Estado; se publica cada dato, nunca la suma (8.6)
	El Estado sigue pagando y obteniendo préstamos (9)

	La cuenta del sistema (9.1)
	Por exceso: la regla que aplica a cualquier empresa no se la aplica a sí
	La Seguridad Social tiene patrimonio neto negativo desde 2017, y las administraciones gastaron más de lo que ingresaban en 28 de los 31 años de 1995 a 2025 (9.1)
	Un Estado no es una empresa: tiene poder tributario y no desaparece como ella (9)

	Lo que cuesta obtener lo mismo (9.1)
	Por defecto: no hace crecer; se aleja con cada generación
	Cada generación necesita más años de vida, más normas y más trámites para obtener lo mismo, y el hueco se cubre con deuda (9.1)
	Hay logros reales, y la obra concede lo que es cierto (11.4)

	La compensación del daño (10.6)
	Cerca del centro: la propia ley ya obliga a compensar el daño injusto
	Por el daño de un servicio público, el particular reclama a la Administración, no al empleado (10.4)
	Cuanto más arriba, más estrecho el camino (10.6)

	Esta obra (2.5)
	Se pesa con la misma pesa: si dice más de lo que prueba, se aparta
	Cada capítulo dice su límite honesto, y el dictamen no tiene valor oficial (9)
	La mejor defensa del Estado contra la obra se oye entera en el juicio (11.2)



El camino de vuelta. De cada rama seca que pesa esta tabla, el camino de vuelta a lo recibido, gesto a gesto, está en J.1.
Límite honesto de la prueba
La capa del equilibrio tiene hoy pocos datos. La obra tiene mucho sobre el árbol torcido (capítulos 5 a 9) y poco sobre cómo sería, rama a rama, una ley alineada con el Arca. Es un hueco, y se dice. 
Faltan polos. En dos de los nueve principios (P3 y P5), el Arca no tiene texto para uno de los dos vicios; se buscaron en lo ya leído y no se rellenan. 
Las fechas que ordenan los textos son de nivel B (enciclopedia), salvo las que la obra ya tenía en su fuente; el orden es el de cómo se formularon los criterios en la historia, no el de este libro. 
Los números van solo en el piloto, y el piloto va aquí como diseño: sus umbrales se escriben con el autor antes de mirar los datos, y hasta entonces no hay cifra. 
Llevar la virtud de Aristóteles, que es de una persona, a las leyes y a las instituciones es una extensión del autor (anexo del 4.3). Este anexo la convierte en método y lo dice; no la presenta como dato. 
La doble polaridad se leyó en 30 pasajes de 11 tradiciones, y la independencia entre ellas no está comprobada. Maimónides y Horacio dependen de Aristóteles; de China, el budismo, la India, el Israel bíblico y el Corán no se ha comprobado ni contacto ni independencia respecto de Grecia. Por eso se dice «coinciden», no «convergen». El Corán 25:67, Mencio 7A26, las Analectas XIII,21 y el Yasna 30 vienen de transcripciones no cotejadas con edición impresa (nivel B).
Dónde se oye la defensa del Estado
La defensa del Estado frente a este anexo («la obra no es neutral: la vara la pone el autor»; «un dial es una opinión con forma de cifra»), y lo que la obra le responde (el centro lo pone lo que converge, se escribe antes de medir y se aplica a los dos lados), se oyen en el juicio: 11.2, las cuestiones previas.
Para recordar
El dial no es un método nuevo: es el segundo paso de la vara, los frutos, con la posición y la dirección a la vista.
Dos semillas: la que se recibe y la que se siembra. El árbol se tuerce cuando lo sembrado se corta de lo recibido o se pone por encima.
El centro lo ponen la ley de Dios y la ley natural, por convergencia, y se escribe antes de mirar los datos.
El dial maestro es «servir»: a la izquierda, no cuida ni cumple; a la derecha, se sirve. La balanza equilibrada es su centro.
Se miden cosas, nunca personas; con número solo donde se cumplen cuatro condiciones, y con la mejor defensa al lado.
Una sola pesa para todo, también para quien pesa: ¿roca o arena? Y, por sus frutos, ¿sirve más allá de sí, se sirve, o no cuida ni cumple? Con ella se pesa en J.8 lo que expone el libro, con lo que pesa en el otro plato al lado (lectura del autor).
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